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Presentación

El Derecho, en tanto objeto de estudio complejo, plural y de abordajes 
múltiples, requiere algún formato –algunos formatos– específico de ense-
ñanza. Dicho de otro modo, las especificidades del campo disciplinar de-
vienen particularidades en el modo de enseñarlo. Tales particularidades 
han sido objeto de preocupación y discusión desde tiempos históricos y 
actualmente van constituyendo también un campo disciplinar que a todas 
luces se presenta como provisorio y en construcción. La reflexión sobre la 
Enseñanza del Derecho sucede entonces como una prioridad institucional 
en Facultades como la nuestra que se hallan abordando procesos de cam-
bio curricular profundos y novedosos.

¿Cómo debe enseñarse el Derecho?, ¿cómo deben enseñarse las espe-
cialidades disciplinares que lo conforman? Son dos preguntas claves que 
deben acompañar la reforma curricular. Asimismo, desde nuestra condi-
ción de docentes cabe preguntarnos ¿cómo enseñamos nuestras asignatu-
ras?, ¿cuáles son nuestras experiencias y prácticas concretas?, con la pre-
tensión de impulsar algunos disparadores de nuevas preguntas y nuevas 
prácticas, a partir de concebir esa enseñanza como una labor dinámica que 
requiere de constante revisión y actualización.

En el marco del proceso de reforma de la carrera que nuestra institución 
viene transitando, a partir de la aprobación del Nuevo Plan de Estudio por 
Resolución 1678/16 del Ministerio de Cultura y Educación de la Nación y 
su puesta en marcha en este ciclo lectivo 2017, es decisión multiplicar los 
ámbitos de debate y reflexión al respecto. En el mes de octubre de 2016 se 
organizó en nuestra Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales el Congreso 
de Enseñanza del Derecho que fue una cabal expresión de polémicas y de-
bates de una comunidad académica dispuesta a dudar y repensar; de forma 
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VI

inmediata publicamos el e-book “Enseñanza del Derecho” como producto 
y registro de todos los tópicos y resúmenes, con los autores y especialistas 
que aportaron su visiones y sapiencias; y ahora, estamos ofreciendo a con-
sideración de nuestra comunidad académica el presente volumen como 
continuación y profundización de aquellos.

Se trata de veinte trabajos de la mayor valía y densidad, que docentes e 
investigadores de nuestra Facultad y de otras Facultades del mundo han 
producido y exponen. Se trata de un material para estudiar y profundizar, 
imprescindible en el abordaje más actualizado de la Enseñanza del Dere-
cho, vehículo de debates y reflexiones que ya no pueden postergarse.

Abog. Vicente ATELA Dr. José ORLER
Decano Secretario Académico

Prof. Juan Carlos CORBETTA
Director

Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad Nacional de La Plata
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La educación a distancia en la Facultad. Ventajas  
y dificultades

Por Olga L. Salanueva (*)

Sumario: I. Introducción.– II. Comienzos de la enseñanza a 
distancia.– III. La enseñanza a distancia en las universidades.– 
IV. Ventajas de la educación a distancia.– V. Las dificultades 
de la educación a distancia.– VI. Formación de los docentes.–  
VII. Gestión de los posgrados en la Facultad de Ciencias Jurídi-
cas y Sociales.– VIII. Bibliografía.

I. Introducción

Existe un consenso generalizado de que la educación a distancia (EAD) 
comienza en el siglo XIX (1), usando la herramienta facilitada por los correos 
postales, la correspondencia y su buena distribución. En general se inscribían 
en los cursos por correspondencia las mujeres y los tutores eran en su gran 
mayoría varones. Con el correr del tiempo aparecieron en Europa, EE.UU. y 
Argentina instituciones y nuevas tecnologías de información como la radio 
y luego la televisión, que compitieron con el sistema de correspondencia y 
entre sí, hasta que varios procesos sociales hicieron que las “academias” y 
otras organizaciones dedicadas a la enseñanza a distancia, desaparecieran 
o fueran asumidas bajo la modalidad “presencial” o “semipresencial” por 
las propias universidades públicas y privadas. Así comenzaron éstas a im-
partir cursos sobre diseños de ropa para el mercado interno y externo o, las 

(*) Doctora en Ciencias Jurídicas y Sociales, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Universidad Nacional de La Plata, UNLP. Especialista en Sociología Jurídica, UNLP. Prof. 
Emérito, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, UNLP. Dir. de la Maestría en Sociología 
Jurídica modalidad a distancia, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, UNLP.

 (1) Algunos la datan en el siglo XVIII, con un anuncio publicado en 1728 por la Gaceta de 
Boston, en donde ofrecían enviar a estudiantes, por medio de la correspondencia, cursos 
tutorados de carpintería, secretariado comercial, dactilografía y taquigrafía. Los envíos in-
cluían detallados manuales que a través de dibujos ilustraban los pasos a seguir.
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tecnicaturas en diversos oficios complejos como: mecánica de precisión, 
construcciones, instalaciones eléctricas de grandes edificios, y otras.

En Argentina el nombre de Academias PITMAN es un ejemplo de EAD. 
Instruyó a varias generaciones de mujeres especialmente en secretariado co-
mercial (2), entre los años de su fundación 1919 y el cierre de la misma en 
1993. En más de 70 años de actividades educativas y no siendo la única, va-
rias generaciones de argentinas ingresaron a empleos públicos, privados y 
actividades autónomas como la costura, el secretariado y el diseño de modas.

El nombre de ACADEMIA era mirado críticamente por los/las universi-
tarios/as, tal vez porque creían que eran acreedores únicos e indiscutibles 
del término. Palabra que hasta el presente parece ser propia de universi-
dades e instituciones universitarias, pues son las reconocidas socialmente 
relacionadas con el aprendizaje de las ciencias, las humanidades y el arte 
o, porque la enseñanza, por correo o correspondencia, en secretariado co-
mercial, corte y confección, taquidactilografía, peluquería eran para con-
seguir entre las mujeres de clases populares, empleos generalmente mal 
remunerados y de bajo prestigio.

El desarrollo de la radiofonía y más adelante la televisión trajo, como 
afirmamos, la sustitución del aprendizaje por correspondencia por estos 
medios que informaban paso a paso como aprender para incorporarse al 
mercado de trabajo. Un mercado de trabajo que más que liberar a las muje-
res de los yugos maritales las sometió a las arbitrariedades patronales.

II. Comienzos de la enseñanza a distancia

Haremos una enumeración muy breve de algunas de las causas que faci-
litaron el desarrollo de la educación a distancia (EAD).

II.1. La Revolución Industrial

La Revolución Industrial (R. I.) proceso de invención, descubrimiento y 
aplicación de tecnología en la producción agrícola ganadera y textil que se ini-
cia en Inglaterra en el siglo XVIII y se expande por Europa y América durante 

 (2) Les enseñaban a escribir cuidando la ortografía y redacción de notas y cartas co-
merciales; a organizar los ficheros y archivos de la producción “literaria” del trabajo y ser 
siempre obedientes y amables con los jefes.
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el siglo XIX y continúa hasta nuestros días con nuevas tecnologías que modifi-
can las maneras de pensar, obrar y sentir de millones de seres humanos, prin-
cipalmente por el diverso uso de los sistemas de información y comunicación.

II.2. Las consecuencias de la Revolución Industrial

Las consecuencias de la R. I. fueron el aumento de la población que me-
diante el uso de maquinaria agrícola aumentó la producción y mejoró la 
alimentación. Ello alentó la baja de la edad de los matrimonios, la natalidad 
más segura, menos muertes de las madres y más limpieza de los espacios 
habitacionales y del aseo personal.

Produjo las migraciones de enormes masas de campesinos –téngase en 
cuenta que como lo enuncia Hobsbawm entre el 90 y el 97% de la población 
europea del siglo XVIII era “rural o agrícola”–, fueron desplazados de las 
tierras de laboreo por el uso de máquinas (sembradoras y trilladoras) hacia 
las urbes que se constituyeron en enormes y con industrias manufactureras 
que requerían de mano de obra no calificada. El campesino en los centros 
urbanos industriales se transformó en asalariados que vendían su fuerza de 
trabajo a los burgueses que los empleaban por salarios ínfimos en jornadas 
laborales extenuantes de 12 a 14 horas diarias. En las primeras grandes in-
dustrias manufactureras había poca división del trabajo y trabajaban hom-
bres, mujeres y niños, en toda clase de tareas.

Esas transformaciones tecnológicas favorecieron el crecimiento de la 
sociedad de masas y la cultura de masas. Sin embargo, las poblaciones 
permanecían analfabetas o semialfabetizadas y el trabajo asalariado en 
procesos industriales más complejos requería que cada vez más los y las 
trabajadoras y empleadas supieran leer, escribir y comprender las instruc-
ciones para el manejo de las máquinas. La demanda de instrucción para 
obtener, mejorar o permanecer en los trabajos y empleos fomentó una for-
ma de educación de bajo costo y gran efectividad: la educación a distancia 
por correspondencia o postal.

III. La enseñanza a distancia en las universidades

Lentamente las universidades y academias comenzaron a modificar sus 
apreciaciones pedagógicas y perspectivas funcionales sobre la educación a 
distancia.
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La primera universidad que promovió y difundió internacionalmente la 
educación a distancia inicia sus cursos en el año 1938 en la ciudad de Vic-
toria Canadá donde se realizó la Primera Conferencia Internacional sobre 
la Educación por Correspondencia.

Varios años después en 1962 se crea en Pretoria, la Universidad de Sudá-
frica a distancia para dictar cursos, no carreras. Diez años después se funda 
la “Open University” en el Reino Unido donde se dictan cursos y carreras 
presenciales, semipresenciales y a distancia. En la actualidad la educación 
online, a distancia o virtual como se la denomina se halla en África, Europa, 
Asia, Oceanía y en toda América.

En Argentina la Universidad Nacional de La Plata, entre otras, comien-
za sus actividades de educación a distancia en el año 1999. Se crea en la 
Secretaría General el programa de educación a distancia dependiente de 
la Secretaría Académica. En el año 2004 las actividades de EAD se hacen 
sistemáticas y se fomenta como complementaria en la formación del grado 
y posgrado así lo expresan:

“El cambio socio cultural de Argentina de la última década su-
mado a la incorporación de las TIC (Tecnologías de la Informa-
ción y Comunicación) en las diferentes actividades humanas 
presentan un contexto para las Universidades donde se plan-
tean nuevas y renovadas actividades en las aulas universitarias” 
(González, Esnaola y Martín, 2012: 3).

En la actualidad, la Universidad a través del Aula Cavila dicta numerosos 
cursos y seminarios a distancia conectada con universidades de España, 
Francia y América Latina.

La organización y gestión de la educación a distancia que depende de 
la Secretaría Académica de la Universidad no ha sido impedimento para 
que las Facultades implementaran cursos de grado y posgrado bajo esa mo-
dalidad. Desde hace algunos años las Facultades han comenzado a dictar 
carreras de especialización y maestría en la modalidad semipresencial y a 
distancia (3).

 (3) Ver en www.unlp.edu.ar/especializaciones la FeHCE tiene una carrera de Gestión 
de Información Científica y Tecnología a distancia y la Facultad de Periodismo y Comu-
nicación Social una carrera de Especialización en Comunicación y Salud (a distancia en 
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Este proceso de crear carreras de posgrado combinando lo presencial 
con lo virtual y/o la modalidad a distancia cobra un impulso cada vez ma-
yor y los pedidos de acreditación ante CONEAU (4) a los efectos de poder 
iniciar el dictado de las mismas y otorgar la acreditación de los estudios a 
nivel nacional e internacional, se multiplican.

IV. Ventajas de la educación a distancia

Aún no hemos dado una definición de lo que se entiende por EAD para 
ello apelamos a la siguiente definición:

“Entendemos por Educación a Distancia a la modalidad educa-
tiva no presencial que propone formas específicas de mediación 
de la relación educativa entre los actores del proceso de ense-
ñanza y de aprendizaje. Dicha mediación se realiza utilizando 
una gran variedad de recursos (especialmente los de las tecno-
logías de la información y redes de comunicación), junto con 
la producción de materiales de estudio poniendo énfasis en el 
desarrollo de estrategias de interacción” (González, Esnaola y 
Martín, 2012:10).

Podemos señalar algunas cuestiones por las cuales el dictado a distancia 
de carreras se ha tornado una demanda académica y profesional cada vez 
más requerida. Es sabido, pero no por ello deja de ser importante que una 
carrera de posgrado tiene un público posible que mayoritariamente traba-
ja. Frecuentemente estas personas no disponen del tiempo que insume una 
carrera presencial. En otros términos una carrera presencial implica que es 
la institución la que regula los tiempos de los estudiantes, ello dificulta a 
veces hacerla. El dictado a distancia de los cursos, materias y seminarios de 
una carrera, permite a los/as estudiantes administrar más adecuadamente 
la disponibilidad de tiempo. El tiempo no es primordialmente de los do-
centes o de la institución, sino de los estudiantes. Ellos/as son los que lo 

proceso de acreditación). La Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales tiene una carrera de 
Maestría en Sociología Jurídica a distancia acreditada.

 (4) CONEAU: Comisión Nacional de Evaluación y Acreditación Universitaria, depen-
diente de la Secretaría de Políticas Universitarias del Ministerio de Educación de la Nación. 
Entidad extremadamente burocrática que revisa la organización de las carreras de grado 
y posgrado y cuyos dictámenes se demoran más de un año desde el inicio de los trámites.
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administran y lo adecuan a las demandas familiares y laborales, inclusive 
hasta pueden reflexionar no solo sobre cómo y cuánto van a estudiar sino 
también sobre la ocupación/profesión y el tiempo que ésta les insume.

Lo indicado para las personas que trabajan es aplicable para docentes 
universitarios/as, empleados/as estatales y profesionales, y para científi-
cos donde el trabajo que desempeñan les insume un tiempo relativamente 
amplio.

En síntesis el tiempo en la EAD es autoadministrado para aquellos que 
se muestran interesados en estudios y carreras de posgrado. Desde sus ho-
gares pueden cursar, hacer prácticos, parciales e intervenir en proyectos de 
investigación, pueden inclusive ocuparse de las materias y trabajos en días 
feriados y no laborables.

Una ventaja importante de las carreras a distancia es que anula las dis-
tancias geográficas entre los centros emisores de conocimientos y quienes 
quieren realizar una carrera. Las distancias no son un problema, pues los 
estudiantes reciben en el lugar donde cuenten con una PC o notebook, u 
otra herramienta electrónica de comunicación, libros, proyectos de inves-
tigación, información estadística, presentaciones de PowerPoint, videos, 
clases escritas de los/las docentes que resultan de buena calidad y que los 
ayudan a estudiar sin desplazarse geográficamente.

Asegura una comunicación entre docentes y estudiantes cuasi perma-
nente a través de los foros y chats de las plataformas, con la única limitación 
de días y horas convenidas entre los participantes. Así es posible comuni-
carse con estudiantes no solo de Argentina sino de otros países.

Otra ventaja es la económica. La educación a distancia evita al estudian-
te los gastos de traslado, vivienda, alimentación, cambiar de hábitat y de 
costumbres. A su vez disminuye el gasto en los materiales de estudios. Estos 
últimos suelen ser provistos por los repositorios, bibliotecas online y los tu-
tores o docentes a cargo de las materias y seminarios que dictan.

Una carrera a distancia no perturba el ejercicio de las profesiones ni los 
empleos privados o estatales, que demandan presencia a veces, según el 
tipo de empleo, de seis o siete horas. Y estos son significativos porque los 
empleos u ocupaciones son la fuente de sustento.
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Desde las instituciones educativas universitarias, una ventaja extraordi-
naria de las carreras a distancia es que supera el problema edilicio que gene-
ra dificultades institucionales y personales para quienes pretenden cursar.

La Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales tiene espacios asignados es-
peciales, una casa para actividad de posgrado, pero es muy numeroso el nú-
mero de estudiantes y cursos, materias, seminarios y talleres que se dictan, 
tanto de las especializaciones, como en las maestrías y doctorados (5). Los 
límite físicos áulicos atentan contra las carreras presenciales y son una difi-
cultad que tiende a ser permanente y que agrava la disponibilidad física ho-
raria y de los días disponibles en la semana para cursar. Obviamente, ello no 
ocurre con el dictado de cursos y carreras en la modalidad a distancia donde 
los espacios áulicos no interesan, la autoadministración de horarios y días 
significan una organización que administran los/as estudiantes y docentes.

El tema de la excesiva carga horaria de las maestrías se ATENÚA para 
los/as estudiantes cuando éstas se dictan bajo la modalidad virtual. Como 
afirmamos esta modalidad permite una mejor administración del tiempo 
de quienes trabajan y quieren o necesitan estudios de posgrado. El pro-
blema se presenta con las carreras presenciales. Al respecto una Comisión 
Asesora de Ciencias Sociales de CONEAU integrada por destacados Inves-
tigadores en el año 2002 advertía que:

“La carga horaria de las maestrías debería ser disminuida y 
adaptada a los estándares internacionales, que en general es sig-
nificativamente más baja” (David y otros, 2002: 4).

Sería interesante que en total la carga horaria de las maestrías se redu-
jera a 540 horas distribuidas en 380 de teóricas y 160 de tareas de investiga-
ción dedicadas al desarrollo de la tesis. La inclusión de las horas dedicadas 
a la investigación para la elaboración de la tesis ha sido un aporte extraor-
dinario de la UNLP porque de lo contrario las tesis de maestría se transfor-
maban en “monografías escolares largas”.

La “educación a distancia” media, utilizando variada tecnología comu-
nicacional electrónica entre estudiantes y docentes asegurando el proceso 

 (5) Dos Doctorados; quince Especializaciones y ocho Maestrías, la mayoría de las carre-
ras han sido acreditadas por CONEAU.
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de enseñanza-aprendizaje para alcanzar los fines y objetivos propuestos en 
el plan o currículo. Permite la interactividad entre los y las docente y estu-
diantes y la interdisciplina. Asegura la educación permanente.

En síntesis las ventajas de la modalidad a distancia son:

•	 Anular las distancias geográficas.

•	 Permitir a los/as maestrandos/as la autoadministración del tiempo.

•	 Disminuir los costos de los traslados a los lugares de enseñanza y 
aprendizaje.

•	 Facilitar el acceso a materiales de estudio: libros, informes, datos es-
tadísticos, bibliotecas, y fuentes de datos primarios y secundarios en 
forma gratuita.

•	 Intercambiar con otros maestrandos y con los docentes consultas rá-
pidas y pertinentes sobre los contenidos.

V. Las dificultades de la educación a distancia

Una de las dificultades o desventajas que habitualmente se señala de la 
EAD es la mediatización o separatidad, por las tecnologías de la informa-
ción y la comunicación, entre estudiantes y docentes y estudiantes entre sí. 
Esta objeción parte de los/las docentes que trabajan en los espacios físicos 
(aulas) y que en forma ficticia o ideal refieren al contacto directo en el pro-
ceso de enseñanza y aprendizaje. Una observación cuidadosa de los inter-
cambios directos entre docente y estudiantes muestra más la unidireccio-
nalidad del discurso docente hegemónico que la discusión e inmediación 
–persona a persona– de los saberes que se imparten. En la EAD a través de 
los foros y el chat el intercambio es prácticamente inmediato y frecuente-
mente simultáneo donde no solo participa el docente y los estudiantes sino 
también entre ellos.

En Casas de Estudios de muy alta matriculación, el trato personal, per-
manente y bidireccional en la modalidad presencial constituye una ficción 
que es tanto o más importante que la intermediación de la comunicación a 
través de herramientas electrónicas en la educación a distancia.
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Otras dificultades que se señalan a la EAD son que:

•	 No facilita la trasmisión de valores y actitudes como la solidaridad y 
la cooperación. Si ello puede tener algún andamiento en la modali-
dad a distancia, la educación tradición fomenta la competencia, el 
individualismo y desalienta la construcción del conocimiento como 
hecho social; privilegia la búsqueda egoísta de las premiaciones: ser 
el o la mejor.

•	 La desconfianza en la calidad de los saberes y haceres a trasmitir y 
sobre todo en los sistemas de evaluación. Algunos piensan que la 
mediatización en la EAD impide que el docente controle y evalúe 
realmente lo que el/la estudiante aprenden.

•	 La educación a distancia fomenta el aislamiento de los/las estudian-
tes y requiere para corregir este desfasaje la intervención activa de 
los tutores.

•	 Una formación académica distinta a la tradicional requiere de cierto 
nivel de adaptación que puede resultar difícil para algunas personas.

VI. Formación de los docentes

La EAD requiere de docentes especialmente preparados no solo para 
usar las TIC internet, telefonía fija y móvil, televisión por cable y satelital, etc. 
y las herramientas que ofrecen las plataformas, sino también de una ade-
cuación didáctico pedagógica que exige perfeccionamiento del docente y de 
los contenidos a trasmitir donde, la interacción, crítica y construcción de los 
conocimientos debe ser permanente y mediada por la tecnología que se use.

En el sentido de planificar los pasos para crear cursos, seminarios y ca-
rreras a distancia, la Universidad Nacional de La Plata desde el año 2004 
se dedica con personal altamente calificado a tal fin. Para ello la Secretaría 
Académica a través de la dirección de EAD asesora y colabora con la ca-
pacitación de los docentes en el uso previo de las herramientas y aconseja 
por ejemplo en la organización de las aulas virtuales y de qué implementos 
técnicos valerse para EAD.

Una colaboración primordial e invalorable la realiza aportando a la fun-
damentación del modelo educativo, la propuesta pedagógica, el diseño del 



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

10

aula virtual, la presentación de la carrera con su descripción, objetivos, cro-
nogramas, metodologías que facilitan por un lado, que los posibles intere-
sados/as accedan a la información a través de las páginas web, y por otro 
lado, facilita la gestión ante los órganos de contralor universitarios de las 
carreras, sobre todo ante la CONEAU que por sus enmarañadas disposicio-
nes y resoluciones tornan complicado el proceso de acreditación.

VII. Gestión de los posgrados en la Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Sociales

Así como la Universidad ha organizado una dirección de EAD con perso-
nal calificado y una gestión administrativa y tecnológica eficiente, la Facul-
tad que ya inició el dictado de su primera carrera (6) a distancia acreditada, 
tiene que organizar a partir de la Secretaría de Posgrado una dirección de 
EAD. Esto es por la magnitud que cobra no solo los cursos de la maestría 
sino también, porque el dictar una carrera a distancia incentiva la demanda 
de cursos, seminarios y carreras bajo esa modalidad y en consecuencia es 
indispensable organizar una dirección específica en el Posgrado.

Varios de los y las directores/as de los Institutos, de especializaciones y 
maestrías y titulares de cátedras conocen las ventajas funcionales de la edu-
cación a distancia y/o semipresencial, sobre todo en aquellas carreras cuyo 
número de estudiantes es muy alto y las aulas insuficientes, precarias, pero, 
no encuentran una organización específica que promueva y ayude institu-
cionalmente este tipo de emprendimientos que desafían el pensamiento 
tradicional: aula, pizarrón, bancos, docente y estudiantes a veces hacinados.

No afirmamos que la organización para promover y realizar carreras y 
cursos a distancia y/o semipresenciales termine con la educación tradicio-
nal sino que la Facultad, institución masiva en el grado y de alta matricu-
lación y número de carreras y cursos de posgrado tiene que ofrecer otras 
posibilidades para asegurar la educación permanente, una demanda social 
que no podrá evitar.

Esta organización de una dirección de EAD dependiente de la Secretaría 
de Posgrado de la Facultad requiere más que de presupuesto, de una decisión 

 (6) La Maestría en Sociología Jurídica comenzó el dictado en el año 2017.
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política académica, pues personas suficientemente capacitadas en lo peda-
gógico, gestionario e informático existe y de excelente nivel de conocimien-
tos en sus respectivas incumbencias y, si ellas necesitaran en algunos casos 
asesoramiento, las personas que integran la dirección de EAD de la UNLP, 
tienen una calificada capacitación y una alta disposición a colaborar.

Para finalizar citamos a una investigadora peruana que expresa, a nues-
tro criterio adecuadamente, la funcionalidad de la educación a distancia en 
un mundo donde distancias y tiempos se vuelven críticos para las feminas 
y homos sapiens-sapiens:

“La educación a distancia ha abierto una nueva área no sólo de 
desarrollo y ofrecimiento educativo, sino también un área multi-
disciplinaria de investigación y desarrollo, que además del inte-
rés científico y técnico que conlleva, tiene grandes perspectivas 
de aplicación debido a la gran demanda de capacitación, educa-
ción a lo largo de la vida y educación superior” (Manrique, 2015).
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¿Hay una traducción correcta de las normas?
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discurso.– V. Bibliografía.

I. Introducción

Es relativamente curioso que los juristas o mejor, los operadores jurí-
dicos en general, salvando muy contadas y honrosas excepciones, sigan 
trabajando con instrumentos y herramientas conceptuales que ya tienen 
siglos. Algo así como si los médicos curaran aún con pócimas preparadas 
por ellos mismos en precarias retortas, basadas en la mezcla de yuyos y ma-
lezas, cortezas de árboles y patas de renacuajos; o si quienes explotan la tie-
rra abrieran surcos con arados de troncos, tirados por bueyes y conducidos 
por manos fuertes y callosas de unos individuos mitad siervos de la gleba y 
mitad peones rurales.

Ciertamente la modernidad y la posmodernidad han entrado en los es-
critorios de abogacía y en los despachos judiciales. Pero, por lo general, 
bajo la forma de computadoras, bibliotecas virtuales, programas de gestión 
y control administrativo y otros asuntos de esa índole.

(*) Abogado. Doctor por la Universidad de Buenos Aires. Exprof. Titular Ordinario 
de Filosofía del Derecho, Facultad de Filosofía y Letras, Universidad de Buenos Aires. 
Prof. Titular Ordinario de Teoría General y Filosofía del Derecho, Facultad de Derecho, 
Universidad de Buenos Aires. Prof. de grado y de posgrado en doctorados, maestrías y 
carreras de especialización en Universidades Nacionales (UBA/UNR/UNL/UNMdP/U 
del Comahue) y extranjeras (España/Brasil). Investigador Clase I, Universidad de Bue-
nos Aires. Subdirector de la Revista Jurídica de Buenos Aires. Dir. Instituto de Inves-
tigaciones Jurídicas “Ambrosio L. Gioja”, Facultad de Derecho, Universidad de Bue-
nos Aires. Prof. Titular Consulto, Universidad de Buenos Aires. Prof. Titular Emérito, 
Universidad de Buenos Aires. Dir. de la Carrera de Abogacía, Universidad Nacional de 
Avellaneda.
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Sin embargo, ¿cómo explicarse que, por lo común, en el ámbito del de-
recho se encuentre tanta desinformación referida a asuntos que han ocu-
pado de manera significativa a las ciencias sociales y a las humanidades, a 
las denominadas nuevas ciencias, a la epistemología contemporánea y a 
la filosofía? Me refiero, para decirlo reductiva pero claramente, al tipo de 
cuestiones involucradas en el llamado “giro lingüístico”.

El lenguaje ocupa el centro de la escena intelectual desde mediados del 
siglo pasado. La lingüística moderna que nace con Saussure y con Pierce 
hace casi cien años, ha venido evolucionando constantemente a través de 
multiplicidad de escuelas y tendencias, cada una de las cuales ha realizado 
aportes que, aunque no siempre consistentes resultaron, de todos modos, 
de singular importancia: Bajtin, Benveniste, Jakobson, Barthes, Todorov, 
Greimas, Eco, Kristeva, Morris, Austin, por citar sólo algunos nombres de 
una lista interminable. Sus especulaciones y las de otros grandes autores 
ocupados en disciplinas próximas: la hermenéutica, la teoría del discur-
so, la teoría de la comunicación, el constructivismo lingüístico, el fenóme-
no de la narratividad, han tenido un impacto trascendente en la teoría del 
derecho y en la filosofía jurídica y han comenzado a proveer insumos de 
nuevo tipo para reanimar la reflexión jusfilosófica, como no podía ser de 
otro modo, dado que la materia prima fundamental que constituye el ob-
jeto al cual ellas refieren es el lenguaje y más genéricamente, el sentido y la 
comunicación.

Pero estas cuestiones llegan apenas balbuceantes y asordinadas a la 
práctica de jueces y abogados. Por tal razón, preguntarnos acerca de cómo 
“traducir”, “transcribir”, aplicar el derecho, debe ser entendida, hoy por hoy, 
como una cuestión de estratégica importancia y de abismal complejidad.

Las respuestas canónicas a esa pregunta, vigentes hasta hace unos trein-
ta años, por poner alguna fecha arbitraria, merodeaban alrededor de una 
concepción de ciencia objetivista, heredera del legado cartesiano-newto-
niano y del positivismo filosófico y jurídico. Y así como la forma de ser de lo 
natural, estaba inscripta en procesos causales, mecánicos y ajenos a cual-
quier clase de subjetividad o intencionalidad, aplicar la ley era cuestión de 
lectura y deducción lógica. En la medida de lo posible, había que entender 
los textos de la manera y con el sentido con que ellos habían sido sancio-
nados oportunamente y en caso de dudas, aplicar el método interpretati-
vo “correcto”, que no sería otro que aquel que condujera a desentrañar la 
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“verdad” de la o las normas aplicables, partiendo además de la premisa de 
que saber en cada caso cuál era la norma aplicable o el set de normas, re-
sultaba una cuestión naturalmente obvia. Kelsen que se animó a afirmar 
tempranamente, que el acto de adjudicación no era sólo un acto de conoci-
miento, sino también de voluntad, escandalizó a la Academia y tuvo, en los 
hechos, esto es, en los Tribunales, poca influencia. Más allá de su innegable 
talento, él mismo no es ajeno al reproche. Fue precisamente su concepción 
acerca de la pureza metódica del derecho, lo que aisló la teoría jurídica de 
la teoría social y de las humanidades, artificiosa y arbitrariamente, de modo 
que esta última llega tarde al encuentro de problemáticas que tienen larga 
historia en disciplinas como la filosofía, la historia o la antropología.

Cossio, para los años 60 mostró, con gran agudeza, que los llamados mé-
todos de interpretación de la ley no eran recursos de naturaleza cognitiva 
como se pretendía, sino de naturaleza ideológica que sirvieron, con la lle-
gada de la burguesía al poder, para operar en la reproducción y consolida-
ción del proyecto de dominación social que encarnó en la modernidad. A 
pesar de su esclarecedor aporte, todavía encontramos numerosas referen-
cias en los fallos de los más altos tribunales de todo el mundo occidental, a 
las virtudes esclarecedoras de aquellos viejos métodos.

Unos años más tarde Hart y la corriente del análisis del lenguaje natu-
ral, acercaron al campo del derecho las reflexiones del primer Wittgenstein 
y tematizaron un importante campo problemático que en una ya célebre 
polémica entre Carrió y Soler, pasó a denominarse como el de “las pala-
bras de la ley”. Sobrevino entonces una muy útil teorización acerca de las 
incertidumbres del lenguaje o mejor sería decir de las palabras que inte-
gran los lenguajes naturales, todas ellas portadoras de ambigüedad, va-
guedad y textura abierta. Se abría así un panorama extraordinariamente 
interesante y prometedor para la jusfilosofía. Sin embargo, el positivismo 
analítico derivó hacia otros problemas: el de las lógicas deónticas, es decir, 
el de los lenguajes artificiales y, abandonando la ruta que había abierto, 
no prestó atención al segundo Wittgenstein y su preocupación por los usos 
del lenguaje y la pragmática de la comunicación y con ello olvidó o ignoró 
de intento, que los problemas del lenguaje se alojaban también en unida-
des de sentido más complejas que las palabras; de forma particular aun-
que no excluyente en lo que al derecho concierne, en los textos. Y los textos 
ofrecen además de los problemas ya conocidos otros, de los que se ocupan 
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numerosas disciplinas que, por cierto, no se enseñan en las Escuelas de 
Derecho, salvo raras excepciones. Por citar sólo algunas a la manera de 
ejemplo: a) la autoreferencialidad del lenguaje: con palabras hablamos en-
tre otras cosas de palabras, construimos textos que tienen por objeto de re-
flexión otros textos, lo cual obliga a distinguir niveles del lenguaje y hacerse 
cargo de problemas que la lingüística estudia, pero el derecho no, como son 
los de intertextualidad, paratextualidad, contextualidad, etc.; b) el sentido 
circula al interior de los textos bajo la forma de tropos del lenguaje, esto 
es, metáforas, sinécdoques y metonimias. Cada acto de lectura, aun el que 
el mismo sujeto pueda realizar en forma más o menos sucesiva, reaviva el 
sentido lo que lo torna potencialmente diferente, porque el sujeto no es el 
mismo sujeto, en cada nuevo acto de lectura y porque los contextos y los 
paratextos pueden venir a jugar su misión rearticuladora.

Las teorías postpositivistas advirtieron estas cuestiones, pero por lo ge-
neral no las tematizaron. Al menos cabe decir esto, con certeza, en rela-
ción con sus primeras manifestaciones. El movimiento de los Critical Legal 
Studies, las escuelas críticas europeas y latinoamericanas pusieron especial 
énfasis en impugnar el modelo que iba camino a su cenit, en el marco de 
sus limitaciones epistemológicas y en el de sus ocultamientos y complici-
dades políticas e ideológicas. Las corrientes neokantianas o realistas (uso 
denominaciones simplificadoras) denunciaron también las insuficiencias 
epistémicas, los reduccionismos fisicalistas, pero dieron especial preemi-
nencia a la necesidad de rearticular la relación derecho/moral o derecho/
justicia, sobre presupuestos no metafísicos, ni transhistóricos.

En un segundo momento se produjo un cambio cualitativo y emergieron 
las cuestiones hasta entonces preteridas, con una fuerza y una potenciali-
dad ejemplares. Tan ejemplares como la riqueza y la complejidad que vie-
nen ahora a aportar a los análisis contemporáneos de la jusfilosofía.

Estas páginas, que tienen propósito meramente divulgatorio, poseen ob-
vias limitaciones de escala. En perspectiva esquemática aludiré brevemen-
te, a sólo tres de las múltiples cuestiones que pueden ser abordadas en la lí-
nea de los aportes señalados. De todos modos ellas me permiten proponer 
una respuesta prudentemente negativa al título de estas notas.

Me explico: en mi opinión no existen criterios de naturaleza algorítmica 
que autoricen a extraer de un texto, ni siquiera de una secuencia o de una 
palabra, un sentido unívoco. ¿Cómo traducir entonces fidedignamente, 
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esto es, sin caer en arbitrariedad, decisionismo, despotismo, el contenido 
de las normas aplicables a un caso? Por de pronto: a) mediante el reempla-
zo de los instrumentos conceptuales de los que las tradiciones del derecho 
occidental se han sostenido durante gran parte del siglo XX; b) receptando 
las elaboraciones de la nueva epistemología y los que provienen de la se-
miótica, de la teoría del discurso y de la teoría de la comunicación; c) ello en 
perspectiva crítica, para no perder de vista el papel social del derecho y su 
entramado con la reproducción y/o transformación de las relaciones socia-
les de producción de la vida. La compleja combinación de estos elementos 
y muchos otros no mencionados, permitirá comprender al derecho como 
un fenómeno público, social e histórico. También permitirá apreciar, y por 
ello la respuesta es prudentemente negativa que, aunque innúmeras razo-
nes abren la posibilidad de poner en juego variados criterios de traducción 
de las normas, tampoco faltan los que constituyen “tecnologías del acota-
miento”, limitaciones, marcos más o menos precisos que obstan al capricho 
y al escándalo. Probablemente, el de mayor eficacia consista en advertir, 
que traducir, esto es interpretar, es siempre una operación de naturaleza 
social que adquiere sentido y legitimación, en el contexto de una cultura y 
de un conjunto dado de producción e intercambios simbólicos.

He sostenido en otro texto (2007), que una visión del proceso y por ende 
de la adjudicación, que desmonta ficticias seguridades al no presentarlo ya 
como el resultado de prolijos y aceitados mecanismos lógicos y nos lo de-
vuelve, en cambio, como compleja construcción discursiva, problemática y 
azarosa, no escapa, sin embargo, a los marcos de sutiles entramados de racio-
nalidad y razonabilidad, que la cultura occidental ha construido por siglos. Si-
glos de refinamiento de las tecnologías jurídicas, siglos de socialización pro-
ducida por las escuelas de derecho, siglos de un saber especializado, siglos 
de una cultura “tribunalicia”. Las actuales perspectivas teóricas, no implican 
irracionalidad, sino otra racionalidad, al colocar en distinto marco concep-
tual el análisis de algunas problemáticas tradicionales e inducen a explotar el 
enorme desarrollo de la lingüística contemporánea, de la teoría del discurso 
y la socio-semiótica, para el desarrollo de jusfilosofía de nuestro tiempo.

II. Acerca de “realidad” y “objetividad”

Como es sabido la epistemología del siglo XX discurrió en el marco de la 
confrontación de dos grandes modelos, el explicativismo (Descartes, Newton, 
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causalismo, fisicalismo, empirismo, positivismo, neopositivismo) y su con-
cepción monista del método por una parte, y el compresivismo por la otra, 
vinculado en particular a las ciencias humanas, que postulaba una perspec-
tiva metódica pluralista (Dilthey, Weber, Schutz, Winch, Gadamer, Ricoeur) 
y privilegiaba la empatía, los procesos de socialización y la interpretación, 
como claves para comprender/conocer la conducta humana.

Pero el advenimiento de las llamadas nuevas ciencias (teoría de siste-
mas, cibernética, neurociencias, autopoiesis) vino a proponer una nueva 
perspectiva epistemológica, denominada por lo general como “construc-
tivismo radical”, Ernst Von Glasersfeld (2002). El conocimiento deja de ser 
entendido ahora como una representación mental de la realidad y la con-
ciencia como un “espejo de la naturaleza”. Dado que toda realidad no ine- 
fable es “realidad comunicada”, es preciso entender que lo que está afuera 
de la conciencia de los sujetos, es algo más que pura externalidad, es tam-
bién comunicación, esto es, construcción de sentido. Lo que está “afuera”, 
lo “real”, lo “objetivo”, adquiere esa condición, en un proceso de intercam-
bio comunicativo que lo constituye como real, porque resulta mediado por 
palabras, por significaciones, por historias previas, por símbolos, por valo-
raciones, por acuerdos, por precomprensiones del mundo.

A partir del lenguaje y de la comunicación como fenómenos inherentes 
a la interacción social, la subjetividad o mejor la intersubjetividad, queda 
restituida en un lugar de especial significación en el proceso de producción 
de sentido y de aprehensión del mundo.

Desde una tal epistemología, resulta claro que la perspectiva de una tra-
ducción unívoca, aparece como ingenua o ideológica. La traducción unívo-
ca remite al formalismo, al mecanicismo, al universalismo, es decir, a todo 
aquello que la nueva epistemología y la crítica jurídica han venido a poner 
en cuestión.

III. Semiosis, semiología, semiótica

La adquisición del conocimiento en general y también del conocimiento 
jurídico implica el tratamiento de los procesos de significación. De allí que 
la semiótica resulte imprescindible a los fines de su producción e interpre-
tación controladas, sin que por ello su papel sea menos relevante en las 
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situaciones en las que se lidia con las cualidades sensibles de los objetos y 
de los individuos, que ponen también en discurso sus pasiones.

Como afirmaba Luis Prieto (1977), la semiología no se muestra como una 
atomización de conocimientos dispersos, sino como una relación coheren-
te de los sistemas de comunicación y de sus consiguientes usos sociales.

Umberto Eco en su Tratado de Semiótica General, ha realizado un enor-
me esfuerzo por sintetizar las tradiciones relativamente divergentes repre-
sentadas por Saussure y sus seguidores (semiología) y por Pierce y los suyos 
(semiótica), a partir de entender la producción de signos como una fuerza 
social en sí misma, capaz de desencadenar otras fuerzas sociales. Para el 
talentoso autor que menciono, una teoría de los códigos (de significación) 
exhibe las conexiones secretas y ocultas de un sistema cultural determina-
do. El cambio en los estados del mundo –sostiene– no podría materializarse 
si tales estados no son concebidos como sistemas semánticos, pues trans-
formarlos requiere nombrarlos y organizarlos. La producción de signos 
produce ideología y también crítica de la ideología. Por ello, la semiótica 
constituye una forma de crítica social, es decir, una manifestación de la pra-
xis, como señala Ana Atorresi (1996).

Dado que el derecho puede concebirse como la más importante estruc-
tura de comunicación y de interacción social del mundo que nace con la 
modernidad, parece claro que entender su específica forma de organiza-
ción, su carácter textual y no textual, la manera en que operan al interior 
del discurso que le es propio, las nociones de código, mensaje, recepción, 
demandan estudios de semiótica general y de semiótica jurídica, tal como 
tempranamente lo advirtiera Luis Warat. La complejidad de esta problemá-
tica, al mismo tiempo filosófica, epistémica y disciplinaria, también recusa 
la posibilidad de una traducibilidad pacífica, ineludible y transparente de 
los textos normativos.

IV. La teoría del discurso

Los estudios del discurso han resultado de enorme interés para las cien-
cias sociales contemporáneas y aunque reconstruir una noción precisa 
resulte una empresa compleja por la extrema multivocidad del término, 
es posible desde una perspectiva digamos “técnica”, entender al discur-
so como un acontecimiento comunicacional, interacción verbal o proceso 
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social de producción de sentido. Se trata del análisis de quién utiliza el len-
guaje, cómo lo utiliza, para qué y cuándo, de modo de poder formular una 
teoría sobre las relaciones entre el uso del lenguaje y las creencias, en el 
marco de la interacción social.

Con ese alcance, abarca los textos tanto escritos como hablados y estu-
dia fenómenos de homóloga interlocución, tanto en los primeros como en 
los segundos, puesto que el lenguaje escrito tiene también destinatarios/
receptores, cuyo papel dista de ser pasivo en la constitución del sentido, 
como tampoco lo es el conjunto de circunstancias y situaciones que rodean 
al acto de recepción. Luego, puede afirmarse que la teoría del discurso 
comprende la comunicación verbal, los textos y los contextos.

Desde un punto de vista estructural el discurso consiste en una secuen-
cia proposicional, dispuesta en un cierto orden. Gestos, movimientos, pos-
turas, volumen elocucional, completan el sentido de la interacción verbal; 
cuando la interacción es textual, la intertextualidad y la contextualidad, 
cumplen igual misión. Finalmente el sentido alude siempre a ciertas repre-
sentaciones semánticas.

Algunos autores, como Herbert Grece, destacan que la comunicación 
demanda cooperación; por parte del emisor, administrando de mane-
ra adecuada la cantidad de información, la cadencia y la forma en que es 
transmitida, por el lado del receptor con disposición para la escucha. Cuan-
do el proceso falla, el sentido queda finalmente constituido por operacio-
nes del polo receptivo, a partir de lo que el autor denomina implicaturas, 
para distinguirlas de las implicaciones lógicas; las primeras son interpreta-
ciones basadas en mensajes no satisfactorios y por tanto reconstructivas de 
su sentido. En esta tesis, como en las de Wolfgang Iser, se pone énfasis en 
la estética de la recepción como dato constitutivo del mensaje, privilegián-
dose de tal modo el papel del receptor/lector en la concreción del sentido.

El análisis del discurso atiende, además de las reglas semánticas y sintác-
ticas, las formas deliberadas o no, con las que los usuarios se comunican a 
través de procesos estratégicos. Las representaciones mentales que provie-
nen de la lectura de un texto o de la escucha, no constituyen reproducciones 
mentales mecánicas, esto es, no copian sentidos portados en los mensajes, 
sino que deconstruyen y reconstruyen sentido, utilizando elementos con-
versacionales, textuales y contextuales, conjuntamente con el conjunto de 
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creencias que los usuarios ya poseen antes de iniciar la comunicación. Y así 
como el contexto influye en el discurso, éste puede modificar el contexto. 
Como explica con acierto Teun A. Van Dijk, cuyas ideas parafraseamos: en 
todos los niveles del discurso encontramos ‘huellas’ de un contexto en el que 
las características sociales de los participantes desempeñan un papel funda-
mental, se trate del género, la clase, la filiación étnica, la edad, el origen, la 
posición u otros rasgos que determinan su pertenencia a un grupo.

Hace ya muchos años intentamos, con apoyo en estas y otras categorías 
teóricas, reconstruir una noción discursiva para el derecho. Lo caracteriza-
mos (hablo aquí en plural porque fue una tarea colectiva en la que Alicia 
E. C. Ruiz y Ricardo Entelman pergeñaron las ideas fundamentales) como 
una práctica social específica, de naturaleza discursiva, que expresaba los 
niveles de acuerdo y conflicto en una formación social determinada. Su es-
pecificidad, sosteníamos, provenía de la posibilidad de distinguirla de otras 
prácticas (políticas, económicas, morales, etc.); se trataba de un discurso, 
en tanto proceso de producción de sentido, que albergaba tres niveles, el 
de las normas, el de las interpretaciones de las normas producidas por los 
operadores jurídicos –de modo particular en el proceso de adjudicación– y 
el que operaba en el imaginario de la sociedad, bajo la forma de creencias, 
informaciones, lugares comunes, mitos e ideologías, referidas al derecho. 
Esos niveles eran distinguibles sólo analíticamente, en la práctica se arti-
culaban y rearticulaban recíprocamente, en un juego incesante de circu-
lación de sentido que coagulaba, precipitaba, circunstancialmente, en un 
producto legislativo o en una decisión judicial, para pasar de inmediato a 
formar parte nuevamente del proceso. El sentido incorporado a las normas 
por el legislador se aloja en un texto que es mudo, como dice José Calvo 
González; para hacerlo hablar se necesita de los lectores, pues es sabido, no 
hay texto sin lector. De modo que aparece así el aporte de los diversos lecto-
res, abogados, escribanos, practicantes, amateurs y jueces, estos últimos los 
lectores/interpretes paradigmáticos. Pero la actividad del Juez, su lectura/
interpretación de las normas debe acoplarse, ecualizarse, con muchas otras 
interpretaciones, las de las partes, los testigos, los documentos, los peritajes 
y ese complejo proceso, que toma en cuenta la jurisprudencia vigente y la 
doctrina actualizada, no deja de lado tampoco las experiencias existencia-
les que constituyen a los magistrados como seres sociales situados. En este 
aspecto es que el imaginario de la sociedad, el sistema de representaciones 
sociales (el contexto) cumple su papel operativo. El resultado será el que 
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produzca la intercepción articulada de los textos (normas), las interpreta-
ciones acerca de los textos y las representaciones sociales vigentes. Estas 
ideas, fatalmente jibarizadas para esta ocasión, que comenzamos a divul-
gar en los tempranos 70 con menos información, pero seguramente mayor 
intuición de la que ahora disponemos, se encuentra bastante próxima a un 
divulgado trabajo de F. Ost, en el que juega con la metáfora del derecho de 
la posmodernidad, como encarnado por Hermes, el dios mensajero, mo-
desto intermediario en la circulación incesante del sentido y en la cons-
trucción de los juegos del discurso.

Una percepción similar puede encontrarse en la propuesta de Jack M. 
Balkin y Sanford Levinson, cuando comparan al derecho con las denomi-
nadas performing arts, o artes performativas. En ese registro ubican, por 
ejemplo, a los guiones cinematográficos, a las obras teatrales, a las parti-
turas musicales y a las Constituciones. Para actualizar cualquiera de estas 
estructuras de sentido se necesita, claro está, de los creadores (guionistas, 
autores teatrales, músicos y legisladores); también de los intérpretes (direc-
tores de cine o teatro, actores, ejecutantes musicales, operadores jurídicos, 
en especial jueces) y por último y quizás de manera principal, de una au-
diencia, que interactivamente disciplina a los intérpretes mediante aplau-
sos, abucheos, críticas, reprobaciones, etc. Los autores que cito, piensan la 
“audiencia” como constituida no sólo por individuos, sino también por re-
des sociales que producen y reproducen retóricas de persuasión, en la tarea 
social de generar sentido.

Traducir, es decir, interpretar las normas es un proceso complejo, heu-
rístico, hermenéutico, político y cultural, carente de resultados unívocos. 
No hay verdad en las sentencias, sino verosimilitud.

La idea de un única respuesta correcta, si se tratara de la deriva dworkia-
na, no implica mucho más que una justificación política acerca de una cul-
tura jurídica particular, que el omnipotente juez Hércules, es capaz de en-
contrar, en una moral difusa, implícita y de suyo conflictual, sin más reglas 
que las de la intuición y las de una fantasmática “integridad o integración” 
del derecho, en la simbiosis de principios y normas.

Estas notas deben concluir aquí, pues ya han excedido la extensión pre-
vista. No puedo dejar de señalar que he intentado de los múltiples aspec-
tos a considerar, comenzar por los de rango más general: epistemología, 
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semiótica, discurso. Sin embargo, quedan pendientes de tratamiento cues-
tiones de gran importancia: el impacto producido por el denominado “Law 
and Literature Movement”, una exhaustiva y calificada información puede 
encontrarse en Karam Trindade y Roberta Magalhaes Gubert (2008), en 
particular por los desarrollos actuales de las teorías narrativas; la originali-
dad de muchas de las tesis expuestas en una pequeña gran obra, transfor-
mada ya en un clásico, La fábrica de historias de Jerome Bruner y la vastísi-
ma literatura existente sobre las cuestiones de la interpretación (Gadamer, 
Ricoeur, Iser, Davidson y además nuestro calificado colega el Prof. Lenio 
Streck, entre otros). Soy consciente que esta enumeración de cosas por ha-
cer no es exhaustiva y que, a poco que se reflexione, otras líneas argumen-
tales vendrán a reclamar su propio espacio. Soy también consciente que no 
seré yo quien pueda cumplir con tales desarrollos. Formulo votos para que 
los que se involucren de seguido en la tarea, lo hagan con resultados menos 
precarios que los que aquí se han podido alcanzar.
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I. Palabras previas (1)

Agradecemos a los organizadores del Congreso de la Enseñanza del De-
recho llevado a cabo en nuestra Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
el jueves 20 de octubre del pasado año, la posibilidad de reunir las distintas 
participaciones que animaron aquel valioso encuentro, que tuvo como eje 
la reciente modificación del Plan de estudio y la puesta en práctica de esta 
necesaria y renovada perspectiva.

Así se han abordado, entre otros tópicos, la enseñanza práctica del De-
recho; el compromiso de la extensión universitaria (con la imprescindible 
propuesta de las clínicas jurídicas y los consultorios jurídicos gratuitos); el 
valor de las ciencias sociales en la enseñanza del Derecho; las modifica-
ciones en el estudio de las materias codificadas (con especial referencia a 
la parte general del Derecho Civil); la formación filosófica como requisito 
para la capacidad argumentativa e interpretativa o las técnicas para mejo-
rar el método expositivo en las aulas.

En fin, un caleidoscopio que seguramente será enriquecido y reflejado 
por los distintos autores que participan en este número especial de la revista 
Anales.

(*) Doctor en Derecho, Universidad Complutense de Madrid, España. Prof. Titular Cá-
tedra 1 Derecho Público, Provincial y Municipal, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Universidad Nacional de La Plata, UNLP. Director del Instituto de Política y Gestión públi-
ca, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, UNLP.

 (1) Agradezco la colaboración de la becaria María Celeste Teves.
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En nuestro caso, nos referiremos a algunos apuntes y reflexiones sobre la 
enseñanza del Derecho, desde el enfoque de la formación ciudadana, como 
un aspecto sustancial y complementario de la compleja y versátil forma-
ción profesional, que entendemos adquiere una especial singularidad en el 
campo del Derecho Público.

Como sabemos, los apuntes son los indicios que uno recoge en un espinel 
de experiencias, percepciones, dudas, referencias que impregnan los múl-
tiples aspectos y matices que nos involucran en el proceso de enseñanza.

Son por ende provisorios, mutables, contingentes, apuntes que en algún 
caso pueden describir (v.gr. sobre las características predominantes del 
alumno en la clase); juzgar (v.gr. sobre los criterios de evaluación); proyec-
tar (v.gr. sobre las modalidades de enseñanza), pero que por su propia na-
turaleza suelen ser absorbidos por el ensayo de la experiencia y el tiempo.

Entre las muchas impresiones que acumula la docencia, quizás se en-
cuentre en primer término, esa vital paradoja que recrea y detiene al alum-
no en una misma etapa y, a su vez, endosa el capital de los años en el profe-
sor, una relación inevitablemente asimétrica que pone por la fuerza de los 
hechos en estado de alerta la propia vocación.

Desde esta perspectiva, tras muchos años ininterrumpidos en la misma 
Cátedra, el primer interrogante que imagino es con uno mismo; cómo era a 
los comienzos de los años 80 y qué transformaciones, aún imperceptibles, 
se han producido en estas décadas.

Está demás decir, que en este repliegue emocional obviaremos aquellas 
huellas que se recrean en la mirada de la nostalgia. Efectivamente, apenas un 
puñado de años, y en algunos casos ninguno, me separaban de los alumnos y 
ello suponía una natural empatía que infiere el reconocimiento de la contem-
poraneidad, favoreciendo un diálogo con referencias comunes y un tiempo, 
no necesitamos recordarlo, de efervescente restauración democrática.

Creo que la vocación se afirmó desde esa inaugural disposición, que fue 
tallando una concepción forjada en esfuerzos, dudas, fracasos, que ensan-
chan nuestra sensibilidad e impregnan nuestra voz con otras voces; esa he-
terogeneidad de miradas que nos dicen quienes seguimos siendo, un espa-
cio de libertad que tantea sus límites en la satisfacción de una buena clase, 
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en la zozobra de una no lograda, en la elaboración de un concepto, en la 
letra de molde de un trabajo publicado o en la alteridad de una opinión.

Aquel embrionario acercamiento con la docencia, con la inmensa res-
ponsabilidad de la soledad expositiva, de las primeras mesas de examen, de 
esa tácita expectativa por la enseñanza, fueron constituyendo una intrans-
ferible experiencia y afirmando en su ejercicio una modalidad, que poco 
después se fue implementando (carrera docente, adscripciones u otras for-
mas de tutela formativa) como una efectiva necesidad.

Mi primera impresión es esa, este docente que escribe estas líneas debe 
mucho a ese joven que por aquellos años se involucraba en un escenario 
definitivo.

El sedimento y sistematización de estos apuntes dan lugar a la reflexión, 
pues el recorrido y repaso de este capital de impresiones, necesita amal-
gamarse en un hilo conductor que reubique y priorice sus alcances para 
considerarlos pausadamente, meditarlos, detenerse en ellos.

Desde estas precauciones, entendemos fundamental referirnos a aque-
llos ineludibles aspectos que se asocian con el alcance de la formación ciu-
dadana, es decir, el significado de la experiencia universitaria en la confor-
mación de nuestra identidad social.

Para ello, en una ligera reseña nos permitiremos enfatizar la singular mi-
sión de la Universidad Pública dentro del marco de la Educación Superior; 
desde ya, no en desmedro de otras significativas propuestas, sino favore-
ciendo el unívoco sentido histórico y constitucional de sus indelegables mi-
siones, convencidos que este propósito tiene una íntima vinculación con 
las finalidades aquí esbozadas.

En cuanto a la Enseñanza, haremos hincapié en la “autonomía de la li-
bertad reflexiva” evitando el riesgo del “culto a los resultados”, que se mani-
fiesta en el conocimiento útil y toma a la Universidad como un actor más del 
proceso productivo.

Para finalmente preguntarnos, asumiendo a los Derechos Humanos 
como centro del sistema jurídico, y a los Derechos de Incidencia Colecti-
va como un evolutivo ensanchamiento de nuestra estructura constitucio-
nal clásica ¿qué sustento formativo nos asiste frente a este impostergable 
desafío?
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II. La misión de la Universidad Pública

Como sabemos, la Universidad nace en el siglo XII. El término 
“Universidad” (2) (universitas), tomado del lenguaje jurídico, equivalía en 
la Edad Media a asociación dotada de cierta unidad o corporación. Gra-
dualmente, diversas causas –en general conflictos con las autoridades ecle-
siásticas– condujeron a los maestros a federarse y formar una organización 
cada vez mejor. Por eso, en sus comienzos, la Universidad no se asocia a un 
lugar físico, sino que estaba exclusivamente constituida por un grupo de 
personas sin activo común.

Al igual que las otras corporaciones, la Universidad expresaba la organi-
zación de los miembros de un oficio para defender el monopolio de enseñar, 
simbolizado en la licencia. La puja de la corporación de alumnos y docentes 
con el obispo de Paris en 1225 sobre el derecho a conceder la litentia docendi 
desemboca en la creación de la Universidad de Paris, desprendimiento de 
la escuela de la Catedral de Notre-Dame. Rápidamente es acompañada por 
la formación de las Universidades de Parma, Bolonia, Colonia, Montpellier, 
Salamanca, Toulouse, Oxford y Cambridge. Hacia el siglo XV, alrededor de 
ochenta universidades se habían instituido en diversos países de Europa.

La enseñanza no era enciclopédica, ni abarcaba al conjunto de todas 
las disciplinas humanas: la Universidad comenzó siendo una asociación 
de individuos cuyo objetivo principal era corporativo, y posteriormente se 
fue generando la asociación de los estudios. A pocas universidades podría 
haberse aplicado el término de universidad como sinónimo de totalidad de 
conocimientos humanos. En Montpellier solo se estudiaba medicina; en 
Bolonia durante mucho tiempo solo derecho.

II.1. La función universitaria

Si observamos a las universidades entre los siglos XVIII y XIX, vemos cómo 
en los distintos países una función prevaleció sobre las otras. Alemania, 

 (2) Distintas acepciones de su término: Universal: lo que es común a todo en su es-
pecie. Universalidad (derecho): conjunto de bienes, derechos y deudas que forman un 
todo indivisible. Universidad (universitas): grupo de escuelas, llamadas Facultades para 
la enseñanza superior. Universalidad (universalitas): carácter de lo que abraza todos los 
conocimientos.
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nos ha dado el ideal moderno de universidad –basta recordar el nombre 
de Guillermo von Humboldt– dedicada exclusivamente a la investigación 
científica, a la pura y desinteresada investigación de la verdad en “soledad y 
libertad”. Esta postura dominó fuertemente las ideas en los años ochocien-
tos y en la primera parte del novecientos: podemos decir que entonces la 
clase académica se formó sobre todo en Alemania.

Las universidades anglosajonas y americanas, por el contrario, han su-
brayado otra función, la que ellos llamaban la educación liberal, (pensemos 
simplemente en Oxford y Cambridge). Se trataba, sobre todo de formar una 
clase dirigente, de crear una clase política en la vida comunitaria del Colle-
ge entre profesores y estudiantes.

En Francia, con Napoleón, se impuso otro modelo: la tarea principal de 
la universidad era la preparación para las profesiones. La Universidad al 
conferir el título profesional certificaba legalmente la idoneidad del gra-
duado para desarrollar una actividad determinada.

II.2. El tema en nuestro país

La Universidad de Córdoba tuvo su origen en julio de 1621 cuando el 
Papa Gregorio XV autorizó a todos los colegios de la Compañía de Jesús a 
conferir grados universitarios.

La Universidad de Córdoba del Tucumán constituida en el terreno que 
donara el fray Fernando de Trejo y Sanabria (1613) define los orígenes de la 
primera casa de estudios superiores.

Con la expulsión de los Jesuitas de la Universidad de Córdoba, el control 
de las mismas paso a los miembros de la organización franciscana. Final-
mente una cédula emitida en diciembre de 1800 decidió fundar una nueva 
Universidad en Córdoba que se denominaría Real Universidad de San Car-
los y de Nuestra Señora de Montserrat.

La Universidad de Buenos Aires tuvo su origen en el período de reor-
ganización del Estado Provincial Bonaerense por iniciativa de Bernardino 
Rivadavia, inspirada en las ideas de la ilustración y el liberalismo que ani-
maron el proceso de la independencia. En ese contexto por decreto del 9 de 
agosto de 1821 se crea la Universidad de Buenos Aires. La casa de estudios, 
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con el impulso de su primer Rector, Antonio Sáenz, administró todo el sis-
tema de enseñanza, incluso la enseñanza básica.

Se consolidó institucionalmente bajo el rectorado de Juan María Gu-
tiérrez (1861-1873); su nacionalización y la promulgación de sus estatutos 
(1886) en concordancia con la ley 1.597 (ley Avellaneda) definieron y forta-
lecieron su estructura y la de sus facultades (que por entonces eran Dere-
cho y Ciencias Sociales, Ciencias Médicas y Ciencias Físico-matemáticas).

La Universidad de Buenos Aires no estuvo ajena a los movimientos 
políticos, en este sentido es interesante reparar en lo que nos dice Pablo 
Buchbinder (2005) que:

“hacia mediados de la década de 1830 la Universidad comenzó 
a experimentar las consecuencias del proceso de aguda politiza-
ción impulsada por el gobierno de Juan Manuel de Rosas. La po-
larización de las distintas posiciones y el agudo fraccionalismo 
llevó a que varios de los miembros de la institución abandonaran 
la enseñanza. En 1831 se estableció que las tesis universitarias 
sólo podrían defenderse en latín. Tiempo más tarde se impuso 
la obligatoriedad del uso de la divisa punzó entre los catedráti-
cos. Entre 1834 y 1835, varios de los profesores fueron obligados 
a renunciar, como Valentín Alsina. Un decreto de 1836 dispuso 
que no se conferiría a nadie que no acreditase previamente su 
adhesión a la causa de la Federación el grado de doctor. En 1838, 
finalmente, en el marco de las dificultades económicas provo-
cadas por el bloqueo francés a Buenos Aires, la Universidad fue 
privada del apoyo oficial a partir de una disposición que limitó 
la posibilidad de recibir fondos del presupuesto provincial. Des-
de entonces ésta debería obtener los recursos para abonar los 
sueldos de los profesores y el rector de los aportes de los padres 
o tutores de los alumnos. Se establecía que aquel alumno que no 
pagase sería despedido y se advertía que si la Universidad no ob-
tenía los recursos para funcionar, debía cesar en sus actividades. 
Los aranceles fueron entonces progresivamente incrementados. 
El proceso de supresión de cátedras y expulsión de profesores se 
agudizó durante estos años (...)”.

La Universidad de La Plata fue creada en 1897 como resarcimiento a la 
Provincia de Buenos Aires luego de la nacionalización de la Ciudad Capital. 
Como sabemos fue conducida desde entonces por nuestro fundador Dardo 
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Rocha (magnífica simbiosis ciudad–universidad), iniciando sus activida-
des con un número reducido de alumnos y un escaso presupuesto.

Refundada por Joaquín V. González en 1905, su planificación supuso la 
incorporación de instituciones educativas ya existentes en la ciudad. A par-
tir del museo proponía la creación de la facultad de ciencias, se sumaba el 
observatorio astronómico que configuraría una escuela experimental y la 
incorporación de la Facultad de agronomía y veterinaria de la Provincia.

En la elaboración de este proyecto, también tuvo una especial inclina-
ción al problema de la relación entre la enseñanza secundaria y la supe-
rior, convencido que no era posible sostener una unidad universitaria sin 
abarcar todos los ciclos de la enseñanza. Su ambicioso plan de extensión 
universitaria tenía como fin comunicar e influenciar a la sociedad con los 
resultados de sus estudios e investigaciones y favorecer los proyectos de re-
forma social, “afianzados sobre un entusiasmo inspirado en el saber”.

Es interesante señalar que nuestra querida Universidad no se rigió por la 
Ley Avellaneda sino por la Ley Convenio, que le permitió desde sus inicios 
rasgos diferenciadores (3).

II.3. La Reforma Universitaria

Como sabemos, en la Argentina de principios de siglo XX comenzó una 
lenta renovación que influyó en distintos ámbitos del gobierno, la admi-
nistración, la justicia y la cultura, exponiendo un escenario más complejo 
signado por la presencia de nuevos actores.

La Ley Sáenz Peña y el ascenso de la Unión Cívica Radical al poder en 
1916 profundizaron ese proceso, sin embargo no todos los ámbitos de la 
sociedad argentina recibieron esos cambios con igual predisposición. La 
organización administrativa y de poder que caracterizaban a la Universi-
dad eran particularmente agudas en Córdoba, sus estructuras eran cerra-
damente academicistas. El problema radicaba tanto en el espíritu clerical 
y conservador impuesto, como en el carácter marcadamente “familiar” de 
los círculos que la gobernaban.

En gran medida, el movimiento estudiantil de Córdoba tradujo una 
reacción contra una elite muy renuente a incorporarse al proceso de 

 (3) Ley 4699. Art. 1º: “Apruébase el convenio celebrado entre el Poder Ejecutivo de la 
Nación y el de la provincia de Buenos Aires, con fecha 12 de agosto de 1905, sobre estable-
cimiento de una Universidad nacional en la ciudad de La Plata (...)”.
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renovación. El rol que la casa de estudios cordobesa tenía en la promoción 
y control de la elite dirigencial de la ciudad era central. La clase dirigen-
te cordobesa se caracterizaba justamente por su condición doctoral, que 
constituía un factor clave de su cohesión, y era requisito para acceder a los 
principales cargos de la burocracia local.

La supresión del Internado –por razones de “economía y moralidad”– para 
alumnos avanzados de la carrera en el Hospital de Clínicas (que constituía 
una escuela de práctica para los futuros médicos y de enorme importancia 
para jóvenes de bajos recursos), fue el germen de la protesta estudiantil que 
comenzó ante la ausencia de respuesta, con manifestaciones organizadas por 
un comité pro-reforma integrado por delegados de las diversas Facultades.

Frente a la creciente presión estudiantil, el gobierno nacional dispuso 
en dos oportunidades la intervención de la Universidad de Córdoba, san-
cionándose por fin los nuevos estatutos que tomaban los principios funda-
mentales de lo que constituyó las bases de este movimiento.

El 11 de abril de ese año se fundó la Federación Universitaria Argentina 
(FUA), integrada con dos delegados de las federaciones estudiantiles de las 
cinco Universidades existentes, que a su vez convocó al primer Congreso 
Nacional de Estudiantes, sancionando las bases de organización de las Uni-
versidades (asistencia libre, docencia libre, periodicidad de cátedra, publi-
cidad de los actos universitarios, extensión universitaria, ayuda social de los 
estudiantes, sistema diferencial para la organización de las universidades).

Debemos recordar que en los inicios de la Reforma Universitaria existían 
en la Argentina tres universidades nacionales (Córdoba, Buenos Aires, La 
Plata) y dos provinciales (la Universidad de Santa Fe –1887– y la Univer-
sidad de Tucumán –1914–), surgidas en momentos históricos diferentes y 
producto de concepciones universitarias que marcaron fuertemente la tra-
dición intelectual de cada una de ellas.

En 1920 las bases triunfaron en la Universidad de La Plata. Por esos años 
se nacionalizaron la Universidad de Tucumán y la Universidad del Litoral, y 
al cabo de ese primer lustro de vida la Reforma había extendido su influen-
cia en toda nuestra América (4).

 (4) Lima 1919, Chile 1920, México 1921, Colombia 1922 y Cuba 1923.
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Como nos recuerda Gabriel del Mazo, uno de los puntos fundamenta-
les que señaló el congreso de estudiantes fue la idea de proclamar nues-
tros problemas como propios y resolverlos conforme las características de 
nuestro desarrollo histórico. La autonomía se presentaba como un princi-
pio fundamental.

II.4. La autonomía Universitaria

Cuando nuestra Constitución, en el artículo 75, inc. 19, párr. tercero, ex-
presa que corresponde al Congreso dictar leyes de organización y de base 
de la educación que garanticen los principios de autonomía y autarquía de 
las universidades nacionales, no dudamos en calificar a la autonomía de 
las universidades como una garantía institucional cuyo núcleo esencial está 
conformado por las facultades institucionales, económicas, financieras, 
administrativas y académicas.

Teniendo en cuenta la organización política de las universidades nacio-
nales, y las funciones que las distinguen: docencia, investigación y exten-
sión, debemos entender la autonomía como la plena capacidad de estas 
para determinar sus propios órganos de gobierno, elegir a sus autoridades, 
ejercer las funciones de docencia, investigación y extensión, y las activida-
des administrativas y de gestión que en consecuencia se desarrollen; sin 
ninguna clase de intervención u obstrucción del Poder Ejecutivo, y sola-
mente revisables (en caso de arbitrariedad) por el Poder Judicial.

Nos dice Eduardo García de Enterría (1988), que:

“la autonomía universitaria hay que vincularla pues, con su con-
tenido esencial, cual es el cumplimiento de una función crítica. La 
universidad, como entidad de cultura y enseñanza requiere, para 
ser eficiente, la libertad académica o de organización y la libertad 
doctrinal, o de cátedra. La primera se refiere a su estructura y a 
su gobierno; la segunda, al órgano docente que tiene en ella una 
función protagónica. Y esas libertades requieren necesariamente 
que sea considerada –con ese alcance– como autónoma (...)”.

II.5. Las garantías de la autonomía

Por lo tanto, la autonomía y autarquía universitaria se corporiza en las 
siguientes libertades (Gil Domínguez, 1994):
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a)	 Libertad normativa para aprobar sus estatutos y demás normas que 
las rigen.

b)	 Libertad de gobierno para organizar y establecer sus órganos de go-
bierno y elegir a sus autoridades.

c)	 Libertad académica para crear, modificar o suprimir facultades y ca-
rreras; aprobar currículos y programas de investigación; determinar 
el modo de acceder a los estudios superiores, así como los requisitos 
o exigencias en los estudios y las aptitudes que deben ser adquiridas 
para optar los grados académicos y los títulos profesionales; definir 
los méritos que debe poseer quien pretenda iniciarse o progresar en 
la carrera docente, etcétera.

d)	 Libertad económica para administrar y disponer de los recursos pro-
pios y asignados.

e)	 Libertad de investigación y de ejecución de las actividades de exten-
sión universitaria.

II.6. La promoción de los valores democráticos

Pero la Constitución también atribuye a la educación pública la promo-
ción de los valores democráticos.

No debemos olvidar que la misma es el medio de que se vale la sociedad 
para renovar en forma constante las condiciones de su propia existencia. Es 
decir, un proceso por el que una determinada sociedad transmite –en afán 
de conservarlo– un patrimonio cultural (creencias, hábitos, costumbres, 
ciencia, técnica, lengua, etc.) y capacita en el uso efectivo y en la compren-
sión de tales instrumentos culturales, que han de ser poseídos y transfor-
mados en conducta.

No hay duda, que la formación como tal, excede la mera instrucción y 
como medio esencialmente humano constituye un hecho social y político; 
vale decir, un compromiso con aquellas formas socio-culturales que la so-
ciedad valora y sostiene en tanto la hacen ser tal y no otra.

Sin embargo, nuestra historia nos ha expuesto reiteradamente la apro-
piación de esta teleología por parte de los gobiernos de facto; el “ser nacio-
nal”, “nuestro acervo” y tantos otros tópicos identitarios han sido bandera y 
reivindicación de proclamas fundamentalistas; por eso, es imprescindible 
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fundir la raíz de nuestro quehacer en los valores democráticos, como mani-
festación de nuestro compromiso y de la disposición plural y comprensiva 
de una formación que refleje nuestro propio perfil cultural.

En este sentido Risieri Frondizi (1971) advierte:

“(...) Nos hemos referido hasta ahora a la formación intelectual y 
al modo de evaluarla. Pero el intelecto no constituye la totalidad 
de la persona y la cultura no está formada tan sólo por cono-
cimiento; incluye también creencias, valoraciones, actitudes y 
demás reacciones no intelectuales. Se puede ser erudito o inves-
tigador sobresaliente sin ser culto; el conocimiento es condición 
necesaria pero no suficiente. La incultura se puede poner de ma-
nifiesto en una decisión, preferencia o actitud ante un hecho.

Parece ocioso señalar la importancia de la cultura en la vida de 
un individuo o de un pueblo. Ella constituye la base de nuestra 
personalidad, modo de vida, creencias y principios en que nos 
apoyamos para decidir y preferir.

No hay suficiente sensibilidad frente a la creación estética y la in-
justicia social. Muchos jóvenes carecen de una sana conciencia 
moral; se mueven entre un difuso escepticismo ético y una dog-
mática actitud religiosa, política o moral, que pretenden resolver 
con normas rígidas los complejos problemas éticos y políticos. Si 
la universidad no presta atención a las formas no intelectuales de 
la cultura, los jóvenes tendrán que recogerlas en los periódicos, 
el café o la calle, que exaltan el lugar común, la popularidad im-
puesta a golpes de dinero, del poder y de la riqueza (...).

(...) La información política requiere conocimiento y los cursos 
que a ella se refieren caen dentro de la esfera intelectual que 
expusimos anteriormente. Ahora no se trata de las ideas políti-
cas, sino de las actitudes, como la tolerancia, objetividad, com-
prensión de convicciones ajenas. Resulta más fácil, desde luego, 
transmitir una idea que suscitar una actitud o lograr que se la 
mejore. El joven debe aprender a convivir con quienes, de buena 
fe, tienen ideas políticas distintas –y aún opuestas– a las propias. 
Por otra parte, el estudiante está en proceso de formación de su 
bagaje de ideas y valores políticos y debe prevenírsele en contra 
de los dos males más comunes entre nosotros: la indiferencia 
política y el fanatismo agresivo (...)”.



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

36

En este orden de ideas, también es emocionante recrear el pensamiento 
de Joaquín V. González (1963) cuando nos revela:

“(...) La Universidad, como la escuela, no pueden limitarse a la 
tarea de cultivar las solas aptitudes profesionales o manuales, 
sin convertirse en fábricas de muñecos más o menos admirables 
por su habilidad aparente: una y otra han comenzado a ser fac-
tores de cultura y de impulso ascendente, cuando han compren-
dido el valor del elemento humano y la necesidad de engranar 
sus ruedas con la vasta polea que los ligaba al dinamismo del 
mundo exterior”.

II.7. La igualdad de oportunidades

La amplia oferta educativa nos demuestra que se pueden promover va-
liosos profesionales o técnicos en el marco de un sistema calificado y cerra-
do que haga de ese propósito su excluyente finalidad, pero nuestro modelo 
público se propone un sistema abierto que tutele la igualdad, equidad y gra-
tuidad, como base insoslayable de un horizonte común.

Nuestro devenir expone innumerables ejemplos de notables científicos, 
profesionales, docentes y técnicos, que han tenido la posibilidad de for-
marse gracias a estos principios que consagra nuestra Constitución; pre-
misa que se legitima permanentemente en el reconocimiento a un sistema 
cuyas garantías expresan el verdadero rango axiológico de su misión social.

Por eso, los cimientos que dan sentido a nuestra formación constituyen 
una parte inescindible de nuestro compromiso; así lo demuestra la inclu-
sión que refleja, como si fuera un abrazo innominado, la posibilidad de 
asistir en cualquier etapa de la vida sin otro requisito que el nivel habilitan-
te y el definido interés por el aprendizaje; o el irremplazable policlasismo, 
que se funde en un ámbito común tras una misma finalidad; o el esfuerzo 
de la sociedad que asume esta instancia como un servicio público funda-
mental, favoreciendo que toda una comunidad se ponga en movimiento 
para aprender, formar y pensar, como una garantía de superación y un in-
sustituible lazo con el otro.

Es allí donde se expresan los valores más implícitos que es necesario re-
saltar y compartir.
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Preguntarnos, más allá del acostumbramiento, qué traducen estos prin-
cipios y al mismo tiempo, si lo público no es por su propia naturaleza un 
lugar de encuentro, una afectación imprescriptible para definir la esfera de 
aquello que nos pertenece a todos.

Nos dice Augusto Pérez Lindo (2001) que:

“la función socializadora o integradora de la educación supe-
rior no es producto de los nuevos contextos del mercado del 
empleo. Ya a principios del siglo XX el sociólogo francés Emile 
Durkheim definía a la educación como un proceso de socializa-
ción. Educar a los jóvenes significa integrarlos (...). Debería pro-
ponerse como un propósito fuerte del Estado y de la sociedad 
brindar posibilidades de integración social a través de la educa-
ción superior a todos los jóvenes entre 18-25 años. Esto impli-
caría valorizar no solo la formación profesional o la preparación 
para una disciplina científica, sino también las actividades cul-
turales, deportivas y sociales. En el fondo, significaría reconocer 
que las universidades tienen que ocuparse de la socialidad de 
los estudiantes ofreciéndoles oportunidades para mejorar sus 
actitudes, sus relaciones sociales o sus valores. En este sentido 
la Reforma de 1918 introdujo la idea de la participación estu-
diantil como una forma de comprometer a los jóvenes en la cul-
tura democrática (...)”.

II.8. Sobre estos principios

En este orden de ideas, resulta imprescindible no descuidar aspectos 
éticos, sensitivos y cívicos, comprometidos con el desarrollo autónomo de 
una personalidad como una aptitud para resolver y proyectar los temas de 
su especialidad y los existenciales que contienen e influyen sobre ellos.

Pero esta vocación requiere de un contenido crítico, que tenga la aptitud 
de conmover, poner en duda, refutar, analizar y finalmente ponderar y fun-
damentar nuestra posición frente a la realidad.

La disposición crítica es la base de nuestra calidad de razonamiento, el 
laberinto analítico al que debemos someter todo dato o argumento con el 
fin de convencernos y persuadir sobre los valores ínsitos que éste contiene.
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El razonamiento crítico, supone no amancebar posiciones por con-
veniencia, no legitimar lo establecido por su propia inercia, ni razonar 
sobre hechos consumados en un ciclo vicioso que excluye cualquier 
participación.

Allí radica la insustituible misión de la Universidad Pública, en la con-
ciencia formativa de sus testimonios, y en el aporte de sus estudios como 
una herramienta social, capaz de retroalimentar la jerarquía de la Univer-
sidad que los formó.

Los valores democráticos son más que tutelar la vigencia de un sistema, 
o defender la periodicidad y publicidad de las funciones electivas, son más 
que consagrar garantías individuales y/o colectivas; suponen y exigen una 
cultura homónima, que acredite la consolidación de sus fines en el respeto 
institucional, en un interés social que no se tamice por el ojo del corpora-
tivismo, sino en la fuerza de los aportes que promuevan soluciones y alter-
nativas a la versátil gama de intereses que componen el entramado social.

Este compromiso sólo puede llevarlo a cabo la Universidad Pública. En 
ella reside la sensible misión de su postulado constitucional; finalidad que 
por cierto también depende de los criterios de enseñanza.

III. Los criterios de enseñanza

En principio entendemos que la Cátedra debe representar esencialmen-
te un ámbito de pertenencia para el desarrollo de la actividad docente, que 
implica distintas disposiciones de indudable valor.

Desde ya, una referencia con sus integrantes, en una actividad que no 
se agota en el dictado de clases, sino que debe extenderse –entre otras ac-
tividades– en la reflexión común, en la presentación de trabajos, en la in-
tervención en Congresos y Jornadas; en definitiva, en el vívido sentido de 
constituir un equipo.

Pero fundamentalmente, sus componentes deberán reflejar una inalte-
rable vocación por la materia y consecuentemente, el compromiso con sus 
contenidos, criterios de enseñanza, y métodos pedagógico-didácticos; los 
que en conjunto constituirán la orientación de la Cátedra.
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III.1. La docencia

Pues bien, cuando hablamos de la docencia, lo hacemos en la inteligen-
cia que cada tópico –contenidos, criterios de enseñanza y métodos utiliza-
dos– constituyen momentos del mismo proceso.

Para ello asumimos referencialmente lo que desarrolla Jacky Beillerot 
en su libro La formación de formadores, cuando señala:

“(...) Si imaginamos que la situación pedagógica está definida 
por tres polos, es decir el saber, el educando –el alumno– y en 
tercer término el docente, o el formador, entonces, las tres líneas 
que unen estos tres polos para formar un triángulo definen tres 
procesos:

Enseñar, privilegia el eje profesor-saber;

Formar privilegia el eje profesor-alumno;

Aprender, privilegia el eje alumno-saber”.

En consecuencia, lo que nos interesa aquí enfatizar es que para nosotros 
la docencia constituye un único proceso –enseñar, formar y aprender–, y 
por ende es posible poner el acento sobre estos ejes sin que tal disposición 
suponga necesariamente desfavorecer a alguno de ellos.

Desde ya, en esta línea argumental resulta necesario advertir que cual-
quiera de estas facetas acentuadas desproporcionadamente lleva ínsito el 
peligro de su propia desnaturalización (5); como cita Beillerot, “(...) Los 
formadores demasiado preocupados por los modos de aprendizaje no ten-
drían la exigencia del rigor del saber y se transformarán, quizás, en anima-
dores (...)”.

En definitiva, con esta precaución, nos referiremos a cada uno de los 
momentos del proceso de enseñanza –contenidos, criterios y métodos– para 
su mejor comprensión.

 (5) En el terreno pedagógico, éste no es un tema menor y representa un punto de tensión 
muy importante, ya que desde una concepción se va a atribuir a esta tendencia formativa 
de descuidar el saber, de ocuparse solo de las personas, de desplazar la trascendencia y la 
universalidad del conocimiento.
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III.2. Los contenidos: el conocimiento

(...) Ciertos contenidos no son programables, sobre todo aquellos que 
apelan a la sensibilidad, al juicio, o al compromiso personal (...).

Sostenemos que la enseñanza debe ejercerse con exigencia pero sin 
afectación. Nos referimos al rigor que llevan ínsito los contenidos pero tra-
ducidos en la calidad persuasiva del mensaje; es decir la disposición peda-
gógica de quien no sólo sabe sino que también lo debe comunicar.

En este sentido, el saber no debe manifestarse exponencialmente, con 
la ansiedad de quien quiere decir todo en una innecesaria muestra de su 
capacidad.

Por el contrario, a nuestro criterio, el saber debe sugerirse, esbozarse, 
pronunciarse con motivo del tema en análisis, o de una pregunta o cual-
quier sugerencia, aunque la misma no esté vinculada directamente a la 
cuestión.

Es común observar esas clases que agotan sin solución de continuidad 
el tópico a desarrollar. En esos casos entrarán en juego la memoria, la pre-
paración y el nivel expositivo del profesor, pero estará ausente la dinámica 
que supone el propio proceso del conocimiento.

Como desarrolla Louis Not en su libro Las pedagogías del conocimiento: 
“(...) el proceso cognoscitivo no es un movimiento continuo hacia adelan-
te; es un proceso de progreso y regresión, no sólo porque todo progreso 
pone más o menos en tela de juicio al conocimiento anterior, sino porque 
las metas o los objetivos no siempre están adaptados a las posibilidades 
inmediatas (...)”. Asumiendo esta concepción dinámica del conocimiento, 
creemos necesario detenernos en algunos aspectos que puedan afectar u 
obstaculizar la comunicación.

Nos referimos al programa, a la naturaleza de la clase, y a la finalidad que 
según nuestro punto de vista, debe aspirar el mensaje docente.

III.3. El programa

Partimos de la base de reconocerle al programa una singular importan-
cia, como sistematización de la asignatura y materialización de la orienta-
ción de la Cátedra.
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Pero apresuramos nuestra idea al anticipar que la utilidad principal la 
debe prestar al alumno y no al profesor.

Es el alumno el que debe encontrar en el programa un ordenador, que 
le permita la visualización de la materia y le sugiera a la vez el desarrollo de 
sus conceptos, principios e institutos.

Por lo tanto, sostenemos que el profesor no debe atenerse ritualmente al 
programa, corriendo el riesgo de innecesarios dogmatismos; por el contra-
rio, creemos válido que se utilice una clase para explicar sus fundamentos 
y finalidades, y en esa oportunidad establecer los criterios sobre la conve-
niencia y forma de estudiar la materia desde esta guía.

En este sentido, nos sumamos una vez más a la apreciación que Not rea-
liza: “(...) Haga lo que haga el programa impone a su acción la forma elegida 
por el pedagogo y, en última instancia, el alumno puede recorrer esa vía sin 
tomar la menor iniciativa. En la mayoría de los casos, solo queda al alumno 
reconocer la respuesta correcta y cuando se le hace construirla, es sólo para 
reforzarla, lo cual vuelve inadmisible cualquier error y conduce práctica-
mente a imponer la respuesta (...)”.

Por eso reiteramos que la clase no debe asumirse con esa angustia tan 
común por terminar el programa; si se nos permite la licencia, el programa 
antes que “terminarlo” hay que “iniciarlo”, interesando al alumno sobre la 
organización de sus contenidos y sirviéndonos de él como una guía meto-
dológica de insustituible referencia conceptual (6).

 (6) Después de intensas reuniones con todos los integrantes de la cátedra, se modificó el 
programa de la materia, que fue aprobado por unanimidad por el H. Consejo Directivo de 
nuestra Facultad el 22 de junio del año 2012. Cuenta con un programa de estudio diseñado 
de la siguiente manera: tres ejes principales (por ejemplo la Unidad 1 corresponde al estu-
dio profundizado del federalismo y sus instituciones; la Unidad 2 al estudio pormenorizado 
de las provincias y su derecho público; y la Unidad 3 al estudio del gobierno municipal y sus 
fenómenos constitutivos); las siguientes cinco unidades corresponden a lo que denomina-
mos “temas fundamentales a destacar” referidas a cuestiones que hacen a nuestro derecho 
público y que a partir de la reforma de 1994 acentúan su singular relevancia (Unidad 4 
Sobre Medio Ambiente; Unidad 5 Sobre el urbanismo; Unidad 6 Sobre La Ciudad Autóno-
ma de Buenos Aires; Unidad 7 Sobre los Procesos de Integración; y por último la Unidad 
8 Sobre la Educación Pública). A fin de satisfacer de la mejor manera posible el abordaje 
de la materia por los estudiantes, los tres ejes troncales y los cinco temas fundamentales 
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III.4. La clase

En esta misma línea argumental, entendemos imprescindible detenernos 
en la naturaleza de la clase (7); recordando que quien detenta y transmite el 
saber debe considerar que lo hace a quien está desprovisto de él y que si se 
desconoce esta perspectiva, se corre el riesgo de imprimir las nociones des-
de el exterior en la mente de un alumno reducido al mero papel de receptor.

Señala Not (2013) “(...) El discurso magistral es por supuesto un vector de 
información; pero ésta no se convierte en conocimiento sino después de un 
tratamiento que implica la actividad del alumno; las estimulaciones senso-
riales son aportaciones exteriores que el pensamiento del sujeto transforma 
en ideas; pero éstas no son simples prolongaciones de aquéllas (...)”.

Para luego afirmar: “(...) El conocimiento no procede ni de la audición, 
ni de un espectáculo; y el modelo magistral es de poco efecto si sólo es ob-
jeto de contemplación admirativa o meramente interesada (...). Está claro 
que el conocimiento no llega al alumno a través de lo que se supone que 
recibe sino a través de lo que hace (...)”.

En consecuencia, entendemos que el conocimiento debe comunicarse 
con repentización, reiterando conceptos y nociones, favoreciendo la par-
ticipación, y estableciendo con énfasis las líneas de análisis que promue-
van a la vez la posibilidad de nuevas hipótesis. De esta manera, el profesor 
participará en clase de los criterios que evidencien su propia estructura 
organizativa; evitando la exposición prolongada con exagerado caudal de 
información (8).

En definitiva, desde los conceptos reseñados, concebimos la enseñan-
za como un compromiso común, donde el saber del docente se exprese a 

que la integran, están desarrollados en 23 bolillas que entendemos facilitan el estudio por 
tema de la asignatura.

 (7) Nos estamos refiriendo a la clase de los “cursos por promoción”, ya que es en este su-
puesto donde en principio se pueden desarrollar las distintas inquietudes que esbozamos 
en este trabajo.

 (8) Al respecto, Bunge (1997) señala: “(...) Para aprender debemos seleccionar la in-
formación, asimilarla, ordenarla, ubicarla adecuadamente en nuestro sistema de cono-
cimientos y, sobre todo, hacer uso de ella (...). El problema de nuestro tiempo no es la 
escasez de información, sino su exceso (...)”.
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través de un mensaje cuya finalidad estimule la autonomía intelectual del 
alumno.

III.5. La autonomía intelectual como razón del mensaje

En este sentido “el saber” debe contribuir en su mensaje a la educa-
ción cognoscitiva; para ello, debemos posibilitar que el razonamiento en 
el alumno se vea favorecido por la aptitud funcional de los conceptos y la 
génesis de las nociones, que le permita asociarlos, articularlos y elaborarlos 
en un ejercicio que no sea mera mecánica.

Sobre el tema Augusto Pérez Lindo en el libro Universidad, política y 
sociedad, manifiesta:

“(...) la misión o función pedagógica de una Universidad plu-
ralista y abierta a los cambios y a las otras culturas es brindar 
a los estudiantes el máximo de autonomía intelectual para que 
los mismos puedan reelaborar los conocimientos que reciben y 
adquirir los mecanismos que les permitan progresar con rigor 
científico y eficiencia en la adquisición de nuevos conocimien-
tos. La Universidad tiene que enseñar a pensar con independen-
cia. Lo que es una manera de enseñar a ser de cierto modo una 
persona tolerante, eficaz, creativa. Pero la formación intelectual 
no basta. Con justa razón algunos analistas han indicado que los 
sistemas educativos actuales descuidan el ´aprender a ser´. Pero 
en la Educación Superior el “aprender a ser” está íntimamente 
ligado con el ´aprender a pensar´”.

El desafío de “aprender a pensar y a ser” nos vincula directamente con 
los criterios de enseñanza, es decir la concepción formativa que privilegia el 
eje profesor-alumno (9).

 (9) Como sabemos, se pueden encontrar en el uso social tres sentidos del término for-
mación: 1) un primer sentido se ha asociado desde el siglo XIX a la formación práctica 
–por ejemplo formación profesional–. La palabra “aprendizaje” tiene las mismas conno-
taciones históricas. En consecuencia este término fue reservado durante mucho tiempo 
para formación práctica. 2) Hay un segundo sentido que es conocido por lo menos desde 
el siglo XVII, desde los Jesuitas: formación del espíritu –por ejemplo el latín, considerado 
como formación para el espíritu, para el rigor, y para el razonamiento–. 3) Y por último el 
tercer sentido del término formación es la formación de una vida en el sentido experien-



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

44

III.6. Los criterios: la formación

(...) Lo que importa ante todo es no perder de vista el objetivo su-
premo, que es la formación de la personalidad, tarea prioritaria de la 
educación, cualquiera sea el nivel en que se realice, y que en el caso de 

la Universidad subyace como el supuesto insoslayable de las funciones 
características que se le han incorporado históricamente (...).

Partimos de la base que todos los sistemas fundamentados en un pro-
yecto de enseñanza se debaten en la insuperable contradicción entre la 
subjetividad de los intereses y la objetividad del saber, la exigencia de auto-
nomía y las presiones objetivas del conocimiento.

Al respecto coinciden los especialistas en la dificultad para encontrar 
una solución satisfactoria en estos modelos, por lo que se ha emprendido 
la tarea de buscar en las características mismas del conocimiento una mo-
dalidad apropiada para su desarrollo en el plano de cada individuo; libe-
rándose de las consideraciones doctrinales sin que por ello se pierdan de 
vista las exigencias de una educación integral.

Desde una perspectiva sociológica señala Juan Carlos Tedesco:

“(...) la capacidad de abstracción, la creatividad, la capacidad 
del pensar de forma sistémica y de comprender problemas 
complejos, la capacidad de asociarse, de negociar, de concer-
tar y de emprender proyectos colectivos son capacidades que 
pueden ejercerse en la vida política, en la vida cultural y en la 
actividad en general (...). El cambio más importante que abren 
las nuevas demandas de la educación es que ella deberá incor-
porar en forma sistemática la tarea de formación de la perso-
nalidad (...)”.

Facilitar esta modalidad formativa, que encuentra su génesis en el inten-
to de “individualizar” el mensaje dependerá, una vez más, de la posibilidad 
de la comunicación.

cial –por ejemplo el “Burgomaestre” de Goethe cuyo segundo tomo se llama “Los años de 
aprendizaje”–, donde finalmente son las tribulaciones de la vida, vicisitudes meditadas, 
analizadas, pensadas lo que constituye la formación.
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Para nosotros esta necesidad comunicacional exige que el mensaje reco-
nozca a su destinatario y promueva su interés (10).

III.7. El alumno

En este sentido, entendemos sustancial al iniciar las clases interesarse 
por los alumnos, realizando algunas preguntas que intenten reflejar –entre 
otros aspectos– su condición personal, sus circunstancias, su realidad uni-
versitaria y también la expectativa que tienen sobre las materias que han 
optado por cursar.

Así los alumnos se sienten identificados entre ellos, descubren el primer 
día afinidades que les resultan alentadoras; pueden, con ese motivo, expre-
sarse y cimentar relaciones que luego proyectan en su comportamiento en la 
clase.

Jean Claude Filloux, en su libro Intersubjetividad y Formación, en el Ca-
pítulo “El reconocimiento de los otros”, nos expresa: “(...) la intersubjetivi-
dad está siempre ligada al diálogo y a todo el proceso de la dialéctica del 
retorno sobre sí mismo, de la lucha por el reconocimiento. Finalmente la 
existencia misma de la lucha por el reconocimiento entre el formador y el 
formado pasa por algo que tiene que ver con el diálogo, tanto explícito como 
implícito, que es una forma que implica justamente tomar en cuenta la re-
lación (...)”.

De esta manera, el interés por ellos se ofrece como una imperceptible 
comunicación que les otorga confianza y como un ejercicio de reconoci-
miento que implica tomar en cuenta la relación.

 (10) Beillerot en su libro La Formación de los Formadores manifiesta: “(...) finalmente, 
la reconciliación de la enseñanza y de la formación se encuentre quizás –e insisto sobre 
el “quizás”– en lo que conocemos bajo el nombre de “métodos activos”. En ellos, para los 
alumnos, se trata de dominar un proceso que permita a la vez que las personas en aprendi-
zaje se desarrollen según su ritmo y posibilidades –lo que se ha dado en llamar, con mucha 
frecuencia, la individualización de la formación– y al mismo tiempo mantener el rigor de 
saber necesario (...)”.
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III.8. Algunas disposiciones para favorecer el interés

(...) No se puede suscitar artificialmente el interés por algo que no es 
capaz de suscitarlo por sí mismo. Es indispensable que la enseñanza se 

funde en intereses reales. Pero por otra parte el interés no es un dato, no 
es algo fijo y estático; ligado como está a la actividad, cambia y evolu-

ciona al complicarse y enriquecerse la actividad misma (...).

Así, para nosotros suscitar el interés requiere de una confianza que im-
plique comodidad, concentración, y compromiso.

La comodidad evita la tensión escenográfica, más planteada en la ten-
sión gestual que en la disposición anímica que traduce la comodidad.

“Hacer como” es la forma de que se vale el estudiante para constatar con 
su presencia el grado de “interés” asumido; por ello, se producen tantas 
distracciones y un grado de inconsistente adhesión al discurso docente.

La comodidad, por el contrario, permite detectar, corregir y rectificar 
la relación para ambas partes, invita a la participación en sus distintas 
modalidades.

Asumir el “error” es el necesario juego corroborativo que debe transitar 
el aprendizaje (11); pero claro, requiere como exigente complemento de la 
concentración.

La concentración, traduce el “estar”, a diferencia del “presenciar”.

El “estar” significa involucrarse y retroalimentarse en el terreno de la 
propia elección.

El compromiso, finalmente subsume ambas disposiciones, y se traduce 
como una actitud frente al profesor y al conocimiento.

Con el profesor, en las disposiciones que implican la afirmación de 
esa reciprocidad, con el conocimiento, en la utilización funcional de los  

 (11) Not manifiesta: “(...) El fracaso es doblemente formador en razón del trabajo de 
análisis, de reflexión, de corrección y de adaptación que es necesario hacer para superarlo; 
ejercita la inteligencia y templa el carácter. Lo que hay que evitar es el fracaso sin salida y 
el fracaso a repetición (...)”. Op. cit.
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conceptos y nociones, que posibiliten la elaboración autónoma de las dis-
tintas hipótesis (12).

Desde ya, estas finalidades dependerán en gran medida del método 
utilizado.

III.9. Los métodos: el aprendizaje

(...) No existe un método abstracto y general que valga para todas las 
materias y para todos los maestros. Cada materia, cada argumento es 
método de sí mismo, o sea, no es noción abstracta y aislada para me-

morizar, sino acto de búsqueda, de invención, más aún de creación y, en 
cuanto a tal modo específico de proceder al descubrir (...).

Desde una perspectiva general, compartimos la tesis de Dewey cuan-
do señala en su trabajo Democracia y Educación que el verdadero método 
de enseñanza se identifica con el método general de la investigación, pues 
la función del pensamiento reflexivo es “(...) transformar una situación en 
la que se tienen experiencias caracterizadas por oscuridad, dudas, con-
flictos, es decir, perturbadas, en una situación clara, coherente, ordenada, 
armoniosa”.

Toda investigación parte, pues, de una situación problemática de incer-
tidumbre y duda.

Dewey considera la situación problemática como el primer momento de 
la búsqueda, dado que en alguna forma sugiere, aún cuando sólo sea vaga-
mente, una solución, una idea de cómo resolverla. El segundo momento de 
la investigación es el desarrollo de esta idea, lo que llama la intelectualiza-
ción del problema. El tercer momento consiste en la observación y el experi-
mento, o sea, en ensayar las diversas hipótesis planteadas para comprobar o 
no su adecuación. El cuarto momento consistirá en una reelaboración inte-
lectual de las hipótesis originarias. De esta forma, se formulan ideas nuevas 
que tienen en el quinto momento su verificación, que puede consistir sin 

 (12) Naturalmente ello requiere de una preparación por parte del alumno que refleje 
ese compromiso. No puede haber “elaboración autónoma” sin un estudio del tema, sin 
haber buscado y seleccionado la información pertinente que permita aproximar una po-
sición. Ello requiere que esta tarea se estipule por parte del docente con anticipación; de 
lo contrario el planteo de “nuevas hipótesis” puede aparecer como un recurso dilatorio y 
distractivo de las finalidades que lo motivan.
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más en la aplicación práctica o en nuevas observaciones o experimentos 
comprobatorios. Como quiera que sea, la situación problemática se supera 
de tal modo transformándose en “un todo unificado”.

Como nos recuerda Gordillo, “el o los métodos se eligen en función de 
los fines que se persiguen, que deben ser formulados en términos de apti-
tudes que los alumnos habrán de adquirir como resultado” (13).

III.10. La orientación: la libertad de elección

Ahora bien, todos estos momentos de la enseñanza –contenidos, crite-
rios y métodos utilizados– traducidos en su ejercicio individualizarán la 
orientación de la Cátedra, y en ella la libertad de elección como la más genui-
na opción que se pueda ejercitar en el marco de un sistema de enseñanza.

Compartimos la reflexión de García de Enterría (1988) cuando seña-
la:“(...) Autonomía universitaria quiere decir, en primer término, pues, 
libertad de los docentes para poner en cuestión la ciencia recibida, para 
investigar nuestras fronteras de lo cognoscible, para transmitir versiones 
propias de la ciencia no reproductivas de versiones establecidas. La auto-
nomía universitaria es, pues, libertad de la ciencia e incorporación de esa 
libertad en el proceso formativo (...)”.

Esta libertad de los docentes es el desafío que expresa la comunión de 
una cátedra, que afirma una sutil pertenencia pedagógica-emocional, que 
hace suyos los contenidos, criterios y métodos adoptados, reafirmando el 
imperecedero sentido reformista de la libertad de elección.

III.11. El docente

Desde ya, todos los criterios desarrollados y sus disposiciones conse-
cuentes, dependerán de la preparación y el perfil docente (Gordillo, 1988).

En este sentido, se suele caer en el involuntario error de tomar como ar-
quetipo del buen docente al jurista que acredita una importante produc-
ción bibliográfica, o a quien gana por su natural disposición la adhesión 
del alumno en actitud de juvenil complicidad, entre otros ejemplos. Son 
datos que en todo caso caracterizan, pero no definen. Valga mencionar que 

 (13) Gordillo, Agustín (1988). El método en Derecho. Civitas.
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se puede ser un reconocido jurista, un logrado conferencista, un afanoso 
investigador, un prestigioso abogado, y sin embargo no lograr equivalente 
estatura en el ejercicio de la docencia. En definitiva, las condiciones cita-
das, obviamente redundarán en beneficio de la calidad del mensaje pero 
insistimos, no lo presuponen.

Al respecto, Julio C. Cueto Rúa (1989) señala:

“(...) El buen profesor aprovecha la capacidad tuitiva, crítica y 
racional de los alumnos. Mediante el diálogo pone de manifiesto 
las limitaciones doctrinarias y los problemas que ellas generan. 
Invita a los alumnos a imaginar nuevas líneas argumentativas y a 
identificar sus condicionamientos y los ámbitos de su operación 
no contradictoria. Así, es el propio alumno quien va ganando el 
conocimiento. Simultáneamente, ello lo va entrenando en el em-
pleo del método de investigación jurídica y en la ejecución de la 
delicada tarea de conectar los conceptos con la realidad social. 
Esos conceptos iluminan y racionalizan esa realidad. Ayudan a 
comprenderla y a evitar el pensamiento ambiguo o contradicto-
rio. El alumno recibe la significación funcional de teorías y doc-
trinas y elude el riesgo de encerrarse en abstracciones carentes 
de contacto con la realidad (...)”.

III.12. A manera de corolario

Nos parece interesante resaltar los puntos más importantes que hemos 
intentado desarrollar en estas líneas, con el convencimiento que posibili-
tará una lectura más acabada sobre los centros de atención que animaron 
estas reflexiones. Veamos:

*	 Asumimos la Cátedra como una dimensión institucional de la liber-
tad académica.

*	 En este marco, diferenciamos la labor universitaria de la labor 
docente.

	 La primera la entendemos con un alcance abarcador, que contiene 
las actividades relacionadas en nuestro ámbito (14).

 (14) Consideramos muy importante participar en el gobierno de la Facultad y especial-
mente en la marcha de nuestro Gobierno universitario. En el Concejo Superior se debaten 
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	 En esta comprensión, la docencia representa la más fidedigna de sus 
facetas, pero cuyo ejercicio aislado estará condicionado por las ca-
racterísticas que presente el sistema.

*	 En la docencia reconocemos tres momentos: los contenidos, criterios, 
y métodos utilizados.

	 El primero privilegia el eje del conocimiento (profesor-saber), el se-
gundo el eje de la formación (profesor-alumno) y el último el eje del 
aprendizaje (alumno-saber).

*	 El conocimiento, creemos debe manifestarse con un alcance funcio-
nal de los conceptos y nociones vertidas, estimulando la autonomía 
intelectual del alumno, es decir, el “aprender a pensar”.

*	 La formación, supone concebir la íntima relación entre el aprender a 
pensar y el aprender a ser, simbiosis que dependerá en gran parte de 
la naturaleza y estilo de la comunicación.

*	 El aprendizaje, desde las aptitudes reseñadas, guarda estrecha vincu-
lación con el método utilizado.

	 Desde una perspectiva general, asumimos el método investigativo 
como una función organizativa necesaria para transformar una si-
tuación dudosa o conflictiva en clara, coherente, ordenada.

	 Desde una perspectiva particular, asumimos el método del caso –con 
el alcance que le otorgamos en esta materia– como el ejercicio de 
una aptitud que los alumnos habrán de adquirir para la resolución 
de un caso o tema.

*	 La orientación de la Cátedra será el reflejo de los objetivos citados y 
a su vez, la reafirmación del imperecedero principio de la libertad de 
elección.

las nuevas ordenanzas, el ingreso, la creación de facultades, los concursos, las distincio-
nes, la propuesta de reforma del propio estatuto. En su seno, nuestra facultad tiene un rol 
esencial al dictaminar en la Comisión de Interpretación y Reglamento, y en la opinión ver-
tida en las sesiones del Cuerpo sobre los tantos y delicados aspectos jurídicos que infieren 
los variados temas en tratamiento.
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Por último, resulta oportuno destacar que abordamos estos temas, con-
vencidos que el análisis de cualquiera de ellos en forma aislada hubiera 
provocado una involuntaria reducción al planteo. Desde ya, no hemos pre-
tendido agotar estos tópicos, solo nos propusimos compartir algunos crite-
rios que, a nuestro entender, estructuran el proceso de enseñanza.

Desde esta idea, nos parece oportuno terminar estas reflexiones con 
el diálogo que se reproduce en el libro Hermenéutica del sujeto de Michel 
Foucault:

P.: Usted dice que es necesario practicar la libertad éticamente.

R.: Sí, porque en realidad ¿qué es la ética sino la práctica de la 
libertad, la práctica reflexiva de la libertad?

P.: ¿Quiere decir esto que usted entiende la libertad como una rea-
lidad ética en sí misma?

R.: La Libertad es la condición ontológica de la ética; pero la ética 
es la forma reflexiva que adopta la libertad.

IV. Un impostergable desafío

Como hemos citado, nuestro sistema normativo se integra y enriquece 
con un derecho supranacional (artículo 75 inc. 22 Constitución Nacional) 
que encuentra en el reconocimiento y tutela de los Derechos Humanos un 
decisivo centro de gravitación que irradia en las garantías fundamentales, a 
lo que debemos sumar la consagración de los Derechos de Incidencia Co-
lectiva (v.gr. medioambiente, multiculturalismo, procesos de integración) 
que, sin duda, han conmovido la estructura vernácula de nuestro ordena-
miento jurídico.

Naturalmente, estos apasionantes temas exceden el cometido de este 
trabajo, que tiene como finalidad detenernos en la formación ciudadana, 
como una necesaria condición axiológica que nos permitan afianzar el 
ejercicio de estos principios sustanciales y, desde ya, la propia enseñanza 
del derecho.

En esta línea argumental, el alcance universal e indivisible de los Dere-
chos Humanos desborda el campo de su especialidad (v.gr. foros, tratados, 
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Convenciones, tribunales internacionales) para impregnar todo nuestro 
sistema, desde los traumáticos delitos de lesa humanidad hasta las aspi-
raciones colectivas donde se compromete y/o afecta el umbral de nuestra 
dignidad.

Esta nueva y formidable concepción tiene que alcanzar el lenguaje llano 
de la comprensión, para poder visualizarla con la nitidez de aquello que 
refleja una dimensión cultural.

Por cierto, mucho se está haciendo y así lo demuestra la Clínica jurídica 
sobre Derechos Humanos de nuestra Facultad, con su valioso y persisten-
te accionar en la defensa irrestricta de estos objetivos. Nos referimos a la 
tutela frente a la imposibilidad de acceder a la educación por ausencia de 
un establecimiento que la provea; la falta de cobertura en tratamientos que 
humillan al paciente en trámites imposibles y desesperados; el despojo de 
las pensiones a personas con capacidades diferentes; o el desasosiego de 
los que transitan cotidianamente para recoger agua potable ante la conta-
minación de sus napas; ejemplos de una imprevisión crónica que nos ex-
ponen descarnadamente la figura del desamparo.

Pero a pesar de esta intensa labor, la realidad nos ofrece otros dolorosos 
episodios como parte de una impresión volátil y multifacética, que frag-
menta sus contenidos en sucesivas imágenes, conformando un nivel per-
ceptivo que debilita nuestra articulación y desplaza la angustia como una 
dimensión personal e intransferible.

En consecuencia, no será suficiente la magnífica entrega de una tarea 
como la descripta, ni los decisivos aportes del Instituto de Derechos Huma-
nos de esta Casa de estudios, si esta concepción no impregna nuestro tejido 
social como un definitivo compromiso.

En este contexto, la Universidad Pública tiene una enorme responsabi-
lidad con los valores y criterios que conforman el perfil ciudadano, para 
alertar al ejercicio de una conciencia colectiva como rasgo inherente al sen-
timiento del Derecho.

Para ello, nos parece fundamental consolidar el vínculo con nuestra Uni-
versidad Pública, y a su vez, desempolvar los criterios de enseñanza para 
promover el interés del alumno, su participación y autonomía reflexiva, 
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evitando el riesgo de un aprendizaje operativo que alienta el culto a los re-
sultados, que poco tiene que ver con el proceso reflexivo que exigen las cien-
cias sociales y los principios cardinales que informan nuestra disciplina.

IV.1. Un horizonte conmovido

Sabemos que las Universidades han sido por excelencia espacios de ge-
neración e intercambio de ideas; como ámbito de docencia y formación 
humana, han desarrollado a lo largo de siglos sus maneras de proceder (cu-
rrícula, programas, textos, exámenes, concurso de profesores, etc.), con la 
finalidad de conservar y transmitir la herencia del conocimiento, es decir el 
legado de nuestra cultura.

La Universidad como modelo abierto a la totalidad del conocimiento 
(científico, público, profesional) inspiró el concepto de modernidad como 
paradigma de la universitas; ya destacaba Ortega (1930) la misión de la Uni-
versidad como instrumento de modernidad y desarrollo; es decir, una edu-
cación en valores que se presentaba como una resistencia al conformismo 
del saber conservador.

En aquella sociedad, la Universidad nos hacía sentir que desde ella se 
podía transferir al mundo y como tal constituía un indudable mecanismo 
de movilidad social; pero ese horizonte, como sabemos, se ha visto conmo-
vido por un escenario fluctuante y anómico, que por cierto también involu-
cra a distintos actores sociales (Reca, 2017).

IV.2. Un vertiginoso contexto

La sociedad posmoderna (Díaz, 2000) pareciera rechazar el tipo de uni-
versalismo que caracterizó el pensamiento ilustrado en la universidad. El 
conocimiento sustancial parece estar de sobra.

Sin duda, está emergiendo un nuevo modo de producir conocimiento, 
que se manifiesta en un contexto de aplicación transdisciplinar, heterogé-
neo, transitante, que no está justamente basado en lo institucional.

Es un conocimiento útil, que busca respuestas operativas y que parecie-
ra emular a las ciencias duras, en un encadenamiento lógico que va de la 
hipótesis a la prueba y al ajuste predictivo.
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Modalidad que se acentúa en la tensión de una acelerada mutación so-
cial que llamamos globalización; un proceso ambivalente que incuba am-
plias perspectivas de progreso y a la vez entraña devastadoras secuelas so-
ciales (Perinat, 2004); fenómeno que pareciera tener sus respuestas, no es 
el conocimiento que ha venido cultivando la universidad sino enunciados 
acerca del mundo.

Hoy se busca:

•	 un conocimiento útil,

•	 gestado en la acción,

•	 orientado a “resolver problemas”.

Nos encontramos indudablemente frente a un cambio de paradigma 
que ubica a la Universidad como un elemento más del proceso productivo, 
que tiene su correlato en un nuevo lenguaje cuyas palabras claves son:

•	 Habilidades,

•	 Productos del aprendizaje,

•	 Información,

•	 Competencia.

Desconociendo que los enunciados de las ciencias humanas (Historia, 
Derecho, Psicología, Lenguaje, etc.) son el objeto de un diálogo coral entre 
el pasado y el presente, que se aboca a un conocimiento de los hechos so-
ciales, provisional y debatible.

IV.3. La formación ciudadana

Frente a este contexto, creemos que es imprescindible asumir la res-
ponsabilidad de pensar el futuro, recuperando el lenguaje de la ciudada-
nía crítica, la democracia y los valores sociales que la misma presume. El 
estudiante debe ser también actor y productor de cultura, si queremos que 
preste atención al funcionamiento del poder, la solidaridad y la diferencia.

Ya nos decía Marshall (1950) que la ciudadanía se presenta como una 
permanente construcción, participando de los procesos de decisión en la 



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

55Sobre la enseñanza del Derecho –Apuntes y reflexiones– Ricardo Pablo Reca

representatividad y en la gobernabilidad de una democracia como sistema 
de convivencia y como marco regulador de los distintos actores sociales y 
políticos.

Una ciudadanía que, sin perjuicio de estimular la participación en los 
procesos aludidos, recupere su autonomía intelectual crítica ante una ava-
sallante actualidad que, como hemos visto, pareciera tener sus respuestas 
en un conocimiento esencialmente operativo. Sólo desde la comprensión 
que implica sensibilidad podemos aceptar nuestro estilo, es decir, las con-
ductas y prácticas que expresan nuestro perfil social.

Por esto, nos parece fundamental que los docentes cuenten con una só-
lida formación en el ejercicio de la ciudadanía y en la promoción de los 
contenidos que conlleva.

Educar para la ciudadanía implica profundizar el capital simbólico de 
las personas en sus dimensiones más significativas, que permita catalizar el 
cambio cultural en las nuevas generaciones de ciudadanos, promoviendo 
diversos contenidos en la formación, entre ellos:

•	 Armonizar y delimitar los intereses particulares para conjugarlos y 
supeditarlos a los colectivos.

•	 El respeto irrestricto de los derechos de las personas.

•	 La instauración de nuevos sujetos y generación de derechos ciuda-
danos que alcance mayor extensión y desarrollo.

•	 Otras formas para la resolución de conflictos, que garanticen la con-
vivencia en la diversidad y que, a su vez, promuevan los valores de la 
vida democrática.

IV.4. El valor de la intelectualidad

Para estos cometidos, la Universidad Pública debe enseñar a contextua-
lizar y a enfrentar la incertidumbre, no puede ni debe ser puramente pro-
fesional en el sentido de enseñar sólo destrezas; por eso es tan importante 
que produzca sus propios intelectuales y no entregar la comprensión de 
nuestras realidades al intelectual ajeno.
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La función intelectual de la universidad es capital, porque en el mercado 
mundial se pueden intercambiar productos, conocimientos, pero no con-
ductas y prácticas y menos aún proyectos que nacen de las sensibilidades 
culturales, es decir, de la propia y honda idiosincrasia.

Implícito en los estilos están los objetivos que incluyen el marco desde el 
cual debemos pensar, entre otros temas, la distribución, las nuevas formas 
de tecnología, el mundo virtual, la cultura; estadios diferentes de un pro-
ceso indefectiblemente intelectual. Para ello, se necesita más que estar in-
formado, se requiere comprender, pues el conocimiento es antes que nada 
entendimiento.

Conocimiento y comprensión son los auditorios desde los cuales se es-
cuchan y descifran los discursos propios y ajenos, promoviendo una empa-
tía como la identificación mental y afectiva con el estado de ánimo del otro.

La sociedad necesita buenos profesionales, pero la Universidad necesita 
un grupo que sea capaz de influir sobre los asuntos generales. Influir no es 
mandar, es ejercer un aliento sobre el grupo social que desde una dimen-
sión ética sea capaz de generar una conciencia crítica de la sociedad.

Esta disposición exige del ejemplo de quienes titularizan espacios de res-
ponsabilidad y, por cierto, de quienes imparten la enseñanza, para trans-
mitir su vivencia, que no puede anclarse en las reservas de un prejuicio, en 
la trinchera de una posición o en el contrapunto de los slogans.

V. Palabras finales

La formación ciudadana debe manifestarse en afinidades comunes que 
fortalezcan el sistema donde hemos decidido ejercer nuestros estilos y dife-
rencias, como un imperceptible amalgamiento de los valores aludidos. Es 
decir, una manera de proceder, de comunicarnos, de socializar, de respetar 
y afianzar nuestro espacio convivencial. La palabra tiene mucho que ver con 
nuestra formación, esa manera de poner de manifiesto nuestra compren-
sión, que no necesita corroborar en la propia biografía las distintas vicisitu-
des pues la sensibilidad nos provee el amplio espectro de sus posibilidades.

El discurso, hoy tan propenso a la descalificación, también tiene que 
dar señales de nuestra tolerancia, que suscite una genuina y desinteresada 
disposición reflexiva.
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Pero esta inclinación no basta con remitirla al espíritu y referencia del 
pasado, debe respirar con la naturalidad del ejemplo y la pasión por la 
enseñanza.

Las aulas universitarias deben constituirse en el pulso de esta convicción 
y dar testimonio acabado, que aquello que se espera debe ser el resultado de  
una transmisión profunda y sentida. El docente necesita estar imbuido  
de estos valores para expandir en los criterios de enseñanza la experiencia de  
su convalidación.

Cómo no recordar que la mitad de los congresales que firmaron nuestra 
Independencia se habían graduado en la Universidad de Córdoba; que la 
Universidad de Buenos Aires es la simbólica creación de un orgulloso Esta-
do provincial (1821); que la nacionalización de la Universidad de La Plata, 
en la autorizada palabra de los estudiosos, es obra del único plan integral 
y sistemático de organización universitaria que se elaboró en Argentina en 
toda la primera mitad del siglo XX.

Por aquel entonces, Joaquín V. González señalaba: “La Universidad es 
así, la inteligencia misma de la nación, puesta en actividad específica y con-
creta, para pulsar y regular los movimientos de su propio organismo, en 
sí, y en relación con sus semejantes. Los maestros y discípulos, sus aulas y 
laboratorios, son agentes e instrumentos de un vasto trabajo nacional, que 
abarca todas las fases, todas las regiones, todas las condiciones de existen-
cia de los núcleos acumulados o dispersos en el extenso territorio de la Re-
pública. Sus problemas son nuestros problemas; sus ideales son los nues-
tros; el ritmo de sus pulsaciones repercute en los instrumentos de precisión 
de nuestros laboratorios, en los cuales se deduce su relación con la vida”.

Asumiendo este espíritu debemos convenir que es imprescindible ejer-
cer un compromiso que distinga el ámbito de nuestras preocupaciones 
como signo inequívoco de la formación universitaria, recuperando el len-
guaje conceptual de una ciudadanía crítica que afiance nuestros valores 
democráticos y sociales.

Parece oportuno compartir que la virtud tiene dos connotaciones; en 
un caso, la refiere Maquiavelo en El príncipe como una destreza, la virtud 
del arte de la guerra; en cambio, Aristóteles, en Ética a Nicómaco, refleja 
la virtus como la manifestación del espíritu altruista, la conjunción de la 
actividad mental en consonancia con la actividad del alma.
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La Universidad de manera ineludible debe proyectar la virtud en ambos 
sentidos, para formar profesionales y también, al intelectual y al ciudadano.
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I. Introducción

En el presente artículo desarrollaré algunos aspectos relacionados con la 
enseñanza del derecho a través de la práctica profesional, una modalidad 
que se emplea en varias universidades argentinas. Entiendo aquí práctica 
profesional como la situación académica en la cual un estudiante de la ca-
rrera de Abogacía toma contacto con causas judiciales reales e interviene 
en ellas, actuando como lo haría un abogado, aunque con supervisión de 
un profesor. Plantearé aquí algunas de las dificultades que acarrea la pla-
nificación y evaluación de actividades en un curso de práctica profesional 
en la carrera de Abogacía. Me referiré a los obstáculos que obligan a pensar 
estrategias para obtener mejores resultados en el aprendizaje de las habili-
dades que requiere el ejercicio de la profesión. Es inevitable pensar en este 
moderno dispositivo como una continuidad del tradicional vínculo de tra-
bajo y colaboración entre aprendiz y artesano, como forma de adquirir los 
conocimientos de un oficio.

(*) Doctor en Derecho, Universidad de Buenos Aires. Dir. del Centro para el Desarrollo 
Docente, Facultad de Derecho, Universidad de Buenos Aires, UBA. Prof. Titular interino 
de Didáctica Especial del Derecho, Profesorado en Ciencias Jurídicas, UBA. Prof. Adjunto 
regular de Derecho de Familia y Sucesiones y del Práctico Profesional, UBA. Prof. titular 
de Derecho de Familia y de Derecho de las Sucesiones, Universidad de Palermo. Dir. del 
Posgrado en Discapacidad y Derechos, UBA. Dir. del Curso del Patrocinio Jurídico gratuito, 
UBA.
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Una de las primeras aclaraciones que debería realizarse en esta mate-
ria consiste en dejar establecido que la práctica no se produce de manera 
natural, sino que requiere de una compleja preparación de las actividades. 
La búsqueda de un aprendizaje práctico no consiste meramente en expo-
ner al aprendiz a un entorno donde se desarrollan acciones que él puede 
imitar y así aprender. Por el contrario, la situación que se presenta como 
“práctica” y que simula a las posibles situaciones con las que se hallará el 
futuro abogado en su ejercicio profesional, requiere de una cuidadosa pre-
paración previa. Esto no tiene nada de espontáneo, sino que obliga a una 
planificación minuciosa para que los estudiantes puedan estar en tal es-
cena vivencial. Desde hace varios años ejerzo el cargo de profesor adjunto 
regular del Departamento de Práctica Profesional con un curso a mi cargo 
que tiene la particularidad de estar orientado exclusivamente a la defensa 
de derechos de personas con discapacidad. Esta orientación fue propues-
ta oportunamente a las autoridades académicas del área con el propósito 
de brindar una opción de acceso a la justicia a las personas con discapaci-
dad que no cuentan con los recursos económicos para afrontar la contra-
tación de un abogado particular. Pero también para preparar eficazmente 
a los futuros abogados en un campo de trabajo donde se requiere una alta 
especialización.

No resulta sencillo el análisis detenido sobre la enseñanza práctica del 
derecho para quienes ejercemos la docencia en estos cursos, porque se 
trata de una actividad que realizamos cotidianamente y en la cual natu-
ralizamos hábitos. Pero además porque las urgencias cotidianas de orden 
procesal le quitan tiempo a la reflexión sobre las propias prácticas. Recor-
demos que se trata de una modalidad en la cual se llevan adelante causas 
judiciales reales, con plazos perentorios para las presentaciones en los res-
pectivos expedientes. De hecho, este apego al cumplimiento puntilloso de 
los plazos es uno de los aprendizajes vivenciales que más nítidamente se 
expresa y recalca durante el transcurso de estas clases. Si un consultante 
perdiera un caso por una negligencia de esta naturaleza, el practicante que 
cometiera esa falta debería reprobar el curso anual. Los casos en los que 
la Universidad de Buenos Aires asume el patrocinio jurídico son de perso-
nas que no pueden afrontar el costo de contratar un abogado particular y 
tal responsabilidad debe ser asumida con total compromiso. De esta forma 
se busca entonces contribuir a la ampliación en el acceso a la justicia por 
parte de la población. Por eso esta tarea, además de contribuir en forma 
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trascendente a la formación profesional del futuro abogado, constituye una 
vía para la intervención social directa, en cumplimiento de la función de 
extensión universitaria (1).

En la Universidad de Buenos Aires el Práctico Profesional tiene casi un 
siglo de trayectoria, con un grado de instalación reconocido por toda la co-
munidad jurídica de la Ciudad de Buenos Aires y alrededores. El consulto-
rio jurídico es un espacio de reunión con una frecuencia de cuatro horas 
semanales, distribuidas en dos días. Son horarios de trabajo, con presencia 
obligatoria para los estudiantes, pero que quedan solapados en el régimen 
académico propio de otras asignaturas. Allí el alumno puede faltar sin tener 
que dar ninguna explicación a una cuarta parte de las clases. El régimen 
laboral suele ser menos laxo, pero especialmente en la profesión forense 
hay oportunidades en las cuales es indispensable la presencia del profe-
sional a cargo. A veces cuesta transmitir este sentido de la responsabilidad 
a los estudiantes que vienen transitando cursos con extremas facilidades. 
Se trata de una práctica preprofesional en la cual durante un año entero el 
estudiante desarrolla actividades de asesoramiento jurídico y patrocinio de 
personas que no pueden acceder a la contratación de un abogado particu-
lar. Estos clientes (a los que se suele llamar consultantes) van a la oficina de 
atención, ubicada en el octavo piso del Palacio de Tribunales, donde son 
recibidos y pasan por una entrevista de admisión. En ese caso luego se de-
rivan a cada uno de los cursos, donde los recibirán los practicantes y sus 
docentes.

Las características particulares de esta forma de enseñanza justifican 
una reflexión pedagógica permanente. La universidad no prepara en ge-
neral a sus graduados ni a sus docentes para conectarse con la comuni-
dad, mucho menos en relación a tareas de extensión o investigación, de allí 
que las dificultades que debieron afrontarse pueden ser tomadas hoy como 
oportunidades para el aprendizaje. El abogado litigante debe hacer jugar 
de forma idónea los recursos que la ley pone a disposición de su cliente, 
por lo tanto este momento es una prueba crucial sobre cómo aplica lo que 
aprendió durante los cinco años anteriores.

 (1) El artículo 69 del Estatuto Universitario de la UBA dice que se trata de una institución 
que debe servir como “un instrumento de mejoramiento social”. Esto incluye justamente 
los beneficios que pueda brindar a través de la labor preprofesional y las prácticas sociales 
que realice que tengan como finalidad un beneficio a la comunidad.
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II. Variadas motivaciones y diferentes momentos

Las clases en el consultorio jurídico son diferentes a otras materias, por 
la propia naturaleza de la materia que se estudia, la práctica profesional. No 
hay una clase centralizada en el profesor, sino que los alumnos se reúnen 
en grupos y reciben a los consultantes. El curso que dirijo atiende exclu-
sivamente casos que defiendan derechos de personas con discapacidad. 
La mayoría de los casos son reclamos por prestaciones en discapacidad, 
muchas de ellas urgentes. Hay otras demandas relacionadas a la determi-
nación de capacidad o también pedidos por situaciones de emergencia en 
materia social como medicamentos, subsidios para habitación o incorpo-
ración de niños con discapacidad al sistema escolar. El aula del Práctico 
Profesional se divide en cuatro grupos, con siete alumnos que durante esas 
dos horas suelen recibir a dos o a lo sumo tres consultantes. Cuando no 
hay consultantes para atender, deben los alumnos debatir sobre los cursos 
de acción en cada caso y también ponerse al día con el seguimiento de las 
causas a cargo de cada equipo.

El aprendizaje se produce durante la tramitación de causas y a priori es 
incierto cuál será la información a la que deberá acudirse, ya que hay varia-
das respuestas procesales a las muchas situaciones que se presentan. Así, el 
estudiante va adquiriendo el conocimiento en la medida en que va haciendo 
las cosas. Este curso tiene una enorme carga de expectativas que se compo-
ne de distintas y simultáneas motivaciones que suelen tener los estudiantes:

1)	 Acreditación: suele ser la última asignatura de la carrera, por lo cual 
los estudiantes aguardan ansiosamente su culminación exitosa.

2)	 Vivencia: es el único acercamiento a la práctica durante su trayecto 
académico y aquellos alumnos que no han trabajado en estudios ju-
rídicos o en el sistema de administración de justicia no conocen las 
formalidades de la práctica forense.

3)	 Experimentación: los cursantes tienen la oportunidad concreta de 
desplegar eficazmente los conocimientos que adquirieron en las 
asignaturas previas (2).

 (2) Por ese motivo, a veces los estudiantes piden que se les vuelvan a dar esos conte-
nidos. La cuestión del repaso puede ser valiosa y valorada, pero no puede ser el eje de la 
labor en un curso de práctica profesional.
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4)	 Sentido: finalmente no son pocos los estudiantes que encuentran 
sentido aquí a toda una trayectoria previa, porque pueden poner en 
uso un conocimiento útil para producir un beneficio tangible en la 
vida de personas que necesitan de un abogado.

Pero así como nuestros alumnos tienen expectativas, los profesores tam-
bién debemos tener en claro qué buscamos de este curso y no conformar-
nos con el seguimiento automático de las causas, creyendo que con ese 
solo trámite se transmitirá el conocimiento. El primer paso en esta prác-
tica es la atención al consultante, lo cual en sí mismo es un desafío y debe 
ser bien preparada porque las personas suelen llegar a esta instancia luego 
de muchas frustraciones previas. Se les sugiere a los alumnos, antes que el 
consultante comience a relatar su problema, que ellos hagan una presenta-
ción sobre qué es el patrocinio jurídico gratuito de la universidad. Uno de 
los objetivos es evitar que el consultante confunda a esa práctica preprofe-
sional con una oficina gubernamental. Este malentendido es lamentable-
mente favorecido por las presuntas “derivaciones” que varios organismos 
públicos efectúan hacia la universidad. Recordemos que las universidades 
nacionales son entidades autónomas y no tienen dependencia funcional 
de organismos gubernamentales (3).

Luego de la presentación, los estudiantes escuchan al consultante y pro-
ducen una de las más importantes operaciones cognitivas, que es el en-
cuadre legal del reclamo. Esto implica un conocimiento fluido sobre las al-
ternativas que pueden tener a disposición del consultante. Además de un 
conocimiento legal, deben tener presente la jurisprudencia actualizada en 
la materia, de allí la importancia de tener equipos especializaos en temas 
específicos. Como ya se mencionó antes, la composición de los equipos de 
alumnos lleva a que en cada equipo de atención haya al menos dos o tres 
que tengan al menos un semestre de antigüedad en el curso.

En la presentación hace falta generar un vínculo de confianza. Esto tie-
ne que resultar de una escucha atenta y comprensiva, que pueda conte-
ner una demanda apremiante y a veces dramática. No es sencillo ya que 

 (3) Es increíble la cantidad de oficinas que se han creado en la órbita del Poder Ejecutivo 
Nacional que informan, pero que no patrocinan. Una muestra más de la vocación estatal 
de crear oficinas públicas y cargos para funcionarios sin un correlato directo con el cum-
plimiento efectivo de los derechos de las personas con discapacidad.
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el estudiante debe mantener la mente atenta a cuestiones legales y a la vez 
compartir con el consultante un lazo de empatía. El grado de complejidad 
de cada caso puede variar y la entrevista debe proveer al grupo de alumnos 
de toda la información relevante y pertinente del caso, para poder realizar 
la operación de encuadre. En lo posible, la respuesta debe ser inmediata, 
pero a veces se necesita una deliberación sin la presencia del consultante o 
incluso la consulta al profesor o uno de los ayudantes (4).

También hay que decir que la atención no implica necesariamente que 
se tome el caso, ya que puede resultar que no haya una acción viable o bien 
que no corresponda que se le dé patrocinio jurídico gratuito. Si bien hay 
un proceso de admisión previo, puede surgir información más precisa que 
lleve a no aceptarlo. Generalmente se trata de la situación patrimonial del 
consultante, ya que debe ser alguien que no pueda afrontar el costo de la 
contratación de un abogado particular. Pero existen otras circunstancias 
como por ejemplo que no sea propiamente un caso vinculado a la defensa 
de los derechos de las personas con discapacidad. En tal caso se deriva al 
consultante a otro curso del Patrocinio Jurídico gratuito. La entrevista es 
una intervención muy puntual, pero con consecuencias perdurables, por 
eso es que requiere de un entrenamiento previo. Además de una prepara-
ción, deben ser evaluadas de manera constante las formas de interrelación 
con los consultantes. Algunas consultas no avanzan más de allí porque no 
siempre existen vías legales para solucionar todos los problemas. Aún en 
estos casos es fundamental garantizar una buena atención, brindando toda 
la información legal necesaria para el consultante.

Si se acepta el caso, se necesitarán datos muy concretos para iniciar los 
primeros pasos. En el caso de un amparo por prestaciones en materia de 
discapacidad, se toman los datos para preparar la intimación a la obra so-
cial a la cual se demandará. Mientras tanto, el grupo debe comenzar a re-
dactar una demanda, con todos los detalles de los hechos y con gran cuida-
do en la preparación de la prueba. Una vez transcurrido el plazo fijado en la 
intimación (que en general no es respondida) queda abierta la chance para 
iniciar el amparo, lo cual pone a los estudiantes en la obligación de tener 

 (4) Es muy importante que la entrevista la tomen los propios estudiantes y no el profesor 
o los integrantes del equipo docente, ya que es una situación irrepetible y posiblemente el 
único acercamiento de los estudiantes a esta clase de encuentro. Esto no quita que en algu-
nos casos uno de los ayudantes con más experiencia pueda supervisar el modo de atención.
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toda la documentación lista, para el sorteo de la causa. Este paso es esencial 
ya que en la presentación deben articularse las pretensiones de forma clara.

La procuración de la causa abarca una visita semanal al juzgado donde 
tramita, para ver el expediente. Si bien en la justicia nacional hay sistemas 
de notificación electrónica, los estudiantes aún deben concurrir a los juzga-
dos para poder tomar contacto personal con quienes atienden en la mesa 
de entradas. La comunicación con el consultante se debe mantener duran-
te todo el proceso, ya que es posible que se requiera nueva documentación 
o la presentación en audiencias. Asimismo, el consultante tiene derecho a 
saber cómo va el trámite de su causa. Como los casos que se atienden en el 
Patrocinio Jurídico Gratuito refieren a personas que no cuentan con recur-
sos económicos, se debe tramitar también lo que se denomina el beneficio 
de litigar sin gastos. O sea que, en caso de perder el juicio, el consultante no 
deberá cubrir las costas que abarcan los honorarios de la parte demanda-
da. Recordemos que su propio patrocinio es brindado por la universidad y 
por lo tanto gratuito. Además de la demanda de inicio, los estudiantes con-
feccionan cartas documento, cédulas de notificación, oficios y escritos que 
impulsen la causa. Todas las presentaciones son revisadas por los docentes 
y el profesor a cargo del curso, que finalmente firma como letrado.

III. Hacia la extensión universitaria a través de la clínica legal

La clínica legal es una modalidad que tiene diversas definiciones, no to-
das iguales, pero en general convergentes alrededor del aprendizaje a tra-
vés de la práctica legal que proteja intereses comunes. La determinación 
de cuáles son esos intereses no es un tema sencillo, ya que cada uno de 
nosotros aspira a que los demás se solidaricen con nuestros objetivos y tra-
bajen para su consecución. La modalidad de clínica puede tener diferentes 
enfoques y todos válidos, no pretendo circunscribir el término a una sola 
definición. En algunas universidades argentinas se ha propuesto el traba-
jo de clínica legal en grupos pequeños dirigidos por abogados, a modo de 
pasantía en un estudio jurídico. La noción de práctica preprofesional se 
acerca más a una tarea realizada por el propio estudiante, con supervisión 
también de profesores pero priorizando la solución de problemas concre-
tos, como un aprendizaje profundo (5). El rol del profesor, entonces, queda 

 (5) Utilizo aquí la noción de aprendizaje profundo que propone Julián Hermida (2015). 
Esta noción ha sido muy desarrollada desde la didáctica y no desconozco que este 
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en una vasta zona gris donde hay participación y coordinación grupal, pero 
que, para no desvirtuar la noción de práctica de los alumnos, debería evitar 
una sustitución de la tarea de aquellos. El liderazgo armónico de grupos 
requiere de una formación que no es la misma que la necesaria para dictar 
una clase expositiva.

La Universidad Nacional de La Plata tiene una trayectoria bien inte-
resante y valiosa en este punto, los docentes de las demás universidades 
podemos y debemos tomar nota de ese antecedente. En el caso de la Uni-
versidad de Buenos Aires, hay otra forma de enseñanza práctica, también 
muy interesante pero basada en la consulta individual. No considero que 
sean incompatibles ambas modalidades y perfectamente podría agregar-
se la clínica legal al consultorio. Otras instituciones privadas también han 
desarrollado muy bien esta labor. Por citar una que conozco, mencionaré 
a la Universidad de Palermo, que ha institucionalizado ese espacio desde 
el año 1996. En este caso la propuesta se enfoca en lo que se conoce como 
responsabilidad social (6) y ha promovido muy valiosas causas en relación 
a derechos del consumidor, de personas con discapacidad, de niños, niñas 
y adolescentes, de minorías sexuales y de adultos mayores. No tiene carác-
ter curricular, pero constituye una materia electiva, incluso como práctica 
profesional.

La clínica legal puede tener diferentes formas de organizarse durante 
la tramitación de un caso. Puede incluir gestiones que no sean necesaria-
mente judiciales, con lo cual se diferencia un poco del rol tradicional del 
consultorio jurídico individual. Claro que aún en el consultorio también 
hay casos que no necesitan de presentaciones judiciales, sino que se ca-
nalizan a través de gestiones administrativas o incluso con consultas sobre 
opciones. No podríamos entonces decir válidamente que la diferencia en-
tre el consultorio y la clínica está en el ámbito en el cual tramita eventual-
mente una causa. La diferencia está más en el encuentro entre el alumno 
y el problema. En el consultorio se recibe precisamente a los consultantes 

concepto tiene una larga tradición, que excede el propósito de este artículo, por lo cual 
aquí me enfocaré solamente en su aplicación en la enseñanza del derecho.

 (6) Hay diferencias entre esta noción de responsabilidad social y la tradicional exten-
sión universitaria, he planteado en otros trabajo (Seda, 2009) que precisamente esta últi-
ma constituye no solamente una función de las Casas de Altos Estudios, sino también una 
excelente vía para lograr los objetivos de una enseñanza con anclaje en la realidad social.
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(muchos docentes y las autoridades prefieren ese término al de “clientes” 
para remarcar el carácter gratuito de la consulta).

Hemos intentado durante el año 2016 desarrollar una labor de apoyo a 
un grupo de personas afectadas por el uso de la Talidomida, un medica-
mento que circuló en nuestro país en la década de 1940 y produjo daños 
congénitos de carácter deformante en los hijos de las mujeres que lo con-
sumieron. En varios países del mundo hubo demandas colectivas contra 
los laboratorios que produjeron esa droga, incluso también algunos juicios 
fueron dirigidos contra los Estados nacionales que permitieron la circu-
lación de un producto peligroso para la salud humana. Este caso implicó 
que los alumnos y docentes desarrollen una investigación sobre el tema, 
convocando a autoridades y parlamentarios. La actividad terminó para los 
alumnos cuando los familiares debían decidir si iniciar una acción de da-
ños y perjuicios, ya que no está permitido por las normas del Patrocinio 
Jurídico Gratuito que se lleven adelante juicios por daños y perjuicios. Tal 
restricción es coherente con la noción de acceso a la justicia de personas en 
condición de vulnerabilidad que no pueden afrontar el pago de servicios 
profesionales. Pero en las demandas de daños y perjuicios hay un conte-
nido patrimonial explícito y directo, por lo tanto corresponde que quien 
reclama un resarcimiento busque un abogado de la matrícula. Este es un 
buen argumento para declinar la defensa de algunos procesos de carácter 
patrimonial, no obstante lo cual también tiene situaciones a debatir. Así, 
hay casos en los cuales el contenido patrimonial se expresa en el reclamo 
de una indemnización y sin embargo no podemos dar ninguna certeza de 
obtener tal resultado. Recordemos que el principio objetivo de la derrota 
es el criterio para la determinación de las costas. Si los clientes no tienen 
posibilidades de pagar a sus propios letrados, éstos cobrarían solamente 
en caso de ganar el pleito. ¿Qué pasa si los reclamantes no pueden hallar a 
otros abogados que estén dispuestos a tomar el riesgo de patrocinar un jui-
cio que puede perderse y que en tal caso no obtendrá una remuneración?

Uno de los desafíos más complejos de la clínica es la convergencia ar-
mónica con asociaciones representativas, en nuestro caso de personas con 
discapacidad. Como en cualquier ámbito de la vida social, los conflictos al 
interior de las organizaciones requieren de un cuidado especial en el trato. 
Se necesitan a veces cualidades como escuchar, interpretar y moderar entre 
grupos que buscan una solución a problemas concretos pero en los cuales 
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pueden aparecer enfoques diferentes. La labor en el consultorio jurídico 
es individual, se atiende a un consultante a la vez y finaliza con su recla-
mo. Una persona, un reclamo, un expediente. No es que esto esté mal ya 
que hace a un servicio legal brindado a alguien que no accede a un aboga-
do particular por causas económicas. Esta tarea de extensión universitaria 
también puede ser considerada como una instancia formativa, en particu-
lar cuando logra vincular el conocimiento profesional con las necesidades 
sociales. Cuando el alumno resuelve un caso está produciendo una apli-
cación específica de un principio general, está seleccionando información 
muy detallada. El docente es quien elige los casos para producir la ejercita-
ción, pero el futuro abogado logra la comprensión de significados a través 
de una actividad intelectual propia, algo que deberá hacer de forma coti-
diana luego de su graduación (Fleitas Ortiz de Rozas, 1994; Gordillo, 1988).

La práctica profesional saca al estudiante de la posición confortable de 
espectador, lo ubica en un lugar protagónico. En la práctica profesional el 
estudiante necesita elaborar sus propios criterios de selección, debe pen-
sar por sí mismo ante situaciones de tensión. En el ámbito del aula o taller 
tiene la posibilidad de compartir con sus compañeros sus dudas e inter-
cambiar diferentes puntos de vista o posibles propuestas para una solución 
legal. El clima de trabajo es apto para estimular el pensamiento creativo y 
a su vez para mostrar las tensiones con las que debe lidiar un abogado en 
el ejercicio profesional. Esto puede ser anticipado o advertido en un curso 
de derecho procesal, pero sólo se siente de forma intensa cuando se trata 
de una experiencia vivencial. Ya no es solamente la curiosidad intelectual 
la que impulsa a cumplir los objetivos, ni siquiera la autoridad del docente 
sino la realidad acuciante de su cliente.

IV. Conclusión: planificar para recuperar la sorpresa

La planificación tiene un sentido y es mejorar el aprendizaje, fijar obje-
tivos en un curso que permita evaluar luego los resultados. Como en cual-
quier otra asignatura, la institución fija pautas sobre cuáles son las destrezas 
y conocimientos que se espera que adquiera un estudiante luego de aprobar 
esa materia. En relación a la práctica, son tantas las opciones que es difí-
cil elegir cuáles son los aspectos seleccionados. El principal problema para 
esta planificación no está particularmente en esa amplitud, sino en el factor 
aleatorio que posee la propuesta. La forma de planificar una clase práctica 
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obviamente es diferente, se necesita agregar una dosis de incertidumbre a 
la que los docentes no estamos siempre habituados. En este caso los actores 
externos interactúan con los alumnos, pero no son docentes. Es necesario 
establecer un vínculo de cooperación con la gente que concurre al consul-
torio y trae su problema para tratar de resolverlo por la vía legal, incluso en-
tablar un vínculo de empatía. Recordemos que no siempre a menudo las 
personas desconocen sus opciones en materia de reclamos judiciales.

Uno de los graves riesgos de este trayecto es que se convierta en una 
instancia meramente burocrática, en la cual el solo cumplimiento de un 
horario acredita la asignatura. No son pocos los estudiantes que lo toman 
así, por eso es tan necesario preparar desafíos que movilicen el intelecto de 
estos jóvenes. La actitud pasiva en estos cursos no puede ser premiada con 
una promoción académica. Los interrogantes para el estudiante se cons-
tituyen alrededor de cuáles son los medios idóneos para lograr el resulta-
do. Esto sale de la dinámica habitual de la construcción del conocimiento 
académico y tiene una fuerte impronta en la constitución y fortalecimien-
to de habilidades procedimentales. Los casos y problemas como eje del 
aprendizaje tienen una larga tradición en la enseñanza del derecho. Ante 
el planteo de una situación concreta se deben buscar soluciones posibles 
que compatibilicen el interés real del consultante con las herramientas le-
gales disponibles. Esto es un excelente ejercicio de formación profesional 
aunque debemos tener en cuenta que en el caso de la clínica legal se agrega 
una condición valorativa sobre el papel que debe jugar el abogado ante si-
tuaciones sociales injustas. Claro que tal abordaje puede confundirse fácil-
mente con el activismo político, que no necesariamente es nuestro objetivo 
como profesores (7).

En el aprendizaje vivencial se involucran subjetividades, que puestas 
ante situaciones de conflicto entre individuos pueden producir un efecto 
más profundo que otros. Incluso, según cómo se gestionen estas situaciones 
problemáticas durante un curso de práctica profesional, pueden llegar a ser 
útiles para la futura tarea laboral. Es necesario abordar el manejo de emo-
tividades ante situaciones de controversia, ya que es una de las habilidades 

 (7) Duncan Kennedy plantea por el contrario que sí lo es, el objetivo de la enseñanza 
legal sería promover la militancia política, según la corriente crítica a la que adhiere este 
autor.
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con las que deberá contar un abogado. En un caso reciente se produjo un 
incidente que motivó la reflexión con los alumnos y que precisamente nos 
dio la oportunidad de pensar sobre la relación entre cliente y abogado. Se 
trataba de una persona que reclamaba varias prestaciones contra una obra 
social, pero cada vez que visitaba el aula, mostraba su fastidio contra los 
estudiantes. A veces esta frustración se expresaba en forma violenta y si 
bien nunca llegó a la agresión física, los estudiantes plantearon varias veces 
que no querían trabajar con él, que lo consideraban agresivo. Sin dudas lo 
era, pero considerábamos que se trataba de un desafío que un futuro abo-
gado debe resolver: no siempre trabajará con clientes que le agraden. Ese 
incidente duró varios meses y marcó un aprendizaje trascendente para los 
alumnos y también para el equipo docente.

Como ya fue mencionado, en esta asignatura se experimentan algunas 
sensaciones que son diferentes a lo que el estudiante pudo percibir en otras 
anteriores, debido al impacto de tener que resolver problemas reales. Apa-
rece entonces un requisito esencial que es la actitud de trabajo en colabora-
ción con otros. Este trabajo en equipo no necesariamente ha sido desarro-
llado durante el transcurso de la carrera y aquí nos encontramos con que 
es indispensable para el funcionamiento cotidiano. Esto puede desorientar 
a algunos alumnos que llegaron hasta allí confiando en su propio esfuerzo, 
pero sin establecer lazos de interdependencia funcional con otros condiscí-
pulos. No puede obligarse a un alumno a establecer relaciones de amistad 
con otros, esa clase de afectividad no puede ser impuesta. Sin embargo, sí 
es necesario producir lazos cooperativos, ya que de lo contrario se pone 
en riesgo el éxito en la defensa de derechos, sin mencionar también que 
la solidaridad puede ser considerada como un contenido en sí mismo. El 
clima de trabajo es fundamental y allí se pondrán en juego las habilidades 
del profesor como coordinador de grupos. Esta función se ejerce básica-
mente a través de la afirmación de ciertas reglas de convivencia entre los 
estudiantes, como así también en relación a los objetivos. Como no se trata 
de una clase expositiva, hay una gran cantidad de tiempo que pasan juntos 
los estudiantes y donde el profesor no tiene un rol central. Hay dos horas 
en las que los estudiantes comparten vivencias sobre los casos, pero tam-
bién sobre sus propias vidas, tal como sucede en una oficina durante lo que 
conocemos como “tiempo muerto”. Sería falto de sentido intentar que los 
alumnos no socialicen entre sí, pero por otra parte hay que evitar que se 
transforme en un espacio meramente de intercambio social.
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La división de tareas en los grupos puede ser desigual a veces y esto re-
quiere de cierta supervisión por parte del docente. No es infrecuente que 
uno de los alumnos de un grupo trabaje en un estudio jurídico y tenga que 
ir diariamente a Tribunales, por lo cual le queda cómodo hacer esa tarea. 
Esto apunta a cierta eficacia en la realización de esa labor, pero impide que 
otros alumnos conozcan precisamente ese recorrido (8). La mayoría de los 
estudiantes no tiene experiencia en lo que denominamos “procuración” o 
sea ir a ver los expedientes a los juzgados donde tramitan y a veces llevar los 
escritos. Ahora bien, es inevitable que los estudiantes entre ellos produzcan 
pequeñas especializaciones en el proceso, como parte de necesidades de 
la causa o bien de intereses en diferentes aspectos legales. Esa búsqueda 
también forma parte de una práctica.

Debemos pensar analíticamente cuáles son los contenidos de este curso 
y prever las acciones que van a producir el aprendizaje. Esto requiere una 
planificación flexible y dinámica. No es suficiente la incorporación de una 
clase teórica semanal para explicar lo que se hizo en las consultas, aun-
que siempre ayuda la puesta en común y el debate en relación a cómo se 
está procediendo (estrategias, logros, dificultades, nuevas ideas), sabiendo 
que se está trabajando en un contexto de incertidumbre. Esto hace difícil la 
planificación, pero no imposible. Constituye un desafío para la creatividad 
docente y la disciplina en la evaluación de resultados. Por supuesto que 
nos obliga a una reflexión pedagógica autocrítica, algo a lo que no siempre 
estamos habituados en el mundo académico. Si hubiera estudiantes que 
asumen la práctica profesional como una molestia o un escollo burocráti-
co, deberíamos lograr cambiar esa percepción, desafiando y movilizando el 
intelecto de esos jóvenes.

Como se mencionó antes, para el estudiante podría significar una pri-
mera aproximación a las necesidades acuciantes que padecen muchas 
familias en condiciones de extrema vulnerabilidad social, tal es la pobla-
ción que concurre a las consultas de los patrocinios jurídicos gratuitos de 

 (8) La justicia nacional viene realizando desde hace varios años una reconversión hacia 
la eliminación del sistema tradicional de notificaciones, para su reemplazo por un sistema 
de notificaciones electrónicas. Esto nos pone como docentes ante el dilema de enseñar o 
no el sistema antiguo. Hemos optado por mantener aquellos contenidos ya que todavía es-
tán vigentes. Pero además porque sirven para tener una imagen muy concreta de algunos 
procesos ligados al expediente físico donde tramita la causa judicial.
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las universidades. Recordemos que esto puede significar para el alumno 
la posibilidad de poner en práctica sus conocimientos jurídicos con una 
finalidad útil. En cualquier caso todo ello debe formar parte de un proyec-
to coordinado y dirigido por el equipo docente, planificando y evaluando 
resultados. Puede resultar gratificante encontrarse resolviendo problemas 
acuciantes, tomar conciencia del uso de una herramienta como el conoci-
miento jurídico. Esto también obliga a asumir la responsabilidad que este 
conocimiento conlleva y en particular cuando se decide asumir una defen-
sa legal de otra persona. Lamentablemente a veces se pierde la sorpresa en 
el proceso educativo, la rutina se apodera de las horas de clase. Con una 
planificación idónea, la práctica profesional puede constituir una excelente 
oportunidad educativa con un sentido integral.
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I. Aprender de enseñar

Enseñar y aprender han sido tradicionalmente presentadas como dos 
partes de un mismo proceso. Tal vez así lo sea, pero eso no significa que 
se trate de dos partes simétricas ni simultáneas, sino diversas pero estre-
chamente relacionadas: de cuánto y cómo se enseña, dependerá también 
cuánto y cómo se aprenda.

Desde ya que no pretendo ni puedo hacer un calificado análisis pedagó-
gico de mis afirmaciones. No soy pedagogo. Me he formado como la ma-
yoría de los antiguos profesores de las facultades de derecho: con maestros 
de una disciplina específica, con esfuerzo personal, con vocación y con la 
permanente disposición de incorporación de nuevas perspectivas. Por eso 
es que no hablo desde la teoría, tal vez tampoco desde la técnica, aunque 
sí en la perspectiva de mi vivencia como profesor desde hace muchos años 
en una asignatura del primer año de la Facultad de Ciencias Jurídicas y So-
ciales: Introducción al Derecho.

Introducción al Derecho tiene algo en común con todas las materias de 
la currícula de las carreras de la Facultad, pero tiene otra cosa que la dife-
rencia, emparejándola solamente con las materias de primer año y las ahora 
materias propedéuticas del nuevo plan de estudios. Y esa diferencia, aunque 

(*) Abogado. Doctor en Ciencias Jurídicas y Sociales, UNLP. Prof. Titular Ordinario Intro-
ducción al Derecho, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, Universidad Nacional de La 
Plata. Miembro correspondiente de la Academia Nacional de Derecho y Ciencias Sociales 
de Córdoba, corresponsal argentino del “Hans Kelsen-Institut” de Viena.
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muchos la consideran como una desventaja (gran número de alumnos con 
regular o mala preparación para la Universidad) yo la tomo como una venta-
ja: hay muchas personas a quienes motivar en el estudio del derecho.

II. “Big Bang”

De allí el título que escogí para esta presentación. Por supuesto que no 
me refiero al “Big Bang” desde el punto de vista físico-astronómico. Sólo he 
tomado prestado de estas disciplinas el nombre y la esencia conceptual: el 
“Big Bang”, más que su literaria acepción de “gran explosión” en realidad es 
entendido como el fenómeno inicial que produjo una expansión cósmica 
que expulsó materia en todas direcciones. O dicho en otras palabras, la ex-
pansión de una singularidad.

Y es precisamente esa la función y misión que debemos cumplir los docen-
tes en el primer año universitario del estudio del derecho. Expandimos dos 
singularidades: la del individuo, que con sus dudas, temores e incertidumbres 
se asoma al mundo universitario para ampliar los horizontes de su formación 
(y obsérvese que no digo solamente “de su conocimiento”); y la del derecho, 
ya que es en el primer año de estudios donde la aparente simpleza singular de 
la palabra que resume nuestra disciplina se expande y se proyecta sobre las 
distintas materias y contenidos de la carrera y de la vida profesional, alejándo-
se, distanciándose, pero no por ello perdiendo relación entre sí.

Estimo que esa doble expansión de singularidades (individual o subjeti-
va y conceptual u objetiva) se puede lograr a través de tres ejes en los cuales 
la función y actitud de quien “viene a aprender” es muy importante, pero 
más importante es qué es lo que encuentra frente a sí: es el profesor quien 
da el paso activo inicial en este proceso.

III. Tres acciones

Voy a enunciar a esos tres ejes como tres acciones que no necesariamen-
te se desarrollan en forma secuencial, sino entrelazada: transmitir, moti-
var y evaluar. Y relacionaré cada una de estas acciones con frases de tres 
pensadores.

“No es posible conocer las partes sin conocer el todo y es imposible co-
nocer el todo sin conocer particularmente las partes” (Pascal). Transmitir 
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es pasar un saber de uno a otro, presentar lo que se conoce, mostrarlo ante 
el otro. Pero no basta sólo con un pasaje mecánico o automatizado. Hay que 
saber cómo y porqué realizamos esa transmisión. Por eso en la acción de 
transmitir están implicados el contenido y el método, que transforman una 
mera yuxtaposición de conceptos en un sistema en el cual podemos reco-
nocer de totalizar (lo general) y de contextualizar (lo individual).

“La verdad es que para ser un buen abogado es necesario conocer de-
recho y no es suficiente conocerlo” (Carrió). Cuando hablo de motivar no 
me refiero solamente a dar razón de las cosas, sino también a generar en el 
otro interés por las cosas. Más allá de las falencias con las que los alumnos 
ingresan en el ciclo universitario, la motivación es uno de los puntos de 
partida básicos en el primer año de la carrera: es el principal elemento que 
permite el arraigo, la permanencia y el sentido de pertenencia del alumno a 
la comunidad universitaria. Esta se trata de una tarea que debe ser iniciada 
por el docente. La motivación es difícil de hallar y también la falta de moti-
vación es difícil de descubrir. Como señala Marcelo De Jesús (2003):

“uno quiere motivar al alumno, piensa que lo está haciendo, pero 
no, uno en realidad no lo está haciendo, uno no se da cuenta. 
Darse cuenta de cómo actúa uno mismo como profesor es una 
de las tareas más difíciles. Y ello vale también cuando uno debe 
analizarse sobre si su trabajo para motivar está o no fallando”.

Cuando el profesor motiva con su enseñanza genera en el alumno un 
sentido valioso de lo que aprende, despierta su curiosidad e incentiva la crí-
tica. Para esto el conocimiento jurídico debe presentarse como un conjunto 
de temas y problemas que el estudiante pueda enfrentar y resolver no sola-
mente acudiendo a respuestas de manual. Así se estimula la creatividad y 
la capacidad de invención.

“En los exámenes los tontos siempre preguntan cosas que los sabios no 
pueden responder” (Wilde). Esta frase no debe tomarse en sentido literal: 
no significa que los profesores seamos tontos, y tampoco nuestro alumna-
do es una totalidad de sabios. Solo pretendo remarcar que, si para trans-
mitir y motivar el profesor reviste un papel fundamental, mucho más lo es 
en la acción de evaluar. La evaluación siempre debe fundarse en criterios 
generales o si se quiere objetivos, porque presupone medir con un patrón 
pero también debe ser contextual: las pautas generales deben brindar a 
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cada individuo la posibilidad de destacar sus capacidades. Así, el examen 
no debería verse como un obstáculo insalvable para el estudiante, pues las 
acciones anteriores le brindaron el camino para hallar la respuesta.

La evaluación es una de las acciones más dificultosas en este proceso 
porque mal aplicada puede arrasar con las dos acciones anteriores, gene-
rando indignación o falta de interés en el mejor de los casos, produciendo 
lo que hoy día en la Facultad se denomina “desgranamiento”. No es fácil ha-
llar las soluciones. Solamente puedo decir que cuando como profesor veo 
que se ha producido un rendimiento notoriamente bajo de los alumnos en 
una evaluación, con mayoría de notas bajas, no pongo como razón que mi 
materia sea difícil o que ellos no hayan estudiado (lo cual también suele ser 
así) sino que en pienso que en primer lugar he fallado en mis dos acciones 
anteriores: transmitir y motivar.

IV. Transmitir, motivar y evaluar desde una perspectiva introductoria 
y general al estudio del derecho

Una vez, uno de mis tantos alumnos, al finalizar una clase, se me acercó 
y me relató que una profesora de otra materia de la Facultad repetía insis-
tentemente que en la Universidad de La Plata solamente se enseñaba el po-
sitivismo normativo de Kelsen y nada más. Esa frase me hizo pensar que no 
solamente los alumnos, sino también muchos profesores sabían muy poco 
acerca de las amplias perspectivas de la Teoría Pura del Derecho y su im-
portancia para comprender no solamente la estructura formal del sistema 
normativo, sino también la importante vinculación de las normas jurídicas 
con el ser humano.

Me propuse desde ese momento entender y explicar la obra de Hans 
Kelsen en forma integral, como un holograma que tenga en cuenta las múl-
tiples dimensiones de su teoría.

Aquí quiero detenerme un instante para remarcar que lo que expondré 
es una de las perspectivas de la Teoría Pura del Derecho en los ámbitos 
académicos argentinos, en especial en la Universidad de La Plata. Es posi-
ble que no todos compartan esta perspectiva, pero considero que éste es el 
camino adecuado para que tanto profesores como estudiantes de ciencias 
jurídicas tengan ante su vista el amplio horizonte de las ideas kelsenianas y 
su repercusión en otras teorías jurídicas.
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Una frase del filósofo español Jorge Santayana expresa que aquellos que 
desconocen el contexto en el que se desarrollaron las ideas, están destina-
dos a malentenderlas. Y ese es precisamente el contexto que quiero presen-
tar, para evitar errores como el de aquella profesora de la Universidad de La 
Plata que identificaba a Kelsen exclusivamente con el positivismo normati-
vo sin conocer la situación histórica, política y social en la que se desarrolló 
la Teoría Pura del Derecho, y desconociendo que la obra de Kelsen no se 
limita al formalismo positivista, sino que siempre existió en él una preocu-
pación por fundamentar una teoría defensora de la constitución y del sis-
tema democrático. En definitiva, la “pureza metódica” no es incompatible 
con sostener “ideales políticos”.

La Teoría Pura del Derecho fue un producto de un momento histórico 
especial. No es casual que surgiera en el marco del régimen político de la 
monarquía de los Habsburgo, allí donde surgieron no sólo el positivismo 
jurídico, sino también la música dodecafónica, la ruptura de la “Secession” 
en la pintura, las nuevas formas literarias, los métodos analíticos, la arqui-
tectura del “Bauhaus” y, finalmente, el programa filosófico del Círculo de 
Viena. Ocurrieron muchos entrecruzamientos entre sociedad, política, 
arte, ciencia y filosofía. Así era entendido entonces en la Viena de 1900.

En ese contexto, la filosofía no fue considerada como una disciplina in-
dependiente y autosuficiente: ella tenía vinculación con todos los aspectos 
de la cultura.

Si bien se trata de momentos históricos distintos, me permito comparar 
el marco en el que surgió la Teoría Pura del Derecho con la Argentina ac-
tual, en donde hay un gran escepticismo hacia la política y las instituciones 
provocado por un avasallamiento de las ideologías por sobre el derecho. 
Por eso la teoría kelseniana tiene además una gran importancia política 
pues es una teoría que lucha por el Estado de Derecho y el control constitu-
cional del poder a través de la función judicial.

Pocos conocen el artículo de Kelsen “¿Quién protege a la constitución?”. 
Allí sostuvo que las decisiones políticas no son autónomas de las normas 
jurídicas, lo cual significa que los actos del Estado no están exentos del con-
trol del derecho. La función judicial es la encargada del control constitucio-
nal del poder, ya que la existencia de una constitución presupone que todo 
conflicto de intereses es, necesariamente, un conflicto de carácter jurídico 
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y como tal, sujeto a la decisión controversial de los jueces. Hoy en día es 
incuestionable la importancia de la función judicial, que a través de las ac-
ciones de los jueces se erige como el último bastión garantizador de los va-
lores jurídicos. No en vano señaló el jurista argentino Carlos Cossio (1942) 
que “con buenos jueces es posible hacer buen derecho, aunque operen con 
malas normas”.

Para que el juez pueda ser considerado “justicia personificada” es me-
nester que posea la fortaleza espiritual para no doblegarse ante las influen-
cias, las ideologías y las presiones externas. Pero con eso no basta: también 
es necesario que gobernantes y ciudadanos comprendan que en el camino 
para acceder a la justicia debe prescindirse de la influencia o del ejercicio 
de caprichosas presiones sobre el juzgador. Esto lo experimentó el mismo 
Hans Kelsen cuando integró el Tribunal Constitucional Austriaco.

La justicia, como concepto, siempre es independiente, pues sino no se-
ría justicia. Somos los hombres quienes solemos perder la independencia 
y la objetividad cuando olvidamos el esencial principio democrático que 
Kelsen remarcó: ver en el otro a nuestro igual.

Pero éste es sólo uno de los aspectos importantes de la Teoría Pura del 
Derecho. Y cuando en la Argentina algunos sostienen que la obra de Kelsen 
es limitada o desactualizada, respondo que probablemente no tengan una 
visión integral de ella.

Es cierto que Kelsen atribuyó una especial importancia a la norma, pero 
esa norma no es el punto final de su teoría, sino todo lo contrario: es el 
punto de partida a partir del cual tenemos que comenzar a comprender el 
derecho como un orden jurídico y también como un fenómeno o realidad 
jurídica.

Esto nos sirve para comprender cómo una norma jurídica que prescribe 
una conducta posee una validez lógica, pero también se relaciona con la li-
bertad del ser humano, ya que los deberes que prescribe pueden cumplirse 
efectivamente o no cumplirse jamás.

La preocupación por la distinción entre “ser” y “deber” y el corte entre 
ambos ámbitos es de raíz eminentemente kantiana. A partir de allí Kelsen 
afirmó que la ciencia jurídica tiene como única misión el conocimiento del 
sistema jurídico, y no su explicitación deontológica.
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Por eso Kelsen consideró que la relación entre “deber” y “ser” es uno 
de los más difíciles problemas de la Ciencia Jurídica, pero si bien para él el 
concepto de derecho se basa en el “deber”, eso no quiere decir que se deje 
de analizar la relación de una norma jurídica válida y el contenido de su 
“ser” social.

La pureza metódica kelseniana es una consecuencia de la necesidad 
de establecer pautas de seguridad jurídica y criterios objetivos de justicia 
cuando una sociedad los ha perdido. Por eso, haciendo un juego de pala-
bras, yo suelo decir que la purificación de valores de Kelsen, se fundamenta 
en valores puros. De otra manera no sería comprensible su preocupación 
por el orden jurídico, la organización constitucional, la limitación del po-
der, la democracia, la paz social, la tolerancia y la justicia, sin todo lo cual 
no pueden prosperar las ciencias.

Las ideas kelsenianas haya sentado las bases para un abordaje de una 
nueva concepción jurídica, pero desde múltiples perspectivas. Las parti-
culares situaciones sociales e históricas que contribuyeron a su conforma-
ción, como así también sus fundamentos iusfilosóficos amplios y cultu-
ralmente variados la constituyeron en una poderosa herramienta para el 
acercamiento metodológico al estudio del fenómeno jurídico y político. Por 
eso, la visión de la obra kelseniana como una tarea estrictamente jurídico-
formal que tantas críticas y oposiciones le ha valido (y aquí debo reconocer 
que la de Carlos Cossio fue una de ellas), es incompleta.

Recordemos en este sentido que el mismo Kelsen ha destacado una pro-
funda vinculación entre política y filosofía por cuanto toda concepción de 
la vida, y de toda doctrina política, se integra en la correspondiente concep-
ción del mundo, en un sistema filosófico. Este es el punto de partida partir 
desde el cual Kelsen comenzó a establecer los caracteres filosóficos de las 
dos formas políticas fundamentales: la autocracia y la democracia.

Para Kelsen, la base de todo sistema democrático es el sostenimiento de 
la libertad pero no sólo en sentido metafísico e individualista: el sentido 
más profundo de la democracia se encuentra en que el sujeto no reclama 
libertad sólo para sí, sino también para los demás.

En cuanto a los dirigentes políticos, Kelsen limitó sus funciones dentro 
del marco del ordenamiento jurídico, pues sostuvo que la democracia no 
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admite caudillismos ni paternalismos pues aspira a ser una sociedad de co-
laboración entre iguales, sin direcciones tuteladoras.

Es lógico que esta fundamentación kelseniana se base en una concep-
ción relativista y crítica. Por este motivo, pienso que su concepción jurí-
dico-política tiene relación con las posiciones de la nueva retórica y de la 
lógica argumental que comenzaron a abrirse paso y desarrollarse a partir 
de mediados del siglo XX, aunque Kelsen no se hubiera ocupado especial-
mente de estos temas.

La pregunta principal de toda esta discusión es la siguiente: ¿es posible 
incluir el problema político y valorativo dentro del ámbito jurídico sin des-
naturalizar la objetividad científica del Derecho?

En ocasiones suelo citar un dicho austríaco que dice: “popularizar sin 
simplificar”. Lo leí una vez en el diario vienés “Der Standard” cuando se 
publicó un artículo con motivo del 125 cumpleaños de Hans Kelsen. El 
derecho es un “servidor” del ser humano. Debemos difundir y explicar los 
fundamentos y las teorías en forma clara, no solamente para los alumnos 
que estudian ciencias jurídicas (que en la Argentina y especialmente en La 
Plata son muchos) sino también para que toda la sociedad conozca y com-
prenda las “razones” del derecho. Para que no piensen que las normas son 
sólo producto del “misterioso laboratorio del espíritu jurídico” (usando pa-
labras similares a las de Savigny).

V. Actualidad y porvenir

“Antes los alumnos tenían mejor formación”, “antes prestaban más aten-
ción”, “antes leían más”, “antes eran más responsables”, “antes dedicaban 
más tiempo al estudio”. Estas frases relativas al pasado se repiten en salas 
de profesores y en reuniones docentes en forma persistente como otras fra-
ses relativas a la actualidad “ahora todo es más sencillo”, ahora tienen más 
posibilidades para cursar”, “ahora tienen más mesas de exámenes”, “ahora 
el material de estudio se consigue por internet”, “ahora no necesitan tomar 
notas, graban las clases con su celular o sacan fotos del pizarrón”.

Es cierto. Hay una diferencia entre el “antes” y el “ahora”. Es por eso que 
no veo por qué la enseñanza de “ahora” se deba ceñir esquemáticamente 
a los conceptos y metodologías de “antes”. La enseñanza y el aprendizaje 
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del derecho siempre han versado sobre contenidos determinados, más o 
menos amplios según nuestra visión sobre la problemática jurídica. Lo que 
sí ha cambiado es la relación dinámica entre la enseñanza y el aprendizaje, 
aunque a veces no lo aceptemos y hasta añoremos el “antes”.

Las materias de primer año (dentro de las cuales se halla Introducción 
al Derecho), no son solamente de disciplinas propedéuticas, también pre-
sentan cuestiones que habrán de mantenerse abiertas durante el resto del 
desenvolvimiento vital del jurista. Ninguna materia es puramente “inicial” 
o puramente “final”, pues cada etapa de nuestra larga carrera se halla col-
mada de inicios, finales y reinicios que, como pequeños mundos, se van 
descubriendo a lo largo de toda nuestra vida universitaria.

En síntesis, creo que como profesores tenemos por delante dos metas 
fundamentales: por una parte, constituir el anclaje de los alumnos a un ver-
dadero compromiso universitario, y por otro, motivar y estimular el apren-
dizaje y el conocimiento no sólo desde una “materia” en particular, sino 
también desde la perspectiva integral de toda una carrera, con sentido crí-
tico y distante de los dogmatismos, instando a la consolidación de un com-
promiso con el conocimiento, con la ética y con la sociedad.

Dijo Carlos Cossio (1942) en palabras que son vivamente actuales:

“Urge hoy, más que nunca, meditar sobre la función social que 
cumplen las escuelas de abogacía, porque el espíritu jurídico de 
un pueblo no nace y crece arbitrariamente dentro de los muros 
de sus casas de estudio, desligado de la comunidad que lo con-
diciona y que, por esto, algo le exige”.
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Tutto era allora così semplice.

Capograssi (1959: 359)

I. Introducción

El objetivo central de este trabajo es reflexionar acerca de las ideas de 
crisis del Derecho y de su enseñanza. El punto de partida de estas líneas 
podría situarse en una genérica remisión a la forma en la que, cotidiana-
mente, observamos hoy al Derecho. Es simple percibir que el Derecho va 
gradualmente perdiendo su simplicidad, su claridad, las certezas y la pre-
tendida coherencia sistemática (1). Algo está cambiando. La bella imagen 
propuesta por S. Benhabib nos sirve para describir un estado de situación 
en el que se encuentran juristas, académicos, estudiantes, todos nosotros 
inmersos en un territorio repentinamente desconocido con la ayuda ape-
nas de viejos mapas, dibujados en tiempos diversos, a partir de necesida-
des diversas, todos, en parte, desorientados al percibir que, mientras que el 

(*) Abogado. Doctor en Teoría e Historia del Derecho, Universidad de Firenze. Prof. 
Asociado regular, Universidad Nacional de Río Negro. Secretario Académico UNRN (Sede 
Atlántica). Estancias de investigación académica en IISJ, Instituto Internacional de Socio-
logía Jurídica (Oñati), Center for the Justice and Internacional Law –CEJIL– (Costa Rica), 
Universidad Autónoma de Madrid (España), Instituto Carioca de Criminología (Brasil).

 (1) Sobre la simplicidad del Estado Moderno y su Derecho y su contraposición con la 
realidad que había existido previamente, el Derecho medieval, Grossi, P. “Dalla società 
di società alla insularità dello Stato: fra medioevo edetà moderna”, en: Grossi, P. (2006). 
Società, diritto, Stato – Un recupero per il diritto, Milano: Giuffrè, pp. 75 ss.
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terreno se modifico, abruptamente nuestros instrumentos, nuestros ma-
pas, no lo hicieron (2).

¿Qué es lo que estamos dejando atrás? ¿En qué terreno nos estamos 
adentrando? Estamos frente al paso una transición desde un paisaje jurídi-
co moderno a uno posmoderno (Grossi, 2015: 16). Nuestro tiempo, jurídica-
mente, se coloca precisamente más allá de lo moderno porque se encuentra 
caracterizado por la creciente y progresiva “toma de conciencia de la com-
plejidad del universo jurídico” (Grossi, 2006: 60). En la actualidad, la escena 
jurídica se complicó. Se trata de un período histórico en el que se verifica la 
pérdida de centralidad del Estado como exclusivo y monopólico creador y 
aplicador del Derecho y la incapacidad y el letargo de la enseñanza jurídica 
para reaccionar ante un escenario que se complejizó, que cambió, que ya no 
se corresponde con las coordinadas fijadas a partir de la consolidación del 
Estado moderno. El Derecho es cada vez más plural, el escenario jurídico 
contemporáneo se comienza a volver a poblar de manera ya indisimulable, 
por una multiplicidad de fuentes productoras que exceden a la labor del 
Estado (3). Dentro aún de un mismo territorio, se logran generar múltiples 
ordenamientos que coexisten en un mismo espacio y tiempo. De esta for-
ma, realizando un análisis desde el plano socio jurídico, nos encontramos, 
contemporáneamente, en una situación donde se hace cada vez más indisi-
mulable la distancia entre la escenografía imaginada para nuestro universo 
jurídico –lo que Grossi llamó “los telones del escenario”– y el paisaje real 
que, efectivamente, domina la escena (Grossi, 2006: 60).

Si antes la legalidad nos remitía fundamentalmente a un significado que 
consistía en el respeto de la voluntad parlamentaria (Grossi, 2006: 62), hoy 
vivimos en un entorno jurídico donde, frente a la crisis del Estado como suje-
to capaz de producir exclusivamente el Derecho, se genera una “multiplica-
ción y superposición de diferentes estratos de legalidad” (Grossi, 2006: 62). 

 (2) Benhabib, S. (2006). “La globalizzazione e i dirittideglialtri, Stranieri, residenti, citta-
dini”. Raffaello Cortina Editore, en: Cappellini, P. (2010). Per una storia dei concetti giuridi-
ci, Torino: Giappichelli Editore, p. 7.

 (3) Por todos, Ferrarese, M. (2012). Prima lezione di dirittoglobale, Roma/Bari: Later-
za; Ferrarese, M. (2006). Dirittos confinato. Inventiva giuridica e spazinel mondo globale, 
Roma/Bari: Laterza. Sobre el punto en una clave local; Bohmer, M. (2009). “La globali-
zación y el nuevo espacio público en la Argentina”, en: El nuevo Derecho Administrativo 
Global en América Latina, Institute for International Law and Justice, New York University 
y la Universidad de San Andrés, Colección de Cuadernos RPA, Buenos Aires.
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Cada vez más, vuelve a relacionarse con la experiencia jurídica, con hechos 
que surgen desde el espacio social, desde las prácticas coordinadas de ac-
tores que conviven, acuerdan, aceptan o desafían las normas estatales, es-
pecialmente cuando estas no logran brindar ya las respuestas necesarias 
que impone una realidad que no espera más por el pesado accionar del an-
damiaje jurídico del Estado (4).

¿Qué consecuencias prácticas tiene este nuevo cuadro de situación? 
Desorden, sin duda, pero al mismo tiempo, oportunidades. La tarea que 
se nos impone como juristas y, fundamentalmente, como docentes, es la 
de renunciar a las geometrías prometidas por nuestros maestros jurídicos 
y a los espejos de colores que nos ofrecía la idea misma de una ciencia pu-
rificada del Derecho. El desafío será aceptar que nuestro trabajo como ju-
ristas deberá soportar la incerteza, la impureza, la vida cruda del Derecho 
(Grossi, 2015: 16). Se nos exige la responsabilidad de construir y transmitir 
herramientas conceptuales y diagnósticos útiles para con nuestro entorno, 
aceptar que lo que estábamos habituados a reconocer hoy ha cambiado y 
que las certezas y tranquilidades construidas a lo largo de los últimos siglos 
se resquebrajaron sin posibilidad de retorno.

II. El uso de la historia

Analizaré el problema planteado desde una perspectiva propia de la his-
toria del Derecho. Este es un producto histórico y su misma historia nos 

 (4) Se podría resumir esta tendencia con la mención de que se registra una creciente 
inhabilidad, por parte del Estado (antes monopólico, absolutista), para gobernar hoy al 
fenómeno jurídico en su totalidad. Grossi identifica esquemáticamente como significa-
tivos estos grandes bloques para marcar la modificación de la tendencia legicéntrica: (a) 
La constitucionalización del dopo guerra. “La Constitución del tardío siglo XX (...) ya no 
es el conjunto orgánico normativo que vincula a los ciudadanos y también a los mismos 
órganos del Estado”, sino que se transformó en un “conjunto que emana del pueblo cons-
tituyente y que, inmediatamente, hace suyos los valores que circulan en la sociedad. En 
resumen, la Constitución es la imagen de la sociedad que se auto ordena sobre la base de 
valores meta jurídicos muy precisos”; (b) La internacionalización: “Me refiero ahora a los 
hechos que conciernen a ese fenómeno de privatización y fragmentación de las fuentes 
productoras de Derecho, que muestran su aspecto más llamativo en la hoy tan discutida 
globalización jurídica. Y es que, aunque se siga proclamando y defendiendo oficialmente 
el monopolio estatal de las fuentes, este baluarte de la civilización jurídica nacida de la 
Revolución de 1789 se profana y se elude con una creciente intensidad” (Grossi, 2006: 62).
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ayuda a pensar problemas presentes, entre ellos, la forma en la que lo en-
señamos. Colocar, en primer plano, la relación entre el Derecho y la expe-
riencia histórica del fenómeno jurídico nos permite percibir que este se 
encuentra en relación con específicas y variadas visiones del mundo que se 
construye a partir de una serie de presupuestos culturales que no pueden 
dejar de ser analizados (Grossi, 2001: 23). El Derecho de hoy, el Derecho de 
ayer y el de mañana es, no un producto natural dado, sino la suma de opcio-
nes, decisiones, justificaciones, valoraciones; el resultado de un entramado 
de soluciones específicas que, frente a una realidad puntual, y a partir de 
un contexto dado, un especifico conjunto de actores encontró, construyó, 
logró imponer y le otorgó estabilidad.

En este contexto desafiante para la comunidad jurídica, la utilización 
de la historia puede ser una herramienta importante. Puede reservársele, 
aún hoy, un rol marginal, en una fase de retracción, dentro del campo de 
estudios jurídicos en lo que respecta a su punto de vista cuantitativo. Sin 
embargo, su función puede ser de relevancia en la posibilidad de proponer 
una visión del Derecho distinta, consciente de las contradicciones y de la 
profundidad de los cambios que impone el presente (Cappellini, 2010: 9). 
Debemos, sin embargo, hacernos cargo, en este punto, de una desconfian-
za que pesa sobre la tarea del histórico del Derecho. En un momento en el 
cual la historia parece ser, en el mejor de los casos, una materia marginal, 
aquí sostendremos lo contrario. La remisión a un estudio en clave histórica 
del problema no implica perder de vista ni la relevancia de la cuestión, ni la 
necesidad de dar cuentas de la utilidad de una aproximación teórica como 
la que en este caso se propone.

El uso de la historia del Derecho, en primer término, es útil para la labor 
de desnaturalizar parte de las categorías centrales propias del Derecho mo-
derno. Acostumbramos pensar el Derecho –y a enseñarlo– de una prefijada 
forma. Fuimos configurados para aceptar determinados presupuestos nu-
cleares de nuestras más básicas instituciones como si se tratase de fenóme-
nos dados sin conflicto, sin alternativas. La tarea de alejarnos de nuestros 
hábitos más profundos no es sencilla. Tampoco esta es simple cuando estos 
hábitos y presupuestos se relacionan con la identificación misma del Dere-
cho como fenómeno individualizable. Se trata aquí de relativizar la idea de 
la crisis del Derecho y de reconfigurar el problema de una diferente mane-
ra. Como una crisis, sí, pero con una forma particular de comprenderlo. En 
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segundo lugar, utilizar una aproximación jurídica, nos coloca en una po-
sición privilegiada para buscar una operación inversa a la anteriormente 
propuesta. Ya no se trata de desnaturalizar específicos momentos históricos 
sino, por el contrario, de naturalizar procesos que son constantes: el cam-
bio de forma del Derecho como fenómeno normal. Presentar como natu-
rales las estaciones de rupturas, las transiciones, los momentos de cambio 
en la forma de entender el Derecho; comprender estos momentos como 
fenómenos que forman parte de su vida y que, por más que nos asombren 
y que esto sea entendible –precisamente, porque nos habíamos acostum-
brado a una determinada forma y nos resistimos a este cambio– no hace 
más que reflejar que el Derecho moderno clásico, la propensión heredada 
de identificar indisolublemente y absolutamente al Derecho con el Estado, 
no es más que una estación histórica particular destinada a mudar de piel.

Si realizamos esta operación, lograremos demostrar que los cambios de 
fisonomía que va adoptando el Derecho según cada momento histórico 
no son más que previsibles modificaciones, seguramente inevitables –en 
ocasiones deseables, en ocasiones no deseables– pero fisiológicas y no pa-
tológicas. El uso de la historia del Derecho se transforma, de esta forma, 
en una herramienta importante para el diseño de estrategias capaces de 
controlar al ansia del jurista frente a estos grandes momentos de ruptura 
como los que parece que atravesamos en la actualidad (Cappellini, 2010: 
7). En suma, aproximarnos al tema desde una lectura en clave histórica del 
Derecho ayuda a tomar dimensión del problema. Permitirá, a través de la 
invitación a reflexionar acerca de los presupuestos que determinan nues-
tra forma de enseñar el Derecho, ser capaces de vislumbrar posibilidades 
reales de cambios profundos y trazar como una mínima hoja de ruta para 
emprender el camino de una reforma profunda de nuestras facultades.

III. Las crisis

Hoy dos fenómenos se dan en forma simultánea: el interés cada vez 
mayor por la forma en cómo se enseña el Derecho y la importancia que el 
espacio jurídico tiene en la gestión de los más relevantes problemas comu-
nitarios. A este fenómeno de consolidación de un campo teórico y práctico 
en torno al problema de la enseñanza del Derecho se le suma el hecho de 
que este proceso se da en un marco en el cual se le pide cada vez más al De-
recho y en el que se nota una creciente demanda a que los conflictos sean 
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resueltos, prevalentemente, en sede judicial. No existe tema relevante que 
deba resolver una comunidad política que, de una u otra forma, no sea de-
cidido por nuestros Tribunales (5).

Estos dos procesos que parecen marchar con la misma velocidad, un in-
cremento de la judicialización de la vida social y una creciente importancia, 
visibilidad y consolidación del tema de la enseñanza jurídica, son acompaña-
dos, sin embargo, por una particular sensación. El Derecho no estaría siendo 
eficaz, no nos estaría sirviendo demasiado, no estaría a la altura del tiempo y 
de las, quizás exageradas, prestaciones que se le reclaman. Tampoco la forma 
en la que enseñamos el Derecho nos satisface. El contexto es problemático: se 
pide cada vez más Derecho y, al mismo tiempo, existe insatisfacción sea para 
con las prestaciones que produce, sea con la forma en cómo se lo continúa 
enseñando en nuestras Universidades. La tesis que sostengo es la siguiente: 
debemos reconfigurar el diagnóstico y separar la supuesta crisis del Derecho 
de la indudable crisis sobre la enseñanza del Derecho.

Por una parte, no hay crisis del Derecho sino un cambio superficial de su 
epidermis. Un cambio fisiológico de la vida del Derecho que adopta, según 
la estación histórica, diversas formas y acepta diferentes configuraciones. 
Que el paradigma legicéntrico y absolutista del Estado Moderno entre en 
crisis no significa que el Derecho, como fenómeno que excede a esta parti-
cular manifestación histórica, se encuentre en un período de derrumbe. De 
lo que se trata aquí, es de “reconfigurar el diagnóstico y circunscribirlo no a 
una crisis del Derecho sino a la crisis de una particular forma de entender 
al Derecho, una tradición que no se extendió por más de un par de siglos, 
la moderna, que aún continua siendo dominante en la forma en cómo se 
sigue pensando el Derecho en nuestra tradición jurídica” (Grossi, 2006: 60). 
Sostendré que, efectivamente, sí se verifica una preocupante crisis en la for-
ma en la que se enseña el Derecho. Se continúa enseñando según las coor-
denadas teóricas de un universo jurídico que ya no existe. Se tratará aquí de 

 (5) Santoro, E. (2014). Derecho y Derechos. El Estado de derecho en la era de la globa-
lización. Ciudad de Buenos Aires: Ad Hoc, p. 31: “El último período del siglo pasado se 
ha caracterizado por una transformación del equilibrio de los poderes a favor del poder 
judicial; la justicia asume un peso creciente en la vida colectiva. (...) La política, y con ella 
la democracia, han abdicado en favor de una aristocracia judicial”. Sobre el punto ver Wal-
dron, J. (1993). “A Right Based Critique of Constitutional Rights”, en: Oxford Journal of Legal 
Studies, XIII, Nº 1.
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explicar el porqué de la incapacidad de la enseñanza jurídica contemporá-
nea de transformarse en una herramienta útil, capaz de seguir el ritmo de 
su tiempo. Sostendré que la causa de este atraso es que la forma en cómo se 
enseña aún continúa íntimamente relacionada a la forma dominante en la 
que se sigue pensando al Derecho en nuestra tradición jurídica.

IV. La época de transición

Mencioné espacio y momento de transición entre Derecho moderno y 
el postmoderno. Definamos qué entendemos por este espacio de ruptura y 
a qué períodos histórico-jurídicos nos estamos refiriendo. Lo que estamos 
dejamos atrás es a la modernidad jurídica. A ese anagrama, en los términos 
de Paolo Grossi (2006: 53) que presenta “un signo completamente diferen-
te y es, consecuentemente, la presencia nueva y cada vez más firme, en el 
escenario histórico, de un sujeto político con vocación totalizadora; el Es-
tado, ese sujeto cuya ausencia había permitido que la experiencia social se 
coordinaría y consolidara en libertad”.

La promesa pura del Derecho moderno era simple y cristalina, tan pura en 
su proyección como seguramente irrealizable en su posibilidad de concre-
tarse. Se presuponía la existencia de un Estado, de un territorio y de un De-
recho; se presuponía un Derecho único que no conocía “interrupciones en 
la totalidad de la esfera territorial; un territorio jurídicamente liso porque es 
unitario jurídicamente. Tal es la vocación intrínseca del absolutismo jurídico 
moderno que se manifiesta como evidente en la unión conyugal, una unión 
entendida como necesaria, entre Estado y Derecho” (Grossi 2006: 66) (6).

Evidentemente, nos encontramos en una situación muy lejana a lo que 
es el Derecho, pero increíblemente próxima a cómo continuamos imagi-
nándolo y enseñándolo. Aquel Derecho ya no existe y, sin embargo, conti-
nuamos pensándolo y enseñándolo como si aún fuese ya no una promesa 
trunca sino una realidad (7).

 (6) Los caracteres centrales de este modelo son la “estatización del Derecho, en la juri-
dicidad vinculada al Estado, en la consideración del Estado como único sujeto que está en 
condiciones de transformar en jurídica una vaga regla social, en que el Derecho se mani-
fiesta solo a través de la voz del Estado, es decir, en la ley”.

 (7) Se nos impone también una referencia acerca del alcance de estas líneas. El objeto 
principal reflexión es aplicable a una tradición jurídica particular, que identificamos como 
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No solo el Derecho que hoy existe es distinto al andamiaje de lo que fue 
propuesto por el Derecho moderno. El Derecho que había existido hasta 
este particular momento histórico –hasta antes de la consolidación del Es-
tado Moderno tal como lo conocemos– había funcionado, había tenido una 
fisionomía diferente. Se trataba de un espacio jurídico caracterizado por 
la inexistencia de un actor con la pretensión y la capacidad de imponerse 
exclusivamente sobre el resto; por la no indiferencia, por la tolerancia del 
poder político hacia la pluralidad de fuentes y ordenamientos que, en for-
ma coordinada, daban vida a un Derecho diferente al nuestro.

Todo el cuadro, que aquí podemos identificar como Derecho premoder-
no (Grossi, 2001: 29 y ss.) se modifica con el proceso de estatización. Se 
trata de un momento de extrema importancia para las coordenadas con las 
que nos hemos habituado a pensar nuestras instituciones más importan-
tes. Un momento en el que coinciden dos fenómenos centrales para lo que 
aún hoy continuamos identificando con la idea de la civilización moderna: 
“el paradigma de la ascendencia griega de la política como soberanía popu-
lar y de la ley igual para todos y el de derivación romana del Derecho como 
conformidad a un sistema auto centrado de reglas racionalmente defini-
das” (Grossi, 2001: 29).

Según Aldo Schiavone (2009: 28) es solo en la Europa moderna que es-
tos modelos que habían permanecido disociados, logran fusionarse en un 
único modelo que busca “conjugar Derecho y democracia, orden jurídico y 
pueblo soberano”. La forma en la cual este ambicioso proyecto se concreta 

“Derecho continental”. Se trata del modelo jurídico típicamente identificado por la tríada 
francesa, alemana e italiana; tradiciones donde la búsqueda de combatir, a partir de un 
proceso de centralización y monopolización normativa a las antiguas reglamentaciones 
particularistas, fue especialmente intenso. Las reflexiones que siguen son aplicables a esta 
forma de entender el Derecho propia de la Europa continental y exportada a nuestra cultura 
jurídica Latinoamérica. La realidad del mundo anglosajón es distinta. Se trata de una tradi-
ción jurídica en la que existe un mayor reconocimiento de la pluralidad de las fuentes jurí-
dicas; en la que se mantiene una preferencia por el momento de aplicación de la norma a 
través de una entramada y rica comunidad de intérpretes. Un Derecho más jurisprudencial 
y basado en la práctica continua y en el valor del precedente, menos apegado al legislador 
y a su capacidad potestativa. Es por esto que mucho de lo aquí escrito no aplique para esta 
tradición jurídica. Se busca entonces acercar un problema que se extienda a una tradición 
de enseñanza jurídica que aquí englobaré bajo el título de continental. Schiavone, A. (2009). 
Ius. La invención del Derecho en Occidente. Buenos Aires: Adriana Hidalgo Editora, p. 28.
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es a través de la búsqueda del intento de volver a englobar toda la parti-
cularidad de la vida social “dentro de protocolos y de los parámetros de 
procedimientos verificables y disciplinantes, en una retícula de medidas y 
de formalismos conceptuales, objeto de un conocimiento peculiar, con un 
estatuto fuerte: la ciencia jurídica concebida como analítica del poder y de 
su normalización racional” (Schiavone, 2009: 28).

A la dispersión y tolerancia del poder político hacia formas múltiples 
y particulares de juridicidad que habían existido durante la Edad Media 
comienza a contraponérsele un momento en el cual la figura del príncipe 
moderno pasa a intuir el “valor fundacional que el Derecho puede aportar 
a la dimensión política y, en consecuencia, está dispuesto a controlarlo” 
(Grossi, 2006: 54). Reacio al pluralismo de fuentes, el poder político se basa, 
cada vez más, en un legislador. Según esta concepción, positivista e forma-
lista, el Derecho, en palabras de Emilio Santoro, se encuentra constituido 
por normas, básicamente fijadas en leyes que se aplican para resolver la 
totalidad de las controversias jurídicas (Santoro, 2014: IX). Cada vez más 
notoriamente se consolida la supremacía de la ley que se logra imponer so-
bre las restantes expresiones de juridicidad, pasando a tener una jerarquía 
preferente que desplaza a las restantes fuentes del Derecho, las subordina, 
les quita autonomía y vigor (Grossi, 2006: 55).

Los Códigos –figura central, si la hay, dentro aún hoy dentro de nues-
tras universidades– fueron instrumentos especialmente importantes en ese 
gran proyecto de simplificación del Derecho (Cappellini, 2006: 1982 y ss.). 
Resaltaban dentro de un paisaje jurídico que, poco a poco, pretendía ser 
más simple, jerárquico, ordenado, previsible. Su relevancia era innegable. 
Calificado como el suceso más representativo y también más incómodo de 
nuestra historia jurídica continental, el proceso de Codificación del De-
recho, encuentra en la Francia de Napoleón I, su concretización comple-
ta (8). A través de estos procesos, se pretendió que la totalidad del Derecho 
fuera “ordenado en millares de artículos organizados sistemáticamente 
y contenidos” en algunos pocos libros, denominados Códigos (9). Estos 

 (8) Grossi (2006: 56); Ghisalberti, C. (1998). La codificazione del diritto in Italia. 1865-
1942, Bari: Laterza.

 (9) Ibid. “(...) aun cuando se trató de una tarea grandiosa y admirable, fue, asimismo, un 
acto supremo de engreimiento” (p. 26).
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pretenciosos instrumentos, tan particulares como de corta vida en la histo-
ria milenaria del Derecho, determinaron también en grandísima parte aún 
hoy nuestra forma de entenderlo, y, fundamentalmente, nuestra forma de 
enseñarlo.

¿De qué forma se transforma el papel de la ciencia jurídica y de los jue-
ces? Si en el Derecho romano el espacio que los juristas habían tenido ha-
bía sido extremamente importante (10). Si, durante el período que identifi-
camos como Derecho premoderno, la labor de los juristas continúa siendo 
central en una concepción que se basa en un espacio jurídico construido 
básicamente a partir de la multiplicidad de experiencias compartimenta-
das (Grossi, 2001); el papel que se les reservaba a la casta de los juristas 
cambia abruptamente con la consolidación del modelo de Derecho mo-
derno. Es entonces cuando la antes potente ciencia jurídica, la antes acti-
va labor de juristas y jueces, pasan a reducirse a lo que se identifica como 
un estado de servidumbre hacia la nueva figura central del panorama: el 
legislador. Jueces y juristas son desplazados de un escenario donde se los 
excluye tanto del proceso creativo del Derecho como de la labor interpre-
tativa. Su función pasa a quedar aprisionada, en parte “minimizada a la no 
función de la exegesis” entendida como la “repetición llana y servil de la 
voluntad que el legislador ha revelado y recluido en la propia ley” (11).

La personalidad del sujeto que decide qué es el Derecho, así como la 
racionalidad que esta personalidad proyectaba, se presenta como un factor 
que no debe influir en la solución predefinida de toda controversia jurídi-
ca. Los jueces pasan a ser sujetos que deben reconocer el Derecho como 

 (10) Ver sobre el punto, “Diritto e giuristi nella storia di Roma” en Schiavone, Aldo 
(editor) (2003). Diritto privato romano, Torino: Einaudi; Schiavone, A. (1987). Giuristi e 
nobilinella Roma Repubblicana. Il secolo della rivoluziones científica nel pensiero giuridi 
coantico, Bari: Laterza. En palabras de Grossi (2006): “El Derecho romano, en resumen, 
es fundamentalmente obra de científicos, pero de científicos extremadamente singulares 
porque tenían, al mismo tiempo, que inventar y, después, reflexionar y definir, y finalmen-
te, realizar una construcción ulterior en la que, además, debía realizarse armónicamente 
la titánica transformación de la ciudad Estado del Lacio en un Imperio casi universal”.

 (11) Grossi (2006: 57). Se entiende por este término a la corriente de juristas que, inme-
diatamente luego de los procesos codificatorios franceses y austríacos, tuvo como nota 
distinta la vinculación de su labor a las disposiciones fijadas en las disposiciones de los Có-
digos, considerados en los hechos como una escritura quasi sacralizada sobre la cual la po-
sibilidad de variación por obra del actuar del intérprete era pretendidamente inexistente.
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creado en otro lado; deben decidir de manera correcta y formal, sin que 
nada influya sobre su específica decisión, a no ser el texto crudo de las nor-
mas creadas por el Legislador omnipotente y omnipresente (12).

Por esto, se verifica un proceso en el que coexiste una estrategia por par-
te del poder político en la búsqueda de controlar, de una vez por todas, la 
totalidad de la dimensión jurídica con la aceptación pasiva por parte de 
los juristas de un nuevo cuadro de situación que les reservaba el modes-
to rol de legitimar la entrega del Derecho a los dueños del poder de turno 
(Grossi, 2003: 28). El juez, el jurista, ya no son –y ya no deben ser– otra cosa 
que la boca de la ley. Pietro Costa (1995: 17) sostendrá que el paradigma 
positivista:

“impone que la subjetividad desaparezca ni bien se inicia el dis-
curso de la ciencia: la subjetividad se entiende como una bata de 
entrecasa que puede –que debe– abandonarse apenas se vistan 
los hábitos solemnes y públicos de la ciencia. La proclamación 
de la no valoración, de la objetividad, la impersonalidad, la des-
cripción de la ciencia y la enfatización de su absoluta relevancia 
gnoseológica, avanzan junto a la correspondiente minimiza-
ción de la ´subjetividad´ de los sujetos, por tanto también de los 
´científicos´, con la exclusión de su necesaria e integral inser-
ción histórico-social e institucional” (Costa, 1995: 17).

Lo importante aquí es mostrar la relación existente entre una particu-
lar forma de concebir el Derecho con una particular forma de entenderlo 
teóricamente, de sistematizarlo, de enseñarlo. Aun cuando pueda ser una 
obviedad, lo que nos interesa demostrar que es la forma en cómo –desde 
una específica manera de entender al Derecho– se tiende a producir una 
particular forma de enseñarlo, una actitud con la que el jurista tiende a 
aproximarse a su objeto de estudio. En un mundo que hace del Derecho un 
fenómeno creado desde arriba, monopólico, reacio a la pluralidad de orde-
namientos, pretendidamente ordenado y coherente, fundamentalmente, 
de carácter básicamente legalista, se consolida una visión donde el espacio 
para la interpretación jurídica y el rol del jurista queda reducido al de ser 

 (12) El Derecho pasa a ser un gran conjunto de normas que deben aplicarse cuando 
surge una controversia para enmarcar hechos o, simplemente, decidir las controversias 
jurídicas que puedan irse planteando. Santoro (2004: 373 y ss.).
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un vasallo de la voluntad que el legislador ha logrado plasmar a través de su 
labor legislativa.

V. La enseñanza del Derecho

Existe un período de cambio de tiempo, de época, en cuanto a la forma 
en cómo vive el Derecho en nuestra sociedad y, sin embargo, aún se perci-
be que la enseñanza del Derecho no es capaz de dar cuenta de ese entor-
no cambiante. El diagnóstico debe ser claro; la forma en cómo se enseña 
el Derecho en nuestra tradición continental está destinado al fracaso, sino 
es que ya fracasó estrepitosamente (Mangabeira Unger, 2006). La forma de 
enseñar el Derecho que caracteriza a nuestras facultades no nos sirve. Es-
cribe Mangabeira Unger (2006) que como herramienta capaz de transmitir 
y crear conocimiento no sirve “ni para enseñar a los estudiantes a ejercer 
el Derecho, ni para lograr formar a personas que puedan mejorar el nivel 
de discusión de nuestros problemas, de nuestras instituciones, de nuestras 
políticas públicas”. El diagnóstico es grave.

No importan las citas críticas o los diagnósticos declarados. “Repetida-
mente denunciado, el formalismo doctrinario siempre resurge” (Manga-
beira Unger, 2006). La práctica, producto de las mentes que aún no se han 
modificado, sigue definiendo el resultado de la partida y, en ella, la cultura 
dominante continúa siendo la que se relaciona con el paradigma moderno 
del Derecho.

Es necesario evitar la negación de la situación, desmentir lo que ya no 
puede ser negado; seguir pensando con la cabeza de un jurista esquema-
tizado para un tiempo que ya no existe más. El problema central “El pro-
blema de la enseñanza del derecho es su fijación en un abordaje al mismo 
tiempo enciclopédico, exegético e escolástico del derecho vigente”. Hoy 
nos debería ya parecer improponible una aproximación al Derecho que lo 
identifique, en su totalidad, con prescripciones formalizadas prácticamen-
te apenas relacionadas con el proceso de legislación. Y, sin embargo, esto 
sigue ocurriendo (Santoro, 2014: IX).

Primer e impostergable punto es el de evitar el desgano intelectual, desa- 
costumbrarnos, provocar una forma distinta de entender el Derecho. El 
papel y la responsabilidad que le cabe a la enseñanza del Derecho es cen-
tral. Las facultades de Derecho no tomaron, mayoritariamente, el desafío 
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de actualizarse. Es necesario dejar de lado una concepción pobre del ju-
rista, la que le reservaba un papel marginal, determinando que su función 
primordial era la de ser capaz de realizar una operación cognitiva frente a 
un Derecho ya definido. Esta operación se limitaba a verificar la existencia 
de un Derecho creado apenas legislativamente, un Derecho ante el cual el 
jurista debía, simplemente, desarrollar una función declarativa a partir del 
rigor lógico de operaciones no valorativas, no políticas, alejadas de la con-
tingencia, una función básicamente formal capaz de producir un Derecho 
verdadero y objetivamente creado desde de una simple operación de sub-
sunción. Si antes la ciencia jurídica pretendía ser capaz de aplicar las nor-
mas según procedimientos lógicos, el jurista debía tener la exclusiva habi-
lidad de comprobar la existencia del Derecho, garantizando una supuesta 
certeza y objetividad del espacio normativo.

El Derecho, antes que una técnica compleja que se construye a partir de 
la acción direccionada de jueces y juristas, se limita a ser un conjunto de 
normas que provienen desde los palacios del poder. En palabras de Emilio 
Santoro (2014: IX), el formalismo generó un abismo entre las normas y la 
vida y esto debe ser evitado. Es necesario reapropiarse de una visión del 
Derecho capaz de poner, en primer lugar, la noción de que la realidad del 
Derecho es la que se manifiesta, fundamentalmente, en las funciones que 
se pueden desempeñar en nuestra cotidiana realidad. Es necesario volver a 
entenderlo, principalmente, como técnica social que debe poder controlar 
y brindar herramientas de composición para nuestros más severos conflic-
tos sociales.

Debido a que el “el contenido de la enseñanza del derecho continua 
siendo, en nuestra región, lo que siempre fue, escolástico, doctrinario, exe-
gético” (Mangabeira Unger, 2006). Su valor práctico (...) ha decrecido. No 
sirve para entender el funcionamiento del Derecho. Las categorías teóri-
cas no logran abrazar a la realidad y, mucho menos, el estudio en nuestras 
facultades es capaz de preparar a nuestros estudiantes para el complejo 
entramado de poderes múltiples en los que hoy el Derecho se desarrolla 
vitalmente. En nuestras aulas “lo que realiza en el mejor de los casos el pro-
fesor en el aula es pronunciar una conferencia, repleta de tecnicismos (...). 
No es ni una teoría ni una práctica. Comúnmente es apenas la repetición 
de fórmulas doctrinarias de poca o ninguna utilidad”. No puede extrañar, 
por lo tanto, el previsible desclasamiento y la pérdida de importancia de los 
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juristas; la consecuencia, a partir de lento y acumulativo “estancamiento 
y tradicionalismo de la enseñanza jurídica se produce la cada vez mayor 
“marginalización de los abogados y juristas” del espacio que vale de discu-
sión pública. Irremediablemente los abogados dejan de ser participantes 
centrales, dejando cada vez más su lugar a economistas y otros profesio-
nales (Mangabeira Unger, 2006). Las herramientas de formación deben ser 
otras y existe, y es necesario comprender e internalizar que nuestro tiempo 
nos ofrece un gigante espacio para proponer cambios en nuestra forma de 
enseñar el Derecho.

No solo esto, continuar enseñando con mapas conceptuales que ya no 
logran orientarnos provoca otra grave consecuencia que se relaciona con 
el desperdicio de recursos humanos. Aún hoy y, a pesar de todo, las facul-
tades de Derecho siguen convocando a miles de estudiantes y son ellas las 
que continúan siendo parte de las carreras tradicionales que más alumnos 
reciben en nuestros sistemas de educación superior. Insistir con formas ar-
caicas e inútiles de enseñanza “representa un desperdicio (...) de muchos 
de nuestros mejores talentos, alumnos, y también profesores” (Mangabei-
ra Unger, 2006). Mantener el estado de situación en nuestras universida-
des implica un gigante desperdicio de recursos humanos que se acercan a 
nuestras aulas y que son desaprovechados. Aún hoy, en todo Latinoaméri-
ca, los cursos de abogacía aún “continúan siendo muy demandados, inclu-
sive por muchos de los mejores alumnos. Toda esta potencialidad encuen-
tra en las facultades de derecho un terreno relativamente estéril, a pesar de 
que existen muchos profesores que, individualmente, intentar modificar la 
situación” (13).

Se necesita urgentemente una enseñanza del derecho que sea capaz de 
sacudirse de las espaldas el “fardo psicológico estatal para, una vez com-
probada la ineptitud y lentitud de los Estados y sus órganos legislativos” 
(Grossi, 2006: 64) dar comienzo a la construcción de un espacio jurídico 
distinto (14). Existe todavía en nuestros claustros una reticencia a imaginar 

 (13) Sobre el punto, también; Böhmer, M. y Otero, J. (col.) (2003). “Igualadores retóricos: 
las profesiones del derecho y la reforma de la justicia en la Argentina”, en: Cuadernos de 
Análisis Jurídicos, Serie Publicaciones Especiales Nº 15, Facultad de Derecho. Santiago de 
Chile: Universidad Diego Portales.

 (14) En nuestros claustros se continúa identificando al Derecho como un fenómeno 
complejo, que presentó múltiples rostros y racionalidades a lo largo de su rica historia, 
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un Derecho que pueda escaparse de un chaleco de fuerza que lo amarra 
a reglas generales y abstractas rígidamente establecidas, a un conjunto 
de controles poco flexibles. Un Derecho que proviene desde la altura ante 
el cual el jurista, el profesor, el estudiante, debe simplemente aprender a 
declarar.

El histórico del Derecho tiene el deber y la responsabilidad de insistir 
en la búsqueda que favorezca a la más completa y posible conciencia de la 
historicidad del Derecho y en la denuncia de la relatividad de ideal jurídico 
propio del Estado moderno que continúa pesando sobre nuestras espaldas 
(Grossi, 2006: 30). Insistir es un paso modesto pero necesario. Sin siquiera 
comenzara comprender que seguimos sintiendo y, por lo tanto, enseñan-
do al Derecho como si este no fuera otra cosa que lo que se imaginó en la 
Europa del siglo XVIII; sin tomar en cuenta las modificaciones fisiológicas 
que el Derecho contemporáneo adopta y que se transformaron en fenóme-
nos ya indisimulables, las alternativas para aproximar a la forma en cómo 
enseñamos el Derecho a la manera en la que el Derecho vive en nuestra 
contemporaneidad son escasas.

Todo este cuadro de la realidad, de la configuración de múltiples orde-
namientos particulares que surgen desde espacios que no coinciden ya 
plenamente con el Estado –ordenamientos que, sobre la base de su efica-
cia y utilidad, logran adhesión– se ha consolidado ante la mirada aún des-
concertada e indiferente de la tradicional academia que no ha logrado dar 
cuenta de la creciente complejidad del universo jurídico y, mucho menos, 
ha sido capaz de adecuar las tradicionales formas a través de las cuales se 
continúa pretendiendo enseñar el Derecho.

Estatización a ultranza, riguroso legalismo, jerarquía de fuentes rígida, or-
den y coherencia del ordenamiento jurídico, coordinación: todas promesas 
del Derecho moderno que ya no logran caracterizar al Derecho contempo-
ráneo y que, sin embargo, siguen siendo las coordenadas teóricas sobre las 
cuales, mayoritariamente, se sigue enseñando el Derecho en nuestras aulas.

Parte de nuestras más básicas categorías ya no tienen la capacidad de 
explicar lo que allí afuera pasa, lo que allí afuera vale y tiene hoy mérito 

con una particular versión, aquella que lo relaciona necesariamente con el poder político 
encarnado en el Estado.
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y peso jurídico. El jurista, el académico, quien traza mapas conceptuales, 
quien trasmite aptitudes y enseña prácticas tiene el deber, pero también la 
posibilidad, de liberarse de un conocimiento anacrónico y concentrar su 
esfuerzo en retomar el rol que históricamente le cupo: el de ser, quizás, el 
más importante artífice de instrumentos de observación y racionalización 
de la milenaria y preciosa práctica del Derecho vivo (15) (Grossi, 2006: 46).

VI. Desafíos

El desafío que se nos plantea es de relevancia. Si hoy lo que nos domina 
parece ser la percepción de un pobre estado de la enseñanza jurídica; si los 
procesos de reforma siguen siendo marginales, no es sorprendente que la 
percepción de inutilidad del estudio del Derecho y el desprestigio de nues-
tras carreras sea la norma. Es necesario ser capaces de brindar buenas ra-
zones para seguir afirmando que el Derecho sigue siendo una herramienta 
relevante, que merece ser estudiado, practicado y enseñado. Parece que 
volvemos a encontrarnos frente a una situación en la que la profesión del 
jurista académico debe volver a superar el creciente escepticismo dentro 
de su ámbito, entre los mismos pasillos de las universidades, y que tiene 
que, asimismo, sortear la resistencia incluso de los profesionales forenses y 
el campo de la práctica (Santoro, 2004: 284).

Una vez más –mostrándose como actores capaces de advertir el cambio 
y de no persistir en modelos y prácticas de transmisión de conocimientos 
que ya no logran capturar la complejidad del presente y que, por lo tanto, 
se transforman en ejercicios de nula utilidad– las facultades donde hoy se 
enseña el Derecho deberían poder volver a poner en el centro de su labor 
la posibilidad de mostrar centralidad de la lógica en el estudio del Dere-
cho. Esta centralidad, sin embargo hoy ya no debería entenderse solo como 
una disciplina que permitía comprender a cada sistema jurídico como un 
todo articulado en forma orgánica “sobre la base de un limitado número 
de categorías, conceptos y principios fundamentales” (Santoro, 2004: 287) 
sino que debe tratarse de una enseñanza menos pura, seguramente más 

 (15) No se trata de un fenómeno desconocido en la historia jurídica; Paralelismo // “Se 
hacían necesarias categorías generales para ordenar la nueva complejidad: si el legislador 
(...) no estaba en condiciones de ofrecerlas a través de sus normas generales, esa labor co-
rrespondía, y de hecho correspondió, a la naciente, pero muy vigorosa, ciencia jurídica, en 
especial, la universitaria”, Ver Grossi (2006: 51).
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compleja, donde la capacidad de elaborar conceptos, de sistematizarlos, 
debe ir de la mano con la firme conciencia de que ellos deben esbozarse 
en un universo jurídico cada vez más confuso, cada vez más desordenada-
mente construido.

La historia del Derecho nos propone una pluralidad de experiencias 
donde la multiplicidad de los ordenamientos y de las fuerzas de la expe-
riencia ha sido la norma. Esta misma historia del Derecho nos da múltiples 
ejemplos en los que los juristas lograron construirlo a partir de una reali-
dad desordenada, seguramente menos incierta que la que nos prometía el 
Derecho moderno pero, no por ello, menos rica, menos imperativa, más 
articulada en lo más profundo de la sociedad. ¿Por qué todo esto es impor-
tante? En el Derecho clásico, en Roma, se alcanzó una “gramática completa 
a través de la que se podía ordenar y establecer la confusión promovida por 
los hechos sociales y económicos” (Grossi, 2006: 46). Precisamos hoy, más 
que nunca, volver a entender el Derecho como un fenómeno capaz de vol-
ver a transformarse en un agente ordenador de la realidad, un instrumen-
to capaz de contrarrestar otros poderes, fundamentalmente el económico, 
otras racionalidades. Revitalizar el uso, y la enseñanza de un instrumen-
to sobre el cual nosotros juristas tenemos aun la posibilidad de influir en 
su delicada y preciosa construcción. No se trata aquí de apenas ejercicios 
teóricos, sino de una suerte de invitación a retomar la responsabilidad que 
nuestro tiempo nos impone. Nuevamente en las palabras de Paolo Grossi: 
“el oficio del jurista no será fácil en el futuro más inmediato, pero deberá ser 
afrontado con la carga interior de esperanza y de confianza propia de quien 
sabe que ha reconquistado una función central en la sociedad (2006: 94). 
La necesidad nos impone una inmensa posibilidad, y una enorme respon-
sabilidad. Queda en nosotros, ser capaces de aprovechar el momento de 
incertidumbre, pero al mismo tiempo de enorme potencialidad.
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Sólo la crítica histórica, arma capital de la  
introspección, puede liberar el pensamiento  

de las imposiciones que se ejercen sobre  
él cuando, dejándose llevar por las rutinas  

del autómata, trata como si fueran cosas  
unas construcciones históricas cosificadas.

Bourdieu (1999b: 240).

I. Introducción

La reforma del Plan de Estudio de la Facultad de Ciencias Jurídicas y So-
ciales de la Universidad Nacional de La Plata, en adelante la Facultad, gene-
ró importantes e interesantes debates sobre múltiples aspectos al interior 

(*) Plan de Estudios disponible en: http://www.jursoc.unlp.edu.ar/documentos/acade-
mica/reforma_plan/plan_estudios_abogacia.pdf

(**) Abogada. Licenciada en Sociología. Especialista en Derecho de Familia. Doctora en 
Ciencias Jurídicas. Prof. Titular de Sociología Jurídica Cátedra 2. Docente Investigadora 
categoría 2. Dir. del Instituto de Cultura Jurídica, Revista Derecho y Ciencias Sociales y 
de la Especialización para el Abordaje de las Violencias Interpersonales y de Género. Co-
directora de la Maestría en Sociología Jurídica, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Universidad Nacional de La Plata, UNLP.
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tanto del cuerpo docente (1) como de los y las funcionarios/as a cargo de la 
gestión de los recursos para la implementación del mismo (2).

Dicha reforma no fue ajena a los procesos de transformación y debate en 
materia de educación superior en general y de educación jurídica en par-
ticular, que se desarrollan desde fines del siglo pasado hasta la actualidad, 
asimismo los procesos de investigación a los que dieron lugar (3) contribu-
yeron a consolidar la temática de la Educación Superior como un subcam-
po especializado de conocimiento.

Bourdieu señala que la causalidad lineal de las explicaciones propias 
de la modernidad y su tendencia a los pares de opuestos es modernidad 
dentro de la postmodernidad. Este pathos moderno es originado histórica-
mente y hay que detectarlo porque en ocasiones ciega para comprender y 
analizar cosas complejas y poliédricas como es la propia sociedad o espa-
cio social, entendido como “(...) un sistema de posiciones sociales donde 
se definen unas en relación a otras” (Castón, 1996: 86). “Así, en el orden de 
las prácticas culturales, muestra Bourdieu, la cultura dominante, haciéndo-
se reconocer como universal, legitima los intereses del grupo dominante, 
forzando a las otras culturas a definirse negativamente por relación a ella” 
(Gutiérrez, 2004: 297).

En este sentido, el derecho consagra, y ésa es su función principal, la 
configuración del dominio en una sociedad. Surgen instituciones espe-
cíficas para legitimar y asegurar el dominio, como es la enseñanza, pero 
que, como en este caso, cuanto más complejas y autónomas son, más lugar 

 (1) Como señala Paulo Freire: “El aprendizaje del educador, al enseñar, no se da necesa-
riamente a través de la rectificación de los errores que comete el aprendiz. El aprendizaje 
del educador al educar se verifica en la medida que el educador humilde y abierto se en-
cuentre permanentemente disponible para repensar lo pensado, revisar sus posiciones; en 
que busca involucrarse con la curiosidad del alumno y los diferentes caminos y senderos 
que ella lo hace recorrer” (1996: 28).

 (2) Ver por ejemplo los artículos publicados por los integrantes de la Gestión en Libro 
digital Memorias de las 1º Jornadas sobre Las prácticas docentes en la Universidad Pública. 
Transformaciones actuales y desafíos para los procesos de formación (2017).

 (3) -11/J101 “Las nuevas configuraciones del campo de la formación del abogado en 
Argentina: instituciones, planes de estudios y prácticas profesionales” 2009/2012 Gonzá-
lez, M. G. y Marano, G. - “11/J076 “El proceso de enseñanza-aprendizaje y evaluación en 
la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP” González, M. G. y Cardinaux, N. 
2005/2008.
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reservan también para la aparición de elementos de subversión (Bourdieu, 
1999b: 140-141).

Los agentes sociales ocupan siempre una posición en el espacio social 
definida por la acumulación de distintas especies de capital, la posición re-
lativa y la distancia respecto a otros agentes sociales (4) y, en este sentido 
no es lo mismo por ejemplo ser docente de materias donde el centro del 
programa está dado por la incorporación del contenido de la norma vigen-
te que, de otras materias donde el contenido está determinado por la incor-
poración de otros saberes y, eso se muestra especialmente en la capacidad 
de negociar lugares de actores y preeminencias de contenidos.

En Argentina, como en otras sociedades latinoamericanas, los abogados 
y, en mucha menor medida las abogadas, históricamente han ocupado y 
siguen ocupando una posición estratégica en la conformación de las élites 
tanto políticas como económicas y sociales. Por tal razón, poner especial 
atención en la formación de esta profesión cumple un objetivo que tras-
ciende lo meramente académico y pedagógico.

En este contexto nos preguntamos ¿En qué medida la reforma del Plan 
de Estudio contribuyó a estimular una perspectiva crítica respecto del de-
recho que se enseña y se aprende en nuestra Facultad?

Y, de ¿qué manera conviven el viejo Plan con el nuevo Plan en la tarea 
áulica? es decir en las prácticas pedagógicas que determinarán la introduc-
ción del estudiante en una “nueva enseñanza jurídica” que impactará en el 
ejercicio profesional. En este caso, la atención es puesta sobre el contexto 
ocupacional externo a las carreras que se cursan en la Facultad y en la re-
lación entre ambos contextos, el académico y el profesional que en nuestro 
caso guardan una estrecha relación.

Las preguntas, frente a un cambio que se enuncia como giro coperni-
cano, están dirigidas a indagar sobre el nuevo rol social de la carrera, las 
prácticas de los profesores y las profesoras y de los/as estudiantes, el papel 
de la investigación y la extensión en relación a la enseñanza del derecho y 
sobre cómo la gestión modificó o no sus prácticas en función del cambio de 
Plan de Estudio.

 (4) Llamada por Bourdieu “distinción”.
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Por un lado, el valor de la “mirada internalista” que atiende al modo en 
que la institución universitaria configuran la acción y el cambio (Clark, 
1996), por otro lado la relación entre la “facultad y las demandas sociales”, 
en las que se incluye a otros actores e instituciones no universitarios.

Cuando nos referimos a la Facultad como institución educadora, la ca-
rrera y la formación de los abogados/as el análisis está puesto sobre el in-
terior de la propia institución, aquello que Clark (1987) ha denominado la 
“mirada internalista”, cuya función es develar las claves de esa caja negra 
donde se configuran los procesos institucionales.

Comprende dos dimensiones. La primera está centrada en la enseñanza 
y la formación, allí se abordan los procesos pedagógicos a nivel áulico, las 
representaciones de los y las docentes y estudiantes, las críticas realizadas 
a la formación en el viejo Plan y las propuestas de cambio a nivel pedagógi-
co-didáctico para introducir el nuevo Plan.

Es decir, que entre el viejo Plan de Estudio y el nuevo, existe una tensión 
que requiere la creación de espacios de aprendizaje, de saberes y actitudes 
necesarios para abordar profesionalmente situaciones de desigualdad y lo-
grar una formación situada.

Este concepto tendría al menos dos dimensiones: qué estudiar y quiénes 
pueden construir conocimiento legítimo. El primero se refiere a la nece-
sidad de que el conocimiento construido por la Facultad sea significativo 
para entender y resolver los problemas relativos a las condiciones de vida 
material y simbólica de los sectores carentes de poder.

El segundo se refiere a la producción de conocimiento que debe develar 
el origen ideológico del mismo. Allí encontramos un amplio abanico que va 
desde el docente funcionario/a judicial part-time al docente investigador/a 
full time que nos obliga a interrogarnos acerca de cómo construyen cono-
cimiento ellos, junto a los/as estudiantes utilizando qué doctrina qué juris-
prudencia nacional, extranjera cómo contextualizan el conocimiento qué 
recortes realizan con qué intenciones explícitas o no.

Por otro lado, como el proceso de enseñanza aprendizaje es relacional, 
en este nuevo esquema debemos preguntarnos acerca de cuál será el rol del 
estudiante en este nuevo esquema de distribución de responsabilidades.
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Podremos hipotetizar que quizás el reclamo pedagógico profundo en-
cuentre eco aquí, porque las Facultades de Derecho en general, aún con-
servan formas muy tradicionales de enseñar, heredadas del pasado esco-
lástico donde entre otros roles debe ser repensado el del Profesor/a Titular 
a fin de delimitar su función de gestión colaborativa al interior de su cáte-
dra, con otras cátedras y con otros espacios institucionales que afrontan 
problemáticas similares desde diferentes perspectivas, en la búsqueda de 
una formación crítica y comprometida, entendiendo que esa contribución 
tiene pleno carácter social y es posibilitadora de otras prácticas jurídicas, 
en vistas a una sociedad más justa para todos/as.

La necesidad de repensar la estructura de cátedra vigente desde el si-
glo pasado que organiza la educación en forma piramidal con la figura del 
Profesor/a Titular en la cúspide, en este nuevo escenario es al menos con-
veniente empezar a repensarla apuntando a una docencia más democrá-
tica, colocando al estudiante en el centro de los procesos de enseñanza y 
de aprendizaje y a los/as docentes en una situación más igualitaria, trans-
versal e interdisciplinaria al momento de la selección de contenidos y del 
abordaje de los mismos. Cambiar es promover la emergencia de nuevos 
roles y patrones de relaciones entre las y los profesores repensando las es-
tructuras organizativas y los modos de pensar y hacer la enseñanza. En un 
sentido trabajar para salir del contexto competitivo, aislado y exitista que, 
muchas veces ha fracturado los lazos interpersonales y eso se ha visto refle-
jado al interior de las estructuras de las cátedras.

En el transcurso de nuestras investigaciones hemos escuchado decir a 
Titulares de Cátedras las dificultades para llevar adelante reuniones de cá-
tedras, consensuar temas a tratar en las Comisiones o constitución de me-
sas de examen libre o instancias de formación al interior de la Cátedra. Con 
poca capacidad de saber qué sucede en el aula, en la comisión a cargo de 
disímiles categorías de docentes con formaciones dispares tanto discipli-
nares como pedagógicas: Adjuntos/as, Jefes de Trabajos Prácticos, Auxilia-
res Docentes, Adscriptos/as.

La enseñanza jurídica como las leyes son representaciones simplifica-
das, formas de imaginar y ordenar las relaciones humanas que para ser efi-
caces encojen la complejidad de la realidad. Está en nosotros explicitar des-
de dónde estamos enseñando y qué profesionales pretendemos formar en 
una sociedad cada vez más individualista, globalizada, violenta y desigual, 
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donde el derecho y sus intérpretes, aparecen como parte inescindible del 
problema y de las posibles respuestas.

Sin pretender abarcar el fenómeno en toda su magnitud y complejidad 
y a pesar de las dificultades que implica sintetizar las diversas dimensiones 
que, a distinto nivel, contribuyen a generar la situación actual, nos propo-
nemos abordar el mismo problema desde dos perspectivas (macro y micro) 
que convergen hacia un aspecto particular de la educación jurídica en la 
Facultad: la relación pedagógica entre docentes y estudiantes.

La elección de esta estrategia de análisis se basa en el convencimiento 
que una transformación que intente superar los déficits y exageraciones del 
pasado no se puede limitar al cambio del Plan de Estudio y a la designación 
de docentes para las nuevas materias, sino traducirse en nuevas prácticas 
pedagógicas, el punto neurálgico del mensaje educativo a través del cual 
se cumple la transmisión y recepción del discurso pedagógico y con ello la 
formación de un tipo particular de conciencia: la jurídica.

II. Desarrollo

Enseñanza jurídica o Educación jurídica, ambos términos ¿son sinóni-
mos? Desde nuestro punto de vista la Enseñanza jurídica alude a una ac-
tividad específica (práctica docente en una situación educativa formaliza-
da). El término Educación Jurídica, comprende un complejo de prácticas 
sociales con sentido formativo, las que pueden adoptar diferentes tipos y 
modalidades y desarrollarse en distintos contextos, tanto formales como 
no formales, sin embargo, en la práctica de nuestros docentes parecería 
que ambas se confunden al igual que cuando quieren reflexionar sobre lo 
que realizan en la actividad áulica.

Es por ello que nos preguntamos: ¿qué enseñamos los y las docentes uni-
versitarios? ¿Cómo lo hacemos? ¿Hacia dónde va orientada la formación del 
docente? ¿Hacia su formación específica en el área, hacia su formación hu-
mana o hacia ambas? ¿En qué contexto desarrollamos nuestra actividad? 
¿Quiénes son nuestros/as estudiantes? Y ¿qué pretenden del/la docente?

En un informe, de la UNESCO (2017) se señala que los cuatro pilares en 
los que se debe fundamentar la enseñanza de los y las jóvenes universita-
rios son: aprender a ser, aprender a hacer, aprender a conocer y aprender 
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a vivir con los demás. Para poder cumplimentar con estos objetivos se re-
quiere docentes no solo especialistas en sus materias, sino con vocación 
pedagógica y con formación docente.

Así mismo se plantea que las profesoras y los profesores además del co-
nocimiento de la materia y del conocimiento general pedagógico, como 
profesionales que se precien deben desarrollar un conocimiento específi-
co: cómo enseñar su materia y luego cómo trasladar/transformar ese cono-
cimiento (saber académico) en representaciones escolares comprensibles, 
proceso denominado “transposición didáctica” (5).

En la Declaración Mundial sobre Educación Superior en el siglo XXI (6), 
se señala explícitamente que es necesario una revisión de los métodos pe-
dagógicos vigentes, trasladando el énfasis puesto actualmente en la trans-
misión del conocimiento hacia el proceso de su generación, posibilitan-
do de este modo que los/as estudiante adquieran los instrumentos para 
aprender a conocer, a convivir y a ser.

Según Guzmán-Barón (2000); Cataldi y Lage, (2004) (7) universidades de 
reconocido prestigio, luego de realizar una revisión de numerosos estudios 
sobre características del profesor/a, concluyen en los siguientes aspectos:

•	 El profesor y la profesora son tanto más efectivo, desde el punto do-
cente, cuanto más positiva es la visión de sí mismo, cuanto más se 
identifica con los demás y cuanto más abierto está a las experiencias.

•	 La efectividad docente es mayor cuando se procura que los y estu-
diantes descubran los significados que cuando sólo se les transmite 
información.

•	 La imagen varía de unos grupos a otros. Los/as estudiantes además 
de valorar los aspectos didácticos, valoran mucho ciertos rasgos de 
personalidad tales como compresión e interés por los problemas del 
estudiante, honradez, imparcialidad e incluso sentido del humor.

 (5) Profesorado. Revista de currículum y formación del profesorado, 92 (2005).
 (6) Consultado en internet el 4 de julio de 2017. Disponible en: http://www.itson.mx/mi-

crositios/redefinicion/Documents/Resumen_DeclaracionMundialSuperiorSigloXXI.pdf
 (7) 1º Jornadas sobre las prácticas docentes en la universidad pública. Transformacio-

nes actuales y desafíos para los procesos de formación | saa | UNLP, p. 312.
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Sin embargo, hasta hace unas pocas décadas, la exigencia al profesor/a 
universitario se reducía a la transmisión de su conocimiento, generalmente 
mediante la clase magistral, sin importar mucho qué aprendía el estudian-
te. Desde esta concepción, el profesor/a lo sabe y lo puede todo, mientras 
que los y las estudiantes no saben nada y son totalmente dependientes de 
lo que dice y hace el profesor o la profesora (8).

Aunque de estas consideraciones han pasado más de 30 años, la rigidez 
de estas posiciones que niegan la educación como proceso de búsqueda 
del conocimiento, aún se mantienen presentes en el sistema educativo ac-
tual y, reflejo de ello son los estudiantes “estudiando” el cartón de inasis-
tencias o docentes más preocupados por contar su experiencia profesional 
que en la coconstrucción del saber en el aula.

Consultados nuestros estudiantes acerca del profesor ideal (9) contestan 
en general que tenga buen humor, que haga la clase amena, que te enseñe 
a pensar no a memorizar, crítico de su disciplina, que desarrolle su materia 
relacionándola con la actualidad. Que utilice las nuevas tecnologías para 
mantener una comunicación fluida con el estudiante. Y, como profesor tra-
dicional aquel que da sus clases explayando su oralidad memorística, no 
fomenta la participación, centrándose en su propio discurso, que premia 
al estudiante que piensa como él, que llega tarde o no viene a la clase y no 
avisa. Evita aplicar nuevas técnicas para desarrollar la clase. Hay un trato 
desigual con el alumno, es decir un sentimiento de superioridad.

Como podemos observar hay una mezcla de cuestiones que van desde 
el histrionismo como recurso hasta la puntualidad pasando por el saber 
disciplinar donde el tema de venir a clase aparece como un requisito del 
“profesor ideal” junto al “buen humor”.

Durante un largo período la pedagogía ha estado aislada de las aulas 
universitarias, incluso se negaba la posibilidad de que la docencia universi-
taria tuviera un fin más allá de la transmisión de ciertos contenidos y cuan-
do se introdujo a fines de la década del 80 como opción la Carrera Docente 

 (8) Freire, concepción bancaria de la educación.
 (9) Trabajo grupal realizado en la clase de la profesora Titular de Sociología Jurídica 

previa lectura de textos acerca de cómo se construye un Tipo Ideal y una investigación 
empírica donde se utilizó esa herramienta metodológica.
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fue resistida por muchos docentes algunos de los cuales siguen expresando 
que para enseñar en la Facultad hay que saber “derecho”.

La acción formativa de la docencia, presente en solo pocas institucio-
nes, se limitaba a suscitar algún compromiso ideológico o político, pero 
sin llegar a considerar, ni remotamente, la posibilidad de una finalidad 
de formación humana y social como compromiso propio de la enseñanza 
universitaria.

Hoy, las exigencias van mucho más allá de la mera intención de trans-
mitir contenidos. Se busca que el/a docente produzca conocimiento e im-
pacte en el entorno –ámbito social de su desempeño–. Lo que ha llevado a 
que el/a docente del siglo XXI, deban desempeñar roles complejos, no solo 
transmitir conocimientos, sino intentar generarlos, mediante la investiga-
ción, y lo que es más difícil todavía, generar en los/as estudiantes el apren-
dizaje autónomo, modificando el papel de “dispensador” de conocimiento 
a mediador o facilitador entre el conocimiento y los/as estudiantes. Nos 
preguntamos ¿esto es una utopía en buena parte de nuestro profesorado? 
Seguimos prisioneros del mito que para enseñar derecho solo se necesita 
“tiza y pizarrón”.

La formación del docente universitario representa un gran desafío ante 
un contexto social dominado por el discurso de la globalización, por tal mo-
tivo, es necesario que el/la docente asuma una actitud crítica desde y en su 
propia formación, la cual lejos de centrarse solamente en la actualización 
en los últimos avances del conocimiento de su materia específica, debe ser 
asumida desde la perspectiva de la formación integral: ética, pedagógica, 
científica, humanística y tecnológica.

Las demandas educacionales del nuevo milenio se comprometen a rea-
lizar modificaciones sustantivas de la docencia afectando las decisiones 
principales del rol docente. Esto implica cambiar supuestos básicos de la 
docencia convencional, tradicional, implica hacerse cargo de otras tareas 
y aplicar varios tipos de conocimientos que se han destacado como impor-
tantes en investigaciones recientes sobre la docencia universitaria eficaz.

El docente, hoy, además de aplicar su conocimiento experto disciplinario, 
debería estar en condiciones, mediante la profesionalización de la docencia, 
de aplicar otros conocimientos que faciliten un proceso formativo que afec-
ten tanto la forma de pensar, como la de sentir y actuar de los/as estudiantes, 
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de acuerdo con las nuevas demandas educacionales. Sin embargo, esto se 
convierte en una utopía cuando la mayoría de nuestros/as docentes tienen 
dedicación simple a la enseñanza, trabajo que comparten o con la judicatu-
ra o con el ejercicio profesional restándole tiempo a la actualización.

El cambio fundamental y central en el rol docente se traduce en pasar 
de la transmisión de conocimientos y contenidos tipo académico hacia la 
construcción por parte de los/as estudiantes de nuevas competencias y ca-
pacidades que le permitan aprender y seguir aprendiendo en forma per-
manente. Los contenidos de carácter teórico conceptual no se abandonan 
sino que se redefinen en función de hacerlos más significativos, actualiza-
dos, profundos, generativos de nuevos aprendizaje y según las necesidades 
formativas de los y las estudiantes.

Se requiere docentes que no sólo sepan buscar información, procesar-
la y transferirla como estrategias de solución a problemas concretos, sino 
que también, las pueden transferir de forma flexible y polivalente a nuevos 
escenarios organizacionales, situaciones y problemas que van surgiendo y 
que requieren generar conocimientos, aprender y desaprender.

Es así que el nuevo énfasis está puesto en la enseñanza de procesos, es-
trategias y habilidades de pensamiento utilizando el conocimiento discipli-
nar y cultural como medio para el crecimiento personal.

Esto marca el fin de la modernidad, el saber eterno, que requería una 
mirada objetiva y descarnada, esta forma de aprendizaje se quebró. Ante 
situaciones poco definidas, de incertidumbre, singularidad y conflicto, 
como dice Schön (2002), es necesario reconstruir un camino ahora ya no 
de certezas sino de verdades provisorias. En palabras del autor: “(...) como 
educadores, frecuentemente nos encontramos buscando formas más efec-
tivas y poderosas de producir y compartir conocimiento. Los desafíos de la 
formación profesional para enfrentar los problemas más relevantes de la 
práctica, han abierto una etapa de reflexión crítica sobre las limitaciones de 
aplicar una racionalidad técnica, basada exclusivamente en el conocimien-
to científico, para resolver situaciones poco definidas, “de incertidumbre, 
singularidad y conflicto”.

Sin embargo, el protagonista del proceso de enseñanza-aprendizaje no 
es el/a docente sino el estudiante, entonces nos preguntamos ¿qué piensan 
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los/as estudiantes acerca de su rol en este nuevo contexto? En ese mismo 
contexto áulico esto decían los/as estudiantes sobre el tipo ideal de estu-
diante en primer lugar ponen el que estudia, no falta y/o no llega tarde, es 
responsable, justifica su inasistencia. Participa activamente de la clase, está 
predispuesto al trabajo grupal.

Y, ponen como el típico estudiante el que no lee el material antes de la 
clase, estudia de apuntes/resúmenes, utiliza el máximo de las faltas posi-
bles, se retira antes que culmine la clase, no presta atención, no es respe-
tuoso ni solidario con los compañeros y con el profesor. Sujeto pasivo de 
la relación docente-estudiante, recibe la información de manera mecánica 
sin análisis crítico. Educación bancaria aprobar (10).

En ambas idealizaciones no aparece la problematización de la relación 
estudiante-docente como coconstructores del proceso de enseñanza/
aprendizaje y qué se enseña.

II.1. Ejercicio profesional

La enseñanza positivista centrada en el conocimiento de la norma vi-
gente ha impactado en el ejercicio profesional, sin embargo, curiosamente 
ha sido poco abordada desde la investigación empírica. No obstante, algu-
nos aspectos tradicionales del sistema judicial han sido consecuencia de la 
enseñanza jurídica positivista y legalista, acrítica, jerárquica y autoritaria, 
basada en una pedagogía tradicional, enciclopedista, centrada en el/la do-
cente y con énfasis en la memorización de textos legales y no en el desarro-
llo de habilidades reflexivas y prácticas.

En los intersticios entre las falencias de la enseñanza del derecho y la 
formación profesional, en las últimas décadas ha surgido un nuevo actor 
judicial calificado con el término “juez activista”, sin embargo en dicha pon-
deración hay una cierta polisemia. Duncan Kennedy (11) define a un juez 

 (10) Trabajo grupal realizado en la clase de la profesora Titular de Sociología Jurídica 
(primer cuatrimestre de 2017) previa lectura de textos acerca de cómo se construye un 
Tipo Ideal y una investigación empírica donde se utilizó esa herramienta metodológica.

 (11) En “La Crítica de los Derechos en los Critical Legal Studies” Kennedy parte de una 
ataque ya conocido y muy frecuente al discurso legal: la retórica jurídica se presenta como 
neutral e imparcial cuando, en realidad, lo que subyace a las reglas y a las decisiones 
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activista como aquel que cree que es necesario cambiar algunas cosas de la 
sociedad en que vive, y que, a través de cómo interpreta el derecho, puede 
participar de ese cambio. Este es un sentido adecuado. No significa que un 
juez activista sea un transgresor. Un juez activista es un juez que está, dis-
puesto a trabajar formas de interpretación de las normas que amplíen sus 
alcances en un sentido democrático, o sea, a ampliar derechos, profundi-
zar prácticas democráticas, estar atento a toda forma de discriminación o 
destratamiento. Este juez/a cuánto tiene de las marcas que el pasaje por la 
Facultad le ha dado, aún no sabemos sería interesante investigar cómo se 
forman este tipo de profesionales.

Alicia Ruiz afirma que habría que ser cuidadosos cuando se califica a un 
juez como activista que esto signifique decir que está haciendo algo que un 
juez no tiene que hacer y descalifique a esta forma de ejercicio de la judi-
catura. El activismo es una de las maneras de ejercer la actividad judicial. 
Los jueces y las juezas no trabajan sólo con normas, las normas no tienen 
un único sentido, no hacen silogismos para resolver. Ellos y ellas viven en el 
mundo y están sujetos, como todos los demás mortales, a la influencia de 
un gran número de factores.

Ha sido y sigue siendo una ingenuidad creer que los jueces y las juezas 
pueden colocarse, objetiva y neutralmente, por encima de los problemas 
que tienen para resolver. No viven en una burbuja, y no tienen ninguna su-
perioridad moral ni de ningún otro tipo respecto de los demás ciudadanos. 
Entonces, tanto los jueces como las juezas que se limitan a repetir lo ya di-
cho, como aquellos y aquellas que innovan, ambos construyen realidad, 
expresan ideologías y cumplen una función política.

Por ende, cuando activismo se asocia a que los jueces y las juezas hacen 
política esto es, o bien ingenuidad, o se realiza esta afirmación intenciona-
damente para desprestigiar. Los jueces y las juezas tienen una responsabi-
lidad porque deciden, y cuando deciden, lo hacen sobre la vida de mucha 
gente. Deciden sobre la vida de mucha gente tanto en cuestiones de las or-
ganizaciones familiares, comerciales, de trabajo entre otras. Es decir, cons-
truyen un modelo social cuando deciden y, seguramente lo hacen con una 
fuerte influencia de las marcas que dejan los y las docentes en su paso por la 

judiciales son debates de tipo ético que encarnan dilemas “entre visiones irreconciliables 
de la humanidad y de la sociedad”.
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Universidad de allí la importancia de qué se enseña, cómo y para qué en una 
Universidad pública de un país con más de un tercio de su población pobre.

Un caso individual es muchas veces un síntoma de un problema social 
que está detrás, que una jueza o un juez pueden ver, no querer ver, o no dar-
se cuenta. Pero en cualquiera de estas hipótesis intervienen y construyen 
una cierta realidad.

De allí la importancia que frente a la implementación de un nuevo Plan 
de Estudio sea necesario revisar los contenidos de los programas y poner 
especial énfasis en las prácticas docentes. El mundo cambia más acelera-
damente que la Facultad. Habría que discutir esto. El Derecho no es sólo 
normas, el Derecho es una práctica social en la que participamos todos. 
Hay que aprender esto para darse cuenta de qué manera los operadores ju-
rídicos y las operadoras jurídicas incidimos en la vida social y no podemos 
desentendernos de eso (Ruiz, 2017).

III. Conclusiones

Para realizar este trabajo partimos de la utilización de diversos tipos de 
datos y fuentes de información, los resultados de nuestras propias investi-
gaciones (Cardinaux y González, 2003; González y Cardinaux, 2004; Gon-
zález y Marano, 2014; González, 2014; González y Lista, 2011). Como así 
también, datos de otros estudios que toman como objeto de análisis a la 
Educación Jurídica en Argentina (Agulla, 1990; Böhmer, 2003; Fucito, 1995 
y 2000) ya que nuestra Facultad no se encuentra aislada de lo que ocurre en 
el resto de las Facultades de derecho de nuestro país.

El curriculum (12) de nuestra Facultad puede ser descripto desde distin-
tos niveles: el Plan de Estudio, donde en este momento conviven el nue-
vo (13) Plan con el viejo (14), los Programas de las Materias (algunos actua-
lizados con el objetivo de facilitar al estudiante la primera aproximación a 
la materia y otros con la estructura tradicional de contenidos) y las clases, 
que se desarrollan en un espacio limitado el aula donde se construye el 
vínculo entre docentes y estudiantes quizás, el lugar menos explorado y, el 
más rico para explorar.

 (12) Lo que Berstein (1977) denomina “curriculum de colección” (vol. 3. pp. 70-84).
 (13) Cuya implementación comenzó no sin dificultades en 2017.
 (14) Del año 1953 con algunas modificaciones.
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En esta nueva instancia de un nuevo Plan de Estudio poner la lupa allí en 
el aula, quizás sea la respuesta al comienzo del cambio hacia lo nuevo y, la 
revisión de la función del Titular en la formación de los y las personas que 
aspiren a comprometerse con la enseñanza y con la institución desde la 
cátedra articulando conocimientos, prácticas y provocando/promoviendo 
la relación con las otras materias que integran la currícula. Y, fomentando 
la participación en la investigación, la extensión y la gestión.

Hoy, las materias que conforman el Plan de Estudio están claramente 
delimitadas y constituyen en sí mismas compartimentos estancos, jerár-
quicamente relacionados. Las clasificaciones más tradicionales que es-
tructuran estas jerarquías son las que distinguen entre derecho privado y 
público, derecho sustantivo (civil, comercial, administrativo, penal, etc.) y 
derecho procesal y sobre todo, la que diferencia entre lo propiamente jurí-
dico (la autodenominada dogmática jurídica) y lo extra jurídico (economía, 
sociología, filosofía, etc.) (15).

Con el cambio de Plan de Estudio, nos preguntamos podremos ¿superar 
estas delimitaciones? La inclusión de instancias prácticas en el Plan ¿supe-
ra esas delimitaciones históricas?

La adopción y mantenimiento del curriculum tradicional tiene impor-
tantes consecuencias, pues condiciona las relaciones entre docentes y es-
tudiantes e impacta sobre las estructuras de autoridad. El curriculum aún 
es jerárquico y jerarquizante, los contenidos están en manos de quien ense-
ña y evalúa; el docente (16) es la figura central y la educación adopta la for-
ma de una larga iniciación en el misterio de la disciplina. Cuando además, 
el curriculum es especializado, como en el caso de abogacía, “el alumno 
aprende más de menos cosas, lo que abre mayores posibilidades de adqui-
rir una identidad diferenciada y específica” (Lista y Brigido, 2002: 110-111).

Como ocurre en todo el sistema educativo, los y las estudiantes llegan a 
la institución con un bagaje de conocimientos que la misma no sabe o no 
puede valorar y que cada docente valora de diferentes maneras, el desafío 
en este sentido será cómo trabajar desde la diferencia.

 (15) A pesar de la reciente reforma estas diferenciaciones aún persisten.
 (16) Y, especialmente el y la docente que está a cargo de la actividad áulica sea Titular, 

Adjunto/a, Jefe de Trabajos Prácticos o Auxiliar Docente y, aún en algunas cátedras Ads-
criptos/as y/o Ayudantes Alumnos.
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Como colofón podemos decir que en las últimas décadas se ha produ-
cido un cambio en la forma de gestionar y de relacionarse los jóvenes con 
el conocimiento en virtud que las nuevas generaciones tienen un nuevo 
elemento que forma parte de su primera socialización: la tecnología de la 
información. Habrá que seguir de cerca cómo estos cambios afectan a la 
institución y sus actores. Si a ello sumamos que la Facultad cuenta con un 
exiguo plantel de docentes y auxiliares con dedicación full time a la inves-
tigación, extensión y la enseñanza con pocos canales de vinculación entre 
estos espacios y la gestión estimamos que debemos recorrer un largo cami-
no para que la tracción del viejo plan deje paso al nuevo, donde la reflexión 
crítica sobre las prácticas docentes y estudiantiles ocupen el centro del de-
bate sincerando ambas partes en forma relacional qué profesional desean 
coconstruir con la atenta vigilancia de una gestión responsable y compro-
metida con el proceso de enseñanza aprendizaje.
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Enseñanza del Derecho: disputas del campo y 
transformaciones de las culturas académicas

Por José Orler (*)

Sumario. I. Introducción.– II. El campo de la Enseñanza del De-
recho: paradoja y complejidad.– III. Campo disciplinar y cam-
po institucional: culturas académicas situadas.– IV. El Nuevo 
Plan de Estudios: actualización de consensos.– V. Conclusiones 
(que no son tales).– VI. Bibliografía.

I. Introducción

Las enseñanzas de nuestra disciplina y sus tradiciones institucionales 
requieren de discusión crítica, configurando tópicos que deben ser identi-
ficados, expuestos y revisados.

Los nuevos paradigmas en relación a los procesos de enseñanza y de 
aprendizaje, que irrumpen con sus postulados y disputas teóricas en el si-
glo pasado y hasta la actualidad vienen intentando consolidarse en expe-
riencias institucionales concretas, devienen trascendentes y avanzan obli-
gando a replantear la propia idea de universidad, de las prácticas académi-
cas que en su seno tienen lugar y de las relaciones que con la sociedad y el 
Estado la misma articula, proyectando hacia el futuro nuevas peripecias y 
nuevos desafíos, que al interior de las Facultades de Derecho deben desde 
ya incorporarse a la agenda más actualizada.

Ello, en un proceso permanente de producción colectiva como modo de-
mocrático de entender y actuar en las instituciones públicas de educación 
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superior, en que profesores, estudiantes, responsables de gestión, trabaja-
dores de nuestra Facultad y graduados, van constituyendo una urdiembre 
de saberes y prácticas genuinas para el intercambio, que analizadas y revi-
sadas de modo espiralado –desde las concepciones e intereses a las expe-
riencias y puestas en acción concretas, y viceversa– nos permiten avanzar 
en esfuerzos innovadores.

De lo que se trata, en este pretendido camino de cambio y mejora, es de 
hallar los significados compartidos que nos permitan una superación de las 
prácticas naturalizadas y reproducidas por mera tradición disciplinaria e 
institucional, que funcionan obturando alternativas y achicando horizontes.

En definitiva, impulsamos estos tiempos de reforma y actualización en 
nuestra Casa de Estudios, produciendo la normativa institucional necesaria 
y promoviendo las prácticas académicas en consonancia, con el imperativo 
de repensarlas, consientes que la reforma más que un cambio de asignatu-
ras y correlatividades en el Plan de Estudios requiere una transformación 
de las culturas académicas vigentes.

II. El Campo de la Enseñanza del Derecho: paradoja y complejidad

II.1. Un campo en construcción

Las preocupaciones por la enseñanza del Derecho son tan antiguas como 
ciertas institucionalidades jurídicas que en tanto “sistema de vigencias”, al 
decir de Tau Anzoátegui (2005), fueron poco a poco autonomizándose –por 
razones funcionales inicialmente pero constituyéndose en espacios de dis-
posición de poder inmediatamente– y debiendo resolver el problema de su 
reproducción.

Dicho de otro modo, a medida que las sociedades, allá en el fondo de 
la historia, fueron requiriendo del Derecho y sus expresiones más o me-
nos formalizadas al modo de reglas de convivencia, también fueron cons-
truyendo las instancias de legitimación de esos discursos jurídicos y de su 
apropiación por ciertos agentes autorizados.

Se trata del denominado “proceso de objetivación y monopolización de 
saberes” (Bourdieu, 2003a; Tenti Fanfani, 1981) que en tiempos premoder-
nos va consolidando el conocimiento en manos de especialistas.
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El dominio práctico y empírico del Derecho va siendo trascendido mer-
ced a su sistematización, a la construcción de axiomas y postulados, a la 
explicitación de métodos, y la consecuencia es su apropiación por parte de 
ciertos individuos. Collins Randalls (1979) lo refiere como desposesión de 
saberes y culturas preexistentes. Tenti Fanfani (1981) habla de la división 
entre “religiosidad práctica”, generalizada, común, y el saber religioso del 
sacerdote, que en el campo del Derecho puede traducirse entre el saber 
jurídico general y el saber de los operadores del Derecho.

Con estos antecedentes, el saber disciplinar se va constituyendo en los 
siglos XVIII y XIX. Al decir de Foucault (1976) el siglo XVIII:

“Fue el siglo del disciplinamiento de los saberes, es decir, la or-
ganización interna de cada uno de ellos como una disciplina que 
tiene, en su campo de pertenencia, a la vez criterios de selec-
ción que permiten desechar el falso saber, el no saber, formas de 
normalización y de homogeneización de los contenidos, formas 
de jerarquización y, por último, una organización interna de 
centralización de esos saberes en torno de una especie de axio-
matización de hecho. Por lo tanto, ordenamiento de cada saber 
cómo disciplina y, por otra parte, exposición de esos saberes así 
disciplinados desde adentro, su puesta en comunicación, su dis-
tribución, su jerarquización recíproca en una suerte de campo 
o disciplina global que se denomina, precisamente, la ciencia” 
(1976: 21).

Así es que el conocimiento avanzado y su manipulación –entendida 
como una combinación muy variada de esfuerzos tendientes al descubri-
miento, la conservación, la depuración, la transmisión y la aplicación– se 
ha constituido a través de los siglos, en el material esencial alrededor del 
cual se concentran grupos de agentes que constituyen campos disciplina-
res, cuya aparición y desarrollo en el devenir histórico de la humanidad 
transformó la producción y gestión de saberes.

Desde tiempos decimonónicos hasta la fecha, la enseñanza jurídica ha 
sido materia de debates y contradicciones, y en los últimos treinta años se 
ha constituido en objeto de estudio de lo que da en llamarse “Campo de la 
enseñanza del Derecho”, que conforma su corpus con innumerables inves-
tigaciones, publicaciones, áreas institucionales, congresos, conferencias y 
múltiples formatos de producción.
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El mismo deviene campo en construcción, al que lo diversos actores 
académicos aportamos desde nuestras prácticas, concepciones e intereses, 
que parece develarse y asumir su plenitud en una evidente paradoja y una 
enorme dificultad.

Por un lado encuentra su origen y se constituye en las especificidades 
disciplinares del Derecho. Esto es, la propia constitución del Derecho como 
campo de estudio y saberes diferenciados, requiere y construye un modo 
de enseñarse, reivindicando para esa tarea su particularidad. Dicho de otro 
modo, la enseñanza del Derecho debe asumir formas propias de las par-
ticularidades de la disciplina jurídica, pues enseñar Derecho es distinto a 
enseñar otras disciplinas.

Pero, por otro lado –y he aquí la paradoja– dicha enseñanza requiere 
para su desarrollo del aporte de otros múltiples campos disciplinares. In-
terdisciplina, multidisciplina, transdisciplina, y quizás contradisciplina en 
términos foucaultianos, son los términos de referencia que deberemos re-
correr y discutir.

La posibilidad de pensar y repensar la forma en que enseñamos Dere-
cho en nuestras Facultades e instituciones de Educación Superior debe 
permearse con contribuciones de campos disímiles, articulándose para 
superar la mera sumatoria de otras áreas, a fin de multiplicar su fuerza ge-
neradora. Esta concepción dinámica del campo se opone a las cristalizadas 
en conocimientos y métodos tradicionales, para pensarlo en continuo de-
sarrollo, con capacidad para producir y reproducir conocimientos jurídicos 
innovadores desde la innovación de las prácticas educativas.

Por último, la complejidad no menor que refiero, está constituida por 
prácticas a revisar que son las propias prácticas. Quiero decir, repensar la 
enseñanza del Derecho es repensar principalmente nuestras prácticas do-
centes –prácticas áulicas, de planificación, de evaluación, de debate y pro-
ducción, de convivencia y trabajo en las cátedras, etc.–, asumiendo la res-
ponsabilidad de abandonar fórmulas repetidas.

II.2. Antecedentes

De acuerdo a lo dicho, el saber jurídico va produciendo las formas de 
su reproducción y constituyendo sus prácticas de enseñanza, que como 
tales, fueron asumiendo su forma de acción política (Kennedy, 2012) en 
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consonancia con los tiempos históricos: en épocas virreinales en Latino-
américa, la obra de colonización fue sostenida inicialmente con juristas 
de la metrópoli, pero poco a poco fue requiriendo la formación de juris-
tas locales. Los magistrados no podían no ser españoles, pero los abogados 
provenientes de España no eran suficientes y debió darse lugar a litigantes 
prácticos, autodidactas, sin formación institucionalizada y “generalmente 
deficiente” al decir de Mendieta y Núñez (2002). Esta formación operaba al 
modo de un primitivo aprendizaje de competencias, en que se formaban 
aprendices en la práctica cotidiana y el ejercicio profesional.

Fundadas las universidades coloniales, la enseñanza del Derecho en-
contraba sus raíces en los estudios teológicos y morales, vinculada a una 
cultura de doctrinas, creencias, y lenguaje específico, que a textos jurídi-
cos (Llamosas, 2015). Los tres siglos que transcurren desde el 1600 (1622 
creación de la Universidad Mayor de San Carlos) y hasta casi 1900 –con sus 
matices y períodos diversos– tuvieron por común denominador una forma-
ción jurídica eminentemente escolástica.

La generalidad de los estudios históricos acerca de la universidad en 
Latinoamérica han puesto de manifiesto que la formación de las elites go-
bernantes constituyó el principal objetivo de las instituciones educativas 
desde sus inicios (Fernández Lamarra, 2003). Primero, durante el extenso 
periodo en el que las instituciones de Educación Superior fueron contro-
ladas por la Compañía de Jesús, debido a la estrategia propia de ese sector 
interno, que intentaba una actualización y aggiornamiento por parte de la 
Iglesia Católica a los requerimientos del nuevo capitalismo. Más tarde, a 
partir de la expulsión de los Jesuitas, durante el período de la Universidad 
Real y los primeros años de las independencias de las naciones emergentes 
en el nuevo mundo, debido a las necesidades de las repúblicas nacientes. Y 
finalmente, ya avanzado el siglo XIX, como forma de constitución de las bu-
rocracias estatales, y en consolidación y legitimación de las configuracio-
nes clasistas de las sociedades latinoamericanas del capitalismo periférico.

Tal resulta ser el derrotero de la formación de los abogados en Argentina 
desde el período Colonial hasta mediados del siglo XIX, con la creación en 
1814 de la Academia Teórico-Práctica de Jurisprudencia (1) –institución que 

 (1) El período de gobierno de estas Academias vitalicias, en nuestro país y el continen-
te, constituye la etapa inmediatamente premoderna de las universidades, que montaron 
sus estructuras de renovación a principios de 1900 fundadas en una crítica acérrima a las 
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asumía la específica misión de formar los futuros abogados, magistrados y 
funcionarios de la administración de justicia– que venía cumpliendo tareas 
formadoras y de posicionamiento de buena parte de la clase dirigente; la crea-
ción de la Universidad de Buenos Aires en 1821 (2) –de concepción napoleó-
nica, de “Université Impériale”– como formadora de las elites gobernantes, de 
carácter generalista en la que incluso la educación religiosa integraba la currí-
cula; hasta la Ley Avellaneda de 1885 por la que se comienzan a efectuar las 
primeras distinciones entre áreas disciplinares, con especial acento en las pro-
fesiones denominadas “liberales”, particularmente el Derecho, para el que se 
propone una modernización en el modo de impartir su enseñanza, imponién-
dose en la época el “Método de interpretación y fuentes en Derecho Privado 
positivo” de Francois Geny (Fernández Lamarra, 2003; Buchbinder, 2005).

La propia obra de codificación civil aprobada en 1869 en nuestro país se 
erigía en torno a razones de educación jurídica: efectivamente, junto a la 
idea de unidad, sistematización y coherencia que acompañó toda codifi-
cación en cualquier campo del Derecho en Occidente, se argüía la facilita-
ción del conocimiento del Derecho vigente y su consecuente y más práctica 
aplicación judicial. En consecuencia, por un lado la enseñanza del Derecho 
asumió la forma de enseñanza de los códigos; pero por otro lado, la ense-
ñanza de las disciplinas jurídicas –Derecho Civil, Derecho Penal, Derecho 
Procesal– se estructuraron en torno a los propios códigos desinteresándose 
de toda estrategia pedagógica, lo que ya a principios del siglo XX sería cues-
tionado por la denominada “generación de juristas de 1910” que tuvo a do-
centes de nuestra Facultad entre sus protagonistas –Rodolfo Rivarola, Nico-
lás Matienzo, Agustín Álvarez, Alfredo Palacios, Carlos Sánchez Viamonte, 
entre muchos otros–. Rodolfo Rivarola, sucesor del Joaquín V. González al 
frente de la Universidad Nacional de La Plata, expresaba claramente que el 
Código “(...) no ha sido escrito para servir de texto didáctico (...)” (1901: 22).

III. Campo disciplinar y campo institucional: culturas académicas 
situadas

Afirman Coll y Sánchez (2008) que las prácticas educativas y los regí-
menes de enseñanza que constituyen su institucionalización normativa no 

mismas, y en un lúcido diagnóstico del carácter restrictivo y elitista que habían impuesto a 
la educación superior (Orler, ob. cit.)

 (2) Universidad provincial, que corrió la suerte del territorio capitalizado como conse-
cuencia de la guerra civil de 1880.
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son fenómenos autónomos que puedan estudiarse y comprenderse en for-
ma plena al margen de los contextos socio-institucionales en los que tienen 
lugar.

La enseñanza del Derecho en las instituciones de Educación Superior 
resulta de la incidencia de las especificidades del campo disciplinar, y de 
las particularidades institucionales y de las políticas educativas diseñadas 
en los distintos niveles, resignificado todo ello en las prácticas concretas y 
cotidianas de los agentes académicos.

Decimos que las particularidades disciplinares e institucionales, las 
combinaciones de ambas, y la puesta en acción de las mismas por múlti-
ples agentes académicos, configuran la cotidianeidad académica que día a 
día se despliega. Esos agentes académicos que conforman las instituciones 
de educación superior expresadas en la base del sistema en las cátedras, 
institutos, programas, etc. se erigen en modelos específicos de interpreta-
ción de las políticas diseñadas en los niveles superiores del sistema (Clark, 
1983, 1991).

La compleja urdiembre “Campo del Derecho-Facultad-Agentes Acadé-
micos” construye sus singulares formas, contenidos, sentidos y símbolos, 
determinados por sus tradiciones cognitivas, su organización y desarrollo, 
y por la acción de sus cátedras, institutos, cuerpo docente, no docentes, es-
tudiantes y graduados. Se trata de una confluencia que funciona, al decir 
de Prego y Prati (2006), como una estructura matricial o cruce de principios 
organizativos, en los que se condensa la vida académica.

Desde el punto de vista conceptual, tal caracterización remite a cierto 
intríngulis que se resuelve en el nivel institucional y resulta resignificado 
por los agentes académicos en sus prácticas cotidianas.

Explicitando desde el inicio nuestra adscripción epistemológica en el 
punto, afirmamos que los análisis acerca de los modos en que enseñamos 
Derecho deben situarse en la dualidad que resulta revelada por un lado en 
la estructura de las relaciones que son independientes de la voluntad de los 
actores y que condicionan sus prácticas –las especificidades de la disciplina 
y la impronta propia de la institución–, y por otro lado en las percepciones 
y representaciones de los propios actores, y en el “sentido vivido” de esas 
prácticas. El presupuesto teórico es que tal dualidad –“paired concepts” 
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como Bourdieu la define (1988)– es un modo de existencia de lo social, y 
dan forma y sentido a lo que denominamos “cultura académica”.

Burton Clark (1983, 1991) propone, para el análisis de lo que llama “cul-
turas académicas” en la Educación Superior, un énfasis especial en el eje 
de lo que denomina “creencias disciplinarias”, entendiendo que las mismas 
permiten a los agentes pensar e interpretar el mundo interno y externo a la 
institución, a veces como razonamientos explícitos, en ocasiones de modo 
implícito e inconsciente, como sustento de sus prácticas y acción.

En igual sentido, Varela afirma en relación a los procesos de cambio orga-
nizacionales en la Universidad que constituyen su objeto de estudio, que una 
visión más dinámica y por tanto ajustada de los mismos se obtiene poniendo 
el ojo en los significados y propósitos que “(...) los miembros y coaliciones de 
miembros otorgan a sus orientaciones y actividades (...)” (2011: 105).

Brunner y Flisfisch (1983) hablan de una “ideología académica” que 
constituye el cemento aglutinador de una comunidad académica, que ha-
cia dentro de sí misma asume formas sólidas, de extensa e imperceptible 
consolidación en el tiempo, y que habitualmente opera como factor de re-
sistencia a los cambios; resultando hacia fuera, eficaz en la legitimación 
ante el resto de la sociedad. Esta ideología aparece objetivada en innume-
rables aspectos organizacionales e institucionales, y prácticas académicas, 
como asimismo en los discursos de los actores, que conforman las denomi-
nadas “culturas académicas”.

III.1. El campo disciplinar del Derecho

Nos referimos aquí a un concepto de conocimiento en su sentido más am-
plio, que incluye no sólo los campos de saberes validados por las currículas 
universitarias, sino también los estilos de pensamiento y las destrezas inte-
lectuales que requieren y los acompañan, y que dejan su impronta particular 
en la enseñanza y la investigación; pero también en los aspectos organizati-
vos, de jerarquías y modalidades de control, en los procesos de toma de de-
cisiones, en las prácticas y modos de relacionamiento intersubjetivo, en las 
motivaciones y lealtades, en el lenguaje y las creencias (Burton Clark, ob.cit.).

Uno de los puntos de partida y esenciales disparadores en torno a la en-
señanza del Derecho y los aspectos en ella involucrados, lo constituye la es-
pecial consideración de las particularidades del propio campo disciplinar, 
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con su conformación multiparadigmática, su difusa y reñida delimitación 
ontológica, sus divergencias teóricas y epistemológicas, y sus particulares 
prácticas académicas y profesionales, que lo disponen como un campo en 
disputa: disputa por la racionalidad que instituye, por su enunciación y 
por su sentido, por su status de legitimidad social y por su lugar en el ima-
ginario colectivo, y por darle rumbo y alcance a su eficacia autopoiética 
de reproducción de mundos heterónomos en permanente contradicción 
–“efficacité quasi magique” dicen Bourdieu y Teubner (2000) respecto de 
esa juridicidad de aptitud y acción eugenésica–.

Hacia dentro del campo, se advierte un estado de relaciones de fuerza 
cuya conflictividad “entre intérpretes e interpretaciones” es el signo distin-
tivo (Bourdieu y Teubner, 2000), que se despliega en un escenario altamen-
te jerarquizado de acuerdo al “capital” jurídico detentado, pero en un con-
texto de “habitus” fuertemente cohesionados (Bourdieu, ob.cit.) en que sus 
agentes se constituyen en detentadores de capital jurídico diverso dentro 
de las también diversas tradiciones jurídicas, con visiones e intereses dife-
rentes en relación al derecho, a la autoridad hermenéutica sobre el mismo, 
y en punto a lo que en este paper nos interesa especialmente, a sus proce-
sos de enseñanza y aprendizaje.

Si bien el propio Bourdieu ensaya algunas distinciones entre los “teó-
ricos” –doctrinarios– y los “prácticos” –profesionalistas–, o entre privatis-
tas y publicistas, por ejemplo, es necesario apuntar que los alineamientos 
son bastante más complejos y dependientes de las posiciones relativas que 
esos agentes sostienen también al interior de otros campos –el campo gu-
bernamental, el campo institucional, el campo del ejercicio de la profesión 
libre, etc.–, y se expresan en la formalización de los programas de estudio 
y las currículas en las facultades de Derecho, en el control de las revistas 
especializadas, en la dirección de las cátedras; pero también en los espa-
cios y cargos en el Poder Judicial o la burocracia estatal e incluso en las 
instituciones gremiales de los abogados –las disputas hacia adentro y desde 
los Colegios de Abogados son proverbiales–; pasando por la promoción de 
nuevos derechos cuyo ejercicio debe garantizarse, la institucionalización 
de nuevas ramas del derecho, o nuevas formas de litigio que permiten crear 
o amplificar aspiraciones jurídicas.

La división del trabajo jurídico implica necesariamente intereses tam-
bién desiguales y muchas veces opuestos, y es en la puja cotidiana de estos 
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exegetas y expertos –jueces, docentes, investigadores, abogados litigantes, 
funcionarios, etc., cada uno con su respectivo peso específico y consiguien-
te capacidad para imponer su interpretación y su visión del derecho– que 
se va configurando nada más ni nada menos que el “corpus iuris”, con su 
especial formalización y normalización (Bourdieu y Teubner, 2000), y con 
ello una particular forma de orden establecido y una acción creadora de 
realidad, ya que es el Derecho la forma discursiva por excelencia capaz de 
producir efectos, capaz de “hacer” el mundo, en una demostración sin igual 
de fuerza simbólica (Orler, 2014).

III.2. La Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP

Las particularidades disciplinares dan forma y contenido a la enseñanza 
en la Educación Superior, sin embargo no lo hacen de modo abstracto, sino 
materializadas en contextos institucionales concretos que constituyen en-
tramados organizacionales complejos: las Universidades y especialmente 
las Facultades.

En este doble juego de determinantes, la enseñanza asume la dispersión 
y a la vez la fuerza unificadora producida por la primera de ellas –la disci-
plina– y por la dinámica que le imprime el establecimiento de pertenencia 
–la institución–. De este modo, los docentes de las Facultades de Derecho 
poseen una doble pertenencia, a la disciplina y a la institución, que hace 
que los rasgos provistos por la primera se modifiquen en relación a las ca-
racterísticas que aporta la segunda, condicionando la actividad académica, 
las formas de interacción, valores y creencias, e inevitablemente, la forma 
de enseñar Derecho.

El tándem Universidad-Facultad posee sus símbolos institucionales, su 
trayectoria expresada por su antigüedad, su organización y desarrollo, y por 
la acción de sus cátedras, departamentos, institutos, y cuerpo docente con 
los que asume una relación dialéctica en la que se jerarquizan mutuamente 
–las grandes instituciones se hacen relevantes por la acción de los grandes 
nombres que las impulsaron y a la vuelta, los académicos resultan benefi-
ciarios del status que aquellas les trasladan–.

De este modo, los caracteres específicos del campo disciplinar del Dere-
cho deben considerarse a la luz de la impronta propia de la institucionalidad 
concreta y particular de nuestra Facultad, que involucra formas organizativas, 
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dinámicas académicas, apropiación y difusión de saberes, usos y costumbres, 
relaciones personales e interinstitucionales, y muy especialmente historia e 
hitos fundacionales (Orler, 2016) e incluso mitos y leyendas (3).

Efectivamente, el significado, las condiciones y los formatos de los pro-
cesos de enseñanza y de aprendizaje en relación con el devenir histórico de 
nuestra universidad y nuestra facultad, constituye un tópico de análisis que 
debe enmarcar nuestro objeto de estudio.

El estudio y profundización de la enseñanza del Derecho supone nece-
sariamente la ubicación de esa práctica académica en los pasados institu-
cionales que la produjeron, intentando exceder fines simplemente eruditos 
y/o meramente ilustrativos, para asumirlo como compromiso con un pro-
yecto intelectual –en el sentido de Hobsbawm (2014)– que apunta a com-
prender cómo el mundo –la Facultad diremos nosotros– ha llegado a ser lo 
que actualmente es.

Es necesario tener presente que en el contexto de nuestro sistema univer-
sitario nacional, las Facultades de Derecho en general mantienen la fuerte 
impronta profesionalista del campo y de las instituciones universitarias a 
las que pertenecen. Esta descripción, resulta paradigmática en el caso de 
nuestra Facultad, condicionada por su ubicación geográfica y significación 
política –en la Capital de la Provincia de Buenos Aires, centro neurálgico 
judicial, administrativo y de gobierno– y en el trascendente protagonismo y 
valor simbólico que asumió en los procesos de organización y constitución 
del Estado Provincial y Nacional y sus burocracias.

Se trata del proceso de concentración en el estado naciente en el siglo 
XIX, de diferentes tipos de capital –descripto por Bourdieu (1994)– en el 
que la concentración de capital jurídico es un aspecto, absolutamente cru-
cial, de un proceso más amplio de concentración del capital simbólico, 
en el que los juristas cumplen su labor esencial, en tanto portavoces de la 
“doxa” y de su universalización.

Sin dudas, nuestra Facultad participó del proceso de configuración de la 
Universidad argentina como el foro público-político de la mayor relevancia 

 (3) Burton Clarck habla de “saga” para referirse a esos relatos míticos de las instituciones 
de Educación Superior que cumplen una función instituyente y generadora de identidad.
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que hasta hoy constituye, advirtiéndose desde sus procesos fundacionales 
aproximaciones al denominado “modelo jeffersoniano” (4) de educación 
jurídica (Douglas, 2006), por el que se entendía que además de buenos ju-
ristas, la facultad debía formar ciudadanos preparados para la vida públi-
ca, líderes virtuosos y comprometidos que la nueva nación requería. Asi-
mismo, aportó contenido y acreditaciones a las clases medias emergentes 
desde principios del siglo pasado, contribuyendo de modo sustancial a la 
conformación clasista de la sociedad argentina del siglo XX.

Podemos afirmar que todas las instancias administrativas, judiciales y 
de gobierno, que fueron desarrollándose a lo largo de la historia de nuestro 
país hasta nuestros días, y el proceso de nacimiento y conformación de las 
burocracias estatales hasta el presente, han requerido siempre y especial-
mente de nuestra universidad –y particularmente de su facultad de Cien-
cias Jurídicas y Sociales– profesionales idóneos y de excelencia.

Nuestra Facultad –Facultad de Derecho en aquel momento– integró el 
núcleo de origen de la Universidad de La Plata, creada por ley de la Provin-
cia de Buenos Aires del 2 de enero de 1890, junto con la Facultad de Cien-
cias Médicas, y de Química y Farmacia; y desde esos inicios fue la unidad 
académica con más cantidad de estudiantes de la universidad provincial.

Más tarde, llegado el momento de la Universidad Nacional –1906–, for-
mó parte del proyecto constitutivo de la misma, componiendo una unidad 
académica de síntesis entre profesionalismo heredado y cientificismo fun-
dante –en coherente analogía con el proyecto de Universidad que lo con-
tenía– a partir de una concepción moderna del Derecho, que Joaquín V. 
González concebía desarrollándose en el marco del estatuto de las Ciencias 
Sociales e impregnado de sus disciplinas, tanto en propuestas académicas 
que lo completaban, satélites inicialmente –Pedagogía, Filosofía y Letras–, 
cuanto en los propios contenidos formativos de la carrera de Abogacía –
que ya por aquella época incluía asignaturas como Ciencias Económicas, 

 (4) A principios de la década de 1780 Thomas Jefferson impulsó una ruptura en relación 
a la formación de juristas en Estados Unidos de Norteamérica, intentando superar el for-
mato de las tradicionales Escuelas de Derecho con el sistema de “aprendices” organizadas 
por abogados en ejercicio, heredadas de la época colonial, y propuso la formación de ins-
tituciones en las que la enseñanza del derecho ampliaba su perspectiva para formar “un 
grupo de ciudadanos públicos”, “hombres de estado”, capaces de gobernar y preservar la 
república que la revolución había legado.
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Sociología Jurídica, Derecho Político, Ciencias de la Administración, Finan-
zas, Antropología Jurídica–.

Ello en consonancia con las más avanzadas concepciones jurídicas de la 
época, encarnadas en la ya mencionada “Generación de Juristas de 1910” 
que supo enfrentar tempranamente los sesgos profesionalista y excesiva-
mente teórico que las corrientes más tradicionales del Derecho prohijaban 
(Tau Anzoátegui, 1974; entre otros).

El proyecto que impulsaban: “Hacer de las escuelas de leyes centros de 
cultura jurídica y no meras aulas para la preparación profesional, que (...) 
sin quebrantar la tradición en lo que tiene de respetable y útil, le permita 
orientarse en los rumbos científicos que la época requiere (...)” como escri-
bía Nicolás Matienzo, fue motor fundante de la Facultad de Ciencias Jurídi-
cas y Sociales de la UNLP (Matienzo y otros, Proyecto de Plan de Estudios, 
1905: 17).

En las facultades de Derecho particularmente, la acción de la Academia 
había asumido un sentido paradigmático, con su impronta dogmática y su 
sistema de privilegios, con apellidos notables reiterados en endogamia es-
candalosa y vitalicia, y desenvolviendo la educación en torno a viejos con-
tenidos enciclopedistas y aún teológicos.

El proyecto gonzaliano de Universidad Nacional vino a erigirse contra ese 
sistema, en la convicción de su fundador de que “(...) los estudios jurídicos 
en las universidades de la nación pasan por una crisis profunda en la cual 
luchan con tenacidad y encarnizamiento, el espíritu tradicional y dogmático 
con el nuevo y libre de las ciencias contemporáneas (...)”, por lo que mani-
festaba el deber de esa facultad de “(...) incorporar a la República el mo-
vimiento moderno, en cuanto se refiere a los altos estudios de las ciencias 
jurídicas, sociales, morales, políticas y filosóficas (...)” (González, 1934: 63).

El fundador de la UNLP, desde la propia denominación, pensó una Fa-
cultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, con la idea de que “(...) es preci-
samente la ciencia jurídica y social la que revela las condiciones ocultas 
que labran los organismos por debajo de las fórmulas materiales del dere-
cho escrito (...)”, y a partir de una crítica sin concesiones al “derecho civil 
estereotipado”, a la “paralización de la doctrina en lo referente al derecho 
penal”, a la ciencia política limitada al “comentario literal o exegético de 
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los textos constitucionales”, y en definitiva, a una concepción de lo jurídico 
que “toma las formas por el fondo”, en cuya enseñanza pervive “el antiguo 
ordenamiento escolástico” que no logra liberarse de la marca del “derecho 
romano español o romano francés, transmitido por imitación a nuestros 
institutos de altos estudios” (González, 1934: 71).

Concibió una auténtica facultad de ciencias, en la que las jurídicas y 
las sociales se amalgamaban en el formato de “estudios correlacionales” 
que perseguirían “(...) la transformación del antiguo espíritu dogmático y 
abstracto, en un espíritu científico y experimental (...)” (Mensaje del Poder 
Ejecutivo Nacional al Honorable Congreso de la Nación sobre el estableci-
miento en la ciudad de La Plata de una Universidad Nacional, 15 de agos-
to de 1905, rubricado por el Presidente M. Quintana y el Ministro Joaquín 
V. González), y conjugando liberalismo en lo político con positivismo en 
lo científico, intentó superar los límites de la antigua Escuela de Derecho 
formadora de abogados expertos en leyes y códigos, para armar una insti-
tución que prepare juristas o cientistas del Derecho (Salanueva y González, 
2011; González y Marano, 2010).

De este modo se estructuraba el plan de estudios (5) tal como lo concibió 
Joaquín V. González: por un lado, “los jurídico profesionales destinados a 
formar los hombres del foro y de la justicia”; por otro lado complementados 
con “los altos estudios de las ciencias sociales, morales y políticas que sean 
como el complemento y ensanche de la esfera intelectual de los primeros, 
para habilitarlos a la obra permanente de la legislación y del gobierno” 
(González, 1934: 70).

La carrera de abogacía estaba estructurada en un Curso Profesional 
de cuatro años iniciales y en un Curso de Doctorado de dos años más. El 
primer título –Abogado de la Nación– se obtenía con examen de todas las 
materias codificadas, de fondo y de forma; y el segundo título –Doctor– se 
aprobaba con una monografía y un debate público (González, 1934: 70).

Del análisis de los contenidos disciplinares del plan de estudios de la 
carrera en aquel momento, surgen principios curriculares tales como el an-
tienciclopedismo, el positivismo científico y el verificacionismo, y con la 
mayor relevancia el antidogmatismo.

 (5) Vigente hasta el año 1922.
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IV. El Nuevo Plan de Estudios: actualización de consensos

En el presente ciclo lectivo 2017 hemos puesto en marcha el Nuevo Plan 
de Estudios en nuestra Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, producto 
y síntesis de un complejo proceso de debates, reflexión, y articulación de 
consensos en torno a la revisión del proyecto institucional de formación 
de operadores jurídicos –Abogados, Escribanos, Procuradores–. Se trata del 
Plan VI aprobado por el Consejo Directivo de la Facultad de Ciencias Jurí-
dicas y Sociales y por el Consejo Superior de la Universidad Nacional de La 
Plata, y refrendado por la Secretaría de Políticas Universitarias del Ministe-
rio de Cultura y Educación de la Nación.

Significa la identificación oportuna de la necesidad institucional de “(...) 
analizar con perspectiva crítica el plan de estudio vigente desde 1989 y su 
correlato con el perfil profesional de un abogado de nuestros tiempos (...)” 
(Atela, 2016: 9); y el desafío de responder a la exigencia de reconfigurar la 
carrera de Abogacía, su título intermedio de Procuración, y la carrera de 
Escribanía, implicando tanto la revisión de los saberes disciplinares cuanto 
su ordenamiento y distribución en la malla curricular, que se estructuró en 
cuatro bloques: Formación general e introductoria, Formación disciplinar, 
Orientación profesional y Formación para la práctica profesional –quedan-
do la especialización para la instancia de posgrado–.

En consonancia con los estándares para las carreras jurídicas elaborados 
por el Consejo de Decanos de las Facultades de Derecho de Universidades 
Nacionales de Argentina y aprobado por el Consejo Interuniversitario Na-
cional con fecha 17 de junio de 2014, los puntos destacados de la reforma 
los sintetizan Gajate, Lezcano y Pedragosa (2016) en:

“1. Incorporación de saberes esenciales que se encontraban au-
sentes en la currícula y que son imprescindibles hoy en la for-
mación académica y en el ejercicio profesional. 2. Organización 
de la carrera en cuatro bloques. 3. La Orientación Profesional es 
un espacio de 96 hs al final de la carrera en la que los estudian-
tes pueden optar por una de las cuatro modalidades ofrecidas. 
4. La Formación Práctica es la mayor innovación. En términos 
cuanti-cualitativos supera en profundidad el modelo anterior. 5. 
Se curriculariza la experiencia en la Extensión Universitaria. 6. 
Se reorganizan las materias. 7. Se adecuan correlatividades de 
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modo de posibilitar el tránsito más fluido por las materias. 8. Se 
incorpora la reforma de la unificación del Derecho Privado ar-
gentino. 9. Se presentan modalidades de cursadas. Se mantie-
nen los regímenes de enseñanza “libre” y “por promoción”. 10. 
El nuevo plan abre tránsitos electivos para los estudiantes en el 
ámbito de la formación práctica, del aprendizaje de idiomas, y 
en la orientación profesional”.

La reforma puso en juego unos principios rectores tales que, el tránsito 
de los estudiantes por trayectorias académicas más ricas y fluidas constitu-
ye uno de sus presupuestos, a partir de dos ejes: correlatividades flexibles 
y oferta académica diversificada. El primero de ellos, con un sistema de 
correlatividades que abandona el formato vertical para aproximarse a for-
matos radiales, en los que las alternativas para los estudiantes en su decur-
so académico se presentan como variantes múltiples que no se obstruyen 
mutuamente, permitiendo en cierta medida transcurrir por ejes paralelos 
en cada uno de los bloques. El segundo de ellos, con una diversificación 
tanto en lo referente a contenidos disciplinares actualizados y variados que 
incluso admiten cierta orientación selectiva en el tramo final de la carrera.

Asimismo, de modo paralelo y complementario, el “Régimen de Ense-
ñanza y Acreditación” regula aspectos relativos a las modalidades de ense-
ñanza de los Cursos por Promoción, de exámenes libres, de educación en 
contextos de encierro, la formación práctica y la orientación profesional, 
así como sus cargas horarias, formas de evaluación, calendario académico, 
programas de las asignaturas, etc., reconociendo una diversidad de forma-
tos pedagógicos –cursos, seminarios, talleres y espacios curriculares dife-
renciados–; cargas horarias –admitiendo asignaturas con cargas horarias 
de 36, 64 y 96 hs cátedra, así como también espacios curriculares con cargas 
horarias reducidas según necesidades y propuestas–; y sistema de acredita-
ción –mediante acumulación de “horas prácticas” obtenidas y sumadas en 
distintos ámbitos y ofertas específicas–.

Una consideración aparte merece la acertada eliminación de cursos de 
nivelación y/o adaptación –que no nivelan ni adaptan, y que si no contribu-
yen tampoco aportan a reducir el desgranamiento de estudiantes en esos 
primeros pasos universitarios– y los estudiantes ingresan directamente a la 
carrera de Abogacía y a su primera asignatura –Introducción a las Ciencias 
Sociales– donde deben comenzar su ciclo formativo.



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

135Enseñanza del Derecho: disputas del campo y transformaciones de las culturas 
académicas - José Orler 

IV.1. La formación práctica

El objetivo es implicar los procesos de enseñanza y aprendizaje con el 
mundo social de la actividad, “(...) en experiencias situadas en que los suje-
tos aprenden, producen y comprenden (...)” (Régimen de Enseñanza Prác-
tica, Res. HCD nro. 419/15, Fundamentos).

En tanto capacitación en “saber hacer” ha sido pensada como desarrollo 
de competencias, agregándose a los tradicionales espacios de formación 
práctica Civil y Penal, las prácticas en temáticas específicas, las prácticas en 
el terreno al modo de formación Pre Profesional, y las prácticas al interior 
de las asignaturas.

Este combo de instancias multiplica la cantidad y calidad de ese aspec-
to formativo tan requerido por nuestra comunidad académica –constituyó 
uno de los ejes que mayor consenso suscitó durante el período de análi-
sis, debate y formulación de propuestas para la reforma del Plan de Estu-
dios abierto por Resolución 198/11 del Consejo Directivo–, pero además 
lo despliega en distintas variantes novedosas: por un lado y como reforma 
sustancial, se agrega al modelo de formación práctica “de simulación” –en 
instancias áulicas y con casos y problemáticas construidas– el modelo de 
formación práctica “en el terreno”, Preprofesional, mediante convenios con 
distintos Organismos Públicos –Poder Judicial, Asesoría General de Go-
bierno, diversos Ministerios, Secretarías, Registros, etc.–.

Por otro lado, también constituye una novedad y será un ámbito de la 
mayor riqueza formativa, la institucionalización de prácticas curriculares 
en los programas de Extensión Universitaria que nuestra Facultad tiene en 
desarrollo. Efectivamente, la curricularización de espacios de Extensión 
como los Consultorios Jurídicos, las distintas Clínicas, los diversos Progra-
mas, etc. resulta una decisión concluyente hacia la configuración de un 
modo de enseñanza práctica capaz de integrar la articulación de nuestra 
institución con el medio al que pertenece y al que debe responder, desta-
cando la dimensión interactiva y el uso social del conocimiento (Arocena y 
Tommasino, 2011), y por sobre todo, impulsando procesos de enseñanza y 
aprendizaje a partir de problemas concretos, complejos y no didactizados, 
que escapan a estandarizaciones y planificaciones educativas cristalizadas 
–que suponen, además, el gran desafío de revisar la metodologías y prác-
ticas docentes– pero con profundo sentido y valor para quienes los viven.
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Finalmente, con el establecimiento de prácticas al interior de las asigna-
turas –entre el 10% y el 15% del total de la carga horaria de cada materia– se 
pone en juego una de las concepciones más avanzadas de ese modo de en-
señanza, cual es pensarla en vinculación dialéctica con la enseñanza teó-
rica, con el objetivo de romper el modo disociado con que ambas han sido 
estructuradas históricamente. En tiempos de “conocimientos frágiles” (6) 
al decir de Perkins (1995), una enseñanza activa que permita relacionar co-
nocimiento teórico con sus instancias de aplicación y concreción material, 
deviene necesaria y medular para superar la adquisición de conocimien-
tos inertes y acríticos. Se trata de integrar el estudio y reflexión teórica con 
una práctica situada, problematizando y dando cuenta de los desajustes del 
corpus de conocimientos teóricos y técnicos con las características y com-
plejidades de las situaciones concretas.

IV.2. Perfil profesional

El Nuevo Plan de Estudios despliega su dinámica asumiendo la multipli-
cidad necesaria del actual perfil profesional. El campo de quienes ostentan el 
monopolio del saber jurídico ha ido desarrollándose y expandiéndose carac-
terizado por una amplia y continua diversificación, que admite el ejercicio 
profesional de los abogados en áreas tan variadas y tan desemejantes “(...) 
que no siempre se reconocen entre sí como provenientes de un adiestra-
miento común o de una misma carrera profesional (...)” (Binder, 2005: 99).

Esta multiplicidad (González y Marano, 2008; Cardinaux y Clerico, 2005; 
Campari, 2005; Gordon, 2004; Brigido y Lista, 2004; Salanueva, 1998; entre 
otros) produce que el ejercicio de la magistratura en distintos niveles, las fun-
ciones de fiscal, mediador, defensor oficial; o el ejercicio privado de la abo-
gacía, sea de modo independiente o en relación de dependencia, en estudios 
jurídicos o empresas; las funciones de gestión o asesoramiento en la buro-
cracia estatal –incluidas las universidades–, o asesoramiento parlamentario; 
y la actividad académica –docencia en nivel medio y superior, e investigación 

 (6) David Perkins usa esta expresión para referirse a un conocimiento que: es inerte (hay 
conocimientos adquiridos pero una incapacidad para ponerlos en juego en situaciones 
concretas); es ingenuo (hay conocimientos captados muy superficial y fraccionadamen-
te); es ritual (los conocimientos no son comprendidos y ciertos rituales áulicos o en la 
instancia examinadora reemplazan esa falta de comprensión); es olvidable (no se instala, 
desapareciendo rápidamente una vez pasada la instancia examinadora).
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jurídica–, e incluso más actualmente el “perito abogado”, constituyan algunas 
de las diferentes formas de ejercicio profesional (Orler, ob. cit.).

Así se lo entiende en nuestra Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
que en lo relativo a la formación de sus egresados promueve:

“La comprensión de las responsabilidades políticas, jurídicas, 
sociales y éticas (...) ya sea que sus profesionales se desempeñen 
como representantes de su clientes, como jueces o funcionarios 
auxiliares de la justicia, como funcionarios de la administración 
pública, como mediadores, negociadores, árbitros de conflictos; 
como asesores, consultores de organismos internacionales o 
nacionales, gubernamentales o no gubernamentales, empresas, 
sindicatos; como docentes o investigadores, o en cualquier otro 
ámbito en que se desempeñen” (Informe de Autoevaluación 
Institucional, 2011: 18).

Asimismo,

“(...) el plan de estudios se ha elaborado pensando en promover 
abogados capaces de ser competentes intelectualmente, huma-
na y socialmente responsables, comprometidos con el valor de 
justicia en cada situación que son llamados a intervenir. En defi-
nitiva, operadores jurídicos que se encuentren a la altura de los 
demandas sociales de un mundo globalizado, profesionales que 
rompan modelos reduccionistas y deterministas (...)” (Gajate, 
Lezcano, Pedragosa, 2016: 37).

En consonancia con ello, el nuevo recorrido curricular incorpora un 
tramo final de la carrera integrado por Seminarios organizados en cuatro 
bloques cuyo objetivo es realizar un acercamiento de los estudiantes a esos 
distintos ámbitos de ejercicio profesional, en los que se mantiene la dua-
lidad Derecho Privado y Derecho Público, pero considerando también la 
orientación en Estado y Sociedad, e incluyendo como novedad el desarro-
llo de la profesión en el ámbito Docente y de Investigación.

IV.3. Calidad e inclusión

El contexto de masividad en que se desarrollan los procesos educativos 
en las universidades públicas de nuestro país –y especialmente en nuestra 
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Facultad que viene recibiendo en el último decenio aproximadamente casi 
dos mil estudiantes nuevos cada año– impone el desafío de comprender 
que “calidad” e “inclusión” son conceptos convergentes, definiendo una de 
las dimensiones centrales que dan la medida del primero de ellos en rela-
ción con la capacidad de dar respuesta al segundo: una educación sólo es 
de calidad si es para todos. Dicho de otro modo: no es aceptable una educa-
ción pretendidamente de calidad que para serlo asuma estrategias expul-
sivas o simplemente resigne inclusión. Los estudiantes son sujeto de esos 
procesos educativos por lo que mal podría prescindirse de ellos so pretexto 
de una pretendida excelencia que, considerada en abstracto y descontex-
tualizada, no es tal.

De ningún modo podríamos evaluar como de calidad y excelencia un 
proceso educativo incapaz de contener y acompañar el esfuerzo de sus es-
tudiantes, y que admita que tan sólo una fracción de los aspirantes llegue a 
su meta; del mismo modo que tampoco podemos aceptar por simplista la 
idea de que una educación inclusiva no puede ser de calidad.

Definitivamente, la suma de problemas que se condensan en la relación 
referida requiere ciertas formas de representar y concebir la educación uni-
versitaria que, a partir de definirla como un “derecho” y constituyendo ese 
carácter un piso sustantivo inobjetable, admite múltiples proyecciones y 
abordajes con clivaje inicial en el examen crítico de las propias dinámicas 
institucionales y de las propias prácticas y representaciones educativas.

La obligación de nuestras universidades es garantizar el ejercicio de ese 
derecho, y garantizarlo de modo exitoso, adecuando dispositivos y trayec-
torias académicas a las condiciones reales de estudiantes reales, distantes 
más o menos según el caso de las currículas formales, y con efectivos con-
dicionantes socio-económicos caracterizados aquí y ahora por la profunda 
desigualdad de la sociedad en la que vivimos.

Y en la pretensión garantística de ese derecho puede advertirse su doble 
faz, su bifronte carácter, que remite al derecho individual de todo ciuda-
dano a ingresar a la universidad, estudiar, aprender, esforzarse y obtener 
un título; y de modo espejado, al derecho de toda una sociedad a recibir el 
conocimiento que la universidad produce y reproduce.

En definitiva, nuestra Facultad debe estar a la altura de poder garantizar 
una educación de calidad a todos los que deseen acceder a ella.
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V. Conclusiones (que no son tales)

El Nuevo Plan de Estudios, lejos de agotar sus objetivos en la modifi-
cación curricular producida, deviene oportunidad de poner en cuestión 
las prácticas de enseñanza que instrumentan reconstruyendo las políticas 
educativas institucionales, sin intención cristalizadora y dispuesta a futuras 
correcciones y ajustes, reconociendo su expresión conflictiva y los obstácu
los que caracterizan esta empresa.

Se trata de un estado de debate y revisión permanente en que la hetero-
geneidad de los discursos sobre el Derecho y sobre su enseñanza permite 
problematizar la categoría utilizada “culturas académicas”, para conside-
rarla “un texto activo” en construcción y reescritura (Naidorf, 2011) antes 
que un mero reflejo de la realidad universitaria en sus particularidades dis-
ciplinares e institucionales.

El Derecho y la Enseñanza del Derecho como objetos de estudio multi-
paradigmáticos requieren de campos disciplinares capaces de impedir la 
reducción de la complejidad y multiplicidad de la vida jurídica a manos de 
la seguridad jurídica de la dogmática. El desafío es potenciar la pluralidad 
y diversidad en disyunciones inclusivas que admitan la otredad, no como 
equilibrio desangelado o eclecticismo pretendidamente equidistante, sino 
como énfasis de adscripciones firmes y consistentes que sin embargo no se 
piensan excluyentes.
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I. A modo de introducción

Creo apropiado, para exponer alguna de las experiencias docentes que 
durante estos años he adquirido –de las que me he aprovechado y que pue-
do compartir–, hacer hincapié en un muy interesante aspecto de los mu-
chos que presenta el programa de “Introducción al Derecho”, esto es, la ar-
gumentación. Hay varias razones para ello, pero todas pueden resumirse 
así: este trabajo, más allá de su prolongación o de los otros espacios que 
visita, intenta ser un ejercicio de convencimiento, dirigido a un auditorio 
universal (1), sobre los beneficios de una forma de enriquecer el proceso 
de enseñanza/aprendizaje, de facilitar la comprensión por parte de los es-
tudiantes (y de los profesionales) de cuestiones jurídicas (a primera vista 
arduas, áridas o complejas)y, además, de mejorar la relación entre todos los 
actores de la experiencia universitaria.

(*) Prof. Titular ordinario Introducción al Derecho Cátedra 1, Facultad de Ciencias Ju-
rídicas y Sociales, Universidad Nacional de La Plata. Relator de la Suprema Corte de la 
Provincia de Buenos Aires. Consejero Académico del Consejo de la Magistratura de la Pro-
vincia de Buenos Aires.

 (1) La palabra “auditorio” que uso tiene evidente raíz perelmaniana, aun cuando aquí la 
atribuye un concepto algo más simple: en este contexto, auditorio es el conjunto de aque-
llos individuos a quienes el discurso va dirigido, en quienes se intenta despertar interés 
por cierto tema, y de quienes se aspira que aumenten su comprensión y conocimiento del 
mismo.
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Esa vertiente de la interpretación jurídica con aristas tan particulares 
que ha tomado carta de ciudadanía con el nombre de Teoría de la Argu-
mentación (o, más específicamente, Teoría de la Argumentación Jurídica), 
conquistó un lugar central en el programa de estudios de la asignatura de 
la que me ocupo. En las clases referidas a esta temática se bordean cues-
tiones de lógica formal, las diversas formas de los desacuerdos, la tópica y 
la retórica, el discurso natural, etc. Y puesto que la idea de argumentar no 
puede ser disociada de la idea de convencer a otro (u otros) de la verdad, 
la conveniencia o procedencia de una proposición o de cierta tesis, insisto 
en explicar un tipo de argumento llamado ‘dilema’. El dilema es el caso más 
agudo o notorio de entre los razonamientos a los que tradicionalmente se 
atribuye mayor fuerza de convicción, ya que, desde el punto de vista retóri-
co, resulta un poderoso instrumento de persuasión. Presentar, en medio de 
un debate, un dilema bien construido es esgrimir un arma formidable para 
volcar en beneficio propio cualquier controversia.

La bibliografía de apoyatura, en esta temática, no puede obviar la obra 
de Irving M. Copi (1995) Introducción de la lógica, y yo no puedo omitir uno 
de los ejemplos que allí aparecen, que viene específicamente al caso (que 
es el que, en definitiva, se constituyó en la idea seminal de estas páginas), y 
que aquí transcribo:

“Si a un estudiante le gusta aprender no necesita ningún estí-
mulo, y si le disgusta no habrá estímulo que le satisfaga. Pero, a 
todo estudiante, o bien le gusta aprender o bien le disgusta. Por 
lo tanto, el estímulo o es innecesario o es ineficaz”.

Los elementos del dilema están, en el ejemplo, claramente marcados: 
una primera proposición que actúa como premisa y que presenta dos al-
ternos, y una segunda proposición que también actúa como premisa y que 
resulta un disyunto entre tales alternos; de ellas se deriva otra proposición 
como no muy agradable conclusión. La idea que subyace al dilema es siem-
pre la misma: presentar varias posiciones entre las cuales nuestro adversa-
rio tendrá que optar, para demostrar luego que, cualquiera sea la elección 
que haya hecho, deberá admitir una conclusión que le es francamente des-
favorable. En el ejemplo, el dilema viene a rebatir la idea de que el reconoci-
miento de un trabajo eficiente estimulará a los alumnos, ya que tal estímulo 
es o bien innecesario, o bien ineficaz.
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En épocas en que la lógica y la retórica estaban más estrechamente liga-
das, se idearon algunas formas de contrarrestar la fuerza de convicción que 
trae consigo un dilema. En el caso del ejemplo, la ortodoxia recomienda un 
ataque dirigido no a la forma del razonamiento sino a la información con-
tenida en la premisa menos fuerte; en otras palabras, una defensa exitosa 
podría consistir, no en confutar la validez del dilema sino en cuestionar el 
contenido material de la premisa disyuntiva. Según de ella se desprende, 
existen solo dos tipos de estudiantes (aquellos a los que les gustas estudiar 
y aquellos a los que no). Esta es una afirmación por demás débil, que puede 
derrotarse sosteniendo que los hay de otras clases de estudiantes, con dife-
rentes actitudes frente a la enseñanza: habrá algunos a los que les gusta, y a 
otros les disgusta; aquellos de allá serán indiferentes, mientras los de aquí 
prestarán una errática atención; estos aprovecharán ciertas temáticas pero 
se amodorrarán soberanamente con otras, etc. Ante la escasa dificultad de 
hallar representantes de estas (y otras) especies, la angosta y frágil verdad 
de la premisa disyuntiva resulta seriamente afectada, y ello conlleva el fra-
caso de un razonamiento así expuesto.

Aunque tal sea la recomendación clásica para enfrentar el dilema que 
nos ha planteado un hipotético antagonista, voy a apartarme un poco de ella 
y, aun cuando dirija mis objeciones a una premisa, no va a ser a la disyun-
tiva sino a la que presenta los alternos u opciones. Lo diré de ese modo: 
los alumnos a quienes gusta aprender puede que no necesiten estímulos, 
pero, si los tienen, van a aprender más, mejor y con mayor alegría de hacer-
lo; y a aquellos a los que no les gusta el aprender, el estímulo (adoptando, 
por ejemplo, la forma de un desafío) los coloca ante una situación que no 
tienen más remedio que enfrentar, ante un problema que no pueden dejar 
pasar, ante una encrucijada que les impone salir del estado de letargo, de la 
comodidad o de la haraganería.

Claro que respaldar esta embestida contra el dilema no es tan simple 
como cuando se agrede la premisa débil; aquí hay que traer a colación 
elementos que garanticen la verdad, la aceptabilidad o la conveniencia 
del contraargumento. Esto es lo mismo que decir que hay que demostrar 
la existencia de instrumentos, métodos o herramientas que, usados con 
tino, son capaces de provocar la reacción buscada, a saber, que el distraído 
atienda, que el indiferente se interese, que el fastidiado encuentre satisfac-
ción, que el interesado halle aún más agrado en el dominio de las ideas y 
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técnicas propias de nuestra disciplina, etc. De lograr nuestro cometido, con 
esta estrategia no solo se habrá vencido al dilema, sino que también se lo 
mostrará como del todo ineficaz.

Este es, pues, el sentido último de este trabajo: mostrar algunas de esas 
herramientas diseñadas para obtener y retener la atención del estudiante, 
para ingresarlo en los contenidos propios de la asignatura y para interesar-
lo, en definitiva, en las cuestiones concernientes a la conducta humana y al 
sistema normativo que la regula.

II. Una herramienta pedagógica que da buenos resultados: el método 
de casos

El método de casos es una estrategia didáctica que se usa en el proceso 
de enseñanza/aprendizaje, y que es entusiastamente recomendado para 
atraer la atención y generar la activa participación de los alumnos, cual-
quiera sea la profundidad del nivel de conocimiento que se esté desarro-
llando y cualquiera sea la materia sobre la cual verse, aunque haya tenido 
especial reconocimiento en las escuelas de negocios, en los institutos de 
enseñanza elemental, en aquellos lugares donde se estudian disciplinas 
que se encargan del análisis de los conflictos y se proponen soluciones, etc. 
Esto lo hace sumamente apto para la enseñanza del derecho.

No es, sin embargo, un método novedoso: me permito señalar dos datos 
(uno anecdótico; el otro mucho más serio y documentado) que avalan este 
aserto. El primero (lo anecdótico): en 1939, en nuestra Facultad, no solo se 
recomendaba el ‘método del caso’, sino que se lo estudiaba en la asignatura 
“Introducción al Derecho”, siguiendo las enseñanzas del catedrático espa-
ñol Demófilo de Buen (1932), vertidas en su Introducción al Derecho Civil.

El segundo (mucho más serio y conspicuo): es posible rastrear con toda 
certeza los orígenes del método de caso, tal como fue conocido, estudia-
do y aplicado durante buena parte del siglo XX, hasta los Estados Unidos 
de Norteamérica y allá por la segunda mitad del siglo XIX (más precisa-
mente, hacia 1871). Su divulgación se debe, en buena medida, a la decidida 
intervención del Director de la Escuela Superior de Derecho de Harvard 
y también profesor de Derecho de los Contratos, Christopher Columbus 
Langdell.
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En medio de las consecuencias de la Guerra de Secesión, el Profesor y 
Decano Langdell aspiraba a generar una reacción contra un sistema de en-
señanza anquilosado que aún campeaba en los centros de altos estudios, 
pero que empezaba a darse de narices contra las nuevas realidades que se 
exteriorizaban en ese momento en EE.UU., y en la zona de Nueva Inglate-
rra en particular. La educación que recibía un futuro abogado en las más 
importantes universidades del país, consistía, bien entrado el siglo XIX, en 
la lectura de los clásicos (no sólo los clásicos del derecho, sino también los 
de la filosofía y la literatura), acompañada por la machacona insistencia en 
el dictado de ciertas reglas básicas y del entrenamiento en algunas técnicas 
discursivas que no siempre iban más allá de lo elemental (he encontrado 
que también debían profundizar las matemáticas). A esto se lo llamaba mé-
todo Dwight y era una etapa en la que se buscaba, prioritariamente, la reca-
pitulación y memorización de un conjunto de conocimientos jurídicos que 
se consideraba limitado. Existía, hasta esa época (poco después de la Gue-
rra Norte-Sur), la arraigada convicción de que una sólida cultura jurídica 
pasaba por esos extremos y que los estudiantes y futuros abogados debían 
ser preparados por la Universidad para ocupar una posición de dirigencia, 
con compromiso en la defensa de la ideología política dominante.

Sin embargo, fenómenos tales como la Guerra de Secesión, los gérme-
nes de nuevos ideales, los avances tecnológicos y –sobre todo– el triunfo 
personal de aquellos que no habían recibido una educación formal (los sel-
fmademan), fueron socavando las bases de aquellos ideales conservadores. 
Se originaron, entonces, movimientos deslumbrantes y deslumbrados que 
advertían que era posible el progreso, el conocimiento, la realización per-
sonal, etc., desde fuera de la formación institucional: la instrucción, enton-
ces, se desacralizó, y las llamadas ciencias morales fueron cediendo terreno 
ante las ciencias naturales y su metodología de base empirista (recuérdese: 
en Europa, contemporáneamente, se expandía el positivismo). Así apare-
ció, como nuevo modelo, el científico especializado, celoso del objeto al 
que dirigía su atención y apropiado de una metodología que creía definiti-
vamente apta para captar sus características y comprender su esencia. Apa-
recía así un modelo de científico que creía en el progreso constante y que 
concebía a su disciplina como un conjunto complejísimo e infinito de co-
nocimientos que evolucionan y se modifican a medida que se los adquiere.

Inversamente, ocurrió un paulatino abandono de las explicaciones me-
tafísicas y de los dogmas religiosos, que debieron ceder inmensos campos 
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del saber práctico ante los irresistibles avances de quienes adoptaron nue-
vas metodologías: las inferencias inductivas y la experimentación daban 
buenos frutos, lo hacían de forma rápida y, sobre todo, con tal éxito que se 
transformaba inmediatamente en logros económicos, aspecto pragmático 
nada desdeñable. A su vez, en lo que a nosotros compete, tales técnicas 
podían ser trasladadas al ámbito de lo jurídico (como también lo fueron 
luego, con especial énfasis, al de las ciencias de la administración) porque 
resultaban herramientas sumamente dúctiles e idóneas para comprender 
y manejarse con los nuevos fenómenos y el modelo naciente. Pero, claro 
está, ello exigía una preparación profesional diferente, y esa especial pre-
paración novedosa debía incluir y remitirse especialmente a la formación 
universitaria.

En tal contexto (esto es, allá por 1870), en la Harvard Law School, bajo la 
inspiración del ya nombrado Christopher Columbus Langdell, se produce 
esta verdadera innovación pedagógica y metodológica que es la enseñanza 
mediante casos.

Veamos cómo lo explica el propio autor en el prefacio de su A selection of 
cases on the law of contracts, de 1871: consiste en enseñar el derecho apli-
cable poniendo a los alumnos ante casos escogidos, que deben ser prepa-
rados antes de llegar a cada clase. ‘Preparar’, en este contexto y según se nos 
explica después, quiere decir leer con atención, buscar en los diccionarios 
jurídicos las palabras técnicas, conocer los distintos estados del proceso, y 
para exponer en un resumen escrito: 1) cuáles son los hechos esenciales; 2) 
en qué forma se plantea la controversia, dado el procedimiento adoptado; 
3) cuál es la cuestión de derecho incluida en el caso; 4) cómo resolvió el 
tribunal, y fundándose en qué razonamientos; 5) opinión personal del es-
tudiante sobre la decisión y sobre el razonamiento seguido por el tribunal.

Al docente, por otra parte, le estaba destinada la parte –por así llamar-
la– socrática: a las respuestas que el estudiante diera a aquellas cuestiones 
debía oponer posibles dudas, objeciones que pudieran formularse, discre-
pancias provenientes de otros intereses involucrados, hipotéticas situacio-
nes a las cuales trasladar la solución y las consecuencias que ello tendría, 
etc. (2).

 (2) En el film de 1973, Paperchase, (conocido en nuestro país como “Vida de un estu-
diante”), escrito y dirigido por James Bridges, y protagonizado por Timothy Bottoms y John 
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Visto por continuadores y sistematizadores (y a la luz de los tiempos), el 
método se puede explicar (y justificar) así: se procuraba que el estudiante 
de derecho tuviera un estrecho contacto con la realidad que se vive en los 
tribunales de justicia, estudiándola con sentido crítico y haciendo abstrac-
ciones a partir de ella. Tales abstracciones devendrían, luego de la catarsis 
que resultaría de la intervención del docente, en un auténtico conocimien-
to del derecho. A esos fines se entregaba a los estudiantes sentencias dic-
tadas por magistrados de los tribunales superiores (de los Tribunales de 
Apelación, preferentemente) y el alumno no sólo debía señalar los hechos 
relevantes de la causa o el resultado final de la misma (esto solo hubiera 
reducido el método a otra forma, ni siquiera original, de entrenamiento) 
sino que, además y fundamentalmente, debía aislar e identificar los princi-
pios jurídicos y doctrinas legales, explícitos o implícitos, que habían dado 
sustento a la decisión, es decir, describir el proceso de motivación de la re-
solución, reconocer las premisas de las que se había partido y explicar la 
inferencia que permitía justificar la conclusión y llegar al decisorio. En un 
paso siguiente debían encontrarse nuevos casos donde, para situaciones 
similares, se verificase la aplicación de una regla análoga, precediéndose 
entonces a su definición, clasificación y evaluación. En instancias posterio-
res se llegaba a asignar rangos de prioridad a los preceptos y principios así 
obtenidos.

Subrayo, por lo que viene después, dos características salientes de mé-
todo propuesto por Langdell: en primer lugar, se trata de casos reales, ex-
traídos de cuestiones ventiladas en tribunales debidamente identificados 
y registradas en publicaciones especializadas; en segundo término, se nos 
señala la solución correcta, entendiendo por tal aquella a la que tales tribu-
nales arribaron a partir de las posturas asumidas por las partes y con suje-
ción a precedentes reconocidos y, en su caso, normas vigentes.

Así presentado, el método de casos presenta numerosas y notorias ven-
tajas sobre la clase expositiva, la disertación magistral u otras técnicas que 
requieren del aislamiento del estudiante o del ejercicio de una fuerte vo-
luntad para la indispensable concentración. En este caso, el estudiante, por 
su propia participación (es decir, asumiendo un rol de agente activo) y de 

Houseman, puede verse una muy buena aproximación al desarrollo del método de casos 
y la mayéutica con que el viejo profesor va desafiando a sus alumnos y encausando las 
nociones que estos presentan.
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una forma natural (esto es, sin oponer resistencias u obstáculos) adquie-
re conocimientos técnicos y conceptuales, los analiza y somete a crítica y 
recién luego los incorpora a su propia estructura mental. Además, de esta 
manera, el docente deja de ser el centro de gravedad que requiere la edu-
cación-adiestramiento, para convertirse en guía de proceso de enseñanza-
aprendizaje. O, lo que es lo mismo: el estudiante deja de ser espectador-
destinatario para transformarse en actor-protagonista de su propia historia 
como alumno.

Pero, junto con estas virtudes, esta herramienta docente deja el flanco 
débil a algunas críticas: aunque haya sido –al menos en su momento– un 
revolucionario recurso pedagógico, presenta también una faz notoriamen-
te conservadora y, con ello, se aprecia una restricción de los procesos crea-
tivos tanto del docente como del estudiante.

Veamos: por una parte, como antes señalé, se entregan casos reales, ya 
considerados y resueltos por los tribunales, con la misión de encontrar los 
principios o doctrinas fundamentales que los han nutrido. En un paso si-
guiente, se debe comprobar la concurrencia y uso de tales reglas en otros 
casos ya juzgados, para verificar así que se hallan dotados de validez. Por 
último, se ha de poder profetizar la aplicación de tales principios a casos 
futuros. Esto inmediatamente nos muestra un ideal agregado como un pa-
rásito nocivo: no se espera innovación alguna ni en las normas ni en la ac-
titud de los jueces, no se cree en los beneficios que pudieran acarrear los 
cambios de la sociedad, de las instituciones o de las normas, ni se requiere 
modificación alguna en las relaciones de poder. Por el contrario, el método 
de casos, con todo lo que significa como innovación didáctica, parece cons-
truido para devenir en obstáculo para la aparición de nuevas ideas, y así el 
derecho queda paralizado, o enfermo de irrealidad. Las reglas, directrices o 
principios que trabajosamente fueran hallados y aislados, empiezan a rei-
terarse una y otra vez, hasta transformarse en una mecánica que reproduce 
precisamente aquello que se quería combatir. Por otro lado, los estudian-
tes, una vez superada la atracción de la novedad y comprendido el meca-
nismo que subyace al proceso de identificación de aquellas reglas (que es 
lo medular para que el método funcione en la enseñanza del derecho), se 
ven expuestos otra vez a la apatía, mientras que la repetición de casos, solu-
ciones y directrices a obtener termina cercenando su inquietud por encon-
trar soluciones novedosas. En el peor de los casos, tal repetición hace que 
el alumno “herede” las respuestas de estudiantes anteriores, omitiendo lo 
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mejor del método que es, precisamente, que el propio interesado se esfuer-
ce en encontrar, aislar o configurar las reglas, directrices, principios, etc.

La evolución posterior del método, apartándose de algunas de sus carac-
terísticas –pero no de su esencia–, menguó esos efectos perjudiciales. Así, ya 
no se exigía que los casos fueran reales, ni se esperaba el hallazgo o la cons-
trucción de la única solución correcta (en el sentido de ‘admitida por el sis-
tema’). Sin embargo, estos retoques, más que enmendar el método de casos, 
se constituyeron en fundamentos para un nuevo método, más elaborado.

III. Mejorando una buena herramienta pedagógica: el método de 
problemas

Indudablemente heredera del anterior (superando las objeciones que a 
aquella podían realizarse) aparece esta otra estrategia pedagógica que pue-
de llamarse “método de casos problemáticos” o, simplemente, “método de 
problemas”.

Un primer vistazo del ‘método de problemas’ no parece arrojar grandes 
diferencias con el anterior: consiste en proponer situaciones conflictivas al 
grupo de la clase, con la indicación a los alumnos para que le encuentren una 
solución ecuánime o, al menos, un criterio que permita una solución dotada 
de razonabilidad (3). Para ello –también esto se recomendará, y se avisará del 
material de estudio indicado al efecto– deberán llevarse a cabo estudios e 
investigaciones sobre la temática de que se trate, plantearse argumentos que 
autoricen una solución y las réplicas posibles a los mismos, ejercitarse en el 
análisis de los conceptos y en la síntesis que de ellos se pueda lograr, etc.

Repito: no parece haber grandes diferencias con el método anterior. Sin 
embargo, esta otra técnica viene acompañada de un aparato conceptual 
(señalamiento de objetivos, caracterización de las diversas fases, determi-
nación de las funciones, pautas de evaluación, etc.) que ayuda a marcar los 
contrastes.

Al respecto es bueno anotar que, más allá de los objetivos inmediatos 
(obtener, profundizar o reforzar el conocimiento de un concepto, de una 

 (3) Este requerimiento viene de perillas ante la exigencia prescripta en el artículo 3º de 
nuestro reciente Código Civil y Comercial de que las resoluciones que obligatoriamente 
deben dictar los jueces sean razonablemente fundadas.



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

154

institución o de un contrato), pueden fijarse también otros objetivos me-
diatos (y no por ello menos importantes):

– Hacer que el estudiante desarrolle otras aptitudes, tales como la capa-
cidad de planeamiento, la iniciativa, el control emocional, la facultad de 
razonar y argumentar con fines predeterminados, etc.;

– Quitarlo de una situación de aletargamiento y comodidad, para hacer-
lo partícipe activo en la adquisición del conocimiento; provocarlo para que 
encuentre caminos para resolver las contrariedades y perplejidades con 
que deba enfrentarse;

– Impulsarlo para que se disponga a trabajar con tranquilidad y eficien-
cia, a valorar sin inmiscuir pasiones, a juzgar hechos sin llevar preconcep-
tos, a tomar decisiones sin sometimiento a presión alguna;

– Invitarlo a que articule y formule su propio discurso, como expresión 
de sus propias ideas, de sus propias razones y de sus propios valores;

– Mostrarle la satisfacción que puede obtenerse en la adquisición de co-
nocimiento, en la aplicación de lo aprendido y en la resolución del conflicto 
que se le presentó.

Para el logro de tales fines es necesario preparar la historia y el conflicto 
que se va a plantear teniendo en cuenta qué temas se han de abordar y, so-
bre todo, sin que importe el resultado o solución que se espera.

Tal preparación, y la salvedad anterior, se exigen en virtud de una carac-
terística importantísima en el método de problemas: no hay una definición 
o un resultado preestablecido al que haya que arribar sí o sí; ni hay una 
interpretación única posible, ni –si se logran los objetivos de máxima– hay 
una respuesta que no sea criticable o controversial. El método de proble-
mas no pretende llegar a determinada solución, sino que se preocupa por 
el camino (o los caminos) que puedan ser recorridos, por enderezarlos, 
allanarlos, acortarlos o facilitarlos. El método de problemas no pretende 
la uniformidad de criterios, sino que tiene entre sus aspiraciones el formar 
individuos que respeten la opinión de los demás y se enriquezcan con ella.

Teniendo en cuenta tales bases, al trabajar con esta estrategia, primera-
mente se ha de tener en claro, y definidos con toda precisión, los objetivos 
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inmediatos propuestos (por ejemplo, el más afinado conocimiento del ins-
tituto de la adopción, la notas esenciales de una relación laboral, que se 
logre distinguir con precisión, por sus formas y efectos, los distintos títulos 
de crédito, etc.), así como los límites de la información que se brindará (no 
se advertirá al estudiante de los problemas que han de presentarse para no 
reducirlo a la condición de mero receptor y, a la vez, colocarlo ante la nece-
sidad de buscar los datos y elementos que lo ayuden a resolver el punto que 
se haya planteado).

El diseño del caso no es menos trascedente. Se parte de la base de que ha 
de tratarse de una historia ficticia, de una situación que no tiene por qué ser 
real –aunque pueda serlo–; que no tiene por qué ser detallada –aunque esto 
es deseable– ni tiene por qué tener personajes bien descriptos –aunque es 
mejor que los tenga–; que ni siquiera tiene que ser uno de esos casos que 
la doctrina actual denomina caso difícil (4), pero, el que lo sea, añade una 
dosis de intriga e interés nada desdeñable. En cambio, es requisito esencial 
que tal historia incluya un conflicto, problema o cuestión (un entrecruza-
miento de intereses de cualquier tipo, una controversia sobre prioridades 
en la satisfacción de necesidades, un enfrentamiento de opiniones, de pa-
receres, de juzgamientos, etc.) que debe ser solucionado.

Otro aspecto debe ser tenido en cuenta: el nivel del auditorio ante quien el 
caso problemático se plantea. Habrá grupos de estudiantes que están en los 
primeros peldaños de su carrera (y muchas cosas deben ser machaconamen-
te explicadas; por ejemplo, la exigencia de solucionar el conflicto con una 
resolución razonablemente fundada), los habrá conformados por quienes 
cursan sus últimas materias (y para quienes resulta innecesario detenerse, 
v.gr., sobre el test de constitucionalidad de las normas), y también los habrá, 
aunque más no sea esporádicamente, de profesionales y funcionarios que 
actualizan conocimientos o que avanzan sobre campos novedosos (y ante 
quienes se debe actuar cautamente, para no generar recelos y enconos).

 (4) Un ‘caso difícil’ (hard case, según la típica denominación en la literatura específica) 
ocurre cuando el conflicto que se presenta no tiene una fácil solución por inconvenientes 
en la reconstrucción de los hechos, por problemas en la interpretación de las normas pri-
ma facie aplicables (ausencia normativa, antinomias de cualquier tipo, oscuridad, etc.), 
porque la solución prevista choca con intereses sociales, económicos o políticos de mane-
ra tal que la comunidad la rechaza, porque el juez encargado discrepa sustancialmente –y 
lo hace con atendibles motivos– con la normativa aplicable, etc.
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Planteada la historia y el conflicto (es decir, planteado el problema), se 
reconocen las referencias instaladas como saber vulgar (‘a mí me dijeron 
que...’), los datos adquiridos individualmente en virtud de circunstancias 
personales de cada quien (‘a un amigo de mi primo le pasó que...’), las emo-
ciones que entran en juego y los intereses que rodean a la situación (y que, 
muchas veces, evocan las experiencias personales de quien a ellos se re-
monta). El paso siguiente consiste en resignificar tales aportes, induciendo 
a reconocer cuáles son los relevantes, cuáles son aquellos que tienen tras-
cendencia jurídica y que resultan definitorios para la resolución del con-
flicto, cuestión para la que los estudiantes necesitan de información cierta, 
sólida, contrastable. Es aquí cuando, ya interiorizados de la problemática y 
asumiendo el rol de partes o de solucionadores del hipotético litigio, se ven 
necesitados de recurrir a normas y tratados, a precedentes y estudios doc-
trinarios, a elaborar los argumentos de que han de valerse y el discurso con 
los que se los presentará, a reforzar sus aspectos favorables y a prevenir las 
posibles objeciones. De esta manera –casi naturalmente–, son aventuradas 
las primeras hipótesis capaces de resolver el conflicto planteado.

Tales soluciones propuestas deben ser sometidas a crítica: compañeros 
y docente deben formular sus observaciones, exponer sus dudas, proyectar 
la solución a otros casos posibles, verificar los ecos sociales que el reme-
dio pueda provocar, mensurar sus consecuencias, etc., todo lo cual puede 
llevar (en la mayoría de los casos, lleva) a la reformulación de la solución, 
a la corrección de alguno o algunos de sus aspectos, a la modificación de 
su presentación (por ejemplo, para hacerla menos agresiva o mejor fun-
damentada), a confrontarla con las ‘soluciones oficiales’, es decir, con las 
dadas por autoridades u organismos con poder de decisión, etc.

Al tiempo de adoptarse la resolución definitiva para el caso (esto es, al de-
cidirse una solución que sea aceptable para la apreciable mayoría de los in-
tervinientes), se revisa el cumplimiento de los objetivos fundamentales pro-
puestos: debe haberse logrado un más afianzado y más preciso conocimien-
to del tema sobre el que se ha trabajado, y, fundamentalmente, el mismo 
debe haber sido obtenido por el estudiante y no entregado por el docente.

Anoto algo más: puede ser que se encuentra una solución que con-
cuerde con las previstas en el ordenamiento, o que sea de las aceptadas 
generalmente como buenas o correctas, cosa que no provocaría mayores 
inconvenientes; pero también puede ocurrir que se ofrezcan dos posibles 
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soluciones con similar peso, o que no se obtenga ninguna que colme las 
expectativas. Allí, como nunca, debe advertirse la sutil pero firme mano 
del docente, desbrozando el camino y acompañando la toma de decisio-
nes, porque el método de problemas (al igual que las leyes) proscribe la no 
resolución.

IV. Un caso problemático (y mi experiencia con distintos auditorios)

Me permito (no es bueno, me han dicho, citarse uno mismo como ejem-
plo; a pesar de ello, me arriesgo) exponer mi propia experiencia a partir de 
un caso problemático (con la forma de un ejercicio donde se debe resol-
ver un caso litigioso ventilado ante cierto tribunal) presentado a diferentes 
auditorios, pero siempre al ocuparme del mismo tema específico, a saber, 
la fundamentación de las decisiones judiciales y las cuestiones que la ro-
dean (como ser, los procesos racionales que las deben respaldar, las inne-
gables emociones que ejercen influencia en tales decisiones, las diversas 
interpretaciones que puede tener el hecho que se juzga, la incidencia de 
las creencias sociales o de las verdades tópicas, la formulación de discursos 
argumentativos que comunicarán la sentencia, etc.) (5).

Trabajé, en diferentes oportunidades, con tres tipos de auditorios (hay 
más posibles) constituidos por individuos en diversos estadios de su for-
mación en los estudios jurídicos pero convocados todos para dirigir nuestra 
atención a la justificación de las sentencias y resoluciones judiciales. Voy a 
tener en cuenta, para el desarrollo que sigue (6), un grupo “A”, integrado por 
estudiantes (o equivalentes) del primer año de la Facultad de Derecho; un 
grupo “B”, de individuos próximos a recibirse de abogaos o con muy poco 
de graduados; y un grupo “C” de profesionales de las ciencias jurídicas. 
Describiré los objetivos que me propuse (según cada grupo), transcribiré la 
historia (el caso/problema) que fue planteada, los resultados que se fueron 

 (5) Como se advertirá en lo que sigue, algunos de los aspectos del método (debido a la 
índole del ejercicio que se usó y los destinatarios del mismo) se dieron por cumplidos. No 
tenía sentido, por ejemplo, recordar a los jueces la característica de inexcusabilidad de sus 
respectivas competencias.

 (6) En términos más claros: se trató de los alumnos de primer año de “Introducción al 
Derecho”, los alumnos de los seminarios que se dictan al final de la carrera o de los concu-
rrentes a posgrados que he dictado, y los magistrados y funcionarios ante los que he tra-
bajado las exigencias del nuevo Código de dictar resoluciones razonablemente fundadas.
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produciendo, cómo fueron cambiando los enfoques y las significaciones, el 
proceso que fue desarrollándose al ensayar respuestas y sus críticas, todo 
ello siguiendo las distintas etapas del método a las que antes hice referen-
cia. En cuanto a la solución que habría que brindar, se constituye en una 
cuestión que merece una especial consideración (atendiendo a las pautas 
para esta estrategia pedagógica y al ejemplo que me servirá como guía), 
que aparece por separado y hacia el final de esta monografía.

1. Los objetivos que pueden establecerse (los que, en mi caso, tuve pri-
mordialmente en cuenta) variaron según el grupo. Para el grupo “A”, me 
propuse que tuvieran un primer y serio acercamiento a las dificultades 
que aparecen cuando se trata de toma de decisiones; que aprendieran a 
no dejarse llevar por las soluciones rápidas y gruesas; que advirtieran la 
necesidad de apartarse del simple parecer y lo reemplazaran por una efec-
tiva argumentación; que la decisión a que se arribara (aunque no resultara 
estrictamente compartida) fuera objeto de consideración y respeto en la 
medida en que se trata de un discurso racional.

Para el grupo “B”, pretendí que advirtieran (que se hicieran realmen-
te conscientes) la cantidad de recursos (técnicos o conceptuales) que los 
componentes del grupo han ido adquiriendo durante su formación; que 
los utilizaran para tomar una decisión que se aparte de los intereses perso-
nales (imparcialidad); que reconocieran la tecnificación del lenguaje que 
practican –que permite una comunicación ágil y precisa–; que fueran capa-
ces de diagnosticar con solvencia el problema central y lo resolvieran (en la 
medida que les fuera posible) con la debida fundamentación, que vieran al 
derecho no como un medio de control social sino como una herramienta 
de pacificación.

Para el grupo “C”, me planteé que renovasen sus estudios y reviviesen 
sus experiencias (también sus dudas, sus hallazgos y sus anhelos); que re-
visaran su propia actitud ante las causas que les son presentadas; que se 
hicieran plenamente conscientes de que un problema pequeño puede en-
cerrar matices dificultosos o impensados; que fueran capaces de producir 
un discurso claro, concreto, acorde a la decisión que hubieran tomado; que 
analizaran comparativamente los resultados que advienen a partir del uso 
de diversas lógicas; que tuvieran vívidamente en cuenta que la sentencia 
que dicten, y con la que se resuelve el caso, puede ser objeto de revocación 
o confirmación, de críticas o halagos, de burlas o de encomios, etc.
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2. Ahora la historia. Es un relato corto, con dos partes bien diferenciadas, 
que inventé a partir de uno de los capítulos de El hombre que calculaba (7), 
que adobé con un poco de color local y al que le agregué alguna dosis de 
misterio para hacerlo más atractivo. Lo titulé: El caso de las ocho monedas y 
transcribo su primera parte:

“Cuentan los hombres de Fe (pero Alá sabe más) que cierto día, 
ante un tribunal de cinco cadíes (el cadí es un juez musulmán) 
se presentaron dos hombres que pusieron ante ellos ocho mo-
nedas y pidieron que fuera resuelto un conflicto de intereses que 
los afectaba.

Uno de ellos tomó la palabra y dijo:

– ¡Oh, sublime Cadí que conoces la ley del Profeta y aplicas la de 
los hombres! ¡Resuelve nuestro problema! Junto a mi hermano 
habíamos llevado nuestros corderos y ovejas a pastar hasta un 
lugar muy lejano. Mientras cuidábamos los animales se acercó 
hasta nosotros un cazador evidentemente hambriento. Le in-
vitamos entonces, como corresponde por la ley del desierto, a 
compartir nuestro alimento. Así sacamos cada uno de nosotros 
todo lo que tenía: tres hogazas de pan yo y cinco hogazas mi her-
mano, todas de igual tamaño y peso. Y entre los tres las reparti-
mos exactamente por igual, y cominos cada uno todo cuanto le 
había tocado, agradeciendo al Señor Que No Duerme la ventura 
del alimento y de la compañía.

El otro hermano siguió el relato:

– Cuanto dice mi hermano es verdad, ¡oh, Faro de la Justicia! 
Pero hay más: antes de retirarse aquel hombre nos entregó estas 
ocho monedas (todas de igual valor) que ponemos ante ti, y nos 
dijo que no solo era el pago por cuanto había recibido de ali-
mento sino también un testimonio de la magnificencia de Aquel 

 (7) El hombre que calculaba (O Homem que Calculava), de Malba Tahan (1949) (seu-
dónimo del matemático brasileño Julio César de Mello e Souza) es un delicioso libro don-
de se enlazan la poesía y la matemática, y que, por designios inescrutables –como hu-
biera gustado decir a nuestro autor– también puede servir a los estudiosos del derecho. 
Puede descargarse gratuitamente del sitio https://www.ebookscatolicos.com/descargas/
descargar-pdf-el-hombre-que-calculaba-malba-tahan/
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que Todo lo Ve. Y dijo algo más: que nos la repartiéramos según 
correspondiera.

Se produjo un incómodo silencio. Como el Cadí los siguiera mi-
rando inquisitivamente, el primer hombre no tuvo más remedio 
que continuar:

– Y éste es nuestro problema, ¡Oh, sabio Cadí! ¡Peñón de la 
equidad, comendador de los litigantes! Siendo hermanos y no 
queriendo perjudicarnos el uno al otro, no hemos encontrado 
respuesta a esta pregunta: ¿cómo repartir las ocho monedas ha-
ciendo que tal reparto sea justo y equitativo, es decir, que sea 
según corresponde?”

Es recomendable que una copia del caso problema sea entregada a cada 
uno de los participantes, aunque, en reemplazo de lo anterior, esta parte de 
la historia pueda ser leída –en este caso, parsimoniosamente– por el dictan-
te. La posibilidad de dar una copia permite que los diálogos sean releídos 
una y otra vez (esto aparece en los grupos “B” y “C”, cuyos integrantes es-
peran encontrar en las palabras o términos usados algún entresijo, o sos-
pechando en la sintaxis una celada de abogados). Inmediatamente viene 
la recomendación, puntualizada especialmente al grupo de los estudiantes 
novatos, de que la solución que se proponga no puede apartarse de los tér-
minos del problema, que debe tener algún fundamento racional (o, al me-
nos, un esbozo del mismo) y que no es posible desviar la responsabilidad 
de la decisión.

A pesar de estas recomendaciones, en este grupo “A”, inmediatamente 
aparecen las respuestas que buscaron el camino más corto: que con las mo-
nedas se compren ocho panes y que cada uno de los hermanos tome los que 
en origen tenía. Ante ello, quien conduce la clase tiene a mano dos réplicas 
contundentes: la primera, es que esa respuesta que omite la consideración 
de que las monedas no alcancen para adquirir los panes, lo que arroja una 
solución nula. La segunda réplica es más elaborada y puede tomar la forma 
de una pregunta retórica: si la respuesta fuera tan simple, ¿por qué estos 
hermanos concurrieron ante el tribunal para resolver su diferencia?

3. Veamos el desarrollo. La respuesta que se presenta como inmediata-
mente evidente para cualquiera de los grupos, plantea que siendo ocho los 
panes consumidos y ocho las monedas, puede considerarse que cada uno 
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de los panes representa una de las monedas, y que la distribución será ‘jus-
to y equitativo, es decir, según corresponda’ si el hermano que puso tres pa-
nes se lleva tres monedas y el otro, por los cinco panes, las cinco monedas 
restantes. Hay en esta solución algo de intuitivo que no debe ser desconsi-
derado, pero también hay algo que genera cierto desconcierto y que puede 
renovar la misma pregunta anterior: ¿cómo es que esto no fue pensado por 
los hermanos? ¿O es que lo pensaron y no estuvieron satisfechos?

A esta altura (donde estamos resignificando los hechos y asignando sen-
tido a las conductas de los interesados, tanto de los hermanos y el caza-
dor como de los mismos jueces), empieza a aparecer en los grupos algún 
fastidio, porque una cuestión que parecía baladí empieza a mostrar aristas 
difíciles de limar y aspectos que se hallaban eficazmente ocultos. (Cierto 
integrante del grupo “C” arriesgó que se trata de una cuestión insustancial o 
carente de trascendencia, en alusión a la posibilidad que otorga el certiorari 
provincial, lo que implicó su negativa de dar fundamento a la decisión que 
iba a tomar –pero que no anticipó–).

En esta situación, para evitar que cunda el desinterés, la renuncia a se-
guir interviniendo o la negativa a profundizar en la cuestión, es posible (de 
hecho, lo hice con los tres grupos en cuanto se presentó la ocasión), in-
gresar una nueva idea que actúe como incentivo: mostrar el universo de 
respuestas posibles.

Las respuestas posibles son muy pocas; cuatro, para ser precisos, sin en-
trar a juzgar su pertinencia o su capacidad de provocar convencimiento. A 
saber: que las monedas se distribuyan dándole siete a un hermano y una 
al otro; dándole seis a uno y dos al otro; dándole cinco a uno y tres al otro; 
o repartiéndolas de modo que cada uno quede con cuatro monedas. Acá 
algunos plantearon la posibilidad de que un hermano se llevase las ocho 
monedas, que debe ser lógicamente considerada. Sin embargo, tal contin-
gencia se derrota señalando que las monedas deben ser repartidas, y para 
respetar la encomienda del agradecido cazador, cada uno de los hermanos 
debe llevar al menos una parte (8).

 (8) Para la lógica estricta hay más posibilidades, a partir de la distinción de los hermanos 
(el que puso más y el que puso menos), pudiendo plantearse si el que puso menos puede 
llevarse seis monedas quedando dos para el otro. Tal detalle no agrega nada: siempre son 
las mismas las soluciones, pero presentadas como imágenes especulares.
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Esta nueva información, en realidad, poco aporta a la solución, pero el 
ver que las opciones de dar con la respuesta correcta son tan escasas, en 
ocasiones ha acicateado el interés del grupo, aunque otras veces ha provo-
cado respuestas por aproximación, al tanteo o sin un fundamento serio (‘ya 
que siete y uno no puede ser, y seis y dos tampoco, deben ser cinco y tres o, a 
lo sumo, cuatro y cuatro’).

Otro estímulo que se puede agregar es subrayar una circunstancia que 
pudo no haber sido percibida por el auditorio, y que es presentada como si 
se tratase de una ayuda: señalar que, desde que hay cinco jueces encarga-
dos de resolver, y siendo que el universo de respuestas posibles se reduce 
a cuatro, entonces es necesariamente verdadero que al menos dos jueces 
han de coincidir en la solución que vayan a proponer.

Estas presuntas ayudas funcionan más como motivadores que como pis-
tas de la respuesta. Por eso son más detenidamente analizadas por el grupo 
“A”, con menos énfasis por el grupo “B”, y apenas atendidas por el grupo “C”.

Comienza así, de manera espontánea, un replanteo de los términos del 
problema, que van desde interpretaciones simples (‘hay que pensar al ca-
zador como si fuera un testador’, aseveró alguien del grupo “B”; ‘o como un 
donante’, amplió otro; ‘pero, ¿sería un donante con cargo?´, quiso saber el 
de más allá), para ir derivando –más lentamente entre los más jóvenes, más 
directamente entre los más avezados– hacia el abordaje del núcleo crítico 
del conflicto (¿qué quiere decir ‘justo y equitativo, es decir, según correspon-
da’?) y respecto de la forma de avalar la sentencia con auténticas razones y 
no mediante proposiciones sueltas que sean solo la expresión de la propia 
voluntad.

El encargado de conducir la discusión tiene aquí un problema que pue-
de derivar en un alud vertiginoso de ideas que pasan desde los conceptos a 
las nociones, desde los pareceres atendibles a las meras opiniones, y desde 
el os clichés vulgares a lo más bajo en la escala de las afirmaciones sin sus-
tento. ¿“Justo”, “equitativo” y ‘según corresponda’, deben entenderse como 
sinónimos?¿O es que se trata de cosas diversas, disociadas, inarmónicas, 
apenas relacionadas entre sí más por un acto de voluntad que por el re-
conocimiento de propiedades comunes? ¿Que algo sea “justo y equitativo, 
es decir, según corresponda” equivale a que sea ‘como está establecido en 
el código’, o según ‘lo que cierto libro sagrado dispone’, o como ‘lo que debe 
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ser, según la venerable ley del desierto’, etc. En suma, aparecen una serie de 
preguntas y cuestiones a las que no se ha dado aún una respuesta satisfac-
toria y que, más allá de las dificultades que presenta la verificación de sus 
respectivos contenidos, no resuelven el problema, sino que conforman un 
marco ideológico que podrá servir después, a lo sumo, para avalar el deci-
sorio al que se haya arribado (si es que se llega a alguno).

4. Para reencausar el debate (una vez se haya permitido expresar las 
ideas más gravitantes, porque si no éstas volverán una y otra vez, deslucien-
do la discusión) puede volverse sobre las ideas del universo de soluciones 
posibles y sobre lo que los jueces dirían al respecto. Ya sea por ese camino, 
o siguiendo otro que las circunstancias hagan aconsejable, es hora de avan-
zar con la segunda parte de la historia, que debe ser leída.

En este tramo se presenta a cada uno de los jueces que conforman el 
tribunal (sus nombres aluden a la posición que defienden) (9) y se resumen 
las mociones de cada uno y las razones en que apoyan cada decisión. Se 
invita, en cada caso, a reflexionar sobre la conveniencia de la propuesta, de 
cómo se la ha presentado, de los aspectos criticables que pueda adolecer, 
etc. El respeto puntual de estos pasos mejora los resultados generales que 
se esperan del método y garantiza de mejor manera el logro de los objetivos 
tenidos en mira al plantear el caso (fundamentación de la toma de decisio-
nes, articulación de un discurso bien formado, cálculo de las consecuen-
cias posibles, etc.).

El primer juez es llamado Inocencius y así se dirige a sus colegas:

Creo que la cuestión es simple y, si ustedes me lo permiten, pue-
do anticipar la respuesta evidente y que será grata a nuestro Pro-
feta (¡siempre sea alabado!). Ocho son los panes, ocho son las 

 (9) En algún caso, para estimular a un grupo especialmente retraído, he hecho una des-
cripción física de cada uno de los jueces, asignando a cada uno edades y características 
acordes a su discurso. Así uno es joven e idealista, otro es maduro y reconcentrado, otro 
temperamental, otro casi anciano... También he ensayado –con los del grupo “A”, sobre 
todo– ‘darles cara’ de personajes conocidos (de la política, los deportes o el espectáculo), 
porque tal ejercicio entrega a los ficticios jueces una carnadura que la aleja de los modelos 
teóricos y hace más fácil comprender cuanto sostienen. Es más, parte del ejercicio final es 
confirmar o modificar la asignación de estos rostros teniendo en cuenta la solución a la 
que se llegó.
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monedas. Uno de los hermanos puso tres panes: que se lleve tres 
monedas. El otro puso cinco panes; pues que se lleve las restan-
tes cinco monedas (...).

Este primer juez remite a la respuesta evidente, que es también la más 
elemental, la más sencilla, ingenua o inocente; es la que inicialmente fue 
considerada por cualquiera de los grupos. Se reduce a asociar cantidades 
de panes con cantidades de monedas, que es algo así como querer hacer 
análogos conjuntos de cosas que no tienen nada que ver entre sí (lo que, 
cuando menos, avanza contra el sentido común). Aun cuando pudiéramos 
salvar esta impugnación nos queda la otra, también proveniente del senti-
do común, que ya se anticipara: ¿cómo es que estos pastores no resolvieron 
así su conflicto?

El siguiente juez (al que llamaremos Iustorum –que quiere decir ‘con-
forme a la norma’–) formula un discurso que, por su contenido, debe ser 
cuidadosamente expresado por el docente. Se trata de una exposición que 
puede parecer complicada porque no solo encierra una crítica a la anterior 
posición, sino que también contiene una propuesta que, si no es bien pre-
sentada, resulta difícil de digerir. Dice Iustorum:

Mi compañero Inocencius tiene razón en una parte de sus afir-
maciones: ésa es la respuesta evidente. Sin embargo, no es la 
respuesta correcta. Estos hombres nos han dicho, y hemos de 
tenerlo como verdadero, que compartieron con el cazador los 
ocho panes por partes iguales. Pero ¿cómo hicieron para repar-
tir ocho piezas de pan entre tres comensales? Imagino que de 
la manera más prudente: tomaron cada pan de los ochos que 
tenían y lo partieron en tres pedazos iguales. De esa manera ob-
tuvieron veinticuatro porciones; cada uno pudo entonces tomar 
ocho de esas porciones para sí. Ahora bien: el hermano que puso 
los cinco panes, o –lo que es lo mismo– quince porciones, tomó 
solo ocho para alimentarse, sobrándole siete, que fueron para el 
viajero. En tanto, el hermano que puso tres panes contribuyó –en 
los hechos– con nueve porciones; tomólas ocho suyas y dio la 
restante al visitante. Esto nos muestra que el hermano que puso 
cinco panes debe llevarse tantas monedas como porciones dio 
al visitante: siete; la moneda que sobra debe ser para el hermano 
que solo aportó solo tres panes y, por tanto, entregó al cazador 
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una única porción. Solo Alá (El Que No Duerme) puede superar 
en claridad y perfección a la ciencia de los números.

Esta solución es la que requiere de repeticiones, explicaciones, aclara-
ciones, etc. Ésta es la que provoca mayores controversias a pesar de que, 
paradójicamente, es la aritméticamente más clara y correcta, y –desde el 
punto de vista de la lógica formal– la que constituye una consumada de-
ducción. La respuesta del juez Iustorum encierra un razonamiento cabal y 
perfecto, capaz de resistir victoriosamente cualquier análisis lógico/mate-
mático; pero también resulta ser la más contraintuitiva, la que genera ma-
yor resistencia, la que implica un sometimiento extremo al imperio de los 
algoritmos y ecuaciones asociados a la más fría racionalidad. Ante esto, el 
auditorio (cualquiera de los tres tipos que tengo en cuenta) queda perplejo: 
es una solución que no se esperaba (o la que menos se esperaba), y que es 
el fruto de una lógica que tiene tanto de impecable como de implacable. 
Las reacciones que se producen (lo he visto muchas veces) son disímiles: 
hay quienes se rinden subyugados ante el juego aritmético que resuelve el 
conflicto, pero los hay que se alzan contra él, intentando –vanamente– de-
mostrar algún error en el cálculo o resistir de alguna forma la intolerable 
falta de algún factor humano que suavice el resultado al que se llega.

En tal contexto, las palabras del tercer juez vienen a ser un bálsamo. 
A éste lo he llamado Ecuanimus y es el que replica a quien lo precedía, 
argumentando:

¡Deja ya esos cálculos que, so pretexto de aclarar la razón, per-
vierten la justicia! ¡Interroga a tu corazón y mira a esos hombres! 
¿No ves acaso que –de actuarse como pretendes– generarás una 
nueva disputa entre ellos? No puedes, so pretexto de ecuaciones 
y raciocinios, hacer que este tribunal gobierne sus decisiones 
por un vulgar juego aritmético: darle tanto a uno y tan poco a 
otro será el origen de rencores y resentimientos futuros. ¿Es que 
no ves que son hermanos? ¿No nos han dicho que eran las ovejas 
y las cabras de ambos las que habían llevado a pastar? ¿No es 
que entre ambos cuidaban de los animales como si todos fueran 
de los dos? ¿No tienen para ambos lo que es de ambos, sin dis-
tingos? ¿Acaso no habrán compartido desde siempre esperan-
zas y frustraciones, economías y afanes, alimento y oración? No 
hay mengua de justicia si, a quienes tanto han compartido, les 
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toca por igual este beneficio. ¡Sea que cada hermano lleve cuatro 
monedas!

El discurso de Ecuanimus cae en algunas notorias falacias; sin embargo, 
es fácil observar que rápidamente obtiene consenso en los auditorios (en 
cualquiera de ellos). Es un reparto que quiere ser igualitario, pero donde, en 
realidad, solo se usa una aritmética con una ideología subyacente diversa: 
la igualdad no se da porque sean objetos con un mismo valor sino por la 
relación de los sujetos en quienes han de recaer los objetos. La racionalidad 
es aquí desplazada hacia la emotividad, y la distribución dispuesta, aunque 
pueda satisfacer lo íntimo de cada quien, aparece huérfana de auténticas 
razones. Los grupos tuvieron, cada cual a su modo, reacciones diversas; en 
los más jóvenes, esta idea de igualar a como diera lugar para satisfacer una 
conciencia material de la justicia dejó por completo de lado algo que los ma-
yores advirtieron al pensar las cosas con más detenimiento: la propuesta de 
este juez, en el fondo, resulta un reparto inequitativo de las monedas y su 
voto resulta una injusticia con la que se quiere evitar lo que puede ser otra.

En una recordable reunión (se trataba de un grupo de los que he desig-
nado como “B”), uno de los presentes agregó un argumento más a favor de 
la idea de Ecuanimus: ambos hermanos deben recibir la misma cantidad de 
monedas porque ambos todo dieron cuanto tenían. Esto generó un intenso 
intercambio de opiniones donde aparecieron desde citas evangélicas hasta 
una revisión de la postura del juez Iustorum de la cual se desprendería que, 
aunque los dos hermanos dieron todo cuanto tenían, tal cosa no quiere de-
cir que uno de los dos no haya dado más.

El cuarto juez es que el intenta sincretizar todas las posturas. Lo bauticé 
Prudentius y dice:

No puedo dejar de reconocer, a la luz de la razón y tal como lo 
plantea el Juez Iustorum, lo desairada que queda la primera pro-
puesta que nos presentara nuestro joven colega Inocencius (la 
de entregar 3 y 5 monedas). Por otra parte, tampoco puedo aca-
llar la sensación de inequidad que me provoca el advertir que 
uno de los hermanos recibirá tanto (siete monedas) y el otro tan 
poco (solo una). Pero esta sensación no se acalla con la solución 
que propone el Juez Ecuanimus de distribuir por partes iguales 
las monedas, porque también debe tenerse en cuenta que uno 
de los hermanos sacrificó más bienes que el otro, y ese sacrificio 
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debe tener alguna forma de reconocimiento. Tal reconocimien-
to quedaría omitido dando a cada uno cuatro monedas. Así, 
pues, no me convence ninguna de las soluciones que he escu-
chado, pues todas hacen que en mi corazón quede una reserva 
de duda... A la vez, me veo obligado a proponer una solución a 
este conflicto. Pues bien, sea así: aunque el reparto no resulte 
tan perfecto como quiere Iustorum ni tan igualitario como pre-
tende Ecuanimus, que sea al menos lo más razonable posible 
reconociéndose los respectivos méritos y sacrificios: se llevará el 
hermano que más panes puso, seis monedas, y aquél que puso 
menos, las dos monedas restantes.

La eclética decisión que trae Prudentius (o su intento de conciliar las po-
siciones antagónicas) cierra el universo de soluciones posibles. Como mu-
chos de los intervinientes lo advirtieron, las razones que presenta apenas 
superan a las del juez Ecuanimus, y puede entenderse más como un tibio 
recurso de respetar la prohibición de non liquet que un intento serio de 
fundamentar la decisión.

5. Como vemos, en el ejercicio (en el caso/problema), cada uno de los 
jueces optó –en orden a sus particulares razones– por una de las cuatro po-
sibilidades. Y, con sus más y sus menos, todas ellas parecieron, al momento 
de ser escuchadas, razonables y dignas de transformarse en la decisión fi-
nal. Sin embargo, en este tribunal de cinco miembros no hay, hasta ahora, 
una respuesta que se repita y, con ello, prevalezca sobre las demás. El próxi-
mo juez (esto debe ser repetido ante los participantes, para aumentar la 
“carga de responsabilidad” en el juego) no puede sino repetir alguno de los 
repartos posibles y, sin importar el fundamento que dé, esa será la solución 
del conflicto planteado por los hermanos. En otras palabras, el próximo 
juez no dará una solución nueva, pero sí dará la solución definitiva.

En esta instancia, en los auditorios que he tenido (cualquiera de ellos), 
se advierte una expectativa generalizada, y hay más interés en conocer el 
nombre del último juez y su decisión, que en anticipar cuál sería la solución 
que vaya a proponer, o imaginar los argumentos que habría de esgrimir.

El docente deberá, llegado ese momento, extender el suspenso con la 
excusa (que es, en términos bien intencionados, uno de los sentidos pro-
fundos del método) de revisar el proceso que se ha seguido, resumiendo 
el caso, las soluciones posibles, el núcleo crítico del problema (repartir de 
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manera justa y equitativa, es decir, según corresponda), las ideas propicia-
das por los jueces y las objeciones que opusieran los otros jueces, etc. Tam-
bién anticipará algunas conclusiones; por ejemplo, señalará las distintas 
soluciones a las que se arriba de acuerdo al tipo de lógica que se use, o mos-
trará la capacidad de suscitar simpatía y acompañamiento de los alegatos 
emotivos, etc. En mi caso, en alguna ocasión aproveché este momento para 
recordar los beneficios de un discurso argumentativo bien formado, con 
clara indicación de su sentido final, con apropiada atribución de funciones 
a las proposiciones que lo conformen, con un sentido estético y retórico 
que fuera tan atrayente como persuasivo, etc. Inmediatamente aclaré que 
todo eso tenía un sentido propio (cumplir con el objetivo de profundizar el 
tema de la fundamentación de la sentencia), pero que también tenía otro, 
acorde con el debate y al ejercicio: las siguientes intervenciones de cual-
quiera de los participantes tendrían que respetar tal preceptiva. Y esto por-
que los asistentes (el auditorio, los estudiantes, los concurrentes o como 
sea del caso llamarlos) son, ellos mismos, el quinto y último juez. Es decir, 
son quienes deben decidir de definitiva.

V. Recapitulando (balance final)

Hasta aquí un resumen de la experiencia que he tenido (con distintos 
grupos) con el método de problemas, presentando el caso de las ocho mo-
nedas. He intentado, en todo lo que me ha sido posible, ya sea frente a los 
auditorios a que me referí, ya sea a lo largo de estas líneas, respetar la me-
todología que se recomienda para que este tipo de práctica pedagógica dé 
sus mejores frutos, y luego trascribir tales experiencias. Sucintamente: a) 
presenté una historia, dividida en partes, evidentemente ficticia, que encie-
rra un conflicto cuyas dimensiones se van profundizando a medida que se 
conocen las opiniones de los jueces que se hallan ante la necesidad de re-
solverlo; b) fijé los objetivos tenidos en mira (reitero, dependiendo del grupo 
con el que trabajara) distinguiendo entre generales o mediatos, por un lado, 
siendo estos dirigidos a que el participante en el ejercicio desarrolle o mejo-
re habilidades inherentes a la disciplina, y específicos o particulares por otra 
parte, los que –en el caso– tuvieron que ver con la motivación o justificación 
de las decisiones judiciales; c) acompañé las sucesivas fases implicadas en 
la toma de conciencia de los alcances del problema, sugerí los diferentes 
puntos de vista desde los que se lo puede analizar y administré los desarro-
llos referidos por los participantes teniendo en cuenta no el fallo final (que 
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es anecdótico) sino los procesos mentales que los generaron; d) con apoya-
tura en todo eso alcancé una síntesis donde distinguí los procesos que usan 
la pura racionalidad de aquellos otros donde se advierte la amplia y dúctil 
razonabilidad, insinué hitos para deslindar los campos de la subsunción de 
aquello que corresponde a la ponderación, y diferencié la pura y dura lógica 
formal, de la otra lógica, que es la lógica informal, la del discurso natural, la 
propia de aquellos individuos que no son –como en las construcciones teó-
ricas más sofisticadas– seres pura y exclusivamente racionales.

Resalto otro aspecto: a diferencia del método de casos (u optimizándo-
lo), aquí no hay una solución única, prevista, preestablecida o reconocible. 
Las respuestas posibles son varias, cada una con un grado de atendibilidad 
que depende de su soporte argumental. Además, ninguna de tales respues-
tas se ve amparada o está prevista por la dogmática o la ortodoxia. En otras 
palabras: aquí no se ofrecen soluciones que no sean controversiales, que 
no puedan ser objeto de razonables discrepancias, o que –en caso que se 
las acepte– tal aceptación no pueda venir amonestada por reservas o limi-
taciones. Y ello trae una deseable consecuencia: al haber varias soluciones 
distintas para el conflicto que se plantee, y ante la necesidad de evaluar los 
fundamentos en los que cada una se asiente, ocurre que, cuando el mis-
mo caso se plantea ante diferentes auditorios, los argumentos conocidos 
se ven, algunas veces, reforzados y otras resultan corregidos o impugnados 
desde un lugar distinto, y ello modifica la visión general que teníamos del 
problema (o la que había aparecido o se había tenido como correcta en otro 
grupo). Tal nueva forma de encararlo produce una renovada y amplia gama 
de razones, pareceres y opiniones que difícilmente pueda verse repetida o 
dar el mismo sustento a la resolución final.

Planteado así, el método de problemas, en tanto estrategia pedagógica, 
pareciera que no merece ningún tipo de crítica. Sin embargo, no es así. Un 
reproche que se le puede formular, sumamente fácil de advertir, tiene que 
ver con el tiempo que demora. En el caso de las ocho monedas, el desarrollo 
completo demanda, ante un auditorio medianamente participativo, un par 
de horas. Y eso significa mucho en términos de ‘tiempo docente’, cuando se 
considera que el tema al que remití en el ejemplo (el de la fundamentación 
de las sentencias) es comparativamente pequeño ante otros que, tradicio-
nalmente, son considerados más importantes o dificultosos.

Más allá de que tal objeción pueda ser acertada (es verdad; el método 
exige cierto detenimiento para permitir el proceso de elaboración de las 
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ideas propuestas, el debate, la revisión de las conclusiones, etc.), no es la 
que más me preocupa. Puede el docente tomar la temática que considere 
central (la quiebra de una empresa, la nulidad de un matrimonio, un trata-
do internacional denunciado, la Ley de Riesgos del Trabajo y su constitucio-
nalidad, etc.) y dedicarle la carga horaria que estime indispensable, con lo 
cual la impugnación referida a la ‘jerarquía’ del tema puede ser rechazada. 
Al lado de las tardanzas que puedan aparecer, los beneficios del método, 
mensurados en términos de profundidad del conocimiento adquirido, de 
dominio de la normativa involucrada, de formación jurídica integral, etc., 
minimizan cualquiera de estas tachas.

Como más atendibles quieren presentarse las observaciones referidas 
a la construcción del caso. Se nos dice que no hay que olvidar la precisión 
con que deben focalizarse los hechos para que se ajusten a la temática en 
estudio, la importancia de que tales hechos aparezcan –o puedan remitir– a 
la concreta realidad cotidiana del estudiante, la necesidad de que preci-
puos intereses o concretos valores –reconocidos o reconocibles– queden 
afectados, la exigencia de que aparezcan varias alternativas para la reso-
lución del conflicto que se presenta, la anticipación del docente en la pre-
visión de una respuesta anodina, impertinente o agresiva, etc. Todo ello es 
presentado como aspectos negativos del método, lo que no me parece una 
crítica idónea. En realidad, a lo que se está refiriendo quien así impugna es 
a lo dificultoso de la creación, por parte del docente, del caso problemá-
tico, y a la exigencia de que se adapte a las dificultades que provienen de 
su aplicación, pero no a los beneficiosos resultados que, en términos de 
aprendizaje, se obtienen.
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Más que remordimiento por lo que he escrito  
es una queja por lo que nunca podré leer.

Antonio Tabucchi (1998: 8)

Wie gesagt: denk nicht, sondern schau!

Ludwig Wittgenstein (1953: §66).

I. Introducción

Inicio con la frase del cuentista italiano, pues yo creo que esto que digo 
estaría mejor en la voz de mis maestros que en la propia. He sido docente 
por una suerte de acasos, que no viene a cuento comentar. Lo importante 
de este relato son las dudas que me plateaba cuando me enfrentaba confia-
do ante un auditorio en que podía enseñarles algo. ¿Era realmente posible 

(*) Abogado y magíster en Derecho, Universidad de Antioquia, Medellín, Colombia. 
Doctorando y becario, Universidad Federal de Bahía, Brasil y Universidad de Girona, Es-
paña. Miembro del Grupo de Filosofía del Derecho, Universidad de Girona. Miembro del 
Grupo Investigações Filosóficas: Mente, Realidade e Conhecimento, Universidad Federal 
de Bahía. Coordinador del Semillero de Filosofía del Derecho, Universidad de Antioquia.
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eso? ¿Acaso no los estaba engañando con unas ideas presentadas de una 
forma?

Para responder esas preguntas, es necesario que partamos de una defi-
nición de “conocimiento”, más o menos compartida por una tradición de la 
epistemología (1): “el conocimiento es un creencia que se reputa verdadera 
a partir de la evidencia que se tiene sobre algo”. Dicha definición ha sido 
discutida por una tradición de epistemólogos, incluso fue puesta en jaque 
a partir del problema presentado por Edmund Gettier (1963). Mi interés no 
es entrar en el debate, sino exponer algunos problemas que son obviados o 
pasan desapercibos en la enseñanza del derecho.

Nótese que en la definición se habla de “creencias”. Un agente tiene una 
creencia en algo cuando le da un sentido determinado a partir de las evi-
dencias que tiene. Supongamos que ese agente ve caer agua del cielo. A 
partir de su entrenamiento o adiestramiento, sabe que está lloviendo. La 
mayoría confunde esto con las sensaciones, algo así: “porque lo ve”; en rea-
lidad, el agente solo “ve” cuando percibe y esto solo se da cuando si se tiene 
el lenguaje. Antes, hay una serie de sensaciones que entran en contacto a 
través de los sentidos que son procesadas por el lenguaje. El mundo, aque-
llo que está fuera del agente, solo es aprehensible cuando pasa por el ta-
miz de la realidad que es producto del lenguaje (Rorty, 1979; 1989; Amaya 
Osorio, 2017 y Bedoya, 2017). Hay cosas que no están en el mundo, pero 
hacen parte de nuestra realidad, como los sistemas jurídicos, los valores, la 
religión, los números. Le damos sentidos a eso a través de una intrincada 
red de ideas.

Nuestro conocimiento se compone de una red de ideas que a su vez entra 
en contacto con la de otros agentes y se ajusta a partir de las fronteras de 
sentidos que compartamos. Estas fronteras pueden ser amplias o estrechas, 
pues también depende de la complejidad y rigidez con la que una red de 
ideas esté formada.

Voy a poner un par de ejemplos que espero ayuden a comprender me-
jor el concepto de “red de ideas”. Nuestra vida está organizada a partir de 

 (1) De los múltiples textos que se pueden encontrar sobre el asunto, yo consulté los si-
guiente: (Ferreira, El-Hani & Silva Filho, 2016; Sosa, 2004; Kornblith, 2004; Pritchard, 2010).
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una idea muy complicada si nos preguntamos por el concepto, pero que 
nos es perfectamente útil: el tiempo. San Agustín presentó el problema de 
una forma maravillosa: “¿Qué es, pues, el tiempo? Si nadie me lo pregunta 
lo sé, pero si trato de explicárselo a quien me lo pregunta no lo sé” (1997: 
17). Ludwig Wittgenstein (1953) no es ajeno a esta problemática y le da otra 
vuelta de tuerca, preguntándose si el conocimiento es un aspecto psico-
lógico, de la “mente” o del lenguaje. Ahora bien, obviando estas cuestio-
nes problemáticas, un agente cualquiera tiene una idea del “tiempo” y es 
completamente útil en el conocimiento ordinario. Sabe, por ejemplo, que 
existe el día y noche, su vida la organiza con esta idea. Dicha idea no es solo 
compartida por un agente, sino por varios, por eso hay pocos problemas en 
el lenguaje ordinario cuando se ensamblan una o varias redes de ideas con 
otras.

Concentrémonos ahora en una idea más elaborada, porque está en un 
nivel de lenguaje diferente: el técnico. Tomemos una que hoy en día se dis-
cuta con alguna asiduidad: “el precedente”. Durante todo el texto haré uso 
de este ejemplo, con el fin de demostrar los escollos que no se vislumbran 
a la hora de la enseñanza del derecho. Vamos a pasar de la laxitud de una 
idea amplia, pero útil (como el “tiempo”) a una construcción más elabora-
da: el pequeño mundo.

II. Cuando una red de ideas se torna en pequeño mundo

Hace algunos años, cuando estaba escribiendo el trabajo de maestría 
sobre el “derecho al agua”, me topé con un problema que hasta ese mo-
mento había visto menor, un pequeño escollo que no implicaría mucho en 
mi trabajo, no más que unas líneas aclaratorias. El “derecho de acceso al 
agua potable” en Colombia no estaba regulado en ninguna disposición; sin 
embargo, desde el primer lustro de este siglo comenzaba hablarse de un 
“derecho jurisprudencial”, que había un “precedente”, y otros tantos giros. 
Defensor de lo que yo creía que era el “derecho al agua”, solo necesitaba 
darle un sustento a mi tesis con un concepto sobre la “jurisprudencia” y 
más específicamente sobre el “precedente”. Tenía una idea amplia sobre el 
“precedente” que se encuadraba perfectamente con las pretensiones expli-
cativas de otro problema jurídico (¿es el derecho de acceso al potable un 
derecho subjetivo?).
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Con algún grado de facilidad me encontré con un libro que era consi-
derado por muchos el “manual” para entender este asunto: El derecho de 
los jueces de Diego E. López Medina. Ese texto se considera una especie de 
obra “necesaria” para los académicos y operadores del derecho y goza de 
fama y prestigio entre los operadores jurídicos y, en general, entre los aca-
démicos locales.

Conforme fui leyendo el libro, me encontré con que varios asuntos que el 
autor refería ya no casaban en mi red de ideas, pues no se ensamblaban de 
una forma simple y útil. Dejé plasmadas esas incongruencias en el trabajo 
final de maestría (2015) y luego mejor presentadas en un artículo derivado 
de ese trabajo (2016a). En ese trabajo presenté un concepto de “preceden-
te” y controvertí algunas ideas que son defendidas por varios autores sobre 
la distinción ratio-obiter, en los que claramente asumía una red de ideas 
divergente al estándar.

El ejercicio que había hecho se convirtió en teórico y me percaté que 
mi red de ideas tenía una composición diferente, más elaborada y con una 
rigidez que antes no había notado. Esto se debe, pues, a que una teoría –
cualquiera sea– es una conexión entre ideas en una red que forma un pe-
queño mundo (Watts y Strogatz, 1993; Watts, 1999 y 2003) dentro del cual 
pueden darse ciertas explicaciones de algo (2). Ahora, si esto fuera así de 
simple, diríamos que es algo común que cualquier ser humano hace por 
el solo hecho de pensar. De acuerdo con Donald Davidson (1984), nuestro 
pensamiento se organiza en lo que él llamó: “teorías momentáneas”, que 
es una explicación acerca de la forma cómo un agente piensa (el lector se 
habrá dado cuenta de que Davidson a su vez tiene una teoría del “conoci-
miento”). La manera más simple de demostrar esta teoría es con un “expe-
rimento mental”. Vamos a comenzar ahora mismo:

Imagínese que usted es un juez y está decidiendo el caso de una niña, 
Olympia, que muy oronda pasea todas las mañanas por el parque en su 
triciclo. Existe una norma que prohíbe la circulación de los vehículos en el 
parque. ¿Ya lo hizo? Fin del juego.

 (2) En términos generales, bajo la misma estructura se encuentran también Amaya Oso-
rio (2017) y Bedoya (2009 y 2017).
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Para poder entender el planteamiento anterior, usted comenzó a ela-
borar una teoría momentánea que le permitiera entender lo que allí se 
plantea. Lo que no dice Davidson, o al menos no explícitamente, es a qué 
se debe este proceso (3). Yo digo que es debido a entrenamiento o a adies-
tramiento, en una propuesta de corte wittgensteiniano (1953) y piagetiano 
(2008).

Desmenucemos el proceso. Seguramente, el lector habrá recordado que 
el problema de Olympia ya lo había oído (acaso con otro nombre o más 
simple: “el problema del vehículo en el parque”), pero no solo recuerda el 
ejemplo, también comenzó a activar ciertas conexiones de su red de ideas 
que le permitiera entender todo el enunciado (Figura 1) (4).

Hay varios niveles de análisis, mas en este caso solo nos centramos en 
el nivel semántico/pragmático: el sentido de la oración. Yo no tendría que 
explicitarle el significado de: “norma”, “juez”, “vehículo”, “prohibir” y otros 
tantos términos que fueron usados igual o en una derivación en el ejemplo; 
sin embargo, el lector le dio sentido y acaso un sentido refinado (técnico 
o teórico) (5). Huelga mencionar a Hart (1961), incluso a Guastini (1996 y 
2014), y aun así, puede que haya focalizado su atención en un problema 
de “interpretación” o de “subsunción normativa”. Pues bien, grosso modo 
esta es la idea de Davidson sobre las “teorías momentáneas”, que luego es 
tomada por Rorty (1989).

 (3) Douglas R. Hofstadter (1999: 265 y ss.) señala que hay “niveles de descripción” en los 
que podríamos incluso encontrar con la asombrosa complejidad que para interpretar esa 
oración tendríamos que describir todo el proceso de construcción de palabras a partir de 
los signos que llamamos letras.

 (4) La gráfica propuesta es meramente ilustrativa, por supuesto la red de ideas es más 
compleja y para ese ejemplo sería harto difícil de graficar, pues habría que poner no solo 
esos términos –que son caprichosos–, sino otros que exigirían una descripción mayor. No 
obstante, sigue el modelo de Watts & Strogatz y familiariza al lector con el concepto de red 
propuesto en este trabajo.

 (5) Y lo hace a partir de la práctica, no de un supuesto conocimiento de los significados 
“verdaderos” o posibles de las palabras. Agradezco a Hubed Bedoya por esta aclaración.
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Figura Nº 1. Red de Olympia

El sentido que le doy al término teoría se asemeja al enunciado atrás, 
pero con algunas rigideces que en el concepto “teorías momentáneas” da-
vidsoniano no están, porque parto de que hay unas conexiones que son rí-
gidas y deliberadas entre “conceptos” que permiten formar un “marco con-
ceptual”. La teoría parte de una pregunta que se hace el teórico y que cree 
poder responder dentro del “marco conceptual”. Los elementos de la teoría 
son: (i) la descripción; (ii) la explicación; (iii) la predicción. A ese “marco 
conceptual” le llamamos “pequeño mundo”. Pero una teoría no parte del 
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punto cero, se afinca necesariamente en el uso del lenguaje ordinario, den-
tro de una estructura y bajo los límites del “juego de lenguaje”.

Un “juego de lenguaje” es un marco (framework) del uso del lenguaje en 
una comunidad en el que uno o varios sentidos son aceptados y otros no. 
Debo advertir que el concepto enunciado nos implica un salto de nivel: ya 
no estamos preguntando por el agente, sino por la comunidad, es decir, por 
la intersubjetividad (Putnam, 2000), el conjunto de redes de ideas que se 
ajustan de una forma determinada por la interacción de los agentes.

III. La comunidad no es la sumatoria de los agentes

Antes de seguir avanzando, es importante hacer una aclaración que no 
es fútil. En las primeras líneas de este trabajo me ocupé del problema del 
conocimiento desde el punto de vista del agente. Ahora, en el párrafo an-
terior, he mencionado dos términos: “intersubjetividad” y “comunidad”. 
Cuando hablamos sobre esto, no estamos refiriendo al punto de vista de 
un agente, saltamos a otro nivel. Hay dos metáforas que sirven para ver el 
problema de forma más simple: i) el “cerebro” no es la sumatoria de las 
neuronas; o, ii) una “colonia de hormigas” no es el conjunto de todas las 
hormigas de una zona específica.

Douglas Hofstadter (1979) (6) presenta un diálogo de estilo carrolliano 
en el que un oso hormiguero explica por qué él es amigo de la colonia de 
hormigas, a pesar de ser temido por la hormigas. Desde la perspectiva de la 
colonia, la función que hace el oso hormiguero es de extirpar ciertas partes 
que no parecen funcionar, fortaleciendo todo el funcionamiento. Aquí nos 
encontramos en el mismo problema, lo que puede ser una virtud en el nivel 
del agente, puede ser un vicio en el nivel de la comunidad o viceversa. Hay 
en todo esto una vena luhmanniana (1984) fuerte. La comunidad no está 
compuesta de agentes, sino de las comunicaciones que estos producen. En-
tonces, explicar su funcionamiento no es lo mismo que explicar cómo un 
agente conoce.

 (6) Para que el lector se familiarice con esta relación, le recomiendo el diálogo “(...) fur-
miga” (Ant Fugue) de D. R. Hofstadter (versión inglesa: pp. 311-336) (versión castellana: 
pp. 345-373).
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IV. La construcción teórica y el problema del pequeño mundo 
aislado

El quehacer del teórico conlleva una paradoja: entre más pule su teoría 
(construcción de un pequeño mundo sólido), más aislado se torna. Recor-
demos los diferentes niveles y la adaptabilidad de una red de ideas. El teóri-
co va construyendo su propia gramática, que cada vez busca ajustar mejor, 
en ese ajuste construye un andamiaje conceptual que cada vez le cuesta 
más desbaratar porque lo va solidificando. El uso de lenguaje ordinario es 
laxo, de allí que sea casi una perogrullada afirmar que existen problemas de 
ambigüedad y vaguedad cuando hablamos.

Desde el punto de vista del agente con pretensiones teóricas, esto es un 
problema que debe solucionar, por lo menos en los conceptos fundamen-
tales de su teoría. Sería inadmisible que Kelsen, por ejemplo, fuese vago 
en el uso del concepto “validez”, admitiendo cualquier sentido dentro los 
usos en el lenguaje ordinario. Sin embargo, tendríamos ciertas dificulta-
des dentro de una comunidad si no tuviéramos una idea vaga del “tiempo”, 
que vamos ajustando en cada una de las comunicaciones que se producen, 
aprovechando esa laxitud dentro del “juego de lenguaje”.

En este escenario se encuentran la mayoría de construcciones teóricas 
que tenemos en el derecho y que usamos en nuestro quehacer, ora como 
académicos, ora como operadores jurídicos.

V. Paradigmas, estructuras y teorías: pequeños mundos, ¿pequeños 
universos?

La expresión paradigma es más recordada y acaso más usada fue-
ra de las discusiones de (en) la “filosofía de la ciencia” (7); la mantendré, 
empero, debo hacer una serie de aclaraciones para que se entienda este 
punto, porque no voy a asumir del todo el concepto paradigma/matriz 
disciplinaria (8).

 (7) Kuhn (2002) tiene algún comentario suelto sobre el uso que se hace “fuera” de ese 
campo, señalando que es un uso ambiguo, abierto e impreciso.

 (8) Este término fue aclarado por Kuhn en el Postscript en 1969, en el cual esclarecía 
el uso del concepto “paradigma” señalando que era más preciso usar el término “matriz 
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(i)	 En una de las aclaraciones que hizo Thomas S. Kuhn (2002) sugi-
rió que se debía entender siguiendo la propuesta estructuralista de 
Sneed (1979 y 1983) y Stegmüller de cambio de teorías. Remarcando 
la importancia de los aportes estructuralistas en la concepción de pa-
radigma, es posible afirmar que dentro de la matriz no hay una sola 
teoría (aunque nada impide que sea solo una), sino que puede estar 
construida por modelos (9) (Balzer, Moulines y Sneed, 1987) que se 
van integrando a la “ciencia normal” –en la semántica kuhniana–.

(ii)	Para este trabajo, haciendo uso de estos términos, diré que un para-
digma es una estructura compleja que es aceptada por una comuni-
dad de teóricos debido a que el ensamble de redes de ideas resulta 
satisfactorio, pues hay una amplia frontera de sentido, debido a que 
los modelos que contiene resultan satisfactorios. Los pequeños mun-
dos se logran coordinar y logran ampliar el conocimiento para la co-
munidad, creando lo que he denominado pequeño universo.

(iii)	No siempre los modelos son uniformes, por ende, pueden existir dis-
cusiones (de tipo no-revolucionario) en un paradigma. La corrección 
de esos modelos hace parte del funcionamiento tradicional de la ma-
triz disciplinaria. Cuando la simple corrección no basta, se habla de 
modificaciones revolucionarias, que implica una forma diferente de 
hablar, un nuevo paradigma.

Una de las aclaraciones que hay que hacer con respecto del uso de la 
propuesta kuhniana en las “ciencias sociales” (10), es si la gramática de 
ese discurso se puede aplicar sin mayores reparos a la “teoría del derecho”. 
Frente a la duda planteada, algunos han descartado la posibilidad de apli-
cación, por considerar que las diferencias entre las “ciencias naturales” (o 
“duras” o “exactas”) respecto de las “ciencias sociales” (o “humanas”) (11) 
es harto grande y sería aplicar un discurso para algo que no fue pensado. 

disciplinaria” (1996: 174 y ss.). Sin embargo, este término no hizo tanta carrera y quedó 
simplemente el de “paradigma”.

 (9) Un modelo es un conjunto de conceptos que está presente en una o varias teorías.
 (10) Aquí uso un giro kuhniano, aunque más adelante esbozo la distinción entre “cien-

cia” y “teoría”.
 (11) Aquí aprovecho una vaguedad en los términos para asimilar estos términos e inclu-

so verter dentro ellas lo que Kelsen denominó las “ciencias normativas”.
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Sin desconocer esa limitación, me concentro en mostrar las similitudes y, 
si fuera del caso, en construir una gramática diferente que comprenda tam-
bién a las “ciencias sociales”.

Entonces, ¿podríamos considerar una “ciencia del derecho”? En un sen-
tido de corte kelseniano (1923 y 1934), un estudio “positivista” sobre el dere-
cho podría ser considerado como «ciencia del derecho», siempre y cuando 
se distinguiera de otros discursos que sobre el derecho hablan, como la “so-
ciología jurídica” y la “historia del derecho”; tuviera su propia metodología y 
respondiera a los problemas sobre la “estructura del ordenamiento jurídico”. 
En el texto de Lucidia Amaya Osorio (2017) hay un intento de encuadrar ese 
uso del lenguaje como científico, con un grado de solidez argumentativa.

Ahora bien, podríamos evitar el escollo de considerar (o no) una “ciencia 
del derecho”, si simplemente aplicamos el discurso kuhniano, consideran-
do como “juego de lenguaje” a la “teoría del derecho” y hacemos algunas 
salvedades que sirven para afinar la propuesta que presento.

(i)	 Un uso del lenguaje científico (o la “ciencia”) incluye al menos una 
teoría y además tiene un sistema probatorio; es decir, las proposicio-
nes que se producen dentro de la teoría se pueden verificar de algún 
modo que sea admitido por la comunidad, v. gr. de tipo lógico, obser-
vacional, experimental, etc.

(ii)	Si no atendemos al sistema probatorio, para este caso, nos encontra-
mos con que el “juego de lenguaje” de la teoría del derecho se asemeja 
a la “ciencia”, pero que sus comunidades son fragmentarias, pues no 
hay una dominación tan fuerte que excluya a otros discursos como 
pseudoteóricos, lo que entenderíamos como el problema de la “de-
marcación de la ciencia” (Popper, 1935; 1994 y Bunge, 2004: 23 y ss.).

(iii)	Así, pues, dentro del “juego de lenguaje” de la teoría derecho no tiene 
un único paradigma dominante que marque en tal grado el “juego 
de lenguaje” para confundir su estructura con la propia “ciencia del 
derecho”; lo que hay en este momento es una variedad de estructuras 
(comunidades fragmentadas) que luchan por que sus discursos sean 
dominantes y por conformar de forma hegemónica la matriz discipli-
naria; algo que, de acuerdo con Kuhn, sí ha pasado en las “ciencias 
naturales”.



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

181Escollos epistémicos en la enseñanza del Derecho -  David Sierra Sorockinas

VI. La enseñanza del Derecho, el camino hacia el conocimiento 
humano animal

Vistas esas dificultades, nos encontramos en el momento en el que el 
entrenamiento o el adiestramiento (que envuelve procesos biológicos y lin-
güísticos) comienzan a efectuarse. Tomando la distinción propuesta en la 
epistemología contemporánea acerca de la posibilidad de diferenciar el 
conocimiento humano animal (CA) del reflexivo (CR). Algunos filósofos 
se han ocupado de estos asuntos, especialmente Sosa (2004), Kornblith 
(2004), Pritchard (2010). De acuerdo con ellos, todos los agentes gozamos 
de dos tipos de conocimiento: el CR, que requiere de una reflexión acerca 
de las creencias que tiene un agente, y el CA, en el que no existe tal ejercicio 
reflexivo. Nuestra red de ideas se compone de trayectos en los cuales hay 
una reflexión sobre las creencias, mientras que en los otros –que son la ma-
yoría– damos su veracidad (no corroboramos las evidencias); solo cuando 
hay algo que no encaja, activamos un nuevo trayecto o evaluamos por qué 
no funciona esto dentro de una comunidad.

Ya lo he afirmado en otras ocasiones (2016b): la forma tradicional de en-
señanza del derecho parte de la repetición, a partir de las clases magistrales, 
con el fin de que los estudiantes repitan los términos dichos por el docen-
te, en algo que no se diferencia de la forma como se entrena un deportista 
de alto rendimiento. En un mismo sentido, otros modelos alternativos de 
enseñanza, como los “cases” que la escuela realista norteamericana –espe-
cialmente, gracias a las críticas de O. W. Holmes (1881)– ponderaba como 
una mejor solución para la enseñanza del derecho; a nivel epistemológico 
siguen en el mismo plano, es decir, continúan siendo un CA. En suma, ¿la 
enseñanza del derecho nunca superará el nivel de CA?

¡No! La enseñanza del derecho en una institución académica nunca su-
perará el nivel de conocimiento humano animal. Ahora bien, esta respues-
ta requiere de varias aclaraciones:

i)	 La mayoría de seres humanos actúa solo con un CA. Eventualmente, 
adquiere un CR y este –para filósofos como Kornblith– no implica un 
mayor valor, en cuanto a lo virtuoso que puede ser un agente que lle-
ve su conocimiento a ese estadio, como lo sostiene Sosa.

ii)	 Que se tenga solo un CA, o, mejor, que el entrenamiento esté dirigido 
a esto, no significa que sea una actividad irracional. En efecto, es todo 
lo contrario, pues el conocimiento –aunque animal– será racional.
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iii)	No es una cuestión de metodologías de (para la) enseñanza. El CR 
solo se adquiere cuando el agente pone en duda sus creencias a partir 
de una reflexión que dé (i) seguridad, (ii) verdad, (iii) coherencia, (iv) 
explicación, y (v) que logre descubrir ese conocimiento (Sosa).

iv)	Las estructuras académicas actuales no están pensadas para esto, y 
me atrevo a decir, ni deberían hacerlo, al menos, no como una prime-
ra medida. Se requiere primero tener un CA, para luego reflexionar 
sobre él.

v)	 Para poder participar en un juego de lenguaje se tiene que aprender 
a jugar, esto solo se logra por medio de una repetición. Luego, se co-
mienza a saber manejar de las reglas, justamente, cuando ya se está 
jugando (o simulando jugar). Ambos aprendizajes siguen siendo un 
CA.

vi)	La enseñanza del derecho no supera el “conocimiento animal”, en 
cuanto no involucra la reflexión de las creencias. De hecho, se trata 
de inculcar creencias o, mejor, dogmas, pues el derecho se conforma 
con (a partir de) unos dogmas. Así, entendiendo “la dogmática como 
el derecho”, la enseñanza no puede ser de otra forma, se enseña para 
la dogmática.

VII. Conclusiones

Desde la epistemología, al menos desde una visión que logre abarcar 
tanto la perspectiva del agente, como la de la comunidad, son múltiples 
los escollos con los que nos encontramos y acaso difíciles de resolver si nos 
cuestionamos sobre ello. También es cierto que hay algunas propuestas 
que se han ocupado por construir una visión epistemológica del derecho 
(Amaya Osorio, 2017; Bedoya, 2009 y 2017; Muñoz, 2010; Narváez, 2002, 
2004 y 2010). Yo comparto esos pequeños mundos de cierta forma y trato de 
llevar esas discusiones a esferas divergentes, en las que no se han ocupado 
del problema de la enseñanza del derecho.

Este texto no se ocupa de proponer soluciones, sino de delimitar y traer 
algunos conceptos que deberían integrarse o, al menos, advertirse cuando 
se participe del juego de lenguaje de la enseñanza jurídica.
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Los mayores escollos que encuentro a nivel epistemológico son los 
siguientes:

i)	 La enseñanza es un proceso de entrenamiento o adiestramiento que 
adapta una red de ideas de una forma determinada, que dependerá 
de un conocimiento humano animal. El entrenamiento o adiestra-
miento implica un nivel alto de heteronomía del agente.

ii)	 Dicha adaptación parte de una creencia individual que dicha red es 
mejor que otras y permite un mejor desenvolvimiento en una comu-
nidad; algo que creo haber demostrado es un error, pues son niveles 
diferentes y el agente que enseña no puede notar eso.

iii)	Hay una paradoja de la cual no escapamos ningún agente y debemos 
hacer una elección: o nos movemos con cierta laxitud y abandona-
mos la rigurosidad o nos volvemos rígidos a riesgo de aislarnos.

iv)	El entrenamiento o adiestramiento es un paso necesario, el cual sufri-
mos todos los agentes en nuestro proceso de formación de creencias 
y en la construcción de nuestra propia red de ideas.

v)	 El nivel de adaptación dentro de una comunidad, puede disminuir la 
necesidad de una construcción autonómica propia de la red de ideas.

vi)	Una comunidad busca que exista un pequeño universo, pero impide 
que exista otro que rivalice.

vii)	Quien enseña algo debe escoger entre hacer énfasis entre las virtu-
des del agente o las virtudes de la comunidad.
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La actividad del conocer sugiere la cualidad dinámica  
del conocer en la acción que, cuando la describimos,  

se convierte en conocimiento en la acción.

Donald Schön (1992).

I. Repensando la enseñanza práctica en la carrera de abogacía

La articulación teoría-práctica en el área disciplinar de la Abogacía es un 
campo de estudio poco explorado. Las reglas para transferir el “saber hacer 
profesional” han sido marcadas por la experiencia exitosa de quien ha en-
señado. Tradicionalmente la Enseñanza Práctica en la carrera de Abogacía, 
no sólo en la Facultad de Ciencias Jurídicas de la Universidad Nacional de 
La Plata sino en la mayoría de las Facultades de Derecho de nuestro país, se 
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ha circunscripto a las “materias prácticas” que se han organizado en torno 
al Derecho Procesal Civil y Penal.

No obstante podemos acudir a diversas discusiones que se han dado al 
respecto en relación al lugar que la Enseñanza Práctica –en adelante EP– ha 
de tener en los planes de estudio. Se alternan opiniones en el sentido de 
que la práctica ha de estar incluida en las materias llamadas teóricas. Otras 
posturas proponen organizar un área específica de enseñanza.

El debate sobre los contenidos y modos de estructurar la Enseñanza 
Práctica en saberes profesionales excede al área de las Ciencias Jurídicas. 
El marco actual de investigación sobre esta problemática ha de considerar 
el actual contexto de la Educación Universitaria en Argentina. En este sen-
tido la Ley de Educación Superior –24.521– dispone en su artículo 43 un 
proceso de validación y acreditación para las instituciones y carreras uni-
versitarias nacionales conforme las pautas que fije la Comisión Nacional 
de Evaluación y Acreditación Universitaria –CONEAU–. El tránsito por este 
proceso se inicia a partir de una declaración de interés público solicitada 
por el Consejo de Decanos del área disciplinar de que se trate (1).

Las carreras en Ciencias Jurídicas se encuentran reflexionando en el 
momento presente acerca de sus perfiles y necesidad de modificación de 
sus tramas curriculares. El Consejo Permanente de Decanos de Facultades 
Nacionales de Derecho en Argentina, ha efectuado ricas contribuciones al 
respecto de la construcción de estándares que aseguren contenidos y dise-
ños acordes a los nuevos requerimientos. La reforma operada en el Plan de 
Estudios de la carrera de Abogacía de nuestra Facultad de Ciencias Jurídi-
cas y Sociales se inscribe en este proceso.

No obstante, en nuestra Casa de Estudios el proceso se inicia por una 
necesidad interna de aggiornar los contenidos de la carrera con una pers-
pectiva crítica y la vocación de dar respuesta a las demandas sociales sobre 
las nuevas incumbencias de la Abogacía, diversificadas en la actualidad.

La Enseñanza Práctica –ha sido y aún se constituye– un pilar central de 
la reforma operada. La reflexión sobre su rol motiva debates y proyecta 

 (1) Ministerio de Educación de la República Argentina. Resolución 3246/15. Publicada 
en el B.O.: 29/02/2016. “Artículo 1: Declarar incluido en la nómina del artículo 43 de la ley 
24.521 al título de Abogado”.
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innovaciones al interior del aula y genera interrelaciones entre materias. 
Estos fenómenos han posibilitado una renovación de las miradas. Pone-
mos a disposición del lector algunas de las ideas que contribuyeron a la 
construcción de las innovaciones producidas.

II. ¿Cuán práctica es la enseñanza práctica del Derecho?

En el marco descripto se ha considerado relevante investigar cuán “prác-
tica” es la Enseñanza Práctica. Es menester, por tanto, centrar la mirada en 
el análisis y descripción de las “prácticas” de la Enseñanza Práctica en este 
área disciplinar y observar si el modo de enseñar actual satisface las necesi-
dades que manifiestan los estudiantes, graduados y profesionales sobre los 
desafíos actuales de los nóveles graduados.

Es frecuente escuchar en el ámbito de nuestra Unidad Académica, entre 
profesores, alumnos y aún entre graduados, que la Enseñanza Práctica que 
se ofrece resulta insuficiente a la hora de enfrentar las primeras experien-
cias laborales de nuestros egresados. Es que se perciben los desajustes pro-
pios del cambio de medio: del teórico al práctico. Si bien es comprensible 
que la sola contrastación de los planos académico y profesional produce 
la sensación de inadecuación, también es cierto que los alumnos deman-
dan “otro tipo” de Enseñanza Práctica. Los egresados manifiestan que lo 
aprendido no es suficiente conforme los requerimientos profesionales y los 
profesores opinan que se encuentran “atados” a las modalidades de cómo 
se viene enseñando “la práctica”.

Con el propósito de analizar estas contradicciones se han producido va-
riados debates. Así Meabe (2000) expresa en este sentido que la idea que 
orienta el aprendizaje técnico del Derecho no parece suficiente y el experto 
presenta a veces esa dificultad como la prueba de la baja perfomance cientí-
fica o intelectual de la disciplina, que proyecta en la doxografía la limitación 
de la teoría y el déficit de la práctica. Se trata de un debate abierto que, en el 
ámbito de los estudios jurídicos, ha dado lugar a interminables discusiones 
acerca del carácter científico del Derecho cuyo foco nunca excede el plano 
de lo normativo y que, por esa misma limitación, desplaza el análisis de los 
desempeños que se involucran en el uso de la ley al irrelevante escenario 
de la mal llamada práctica forense o tribunalicia.

Afirma Flores (2004) que el dilema teoría-práctica es falaz, ya que nada 
impide que teoría y práctica puedan estar en comunión o que los estudios 
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pueden ser a la vez teóricos y prácticos. En primerísimo lugar, en razón de 
lo afirmado por el pensador de Königsberg, quien al escribir acerca del re-
frán: ‘Lo que es cierto en teoría, para nada sirve en la práctica’, argumenta: 
“Es obvio que no importa qué tan completa una teoría pueda ser, un tér-
mino medio es requerido entre teoría y práctica, para proveer un vínculo y 
una transición de uno a otro” (2004: 66).

Estos marcos referenciales sustentan nuestras primeras inquietudes a la 
par de la generación de otras preocupaciones que motivan la problemá-
tica a investigar. Así, diversas percepciones y acciones se han suscitado al 
respecto en otras facultades nacionales. La Facultad de Derecho y Ciencias 
Sociales de la Universidad Nacional de Córdoba –entre otras– reformó su 
plan de estudios en 1999.

Expresamente reconoció que:

“a partir de las necesidades y debilidades detectadas en la au-
toevaluación institucional de la Carrera de Abogacía, realizada 
durante los años 1997-1998, el diseño del nuevo Plan de Estu-
dios (2) contempló la incorporación de la enseñanza de la prácti-
ca jurídica como un componente fundamental del mismo. Estos 
nuevos ́ espacios´ curriculares para la enseñanza de habilidades 
y destrezas profesionales fueron distribuidos en 6 (seis) espacios 
curriculares distribuidos a lo largo de toda la carrera” (Facultad 
de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de 
Córdoba, Res. HCD 207/99).

En la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacio-
nal de La Plata, su plan de estudios se mantuvo invariable desde 1989 (3) a 
2013 (4). La Enseñanza Práctica se ofrecía en dos materias obligatorias de 
la carrera representando aproximadamente un 10% de la carga horaria to-
tal. Se enseñó en clases teórico-prácticas en las que se ofrecieron técnicas 
para elaborar escritos judiciales de diverso tipo, así como visitas y estadías 
pedagógicas en juzgados del fuero local.

 (2) Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional de Córdoba. Res. 
HCD 207/99 - Reformas al Plan de Estudio.

 (3) Resolución del HCA –FCJ y S– UNLP del 10/03/89.
 (4) Resoluciones del HDC –FCJ y S– UNLP Nº 198/11 y 336/13.
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En el claustro de los profesores especialistas en práctica, compartiendo 
con los demás colegas docentes, se motivó el cuestionamiento acerca de si 
esta modalidad abastecía las necesidades y desafíos de los nóveles profe-
siones. Si el modelo adoptado lograba formar al estudiante en las compe-
tencias específicas del “saber hacer” de los abogados.

Finalmente, y ante los procesos de autoevaluación producidos, tales 
cuestionamientos fueron tomando cuerpo y se inició un intercambio acer-
ca de si la Enseñanza Práctica de la carrera de Abogacía de nuestra Unidad 
Académica se adecuaba a los estándares definidos y si era necesario clarifi-
car cuáles correcciones y reorientaciones serían las prioritarias a la hora de 
reformular el plan de estudios.

Si bien la reforma curricular ya se ha producido formalmente (5), se en-
cuentra aún en ejecución su puesta en marcha concreta. Creemos que los 
interrogantes motivacionales pueden generar en esta instancia nuevas di-
námicas, necesarias para efectivizar las reformas diseñadas. Reproducimos 
aquí dichas preguntas claves:

– ¿En qué medida la actual modalidad de la Enseñanza Práctica en la 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP recepta los requeri-
mientos actuales para el ejercicio de la profesión de abogado?

– ¿Cuáles son las opiniones de docentes y de graduados sobre estos 
requerimientos?

– ¿En qué modo los contenidos curriculares de la Enseñanza Práctica se 
han adecuado –aggiornado– a nuevas habilidades/competencias del cam-
po del ejercicio profesional?

– ¿Qué ponderación actual tendría la forma de Enseñanza Práctica se-
gún los estándares establecidos en relación a cuales será acreditada la ca-
rrera de Abogacía?

– ¿Cuáles adecuaciones serán necesarias realizar a la hora de concretar 
la reforma del Plan de Estudios?

 (5) Resolución del HCD –FCJ y S– UNLP Nº 456/15. Resolución 501/15 de la UNLP, Reso-
lución del Ministro de Educación 1678/ 2016.
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III. Marco conceptual

III.1. Conocimiento práctico y enseñanza práctica

Atento a la delimitación de la problemática, resulta necesario clarificar 
las diversas conceptuaciones sobre “conocimiento práctico”, “enseñanza 
práctica” y “prácticas de enseñanza práctica”.

Pierre Bourdieu (1997, reimp. 2012) define al conocimiento práctico, 
como “el saber hacer, saber cómo se hace”. Se diferencia de lo que expresa 
Donald Schön (1993) quien define al conocimiento práctico como “un co-
nocimiento en la acción”.

Bourdieu plantea una diferenciación entre la lógica del conocimiento 
práctico y la del conocimiento teórico y marca claramente que es muy com-
plejo producir un conocimiento desde la práctica sin tener en cuenta estas 
lógicas diferentes. Advierte sobre la necesidad de reconocer que un conoci-
miento teórico sobre las prácticas altera la naturaleza de aquello que inten-
ta explicar, si no se parte de un reconocimiento de estas particularidades. 
Así expresa: “(...) esta producción semi-teórica que es la regla, constituye el 
obstáculo por excelencia para la construcción de una teoría adecuada de la 
práctica: ocupando falsamente el lugar de las dos nociones fundamentales, 
la matriz teórica y la matriz práctica, el modelo teórico y el sentido práctico, 
impide plantearse la cuestión de la relación entre ambos. El modelo teórico 
abstracto, vale por entero, sólo si se presenta como es, un artefacto teórico 
totalmente extraño a la práctica (...)”.

Según Bourdieu existe una lógica práctica, un sentido práctico que orga-
niza los pensamientos, las acciones, las percepciones mediante principios 
generadores de esquemas prácticos. El que posee un dominio práctico es 
capaz de poner en marcha en el paso a la acción esta disposición que sólo 
se le aparece en el acto.

Por otra parte, Donald Schön, plantea la necesidad de rediseñar la ense-
ñanza y el aprendizaje en las profesiones, a partir de la crítica que hace de 
la racionalidad técnica que impera en esta formación. Así expresa: “(...) la 
racionalidad técnica defiende la idea de que los profesionales de la práctica 
solucionan problemas instrumentales mediante la selección de los medios 
técnicos más idóneos para determinados propósitos”.
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Schön propone entonces el diseño de situaciones de enseñanza y apren-
dizaje a las que denomina practicum a quien define como una situación pen-
sada y dispuesta para la tarea de aprender una práctica, en la que el alumno 
aprende a evaluar la práctica competente, debe diseñar y realizar su propia 
percepción de la práctica, reflexiona sistemáticamente sobre lo realizado y 
sus fundamentos, analiza casos o zonas indeterminadas de la práctica.

Según Schön, se trata de aprender el “arte profesional”, es decir las compe-
tencias que los prácticos ponen en juego en situaciones de la práctica, singu-
lares, inciertas y conflictivas. Esto se lograría a través del intento por realizar 
una descripción del conocimiento tácito que se encuentra en la acción. “La 
actividad del conocer sugiere la cualidad dinámica del conocer en la acción 
que, cuando la describimos, se convierte en conocimiento en la acción”.

Otros enfoques invitan a mirar la cuestión objeto de nuestro estudio in-
vitando a rescatar del olvido el debate por las didácticas contemporáneas 
para considerar conjuntamente la gran didáctica desde lo institucional y lo 
político (Edelstein; Frigerio y Diker, 2005: 132 y ss.) y la pequeña didáctica 
en la discusión diaria de los métodos y contenidos. Se trata de reducir, en 
algunos casos, los marcados abismos entre las implementaciones teórico-
prácticas entendiéndolas como indisolubles, no complementarias, y aque-
llas que son generadoras de resultantes inesperadas.

Se trata entonces de construir –como lo expresa Schön en Epistemología 
de la práctica– círculos espiralados de reflexión, pasar de la “caja negra” a la 
“caja traslúcida”. La investigación en la práctica tendrá entonces como fin el 
averiguar qué pasa con los sujetos. El objeto de la reflexión serán siempre 
los alumnos, los contenidos, los métodos y el vínculo sobre la autoridad.

Es en la profesionalización del espacio de la práctica donde cobra espe-
cial protagonismo el papel del diseño: los esquemas prácticos, los esque-
mas estratégicos. Siguiendo a G. Sacristán y Gómez (1994) se constituyen 
“´esquemas flexibles´ que le proporcionan seguridad al profesor para abor-
dar los aspectos inmediatos e imprevisibles que se presentarán en la ac-
ción. Empero teniendo en cuenta que la realidad áulica como la social, se 
resiste a ser encasillada en esquemas fijos preestablecidos, se resiste a las 
generalizaciones universalmente válidas para todo tiempo y contexto (...). 
La realidad del aula es siempre compleja, incierta, cambiante, singular y 
cargada de opciones de valor”.



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

196

Finalmente y coincidiendo con Smith concluimos en que es necesario 
“capacitarnos para teorizar sobre la práctica” y que la propia reflexión –pro-
fesionalizada y fundada– sea el elemento de cambio.

III.2. Formación universitaria y enseñanza práctica

Conforme se ha indagado ya en anteriores investigaciones (Morandi y 
Candreva: 1999), el problema de la relación teoría-práctica en la formación 
de profesionales universitarios se ha convertido en un lugar común en casi 
todos los diagnósticos acerca de las instituciones de educación superior.

La problemática se describe en varios sentidos. Por una parte el reco-
nocimiento de la falta de preparación de muchos egresados de las aulas 
universitarias para resolver los problemas que se le presentan en sus pri-
meros ámbitos del ejercicio profesional así como también la dificultad para 
insertarse en el campo laboral específico.

Asimismo se advierte sobre la escasez de espacios de práctica en la for-
mación, entendida como la oportunidad para desarrollar en instancias for-
mativas las destrezas y competencias que supone el ejercicio profesional 
(Morandi y Candreva: 1999).

A partir del debate teórico precedentemente presentado y de las contri-
buciones de Donald Schön (1993) se reconoce pacíficamente que el apren-
dizaje práctico es una situación pensada y dispuesta para la tarea de apro-
piarse de una práctica en la que el estudiante aprende a evaluar la práctica 
competente, debe diseñar, reflexiona sistemáticamente sobre lo realizado 
y sus fundamentos, analiza casos o zonas indeterminadas de la práctica 
(Schön, 1993: 17).

Este ámbito de la práctica ha sido descripto por Streibel (1993) conte-
niendo aprendizajes como la resolución de dificultades emergentes –emer-
gent dilemas– la utilización de planes como recursos, las limitaciones de la 
acción situada –en vez de prescripciones para la acción– y la consideración 
de los significados como objetos de negociación social en contextos con-
cretos (Streibel, 1993).

La relación teoría-práctica en la concepción de Lucarelli (1994) implica 
el reconocimiento de que si bien generalmente nuestras instituciones edu-
cativas tienden a tratar todas las disciplinas como teóricas, los momentos 
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dedicados a las prácticas sirven para la “aplicación” de aquello que se ha 
trabajado teóricamente. Se considera que la competencia práctica comien-
za donde termina el conocimiento teórico, sin propiciar que aquella pueda 
ser, por ejemplo, el origen de reflexiones que permitan enriquecer lo logra-
do teóricamente (Lucarelli, 1994:13).

En coincidencia con lo concluido por Morandi y Candreva (1999) en-
tendemos que toda experiencia que intente romper con el aislamiento de 
la Universidad tanto de la realidad en que se desenvuelven las profesio-
nes, como de las necesidades concretas a atender mediante la intervención 
práctica en la realidad social, debe ser valorada y apoyada.

En este sentido, y complejizando la mirada sobre la cuestión, en el “dis-
curso jurídico”, sobresale como lema/imagen la primacía del Derecho Pri-
vado y sus categorías y la proyección de un modelo privilegiado de Aboga-
cía litigante y confrontativa, desentendida de otros modelos profesionales 
más cercanos a la resolución pacífica de conflictos (con métodos como la 
mediación) o a la investigación y a la extensión universitaria. Predomina 
una cierta imagen acerca de las posibilidades del ejercicio profesional de 
modo que la educación “predestina” el campo profesional en un modelo 
que establece jerarquías (simbólicas y materiales)” (Bianco y Marano, 2008: 
577-591). Así el modo de enseñar el “saber práctico” estaría determinando 
un estilo profesional ius privatista o acentuando sesgos orientados hacia el 
derecho privado desde un perfil litigioso.

Se ha advertido, en sentido inverso, una tendencia hacia la instrumen-
talización de los saberes. No obstante no se encontraría tan marcada en las 
grandes universidades nacionales del país cuanto sí en algunas universida-
des nacionales de reciente creación. Allí los planes de estudio tienden cada 
vez más a concentrarse en las áreas del Derecho Privado reduciendo nota-
blemente el espacio del Derecho Público y prácticamente eliminando a las 
ciencias sociales. Esta tendencia encuentra soporte argumentativo en la su-
puesta necesidad de que el abogado conozca el derecho que efectivamente 
va a practicar, lo cual no requeriría que lo relacione con otra área social, que 
juzgue críticamente las condiciones de producción o de aplicación ni que 
se interrogue acerca de cuál es su función en el proceso de “hacer justicia” 
(Cardinaux y González, 2007: 654-677).

A modo comparativo y recogiendo las actuales tendencias de las facul-
tades de Derecho universidades europeas –post Convenio de Bolonia– se 
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ha considerado de fundamental valoración el grado de empleabilidad de 
los universitarios en mercado de trabajo, y a su turno la responsabilidad 
de la universidad para adaptarse a las demandas de la sociedad (Martínez 
Gómez, 2009).

Así es como se han incorporado, como modalidad de enseñanza prácti-
ca, las llamadas “prácticas externas” en los nuevos planes de estudio.

La investigación de Martínez Gómez (2009) sobre los requerimientos 
manifestados hacia las prácticas externas revelan que quienes proveen de 
puestos de trabajos para nóveles graduados abogan por prácticas obligato-
rias (82%), remuneradas (82%) y asociadas a créditos (92%), en las que se 
aborde principalmente la adquisición de competencias clave, tanto genéri-
cas como específicas (84%). Se señala la conveniencia de que las prácticas 
estén sujetas a sistemas de evaluación cualitativos (por análisis de compe-
tencias adquiridas o a través de entrevistas) y cuantitativos (por objetivos o 
a través de cuestionarios).

En este sentido, parece claro que el cambio metodológico en la forma 
de enseñar es uno de los principales retos a los que se debe enfrentar la 
universidad en su adaptación al Espacio Europeo de Enseñanza Superior.

Por otro lado, los empleadores también llaman la atención sobre la ne-
cesidad de renovar ciertos contenidos de tal manera que la formación reci-
bida por los universitarios se adapte mejor a los nuevos contextos laborales 
y profesionales. En igual dirección, aparecen como contenidos clave, para 
todas las áreas de estudio, aquellos relacionados con la gestión de proyec-
tos, la calidad y la responsabilidad social corporativa.

En conclusión: factores externos, internos, imaginarios, opinión de acto-
res, exigencia de acreditación, disconformidades y proyectos de optimiza-
ción confluyen en configurar un contexto propicio a la revisión de la Ense-
ñanza Práctica.

III.3. Los contenidos de la enseñanza práctica: la adquisición de 
competencias

El fenómeno tecnológico que originó la denominada sociedad del cono-
cimiento ha dado lugar al nacimiento de la “sociedad del aprendizaje” como 
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construcción indispensable para el desarrollo social y humano y la consoli-
dación y enriquecimiento de la ciudadanía. El nuevo desafío social consiste 
en “dar respuestas a los retos del nuevo milenio y reforzar la conciencia de 
los valores compartidos y la pertenencia a un espacio social común”; así ex-
presa la Declaración Conjunta de los Ministros de Educación europeos (6).

Desde esta perspectiva, la nueva organización de las enseñanzas uni-
versitarias cumpliendo con los criterios de convergencia europeos supone, 
además de un cambio cualitativo estructural, un significativo impulso en 
la renovación de las metodologías docentes que centran el objetivo en el 
proceso del estudiante, en un marco que se extiende ahora a lo largo de la 
vida. Aprendizaje que, sin excluir el tradicional enfoque basado en los con-
tenidos, se centra en la adquisición de competencias por los estudiantes, así 
como en los procesos para evaluar su adquisición (Meseguer Velazco, 2009).

En este contexto es usual encontrarnos con la idea de que la enseñanza 
práctica debe formar en “competencias, destrezas o habilidades”, que ha de 
tener como objetivo generar “capacidad de aprendizaje”.

Gimeno Sacristán (2008) nos advierte acerca de las diferentes significa-
ciones que ha adquirido la idea de “educar en competencias”. Para cierta 
corriente implica orientar la educación hacia la idea de eficiencia, lo que 
conduciría a la adecuación del universo educativo en las prioridades de la 
producción. Para otras corrientes educar en competencias consistiría en 
un “adiestramiento”. Para otros presenta una gran oportunidad de superar 
la instrucción con contenidos obsoletos y así poder lograr en la sociedad 
una organización más democrática e incluyente.

Por tanto la idea de “educar en competencias” es un constructo (Gimeno 
Sacristán, 2008: 11) que puede estar produciendo un doble fenómeno de 
consecuencias contradictorias. Mientras que, por un lado, esta propuesta 
surge como una medida de convergencia entre sistemas educativos, es de-
cir, de acercamiento, las interpretaciones diversas de las que está siendo 
objeto, la están convirtiendo en una medida de divergencia.

En el caso de la Universidad, la aparición del discurso que toma como re-
ferencia el constructo competencias está ligada a la elección de una forma de 
homologar las titulaciones que expiden las universidades, circunscribiendo 

 (6) Bolonia. 19 de junio de 1999.
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su significado a la especificación del perfil de sus egresados y a la necesaria 
congruencia entre la formación y el desempeño profesional.

Este escenario viene provocado por el proceso de convergencia hacia la 
creación de un Espacio Europeo de Educación Superior (EEES) que arranca 
con la declaración de Bolonia (1999), aunque el concepto de competencia 
no aparece explícitamente reconocido y asumido hasta 2005 en la Declara-
ción de la Conferencia de Ministros de la Unión de Bergen.

Representa una forma de identificar a aprendizajes sustantivos funciona-
les, útiles y eficaces. Los planteamientos que toman como base o referencia 
a este “constructo” suelen tener en común algunos rasgos definitorios. Gi-
meno Sacristán (2008) identifica los siguientes: 1) Reaccionan en contra de 
los aprendizajes academicistas; 2) se relacionan a las experiencias de forma-
ción profesional, en las que el dominio de determinadas destrezas, habilida-
des o competencias es la condición primordial del sentido de la formación 
y 3) se vinculan a aquellos planteamientos que estiman que la funcionali-
dad es la meta de toda la educación, refiriéndose a que lo aprendido pueda 
ser empleado como recurso o capacitación adquirida en el desempeño de 
cualquier acción humana, no sólo en las de carácter manual, sino también 
en las conductuales (ejercer determinados comportamientos), intelectuales 
(utilizar una teoría para interpretar un suceso o fenómeno), expresivas o de 
comunicación (emitir mensajes), de relación con los demás (dialogar).

Barnett (2001: 99) refiriéndose a la universidad, afirma:

“El nuevo vocabulario de la educación superior evidencia que la 
sociedad moderna está arribando a otras definiciones del cono-
cimiento y razonamiento. Las nociones de habilidades, vocacio-
nalismo, transferibilidad, competencia, resultados, aprendizaje 
experiencial, capacidad y empresa, cuando se las toma conjun-
tamente, son índices de que las definiciones tradicionales de co-
nocimiento ya no se consideran adecuadas para los problemas 
de la sociedad contemporánea. El nuevo vocabulario no es un 
mero adorno, sino que representa un cambio epistemológico en 
el carácter del mismo, de lo que en la universidad se considera 
como la razón”.

La competencia es una cualidad que no sólo se tiene o se adquiere, sino 
que se muestra y se demuestra, que es operativa para responder a deman-
das que en un determinado momento pueden hacerse a quienes las poseen. 
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Éste creemos que sería el matiz que singularizaría a las competencias como 
algo distinto de otras adquisiciones o aprendizajes en la educación.

Aptitud o idoneidad es el significado que predomina al referir a las men-
cionadas competencias, tal como se emplea el vocablo en la actualidad. Así 
se refiere a lo que los estudiantes de educación superior deberían saber al 
concluir sus estudios, pues se estaría hablando de las habilidades o capa-
cidades que deben o deberían tener, en principio, estos egresados de las 
universidades e institutos de enseñanza superior. Así la currícula o plan de 
estudio de nuestros estudiantes debería incluir todas las capacidades, ha-
bilidades (y competencias) que son necesarias para actuar eficazmente en 
éste nuestro tan complejo y difícil mundo de hoy.

Tanto la competencia, la habilidad, el know how, el lograr que las cosas 
se hagan, la técnica, la eficacia, la operatividad son elementos que confor-
man una constelación de conceptos que marcan un discurso y un conjunto 
de intereses estrechamente vinculados (Barnett, 2001: 238).

Desde el enfoque del capital humano, la adquisición de competencias 
debe ser pensada como un proceso que medie entre educación y el trabajo, 
obligando a la universidad a ser abierta, para modificar sus recorridos. El 
currículum universitario puede originarse dentro de la comunidad o desde 
grupos externos, por lo que debe intentar reflejar el logro de habilidades 
académicas, para el trabajo específico o general, pero esencialmente trans-
ferible y personal.

Especificar que un individuo es competente es referirnos a que puede 
lograr un cierto estándar, que puede desempeñarse en el mundo laboral. 
No obstante, la educación superior se enfrenta con el desarrollo de compe-
tencias particulares o, el desarrollo de conductas predecibles para alcanzar 
ciertos estándares. Aún así, las competencias de hoy, no serán las de maña-
na y el profesional deberá ser capaz de reorientar su profesión en el cambio, 
en el tiempo y frente a los sucesivos desarrollos sociales.

En ese futuro las personas deben ser capaces de actuar de manera eficaz, 
asumir responsabilidades y un compromiso con el propio desarrollo, todo 
lo que –en suma– es más que una simple habilidad.

Para que estos procesos se instalen, la pedagogía requiere que los estu-
diantes tengan un espacio para poner en práctica sus conocimientos. Tal 
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situación ha de ser parte de planificación. El proceso debe tenerse en cuen-
ta en todo trayecto. Son los profesores los actores principales que deberían 
revisar sus prácticas en torno a incorporar esta dinámica.

Un modelo de competencias, evaluable por varios actores como lo son 
en su conjunto la sociedad, la economía y el sistema educativo, podrá lo-
grar fiabilidad. No obstante y en tanto pretenda adaptarse continuamente 
podrá sufrir una paradojal dificultad: la pérdida de la sabiduría por reducir 
todo a prácticas para resolver problemas.

Se trata de poder conjugar competencias operacionales –saber cómo– 
con competencias académicas –saber qué–. Por tanto no podemos sino 
concluir que dicho concepto definitivamente no es unívoco.

Por tanto preferimos, en este trabajo, presentar el concepto de compe-
tencias vinculado al de aptitud, poder o capacidad para, habilidad, destre-
za, conocimiento práctico y efectividad. (Gimeno Sacristán, 2008: 36)

De allí que, en la concepción de Donald Schön (1992): “(...) los mejores 
profesionales son aquellos cuya inteligencia y sabiduría van mucho más 
allá de lo que pueden expresar con palabras. Son los que para afrontar los 
desafíos que provoca su trabajo, no basan sus conclusiones tanto en fórmu-
las preconcebidas como en ese tipo de improvisación que sólo se aprende 
en la práctica”.

Razones todas las expresadas que motivaron y dan fundamento a los 
cambios operados en torno a la Enseñanza Práctica en el nuevo plan de 
estudios, en implementación hoy en la Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Sociales.

IV. La enseñanza práctica en el nuevo plan de estudios de la carrera 
de Abogacía

El profesional formado en nuestras aulas tendrá que desarrollar las com-
petencias pertinentes para la solución de problemas propios de su “arte”, es 
decir, de su profesión, de su vocación, de lo que escogió como modus vi-
vendi. Por tanto, enseñar a través de una práctica profesional reflexiva per-
mite al docente la construcción de conocimientos a través de la solución de 
problemas que se encuentran en la práctica; esto conlleva la construcción 
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de un tipo de conocimiento desde las acciones para tomar decisiones me-
diante la utilización de estrategias y metodologías para innovar.

Se trata de incluir en nuestros métodos una educación experiencial, 
investigar en torno a la praxis. Podríamos preguntarnos: ¿Cómo es el pro-
ceso cognitivo de los arquitectos, los gerentes de empresas, los profesores, 
los terapeutas mientras están ejerciendo su profesión? La respuesta a esta 
pregunta clave nos conducirá al descubrimiento de la epistemología de la 
práctica en donde el conocimiento está en la acción.

Estos son los nuevos desafíos que acompañan los cursos de profesiona-
lización, en donde el estudiante se sienta comprometido con estar en esa 
constante renovación. Por lo tanto la estructuración o diseños basados en 
estas premisas intentarán ayudarle al docente a construir sus propios re-
pertorios de competencias y habilidades sobre la base de la continuidad.

La exhortación de Donald Schön, ya en 1992 consistió en plantear que 
en las Universidades se retome la metodología de enseñanza que se lleva a 
cabo en los talleres y conservatorios, por ejemplo, donde se trabaja con la 
libertad de aprender haciendo en un contexto de riesgo relativamente bajo.

El dilema teoría-práctica es falaz, ya que nada impide que teoría y prác-
tica puedan estar en comunión o que los estudios pueden ser a la vez teóri-
cos y prácticos (Flores, 2004).

La tarea consiste entonces en el diseño de situaciones de enseñanza y 
aprendizaje a las que denomina practicum y pueden definirse como una 
situación pensada y dispuesta para la tarea de aprender una práctica, en la 
que –asimismo– se aprende a evaluar la práctica competente. Quien apren-
de debe diseñar y realizar su propia percepción de la práctica y reflexionar 
sistemáticamente sobre lo realizado y sus fundamentos, analizar casos o 
zonas indeterminadas de la práctica.

Se trata de círculos espiralados de reflexión. Pasar de la “caja negra” a la 
“caja traslúcida”, en la expresión de Schön. La investigación en la práctica 
tendrá entonces como fin el averiguar qué pasa con los sujetos en la acción. 
El objeto de la reflexión será siempre: quien aprende, los contenidos, los 
métodos y el vínculo sobre la autoridad.

En razón de lo expuesto, abordar el rediseño de las prácticas implica 
comprometerse con el mundo social de la actividad. Tarea que se centra en 
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la generación de una experiencia situada en la cual los sujetos aprenden, 
producen y comprenden.

En el proceso de construcción del nuevo plan de estudios, se aceptó pa-
cíficamente la revalorización del ámbito de la Formación Práctica (FP) (7). 
Se aceptó que implica un conocimiento propio del hacer, así como recono-
cer que no alcanza sólo con la comprensión de las concepciones teóricas 
del Derecho sino que aquella es constitutiva de la formación, para lo cual es 
imprescindible la participación en experiencias donde los estudiantes pue-
dan desarrollar, en circunstancias reales o simuladas, un aprendizaje más 
complejo; propio de las vicisitudes de la actividad humana en instituciones 
y situaciones témporo-espaciales particulares.

El aumento de la cantidad y calidad de la formación práctica proviene, 
más allá de los requerimientos de los estándares (8), de una realidad insos-
layable en los desarrollos actuales de la Educación Superior acerca de la 
importancia en el proceso formativo de incluir la experiencia directa como 
instancia de aprendizaje privilegiada en donde la actividad reúne los diver-
sos saberes (saber, saber hacer y saber ser). De este modo se pone en valor 
el conocimiento que surge de la misma acción y del entrecruzamiento de 
las relaciones personales, reglas y cultura institucional en que se desarrolla.

La gestación de un ámbito específico, definido y estructurado para la 
formación práctica implica reconocer en la disciplina jurídica un lugar a un 
dominio creciente, tematizado, consciente, reflexivo y autónomo del sujeto 
que transita dicha experiencia. Tal aprendizaje se posibilita a través de una 

 (7) A partir de la Resolución del HCD de la FCJ y S Nº 198/11 en la que se aprobó el 
“Programa para el análisis, reflexión, debate y formulación de propuestas para la Reforma 
del Plan de Estudios” (Expte. 400-2548/11), se constituyó la Comisión 6 de “Prácticas Pro-
fesionales y Enseñanza Práctica en la que participaron los profesores Manuel Bouchoux y 
Federico Ayllon, Joaquín Eliseche con la coordinación específica de Valeria Huenchiman 
y general del Vicedecano Vicente S. Atela. Luego de que el HCD aprobara la nueva malla 
curricular –Res. 336/13 del HCD– una comisión redactora, integrada por el mismo HCD 
junto José Lezcano y Rita Gajate y la prof. en Ciencias de la Educación Alejandra Pedrago-
sa, dio forma a los diferentes documentos constitutivos del Plan. En la redacción específica 
del Régimen de Enseñanza Práctica –Res. del HCD 202/15– colaboraron con sus aportes 
los profesores de Prácticas Gilda Maltas y Alberto Córica.

 (8) CIN –Consejo Interuniversitario Nacional– Res. 954/14. “Estándares para la acredi-
tación de Abogacía”. Consejo Permanente de Decanos. “Aportes al Diseño de Estándares 
para la acreditación de Abogacía”. Consejo Permanente de Decanos. “Declaración sobre 
Estándares de la Formación Práctica”. Aprobado el 9 de abril de 2015.



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

205Habilidades y competencias profesionales en Abogacía: hacia la reconfiguración 
de la enseñanza práctica en el nuevo Plan de Estudios de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales -  Rita Marcela Gajate 

trayectoria asistida y acompañada por los docentes que va andamiando la 
puesta en escena en el campo. Así, el estudiante podrá ir adquiriendo estra-
tegias, modos de autorregulación y reflexión propias del ejercicio experto 
de la actividad (Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 2016: 53).

Así es como en el nuevo diseño curricular se ofertará al estudiante un es-
pacio de práctica, determinado por un total de horas que deberá acreditar 
al cumplirse el período de su formación, variando su composición con ex-
periencias en diferentes campos sobre las cuales el estudiante podrá optar 
en algunos casos.

En el marco del espacio de la Formación práctica se resignifican las ac-
tuales Prácticas Penales, Civiles y Comerciales, que se mantienen, preten-
diendo que impliquen un espacio reflexivo en la elaboración de lo que los 
estudiantes observarán en el campo de desarrollo de las experiencias pro-
puestas. Se trata de su reconfiguración a través de dos ejes centrales: “Teo-
ría de la Práctica” y “Práctica real en campo”.

Se ha diseñado el tránsito por una experiencia tutorada por los profeso-
res de las Prácticas y por otros tutores que puedan incorporarse a fin de rea-
lizar un seguimiento de lo que los alumnos vayan completando con su asis-
tencia, observación y participación en las diversas instancias de la oferta.

La reflexión posterior en las aulas es de fundamental importancia a fin 
de aprehender lo vivido en el campo. Razón por la se mantienen las clases 
en el seno de la Facultad para traer a su ámbito de aprendizaje sistemático 
lo experimentado en las diferentes opciones de prácticas ofrecidas.

Se analizó, a través de la secuencia de la evolución de la matrícula (9), 
el número estimado de cursantes en los últimos años. Tal diagnóstico per-
mitió considerar que es posible, de modo rotativo y alternativo, asignar 
estudiantes a los Consultorios Jurídicos Gratuitos, Clínicas, proyectos de 
extensión, proyectos de investigación y organismos conveniados con la Fa-
cultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, de modo de orientar, a través de la 
Formación Práctica, la elección del estudiante, sobre las 4 orientaciones del 
perfil profesional que se reconocen en el Plan de Estudios. Se trata de un 

 (9) Autoevaluación (2012). “En los últimos tres años han cursado la FP (antes Enseñan-
za Práctica) en las diferentes propuestas curriculares actuales cerca de 3.268 alumnos, con 
promedio anual de menos de 1.100 cursantes por año.
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esfuerzo administrativo-pedagógico por organizar los grupos de modo que 
no turben las tareas de los lugares en donde practicarán. Cada grupo tendrá 
un tutor y objetivos definidos a cumplimentar.

En el ámbito de las prácticas en campo, en uno de sus ejes, se trabajará con 
la metodología del “aprendizaje servicio” que integra las dos dimensiones: el 
vínculo con la sociedad a través del servicio comunitario; y la formación inte-
gral de los estudiantes, resaltando los valores implícitos en el servicio desarro-
llando –asimismo– la responsabilidad social universitaria. Se integra así a la 
malla curricular la experiencia educativa de los Consultorios Jurídicos Gratui-
tos, las Clínicas Jurídicas, Programas de la Secretaría de Extensión, programas 
y proyectos de investigación, competencias interuniversitarias, entre otras, 
más la posibilidad de hacer prácticas en organismos públicos y privados y en 
relación a los MARC –Medios Alternativos de Resolución de Conflictos– en el 
Centro de Mediación de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales.

Todo hacer concreto en las diferentes áreas del Derecho debería encon-
trar en el campo de la práctica un espacio de aprendizaje. Asimismo se asu-
mió que se propiciará el diseño de prácticas particulares conforme los di-
versos campos de actuación profesional. Se incorporará, por cada espacio 
curricular que así lo requiriera una dedicación de horas que se reflejará en 
los programas de la actividad práctica que se llevará adelante.

Lo dicho hasta aquí, que en otros términos transcribe el fundamento de 
la Resolución del HCD 202/15 –Régimen de Enseñanza Práctica– (10) da 
cuenta del compromiso asumido por la Institución para poner en práctica 
principios y valores por medio de cuatro procesos clave de nuestra univer-
sidad: gestión, docencia, investigación y extensión. En la articulación de es-
tas vías se implementará el espacio de la Formación Práctica.

El diseño final que se incluyera en el nuevo plan de estudios, aprobado 
por el Ministerio de Educación –resolución 1678/2016– se definió que en el 
proceso formativo se incluirá la experiencia directa, observacional de labo-
ratorio y de ámbitos del ejercicio, como instancias de aprendizaje privile-
giadas en donde la actividad reúne los diversos saberes (saber, saber hacer 
y saber ser). De este modo se pondrá en valor el conocimiento que surge de 
la misma acción y del entrecruzamiento de las relaciones personales, reglas 
y cultura institucional en que se desarrolla.

 (10) Expte. 0400-2584/11 - 005. Acta del HCD Nº 419 del 16/06/2015.
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Los objetivos definidos se alcanzarán a través de un proceso gradual que 
implique, al menos, tres instancias que se proponen para la organización 
de las experiencias prácticas:

1º)	Observación.

2º)	Ensayo.

3º)	Intervención supervisada.

Transcribimos a continuación los ejes sustanciales de la reforma pro-
ducida que pueden consultarse, a mayor abundamiento, en el documento 
descriptivo del nuevo plan de estudio para la carrera de Abogacía (Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Sociales, 2016: 53).

La Formación Práctica consta de cuatro espacios:

1º)	Formación práctica al interior de las asignaturas. Se trata de una 
práctica unida a la labor de la enseñanza en las cátedras.

2º)	Adaptaciones Prácticas Procesales Penales y Civiles. Se estructurarán 
en la modalidad simulada y real supervisada.

3º)	Formación Práctica en temáticas específicas. Se considera las defi-
nidas en la Res. 336/13 u otros que el Honorable Consejo Directivo 
considere implementar.

4º)	Formación práctica en situaciones reales. Se trata de la propia prác-
tica situada en casos reales, planteados en diversas sedes posibles, 
conforme ya ha sido explicitado.

La Formación práctica al interior de las asignaturas y Formación Prác-
tica en temáticas específicas se encuentran insertas en las horas de labor 
de los campos disciplinares, el seminario y las orientaciones, mientras que 
las Adaptaciones Prácticas Procesales Penales y Civiles junto a la Formación 
práctica en situaciones reales (Prácticas Profesionales Supervisadas) consti-
tuyen los dos espacios de Práctica específicos.

El espacio práctico al interior de las asignaturas deberá explicitarse en sus 
programas de contenidos. Se establece en el 12% de la carga horaria del espa-
cio curricular del que se trate. Dichos trayectos se ofrecen en las materias del 
bloque disciplinar y podrán incluirse en el resto de las materias de la currícula.
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Se organizarán y ofrecerán Talleres Permanentes de prácticas para los 
estudiantes que hubiesen rendido dichas materias bajo la modalidad libre.

Podrán estructurarse recorridos temáticos específicos para la Forma-
ción Práctica. Dichos trayectos se crearán conforme el Honorable Consejo 
Directivo estime pertinentes, previa vista de la Secretaría de Asuntos Aca-
démicos –Pro secretaría de Formación Práctica–.

Las Prácticas Penales, Civiles y Comerciales son resignificadas preten-
diendo que impliquen un espacio reflexivo en la elaboración de lo que los 
estudiantes observarán en el campo de desarrollo de las experiencias pro-
puestas. Se trata de su reconfiguración a través de dos ejes centrales: “Teo-
ría de la Práctica” y “Práctica real en campo”.

La Formación Práctica en situaciones reales (Prácticas Preprofesionales 
Supervisadas) sin que la enunciación siguiente sea taxativa, podrá concre-
tarse en los siguientes ámbitos:

1º)	Proyectos de Extensión, conforme existen actualmente y todos aque-
llos que en el futuro puedan desarrollarse.

2º)	Prácticas Formativas Supervisadas en organismos públicos conve-
niados por la Facultad.

3º)	Prácticas Formativas Supervisadas en organizaciones privadas con-
venidas por la Facultad.

4º)	Prácticas Formativas en Estudios Jurídicos que se ajusten a la norma-
tiva que el HCD oportunamente establecerá para la firma de conve-
nios con la Facultad.

5º)	Prácticas Formativas en el Centro de Mediación de la Facultad.

6º)	Prácticas en Centros de Mediación privados o públicos que hayan 
firmado convenios con la Facultad.

7º)	Proyectos de Investigación acreditados de nuestra Facultad de Cien-
cias Jurídicas y Sociales y otros en los que nuestros docentes inves-
tigadores sean parte y se desarrollen en agencias reconocidas de 
investigación.
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8º)	Institutos, Centros de Investigación y Observatorios de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Sociales que, a partir de sus funciones específi-
cas, tengan como objetivos la investigación y producción de conteni-
dos académicos.

9º)	Competencias estudiantiles de litigios simulados en diferentes áreas 
temáticas.

10º) Talleres de práctica profesional.

11º) Programa de Educación en Contextos de Encierro.

12º) Prácticas Formativas en Escribanías que se ajusten a la normativa 
que el HCD oportunamente establecerá para la firma de convenios 
con la Facultad.

13º) Cualquier organismo que pudiera ofrecer un espacio propicio para 
la práctica conforme los requisitos definidos por el HCD.

14º) Cualquier otra modalidad que se proponga y cuente con la aproba-
ción del HCD.

Se ha diseñado el tránsito por una experiencia tutorada con los profeso-
res de las Prácticas y por otros tutores que pudieran incorporarse a fin de 
realizar un seguimiento de lo que los alumnos vayan completando con su 
asistencia, observación y participación en las diversas instancias de la oferta.

De este modo, el tránsito por la Formación Práctica implica las prácticas 
civiles y comerciales, penales, de investigación y de extensión orientadas 
en este nuevo marco formativo a la intervención activa y experiencial de los 
estudiantes en el aprendizaje. Se considera este último encuadre desde una 
perspectiva pedagógica en la que los docentes deberán establecer objetivos 
en directa vinculación con las ideas antes expuestas.
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Sumario: I.– La visión de Harry Bredemeier.– II. Realismo Jurí-
dico.– III. Derecho y realidad: su incorporación a la enseñan-
za.– IV. Bibliografía.

La facultad en que se enseña Derecho en la Universidad Nacional de La 
Plata, tiene como denominación Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
como consecuencia de la importancia que le otorgara el Fundador a las 
Ciencias Sociales. Cabe preguntarse ¿éstas tuvieron la misma considera-
ción con el paso del tiempo?

Como aporte significativo a la formación de los jueces, el Fiscal de la 
Audiencia Provincial de Huelva, José Jiménez Villarejo en las Jornadas de 
Estudio del Poder Judicial, estimó que la sociología debía ser considerada 
no como una asignatura marginal, que nunca podría ser tomada en serio.

Argumentaba que aquella ciencia persigue el conocimiento de la reali-
dad social y que la realidad social es nada menos que la materia del dere-
cho. En su visión, el conocimiento de la realidad parece haberse desaten-
dido en la formación de esa clase tan decisiva en la aplicación del derecho, 
como son los jueces.

El conocimiento de la realidad social pareciera ser adquirido por el mero 
hecho de que está a nuestra vista, es un conocimiento vulgar, no sistemáti-
co, parcial y acientífico, es decir absolutamente insuficiente.

Como lo han subrayado los epistemólogos, la denominación no es peyo-
rativa, solamente se utiliza para diferenciar tipos de conocimiento, siendo 
el científico el que reúne ciertas calidades que lo convierten en un medio 
para alcanzar “una reconstrucción conceptual del mundo cada vez más 
amplia, profunda y exacta”, en la opinión de Mario Bunge.

(*) Prof. Extraordinario Consulto, Universidad Nacional de La Plata, UNLP.
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Para el Fiscal, el conocimiento sociológico se encamina a proporcionar 
al juez elementos conceptuales y empíricos que le permiten conocer como 
“es” la sociedad: cuales son las leyes que rigen su dinámica, como se rela-
cionan los diversos sectores y esferas de la misma, grado de interdependen-
cia de los fenómenos sociales entre sí, cómo y por qué cambian los valores 
vigentes.

El Derecho así, deja de considerarse como una entidad autónoma y con-
sistente, para concluir que es un sector de la realidad social íntimamente 
conexionado con los demás, un producto social en que se reflejan las fuer-
zas, los intereses y los valores que actúan en la sociedad, contribuyendo a 
superar un ingrediente específico de cierta ideología judicial que consiste 
en definir el Derecho como un área aparte e incontaminada, abstraída del 
entorno social.

En consecuencia el conocimiento científico de la realidad social, devela 
los condicionamientos estructurales que explican la conducta porque pe-
san sobre ella.

Podrá argumentarse que lo expuesto, es algo obvio a esta altura de las 
investigaciones sociológico-jurídico. Sin embargo el comportamiento coti-
diano de los agentes jurídicos aleja tal conclusión.

Lo que para el autor reproducido es aplicable a la formación del juez, 
puede naturalmente ampliarse, ya que el juez es un abogado. En conse-
cuencia, es en la formación del abogado, donde se necesita una sólida in-
jerencia de las ciencias sociales en general y de la sociología en particular.

Pueden encontrarse significativos ejemplos de lo expuesto en la obra de 
Harry Bredemeier y en la de los autores vinculados al realismo jurídico, cu-
yos aportes no pueden ignorarse en la enseñanza del derecho.

I. La visión de Harry Bredemeier

Como consecuencia de lo expuesto, resulta una valiosa contribución 
el aporte de Harry Bredemeir. Su obra pudo reconocerse en nuestro me-
dio, especialmente por la traducción del texto de Vilhem Aubert en su 
clásica Sociología del Derecho, que fuera originada en “Law as integrative 
mechanism”.
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El autor señala la relación entre derecho y sociología, estableciendo una 
diferencia entre sociología del derecho y sociología en el derecho: subra-
yando en el primer caso la finalidad perseguida de describir el significado 
del derecho para la sociedad global, o describir sus procesos internos, o 
ambas cosas a la vez. Para lo segundo se considera la capacidad de agregar 
los contenidos de la disciplina como herramienta auxiliar del derecho.

El análisis de las funciones del derecho y sus relaciones con otros siste-
mas de la sociedad tiene como referencia el marco teórico formulado por 
Parsons en Economy and Society, pero con algunas variantes adecuadas al 
objeto.

Según el autor, la función del tribunal reside en dictar una sentencia que 
impida el conflicto –todos los conflictos potenciales semejantes– y su inte-
rrupción de la cooperación social productiva.

Pareciera aquí reconocerse la categorización mertoniana de función 
manifiesta y función latente.

Para cumplir su función el tribunal depende de tres clases de informa-
ción de entrada: a) primeramente el tribunal necesita del análisis de las rela-
ciones causales; b) el tribunal necesita tener alguna idea de para qué sirva la 
división del trabajo: cuales son las metas del sistema y c) finalmente necesita 
de la benevolencia por parte de los litigantes en cuanto al uso del tribunal.

El aporte del autor ha sido reconocido por los más destacados en la ma-
teria. Arnaud y Fariñas Dulce (1966), al analizar la función de integración 
social o control social lo mencionan entre los que entienden la función del 
Derecho en el sentido estricto de la resolución de conflictos. Esto es que 
el derecho resuelve, arregla, soluciona conflictos que pueden perturbar el 
equilibrio y el orden social, aunque debieron reconocer que Bredemeier 
apuntó a la posibilidad de que el propio procedimiento judicial pueda ge-
nerar la reproducción de otros conflictos; “el Derecho no sólo tiene capa-
cidad integradora de los conflicto sociales, sino que puede tener además 
una capacidad disgregadora. Es decir, no sólo ´resuelve conflictos´, en el 
sentido tradicional del término, sino que también puede provocarlos”.

También Cotterrell (1991) se ocupa del aporte del sociólogo americano 
señalando que ha usado el método funcional para identificar puntos de 
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tensión en los sistemas jurídicos. Sobre la base del esquema de Talcott Par-
sons modificado, se analiza la interacción entre el sistema jurídico y otros 
subsistemas sociales.

Este esquema, suficientemente reconocido por los iniciados, puede ser 
utilizado con perspectivas muy positivas en la enseñanza del derecho.

Aunque pueda resultar trivial, cabe aclarar que el análisis de los aportes 
del autor no significa adherir a la totalidad de sus posturas.

Cuando Bredemeier adopta y modifica el esquema de Parsons y hace 
referencia a los procesos adaptativos, está identificándolos con la produc-
ción de medios instrumentales, para hacer frente a los obstáculos que se 
interponen a la consecución de las metas del sistema: en resumen las es-
tructuras de ciencia y tecnología.

Al recibir los tribunales una señal indicadora, bajo la forma de un pleito 
advierte que se ha producido un choque de intereses. La primera exigen-
cia es “comprenderlo”, es decir descubrir la relación fáctica entre el daño 
alegado y el hecho que dice provocado y consecuentemente descubrir el 
contexto funcional del actor y del demandado.

Al desarrollar la relación entre este subsistema y el derecho, se hace re-
ferencia explícita al planteo del justice Brandeis y su innovadora estrategia 
para superar los antecedentes negativos sobre la validez constitucional de 
una ley estadual vinculada a la jornada máxima de trabajo de mujeres.

Consistió fundamentalmente, en evidencias extraídas de montañas de 
informes, nacionales y extranjero, producidas por comités, comisiones, bu-
reaux, inspectores de fábricas, etc. dirigidos a demostrar que la jornada de 
trabajo excesivo es perjudicial a la salud, seguridad y moral de las muje-
res y que una reducción de ella produce ventajas sociales y económicas de 
importancia.

Pero en la recepción de esos datos, el autor advierte que no solamente 
interviene la técnica y el conocimiento empírico, también son necesarias 
la incorporación de ciertas teorías especulativas referentes a cierto tipo de 
comportamiento: es importante, por ejemplo el uso que hacen los tribuna-
les de la teoría económica clásica.
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Haciendo un paréntesis en los planteos expuestos, se puede advertir que 
en materia de enseñanza el texto permite articular el papel del abogado 
con el planteamiento de una estrategia idónea, donde deberá recurrir a los 
aportes científicos de la época para “comprender” –y “hacer comprender”– 
el conflicto o choque de intereses que el tribunal deberá resolver.

Por ejemplo, cualquiera sea el significado que adoptemos para la expre-
sión análisis económico del derecho, lo cierto es que los aportes de la econo-
mía política y el debate sobre modelos micro y macroeconómicos han pro-
ducido tal repercusión en nuestra sociedad partir de las crisis económicas, 
que resulta ineludible para un actor del campo jurídico, el conocimiento 
–al menos elemental– de las doctrinas económicas que pretenden liderar el 
pensamiento actual de la materia. No por un mero placer académico, sino 
para reconocer y prever el comportamiento de los jueces en una materia 
tan volátil en algunos de nuestra historia.

Tan estrecha relación entre pensamiento socioeconómico y tendencias 
jurisprudenciales, ha sido reconocida por quienes han historiado el máxi-
mo tribunal nacional, recurriendo a tipologías que señalan expresamen-
te dicha relación, como por ejemplo el tantas veces citado clásico de Julio 
Oyhanarte, Historia del Poder Judicial.

Otro ejemplo en el reconocimiento de la vinculación entre los mencio-
nados subsistemas, son los aportes de la bioética, ligado a las profundas 
discusiones sobre temas que incluso conmueven a la opinión pública y en 
las que subyacen disputas ideológicas de gran magnitud.

Dentro de esa línea vale la pena rescatar el papel que Bredemeier asigna 
a la sociología como parte del sistema adaptativo que potencialmente po-
dría contribuir grandemente al sistema jurídico, sea dando una respuesta 
a los interrogantes derivados de una organización eficiente, sea facilitando 
el conocimiento previsor de cómo actuará la gente cuando se la sujeta a 
nuevas responsabilidades, etc.

También en materia previsional puede encontrarse un categórico ejem-
plo, en el fallo “Izcovich” de la Corte Suprema nacional (JA 2005-II, fascícu
lo Nº 9) que recurre, en el voto de algunos de sus miembros, a la herra-
mienta de la experiencia estadística para declarar la inconstitucionalidad 
de un artículo de la ley 24.463, que establecía un recurso de apelación ante 
la Corte, modificando así anteriores pronunciamientos.
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Otro tema de interés para la enseñanza finca en la importancia que se 
atribuye al sistema contencioso.

Este sistema está fundado, por lo menos parcialmente, en la hipótesis 
de que si cada uno de los dos adversarios en un litigio tiene motivos para 
aportar al juicio todas las pruebas favorables a su propio caso, las probabi-
lidades son máximas de que se presenten al tribunal todos los argumentos 
y consideraciones importantes, atrayendo la atención de los “científicos” 
sobre ciertos tipos de conocimiento.

En Bredemeier el problema se plantea en establecer cuáles son los cana-
les de comunicación a través de los cuales los conocimientos serían trans-
mitidos al sistema jurídico, y cuáles serían los canales de regreso mediante 
los cuales una salida secundaria del sistema jurídico sería comunicada al 
sistema adaptativo, a saber, investigaciones o planteos que sean expresión 
de la necesidad de ciertos tipos de conocimiento.

Esta relación lleva implícita la dificultad de comunicación entre los ju-
ristas y los sociólogos y científicos sociales, inclusive dentro de una misma 
universidad. “Los resultados son que alguna materia prima útil para el aná-
lisis sociológico permanece encerrada en las escuelas de derecho y en las 
revistas jurídicas, un campo importante para el conocimiento sociológico 
permanente sin ser explorado; y la calidad de la ‘eficiencia organizativa’ 
que requiere el sistema jurídico puede estar por debajo de niveles posibles 
realizables” (Bredemeier, 1971).

Por cierto que este planteo abre una gran cantidad de futuras investiga-
ciones sobre la relación de la dogmática jurídica y las ciencias sociales. La 
actividad jurídica –entendida como tal la que producen los actores vincula-
dos de alguna manera al Derecho (abogados, jueces, funcionarios, legisla-
dores, asesores, etc.)– revela en nuestro ámbito una profunda carencia del 
aprovechamiento de investigaciones que puedan servirle de soporte. Ob-
sérvese solamente la actividad legislativa cuando se trata de temas como 
delincuencia, minoridad, modelos políticos, repercusión de medidas eco-
nómicas, acceso a la justicia, familia, etc., en los cuales –más allá de las ur-
gencias provocadas por las sucesivas crisis– se advierte una desconexión 
similar a la que Bredemeier pudo señalar en la relación derecho-política.

Esta “disfuncionalidad” puede ser por lo menos parcialmente superada, 
cuando la planificación de la actividad de nuestras facultades, incluya la 
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relación entre dogmática y ciencia y tal relación sea internalizada por pro-
fesores y alumnos.

Puede observarse que la propuesta del autor que convoca, tiene la sufi-
ciente elasticidad como para no tener que dividir el contenido de su pro-
puesta en espacios estancos. Casi sin querer se transita hacia la relación el 
derecho y la política.

Advierte Bredemeier que: “la contribución (input) primaria del poder 
legislativo en el sistema jurídico consiste, (...), en una descripción de es-
tado de cosas ideal para cuya consecuencia se ponen en movimiento los 
recursos sociales mediante el ejercicio del poder. La contribución (output) 
inmediata correspondiente del sistema jurídico consiste en la aplicación 
de las formulaciones políticas generales a los conflictos específicos que se 
presentan”.

Estos intercambios entre los sistemas tienen un equilibrio precario, entre 
otros motivos porque el poder legislativo sometido a la influencia de cam-
bios caprichosos de la opinión pública y ante las exigencias privadas de di-
versos grupos de intereses, a menudo promulga políticas contradictorias y el 
tribunal debe escoger entre las diversas políticas propugnadas por el Estado.

Los ejemplos que un docente puede exhibir con relación a esta temática 
son innumerables, baste mencionar la problemática derivada de la aplica-
ción de políticas criminales de “mano dura” o “garantismo”, la devaluación 
y pesificación, las idas y vueltas en materia de minoridad, previsional, etc.

No solamente se advierte la necesidad de escoger una solución ante las 
variaciones que el Estado ha ido produciendo, sino además una adecua-
ción del Máximo Tribunal a las modificaciones ideológicas que prevalecen 
en el Ejecutivo.

Por otro lado es conveniente atender la observación de Carbonnier (1994) 
cuando el análisis de contenido de un documento jurídico, lleva a advertir 
que los fundamentos de derecho o la parte dispositiva detectan un embara-
zo del Tribunal y una inversión, que no es rara, del razonamiento judicial.

La presencia de los tribunales en el equilibrio del sistema revela la ne-
cesidad de una política que legitime los tribunales y que se mantenga y/o 
profundice la estima que se les tiene.
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“Presupuesta por todo lo que he dicho hasta ahora, una tercera condi-
ción es necesaria para que el sistema jurídico contribuya a la integración 
mediante la solución de conflictos. Se trata del hecho obvio de que los con-
flictos deben ser puestos en conocimiento del tribunal. Es necesario moti-
var a la gente para que recurra al derecho de protección de sus intereses, y 
ello implica que deben sentir que el derecho efectivamente les hará justicia”.

Aunque surge espontáneamente la relación de esta problemática con 
nuestra realidad jurídico-institucional, el mismo autor nos advierte que es 
quizás en conexión con los intercambios entre el sistema legal y el sistema 
de mantenimiento de pautas –ofrecimiento de “justicia” en cambio de con-
tribución de motivaciones consistente en aceptar al tribunal para la solu-
ción de problemas– donde se producen las rupturas más corrientes.

Ratifica su aserto, lejos de parecernos propia, la universalidad de la pro-
blemática planteada.

Haciendo gráfica la situación en que se encuentra cierto sector del ma-
gistrados en nuestro país, baste reflejar el título un de diario de enorme 
influencia: “Hoy sólo recibimos cachetazos” (La Nación, 10/9/2006). Esta 
afirmación lleva a plantear un tema de investigación que pudiera devenir 
altamente urticante: cuándo y porqué comenzaron los ataques mediáticos 
a los jueces.

Este proceso puede vincularse –solamente como vía de hipótesis– con 
las embestidas a ciertos modelos socio-económicos y que luego, en una es-
pecie de consecuencia no buscada, se internalizó en vastos sectores de la 
población de tal manera que cualquier pronunciamiento judicial puede ser 
motivo de los más duros cuestionamientos.

Dentro de la problemática derivada de la relación entre el derecho y el 
sistema de mantenimiento de pautas, resalta la derivada de la “certeza y 
predictibilidad” considerada como elemento constitutivo de aquel y que 
confronta con las circunstancias cambiantes, con la emergencia de nuevos 
intereses y los peligros y responsabilidades nuevos derivados del cambio 
social.

Sin perjuicio que Bredemeier considera a la legislación como el recur-
so más importante en las sociedades modernas, para evitar que sobre el 
derecho se extienda un rigor mortis, plantea con firmeza la problemática 
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de los tiempos en que la justicia recepta los sentimientos de justicia de la 
comunidad, introduciendo aquí las reconocidas categorías de función la-
tente y manifiesta: “(...) pareciera ser que la función manifiesta del tribunal 
es aplicar el derecho ya existente; rara vez se reconoce la función latente de 
resolver eficientemente los litigios”.

Desde la perspectiva de la utilización del texto en la enseñanza de nues-
tra disciplina, se encuentran numerosos ejemplos que pueden iluminar el 
planteo.

Los temas relacionados con la familia proveen una notable diversidad de 
cuestiones que actualizan permanentemente la observación de un actuar 
“ritualista” y la necesidad social de reflejar judicialmente los sentimientos 
de justicia de una sociedad.

Un texto muy apropiado es el de Isabella Cosse (2006), donde examina 
los cambios introducidos en el ordenamiento doméstico a partir de 1946, 
desde una perspectiva distinta: las dinámicas familiares situadas al margen 
del modelo normativo, en especial la filiación ilegítima. Con un rico aporte 
de las fuentes de las discusiones parlamentarias, de las opiniones políticas 
y confesionales y de citas de jurisprudencia, la autora nos introduce en un 
tiempo y espacio, que sirven de fundamento para desarrollar el tema en 
estrecha relación con nuestra disciplina.

La labor de los tribunales de familia, son a la vez una cantera inextin-
guible de ejemplos que pueden ser utilizados por el docente: la ficción y 
la realidad de los juicios de divorcio (v.gr. el contenido de aquellos fallos 
anteriores a la existencia del famoso “artículo 67 bis” de ley 2393), de la de-
terminación de las cuotas alimentarias, de los regímenes de visita y vaca-
ciones, etc.

La enumeración de los ejemplos se hace infinita. Esto en un sentido li-
teral, toda vez que en clase puede recurrirse, en diaria y permanente ac-
tualización, tanto a los ejemplos clásicos de la jurisprudencia, como a la 
temática que diariamente nos presenta la labor judicial.

A ello pueden agregarse otros temas no desarrollados para evitar el ago-
bio expositivo: el sistema de jurados y el de comunicaciones internas del 
propio sistema jurídico como mecanismos adicionales de contribución 
(output) de justicia, la necesidad de impedir que la frustración deje un 
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residuo permanente de hostilidad en los justiciables, la “traducción” que 
los letrados hacen a sus clientes del contenido de la sentencia, la mora 
judicial, la implementación de medios alternativos de resolución de con-
flictos, etc. etc.

En definitiva el texto utilizado, más allá de la obvia trascendencia doctri-
naria y de las inacabables discusiones que genera el funcionalismo, ilumi-
na a los alumnos de derecho sobre la génesis, desarrollo y aplicación de las 
normas, la estrategia de los letrados para lograr una interpretación acorde 
con los intereses que defiende y su aplicación por los órganos judiciales. 
Permite aclarar con casos concretos que son aportados por las materias 
“jurídicas” que la sociología jurídica no es un mero entretenimiento acadé-
mico y que por el contrario enseña a reconocer que el derecho no nace por 
generación espontánea y que la sociología es una herramienta idónea para 
comprenderlo en toda su riqueza y complejidad.

II. Realismo Jurídico

El tema no es frecuentemente tratado en las aulas de la Facultad. La So-
ciología Jurídica sirvió de introducción a la temática, abriendo así un pano-
rama aún bastante inexplorado.

Por ello parece conveniente acercarse mediante algunas definiciones 
que introduzcan en la cuestión.

Ramón Soriano (1997) escribe: “El realismo jurídico americano, cons-
tituido en gran medida por prácticos del derecho, se caracterizó por una 
preocupación en torno a los problemas de la aplicación de las normas jurí-
dicas, ni construyeron previamente una teoría del derecho para desde sus 
presupuestos ver los problemas de la práctica jurídica, ni desde la práctica 
elevaron una visión general del derecho, como en ocasiones sucede con 
otros juristas a los que el contacto con la experiencia jurídica lleva final-
mente a plantearse cuestiones generales. Su centro de atención fue la teoría 
predictiva, es decir, la consideración de la norma como predicción de lo 
que harán los tribunales”.

Arnaud y Fariñas Dulce (1996) explican que es una corriente surgida 
en la década del 30, que propugnaba una forma pragmática, sociológica y 
antiformalista de entender el Derecho.
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El Derecho no puede juzgarse absolutamente como una abstracción for-
mal, sino examinando la manera en que funciona realmente, es decir, la 
práctica efectiva del derecho.

No surge de manera aislada e independiente sino que tiene su origen en 
una tendencia “antiformalista” y “crítica” y que recibió el nombre de juris-
prudencia sociológica cuyos máximos representantes fueron influidos por 
Oliver W. Holmes.

Analizar las características propias de cada autor así como las diferen-
cias entre las escuelas, excede la finalidad del presente que pretende sólo 
señalar su contribución a la enseñanza del derecho.

El texto citado afirma, siguiendo el anterior desarrollo, “que casi la totali-
dad de los autores ´realistas´ coinciden en una concepción estricta del De-
recho, en cuanto describen el Derecho con las reglas aplicadas por los jue-
ces, lo cual, adoptando una clásica diferenciación hecha por Holmes (Law 
in action y law in books), se correspondería con las ́ reglas reales´ (real rule) 
o práctica de los tribunales, es decir con el law in action”.

Pero lo que quizás es mayormente relevante para el futuro abogado y 
debe necesariamente formar parte de la enseñanza del derecho es la idea 
de que coinciden diversos factores reales en la decisión judicial: influencia 
de factores culturales, económicos y sociales en las decisiones judiciales 
(Pound), “fuerzas inconscientes”, tales como simpatías, emociones, hábi-
tos, convicciones, prejuicios (Cardozo) o bien ciertas actitudes de simpatía 
o antipatía que un juez pueda tener con relación a las partes (Frank).

De ninguna manera ello significa crear una suerte de escepticismo con 
relación a la actividad judicial. Por el contrario, significa poner en términos 
científicos la realidad que el futuro abogado enfrentara en su ejercicio ya 
sea como litigante, asesor, magistrado, etc.

Un ejemplo de la teoría predictiva lo pueden otorgar la serie de fallos 
que la Corte Suprema dictó 1973.

La composición de la misma y las características socio-políticas del mo-
mento podían hacer prever el dictado de los fallos en las causas Parke Davis, 
Mellor Goodwin y Swift-Deltec.
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Al comentar los mismos se ha concluido “Cabe recordar entonces el pa-
pel encubridor que el derecho juega en estas circunstancias, mediante la 
aparente universalidad de las normas jurídicas, siendo que en verdad –por 
la realidad propia de las relaciones de poder económico y político– sus úni-
cos beneficiarios siguen siendo los monopolios” (Cohen 1974).

La teoría de la penetración y la doctrina “clean hands” formulada por 
uno de los miembros de la Corte (Dr. Héctor Masnatta) se correspondía 
con una ideología imperante en la que el formalismo jurídico era recha-
zado cuando el régimen de la personalidad, se utilizaba en contra de los 
intereses superiores de la sociedad o de terceros. La misión del Poder Judi-
cial era entonces descorrer el velo que ocultaba la personalidad real de las 
empresas involucradas.

El caso “Sejean” resuelto por Corte Suprema Nacional, en setiembre de 
1986, demuestra la insuficiencia de la dogmática jurídica para interpretar, 
por si sola, la decisión judicial.

La conclusión de la mayoría del Tribunal fue la inconstitucionalidad 
del artículo 64 de la ley 2393, de matrimonio civil, luego de una vigencia 
centenaria.

El fallo recurre a ciertas expresiones, que pudieran considerarse supera-
doras del derecho positivo. Así por ejemplo: “transformaciones históricas y 
sociales”, “sensibilidad de una época”, “sociedad sana”, la familia como “pro-
ducto social sujeto a cambios y modificaciones”, etc.

Es notable el reconocimiento que “nuestro país atraviesa una coyuntu-
ra histórico-política particular” en la que cierto objetivo, “debe orientar la 
hermenéutica constitucional en todos los casos”.

Más allá de lo que pueda opinarse sobre la “justicia” de los fallos (que 
obviamente produjeron ríos de tinta a favor y en contra), debe analizarse si 
en otro contexto socio-político pudieran dictarse con este contenido.

III. Derecho y realidad: su incorporación a la enseñanza

Sociología jurídica, además de los contenidos propios de la materia y 
que se han consolidado a través del tiempo, tiene la virtud de poder recurrir 
a disciplinas y contenidos que enriquecen la comprensión del derecho.
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Autores diversos han coincidido en reconocer que la Dogmática jurídica 
es el saber que se ocupa del estudio y descripción de un sistema de normas 
jurídico-positivas vigentes en un determinado ámbito geográfico y que ha 
sido cuestionado en ocasiones por su incapacidad para resolver, por sí sola, 
conflictos sociales con seguridad y justicia o predecir cuál será la forma de 
actuar de los jueces y del resto de los destinatarios de las normas jurídicas.

Sería una obviedad manifiesta, reconocer que el Derecho Positivo, debe 
enseñarse con una rigurosidad y exigencia máximas, porque será material 
esencial del futuro abogado.

Pero también tendrá que predecir dentro de un marco de probabilida-
des, el modo en que un tribunal pueda responder ante un determinado 
requerimiento.

Para ello, sobre todo en temas trascendentes, deberá tener en cuenta en-
tre otras cuestiones:

–	 La situación político-social.

–	 La ideología (en sentido amplio) del Tribunal y de los Tribunales 
Superiores.

–	 La formación académica de los integrantes del Tribunal, su compro-
miso con escuelas, doctrinas o cátedras académicas.

–	 Los intereses concretos en juego y las posibles consecuencias del 
fallo.

–	 El sentimiento vigente en la comunidad (los jueces no viven aislados 
de ella).

Influencia de los grupos de pertenencia y referencia.

–	 Funciones manifiestas y latentes en los tribunales.

–	 Los mecanismos de comunicación interna del propio sistema 
jurídico.

Deberá reconocerse entonces la función que cumplen las ciencias so-
ciales en general y la sociología jurídica en particular, en la formación 
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integral del profesional del derecho, como se ha intentado demostrar en 
estas líneas.
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I. Introducción

El regreso de la democracia a nuestra región y la reforma constitucio-
nal del año 94, no es una novedad que, indefectiblemente se encuentran 
vinculadas. No solamente porque representan dos de los grandes hitos del 
restablecimiento del estado constitucional de derecho en nuestro país, sino 
además porque constituyen la base, el fundamento, y el motivo de un lento 
y trabajoso proceso de reformas legislativas que se viene desarrollando en 
las últimas tres décadas y se distribuye por toda la geografía de nuestro te-
rritorio. En definitiva, el tránsito del estado legal de derecho al estado cons-
titucional de derecho.

La reciente reforma del Código Civil y Comercial de la Nación ha sido tal 
vez la más importante y significativa, para el micromundo jurídico, de las 
reformas normativas prealudidas. Sin que ello signifique ignorar el elogio-
so proceso de reformas procesales penales que se viene dando invariable-
mente en casi todas las provincias argentinas y que ha logrado, en algunas 
de ellas, el demorado cumplimiento de un mandato constitucional larga y 
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cuidadosamente ignorado y resistido: el juzgamiento de casos criminales 
mediante la realización del correspondiente juicio de pares o por jurados.

Tanto, estas últimas, como la primera se caracterizan por resultar una 
reglamentación de los principios, derechos y garantías consensuados por 
el legislador originario. No resulta novedoso en el caso de los ordenamien-
tos procesales, pues siempre se ha dicho que aquellos no deberían ser otra 
cosa que la reglamentación de la Constitución. Pero si me atrevo a decir 
que resulta novedoso para la noción que siempre se ha tenido del Código 
Civil. La mentada y bienvenida constitucionalización, o mejor dicho la con-
vencionalización, del Derecho Civil resulta un dato relevante y auspicioso. 
No sólo porque ya era hora que se pensara el Derecho Civil conforme el 
prisma constitucional (como reflexionaba una querida amiga y colega “pa-
reciera que el derecho civil recién descubriera la existencia de la Constitu-
ción”), sino porque marca, además, según mi modesta mirada, un cambio 
de paradigma en nuestra cultura jurídica.

Así es, creo que asistimos al proceso de cambios de paradigmas más pro-
fundo y radical que ha sufrido (o gozado) la cultura jurídica de nuestro país 
en toda su existencia. Entiendo entonces, que nos conducimos sin prisa, 
pero sin pausa a una nueva forma de pensar las maneras de prevenir y ges-
tionar las relaciones y conflictos que nos atraviesan como sociedad. En este 
escenario no estarán ausentes y serán grandes protagonistas: la oralidad 
en todas las instancias y competencias o fueros judiciales; la transparen-
cia y publicidad republicana de todos los actos del menos democrático de 
los tres poderes del Estado; la cultura del precedente jurisprudencial como 
garantía de coherencia y, fundamentalmente, la seguridad jurídica para las 
partes y la sociedad en su conjunto; las formas alternativas de resolución 
de los conflictos en todos los ámbitos del derecho; la resignificación de la 
figura del Juez como gran garante de un debate o juicio justo (fair trial) y 
debidamente preparado por las partes; la intervención de la ciudadanía en 
el juzgamiento de casos tanto penales como civiles, que, aunque no se apli-
que a la culminación de todos los procesos se configure como horizonte de 
sentido, necesario y estabilizador de todo un sistema.

Ahora bien, para que estas reformas legislativas efectivamente impulsen 
y logren un cambio real en nuestra cultura jurídica y ello se refleje en lo úni-
co que verdaderamente importa: la modificación de políticas públicas para 
que la población acceda en forma fácil y expedita a más y mejores derechos 
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y garantías. Los procesos de reformas legislativas han de ir necesariamen-
te acompañados por procesos de reformas en otros ámbitos, puesto que, 
para que el cambio de paradigma sea posible, necesita asentarse sobre tres 
pilares fundamentales: reforma legislativa, reforma en las prácticas de los 
operadores y reforma en la enseñanza de la abogacía.

Ello es así por motivos muy sencillos:

•	 De no lograrse la reforma legislativa es muy difícil siquiera iniciar una 
conversación sobre el cambio de un paradigma cultural que en gran 
parte (aunque no siempre) se pretende atado al marco normativo.

•	 Por su parte, si no se avanza en la modificación de las prácticas, las 
reformas legislativas resultan inútiles y se refuerza la idea de proce-
sos judiciales más signados por las conveniencias y consensos de una 
burocracia de gestorías que por los objetivos políticos de un sistema 
democrático constitucional.

•	 Finalmente, de no incidir en la modificación de la enseñanza de la 
abogacía, nos exponemos a conservar y alimentar una usina gene-
radora de cultura retardataria o inquisitiva en cada una de nuestras 
escuelas o facultades de derecho, que obviamente potenciará nega-
tivamente el campo de las prácticas al tiempo de pretender desandar 
o desvirtuar las reformas legislativas.

Como señalábamos las reformas legislativas han avanzado. Las de las 
prácticas se debaten día tras día en forma denodada buscando desplazar 
las viejas costumbres y tradiciones que se parapetan en una inercia a veces 
irreductible que caracteriza a todas las burocracias y particularmente a la 
judicial. Como dice Binder: “Cuando hablamos de cultura jurídica tenemos 
que aprender a identificar los mecanismos que se dan en este círculo vicio-
so, entre las prácticas institucionales, las prácticas de la abogacía y en la en-
señanza de Derecho, que van generando esta cultura jurídica de la anomia, 
al servicio de la debilidad de la ley” (Binder, 2016: 72).

Por su parte, la enseñanza del derecho en nuestro país, pareciera, en ge-
neral, mantenerse anclada a una concepción formalista o positivista orto-
doxa, conforme la clasificación de Rodolfo Vázquez (2008: 221-237). Para 
esta concepción “El Derecho es un conjunto de normas generales o parti-
culares emanadas de los órganos creados al efecto, que enseñarlas significa 
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lograr que los alumnos las conozcan, y que esta actividad se encuentra di-
rigida a formar a quienes trabajen con dichas normas, en cualquiera de las 
diversas profesiones jurídicas (...)” (Böhmer, 1999: 14).

Y los elementos que la componen en términos de José Ramón Cossío 
serían los siguientes:

“(...) la consideración puramente normativa del Derecho; el es-
tudio exclusivo de las normas generales, particularmente las le-
yes; la consideración puramente normativa de los órganos del 
Estado y demás sujetos de actuación dentro de los procesos nor-
mativos; la discusión de los temas de estudio mediante las opi-
niones de los profesores o investigadores del Derecho (juristas) 
(...) la ausencia de consideración de lo que suele denominarse 
las ‘fuentes reales’ del Derecho; la falta de historicidad para la 
identificación o explicación de las normas jurídicas (...)” (2001: 
294).

Mantener esta forma de enseñar el derecho difícilmente nos permita dar 
vuelta la página. La clase magistral que tan solo busca que los alumnos me-
moricen conceptos, clasificaciones, plazos o normas y los repita a reque-
rimiento de las mesas evaluadoras ha hecho un daño gravísimo al sistema 
educativo. No sólo porque no cumple con los objetivos del proceso de en-
señanza-aprendizaje, toda vez que los estudiantes en la mayoría de los ca-
sos olvidan los contenidos incorporados de esta manera a poco de superar 
la evaluación y cuando los pueden conservar, una reforma legislativa hace 
totalmente inútil el esfuerzo realizado. Sino también porque este formato 
de enseñanza ha dado pie al desarrollo y perfeccionamiento de espacios de 
formación, en general con formato virtual, que, con nula inversión en in-
fraestructura, en personal docente, en investigación, extensión y en soporte 
bibliográfico pretenden lograr la formación de profesionales competentes 
a base de la repetición de “guías de estudio” que son el súmmum de las ca-
rencias de la concepción formalista o positivista ortodoxa.

Asimismo, es particularmente preocupante que para esta concepción de 
la enseñanza de la abogacía:

“La discusión crítica y la investigación empírica o normativa no 
tienen cabida en este esquema. No deben sorprender la carencia 
de aulas que permitan un diálogo al estilo de los seminarios, la 
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falta de espacios para el debate y la inexistencia de clases y eva-
luaciones que tiendan a entrenaren la resolución de casos, en el 
análisis crítico de textos legales o en la defensa de algún cliente. 
El diseño del plan de estudios calca el diseño del sistema jurídi-
co: un curso para la Constitución, otro para el Código de proce-
dimientos civil, dos para el Código Penal, y debido a su exten-
sión, varios para el Código Civil, etcétera. Las evaluaciones son 
en generala libro cerrado y con preguntas sobre diversos temas 
para saber cuánto recuerda el alumno de los textos estudiados o 
si los ha comprendido” (Böhmer, 1999: 16).

A esta altura se hace imprescindible repensar nuestros planes de estu-
dio, los programas de nuestras materias y fundamentalmente las formas de 
enseñar la abogacía. La mencionada clasificación de Vázquez que también 
incluye las concepciones “crítico-realistas” y “deliberativa y democrática” 
del Derecho amerita una detenida lectura y estudio. A los efectos del pre-
sente trabajo haremos una breve referencia a cada una de ellas.

Siguiendo a Pérez Lledó, podríamos sintetizar las tesis principales de la 
primera (crítico-realista) en las siguientes:

“1) énfasis en la dimensión histórica y social del Derecho enten-
diendo a este último con una autonomía relativa; 2)defensa de 
la interdisciplinariedad frente a la exclusividad de la dogmáti-
ca jurídica; 3) acento en la dimensión política del Derecho y del 
discurso jurídico contra su supuesta neutralidad valorativa; 4) 
aceptación de la indeterminación del Derecho (lagunas y contra-
dicciones formal ese incoherencias sustantivas) y subjetividad 
del razonamiento jurídico reforzada con la crítica posmoderna; 
5) carácter ideológico del Derecho y la necesidad, como sostie-
ne uno de los representantes más destacado de los CLS, Duncan 
Kennedy, de ‘poner al descubierto el sentido político de la prác-
tica cotidiana de los jueces y de los juristas, que construyen el 
Derecho mientras se ven a sí mismos como un instrumento del 
mismo’, y 6) ambivalencia hacia el Derecho al que se lo critica 
como factor de conservación del statu quo y, al mismo tiempo, 
se lo aprecia como instrumento de transformación” (1996: 96).

Mientras que las características de la concepción “deliberativa democrática” 
podrían resumirse en los conceptos que siguen:
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“Si por educación, sostienen los defensores de esta concepción, 
se entiende un proceso mediante el cual se preserva, transmite y 
recrea una cultura común –conocimientos y creencias, ideales y 
normas, hábitos y destrezas–, tal proceso se justifica desde el mo-
delo deliberativo y democrático cuando se favorece la formación 
y el ejercicio de la autonomía personal, el fortalecimiento de la 
dignidad humana y el trato igualitario de los individuos a través 
de la no discriminación o, en su caso, de la diferenciación en vir-
tud de rasgos distintivos relevantes. Una educación justificada de 
acuerdo con tales directrices sólo tiene cabida en una sociedad 
donde la autoridad educacional esté distribuida de manera que 
permita participar activamente a los ciudadanos tanto en el dise-
ño de las políticas educativas como en los contenidos curricula-
res. Como afirma Gutmann: ‘La virtud democrática, para decirlo 
sencillamente, significa la posibilidad de debatir públicamente 
los problemas educativos (...) la habilidad para deliberar y, de 
esta manera, participar en una consciente reproducción social’. 
Lo que se requiere de una sociedad democrática es que asegure 
la enseñanza de aquellos valores necesarios para la reproducción 
del proceso democrático mismo, por ejemplo, la responsabili-
dad, la tolerancia y la solidaridad” (Vázquez, 2008: 231).

Pensar de otro modo la enseñanza de la abogacía, como decía Böhmer 
más arriba, requiere indefectiblemente repensar la estructura de nuestros 
planes de estudio. El formato que sigue los libros del Código Civil y el resto 
de las asignaturas normativas evidentemente se corresponde con un con-
texto histórico ampliamente superado. La nueva hora nos exige considerar 
el proceso de enseñanza-aprendizaje en todos sus aspectos. La formación 
de un abogado que se encuentre a la altura de las exigencias del marco 
constitucional y convencional vigente, requiere sin lugar a dudas de cono-
cimientos sustantivos, de una sólida formación en valores (ética profesio-
nal), pero también de una importante calificación en el desarrollo de las 
destrezas que el ejercicio de la profesión exige en cualquiera de sus ámbitos 
(litigante, operador judicial o de la administración pública, corporativo, in-
vestigación, docencia, etc.).

En este sentido la Resolución 3401-E/2017 del Ministerio de Edu-
cación de la Nación que a partir de los trabajos realizados por el Conse-
jo permanente de Decanos de Facultades de Derecho de Universidades 
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Nacionales (1) aprobó los contenidos curriculares básicos, la carga horaria 
mínima, los criterios de intensidad de la formación práctica y los estánda-
res para la acreditación de la carrera correspondiente al título de ABOGA-
DO, en su Anexo III establece que:

“los criterios de intensidad de formación práctica constituyen 
uno de los requisitos para la acreditación de carreras de grado, 
de acuerdo a lo establecido en el inciso a) del artículo 43 de la 
ley 24.521. En consecuencia, las carreras de grado deben ofrecer 
ámbitos y modalidades de formación teórico-prácticas orienta-
das al desarrollo de competencias profesionales acordes con esa 
intencionalidad formativa” (Anexo III Resolución 3401-E/2017 
del Ministerio de Educación de la Nación).

Y el consenso alcanzado es más preciso aun cuando además especifica 
que la formación práctica o en destrezas:

“Pueden ser desarrolladas a través de distintas instancias formati-
vas: 1) a lo largo de las unidades curriculares de la formación dis-
ciplinar, general e interdisciplinaria; 2) en un trayecto formativo 
específico, cuando el alumno esté en condiciones de contar con 
los conocimientos que las posibilitan. Para ello, los estudiantes se 
incorporan a proyectos o programas de la propia unidad académi-
ca o de instituciones u organizaciones en las que se desempeñan 
profesionales de la disciplina en posiciones laborales específicas, 
incluidas las actividades de investigación” (Anexo III Resolución 
3401-E/2017 del Ministerio de Educación de la Nación).

En esta inteligencia, Solari realiza un aporte interesante para repensar el 
diseño de los planes de estudio de nuestras Facultades de Derecho. Si bien, 
hace su análisis desde el modelo chileno, que presenta algunas marcadas 
diferencias con el nuestro, muchas también son las coincidencias y ellas 
hacen que su enfoque sea útil y pertinente a las presentes reflexiones. Así, 
hablando de los distintos modelos de diseños curriculares señala:

 (1) Mas los aportes del Consejo de Rectores de Universidades Privadas (CRUP) y los 
aportes del equipo técnico de la Secretaría de Políticas Universitarias (SPU) y de especia-
listas expresamente designados para actuar en el grupo de trabajo respectivo y en las suce-
sivas reuniones que se desarrollaron en el ámbito de la Comisión de Asuntos Académicos 
del Consejo de Universidades (Resolución 3401-E/2017 del Ministerio de Educación de la 
Nación).
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“Por ello es útil considerar atentamente otros diseños curricula-
res de los estudios jurídicos, atendiendo tanto a los culturalmen-
te próximos como a otros que, si más lejanos, poseen de todos 
modos culturas jurídicas dogmáticamente más sofisticadas que 
la nuestra. Los de Alemania, España y EE.UU. Son tres diferentes 
modelos, uno generalista como el nuestro (el alemán), otro ya 
menos generalista y que sigue casi al pie de la letra el proceso 
boloñés (el español actual), y un tercero, el menos generalista 
de todos, que trata el Derecho como un asunto de posgrado (el 
estadounidense). En ellos, sobretodo en el estadounidense y el 
alemán, se ha desarrollado una poderosa reflexión respecto de 
la organización que en las instituciones universitarias ha teni-
do y debiese tener tal currículo. La manera estadounidense de 
disponer, entender e incluso enseñar el estudio del Derecho –
con previos estudios universitarios de grado que suelen dar al 
estudiante una amplia formación humanística y en ciencias for-
males, naturales y sociales– es la más peculiar de las tres, si se la 
contempla desde el punto de vista chileno. Alemania y España, 
por su parte, reflejan hoy por hoy distintas maneras de adaptar-
se al espacio europeo de educación superior de acuerdo con el 
proceso de Bolonia: el alemán resistiéndolo y defendiendo sus 
propias tradiciones de organizar los estudios de Derecho, el es-
pañol en cambio adoptándolo y haciendo cuantas modificacio-
nes sean necesarias según el espíritu fuertemente británico de 
dichos lineamientos” (Solari, 2012: 714).

Como se puede advertir con lo hasta aquí señalado, para que las impor-
tantes reformas legislativas que se han dado en las últimas décadas real-
mente repercutan en un cambio de paradigma en nuestra cultura jurídica, 
muy grandes son los desafíos a los que nos enfrentamos desde las Facul-
tades de Derecho. La reflexión y la acción sobre las formas en que dise-
ñamos nuestros planes de estudio, los contenidos de los distintos espacios 
curriculares y la forma en la que enseñamos la abogacía en las aulas son las 
herramientas con las que contamos para sacar provecho de este contexto 
histórico, está en nosotros los docentes y gestores de la enseñanza estar a la 
altura de las circunstancias.

A continuación, a modo de ejemplo, me permito compartir la experien-
cia que modestamente y con todas las carencias y limitaciones imaginables, 
intentamos impulsar desde los espacios curriculares: Derecho Procesal I 
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(Procesal Penal) y Adaptación Profesional de los Procedimientos Penales 
de la Facultad de Ciencias Económicas y Jurídicas de la Universidad Nacio-
nal de La Pampa.

II. Enseñando garantías. Entre el conceptualismo y el curialesco

II.1. Haciendo un poco de historia

El 1º de marzo del 2011 entró en vigencia la ley 2287 sustitutiva y modi-
ficatoria del Código Procesal Penal de la Provincia de La Pampa. Para ello 
debieron pasar más de cuatro años desde que, el 7 de septiembre de 2006 
se aprobara por unanimidad en general y por mayoría en particular una de 
las más importantes leyes dictada por la legislatura de nuestra provincia en 
los últimos años.

Sólo basta repasar las expresiones de los miembros informantes de cada 
una de las fuerzas políticas representadas en aquel momento en la Cámara 
de Diputados para dar cuenta del alto grado de consenso y apoyo alcanza-
do por todo el arco ideológico local. En todos los casos destacaban la tras-
cendencia y el inmenso salto cualitativo que la reforma legal representaba 
para nuestra provincia.

Un dato que no puede soslayarse a más de diez años de aquel destacado 
momento es que debieron transcurrir más de cuatro años para la efectiva 
entrada en vigencia de aquella entusiasta determinación del más represen-
tativo órgano de nuestro sistema democrático.

Intentar comprender lo sucedido necesariamente requiere ingresar a un 
nivel mayor de precisión sobre los hechos acontecidos.

En el año 1996 un grupo de profesores de la Facultad de Ciencias Eco-
nómicas y Jurídicas de la Universidad Nacional de La Pampa, encabezados 
por el Dr. José María Meana inició un trabajo de investigación con el obje-
tivo de redactar un proyecto de Código Procesal Penal para la Provincia. 
Completado el trabajo de investigación, el mismo fue puesto a disposición 
del Poder Ejecutivo Provincial, donde pese a algunas rondas de consulta no 
se produjeron mayores avances hasta el recambio de autoridades ocurrido 
en el año 2003. El nuevo Gobernador de la Provincia, Ingeniero Carlos Ver-
na, rescató dicho trabajo e introduciendo al anteproyecto original algunas 
modificaciones, reimpulsó su discusión.
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En mayo de 2004, durante el “Primer Encuentro Hispano Americano de 
Cortes de Justicia” realizado en la Facultad de Ciencias Económicas y Jurí-
dicas de la Universidad Nacional de La Pampa, el Gobernador hizo público 
su compromiso de impulsar dicho proyecto de reforma. Meses más tarde, 
el proyecto fue presentado al Poder Legislativo para su tratamiento y discu-
sión. En la inauguración de las sesiones ordinarias de la Cámara de Dipu
tados en el mes de marzo del año 2005, el Sr. Gobernador reiteró el interés 
del Poder Ejecutivo respecto de que el proyecto en cuestión se transforma-
ra finalmente en ley.

Luego de ello, previa ronda de consultas con los distintos sectores involu-
crados en la cuestión (representantes de la Facultad de Ciencias Económi-
cas y Jurídicas de la provincia, del Colegio de Abogados de la Provincia, del 
Colegio de Magistrados y Funcionarios, representantes del Superior Tribunal 
de Justicia, y de la Procuración General de la Provincia) se abrió una ardua y 
pormenorizada discusión en el seno del plenario de las comisiones de Legis-
lación General; Cultura y Educación; Asuntos Municipales; Asuntos Consti-
tucionales y Justicia; y de Hacienda y Presupuesto, de la Honorable Cáma-
ra de Diputados de la Provincia. Como fruto de esos debates se aprobó por 
unanimidad del plenario de comisiones un despacho aconsejando la apro-
bación del Proyecto, siendo así que en la sesión del 7 de septiembre de 2006 
la Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de La Pampa aprobó por 
unanimidad en general y por mayoría en particular la ley 2287 “Sustituyendo 
y modificando el Código Procesal Penal de la Provincia de la Pampa”.

La misma ley prorrogaba su entrada en vigencia para el mes de septiem-
bre de 2008, circunstancia que se vio nuevamente aplazada para el 1º de 
septiembre de 2009 mediante el dictado de la ley 2418. El 27 de agosto de 
2009 la Cámara de Diputados de la Provincia de La Pampa, hizo lugar al pe-
dido de prórroga solicitado por el STJ, pero no por tiempo indefinido como 
se solicitaba, sino por el término de un año, postergándose nuevamente la 
entrada en vigencia de la ley 2287 (Código Procesal Penal), con seguimien-
to permanente de la Cámara, a la que el STJ y el Ministerio de Gobierno Jus-
ticia y Seguridad debían informar bimestralmente los avances realizados. 
Transcurrida la prórroga acordada, el poder legislativo concedió la última 
postergación para el mes de marzo de 2011.

Cualquiera diría que el tiempo transcurrido fue aprovechado para traba-
jar meticulosamente en la capacitación de los operadores, la aprobación de 
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las leyes necesarias para la entrada en vigencia del nuevo código, la prepa-
ración y reubicación del personal, la preparación de protocolos de actua-
ción en todos los ámbitos, etc. Lamentablemente no fue eso lo que sucedió. 
O, mejor dicho, algunas de aquellas tareas se hicieron, pero en forma ab-
solutamente desincronizada, a las apuradas y sobre la fecha de la entrada 
en vigencia de la norma y merced a arrebatos particulares de los distintos 
sectores interesados, carentes, obviamente, de una planificación ordenada, 
coherente y con objetivos claros.

Esto, no puede explicarse sino atendiendo a lo que en aquel momento 
resultó una evidente ausencia de un liderazgo definido en el proceso de 
reforma.

En ningún momento, existió por parte de los que debieron asumir las 
responsabilidades funcionales correspondientes, el compromiso y el en-
tendimiento suficiente para aglomerar las voluntades de todos los sectores 
involucrados y plasmarlo en una seria planificación.

Un tibio intento de ello pretendió ser la convocatoria realizada en febre-
ro de 2009 por el Ministerio de Gobierno, Justicia y Seguridad a los mencio-
nados sectores (dejando, llamativamente, afuera a la Facultad de Ciencias 
Económicas y Jurídicas UNLPam) a integrar una Comisión Interinstitucional 
para el análisis y perfeccionamiento del Nuevo Código Procesal Penal de la 
Provincia. La liviandad de su nacimiento (se creó por resolución ministerial 
y no por ley, ni decreto del poder ejecutivo), sumado a su acotada potenciali-
dad para la toma de decisiones (determinada fundamentalmente en la ilegi-
timidad de origen señalada y la falta de involucramiento de actores con real 
y efectivo poder de definición) derivó en un rotundo y lamentable fracaso.

La loable orientación implicada en aquél fallido intento, nunca se recu-
peró y a partir de ello se navegó en un mar de indefiniciones y evasivas de 
los diversos actores para atribuir a otro la responsabilidad de hacerse cargo 
de la demorada implementación. Escenario, nunca mejor graficado que, 
en la imagen utilizada por Alberto Binder en el taller de debate realizado 
el 24 de septiembre de 2010 en el auditorio del Colegio de Abogados –sede 
Santa Rosa– de los tres chiflados pasándose una bomba encendida que en 
las manos de alguno finalmente estallaría.

Lo ocurrido no resultó accidental. Ya se ha dicho, que no se encontraría 
en la Provincia una militante y abierta oposición a la reforma, sino más bien 
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una pasiva resistencia al cambio, que, claro está, nunca posee cara visible, 
pero si enraizadas prácticas determinadas por un inconsciente inquisitivo 
colectivo. Desvinculado de motivaciones políticas o ideológicas y más bien 
atado a rutinas burocráticas que se explican mejor en la “remanida” e insu-
perable sentencia del “porque siempre se hizo así”.

Resistencia que en un primer momento se escondió detrás del argumen-
to que para poner en funcionamiento el nuevo modelo serían necesarios 
recursos económicos que el poder político nunca habilitaría; luego, que se 
requería la creación de una cantidad de cargos tal, que nunca estaríamos en 
condiciones de llevar adelante su implementación; más adelante las excu-
sas venían por el lado de las leyes que no se aprobaban (fundamentalmente 
del Ministerio Público y Orgánica del Poder Judicial, que lamentablemente 
acabaron en una inédita fusión); en otro momento los supuestos impedi-
mentos guardaron vinculación con lo edilicio e informático; y finalmente, 
casi aproximándonos al colmo del cinismo, las objeciones apuntaron a la 
letra de un Código que, recordemos, se empezó a discutir en el año 2004 y 
recién se aprobó (previa ronda de consultas a todos los sectores interesados) 
en septiembre de 2006, por lo cual, los hallazgos y señalamientos a la técnica 
legislativa, se presentaban un tanto extemporáneos (esto dicho, sin perjuicio 
que el efectivo funcionamiento del Código ha demostrado que requiere de 
un exhaustivo seguimiento para la incorporación de los ajustes necesarios).

Ya no hubo prórrogas y el 1º de marzo de 2011 entró en vigencia el nuevo 
código.

Los cinco años de vigencia del nuevo marco normativo efectivamente 
han puesto en evidencia la necesidad de revisar la eficacia de la reforma.

No es un gesto habitual en nuestra cultura jurídica medir los cambios 
que una reforma legislativa produce en la realidad. Tal vez condicionados 
por aquel fetichismo normativista al que hace referencia Binder solemos 
depositar nuestras mayores energías en lograr la aprobación de las refor-
mas legales, y en el convencimiento de que el cambio de la norma es su-
ficiente para la modificación de la realidad, nos despreocupamos por su 
implementación y por conocer si su vigencia ha impactado de un modo 
efectivo en las políticas públicas que resultaba necesario modificar.

El Ministerio de Gobierno y Justicia de la Provincia de La Pampa y la Fa-
cultad de Ciencias Económicas y Jurídicas de la UNLPam han coincidido 
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en que resulta necesario innovar en tal sentido y que no es posible ni acon-
sejable pensar ajustes del proceso de reforma en marcha a partir de intui-
ciones o sensaciones respecto de su funcionamiento.

Es por ello que acordaron la elaboración y ejecución de un plan de mo-
nitoreo para el diagnóstico del proceso de reforma y la eventual propues-
ta de reformas legislativas, de diseño institucional o de prácticas. Así, por 
resolución del Consejo Directivo de la Facultad Nº 141/16 de fecha 24 de 
mayo de 2016 se aprobó la realización del “Plan de monitoreo para las cir-
cunscripciones de Santa Rosa, General Pico y General Acha” para la evalua-
ción de las fortalezas y debilidades de la puesta en marcha de la Reforma 
Procesal Penal. El monitoreo fue desarrollado por un equipo de investi-
gadores independientes a los operadores del sistema procesal penal de la 
provincia, seleccionados por la Facultad, y su informe final fue presentado 
en la Facultad de Ciencias Económicas y Jurídicas de la UNLPam el 25 de 
noviembre de 2017.

II.2. De la academia a la sala de audiencias

Como decíamos al principio, si un proceso de reforma procesal penal 
desde un sistema mixto inquisitivo atenuado a uno adversarial pretende 
lograr algún resultado en el mundo de los hechos, necesita asentarse sobre 
tres pilares fundamentales: reforma legislativa, reforma en las prácticas de 
los operadores y reforma en la enseñanza de la abogacía.

Como es fácil imaginar, lograr un desarrollo coordinado y compensado 
de estos tres campos de acción se presenta como una tarea de difícil, cuan-
do no, de imposible materialización. La dificultad, a mi criterio, radica en 
que cada uno de estos campos genera microclimas que, aunque debieran 
estar íntimamente vinculados y articulados, en muchas ocasiones se en-
cuentran total y absolutamente desconectados. Si bien la lógica indicaría 
que los actores de los campos de acción involucrados, deberían integrar 
una misma comunidad científica en la que tendría que primar un interés 
común por avanzar hacia un sistema de gestión de los conflictos respetuo-
so del mandato constitucional. La realidad indica que aun cuando se trate 
de las mismas personas cumpliendo roles distintos en los diversos campos 
(por ejemplo: jueces que al mismo tiempo son profesores, profesores que 
además son legisladores, estudiantes que al mismo tiempo son empleados 
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o pasantes de los tribunales, etc.), pareciera que el microclima señalado 
hace que sus intereses, objetivos y comportamientos puedan resultar diver-
sos de acuerdo al ámbito en el cual se encuentren.

Esto genera consecuencias muy complejas hacia adentro del proceso de 
reforma. Como consecuencia primaria provoca la descompensación en el 
desarrollo del proceso de reforma a la que hacíamos referencia, explicando 
ello los avances y retrocesos, reformas y contra reformas a los que estamos 
acostumbrados.

A su vez ello también repercute hacia el interior de los campos aludidos 
de manera directa. Deteniéndonos tan solo en la mirada que se podría en-
sayar desde el campo de la enseñanza del derecho. Podemos decir que esto 
complejiza y dificulta el proceso de enseñanza/aprendizaje.

Pensemos por un momento que para que el proceso de enseñanza/
aprendizaje de aquellos aspectos del perfil profesional que se encuen-
tran vinculados directamente con el ejercicio profesional como litigante u 
operador judicial adquiera sentido, la articulación entre lo que se enseña/
aprende en las aulas y lo que ocurre a diario en las salas de audiencias de 
los tribunales resulta imprescindible.

Por ello concentrar nuestra atención en cómo esta articulación se viene 
desenvolviendo en el ámbito de la Provincia de La Pampa, particularmente 
desde la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Penal de la Provincia, 
se presenta como una tarea ineludible para la Facultad de Ciencias Econó-
micas y Jurídicas de la Universidad Nacional de La Pampa y particularmente 
para los espacios curriculares de Derecho Procesal I y Adaptación Profesio-
nal de los Procedimientos Penales, a mi cargo. Ello así, en virtud al compro-
miso que le cabe a la universidad pública con la comunidad y la región en la 
que se inserta y, en definitiva, sustenta su existencia y funcionamiento.

Para ello, corresponde repasar lo que se ha hecho, lo que no se hecho 
y lo que se debería hacer desde la enseñanza del derecho en este caso en 
particular.

Como reseñábamos más arriba, el pasado 7 de septiembre se cumplie-
ron 11 años de la sanción de la ley provincial Nº 2287 de reforma del Códi-
go Procesal Penal de la provincia de La Pampa. Si bien, como veíamos, su 
entrada en vigencia se demoró hasta marzo del año 2011 la enseñanza del 
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derecho procesal penal en la Facultad de Ciencias Económicas y Jurídicas 
de la UNLPam se modificó desde antes de su aprobación. El Dr. José Ma-
ría Meana, quien fuera el titular de la cátedra Derecho Procesal I desde la 
creación de la carrera y principal impulsor de la mentada reforma, había 
dispuesto aún antes de su aprobación que los estudiantes accedieran al co-
nocimiento de ambos Códigos. El mixto de 1966 y vigente hasta marzo de 
2011 y el adversarial aprobado en septiembre 2006.

Los objetivos políticos, las estrategias pedagógicas y los alcances de las 
enseñanzas, han variado sensiblemente durante el transcurso de estos 
once años.

En esta inteligencia fue que en junio del año 2013 mediante Resolución 
Nº 119/13 del Consejo Directivo de la Facultad se aprobó un novedoso pro-
grama de estudio y examen como así también un nuevo soporte bibliográ-
fico para el dictado de la asignatura Derecho Procesal I. El nuevo programa 
de la asignatura se diseñó en el marco del taller “Encuadre pedagógico-di-
dáctico para el ejercicio docente en las Carreras de Ciencias Económicas y 
Jurídicas” dictado por la Licenciada Ana Sola y organizado por la Facultad 
de Ciencias Económicas y Jurídicas de la UNLPam durante el año 2012.

El nuevo Programa incorporó una nueva manera de pensar y enseñar el 
Derecho Procesal Penal, en la que se hace hincapié en un análisis funcional 
del proceso poniendo el foco en la antinomia fundamental entre sistema de 
garantías y eficacia de la política criminal siguiendo en tal sentido las ense-
ñanzas de Alberto Binder. Se pretende de este modo abandonar el modelo 
secuencial acuñado en el paradigma del orden, característico del sistema 
inquisitorial, para trabajar desde el nuevo paradigma de la gestión de los 
conflictos perseguido en los modernos modelos adversariales.

Se pasó de un programa de 17 bolillas en el que, como es muy común, se 
planteaba el avance en los contenidos siguiendo el orden que fijaba el mis-
mo Código, donde abundaban los puntos referidos a la naturaleza jurídica 
(de la jurisdicción, la acción, el proceso, etc.). A otro que consolida el blo-
que de conocimientos imprescindibles en cinco módulos que entendemos 
le permiten al estudiante lograr pensar el proceso desde otro lugar.

Los módulos no siguen la estructura del Código, sino que se le presentan 
al estudiante como herramienta pedagógica para que de modo incremental 
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vaya incorporando los conceptos y principios que le permitirán finalmente 
comprender la lógica y el sentido político del proceso penal. Así se aborda 
en un primer módulo: I. Introducción, las genealogías de los sistemas pro-
cesales; en el segundo: II. El derecho procesal penal, el análisis funcional 
del proceso; en el tercero: III. Marco constitucional. Sistema de Garantías, 
la trascendencia sustancial y la interrelación del sistema de garantías; en el 
cuarto: IV. Organización judicial y sujetos procesales, como se inserta la or-
ganización de la burocracia del sistema penal en este contexto; y finalmente 
en el quinto V. Estructura del proceso, como todos estos actores, institucio-
nes y normas deberían interactuar y vincularse en clave constitucional. Así 
durante el cursado de la materia se abordan los contenidos programados, 
alternando entre clases más tradicionales, con espacios de trabajo en grupo 
para la resolución de casos prácticos con aplicación de jurisprudencia ana-
lizada en clase y talleres de simulación de negociación, salidas alternativas 
y litigación de audiencias previas al juicio oral.

A su vez, por resolución del Consejo Directivo de la Facultad Nº 054/17 
se modificó el programa de estudio del contenido curricular de Adaptación 
Profesional de los Procedimientos Penales, materia que en general los es-
tudiantes toman al cuatrimestre siguiente de Derecho Procesal I. La modi-
ficación del programa de estudios de la materia es el fruto de varios años 
de dictado de la materia bajo el formato de taller de simulación de litigio de 
audiencias de juicio oral.

Así entonces, se dicta la materia en dos partes: durante la primera mi-
tad del cuatrimestre se alternan clases en las que se explicita la utilización 
de las distintas herramientas para la litigación de un caso y clases en las 
que los y las estudiantes ensayan el uso de las destrezas enseñadas. Para 
ello desde el primer día las y los estudiantes son repartidos en equipos de 
no más de cuatro integrantes y trabajan el uso de todas las destrezas con 
un mismo caso hipotético. Luego, en la segunda mitad del cuatrimestre se 
realiza una competencia interna de juicios simulados en la que las y los 
estudiantes litigan por equipos al menos tres juicios completos alternando 
el rol de fiscales o defensores/ras, con casos hipotéticos distintos. Duran-
te los mismos los docentes actúan como jueces y evalúan el trabajo de los 
equipos. Los dos equipos de mejor rendimiento protagonizan la final. Esta 
se realiza con la participación de un juez profesional, con testigos pertene-
cientes al grupo de teatro de la Universidad y un jurado improvisado con 
un caso hipotético distinto. Luego de ello, todos sus compañeros eligen a 
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los cuatro mejores litigantes, quienes representaran a la Facultad en el Con-
curso Nacional Universitario de litigación penal, que desde el año 2009 (la 
Facultad participa desde 2010) viene organizando el INECIP (Instituto de 
Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales) junto con distintas 
Facultades de Derecho de Universidades Nacionales. En su última edición 
participaron 20 universidades públicas y privadas, nacionales y extranjeras.

II.3. De la sala de audiencias a la academia

Pero, la otra pregunta que surge y resulta ineludible es ¿qué pasa con nues-
tros graduados en las salas de audiencias? La respuesta varía de acuerdo al 
interlocutor. Las y los estudiantes expresan en general que la formación que 
se les brinda los prepara convenientemente para tomar un caso, tanto en el 
rol de fiscales como en el de defensores, preparar una teoría del caso y litigar 
los distintos tipos de audiencias, se quejan de no contar con adecuada pre-
paración para afrontar distintos aspectos o requerimientos más vinculados a 
los vicios y vericuetos de la burocracia judicial. En tal sentido, el interrogante 
desde la enseñanza del derecho es, si la formación en destrezas debe rendir-
se ante los requerimientos de un sistema que aún se encuentra atado a prác-
ticas vinculadas a un modelo curialesco e inquisitorial que hace hincapié en 
una transmisión artesanal de gestorías, típico de los espacios informales de 
formación de los tribunales. O debe profundizar en la formación de destre-
zas que permitan desplazar las viejas prácticas. La respuesta que a primera 
vista resulta muy sencilla, no lo es tanto, cuando se empiezan a entremez-
clar los incentivos a los que los graduados se encuentran expuestos en sus 
distintos trayectos profesionales. Algunas veces los requerimientos para un 
correcto y auspicioso desempeño y crecimiento en “ámbitos tribunalicios”, 
no se compadecen con los estándares de actuación que se postulan desde la 
Academia. Sin perjuicio de lo cual, los intereses que se encuentran por sobre 
cualquier tipo de respuesta a esta última cuestión planteada, son superiores y 
se definen a partir de rol político institucional que la Universidad tiene como 
espacio de formación de profesionales comprometidos con el bien común, 
el funcionamiento de las instituciones y el respeto de la constitución y los 
derechos humanos, sin resignar para ello una visión crítica que garantice el 
avance y afianzamiento del estado constitucional de derecho.

Finalmente, no podría dejar de señalar las cuestiones pendientes. En-
tiendo que en el futuro se debería profundizar la enseñanza práctica del 
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derecho procesal penal en aspectos vinculados a talleres sobre reglas de 
evidencia, juicio por jurados y clínicas para la captación, atención y segui-
miento de casos con clientes “vivos”, todo lo cual requiere ajustes y adapta-
ciones vinculadas a dedicaciones docentes, reformas del plan de estudios y 
demás que por el momento se encuentran en estudio.
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I. Un problema recurrente

La enseñanza, como acto y como objetivo del conocimiento, retorna una 
y otra vez a la agenda universitaria. En efecto, las demandas curriculares, 
los mecanismos de evaluación y acreditación universitaria, los reclamos 
estudiantiles y gremiales, los procesos de reformas de planes de estudio y la 
necesidad de su adecuación a una práctica profesional cada vez más desa-
fiante y diversificada, confluyen en promover el debate pero, en los hechos, 
se avanza poco en propuestas de reformas integrales. En todo caso, los pro-
cesos se diferencian entre: i) reformas de planes de estudio, de la mano de 
acaloradas discusiones en los distintos ámbitos de cogobierno universita-
rio; a la ii) incorporación de algunas asignaturas, en la mayoría de los casos 
optativas, que incluyen lógicas más críticas de los estudios de Derecho. Este 
último camino suele acompañarse con clases abiertas, actividades en talle-
res que buscan complementar una mirada que incluya otra oferta dentro 
de la corriente central, extensión y desarrollo de clínicas jurídicas o expe-
riencias de patrocinio jurídico. Claro está, que luego la opción y elección 
corre por parte de cada alumna y alumno.

En el caso de la enseñanza del Derecho, existe una profusión impor-
tante de trabajos y esfuerzos por romper con prácticas anquilosadas que 

(*) Investigadora independiente del CONICET y del Instituto A. Gioja, Facultad de Dere-
cho, Universidad de Buenos Aires, UBA. Prof. Regular, Facultad de Derecho, Universidad 
de Buenos Aires, UBA. Prof. de Maestrías y Doctorado, UBA, UNLP, UNSJ, UNLA.
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recurren a la dogmática jurídica y que buscan poner coto a prácticas que 
solo distribuyen sentencias judiciales de manera aislada a todo el proceso 
de construcción de lo jurídico en sentido amplio (1).

Por otra parte, las premisas empíricas que demandaría cualquier estudio 
del Derecho e inclusive la formación jurídica de tipo integral o al menos más 
holística, lejos están de haber sido incorporadas de manera regular, y mucho 
menos han ingresado en la “corriente central” disciplinar. Por el contrario, y 
en un contexto de alta heterogeneidad, desde las clases teóricas magistrales, 
la falta de uso de herramientas o esquemas pedagógicos al interior del aula, 
la persistencia de los manuales y tomos de doctrina, la convivencia de varias 
generaciones de docentes con tradiciones, en muchos casos contrapuestas, 
como también la ausencia de una aproximación a la evidencia empírica de 
campos del “saber jurídico” que mantienen una suerte de status quo que se 
prolonga a pesar de los genuinos intentos de cambio.

En uno y otro sentido, las referencias no solo a “datos” sino a proble-
máticas políticas y sociales se suele concentrar en disciplinas vinculadas a 
asignaturas especiales, ciclos profesionales orientados o las clásicas “áreas 
sociales” como sociología, sociología jurídica, metodología de la investiga-
ción; aquellas vinculadas con “tópicos” especiales como género, derechos 
multiculturales, derecho a las identidades y diversidades sexuales, entre 
otros.

En conjunto, la referencia queda “por fuera” casi como una caja habi-
litada sólo si se señala el camino y un docente ofrece la llave de apertu-
ra (2). Curiosamente, las esferas de toma de decisiones, centrales en otras 

 (1) Los trabajos clásicos de Cardinaux (2008), Cardinaux y González (2004), Böhmer 
(1999) entre otros, como también miradas más recientes que incluyen la interdisciplinaria, 
como planteos en torno a etnografías del poder judicial (Barrera, 2011) van despertando 
nuevos campos de indagación.

 (2) Ejemplos notables al respecto, se encuentran en la Revista Academia, publicación de 
la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires destinada a promover un ámbi-
to de debate y difusión de la enseñanza del Derecho. Revisando los distintos volúmenes se 
recogen experiencias áulicas y de extensión que da cuenta de estos esfuerzos individuales 
o de cátedras/departamentos. La revista se encuentra disponible en: http://www.derecho.
uba.ar/publicaciones/rev_academia/pub_ra_n29.php Similares experiencias y resultados 
de investigaciones se encuentran en otras universidades nacionales y en revistas de alcance 
nacional y regional.
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disciplinas como la Ciencia Política, Sociología, Relaciones del Trabajo, en 
el campo de los estudios de Abogacía quedan concentradas en poquísimas 
asignaturas de la carrera, y con niveles de ambigüedad generalizados, de-
jando para la praxis profesional su ejercicio, sin brindar elementos y com-
petencias mínimas para los futuros y futuras egresadas. En otros términos, 
el accionar estatal desde la toma de decisiones a nivel de políticas públicas, 
práctica legislativa y operadores judiciales se convierte en una abstracción 
o en tipos ideales sin una consiguiente traducción empírica.

Por último, cabe realizar una aclaración previa. Analizar la enseñanza del 
Derecho como homogénea no solo que no resulta posible, como tampoco 
sería deseable. En primer lugar, en el marco de un régimen universitario 
nacional, que en ejercicio de su autonomía y cuidadoso de ella, ha ido con-
figurando dinámicas propias a nivel provincial y con una clara vinculación 
con lo territorial como construcción de sentidos más allá de las jurisdiccio-
nes, y con presencia de actores locales que imparten un determinado curso 
al proceso. Por otro lado, la presencia de un sistema educativo de “doble 
entrada” entre las universidades de gestión estatal y las de gestión privada, 
que en este último caso ofrecen entre otras ventajas comparativas, moda-
lidades de enseñanza virtual y con acceso a nuevas tecnologías de manera 
inmediata, diversifica aún más las prácticas y modalidades de enseñanza.

El objetivo de este artículo es precisamente dar cuenta de nuevos cam-
pos de abordaje de vinculación del derecho con las políticas públicas. 
Particularmente, los últimos años se han producido avances importantes 
para introducir el campo de los Derechos Económicos, Sociales y Cultu-
rales (DESC) como disciplina autónoma. En lo que sigue, desarrollo tres 
aspectos centrales: i) la vinculación de los DESC en el campo de los dere-
chos humanos; ii) el campo de las políticas públicas como patrimonio de la 
administración pública; iii) las metodologías transversales y de “enfoque” 
ausentes en las currículas universitarias. Por último, el trabajo alerta sobre 
la demanda social y política por incorporar estas categorías en una visión 
holísta que implica enseñar y aprender el Derecho.

II. Los DESC como categoría curricular

El abordaje que se hace de los derechos económicos, sociales y cultura-
les (DESC) en la mayoría de las carreras de Derecho, particularmente en 
las de Abogacía, es dictarlo como un capítulo o un tema en la asignatura de 
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Derechos Humanos (DD.HH.) (Pinto, 1997 y 2008). Sin embargo, primero 
desde la formación en maestrías y doctorados, y más recientemente en la 
enseñanza de grado, se ha ido incorporando lentamente como una oferta 
curricular en sí misma y con alto nivel de aceptación.

En el caso de los estudios de posgrado, se trate de maestrías o doctora-
dos en DD.HH. o en políticas sociales, la demanda surge más claramente, 
vinculada a decisores políticos, debido a la necesidad de implementar me-
todologías como el enfoque de derechos o de género y la perspectiva mul-
ticultural, que dado su desembarco conceptual relativamente reciente hay 
un gran desconocimiento de su verdadero alcance. En ambos casos, al ser 
“enfoques” incorporan necesariamente una dimensión transversal, que no 
solo debe “atravesar” diversas disciplinas, sino que debe considerar distin-
tas instancias de toma de decisiones.

Precisando, así como el enfoque de género promovió un cambio de pa-
radigma al denunciar la asimetría en las relaciones sociales entre varones 
y mujeres y el consiguiente ejercicio de poder, y de la mano de la teoría 
feminista ingresó en distintas áreas de conocimiento inclusive en las de-
nominadas ciencias duras o todo el campo de las exactas (Silbaugh, 2012; 
Beneria, 2006), en el derecho (Stimpson, 2005) y en el caso de los estudios 
de desarrollo, alertando que no existe neutralidad sino “ceguera” al género 
(Kabeer, 1998), que implica una deliberada acción de apartar a las mujeres 
del contexto social de sus vidas. El enfoque de derechos incorpora la mis-
ma metodología para establecer la vinculación entre el corpus de derechos 
humanos y las políticas públicas.

En ambos casos, y a nivel de desafío disciplinar, se trata de incorporar 
la misma metodología en la comprensión de las distintas áreas de conoci-
miento y cómo cada una tiene un impacto diferenciado. De este modo, la 
experiencia curricular en el campo de los DESC comienza por diferenciar-
los de los Derechos Civiles y Políticos (DCP) pero al mismo tiempo “atrave-
sarlos” en que sus diferencias no impiden que gocen de las mismas jerar-
quías, al punto de dejar en claro con evidencia empírica el carácter exigible 
y especialmente justiciable de los DESC. Esta experiencia se comprende 
mejor, en clave pedagógica a partir del análisis de las obligaciones negati-
vas (características de los DCP) y las positivas (prevalentes en los DESC) y 
su traducción en la forma de organización de los modernos regímenes de 
bienestar y el desarrollo de la ciudadanía contemporánea.
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Ahora bien ¿por qué se recurre a un “enfoque”? El enfoque de derechos 
humanos es un marco conceptual teórico metodológico para el proceso de 
desarrollo. El mismo brinda una guía y un marco para la planificación, for-
mulación, implementación y evaluación de las políticas públicas conforme 
a derechos humanos. Las obligaciones que surgen de los Tratados Inter-
nacionales de Derechos Humanos y de las legislaciones internas ponen de 
relieve las acciones prioritarias que el Estado tiene el deber de adoptar con 
debida diligencia. Significa que cada Poder del Estado, sea el Ejecutivo, el 
Legislativo y el Judicial, deben fundamentar su accionar en los principios 
de derechos humanos y en el cumplimiento de sus obligaciones incorpora-
das en la Constitución y en los Pactos y Tratados Internacionales (Abramo-
vich y Pautassi, 2009).

El paradigma de los derechos humanos los caracteriza por su universali-
dad, interdependencia e indivisibilidad, conforme al artículo 5º de la Plata-
forma de Acción de la Conferencia de Derechos Humanos de Viena (1993). 
Sin embargo, su satisfacción depende de múltiples aspectos y la efectiva 
materialización de los mismos es un punto en permanente tensión. Al res-
pecto, la característica central de un enfoque es precisamente su contenido 
transversal: debe estar siempre incorporado en el accionar público y no hay 
argumento de ningún tipo, ni siquiera vinculados a una situación de desas-
tre natural, que justifique su falta de incorporación y aplicación por parte 
del Estado. Es un “prisma” de actuación fundada en derechos, los que a su 
vez se basan en estándares interpretativos establecidos.

Por su parte, el enfoque de género analiza la forma en que se organiza la 
estructura de poder vigente en la sociedad, la cual produce asimetrías entre 
uno y otro sexo. Se presenta también como un prisma que permite desentra-
ñar aquellos aspectos que de otra manera permanecerían invisibles, dando 
cuenta de la presencia de una estructura de poder asimétrica que asigna va-
lores, posiciones, hábitos, diferenciales a cada uno de los sexos y por ende 
estructura un sistema de relaciones de poder conforme a ello, el cual se ha 
conformado como una lógica cultural, social, económica y política omni-
presente en todas las esferas de las relaciones sociales (Pautassi, 2007).

Aquello falsamente atribuido como “natural” no es otra cosa que la jus-
tificación para excluir y discriminar a las mujeres de las relaciones estruc-
turantes de poder de una sociedad, sean económicas, políticas, sociales o 
culturales (Lamas, 2002) y que genera enormes dilemas de reconocimiento 
y redistribución (Fraser, 2000). Identificar estas asimetrías es siempre una 
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obligación y no puede ser como una parte o un capítulo, es siempre ¡trans-
versal! Por ello y dado que no existe neutralidad, todas y cada una de las 
asignaturas deben adoptar este enfoque, que incluye a los estudios histó-
ricos del derecho o a instituciones del derecho romano o canónigo, como 
también el ejercicio de derechos políticos o patrimoniales de las mujeres.

Efectivamente, las diferencias biológicas –en toda su amplitud– por sí 
solas no provocan determinados comportamientos, sino que aquello que 
produce un tratamiento diferencial entre los sexos es la concepción acerca 
de las capacidades y potencialidades de uno y otro sexo, devaluando las 
de uno y sobrevaluando las del otro, o simplemente asignándoles compe-
tencias a unos y negándoselas a otros. Este tratamiento se tradujo históri-
camente en diversas asimetrías en los derechos, en el acceso a recursos, al 
poder y en los comportamientos sociales, políticos y económicos. Por ende, 
lejos se encuentra de garantizar esferas de igualdad y resulta indispensable 
el análisis de cómo se presentan en cada contexto y con qué respuestas es-
tatales. Otra vez, no puede ser parte de una asignatura o un taller, sino debe 
ser parte central de la enseñanza y la práctica profesional en Derecho.

En concordancia, el “salto” que el enfoque propone es precisamente tra-
ducir metodológicamente cómo la universalidad e indivisibilidad de dere-
chos civiles, políticos y sociales, en el alcance interpretativo del corpus de 
derechos humanos, que aplicado en toda su repercusión, transforma la ac-
tuación de los Estados pero a su vez, promueve un empoderamiento activo 
de cada sujeto titular de derechos.

Por último, destacar que transversalizar el enfoque de género en cada 
análisis realizado tiene por objetivo sensibilizar a los/as alumnos/as sobre 
el uso del concepto como así también visibilizar las brechas existentes en la 
provisión de bienestar entre mujeres y varones, que incluye a las distintas 
identidades sexuales, sean colectivos LGBTI (personas lesbianas, gays, bi-
sexuales, trans e intersex), como también las discriminaciones producidas 
a personas pertenecientes a comunidades indígenas, migrantes o por con-
dición socioeconómica.

Es así como el corpus transforma el proceso de comprensión en tanto el 
alcance interpretativo es mayor. En primer lugar, la metodología propone 
una combinación entre enfoque de derechos y de género para el diseño 
y la implementación de diversas políticas públicas, las que abarcan a los 
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tres poderes del Estado (Ejecutivo, Legislativo y Judicial) y los conmina a su 
aplicación. En el campo específico de los DESC, cada sector social en que 
se especializa la respuesta estatal, por ejemplo para cumplir las obligacio-
nes en torno al derecho a la salud se ha organizado un Ministerio de Salud, 
a nivel nacional y los correspondientes pares provinciales; debe organizar y 
fundar sus prestaciones en derechos y no en respuestas aisladas o asisten-
ciales. No se trata de que un Estado nacional o provincial asista a la pobla-
ción en el campo de la salud o garantice el acceso a la educación, sino que 
debe promover el ejercicio activo del derecho a la educación o a la salud.

De allí el énfasis en el efecto transformador y que debe ser impartido, 
explicado y enseñado, como núcleo básico de derecho pero como concepto 
articulador del ejercicio de ciudadanía. Dado que la provisión de bienestar 
se instituye como una responsabilidad estatal, y la modalidad mediante la 
cual los Estados protegen los derechos sociales constituye en sí misma una 
política de estratificación social (3).

Asimismo, la incapacidad de las instituciones democráticas de represen-
tación o de mediación social para resolver demandas insatisfechas trasladó 
al ámbito judicial la resolución de conflictos, es decir, las demandas socia-
les que tradicionalmente se disputaban en otros ámbitos (esencialmente 
en el Poder Ejecutivo, quien se encarga principalmente del diseño e imple-
mentación de políticas sociales) empezaron a presentarse ante los tribuna-
les (Balardini y Royo, 2012; Bermúdez y otros, 2014; Bestard y otros, 2014). 
La forma en la cual la sede judicial se encuentra resolviendo el tratamiento 
de los derechos sociales es otro de los aspectos que debe formar parte del 
proceso de enseñanza.

Precisamente, la forma de conocer y evaluar cómo el Estado cumple con 
sus obligaciones, es con evidencia empírica, lo cual significa contar con da-
tos, sean estadísticos, evaluaciones cualitativas o distintas formas de abor-
daje metodológico que den cuenta de la forma efectiva en que se está des-
empeñando el Estado en relación con sus obligaciones. Y esta búsqueda de 
“evidencia” implica un análisis integral y transversal, es decir que “atravie-
se” todos los campos de intervención estatal.

 (3) Al respecto, los trabajos del Grupo de Trabajo interdisciplinario Derechos Sociales 
y Políticas Públicas abordan estas problemáticas, Arcidiácono (2012), Pautassi y Gamallo 
(2012, 2015) y otros estudios disponibles en: www.dspp.com.ar
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III. Evidencia empírica y derechos

En clave de evidencias, uno de los aportes más significativos desde el ini-
cio de este siglo es el desarrollo de las formas de medición de los derechos 
humanos, concretamente a partir de una herramienta que son los indica-
dores de progreso. Se trata de una unidad de medida que permiten cuanti-
ficar y calificar el proceso de respuestas estatales en torno al cumplimiento 
de obligaciones de “hacer” por parte de los Estados y las de abstenerse.

Para ello resulta indispensable identificar y sistematizar los estándares 
de interpretación de las obligaciones contenidas en los DESC, consideran-
do como tales a aquellos parámetros establecidos en el corpus de derechos 
humanos, que fijan el contenido y alcance de cada derecho y permiten me-
dir, dimensionar, delimitar el grado de cumplimiento de las obligaciones. 
En rigor, se necesita establecer claramente la unidad de medida (por ejem-
plo cómo define el derecho al trabajo y las libertades sindicales, el derecho 
a la salud, a la educación el Protocolo de San Salvador) y que integran las 
distintas interpretaciones de los Pactos y Tratados Internacionales realiza-
das por los intérpretes reconocidos conformando el corpus de derechos hu-
manos (4). Esta interpretación –que define el alcance y contenido– no per-
mite validarla directamente, sino que requiere de una nueva unidad de me-
dida, que incorpore información empírica, que son los indicadores, los que 
no sólo se completan con datos estadísticos sino que es posible también 
incorporar información de tipo cualitativo, para dar cuenta del grado de 
avance de un Estado en la plena realización de los derechos humanos. Este 
ejercicio analítico, implica a su vez identificar dimensiones de los distintos 
derechos humanos que se traducen a su vez en categorías y variables aptas 
para ser observadas, no sin complejidades que es necesario considerar.

Así, los indicadores de progreso no solo cuantifican, logros o cumpli-
miento de metas –por ejemplo aumento de la matrícula escolar– sino que 
califican la conducta de los Estados para cumplir con sus obligaciones, que 

 (4) Los expertos autorizados integran los Comités de los Pactos Internacionales (por 
caso Comité PIDESC, Grupo de Trabajo para el Análisis de los informes nacionales pre-
vistos en el Protocolo de San Salvador, Comité CEDAW) sumado a la labor de los relatores 
especiales de Naciones Unidas, las resoluciones de los órganos de fiscalización, en el caso 
del Sistema Interamericano la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) y 
la Corte Interamericana de Derechos Humanos, entre otros.
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siguiendo el caso del derecho a la educación, van a medir si el aumento de 
la matrícula se da a partir de ofrecer una educación de calidad, en cantidad 
suficiente y disponible para todos los NNA, si es culturalmente adecuada y 
respeta los patrones de diversidad, entre otros estándares que se considera. 
A su vez, al ser los derechos humanos “universales, indivisibles e interde-
pendientes” se analizan en relación con la satisfacción de otros derechos, 
tanto DESC como derechos civiles y políticos. Por lo tanto, se requiere un 
número importante de indicadores de progreso que permitan medir la con-
ducta estatal bajo la impronta de la satisfacción plena e interdependiente 
de derechos.

De acuerdo con lo analizado, cabe interrogarse si es posible ¿que los in-
dicadores de progreso reflejen de manera adecuada el accionar de los Es-
tados? Sin duda que una herramienta teórica-metodológica como esta no 
va a dar cuenta de la totalidad de la conducta estatal, sin embargo, permite 
una aproximación lo suficientemente certera en la medida en que se asu-
man como aproximaciones múltiples al estado de realización de los DESC y 
del conjunto de derechos humanos, en cada uno de los Estados, en tanto los 
indicadores se concentran en medir el cumplimiento de un derecho conte-
nido en un Pacto o Tratado Internacional. Esto es, la unidad de medida son 
las obligaciones contenidas en la norma y no fenómenos sociales aislados.

Concordantemente, los indicadores no pueden ser analizados de ma-
nera aislada, porque no reflejan una correspondencia lineal entre el grado 
de avance en la garantía del derecho sino que constituyen un conjunto de 
herramientas que, interpretadas sistemáticamente, pueden ofrecer un pa-
norama de la materialización de los derechos contenidos en el Pacto o Tra-
tado Internacional o en la Constitución. Por otra parte, la especificidad de 
cada Estado, no permite hacer comparaciones o utilizar a los indicadores 
para conformar escales o rankings de cumplimiento, sino por el contrario, 
se sitúa el problema –y su interpretación– en su propia dimensión. En tér-
minos de valoración de la conducta estatal, cada Estado es un universo en 
sí mismo que no se compara con la performance de otros Estados, sino solo 
en relación con el grado de satisfacción de cumplimiento de derechos.

Con el cúmulo teórico reseñado, pero particularmente en base a una ne-
cesidad concreta de definir esquemas más certeros de medición de las obli-
gaciones estatales en torno a derechos, es que se fueron adoptando indicado-
res de progreso, tanto por parte de la Asamblea General de Naciones Unidas, 
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particularmente vinculadas a la medición de cumplimiento del Pacto Inter-
nacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (Naciones Unidas, 
2006, 2008 y 2012), sino que en el Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos se definieron indicadores en relación con el Protocolo de San Sal-
vador (2015), y aún más recientemente, el Comité de Expertas de Violencia 
(CEVI) que tiene a su cargo el monitoreo de la Convención de Belem do Pará, 
adoptó un sistema de indicadores de progreso (MESECVI, 2015), los que son 
requeridos a los Estados partes en sus informes nacionales de cumplimiento.

Los indicadores se clasifican en tres tipos: i) estructurales: reflejan la 
aprobación de Instrumentos Internacionales a la vez que analizan cómo se 
organiza el aparato institucional y el sistema legal para responder a las obli-
gaciones establecidas en dichos marcos normativos y a nivel constitucio-
nal; ii) de proceso: miden la calidad y magnitud de los esfuerzos del Estado 
para implementar los derechos, a la vez que analizan la cobertura y el con-
tenido de las estrategias, políticas, planes, programas u otras actividades e 
intervenciones para alcanzar las metas que corresponden a la realización 
de un derecho y vigilan directamente la aplicación de las políticas públicas; 
iii) de resultados: reflejan los logros individuales y colectivos que indican el 
estado de realización de un derecho humano en un determinado contexto, 
y van a medir el impacto efectivo de las estrategias, programas, intervencio-
nes del Estado en materia de garantías de derechos de cada persona, bus-
cando proveer una medida cuantitativamente comprobable y comparable 
de la performance del Estado. De manera complementaria se incluyen se-
ñales de progreso cualitativas, que captan la definición de la situación que 
efectúa el propio actor social y el significado que le otorgan al fenómeno 
evaluado (Pautassi, 2010).

Esquemáticamente, el proceso de medición establece un nexo entre las 
obligaciones (positivas y negativas) contenidas en pactos y tratados inter-
nacionales y la formas de medir su cumplimiento (indicadores). El resulta-
do es una clave de aproximación mixta que combina herramientas del De-
recho, de los derechos sociales y de la producción de estadísticas sociales y 
herramientas de gestión pública. Los resultados son notables en términos 
de despertar conceptual y metodológico, que es perfectamente aprehendi-
do por las estudiantes y los estudiantes.

Los indicadores de progreso se inscriben a su vez en una agenda glo-
bal de compromisos estatales para garantizar un desarrollo sostenible, 
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habiéndose definido 17 Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) que de 
aquí al 2030 los países se comprometieron a impulsar. Otra vez refuerza la 
necesidad de que la enseñanza del Derecho establezca puentes entre los 
derechos y las formas de organización política y social.

IV. “Enfocando” en la currícula

Las características salientes del “enfoque” de derechos y de género son 
precisamente traducir metodológicamente los principios fundantes de De-
rechos Humanos, demandando una redefinición de todo el accionar del 
Estado, y donde la educación –en todos sus niveles– requiere una urgente 
adecuación. Si nos detenemos, por ejemplo, en el proceso de incorpora-
ción desde la educación en primera infancia, inicial, primaria y secundaria 
de los derechos reconocidos por la Convención Internacional de Derechos 
del Niño, el proceso ha sido largo, pero paulatinamente la pedagogía de los 
derechos humanos fue ingresando. El lenguaje de titularidad de derechos 
se fue incorporando a las aulas y se fueron apropiando paulatinamente sus 
integrantes.

Mucho más complejo es la incorporación de la educación sexual integral 
(ESI), donde la resistencia de cuerpos directivos y docentes a su inclusión 
en toda la currícula es activa y potente. De forma complementaria, los diá-
logos entre el sector educación y salud se reducen a controles sistemáticos 
de los niños, prácticas odontológicas, alimentación adecuada y detección 
de algunos problemas vinculados con el aprendizaje pero lejos está de ser 
un vínculo articulado y que fluya de manera permanente, lo que a medi-
da que los adolescentes van creciendo se reduce aún más a los contenidos 
quedando sólo en algunas asignaturas pero lejos de una propuesta integral.

Y en los casos de violencia de género y de la perspectiva de género es aún 
más notoria la ausencia, con excepción de algunas jurisdicciones más acti-
vas para prevenir y/o acompañar procesos de embarazo adolescente en las 
escuelas, promover la retención escolar en situaciones de alta vulnerabili-
dad y articular medidas de prevención en situaciones de violencia, sean de 
género o institucionales u otras de los tantos tipos de violencia existentes. 
El estrechamiento es aún más visible a nivel secundario, que a excepción 
de los controles de salud que se establecen como norma regular en algunos 
años de la carrera, no hay por ejemplo articulaciones con los mecanismos 
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para el adelanto de la mujer, se trate del Consejo Nacional de la Mujer o sus 
equivalentes provinciales y locales.

Y mucho menos se pueden visualizar estrategias sostenidas de articula-
ción con organismos de igualdad y no discriminación, donde el respeto a la 
diversidad y las identidades culturales deberían ser parte de la formación 
ciudadana sistemática y permanecen por fuera de los espacios áulicos. In-
clusive aún más grave son los casos recientes como la inclusión obligatoria 
de educación religiosa en la provincia de Salta, que nos alerta sobre claros 
retrocesos, en un contexto de resurgimiento de los fundamentalismos en 
general, y los religiosos en particular. Así resulta necesario identificar las 
enormes disparidades provinciales en un marco de gestión de la educación 
por parte de las provincias sin que a la fecha existan suficientes evaluacio-
nes integrales del funcionamiento del sistema educativo.

En efecto, el desarrollo de las competencias expresivas, la aprehensión 
de los contenidos, la orientación hacia determinadas especializaciones 
dentro de los campos del Derecho, solo puede desarrollarse en base al es-
tímulo de la capacidad reflexiva sobre las desigualdades existentes, atra-
vesadas por múltiples asimetrías, y sobre una reflexión colectiva sobre los 
límites del Derecho. Asimismo, si no se ofrecen espacios de crecimiento y 
oportunidades para el intercambio y la construcción de relaciones sociales 
de género más equitativas, poco se podrá avanzar en un ejercicio responsa-
ble de la carrera y de la profesión.

Baste como ejemplo el importante grado de exposición que tienen las 
jóvenes y los jóvenes a las nuevas tecnologías de la información y comu-
nicación, con una formación de la subjetividad en donde se multiplican 
las instituciones y ya la socialización tiene otro rumbo, lo que conduce a 
procesos emancipatorios más acelerados y con nuevas claves en el ejercicio 
de la autonomía. A su vez las sociedades son cada vez más diversas y mul-
ticulturales, y el desarrollo de las competencias presenta nuevos desafíos, 
y la apropiación del lenguaje de derechos, del respaldo establecido en los 
pactos y tratados internacionales, y la propia concepción de sujeto titular 
de derechos, debe promover un empoderamiento en el marco de un proce-
so colectivo que otorgue valor a los derechos humanos.

Se trata de otorgar un sentido al habitus (Bourdieu, 1987) que considera 
a todas aquellas formas de obrar, pensar y sentir que están originadas por 
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la posición que una persona ocupa en la estructura social y, por lo tanto, da 
cuenta de cómo las conductas se van a traducir en secuencias objetivamen-
te orientadas por referencia a un fin, sin ser necesariamente el producto 
de una estrategia consciente, ni una determinación mecánica (Bourdieu, 
1997). Es precisamente este habitus el que debe dispararnos reconsidera-
ciones importantes de nuestro actuar en la docencia.

En síntesis, todos estos temas, centrales para el Derecho y el bienestar de 
la población no pueden recibir tratamiento como “tópicos” especiales sino 
que deben estar presentes en toda la enseñanza atravesando y enfocando 
las dinámicas de formación y las prácticas del Derecho.

V. Transformando y vinculando: claves de abordaje

En efecto, la necesaria y obligatoria incorporación del concepto de uni-
versalismo respetuoso de las diferencias e identidades culturales, requie-
re una construcción colectiva voluntaria y activa de modo de “atravesar” 
el aparato de formación universitaria para incorporar la formación de las 
subjetividades de las nuevas generaciones. Se trata de repensar categorías 
para que los estudiantes universitarios se piensen y se construyan desde 
sus identidades particulares pero al mismo tiempo se promueva su aptitud 
para participar en la construcción de un ideal universal integrado desde 
derechos humanos que nos permita convivir y construir en la diversidad.

Una pedagogía de derechos humanos universales, que también invo-
lucre a docentes, directivos y personal en general, basada en el respeto a 
la igualdad y no discriminación, debe partir del reconocimiento práctico 
que las estudiantes y los estudiantes son titulares de derechos y por lo tanto 
deben ser activos en el ejercicio del derecho a la educación, entre otros de-
rechos. Se trata de “atravesar” y promover un “habitus” o sentido práctico 
democrático basado en el respeto, las garantías y la promoción de relacio-
nes sociales de género igualitarias.

Y allí los derechos económicos, sociales y culturales con perspectiva de 
género tienen un mandato claro y que no puede ser soslayado en catego-
rías generalizantes. A modo de ejemplo, el estudio del derecho al trabajo y 
a la seguridad social no puede seguir concentrándose únicamente en las 
relaciones laborales formales, de corte contributivo, sino que tienen que in-
cluir las distintas formas de trabajo, tanto informal como también el trabajo 
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de cuidado no remunerado. La seguridad social debe incorporar el estudio 
de las distintas formas de protección social hoy vigentes. De lo contrario 
continuaremos ampliando una brecha entre la enseñanza y las respuestas 
estatales. Los ejemplos son inconmensurables.

La oportunidad de repensar la formación en Derecho que hoy se impar-
te en Argentina y donde los docentes tenemos una responsabilidad enor-
me, no es sólo un desafío sino se convierte en una obligación insoslayable. 
A mi modo de ver si no “atravesamos” activamente la malla curricular y 
repensamos la formación en sentido holístico pero con un enfoque, que en 
todo momento identifique las asimetrías de poder entre varones y mujeres, 
y denuncie los sesgos de género presentes en cada asignatura, y que se pro-
ponga superar el “caso”, la “sentencia” y se involucre en la dinámica social 
y política, pocas transformaciones efectivas lograremos. No se trata de más 
sino de mejores prácticas conforme a derecho y respetuosas de la equidad 
de género.
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I. Introducción

La enseñanza del derecho ha atravesado desde sus inicios diversas for-
mas y estrategias de realización, generando múltiples corrientes de pensa-
miento que definieron contenidos, metodologías, objetivos, fuentes y acto-
res propios.

Sin embargo, al menos en la formación de los futuros abogados en nues-
tra sociedad, han primado una concepción y una práctica formativa fuerte-
mente normativista, en las que se destaca una visión enciclopedista verte-
brada centralmente por los cuerpos legales codificados.

El conocimiento jurídico se asume como un corpus dado que debe ser 
transmitido, y para ello la apelación a las exposiciones teóricas y magistrales 
protagoniza la praxis áulica. Así, y aún con los matices propios de la evolu-
ción en las formas de relación entre los actores académicos, de las instancias 

(*) Prof. Asociada de Derecho de los Contratos y Derecho del Consumidor, Facultad de 
Derecho, Universidad Nacional de Rosario. Prof. Responsable de Derecho de los Contra-
tos, Facultad de Ciencias Económicas, Jurídicas y Sociales (FCEJS), Universidad Nacional 
de San Luis.

(**) Prof. Titular del Taller de Acceso a la Información Jurídica; Historia del Derecho, y 
Derechos Reales, Facultad de Derecho, Universidad Nacional de Rosario. Prof. Responsa-
ble de Derechos Reales y Ética Profesional, Facultad de Ciencias Económicas, Jurídicas y 
Sociales (FCEJS), Universidad Nacional de San Luis.
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de democratización de los espacios compartidos, del avance de otras disci-
plinas vinculadas al universo jurídico, y en fin, de las convicciones propias y 
de los estilos particulares de los formadores; el modelo de la clase magistral, 
monologada y unilineal es el que se advierte con preeminencia.

De esta manera, la prédica acerca de la necesidad de lograr la construc-
ción de conocimiento en un escenario de enseñanza aprendizaje y relacio-
nes con protagonismos compartidos, se vulnera.

Este diagnóstico que se observa y comparte en el interior de la acade-
mia, es fruto de un tiempo prolongado en el que se han acumulado haceres 
uniformes que se heredan y se convierten en el prisma a través del que se 
concibe el estudio y análisis de lo jurídico.

La preponderancia en la formación normativista en las Facultades de 
Derecho no significa desconocer y valorar que en todas ellas, en más o en 
menos, existen experiencias que proponen y concretan abordajes diferen-
ciados; en los que se destacan otros horizontes y objetivos de realización. 
Diversas cátedras y usinas de investigación se abocan a recorrer otras di-
mensiones del derecho trascendentes de lo puramente normativo. Así se 
intentan fortalecer habilidades y destrezas para diferentes incumbencias 
profesionales, que junto a la tradicional preparación para el litigio y el ejer-
cicio liberal de la profesión, conforman un universo más amplio e inclusivo.

Existe un alto consenso entre los diversos operadores del derecho, acer-
ca del reconocimiento de otros campos de desarrollo jurídico, desatendi-
dos durante muchos años, y que deben ser receptados curricularmente y 
formar parte de las operaciones didácticas y pedagógicas para los estudian-
tes de abogacía.

La investigación jurídica, la docencia, los métodos alternativos de reso-
lución de conflictos, el acceso y la creación de textos jurídicos, la argumen-
tación, entre muchos otros, conforman un espacio de enriquecimiento y de 
recorrido insoslayable en la enseñanza del derecho en la actualidad.

Ratificamos la certeza de que en las Universidades existe desde hace 
años tanto la preocupación como la acción para confrontar la formación 
tradicional e innovar en formas inicialmente atípicas, en algunos casos cen-
trales y en otros complementarias, para la construcción de las capacidades 
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necesarias en el estudiante de ciencias jurídicas. Pero también reconoce-
mos que suelen observarse como experiencias aisladas que conviven con 
una troncalidad tributaria de las formas históricas y consolidadas.

Asumir que es necesario y conveniente cuestionar la formación tradicio-
nal, implica también asumir la necesidad de formar y capacitar a los forma-
dores en prácticas, metodologías y objetivos que nos les resultan naturales y 
espontáneos para sus estrategias de enseñanza. No será sólo materia de las 
vocaciones docentes, de la buena fe y de las sanas intenciones de los mis-
mos; sino que es imperioso pensar en canales de capacitación adecuados.

Asimismo, repensar la enseñanza del derecho, requiere la convicción re-
flexiva de los gobiernos institucionales y el acompañamiento en procesos 
concretos de nuevas definiciones de los perfiles profesionales deseados, de 
los alcances de la titulación; y todo ello sin ignorar que en disciplinas como 
el Derecho, que integran el conjunto de saberes que la Ley de Educación 
Superior (1) considera de interés público, varios de los extremos acerca de 
estas definiciones trascienden las autonomías universitarias puras y des-
cansan en decisiones ministeriales, como es el caso de las llamadas activi-
dades reservadas al título de abogado.

En las acciones materiales concretas, creemos que es primaria la conve-
niencia de intervenir los planes de estudio, consensuando reformas curri-
culares que contemplen la enriquecida variedad de alcances y competen-
cias que la sociedad actual pretende del operador jurídico. A estos efectos 
creemos en que resultan mucho más útiles currículas flexibles y dinámicas, 
superadoras de planes pétreos y rígidos, propios de paradigmas distintos 
y más estables. En definitiva, concebir el plan de estudio como una herra-
mienta para definir y orientar la formación y no como un fin en sí mismo.

En atención de estos objetivos, es alentador tener presente el documento 
que es fruto del trabajo conjunto de las Carreras de abogacía de universida-
des nacionales reunidas en su Consejo Permanente. Allí se consensuaron 
los contenidos curriculares básicos, la carga horaria mínima y los criterios 
para la intensidad en la formación práctica; y es un texto que expresa explí-
citamente una visión renovadora para la formación de los futuros abogados. 

 (1) Ley de Educación Superior Nº 24.521. Boletín Oficial de la República Argentina, 
Buenos Aires.
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Esta producción junto a los aportes del CRUP fue asumida por el Consejo 
de Universidades en los primeros meses de este año (2).

II. Desarrollo

En los últimos años la mayoría de Escuelas, Departamentos y Faculta-
des de Abogacía han comenzado y/o concretado sus procesos de reformas 
curriculares; y en todos ellos se destaca la preocupación por superar las 
prácticas formativas tradicionales –sin negarlas en lo valioso que las inte-
gra–, y el avance hacia propuestas como las que aquí sostenemos. Es co-
mún también detectar en estos trabajos de cambio una preocupación com-
partida por fortalecer la formación práctica de los estudiantes, en diversas 
instancias de realización; sea al interior de las asignaturas generales y dis-
ciplinares; como en materias específicas, y en experiencias en territorios 
extrauniversitarios. De nuevo la labor no es sencilla, y requiere superar la 
concepción teórico-práctica unánimemente compartida desde hace largo 
tiempo; para avanzar en trayectos, experiencias y dispositivos tangibles, 
observables y susceptibles de acreditación.

En el caso de la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Ro-
sario, inaugurando en el año 2016 un nuevo plan de estudios, se generaron 
instancias de formación práctica que atraviesan directa y transversalmente 
todo el camino de la Carrera, y se fortalecen en tramos específicos de la 
misma (3).

Se definió que esta experiencia formativa debía instalarse desde el ingre-
so de los estudiantes a la Facultad, para lo cual se constituyó una asignatura 
en formato de taller, denominada Taller de Acceso a la Información Jurídi-
ca, cuya experiencia y fundamentación es objeto de esta propuesta.

Su oferta se sostiene en la convicción de que es vital en el proceso de for-
mación práctica del estudiante de derecho, contar con habilidades propias 
para el acercamiento a la información jurídica, que se presenta diversa, 
dispersa, específica y muchas veces oscura. Para ello, no basta con contar 
con mecanismos de acceso para los que la tecnología cuenta con sobrados 

 (2) Consejo de Universidades (2017). Acuerdo Plenario Nº 146. República Argentina.
 (3) Plan de Estudios de la Carrera de Abogacía (2015). Facultad de Derecho, Universidad 

Nacional de Rosario. Resolución C. S. Nº 126/15.
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engranajes de simplificación, sino que se requiere muy particularmente 
detectar y distinguir la especificidad del discurso jurídico que nutre la in-
formación que lo expresa.

Frente a este desafío, partimos de asumir que existe un discurso jurídico, 
tanto oral como escrito, ambos son modos constantes de su realización; 
pero que a los efectos del desarrollo de esta asignatura y cumplimiento de 
los objetivos propuestos centralizamos en la información escrita. Asumir 
también que el discurso jurídico abarca y se genera en múltiples ámbitos 
de desarrollo; y que asume tipologías de realización también diversas. Se 
lo concibe como un discurso disciplinar, y por tanto creador y tributario del 
mismo.

La disciplina que lo conforma y contiene es el Derecho, al que enten-
demos como una Ciencia, por lo que el discurso jurídico disciplinar, es un 
discurso científico y herramienta central de aquélla. Se sirve de un código o 
lengua común y una tradición o marco cultural y social en el que se inscribe 
(Domecq, 2014); pero también se nutre y genera en la gestación, aprove-
chamiento y utilización de un tecnolecto específico, que le otorga tipicidad 
y lo fortalece en su identidad.

El lenguaje jurídico es un lenguaje de especialidad (Álvarez; Nadalini y 
Zanetti, 2015); amén de ser el lenguaje menos independiente del pensa-
miento que lo produjo. El discurso jurídico está poblado de vocablos abs-
tractos, como Estado, democracia, posesión, justicia, etc. Por tanto su apre-
hensión requiere instancias diversas y conjuntas de realización.

En su especificidad, el tecnolecto del derecho propende a superar algu-
nas debilidades del lenguaje en particular y del discurso en general, como 
la ambigüedad y la vaguedad en los términos y conceptos. El valor intrín-
seco e instrumental de la multivocidad de los vocablos en una disciplina 
como la jurídica, debe superar la opacidad de aquellos riesgos.

El tecnolecto jurídico suele serlo en su significado o contenido, antes 
que en sus formas de construcción. Por ello es común advertir que muchos 
de sus términos son en verdad palabras de uso común que adquieren al 
interior del discurso del derecho un significado propio. En otros casos, es 
un lenguaje creado especialmente, nutrido de palabras que sólo adquieren 
valor y sentido en el campo discursivo del derecho, y carecen de sentido 
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en otros ámbitos. En algunas ocasiones se apela al uso de términos del de-
recho comparado, y por tanto se concreta una suerte de extranjerización 
del discurso, en el entendimiento de que la expresión resuelve del mejor 
modo posible el real sentido que se pretende crear en el texto. Es también 
habitual en toda la disciplina del derecho, y un recurso común a todos los 
operadores jurídicos, acudir a voces del latín, que tan fuertemente a proveí-
do a la construcción del discurso de esta ciencia, para la identificación de 
instituciones jurídicas. A pesar de que son muchas las manifestaciones que 
pregonan la necesidad de mermar en el uso de términos de esa lengua, la 
práctica jurídica toda se resiste a su abandono.

Creemos que las particularidades del lenguaje y discurso jurídicos no 
descansan en el uso de la gramática y sus reglas, que son en definitiva las 
del lenguaje común, sino en tipicidades semánticas o terminológicas y de 
estilo (Álvarez; Nadalini y Zanetti, 2015).

Otra característica particular y activa del discurso jurídico es que siendo 
un lenguaje propio del derecho, exhibe su mismo dinamismo. La informa-
ción jurídica, por tanto, es dinámica y se amolda a los cambios y metamor-
fosis del derecho como disciplina de múltiples aristas.

El lenguaje del derecho se realiza o manifiesta en diversos ámbitos y a la 
vez desarrolla aspectos diferentes en cada uno de ellos. Algunos de los más 
significativos son el legislativo, el jurisprudencial, el práctico y el doctrinal. 
Acceder a su conocimiento y generar destrezas primarias para su construc-
ción, requiere el desempeño de prácticas concretas, que distingan las par-
ticularidades de cada caso. Una de las carencias comunes en las estructuras 
curriculares para la formación de abogados es la ausencia de herramientas 
para adiestrar en la técnica del discurso legislativo. Resulta poco propicio 
que en los programas de estudio se ignoren técnicas propias de una incum-
bencia que resulta esencial dentro de los alcances del rol del abogado.

En consonancia con ese supuesto, consideramos el acceso a la informa-
ción jurídica normativa o legislativa, no sólo como la búsqueda electrónica 
o artesanal de fuentes legales, labor que hoy podría simplificarse apelando 
a voces comunes dentro de un repertorio digital; sino como la generación 
de habilidades para saber razonar e interpretar el texto legal, discernir so-
bre sus razones y justificaciones, y, en fin, conocer los rudimentos de su 
construcción.
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En similar sentido, acceder al texto jurídico jurisprudencial no puede 
limitarse a la lectura de una sentencia y desentrañar las soluciones que 
brinda para el caso concreto; sino que el acceso genuino a esa información 
debe contemplar la formación en tipologías textuales que se encuentran en 
ella, de modo que el estudiante crezca en la capacidad para descubrir las 
tipologías expositivas, descriptivas y fundamentalmente argumentativas, 
que se expresan al discurso judicial y le otorgan identidad. Pero también 
entendemos que acceder a la información jurídica que nutre la jurispru-
dencia implica adentrarse en los supuestos fácticos y argumentales que 
sostienen el caso, tal como se lo presenta para su juzgamiento. La riqueza 
de los textos de las partes, la exposición de los hechos, las razones esgri-
midas para sostenerlos y ponderarlos valiosamente, las justificaciones, los 
anclajes jurídicos a los que se apela, las pretensiones y los criterios de jus-
ticia partiales que circulan, entre muchos otros, son aspectos y elementos 
que nutren y enriquecen el discurso judicial. Limitarlo solamente al texto 
institucional emanado de la autoridad tribunalicia significaría acceder de 
manera sesgada al discurso que allí se construye.

En la asignatura Taller de Acceso a la Información Jurídica proponemos 
prácticas de acercamiento a las particularidades del texto judicial, de adies-
tramiento en su construcción y de análisis e interpretación de todo el cuer-
po que lo concreta.

El discurso jurídico doctrinal es concebido en esta propuesta pedagógi-
ca como un texto eminentemente investigativo; por tanto atravesado por 
los rigores metodológicos de ese hacer, por las subjetividades que inevita-
blemente connotan al sujeto que lo esgrime y por la objetividad inmanente 
a su objeto de estudio. En su estudio asume particular relevancia capacitar 
al estudiante en el dominio de las herramientas textuales que permitan dis-
tinguir sus diversas tipologías, y muy especialmente concientizar acerca de 
que el texto jurídico doctrinal es sustento habitual de otros discursos jurídi-
cos; de modo que acceder a ellos es ingresar mediatamente en su universo 
y viceversa.

Amén de la justificación teórica y sistemática para explicar las razones 
que asisten al interior del ordenamiento jurídico para atribuirle el lugar que 
se le adjudica a la doctrina en el panteón de las fuentes del derecho; nos 
interesa generar en el alumno la aptitud crítica suficiente para evaluar los 
verdaderos límites de su alcance. Acceder a la información jurídica de esta 
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especie, se halla también contextuada por las usinas que las generan o sos-
tienen, para lo que resulta útil abundar en la reflexión crítica acerca de los 
canales y posibilidades para su gestación y habitual uniformidad.

Nos importa informar y formar a los futuros abogados, en la conciencia 
efectiva de que el discurso jurídico doctrinario está lejos de ser un texto 
neutral, y que encuentra espacios de naturalización y consolidación en los 
mismos procesos académicos de formación.

Finalmente, en esta esquematización arbitraria y sesgada, el texto prácti-
co surge con la presunción de ser el que mayores ocasiones de participación 
común permite. Es intención de la Cátedra conformar el acceso y análisis 
de estos textos como aquellos que emanan con la explícita intencionalidad 
de expresar intereses de parte y predefinidos. Tanto la presentación de un 
escrito al interior de un expediente judicial o administrativo, como la re-
dacción de un contrato o un acuerdo de soluciones privadas, se presentan 
como expresiones definitorias de posiciones legítimamente parciales. En 
ellos es habitual que cobren mayor énfasis caracteres propios del discurso 
persuasivo y de justificación.

Nos interesa especialmente señalar a estos discursos como integrativos 
de la información jurídica en su totalidad y sin los cuales resultaría ampu
tada de uno de sus contenidos; ya que es habitual que al halar de acceso a la 
misma el sujeto asuma que se agota en la información de fuentes formales 
o en la que generan los órganos institucionales competentes en cada caso.

En cualquiera de sus manifestaciones, o en todas ellas en verdad, el dis-
curso jurídico que edifica la información jurídica que resulta nuestro in-
sumo debe honrar ciertos elementos en su confección. Así, el mismo im-
pone expresarse con propiedad; es decir, en un uso adecuado y pertinente 
de la terminología. En tal dirección hay que recordar que en el discurso 
de la ciencia jurídica, más que en otras ciencias, se acude a la utilización 
de términos habituales, que son de conocimiento común para la sociedad. 
Muchos sostienen que el origen latino de los vocablos, tan presente en el 
discurso jurídico, es lo que lo explica (Reyes Arpón, 1997).

Al momento de construir un texto jurídico debe intentarse cumplir con 
la demanda de claridad en las expresiones. El texto normativo o judicial, 
por ejemplo, debe ser claro en tanto tiene como destinatarios a la sociedad 
en su conjunto o a actores de la misma. En el Taller se intenta que el alumno 
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advierta la inconveniencia de construir una información jurídica cerrada, 
críptica, direccionada a una comunidad de entendidos y excluyendo a los 
destinatarios reales. Creemos que aporta a la claridad que el texto jurídico 
sea conciso; en tanto su lectura e interpretación son técnicas y con sentido, 
de un modo diverso al del texto literario.

En el Taller entendemos que gran parte de los logros que nos propone-
mos alcanzar con estas prácticas en la enseñanza del derecho, requieren de 
un conocimiento básico de cuestiones metodológicas. Conscientes de que 
la ubicación de la asignatura en el primer cuatrimestre del primer año de 
la Carrera nos interpela con sujetos embrionarios en la formación jurídica, 
creemos sin embargo que es capital proveer herramientas de metodología 
para garantizar un acceso más provechoso. Esto porque entendemos el ac-
ceso a la información jurídica como una labor interpretativa, de análisis, 
de develar sentido, y, repetimos, no sólo de hallazgo y acopio. Métodos de 
interpretación como caminos para conocer, herramientas para aprehender 
el significado del lenguaje y de los textos jurídicos.

Amén de que reconocemos el valor de la hermenéutica jurídica como 
método básico para abordar este tipo de conocimiento (Herrera, 2002); y 
considerar además que es un método adecuado para desentrañar los al-
cances y contenidos del texto jurídico, fundamentalmente del normativo; 
nos ocupamos de que el estudiante pueda reflexionar y comprender que 
las herramientas metodológicas a utilizar dependerán en muchas ocasio-
nes de la concepción misma de Derecho que se adopte. No es matriz de 
la asignatura teorizar sobre escuelas y corrientes iusfilosóficas; tan sólo es 
reconocer que la acción de acceder e interpretar el discurso jurídico goza 
de una íntima conexión con ello.

Proponemos también un mínimo análisis del discurso jurídico, centra-
do en las diversas tipologías textuales que lo caracterizan. De allí, tomamos 
con preeminencia los textos expositivos, descriptivos, narrativos y argu-
mentativos, tanto para identificarlos al hallarlos, como en la ejercitación 
para realizarlos. Con ello el Taller, sin ser su objetivo principal, procura co-
laborar en el fortalecimiento de las habilidades de lecto-comprensión y de 
redacción de textos jurídicos en los estudiantes de abogacía. Convencidos 
de la centralidad de la palabra y del texto, oral y escrito, en la estructura 
y desarrollo de la abogacía, nos interesamos por generar lateralmente a 
nuestras búsquedas prioritarias, capacidades de esa índole.
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En el análisis de las tipologías textuales, hemos decidido otorgar pree-
minencia al discurso argumentativo. Sostenemos que la práctica de la ar-
gumentación debe considerarse constitutiva en la enseñanza del derecho 
y en la formación de los futuros profesionales de la abogacía. Y que la mis-
ma debiera contar con espacios propios de adiestramiento; y atravesar los 
contenidos curriculares de varias de las asignaturas disciplinares el plan de 
estudios de las instituciones formadoras.

En tal sentido, asumimos la argumentación como disciplina y técnica, 
que permite defender posiciones, justificar, evidenciar razones, intentar 
persuadir y convencer a otros (Álvarez; Nadalini y Zanetti 2015). Es decir, 
que la labor argumentativa puede descubrirse en todos los ámbitos de de-
sarrollo del discurso jurídico, amén de que en algunos de ellos cumpla un 
rol de mayor protagonismo.

Compartimos las elaboraciones de Manuel Atienza (2003), cuando en 
su obra Las razones del derecho, distingue tres ámbitos o campos para la 
argumentación en lo jurídico. El autor señala el campo de producción de 
normas, donde priman tanto argumentos de tintes políticos y morales, 
como técnicos y jurídicos; el ámbito de aplicación de las normas para la 
resolución de casos concretos, donde corresponde argumentar tanto sobre 
los hechos como sobre el derecho a aplicar; y el terreno de la dogmática 
jurídica, donde se argumenta brindando criterios para la producción de 
derecho; para suministrar pautas para su aplicación; y para cumplir una ta-
rea ordenatoria y de sistematización de sectores del ordenamiento jurídico 
todo.

Compartimos que el discurso argumentativo no es neutral ni es abstrac-
to, sino que se construye frente a otro, en la necesidad de justificar, defen-
der o lograr un resultado. Por tanto es un discurso intencionado y con una 
alta dosis de subjetividad en su construcción. El texto argumentativo tiene 
características propias que son las que intentamos compartir y construir 
en el espacio de la labor en taller. Ayudar en la organización de las ideas, 
a distinguir y exponer los ejes centrales, mantener la noción de que es un 
discurso que busca apoyos; justificar; convencer a otros.

Apelamos a la estructura del silogismo como una de las vías para lograr 
la habilidad de argumentar en el estudiante; y compartimos esquemas de 
premisas sobre las que sostener el discurso argumentativo. La habilidad de 
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argumentar implica generar un mecanismo de razonamiento que coadyu-
ve a la construcción de una estructura de pensamiento capaz de traducirse 
en un discurso concreto. Practicamos en la construcción de argumentos 
basados en hechos, en presunciones, en valores, entre otros datos.

Para la construcción de textos argumentativos escritos, intentamos for-
talecer el dominio de las estructuras gramaticales y de sintaxis, asumiendo 
que las atraviesa una relativa complejidad; como así también a definir la 
importancia que adquiere el orden que se la va a atribuir a los argumentos 
a esgrimir.

Creemos que a argumentar se aprende argumentando; y por ello de-
dicamos mayor énfasis a la práctica argumentativa que a las teorías de la 
argumentación.

Dentro de la práctica del texto discurso argumentativo, reivindicamos la 
trascendencia de la refutación como una de sus especies. Esta especie exhi-
be características propias, amén de formar parte de la tipología argumenta-
tiva en sentido lato. Consideramos que la labor del operador jurídico, cual-
quiera sea su escenario de desarrollo, debe asentarse en la capacidad de la 
confrontación discursiva y la habilidad para argumentar y contra argumen-
tar. Generar en el alumno la conciencia de que crear un texto argumenta-
tivo no siempre es posible en un ámbito de libertad absoluta y ausencia de 
condicionamientos, sino que en ocasiones será parte de un juego dialéctico 
que demanda mayor esfuerzo y destreza.

Refutar no sólo es oponerse a los argumentos de otro, sino que busca su 
devaluación en lo concreto, debilitarlos para que los objetivos que se pro-
puso no se alcancen en demérito de los propios. Requiere una habilidad 
para la elaboración del discurso, muchas veces sostenida sobre una cuota 
significativa de improvisación de recursos, sobre todo en el discurso de la 
oralidad jurídica.

III. Conclusión

Creemos que la enseñanza del derecho demanda nuevas estrategias 
didácticas y pedagógicas tanto como de contenido; que junto a las prác-
ticas tradicionales y a los saberes disciplinares ineludibles, permitan for-
mar profesionales con mayores capacidades de creatividad; aptitud crítica 
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y reflexiva; y condiciones de adaptabilidad a los cambios permanentes y 
raudos del mundo jurídico de la actualidad.

Consideramos que los perfiles y estructuras curriculares de las institu-
ciones formadoras deben dar cuenta de la multiplicidad de incumbencias 
y alcances que la realidad demanda en el ejercicio de la abogacía; aban-
donando formal y materialmente la centralidad dogmática y acrecentando 
otros saberes disciplinares.

Es necesario que los planes de estudio consoliden esta metamorfosis 
asumiendo criterios y acciones para una nueva enseñanza universitaria de 
la abogacía, acrecentando significativamente la formación práctica; tanto 
en espacios curriculares propios como al interior de las otras asignaturas, y 
en ámbitos extra académicos.

Entendemos conveniente incentivar el desarrollo de materias en las que 
se reflexione y se generen destrezas para el hacer, sostenidas en un sólido 
corpus de conocimiento y fundamentación teóricos.

Corresponde desarrollar espacios para el estudio y análisis de la infor-
mación y el discurso jurídicos y para su construcción; fortaleciendo fun-
damentalmente la capacidad argumentativa. Argumentar es una habilidad 
que entendemos debe vertebrar los objetivos de formación; en tanto resul-
ta central en el desarrollo de la labor abogadil cualquiera sea el ámbito de 
desarrollo que el operador jurídico ocupe.
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I. Introducción

El objetivo de este trabajo es analizar y problematizar un tema que re-
sulta central en el campo; a saber: los modos en que se estructura la ense-
ñanza en torno a la tensión entre los conocimientos teóricos y la enseñanza 
para la práctica profesional en el campo del Derecho en el nivel universita-
rio de grado.

Cabe señalar que en los últimos años la enseñanza en el nivel superior 
ha sido objeto de múltiples investigaciones, promoviendo el análisis de 
propuestas didácticas y de las políticas que las enmarcan. Esto se traduce 
tanto en el aumento de producciones escritas de investigaciones y publica-
ciones en formato libros como en la proliferación de Jornadas y Congresos 
sobre el tema (1).

(*) Prof. del Profesorado en Ciencias Jurídicas, Facultad de Derecho, Universidad de 
Buenos Aires, UBA.

 (1) Como ejemplos de lo mencionado, cabe señalar que desde 1999 se realizan bienal-
mente, en forma alternada entre Europa y América Latina –por iniciativa de la Asociación 
Iberoamericana de Didáctica Universitaria (AIDU), con sede en la Universidad de San-
tiago de Compostela (España)–, reuniones científicas que tienen por objeto cuestionar, 
debatir, intercambiar experiencias y formular vías de acción acerca de los campos de la 
docencia universitaria y de nivel superior. En el campo nacional podemos mencionar por 
ejemplo el Congreso en Docencia Universitaria (UBA), realizado en 2013 o las Iº Jornadas 
Internacionales “Problemáticas en torno a la enseñanza en la educación superior. Diálogo 
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Dentro de este marco general, uno de los temas que se presenta repeti-
damente en los debates acerca de la educación superior es el abordaje de la 
tensión teoría-práctica en la formación profesional. Una de las tendencias es 
poner énfasis en la práctica como parte de la formación (2). Enseñar teoría 
o enseñar prácticas, considerar cómo ser articula la enseñanza de la teoría 
con la enseñanza de las prácticas y desde qué momento hacerlo en el marco 
de los programas de formación superior es un tema que ha sido investigado 
en el marco de la producción académica. Los trabajos sobre este problema 
ponen el foco en las difíciles pero inseparables relaciones entre la teoría y la 
práctica (Hirst, 1973, 1993, 1996, 2008; Carr, 1980, 1985: Carr y Kemmis, 1988; 
Sergiovanni y Starrat, 1987; Becher, 1987; Schön, 1992; 1997) y en la necesidad 
de replantear y posicionar la práctica como estructurante de las formaciones.

Sin embargo en el plano concreto de la enseñanza del nivel, el eje que 
estructura tanto la enseñanza en el aula como la definición de los espacios 
curriculares en los diferentes planes de estudios universitarios, continúa 
siendo la teoría. Este análisis es propio de la enseñanza de las profesiones 
en el nivel universitario. La tensión teoría-práctica tiene su particular ex-
presión en el campo de actuación de profesionales. Necesitan formarse en 
el dominio de un conjunto específico de saberes teóricos que ofrezcan mar-
cos para la puesta en juego de competencias prácticas relacionadas con el 
saber hacer en el campo profesional.

Entre la producción académica relevada se encuentran trabajos prove-
nientes de distintas áreas como la ingeniería, la arquitectura y la economía. 

abierto entre la didáctica general y las didácticas específicas” (Universidad Nacional de 
Villa María) también en ese mismo año. Específicamente en relación con la enseñanza 
del Derecho la realización del Primer Congreso Nacional de Enseñanza del Derecho en 
octubre de 2016 en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional 
de La Plata, y las seis Jornadas sobre Enseñanza del Derecho que ya ha llevado adelante la 
Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires.

 (2) Referimos específicamente a los aportes de Schön (1992, 1997). Sus trabajos han te-
nido gran impacto en la reconceptualización epistemológica de la práctica profesional. 
Schön advertía que la tendencia tradicional de la universidad ha sido la de anteponer el 
dominio y aprendizaje de un conocimiento teórico, científico y especializado a las cuestio-
nes más prácticas, experienciales y aplicadas del saber profesional. La práctica profesional 
se interpretaba, en definitiva, como un problema de selección de los medios adecuados. 
De acuerdo con esta perspectiva, las “habilidades” en el uso de la práctica vienen más 
tarde, cuando el estudiante ya ha aprendido la ciencia importante (Schön, 1997).
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Estas producciones priorizan dos cuestiones: la necesidad de enseñar com-
petencias, y de hacerlo articulando y entramando la teoría con la práctica. 
(Lacuesta y Catalán, 2004; Lucarelli y otros, 2011; López Ruiz, 2011; Fernán-
dez y Duarte, 2013). Un particular desarrollo es el del campo de las ciencias 
de la salud, que tiene un área de producción específica sobre estrategias 
que intentan articular la enseñanza de la teoría y la práctica, por ejemplo a 
través del uso de simulaciones y de propuestas curriculares estructuradas 
en torno al Aprendizaje Basado en Problemas (ABP) (3) (Branda, 2009; Ba-
llester y Fuentes, 2010).

Este artículo se focaliza en la formación de abogados, si bien la tensión 
entre enseñar teoría y enseñar prácticas y cómo se articulan puede consi-
derarse en el marco de distintas disciplinas. La enseñanza en este campo 
profesional comparte las tensiones mencionadas para las demás profesio-
nes. Pero además tiene la peculiaridad de que se orienta no solo a que el 
profesional internalice conceptos y comprenda códigos y regulaciones para 
llevar adelante su profesión. Los abogados pueden desarrollar también una 
acción transformadora en la sociedad, en la medida en que se desempeñen 
en el ámbito de la justicia y de la legislación, con el potencial impacto en la 
vida de nuestro país. Los abogados requieren tanto un soporte teórico que 
sustente y valide su toma de decisiones, como atender también a la forma-
ción práctica con miras a la intervención social posterior.

Abordar el problema de la tensión entre la teoría y la práctica en la en-
señanza de competencias profesionales promueve profundizar en el cono-
cimiento de la dinámica de la práctica profesional y cómo se desenvuel-
ve ese conocimiento en situaciones de práctica real, esto es, lo que se de-
nomina “reflexión en la acción” (Schön, 1997). En la medida en que esta 
investigación doctoral analizará el modo en que se enseña y se articula la 
enseñanza de las prácticas profesionales en el campo del Derecho, toma-
remos en consideración lo que se conoce como “formación de competen-
cias” (Perrenoud, 2000). En efecto, estudiar los procesos formativos desde 

 (3) El aprendizaje basado en problemas se inició en la Escuela de Medicina de la Uni-
versidad de McMaster (Canadá) en los años 60, que requería grupos de no más de 10 es-
tudiantes. Una variante de esta propuesta para grupos de entre 20 y 25 estudiantes la lleva 
adelante la Universidad de Maastricht, que hoy predomina en los países anglosajones. En 
los países europeos este modelo intenta llevarse adelante para cumplir con las regulaciones 
de la internacionalización del nivel superior universitario.
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la perspectiva de la formación de competencias resulta especialmente útil 
para avanzar sobre la articulación entre teoría y práctica, en tanto las com-
petencias no son conocimientos en sí, sino que integran y movilizan cono-
cimientos en situaciones complejas. Más allá de los interrogantes acerca 
de cómo enseñar prácticas, resulta relevante abordar las preocupaciones 
académicas acerca de la enseñanza del derecho.

II. El problema de la enseñanza en el nivel universitario

La pregunta formulada es la siguiente: ¿cuáles son las concepciones 
acerca de la relación entre la teoría y la práctica que se ponen en juego en 
las clases universitarias? Específicamente: ¿cómo se enseña la práctica pro-
fesional a los abogados en los clases universitarias, considerando la rela-
ción atribuida a la teoría y a la práctica en la formación?

En este apartado se proponen tres ejes a partir de los cuales se presenta 
la relevancia del tema. En primer lugar, y de manera más general, se abor-
da la tensión teoría-práctica desde el análisis filosófico de la enseñanza. El 
segundo eje se relaciona con el interés que cobra esta investigación para 
la didáctica de las profesiones. Finalmente, y como tercer eje que permi-
te comprender la centralidad del problema de la enseñanza, se sistema-
tizan contribuciones teóricas sobre los procesos de la enseñanza de las 
prácticas.

En el marco del primero de los ejes mencionados referiremos a las pro-
ducciones de dos autores clásicos de la filosofía analítica de la educación: 
Paul Hirst y Wilfred Carr. Según Hirst (1973: 89), la teoría educativa “(...) se 
ocupa de la formulación de los principios de la práctica educativa, princi-
pios cuya justificación racional solo puede provenir de las conclusiones del 
trabajo en disciplinas académicas contributivas como la filosofía, la psico-
logía, la sociología y la historia (...)”. Hirst revisó sus ideas tempranas en ver-
siones más “tardías”, en las que menciona que bajo el hechizo del clima ra-
cionalista de la época (en los años sesenta), el objetivo de la educación fue 
visto como el fundamento de una buena vida para todos, promoviendo su 
desarrollo como individuos racionalmente autónomos. Según Hirst (1996: 
167) era necesario formar “la razón” como modo de conocer y comprender, 
para luego promover la aplicación de ese conocimiento racional a todas 
las áreas de la experiencia y la acción. En este párrafo Hirst postula que la 
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prioridad se sitúa, en la razón teórica, el conocimiento y la comprensión 
frente a sus contrapartes prácticas (4).

Wilfred Carr, un filósofo de la educación perteneciente a una generación 
posterior a la de Hirst, argumenta que la “teoría educativa” es simplemente 
un producto eventual de la modernidad, que está limitada por un conjunto de 
condiciones y restricciones particulares en lugar de encontrarse libre de ellas. 
Desde esta perspectiva, la teoría educativa no puede informar (dar-forma) la 
práctica porque ella misma es una forma de práctica (Carr, 2006: 147 –la cur-
siva en el original–). Carr rechaza la idea de la teoría educativa en sí misma. El 
núcleo de su tesis sobre la “educación sin teoría”, en sus propias palabras, es:

“(...) Voy (...) a sostener que no existe ninguna fuente de autori-
dad, externa e independiente, y en consecuencia, que la teoría 
educativa no es más que el nombre que le damos a los distintos 
intentos inútiles que se han llevado a cabo durante los últimos 
cien años para dejar de lado la práctica y ahora deberíamos traer 
toda iniciativa teórica educativa para lograr un fin digno (...)” 
(Carr, 2006: 137).

Desde hace algunas décadas, complementariamente a las contribucio-
nes anteriores, se han ido desarrollando otros aportes valiosos para el es-
tado de la cuestión sobre las relaciones entre teoría y práctica, específica-
mente en la formación de profesionales. Se configura un campo de estudios 
sobre las formaciones de las profesiones, en el que autores como Camilloni 
(2014) aluden a la conformación de un campo de conocimientos sobre las 
didácticas de las profesiones. Estos estudios han cobrado un creciente inte-
rés en las instituciones del nivel superior, dado que concentran la formación 
de profesionales. Por otra parte, desde el exterior de las universidades, en 
particular desde los mercados laborales y desde los cuerpos profesionales, 
se otorga una especial atención a la calidad de la formación que reciben los 
estudiantes y a las competencias que evidencian los graduados recientes.

Estos estudios ponen de manifiesto que la profesión pasa por diferentes 
etapas con características propias, las profesiones se vinculan entre sí y no 
se resuelven en la insularidad. Los usuarios o beneficiarios de los produc-
tos y servicios profesionales cambian, los trabajos no se ejercen tampoco 

 (4) El “último Hirst” llama peyorativamente a esto “racionalismo duro” (Hirst, 1993).
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en aislamiento personal, aparecen nuevas profesiones y desaparecen algu-
nas más o menos antiguas (Rogalski, 2004; Pastré y Mayen, 2006). En este 
marco, Camilloni (2014) se plantea preguntas que hacen a la estructuración 
de la didáctica de las profesiones:

“(...) ¿Hay prácticas reconocidas como hegemónicas o la profe-
sión está en un proceso de construcción iniciado recientemente? 
¿Cómo funcionan los cuerpos profesionales? ¿Son imperativos o 
son laxos respecto de las prácticas de sus miembros? ¿Hay pres-
cripciones detalladas o son sólo generales? ¿El profesional puede 
tomar decisiones como individuo o debe funcionar como un co-
lectivo despersonalizado? ¿Cómo es el proceso de inclusión de un 
nuevo miembro en la comunidad de práctica? ¿Cómo funciona 
la relación sujeto profesional con los artefactos técnicos en el de- 
sempeño laboral? ¿Cuál es la relación del profesional con los nue-
vos conocimientos de su campo de especialidad? (...)” (2014: 28).

Complementariamente a esta perspectiva, Rogalski (2004) expresa que la 
formación tiene que tener en cuenta los aspectos o dimensiones siguientes: 
las prácticas sociales en el dominio del trabajo, los conocimientos de refe-
rencia que están ya socialmente construidos, el conjunto de las situaciones 
de trabajo en las que se interviene y la organización del trabajo. Y desde un 
punto de vista “subjetivo”, se tendrán en cuenta, además, las condiciones 
internas de la actividad del sujeto; esto es, el conocimiento operacional ya 
adquirido, las competencias desarrolladas anteriormente y las expectati-
vas y valores personales. De esta manera, Rogalski pone en el centro de la 
escena al sujeto y no limita la definición de la formación a una descripción 
externalizada del trabajo profesional.

La relevancia del abordaje del problema de la enseñanza se sustenta en 
un tercer eje, presentado al inicio del apartado: el problema de la relación 
entre la teoría y la práctica cuando se trata de formar profesionales. En los 
espacios de práctica existe una instancia de transmisión del oficio, del sa-
ber hacer, que se aproxima gradualmente al terreno profesional y promue-
ve la construcción de conocimiento en ese contexto.

En el marco de un análisis desde la enseñanza, resulta necesario aportar 
elementos para la reflexión acerca del impacto de las estrategias de ense-
ñanza prevalentes para la formación de los abogados y sus competencias 
profesionales. Las profesiones se enseñan y se aprenden en un contexto 
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socio-histórico particular en el que la dimensión cognitiva y emocional se 
integran. Se trata de un contexto que entrelaza y no sólo rodea la situación 
(Nadot, 2000; Nackache, 2004). En el mismo sentido, la práctica profesional 
implica a la persona, actuando y conociendo simultáneamente. Se consi-
deran relevantes los aportes de Perrenoud (1994, 2001, 2004) en relación 
con la necesaria integración de saberes en situación de acción:

“Un médico no es la suma de un farmacólogo, un biólogo, un pa-
tólogo, etcétera. Se transpone asimismo a partir de saberes pro-
fesionales constituidos, que no son saberes en el sentido clásico 
del término, aún si estos saberes están codificados. Se transpo-
ne también a partir de ‘saberes prácticos’, todavía menos codifi-
cados que los saberes profesionales. Se transpone, finalmente, 
a partir de prácticas, que ponen en juego no sólo saberes, sino 
también una cultura, un habitus, unas actitudes, un ‘saber-ser’ 
(...)” (Perrenoud, 1994: 3).

Esta perspectiva permite problematizar la transformación de los saberes 
en capacidad de acción profesional. Tanto la necesidad de traducción de 
estos saberes para “disponerlos en la formación” como la noción de prácti-
ca y teoría que se ponen en juego en las configuraciones de enseñanza, dan 
cuenta que se trata de saberes difíciles de asir en propuestas formativas: se 
trata de saberes cuya complejidad hace que se resistan a ser “capturados” 
para su tratamiento curricular y didáctico, por lo tanto requieren una re-
flexión prudente por parte de quienes estén involucrados en la formación 
para el ejercicio profesional. En el caso particular de la enseñanza del de-
recho, la imagen del abogado que aprendió el derecho como un cuerpo de 
reglas, corresponde a uno que “busca el derecho” e “informa” a su cliente 
acerca de cuáles son las reglas que se aplican a su situación. Entendemos 
que de allí se deriva la centralidad explicitada de focalizarse en el análisis de 
asignaturas que promuevan la enseñanza de los “códigos”. Probablemente 
resulte valioso repensar las estrategias de enseñanza respecto de la profe-
sión considerando tanto los modelos actuales de formación de abogados y 
el rol central que estos profesionales cumplen en la sociedad.

III. Antecedentes en la temática

En este apartado se sistematizan las investigaciones relevantes en esta 
temática. Dado que se trata de abordar la enseñanza en el nivel superior, 
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resulta relevante señalar que, en los últimos años, en el campo internacio-
nal la investigación en el marco del nivel se ha organizado en torno a ciertos 
temas: la internacionalización del nivel superior y la discusión acerca de la 
formación de competencias profesionales (5).

Respecto del análisis de la internacionalización de la educación supe-
rior, la producción académica se organiza a su vez en dos direcciones. La 
primera es aquella que se ocupa de los aspectos más pragmáticos de la in-
ternacionalización –como los programas de movilidad estudiantil y la in-
ternacionalización de los campus–. Esta línea de investigación puede en-
tenderse según Altbach y Rumbley (2016) como análisis “locales”. La otra 
línea de investigación es la de aquellos que o bien analizan la formulación 
de políticas o bien se focalizan en la estrategia para las universidades o los 
gobiernos, con una comprensión general de la internacionalización como 
tendencia, que producen análisis “globales”. Éste se centra en cuestiones 
estratégicas, estructurales, socioeconómicas y políticas más amplias. Se-
gún distintos trabajos con lo que coincidimos, el diálogo entre estos temas 
en la discusión ha sido bastante limitado, y el intento de vinculación entre 
el análisis local y el global podría ofrecer sentidos para el proceso de in-
ternacionalización de la educación superior (Altbach, Reisberg y Rumbley, 
2009; Brandenburg y De Wit, 2015; Merckx y Nolan, 2015; Altbach y Rum-
bley, 2016). También en el marco del proceso de internacionalización y del 
crecimiento de la matrícula del nivel superior surgen investigaciones que 
analizan las trayectorias, estilos de aprendizaje y rendimientos académicos 
de los estudiantes universitarios (Ariño, 2011; Gazo y otros 2015).

Ahora bien, en el entrecruzamiento de la producción científica de la in-
ternacionalización del nivel universitario y la formación de competencias 
profesionales surge la preocupación por la enseñanza del nivel superior. En 
esta “bisagra” se encuentran trabajos que analizan desde una perspectiva 
generalista los problemas de la enseñanza (De Miguel Díaz, 2005, 2016; Za-
balza, 2016; Beraza, 2017) entendiendo que existen tensiones comunes a la 

 (5) Para contextualizar la internacionalización del nivel universitario en el marco euro-
peo es necesario referir al acuerdo de Bolonia. Para conocer el estado actual puede con-
sultarse: El espacio europeo de educación superior. Disponible en: https://sede.educacion.
gob.es/publiventa/el-espacio-europeo-de-educacion-superior-en-2015-informe-sobre-
la-implantacion-del-proceso-de-bolonia/educacion-europa/20624 Se encuentra también 
información relevante en: http://www.bologna-bergen2005.no/ y en: http://www.eua.be/
activities-services/publications.aspx
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enseñanza del nivel universitario en un contexto donde la formación profe-
sional es prioritaria dado que, además, se definen competencias comunes 
internacionalizadas (6).

Como se mencionó anteriormente, se identifica un tema de investiga-
ción recurrente para la enseñanza del nivel universitario, que es el de la 
formación de competencias. Estas investigaciones resultan centrales, dado 
que, en sus desarrollos, explícita o implícitamente, recuperan la tensión en-
tre enseñar teoría o enseñar prácticas. En la educación superior el debate 
contemporáneo acerca de la formación en competencias, la idea de “com-
petencia” influye sobre las prácticas tanto en la organización del curricu-
lum, como en la enseñanza y la evaluación (Cappelletti, 2010).

Según Barnett (2001) el debate se plantea en el marco de las relaciones 
entre el conocimiento, la sociedad y la universidad y está fuertemente po-
larizado entre una ideología de la competencia académica que ha sido des-
plazada por una ideología de la competencia operativa. En un intento por 
sistematizar las distintas posiciones teóricas acerca del concepto de com-
petencias tal como lo menciona este autor. Cappelletti (2010) señala por lo 
menos tres modos de conceptualizar la competencia. Uno, el más antiguo 
en tanto sus orígenes, es el de la competencia como lista de tareas en la que 
el curriculum tiene relación directa con las funciones y tareas especificadas 
en las normas de competencia de la ocupación para la que se está forman-
do. Supone la posibilidad de definir con claridad el desempeño exitoso. Sus 
orígenes se pueden encontrar en Franklin Bobbit (1918) y es retomada en 
los orígenes de las propuestas de educación basada en competencias en 
Estados Unidos, década de 1960 (“performance-based teacher education”) 
y en el Reino Unido en los 80 (“competence based education and training”). 
Subyace en esta postura una concepción behaviorista de la enseñanza y el 
aprendizaje. Supone, además, un curriculum universitario organizado en 
base a resultados de aprendizaje.

Un segundo modo de comprender las competencias es entenderlas 
como un conjunto de atributos generales indispensables para el desempeño 

 (6) Profundizando en este aspecto cabe referir al trabajo de Steinhardt, Schneijderberg, 
Götze, Baumann, y Krücken (2016) que analiza 1610 artículos de 399 revistas académicas 
diferentes publicadas entre 1996 a 2013 sobre enseñanza y aprendizaje en el nivel universi-
tario. Estos autores identifican cuatro grupos temáticos: evaluación y enseñanza, calidad, 
gestión de calidad y evaluación de estudiantes.
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efectivo del profesional experto. Esta posición se concentra en los atributos 
subyacentes (como el conocimiento o el pensamiento crítico) que sientan 
las bases de atributos transferibles o más específicos. Las competencias se 
consideran atributos generales y se ignora el contexto en que podrían apli-
carse (supuestamente el “conocimiento crítico” podría aplicarse en mu-
chas situaciones, sino en todas). Si bien esta concepción gozó de cierta po-
pularidad en los textos sobre administración (Boyatzis, 1982; McClelland, 
1987; Spencer y Spencer, 1993), tuvo menos impacto en los ámbitos de la 
educación formal, justamente porque implica atender los aspectos vincu-
lados con cuestiones de personalidad. Ligada a ésta, surge la conceptuali-
zación de la competencia como relación holística que pretende combinar 
el enfoque de atributos generales con el contexto que se aplican. Dentro de 
esta línea de pensamiento se desarrolla el enfoque psicológico de Claude 
Levy-Leboyer (1997) para quien las competencias son repertorios de com-
portamientos que algunas personas dominan mejor que otras, lo que las 
hace eficaces en una situación determinada. Estos comportamientos son 
observables en la realidad cotidiana del trabajo y en situaciones de ense-
ñanza y de evaluación.

La tercera modalidad es entender a la competencia como superadora de 
la dicotomía acción/conocimientos disciplinares (Perrenoud, 1999, 2000, 
2002): la competencia se concibe como la capacidad de actuar de manear 
eficaz en un tipo definido de situación, capacidad que se apoya en conoci-
mientos, pero que no se reduce a ellos.

De este desarrollo se visualiza que existen profundas diferencias en el 
modo de concebir las competencias y, en consecuencia, el modo de conce-
bir la formación universitaria y la evaluación de los aprendizajes. Desde el 
punto de vista del contenido curricular y de su enseñanza toda competen-
cia se encuentra unida a una práctica social de referencia (o profesional, en 
el caso de la formación profesional). Referir a cómo formar competencias 
durante la etapa de educación formal supone el análisis de la relación de 
los profesores con el saber, de sus maneras de “hacer clases” y de su iden-
tidad y de sus propias competencias profesionales. Como señala Barnett 
(2001: 105) “(...) los nuevos vocabularios no caen del cielo, sino que sur-
gen orgánicamente de las actividades colectivas y las reflejan (...)”. En caso 
de la formación profesional y educación superior, formular los estudios en 
términos de perfiles profesionales que den lugar a las correspondientes 
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competencias, es expresión de nuevos modos de regulación e intervención 
del mundo empresarial y estatal que, en función de una racionalidad ins-
trumental, exige pasar la enseñanza de un proceso a un producto. En pala-
bras de Barnett (2001: 108):

“(...) En principio, no puede existir objeción para el uso de estos 
términos (competencia y resultados) en el contexto del proceso 
educativo. Sin embargo, si caracterizamos los procesos educa-
tivos primordialmente en estos términos y los utilizamos como 
criterios para diseñarlos y evaluarlos, podemos entrar en un te-
rreno preocupante (...)”.

La perspectiva de Bolívar en relación con las decisiones acerca de la en-
señanza en el nivel superior aporta que:

“(...) aún en aquellas carreras que tienen perfiles profesionales 
claros, se debe tener unos objetivos más amplios que las compe-
tencias profesionales. Además, no puede limitarse a actuaciones 
exitosas en situaciones predecibles, debe ir más lejos, plantean-
do posibles respuestas innovadoras o creativas en situaciones 
no predecibles. Con el discurso de las competencias se pierden 
otros vocabularios relevantes en la enseñanza: la comprensión, 
la crítica, la interdisciplinariedad y la sabiduría, entre otros (...)” 
(2007: 89).

Las investigaciones relevadas acerca del debate de la formación en com-
petencias se organizan en torno a debates conceptuales como los mencio-
nados (Fletcher, 1994; Barnett, 2001; Gonczi y Athanasou, 2006; Bolívar, 
2007, entre otros) o en torno a cuestiones vinculadas acerca de cómo for-
mar competencias en el marco de las aulas universitarias, haciendo foco en 
cuestiones curriculares, de la enseñanza y de la evaluación. Los trabajos ya 
referidos en relación con la enseñanza en la universidad (De Miguel Díaz, 
2005, 2016; Zabalza, 2016; Beraza, 2017) y también los de autores como 
Contreras, Rojas, y Vásquez (2016), y el de Braun y Mishra (2016) sistema-
tizan investigaciones acerca de la enseñanza y la evaluación de competen-
cias en la universidad.

Para el campo específico de la enseñanza del derecho, si bien se enmar-
ca en estas preocupaciones de investigación, también se identifica la con-
figuración de un campo propio de la enseñanza de la disciplina. Es posible 
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realizar una primera distinción (Cobas Cobiella y Mirow, 2015) entre los 
trabajos que abordan la enseñanza del derecho en el marco de un derecho 
consuetudinario y aquellas que lo hacen en función de lo que se denomina 
derecho escrito (a través de sistemas de leyes y códigos, como en el caso 
argentino). Otra clasificación posible es aquella que se realiza en términos 
de los campos de la enseñanza del derecho. Existen trabajos de investiga-
ción empírica que abordan la enseñanza en el marco del Derecho Civil, del 
Derecho Penal y otros (como los trabajos de Bugden, Redmond y Greaney, 
2017; Kadish, Schulhofer y Barkow, 2016; Zimring, 2014; Íñigo y Sánchez 
Ostiz, 2014); así como también se encuentran producciones desde lo que 
puede denominarse campos emergentes del derecho, vinculados con pro-
blemáticas contextuales como por ejemplo derechos de la minorías, de la 
ciudadanía, como el trabajo de Fernando Chang-Muy (2015) que sistemati-
za los problemas legales y prácticos que enfrentan los trabajadores sociales 
que atienden a los inmigrantes de modo de favorecer su enseñanza en las 
carreras de grado y posgrado en derecho.

Cabe agregar que en el entrecruzamiento de estos ejes de investigación, 
y enmarcados en la trama de la internacionalización y de la formación por 
competencias, se encuentran trabajos que refieren específicamente a me-
todologías de enseñanza privilegiadas para enseñar derecho (metodología 
socrática, metodología de casos, clínicas profesionales, cómo enseñar com-
petencias especificas y competencias “blandas” en el marco del derecho). 
Sin pretensión de exhaustividad, pero con la finalidad de ilustrar este tipo 
de producciones, mencionamos a Gonzales Mantilla (2010); Astudillo As-
tudillo (2016); Barragán (2016); Lara Domínguez y Martínez Ramos (2016); 
Quigley (2015); Gogarty y Cutler (2017).

En el caso específicamente argentino, la investigación académica sobre 
enseñanza del derecho constituye un campo con focos de interés semejan-
tes a los mencionados para el campo internacional. Según Pezzetta (2011) 
la producción en el campo de la enseñanza del derecho se divide teniendo 
en cuenta dos aspectos, el tema y la forma de abordarlo. Según la autora, 
existen trabajos que se abocan al qué o al cómo de la enseñanza, o a ambos. 
Esto es, en palabras de Bernstein (1993), la referencia al currículum y a la 
pedagogía.

Para sistematizar aportes acerca de la enseñanza del derecho, Gonzá-
lez, Marano, Bianco y Carrera (2011) analizan todas las producciones en 
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Argentina sobre la educación jurídica desde el año 2000 al 2010, y recupe-
ran 148 ponencias de 260 autores presentadas en la Comisión de Enseñan-
za del Derecho, en los once Congresos Nacionales de Sociología Jurídica 
realizados durante ese período. Como conclusiones las autoras señalan la 
producción de conocimiento acumulado que contribuye a la conforma-
ción de un campo de conocimiento, en el que puede también observarse 
grupos que plantean continuidad en sus temáticas y desarrollan cada vez 
con mayor profundidad sus posiciones.

Las autoras mencionan distintas líneas que, según plantean, señalan los 
rasgos del campo en el universo relevado, que constituye un insumo im-
portante para nuestra investigación. Específicamente refieren que un gru-
po mayoritario de ponencias detectan un desajuste de la formación jurídi-
ca tal como se desarrolla en el presente, en relación con las demandas del 
afuera. Es decir, tanto los contenidos como las formas de transmitirlos que 
adoptan las facultades de Derecho no estarían respondiendo a las necesi-
dades de un afuera cambiante pero en términos generales conceptualizado 
como homogéneo. Sin embargo otro grupo de ponencias refiere a que en 
esa relación se muestra un ajuste de la formación jurídica a determinados 
intereses, en el marco de una pluralidad de intereses en pugna. Desde esta 
idea se conceptualiza a la enseñanza universitaria como una prolongación 
de las estrategias del poder, que conlleva una función de legitimación del 
orden social.

Aparece como aspecto común la crítica a la enseñanza jurídica en tanto 
dogmática, cuestión compartida por todo el campo de la Sociología Jurídica. 
Más específicamente que:

“(...) En primer lugar, la fuerte relación postulada entre conte-
nido y forma corre el riesgo de abroquelar la realidad del aula, 
olvidando, por un lado, que todas elección didáctica es situa-
cional y, en segundo lugar, que en toda aula hay procesos de 
construcción de aprendizajes en sentidos no esperados por las 
propuestas de enseñanza. Es así que, en la mayoría de los traba-
jos, se postula una continuidad natural entre enseñanza y apren-
dizaje, olvidando que son dos procesos inter-in/dependientes, 
con relativa autonomía (...)” (González y otros, 2011: 206).
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En el marco de considerar antecedentes, no es posible soslayar el trabajo 
de tesis doctoral sobre enseñanza del derecho realizado por Martín Böhmer 
(2012) en la Universidad de Yale. Coincidentemente con la sistematización 
presentada para el caso argentino, su tesis propone que la concepción de 
la educación jurídica depende de la concepción del papel de los profesio-
nales del derecho en el esquema más amplio de las instituciones políticas, 
particularmente el papel de los jueces, y que la concepción del papel de 
los profesionales legales depende, a su vez, de la concepción del papel del 
poder judicial en el proceso político, que finalmente depende de una cierta 
concepción de la autoridad política. Por lo tanto, los cambios en la educa-
ción jurídica sólo ocurren cuando hay un cambio en la concepción de la 
autoridad que tiene relación con el ámbito político y con el poder judicial, 
que entonces exige cambios en la formación jurídica de la profesión. Según 
su tesis doctoral “(...) cualquier escuela de derecho tiene (implícita o explí-
citamente) lo que yo llamo una concepción global de la ley que modela su 
actividad: 1) qué concepción de ley abarca; 2) cómo enseña lo que entien-
de como ley y 3) que rol asumen sus graduados en el juego (...)” (Böhmer, 
2012: 11. Traducción propia). Esta conceptualización de Böhmer configura 
el marco en el que resulta relevante el trabajo de investigación doctoral. No 
se trata solamente de documentar prácticas de enseñanza del derecho, sino 
de contextualizarlas en el marco de una trama que confiere sentido en la 
actualidad en nuestro país. Böhmer (2005) plantea que el problema central 
es que los códigos, en tanto texto escrito, son pasibles de distintas interpre-
taciones. En palabras del autor esto da origen a la llamada “dogmática jurí-
dica”. Esta expresión lejos de ser cuestionada es considerada una alabanza:

“(...) la idea de que la ley es dogma para los estudiosos del dere-
cho vuelve a remitirnos a la idea de que quienes operan con la 
ley deben obediencia ciega a las decisiones que emanan de la 
soberanía popular. De esta forma, la tarea de los juristas consiste 
en explicar que, lo que aparentemente son problemas no lo son 
en absoluto, y que, bien mirado, cualquier problema encuentra 
su solución dentro del sistema. Apelaciones a naturalezas jurídi-
cas o intenciones de legisladores racionales son algunos de los 
instrumentos de esta fundamental pieza de la maquinaria del 
derecho continental (...)” (Böhmer, 2005: 34).

Desde esta perspectiva crítica el mismo autor refiere que la inexistencia 
de la deliberación en las aulas se transforma en un requisito exigido por el 
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sistema, no una falla curricular de las facultades ni una deficiencia pedagó-
gica de los docentes.

Esta afirmación puede vincularse con los aportes de Binder (2005: 86) 
quien, al referirse a la fragmentación del oficio del jurista, debido a las mul-
tiplicidad de posibilidades de desempeño que pueden llevar adelante los 
abogados refiere que: “(...) además la enseñanza universitaria no distingue 
entre los que se deberá desempeñar el futuro estudiante y con ello se con-
tribuye a la incomprensión e incomunicación (...)”.

En síntesis, para guiar la reflexión y el análisis sería relevante hacer foco 
tanto en los trabajos que se preguntan desde una perspectiva generalista 
los problemas de la enseñanza del nivel superior, como en aquellos que 
abordan el problema de la formación de competencias en el nivel univer-
sitario, en conjunto con los aportes específicos de los trabajos sobre ense-
ñanza del derecho. Si consideramos la enseñanza como un proceso inten-
cional, la identificación y descripción de las tareas académicas propuestas 
por los profesores en sus clases a los futuros abogados permiten analizar 
qué se prioriza en la formación, y el lugar otorgado a la teoría y a la prácti-
ca. En este sentido, la sistematización y el análisis de las tareas académicas 
pueden dar cuenta también de la concepción del conocimiento que pone 
en juego el docente para la enseñanza: ¿se trata de la “aplicación eficaz de 
los códigos”? ¿Se propone analizar el “caso práctico” desde una perspec-
tiva compleja? ¿Cómo se vinculan estas acciones con las características 
del campo profesional del derecho, en el sentido analizado por Böhmer? 
Se trata de enseñar saberes complejos, que implican la toma de decisiones 
complejas, atendiendo a múltiples variables que se ponen en juego que, 
además, considera las exigencias constitucionales.
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(...) la Universidad merece -sea cual fuere su estado- una preocupa-
ción incardinada con el compromiso existencial de todos.

Carlos Cossio (1987: 315)

I. Introducción

Los aportes del pensamiento de Carlos Cossio, con todo mérito y rigor 
científico, suelen estar asociados en el ámbito académico a sus desarrollos 
en el campo de la teoría general del derecho o de la “filosofía de la ciencia 
del derecho”, para usar la noción cuya precisión epistemológica el propio 
Cossio supo ganar para la propedéutica jurídica. Desde la visión del estu-
diante de abogacía en muchos casos, y a estar a los planes de estudio de las 
materias introductorias al derecho de algunas Universidades. Los aportes 
de Cossio en la actualidad se reducen, poco más, al esquema de la norma 
jurídica y la cuestión del objeto de conocimiento jurídico desde su particu-
lar Teoría Egológica del Derecho, en contraposición con la tradición de la 
Teoría Pura del Derecho de Hans Kelsen. Por supuesto que el valor de Cossio 
y su obra escrita exceden ampliamente los tópicos que a modo de ejemplo 
he mencionado y que podrían constituir, si se me permite la expresión, las 
ideas más populares o popularizadas de su extensa obra escrita que encuen-
tra –tal vez– su punto más alto con la segunda edición de La teoría egológi-
ca del derecho y el concepto jurídico de libertad (1964) y, aunque inédito, su 
Ideología y Derecho. Elaboración del tema como gnoseología del error (1962).

Sin embargo, Cossio también ha efectuado importantes aportes y reali-
zado originales e interesantes investigaciones, no del todo revisadas ni mu-
cho menos sistematizadas, en torno de la problemática pedagógica vincu-
lada con la formación de abogados, en particular, y aquella otra más gene-
ral, relacionada con la problemática universitaria. Se trata, aunque dispersa 
y carente de la coherencia interna que guarda su sistema de teoría general 
del derecho más conocido, de un importante cuerpo de ideas que abordan 
temas con la especificidad propia de lo que hoy denominamos “estudios 
de educación superior”. Tal vez por aquella dispersión y en razón de otros 
factores que sería interesante indagar con rigurosidad, la obra de Cossio no 
suele asociarse a esta temática y, como dije, su estudio minucioso al res-
pecto aún está por hacerse. Ello, más allá de los lugares comunes de quie-
nes al abordar su biografía, recuerdan su tesis doctoral sobre La Reforma 
Universitaria o el problema de la nueva generación (1927) y su libro, con 
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varias ediciones, La función social de las escuelas de abogacía (1933, 1944, 
1945 y 1947); obras que precisamente abordan aquellos dos ejes general y 
particular, respectivamente, que mencioné antes.

La vasta obra de Cossio admite periodizaciones y, desde luego, no puede 
ser considerada como un continuo homogéneo de su pensamiento. Coin-
cido con Franichevich en que es posible considerar como primera época 
intelectual una instancia que se inicia con sus escritos de juventud y de la 
cual su tesis doctoral es la obra más destacada, que se extiende hasta los 
primeros años de la década de 1930. “Esta primera época de escritura del 
profesor Cossio es quizás la menos conocida, pero sin dudas muy variada 
y colorida” (Franichevich, 2009: 21). Bustelo, en su estudio sobre los movi-
mientos estudiantiles reformistas, reconoce los análisis realizados por Cos-
sio con su tesis doctoral, junto a los de Julio V. González, Gabriel del Mazo, 
Juan Lazarte y Gregorio Bermann, que pudieron contar con una temprana 
sistematización de las fuentes primarias de la Reforma –realizada por de 
Mazo entre 1926 y 1927 en seis tomos–, como un conjunto teórico que ten-
dió a configurar el primer campo de estudio sobre la Reforma Universitaria 
(Bustelo, 2015).

Desde sus tempranos escritos de juventud, pasando por tu etapa de ma-
durez iusfilosófica que bien puede ubicarse en las dos décadas que van 
desde la primera a la segunda edición de La teoría egológica del derecho 
(1944 a 1964), como sugiere Franichevich (2009), hasta sus últimos escritos 
y desarrollos de las décadas de 1970 y 1980, pueden rastrearse importantes 
trabajos dedicados al problema universitario general y al más particular de 
la pedagogía jurídica. Su último artículo –publicado de manera póstuma– 
lleva por título “Otoño filosófico en las universidades argentinas” (1987) y 
alerta sobre las consecuencias a las que habría de conducir la sustitución 
de la filosofía del derecho por la lógica en la formación de abogados. La 
preocupación por la universidad se lee en su última publicación, como una 
retrospección autobiográfica:

“Hace casi sesenta años mi tesis doctoral versó sobre la Univer-
sidad argentina; seis décadas han pasado y la cuestión tiene la 
misma actualidad; en la misma medida en que es allí donde las 
generaciones de hombres y mujeres se educan o no, donde se 
hace o se deshace el porvenir, debería crecer la preocupación 
oficial y la responsabilidad de los profesores” (Cossio, 1987: 315).



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

304

Cossio anunció en más de una ocasión la publicación de un libro, apa-
rentemente inconcluso, bajo el título Universidad y Revolución en la Argen-
tina. En la ponencia presentada al X Congreso Mundial de Filosofía del De-
recho y Filosofía Social de 1975, en el que aborda el problema de la así lla-
mada “fuga de cerebros”, se lee: “Ver el asunto con toda amplitud en Carlos 
Cossio, UNIVERSIDAD Y REVOLUCIÓN EN LA ARGENTINA, Buenos Aires, 
1974, en prensa” (Cossio, 1977a: 840) (1). A comienzos de 1975 menciona 
su intención de editarlo, con una ligera diferencia en el título: Universidad 
y Revolución en la Argentina y otros ensayos relativos a nuestra universidad 
(Cossio, 1975: 32). En una de las cartas que Cossio remitiera a Juan Ramón 
Capella –fechada el 27/08/1973, pero publicada recién en 2002– se lee: “(...) 
dentro de tres días entrego a un editor un estudio que se llama UNIVERSI-
DAD Y REVOLUCIÓN EN LA ARGENTINA” (Cossio, 2002: 735). Sin embar-
go, no se trata del único libro por él anunciado, pero finalmente inconcluso 
o inédito. Además del caso bastante conocido y divulgado de su libro inédi-
to Ideología y Derecho, concluido en 1962 (Raffo, 2007; Cárcova, 2009) (2); 
en 1969 había anunciado también la publicación de un libro bajo el título 
Teoría de la Justicia, en el cual habría de sintetizar sus aportes sobre la axio-
logía jurídica y la justicia propiamente dicha (Cossio, 1969: 73) (3).

En definitiva, apenas pretendo esbozar una aproximación a los temas 
que motivaron preocupación en Cossio y de los que nos dejó alguna pista 
en su abundante, aunque algo dispersa, obra escrita sobre estudios univer-
sitarios y pedagogía jurídica. Considero que resulta por demás justificado y 
necesario un abordaje de estas cuestiones no tan estudiadas de la obra de 

 (1) La ponencia llevó por título “Pérdida y desperdicio de los intelectuales en los países 
subdesarrollados” (Cossio, 1977b) y se publicaría una versión ampliada como “Éxodo y 
desperdicio de los intelectuales en la América Latina” (Cossio, 1977a).

 (2) En la Asociación de Abogados de Buenos Aires (AABA), durante 2014 y 2015 en el 
ámbito de la Comisión de Teoría General y Filosofía del Derecho, que preside Julio Raffo 
y en la que me han honrado como Secretario, desarrollamos un seminario de lectura y 
discusión de ese libro inédito, con la participación más o menos regular, además del pro-
pio Raffo, de Julio Gottheil, Elías Benzecry, Guillermo Reggiardo, Anahí Cordero, Santiago 
Cordero, Eduardo Méndez y Lorena Siquot. Raffo también dirige desde 2014 un proyecto 
de investigación en la UBA sobre el problema de la ideología en la teoría egológica.

 (3) Aparentemente el libro tampoco llegó a concluirse como tal. Sin embargo, la teoría 
de la justicia de Cossio puede ser reconstruida a través de sus muchos escritos dedicados 
al tema. El asunto merecería otro trabajo cuya relevancia he señalado ya en otra ocasión 
(Luna, 2010).
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Cossio. Si bien alguno de los aspectos vinculados con el problema peda-
gógico jurídico los he abordado en otra ocasión (Luna, 2013), cada uno de 
ellos merecería una profundización ulterior para lo cual este trabajo pudie-
ra servir de mera cartografía de ideas.

El esfuerzo vale la pena, aunque más no sea para tomar nota de los 
aciertos o desaciertos, logros alcanzados y deudas pendientes, si las hu-
biere, como así también identificar algunas rupturas y continuidades en el 
programa reformista trazado por Cossio y el propio derrotero del proceso 
revolucionario en las universidades argentinas que, tal como se verá, se en-
cuentra indisolublemente ligado a la propia biografía del autor como a la de 
otros relevantes protagonistas del movimiento reformista.

Tanto más apropiada la ocasión de este número especial dedicado a la 
enseñanza del derecho en las postrimerías del centenario de la Reforma 
Universitaria, proceso en el cual Cossio –como tantos otros– ha sabido ad-
vertir y describir una verdadera revolución universitaria.

II. No ser considerado como reformista era casi un agravio

Una aproximación a su pensamiento que pretenda indagar sus aportes 
reformistas, obliga necesariamente a preguntarse en primer lugar sobre 
qué entendía Cossio por reformismo o qué concepto le merecía la Reforma 
Universitaria: “(...) la juventud cordobesa de aquel entonces tuvo la cla-
rividencia de su porvenir continental como movimiento innovador”, dirá 
Cossio entre muchas de las caracterizaciones que formulara al respecto 
(Cossio, 1977a: 43).

El debate estudiantil en torno del significado del movimiento político-
cultural surgido con la Reforma Universitaria, motivó en la Facultad de De-
recho de Buenos Aires el surgimiento de dos grupos reformistas rivales. Las 
dos agrupaciones estudiantiles se reivindicaban reformistas: “No ser consi-
derado como reformista era casi un agravio para un estudiante de 1918 y era 
esto una sanción formidable (...). Podríamos decir que no había libertad de 
conciencia para la Reforma. Ser reformista significaba adhesión decidida, 
en cada caso concreto, a la acción de la masa de estudiantes” (Cossio, 1927: 
112). Uno de los grupos definió la Reforma desde el nacionalismo, el otro 
desde la izquierda. Ambas expresiones traducían a nivel local una perspec-
tiva más amplia de disputa sobre el sentido de la Reforma que colocaba en 
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pugna la visión de un nacionalismo ético y antiliberalista; frente a otra la-
tinoamericanista y antiimperialista, que luego configurarán el mapa de las 
ideas de las décadas siguientes (Bustelo, 2015).

El primero se organizó en torno de la Revista Nacional (publicación es-
tudiantil, fundada por Julio Irazusta y Mario Jurado, que llegó a sacar ocho 
números entre 1918 y 1920) y la Unión Universitaria (fundada en 1919). Es-
tuvo liderado por Adolfo Korn Villafañe –hijo de Alejandro Korn (4)–, se-
cundado por los jóvenes Tomás Casares y Ernesto Tissone primero; y por 
Carlos Cossio y Juan Antonio Villoldo hacia mediados de la década de 1920. 
En su definición de la Reforma señalaban a 1919 como el año de nacimien-
to de una generación que, alejada de las revueltas de 1918, construía una 
universidad nacionalista y antiliberal (Bustelo, 2016). Así dirá Cossio en 
1924: “(...) la Reforma Universitaria es, a su vez, la primera obra colectiva, o 
por lo menos la más grande, de la Nueva Generación” (2004: 325).

El segundo grupo tuvo su primer medio de expresión en la revista The-
mis (1918-1919), se organizó en 1919 en el Partido Blanco y desde 1923 en 
el Partido Unión Reformista (escindido en 1924 en una fracción “Centro-
Izquierda”) y estuvo liderado por Florentino Sanguinetti, acompañado pri-
mero por Gonzalo Muñoz Montoro y José María Monner Sans y luego por 
Julio V. González, Carlos Sánchez Viamonte y Emilio Biagosch. En rivali-
dad con el nacionalismo jerarquizante –dice Bustelo–: “(...) esos jóvenes se 
identificaron con la ‘izquierda dieciochesca’ que revolucionó la calma uni-
versitaria para construir una universidad social” (2016: 67).

Cossio caracterizó el perfil de Unión Universitaria, radicando la particu-
laridad de aquel nacionalismo en el reconocimiento –de raíz kantiana– del 
“hombre como un fin en sí”, determinante de un particular posicionamiento 
también de izquierda: “(...) el fascismo como el comunismo de hecho, tampo-
co acepta que el hombre sea un fin en sí. Por lo tanto, si, en contra de fascis-
mo y comunismo, aceptamos esta valoración, se comprende que hay todo un 
concepto del Estado, de izquierda y de futuro, por llenar” (Cossio, 1933a: 188).

 (4) Cossio reconoce entre sus maestros a Coriolano Alberini y Alejandro Korn: “(...) Al-
berini no tenía nada propio que decir en su cátedra; y por eso su principal preocupación 
universitaria era la política universitaria, en la que actuó con eficacia institucional y perso-
nal. Korn en cambio sí tenía algo que decir; era el portavoz del regreso a Kant de las Escue-
las de Marburg y Baden, donde insertaba su propio pensamiento; pero éste era superficial, 
difuso e inconsistente pero de hermosa expresión verbal” (Cossio, 2002: 720).
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De ahí que afirmara:

“(...) la cuestión de la Reforma Universitaria en la Facultad de 
Derecho de Buenos Aires, fue abierta y categóricamente sosteni-
da en este terreno. Ya en 1920 el folleto de Adolfo Korn Villafañe, 
Incipit Vita Nova, de inmensa repercusión intra-universitaria, 
invocaba fervorosamente un idealismo filosófico y un nacio-
nalismo estético-social desconocidos para nuestros maestros. 
Nadie hablaba de nacionalismo en la Facultad, piadosamente 
olvidado por la cátedra y por el plan de estudio, cuando el movi-
miento reformista, en uno de sus sectores, clamaba hasta la exal-
tación sobre la necesidad de combatir sobre dos frentes: contra 
la pedagogía comunista y contra la pedagogía liberal” (Cossio, 
1933a: 188-189).

Precisamente, el libro al cual pertenece la cita precedente –El Plan de 
Estudios de Abogacía–, lo va a dedicar: “(...) a los estudiantes de actuación 
más destacada en la Facultad de Derecho de Buenos Aires, que, desde 1918, 
pusieron la bandera de la Reforma Universitaria, bajo el signo del idealismo 
y del nacionalismo, con la emoción filosófica y augusta de quienes abrían, 
en la selva virgen, la picada hacía el porvenir” (Cossio, 1933b: 9). Así carac-
terizaba ese particular nacionalismo:

“(...) se habla de nacionalismo sobre la base de haber distinguido 
dos nacionalismos, uno materialista y otro idealista. Aquél, resul-
tante histórico-social del cosmopolitismo liberal y del españolis-
mo católico, afectaba el valor de la personalidad humana como 
un fin en sí y era oligárquico; este exaltaba la personalidad hu-
mana y, en consecuencia, era democrático” (Cossio, 1945a: 86).

Precisando aún más: “La obra nacionalista de la Universidad, no está en 
izar la bandera los días patrios, hacer galerías de próceres en sus aulas, o es-
tampar buenos consejos en los muros de sus galerías; su obra nacionalista 
fundamental es formar la conciencia nacional y ya sabemos cómo su labor 
educativa puede contribuir a ello”; a la vez que, no obstante su oposición 
al comunismo en cuanto materialismo, como expresión de su idealismo 
antipositivista, Cossio destacaba la necesidad de adoptar “(...) otras solu-
ciones referentes al levantamiento del nivel económico de las masas traba-
jadoras, como reclama un concepto idealista de la justicia social” (Cossio, 
1933b: 115); o también que “(...) había que abrir camino a un nacionalismo 
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idealista donde se conjugaran la economía planeada y los derechos del 
Hombre” (Cossio, 1945a: 86).

En su etapa de estudiante de abogacía, entre 1920 y 1924, Cossio militó 
con Adolfo Korn Villafañe, Alberto Baldrich, Augusto Conte Mac Donell, 
Vicente Márquez Bello y Juan Antonio Villoldo (quien en 1952 sería Dele-
gado Interventor de la Facultad de Derecho), entre otros, en la agrupación 
estudiantil reformista Unión Universitaria –como se ha dicho– que tuvo el 
control del Centro de Estudiantes desde 1910 a 1924. Gómez, al historiar el 
Centro de Estudiantes de Derecho UBA, la caracteriza de este modo: “Esta 
agrupación se proponía en sus postulados, fundar una aristocracia de la 
conducta y ‘mira con simpatía’ el advenimiento de Benito Mussolini en Ita-
lia, aunque ya para esa altura la gran mayoría de sus miembros originarios 
la habían abandonado” (Gómez, 1995: 41; Bustelo, 2015).

Varios militantes de Unión Universitaria, entre ellos Cossio, fundaron la 
agrupación Concordia bajo la lógica de un ateneo “(...) para considerar los 
problemas permanentes de la Reforma Universitaria más que los aspectos 
circunstanciales del actual conflicto” (Cossio, 1923: 196). Según Gómez: “La 
agrupación Concordia, fundada a principios de 1920 comparte los princi-
pios políticos de Unión Universitaria; ambas agrupaciones se inspiran en la 
tendencia ‘Colegio Novecentista’, creado el 24 de agosto de 1918 en la Facul-
tad de Filosofía y Letras” (1995: 41).

“El Colegio Novecentista fue una institución constituida por un 
grupo de jóvenes universitarios –algunos recientemente egresa-
dos y otros en la etapa de finalización de sus estudios– agrupados 
inicialmente con el fin de oponer resistencia a lo que entendían, 
era un perjudicial predominio del positivismo en los claustros 
docentes de las Facultades de Filosofía y Letras y de Derecho y 
Ciencias Sociales de la Universidad de Buenos Aires, y en la Fa-
cultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad de La 
Plata (...). En esos años la reacción antipositivista actuó como 
un principio aglutinante de tendencias culturales cuyas orienta-
ciones filosóficas y políticas eran diversas entre sí. Para los jóve-
nes, el núcleo convocante del antipositivismo representaba tan-
to una reacción respecto al clima de ideas precedente como un 
modo de instrumentar eficazmente los motivos estrictamente 
académicos que justificaban, en esa hora, el desplazamiento de 
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las cátedras de los viejos hombres del ‘ochocientos’ en beneficio 
de quienes se sentían portadores de nuevos ideales que, poco 
después, verían expresados por la Reforma Universitaria” (Euja-
nian, 2001: 86 y 88).

Una de las primeras tareas del Grupo Concordia fue darse a sí mismos y 
poner en discusión una definición de la Reforma Universitaria que orienta-
ra la acción reformista y sintetizara la conciencia estudiantil. Cossio explica 
el proceso de discusión en el Grupo Concordia y expone esta temprana ca-
racterización estudiantil a la que arribaron:

“La Reforma Universitaria es la parte de la Reforma Social a 
cumplirse en la Universidad sobre la base de la injerencia de los 
alumnos en la vida de la misma, con el carácter de portadores 
de una nueva ideología que afirma como principio fundamental 
el desarrollo integral de la personalidad humana en los sentidos 
ético, estético y científico, entendiendo que solo de esta manera 
puede crearse, en el medio nacional y en el medio universal, un 
ambiente cuya síntesis suprema sea la Tolerancia (...) la Reforma 
Universitaria al mismo tiempo que reclama la reforma orgánica 
de la universidad reclama también la reforma ideológica de la 
juventud porque ella es en su unidad dual un medio para dar 
a la conciencia estudiantil la justa participación en la respon-
sabilidad del rumbo cultural y científico que le corresponde en 
el desenvolvimiento del pensamiento social y un fin que debe 
cumplirse en esa misma sociedad como una nueva concepción 
del mundo y de la vida” (Cossio, 1923: 195 y 206-207).

En 1924 sintetizaría su punto de vista a partir de dos principios que serán 
el eje de muchos de sus posteriores desarrollos. A saber, concebir a la Re-
forma Universitaria como un proceso dentro de la amplia cuestión social y 
propiciar la participación estudiantil de modo de hacer la Universidad cada 
vez más del estudiante:

“Yo he sintetizado en dos los últimos principios de la Reforma 
Universitaria (...): I.– La Reforma Universitaria, en cuanto im-
planta la cultura integral, es una parte de la Reforma Social; es 
el principio básico con relación a la sociedad dentro de la cual 
la universidad vive. II.– La injerencia estudiantil en la vida de la 
institución es el complemento indispensable y la consecuencia 
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necesaria de aquél; es el concepto fundamental con relación a la 
universidad misma” (Cossio, 2004: 319).

III. Hacer a la Universidad más del estudiante y más social

Todavía lejos de su sistema de teoría general del derecho bautizado “teo-
ría egológica”, por aquel entonces Cossio –haciendo gala de un neokantis-
mo tributario de su “maestro” Alejandro Korn– entendía que:

“El concepto de sociedad, según lo ha establecido definitiva-
mente la Escuela de Marburgo, se integra con tres elementos: 
un elemento material: la actividad que para vivir despliegan los 
hombres sobre el mundo físico: el trabajo. Un elemento ideal 
condicionado: las formas volitivas cómo se organiza dicha acti-
vidad, jugando ésta, así, siempre, como un contenido de aque-
llas: el derecho. Un elemento ideal incondicionado que toma a 
su vez al derecho por contenido y le sirve de forma al señalarle 
sus fines metafísicos: la moral” (Cossio, 1933a: 45).

Justo es decir, también, que ya había esbozado sobre la base del pensa-
miento de Giorgio Del Vecchio, una caracterización ontológica del Derecho 
en la que puede escudriñarse un “prototipo egológico”:

“(...) est[á] determinada la naturaleza formal del derecho por 
una interferencia de las acciones nuestras con las ajenas que se 
resuelve en un hacer y un impedir, en tanto que la naturaleza 
formal de la moral está determinada por la interferencia de las 
acciones nuestras con las nuestras, que se resuelve en un hacer 
y un omitir (...) el rol jurídico se define por la coordinación ob-
jetiva de las acciones de una persona con otra, a diferencia de 
la coordinación subjetiva de las propias acciones que define a 
la moral, según la conceptualización definitiva de Del Vecchio” 
(Cossio, 1927: 120 y 129).

Con este esquema de ideas, Cossio identifica como factores determinan-
tes de la Reforma aquellos elementos materiales e ideales en estos términos:

“La Revolución Universitaria que se justifica a sí misma por la 
Reforma Universitaria se produjo en 1918. Pudo evidentemente 
haberse producido antes o después de ese año y otras hubieran 
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sido entonces sus determinaciones. Corresponde por lo tanto es-
tudiar por qué se determinó en ese preciso momento y cómo se 
desarrolló desde su aparición, atendiendo al contenido de dicho 
fenómeno histórico. Estos factores determinantes de la Reforma 
Universitaria son respectivamente el radicalismo argentino, la 
revolución rusa y el pensamiento alemán” (Cossio, 1927: 96).

Sobre este esquema de ideas planteado en la defensa de su tesis, Cossio 
haría años más tarde una definición por contraste del clima intelectual en 
la Facultad de Derecho de entonces:

“La verdad es que irritó sobremanera el hecho (guiándome por 
las ideas de Natorp en su Pedagogía Social, de referirme como 
materia de la institución universitaria, a la masa política que di-
rigía Hipólito Yrigoyen con el nombre de Partido Radical; como 
forma jurídica de esa materia, al sistema normativo emergente 
de la Revolución Rusa que José Ingenieros había presentado en 
la Argentina, con una información muy deficiente, como una de-
mocracia funcional (sic); y como forma moral de aquella forma 
jurídica, a la filosofía alemana neokantiana que a través de Or-
tega, García Morente y Korn nos tenía en vilo. La oligarquía ul-
traconservadora, todavía en esa época dueña de la Universidad 
de Buenos Aires, no podía aceptar que se hable del radicalismo, 
la revolución rusa y el herético Kant cuando ella rendía cálido 
culto, a su manera, al procerato de la historia argentina oficial, a 
la Revolución Francesa y al tomismo que aconsejaba la Iglesia” 
(Cossio, 2002: 724-725).

En 1933 Cossio publica una meditación sobre el plan de estudios de abo-
gacía de la UBA que será tenida en cuenta para la reforma de la década 
siguiente. Con su particular poder de síntesis dirá:

“La Reforma Universitaria es, para algunos, una crisis de disci-
plina: huelgas, pedreas, violencias, injurias y agravios, estado 
constante de insubordinación y agitación. Su remedio, por con-
siguiente, está en la fuerza y el castigo: Primero una acción poli-
cial que mantenga la autoridad de una situación dada, y después 
la sanción que amedrente o elimine a los individuos indiscipli-
nados. En el mejor de los casos, para este punto de vista, no hay 
proporción entre cada crisis aislada y sus causas accidentales, 
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alguna de entre éstas admitidas a veces como válidas. Para otros, 
bajo aquella denominación general, se trata en cambio de una 
transmutación del concepto universitario argentino, en sus tres 
momentos esenciales: Frente a los límites docentes y estudian-
tiles antiguos, se contraponen límites más amplios para inte-
grar el conjunto de personas que hacen la Universidad. Frente 
a su antigua organización, se contrapone otra organización para 
la enseñanza, el aula, las pruebas de suficiencia y el gobierno. 
Frente a su función social exclusivamente técnica, se contrapo-
ne una síntesis de humanismo y técnica; de cultura ciudadana 
y profesionalismo económico, con novedosas miras para la for-
mación de una conciencia nacional, entre la clase universitaria 
al menos” (Cossio, 1933b: 15).

La Reforma Universitaria en cuanto advenimiento histórico, afirmaba 
Cossio, en todo momento ha significado simultáneamente una nueva ma-
teria, un nuevo derecho y un nuevo último imperativo para la Universidad. 
De ahí que desde su comienzo todas sus manifestaciones se hayan visto 
reguladas por “el doble anhelo de hacer a la Universidad más del estudian-
te y más social” (Cossio, 1930b: 7). Es decir, como ya se ha visto, más so-
cial en cuanto la Universitaria es parte de una Reforma Social más amplia 
que contempla una reforma educacional; y más del estudiante, en cuanto 
lo determinante del “reformismo” vendría a ser la injerencia estudiantil en 
la vida universitaria, que abarca una democratización del gobierno de la 
Universidad.

“La función social de la universidad es la misión o rol que ésta 
llena en la sociedad. En la literatura reformista a veces se ha 
confundido la exclaustración de la cultura con su socialización. 
La primera se refiere a la cantidad de personas que reciben una 
educación directa por parte de la Universidad (gratuidad, ex-
tensión universitaria, etc.), en tanto que la segunda al sentido 
social, integral o humanista de la enseñanza misma. La exclaus-
tración de la cultura universitaria se opone a que se la limite, con 
un criterio de clase social, a la clase privilegiada. La socializa-
ción se opone a la enseñanza meramente profesional y técnica. 
Solamente este último aspecto define una función social; el rela-
tivo a la exclaustración solo toca la modalidad cómo se cumple 
la misma función social” (Cossio, 1933b: 45).
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Bajo el paradigma de la Vieja Universidad, sostenía Cossio, el estudiante 
era considerado simplemente como una cosa, no como una persona, ca-
rente de todo derecho dentro de la universidad. Por el contario, la Nueva 
Universidad debe contar con la efectiva participación de los estudiantes en 
la vida universitaria:

“(...) la injerencia da a los alumnos una función a cumplir en la 
universidad, los reconoce como parte activa en el pensamiento 
orientador del instituto, ‘refunde el alma estudiantil en el alma 
universitaria’, hace del conjunto de los estudiantes una fuerza 
viva y armónica que se reconoce a sí misma como universitaria 
(...). Sólo cuando el pensamiento y la acción estudiantiles son re-
conocidos legalmente como fuerzas universitarias, sólo enton-
ces puede existir la igualdad moral –entre profesores y alumnos– 
y sólo entonces la persona del estudiante deja de ser un medio 
para convertirse en un fin” (Cossio, 2004: 323) (5).

Cossio formulaba estas propuestas, mientras en la Facultad de Derecho 
y Ciencias Sociales de la UBA –por caso– Ramón Castillo llevaba adelante 
su decanato conservador y antirreformista (Olaza Pallero, 2016). Un con-
texto en el cual la opinión de los sectores reaccionarios a la Reforma, ex-
presada en un editorial del diario La Nación (10/09/1924), hablaba del “(...) 
caos en que ha caído la Universidad y del cual saldrá únicamente con una 
reorganización concluyente que regule los estudios de acuerdo con un con-
cepto riguroso de disciplina. Y es indispensable que se vuelva al estudio y se 
anule al alumno como fuerza capaz de turbarlo o de rebajarlo” (citado por 
Cossio, 1930a: 246).

IV. El profesorado reaccionario como obstáculo para la reforma

A comienzos de 1930, Cossio había señalado al profesorado como un 
sector reaccionario que operaba como factor de retraso para la Reforma:

 (5) “(...) si las mejoras no se basan en un nuevo principio jurídico, cual sería, por ejem-
plo, el de la injerencia estudiantil que significa el reconocimiento de la personalidad del 
estudiante, no habría reforma ninguna porque seguiríamos dentro del mismo principio 
orgánico de la Vieja Universidad. En cambio, con el nuevo principio podemos reformar no 
sólo el gobierno de la Universidad, sino la constitución de la clase, del examen, del estudio, 
etc.” (Cossio, 1930a: 242).
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“La reacción ha tenido su fuerza más poderosa en el profesora-
do, cuya gran mayoría le pertenecía (...). Que en lo que toca a 
toda discusión sobre lo ocurrido y sobre lo que es, a ese cargo 
de haber demorado en más de doce años la realización de la Re-
forma, es de creer que el juicio histórico futuro depare también 
algunas sorpresas a los reaccionarios, el día que se deslinde la 
parte que les corresponda en el retraso como hecho” (Cossio, 
1930a: 245 y 249).

Había destacado, también, del movimiento conducido por Hipólito Yri-
goyen, su capacidad de quitar poder a las clases aristocráticas en beneficio 
de la clase media.

“El Partido Radical ha sido una fuerza viva, cada vez más arro-
lladora y patética en nuestra existencia política; pero esto no 
ocurría sin una substitución de propósitos, sin un cambio de las 
cosas sobre las que su fuerza política hacía puntería: compárese 
los modestos alcances administrativos de su origen, el postulado 
de la ley electoral que deja de ser finalidad en 1912 y la acción 
nacionalista, socializante, estadual, innovadora y sembradora 
de fermentos que se hace desde el gobierno, sacando el poder 
de las clases aristocráticas y poniéndolo en manos de la clase 
media, para admitir sin dificultad lo dicho” (Cossio, 1933a: 83).

De ahí que tres décadas después pudiera afirmar que al apoyar la Re-
forma Universitaria, “(...) Yrigoyen tenía el modesto y definido propósito, 
mediante ello, de terminar con la oligarquía y el nepotismo de los viejos 
profesores universitarios, que explotaban la Universidad para ornato y be-
neficio propios” (Cossio, 1962a: 314). En la década de 1970 Cossio efectuará 
una relectura en clave marxista, postulando una inquietante hipótesis que 
conjuga las tensiones de clase que anidaban en el fenómeno de la Reforma:

“La oligarquía académica de la universidad argentina vio en la 
reforma de 1918 una amenaza directa de sacarle de las manos 
una institución que para ella era cosa de su propiedad, pues en 
la mayor parte de las Facultades los profesores suplentes prove-
nientes de la clase media ya eran más numerosos que los pro-
fesores suplentes de raigambre patricia. Esto significaba que en 
esas Facultades el poder ya podía pasar a los reformistas, pues 
iba de suyo la conjunción de los profesores reformistas y los 



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

315Universidad y revolución: el pensamiento reformista de Carlos Cossio en el Centenario 
de la Reforma Universitaria - Diego Luna

alumnos reformistas, ambos oriundos de la misma clase media 
casi sin excepción” (Cossio, 1977a: 47).

Sin embargo, producido el golpe de Estado encabezado por el general 
José Félix Uriburu en septiembre de 1930, que Cossio caracterizaría como 
hecho “para el Partido Radical”, formuló un severo juicio respecto del esca-
so avance en la línea trazada por la Reforma Universitaria. Identificó, así, 
como uno de los factores más importantes que lo posibilitaron: “(...) la inca-
pacidad administrativa y gubernativa de los gobiernos radicales, a pesar de 
las ideas de gobierno extraordinariamente ricas y vivas que ellos lanzaron 
y que no supieron acuñar en instituciones”; y como caso típico de aquella 
incapacidad, a “(...) la Reforma Universitaria no empezada a realizar toda-
vía, después de 15 años de la crisis de la Universidad” (Cossio, 1933a: 63). El 
año anterior ya había dicho: “(...) tras de catorce años de tratar la solución 
de nuestro problema universitario como una crisis de disciplina, estamos 
todavía en el punto de partida (...) es hora ya de terminar con la Reforma, 
no por su aniquilación, sino por su realización” (Cossio, 1933b: 17).

V. La gratuidad de la enseñanza universitaria como expresión 
humanista del derecho a la educación

Una de las dimensiones que trascienden al Cossio iusfilósofo, es preci-
samente su dimensión humanista como hombre del reformismo. Destaca 
en sus aportes en torno de la enseñanza del Derecho, al decir de Morello, 
aquella “cuota necesaria del humanismo por el que porfiaba Cossio con 
tanta convicción” (Morello, 2006: 507). Precisamente “Universidad y Hu-
manismo” lleva por título uno de sus escritos de juventud, publicado en el 
número de noviembre de 1928 en la revista tucumana El Carcaj, fundada 
y dirigida por el propio Cossio y el “Grupo Tucumán” (6). Para Cossio: “El 

 (6) Cuenta Cossio: “EL CARCAJ que aparecía una vez por mes y que salió puntualmente 
durante todo el año 1928 y los dos primeros meses de 1929. Éramos diez jóvenes; cuatro 
capaces de escribir; los otros seis integrábanse en la mesa de pulimento y análisis de lo 
que se publicaría, pues era gente de gran sentido crítico y además lectores de calidad. Los 
artículos salían sin firma, avalados por todo el grupo (GRUPO TUCUMÁN). Los nombres 
de los participantes en un Número salían al final del periódico. (Una vez, Rougés en perso-
na escribió un artículo sobre Comte, cuando ya se anunciaba que la revista dejaría de apa-
recer con motivo de que en 1929 yo me afincaría en Buenos Aires)”. Precisamente, al editar 
su primer poemario, Cossio lo cierra con esta dedicatoria: “Dedico este libro de versos a 
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humanismo tiende a formar individuos humanos, espiritualmente com-
pletos, culturalmente integrales”; y sin desentenderse del aspecto técnico 
profesional en la formación, sostenía que “la verdad es que al ser humano 
se le plantean, en todo momento, mientras se eduque, ambos problemas: el 
técnico y el humanista: el de la lucha por la vida y el de la vida ganada con 
esa lucha” (1947: 80 y 90).

Su claro posicionamiento en favor de la gratuidad de la enseñanza es 
una expresión de ese humanismo en el plano de la cuestión universitaria. 
Desde su idealismo kantiano –“Después de la Crítica de la razón pura no 
se concibe seriamente un idealismo sobre base no kantiana”, dirá en 1924 
(Cossio, 2004: 321)– establecía una relación de fundamento entre la Refor-
ma Universitaria y el desarrollo pleno y pujante de la personalidad:

“(...) una organización idealista tiene que concretarse jurídica-
mente para alcanzar su forma superior, y en este sentido la Re-
forma Universitaria, al ir hacia la enseñanza absolutamente gra-
tuita, ha encontrado la solución: la instrucción debe ser un de-
recho individual de la personalidad, como el derecho a la vida, 
el derecho al honor, a la libertad, etcétera. No nos basta, pues, 
la libertad de aprender como consagra la Constitución; es ne-
cesario la educación como un derecho (...). La superación de la 
Constitución de 1853 queda claramente establecida; la Reforma 
Universitaria aporta un derecho individual más. Y así plantea la 
Reforma Universitaria el problema de la reforma general de la 
educación” (Cossio, 2004: 321-322).

No sorprende, entonces, que el postulado de la enseñanza gratuita figu-
rara ya en su tesis doctoral, como propuesta programática reformista para 
la Nueva Universidad:

“La enseñanza absolutamente gratuita es el gran fin del Esta-
do ideal, ya económicamente, desde que el dominio de la na-
turaleza es más efectivo cuanto con más técnica se lo afronta; 
ya moralmente, desde que el hombre es tanto más libre cuanto 
más sabio. En las bibliotecas de la Nueva Universidad los estu-
diantes tienen los libros necesarios para estudiar. Toda clase de 

los amigos del Grupo Tucumán que me acompañaron en la más bella y rica aventura inte-
lectual de mi juventud” (Cossio, 1929).
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impuesto universitario queda suprimido (...). Y el Estado toma 
íntegramente, como un deber y un derecho, la erogación finan-
ciera que reclama la Nueva Universidad, con la conciencia de 
que no hay diferencia esencial entre su vida y la vida de los ciu-
dadanos” (Cossio, 1927: 122) (7).

Luego de las elecciones de 1931 que, mediante “fraude patriótico”, lle-
varon a la presidencia a Agustín P. Justo, la cuestión universitaria ya era un 
tema ineludible en la agenda política. En ese contexto, Cossio publicó una 
carta dirigía al presidente Justo con las bases de lo que él consideraba de-
bía contemplar una legislación para la Nueva Universidad, pero sin obtener 
eco alguno (Cossio, 1945a). También calificó como “desolador”, desde su 
punto de vista, al programa del Partido Socialista de los primeros años de la 
década de 1930, que incluía dos insuficientes bases para la organización de 
la enseñanza superior:

“(...) ‘selección de los más aptos y gratuidad de los estudios para 
los mismos’. La primera notoriamente es un verbalismo y un lu-
gar común que no produce disidencias, porque no plantea un 
problema ni sugiere solución; y la segunda contempla el pro-
blema de la educación como privilegio, pero no el más impor-
tante del sentido de la educación. Es realmente desolador. Así el 
contraste no puede ser mayor con el espíritu de la época que ha 
puesto en crisis a nuestra Universidad” (Cossio, 1933a: 86).

Se comprende así, también, la crítica que dirigiera a los proyectos de ley 
universitaria presentados en 1932 por el Poder Ejecutivo, el senador Pala-
cios y los diputados Ramón Loyarte y Bossano Ansaldo. Si bien coincidían 
en sus fundamentos en cuanto a que “en la universidad debe operar una 

 (7) El proyecto de ley universitaria, incluido como anexo de su tesis doctoral, preveía: 
“Los estudiantes se organizan de acuerdo a las siguientes normas: a) Gratuidad absoluta 
de la enseñanza; b) Domicilio en la casa del estudiante; c) Inscripción con la sola aproba-
ción de los planes de enseñanza secundaria; e) Organización en un centro de estudiantes, 
con representación proporcional de todas las orientaciones estudiantiles, supeditado al 
Consejo Directivo en las funciones universitarias según lo reglamente el Consejo Superior, 
pero no en las puramente estudiantiles; e) Aprobación mínima de cuatro asignaturas en el 
tiempo de dos años, a contar desde la última asignatura aprobada, bajo pena de perder la 
calidad de estudiante. El Consejo Superior reglamentará los casos de excepción” (Cossio, 
1927: 304).
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síntesis de técnica y humanismo y contribuir así a la formación de un pro-
fesionalismo eficiente y de una conciencia nacional”, todo lo cual venía a 
dar en el “punto fundamental del problema pedagógico universitario”; lo 
cierto es que no llegaban a traducir esa aspiración en instituciones jurídicas 
concretas y, por lo tanto, dejaban sin modificación “la función pedagógica 
de la universidad” (Cossio, 1933a: 91).

El proyecto del socialismo, presentado por Palacios, proponía la autono-
mía institucional, docente y administrativa de las universidades, la afirma-
ción de la libertad de cátedra y del pluralismo ideológico, la selección de los 
profesores por concurso, de las autoridades mediante elecciones secretas 
y obligatorias con participación de los alumnos, y efectiva representación 
estudiantil en su gobierno. Sin embargo, como lo destaca Graciano, el pro-
yecto “no aseguraba el acceso de los hijos de familias obreras a las carreras 
universitarias, y si bien postuló la reducción creciente del arancel hasta la 
instauración de la gratuidad, se la supeditaba al momento en que las casas 
de estudios estuvieran en condiciones de financiar todo su funcionamien-
to” (Graciano, 2008: 268).

VI. La presidencia socialista de Palacios en la UNLP y el frustrado 
Congreso de las Universidades Latinoamericanas

La gestión de Alfredo L. Palacios como presidente de la Universidad Na-
cional de la Plata entre 1941 y 1943 supuso la ejecución de las propuestas, 
de tradición reformista, de una universidad de formación humanista, lati-
noamericanista y socialista. Se concibió a la Universidad como una escuela 
de formación democrática del estudiante y de promoción de valores éticos 
(Graciano, 2008). Cossio mantuvo siempre un buen trato con Palacios y otros 
dirigentes socialistas, como Alejandro Korn o Juan B. Justo. Palacios había 
sido uno de los conferencistas invitados a los ciclos que organizó en Tucu-
mán en la segunda mitad de década de 1920, desde la revista El Carcaj: tribu-
na de opinión desde la cual Cossio había dedicado alguna de sus columnas a 
“revalorizar” la obra de Palacios. Además, Palacios como miembro del Con-
sejo Directivo, había respaldado a Cossio cuando se sustanció su concurso de 
Profesor Adjunto de Filosofía del Derecho en 1934 (Cossio, 2002).

En el proyecto de ley que formuló en su tesis doctoral, Cossio había pen-
sado la vinculación de los graduados con la Universidad, a través de una 
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revista de suscripción obligatoria (Cossio, 1927). Durante la gestión de Pa-
lacios, se implementaría una idea similar a través de la Revista de Proble-
mas Argentinos y Americanos, que intentaba recuperar a universitarios no 
relacionados con la docencia para vincularlos con las cuestiones públicas 
que iban más allá de su propia actividad profesional, creando una red inte-
lectual coordinada por la Universidad (Graciano, 2003).

En 1942, por entonces a cargo de la cátedra platense de Filosofía del De-
recho, Cossio amplió su trabajo de la década anterior sobre el plan de estu-
dio de abogacía, que se publicaría ahora bajo el título La función social de 
las escuelas de abogacía, “(...) movido por la iniciativa del Presidente de la 
Universidad de La Plata, Doctor Alfredo L. Palacios, de convocar un Con-
greso de las Universidades Latinoamericanas, que ha de considerar éste 
y otros problemas con una proyección continental” (Cossio, 1945b: 5-6). 
Cossio integró la comisión organizadora del Congreso, conjuntamente con 
Francisco Romero y Enrique Aftalión (Graciano, 2008).

“El temario del congreso era un verdadero registro de las cues-
tiones que preocupaban a los universitarios socialistas y refor-
mistas en general, en esos años. El mismo giró en torno a la fun-
ción que las casas de estudios debían desempeñar en el seno 
de los países latinoamericanos, tanto de impulsar la enseñanza 
humanista como la investigación científica y la profesional. Pero 
también en reflexionar sobre el lugar del humanismo en la so-
ciedad. Uno de sus temarios se concentró en el papel que la uni-
versidad y sus egresados debían desempeñar en la sociedad y 
en su vinculación específica con la esfera del poder político (...). 
Por último, el tema que cerraba el congreso se propuso discutir 
la cuestión de la identidad histórico-cultural latinoamericana, el 
papel de la enseñanza superior en su tarea específica de crea-
ción cultural y de la necesidad de arbitrar mecanismos perma-
nentes, que permitieran coordinar los esfuerzos para promover 
los vínculos entre las universidades latinoamericanas” (Gracia-
no, 2008: 277-278).

La experiencia socialista y reformista de Palacios en la UNLP se trun-
có con la renuncia de éste ante el golpe militar de 1943 encabezado por 
Edelmiro Farrell; y el Congreso, previsto para mediados de 1944, no llegó a 
concretarse.
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VII. La función social de la Universidad y el realismo de la verdad

El advenimiento del peronismo, con las purgas y el éxodo de profeso-
res universitarios, le generó a Cossio una compleja coyuntura de política 
universitaria. Lo que sucede con Cossio –explica Raffo al conmemorar dos 
décadas de la muerte de su maestro–:

“(...) es que nunca había formado filas en esta Facultad con la 
oposición ‘gorila’ demo-liberal porque él no era un demo-libe-
ral. No compartía la visión del diario La Prensa, del diario La Na-
ción de entonces con el peronismo ni con la Iglesia Católica, con 
quien había tenido severas discrepancias o cuestionamientos 
recíprocos” (Raffo, 2008: 217).

En palabras del propio Cossio:

“Más decisiva y difícil fue la situación que me creó el peronismo 
desde 1946, en que asciende al poder e interviene la Universidad 
de Buenos Aires. Yo concordaba con el pensamiento democrá-
tico-liberal-burgués en que el nuevo régimen era una expresión 
de fascismo; pero ellos no entendían mi oposición al peronismo 
porque mi crítica era muy diferente a la de ellos. Ellos criticaban 
la nueva política porque no había un mercado económico libre, 
porque se trababa la actuación de los partidos políticos oposito-
res incluso con el fraude electoral, porque se constreñía la expre-
sión periodística de la crítica al nuevo régimen. Yo la objetaba 
porque se dejaba intacto el juego económico-social de la pro-
piedad privada, porque no se hablaba en serio de una verdadera 
reforma agraria y porque se había entregado ilimitadamente a 
la Iglesia la dirección del intelecto y el gobierno de la enseñanza 
pública, sin excluir la persecución de la gente adversaria de la 
ideología eclesiástica. Para los liberales de la democracia bur-
guesa argentina (incluyendo a nuestros socialistas y radicales), 
yo era un filo-peronista; para los peronistas, yo era un filo-liberal 
o filo-comunista” (2002: 730-731).

Debe recordarse que, a fines de 1947 y mediante la ley 12.978, se le otorgó 
“fuerza de ley” al decreto 18.411/1943 del gobierno de facto que había im-
plantado la enseñanza religiosa en las escuelas. Con letra de molde, al publi-
carse en el Boletín Oficial se anunciaba: “SERÁ MATERIA ORDINARIA EN 
LAS ESCUELAS LA ENSEÑANZA DE LA RELIGIÓN CATÓLICA”. Cossio había 



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

321Universidad y revolución: el pensamiento reformista de Carlos Cossio en el Centenario 
de la Reforma Universitaria - Diego Luna

cimentado desde joven y nunca abandonaría su estilo virulento anticlerical, 
de férrea oposición a todo iusnaturalismo (8). No podía, entonces, comulgar 
con semejante postulado: he ahí uno de los factores de su oposición al primer 
peronismo, en razón de la entrega de la educación a la Iglesia Católica.

Según las diversas fuentes que se refieren al dato de los profesores des-
plazados entre 1946 y 1947 se estima una cifra inusitada que oscila entre 
los 1.000 y 1.250 docentes (Buchbinder, 2005); que en la Facultad de De-
recho de Buenos Aires mayoritariamente se expresó en renuncias masivas 
que alcanzaron alrededor del 30% de la planta docente. De ahí que algunos 
asociaran luego como expresión de dignidad el haber renunciado ante las 
imposiciones del peronismo en su afán por imponer el control estatal cen-
tralizado incluso en la Universidad (Martínez del Sel, 2016).

Sin embargo, el fenómeno de los denominados profesores “Flor de Cei-
bo” tuvo sus particularidades en la Facultad de Derecho de Buenos Aires en 
la que convivieron profesores de diverso perfil político y académico (Cue-
llo, 2015), de modo que no podría sostenerse seriamente que la totalidad o 
la mayoría de los profesores fueran de inferior calidad (Ortiz, 2015).Cossio 
distinguía al menos tres perfiles de profesores en la Universidad de aquel 
entonces:

“(...) frente a los profesores peronistas encaramados al claustro, 
estaban los profesores (renunciantes y exonerados) que optaron 
por el sacrificio como defensa de la institución, y los profesores 
que optaron por permanecer en sus cátedras como defensa de la 
enseñanza, fieles a su vocación y leales a sus alumnos. Esta tri-
ple situación quedó establecida a raíz de la crisis universitaria de 
los años 1946 y 1947; y no fue jamás desmentida por quienes si-
guieron enseñando con la misma dignidad e independencia de 
criterio con que habían enseñado siempre” (Cossio, 1957: 129).

 (8) Cossio narra dos episodios significativos: el primero, cuando abandonó el colegio 
católico de sacerdotes franceses para continuar sus estudios, desde 1917, en el colegio 
Nacional del Estado, “entonces muy laico”, en razón del “dogmatismo filosófico de la en-
señanza que ya me resultaba inaguantable”; el segundo, cuando el ya joven abogado for-
muló en 1924 un sonado discurso de base kantiana, ante el reaccionario clero tucumano, 
cuestionando “que un ser humano no puede premiar la virtud de otro ser humano porque 
el ejercicio de semejante atribución no podía ser virtuoso”, que significó su “ruptura con la 
Iglesia Católica” (Cossio, 2002).
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Formula así un distingo entre “(...) el profesor que se ha aislado en su aula 
con sus discípulos para analizar hechos en silencio, vale decir, el verdadero 
profesor, al profesor-político que declamaba en la Facultad para que lo oye-
ran en la Casa Rosada”; en un escenario en el cual, en su opinión, “(...) el he-
cho del que no se hablaba ni se quería hablar en la Facultad, era el hecho de 
la tiranía. Porque del ex presidente, de su esposa y del peronismo se hablaba 
demasiado en una permanente propaganda” (Cossio, 1957: 294).

“La Universidad de Buenos Aires estaba muy politizada; por ex-
cepción se encontraba profesores sin afiliación a la militancia 
política. De ahí que cuando en 1946 el gobierno de Perón inter-
viene las Universidades, el claustro docente de la de Buenos Ai-
res se divide: los reaccionarios socialmente, cuyo grupo más nu-
meroso y más activo era de extracción católica (en esa época no 
existía todavía el pensamiento de sacerdotes del Tercer Mundo), 
decidió quedarse en la Universidad para cooperar con la obra 
del Gobierno en ella. Pero el grupo de la tradición liberal, más 
numeroso y poderoso que el grupo católico, decidió renunciar 
en masa a sus cátedras como protesta y en defensa de la Univer-
sidad (...). Yo no acepté ninguno de aquellos criterios. Sostuve 
que los profesores debíamos quedarnos en la Universidad para 
seguir enseñando lo que siempre habíamos enseñado y espe-
rando que se nos expulse por tal causa. A mi juicio esto era una 
mejor táctica defensiva de la Institución no sólo porque demo-
rábamos la ocupación de las cátedras como cátedras vacantes 
por la gente del magma peronista que vendría, sino que también 
porque llegaría más a la opinión pública nacional y extranjera 
el episodio de un profesor expulsado de su cátedra por motivos 
políticos” (Cossio, 2002: 731).

En 1952 el Gobierno Nacional realizó una encuesta a los profesores so-
bre El Movimiento Justicialista y la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. 
Una aproximación a su contenido y las respuestas formuladas por algunos 
profesores, puede verse en el estudio que Eduardo Barbarosch (2015) reali-
zó en línea con las lecturas que de la historia de la UBA hacen Tulio Halpe-
rín Donghiy Horacio Sanguinetti, entre otros.

En aquella encuesta Cossio había contestado, concretamente, a la pre-
gunta sobre cuál debía ser “la misión de la Facultad de Derecho con respecto 
al movimiento Justicialista”:
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“No hay que engañarse: el valor de la realidad está en las cosas 
y no en las palabras con que lo presentemos. Con esto quiero 
significar que el análisis científico de la actualidad argentina, a 
que debe avocarse nuestra Facultad, debe referirse directamente 
a los hechos y trabajar sobre hechos, para desencubrir sus va-
lores y para orientar la acción que remedie sus desvalores (...). 
La enfermedad de nuestra Facultad ha sido el verbalismo. Los 
profesores de hoy, al revés de los de ayer tienen que acostum-
brarse a trabajar con hechos y sobre hechos (...). Como la rea-
lidad está en lo que se hace y no en lo que se dice; como lo que 
se dice vale sólo en la medida en que expresa algo concreto que 
queda hecho, el sentido filosófico de mi opinión apunta al rea-
lismo de la verdad. Por eso creo que, viviéndose la extraordinaria 
dimensión peronista que da cuño a la vida argentina en el actual 
momento –y esto sí que es un hecho–, realiza mucho más por la 
salud nacional, en su modesta esfera de acción, el profesor que 
silenciosamente cumple su tarea docente analizando hechos en 
comunicación con sus discípulos, que no aquél otro que decla-
ma fuerte sólo para entrar en contacto con la gente que está le-
jos” (Ministerio de Educación, 1952: 74-75).

El propio Cossio, reafirmando su crítica al cuerpo de “profesores-polí-
ticos” que se habían lanzado a la acción de propaganda oficialista, poste-
riormente caracterizaría su respuesta como “un visible sarcasmo para la 
Universidad peronista”:

“Dentro de las posibilidades de expresión que las circunstancias 
permitían sin correr un riesgo personal muy grande, tomando 
para ello como pantalla la vieja Universidad que en la Facultad 
de Derecho había culminado con la vigencia de una cerrada 
camarilla, la ponencia tiene por leit-motiv la idea de que la Fa-
cultad había abandonado el análisis científico de nuestros pro-
blemas, para entregarse a una acción de propaganda personal 
puramente verbalista” (Cossio, 1957: 291).

VIII. 1949: la consagración de la enseñanza universitaria gratuita

En 1947, con la sanción de la ley 13.031 de “Régimen Universitario” –vi-
gente a partir de 1948– se estableció un mecanismo de enseñanza gratuita 
mediante un sistema de becas de estudios para los estudiantes provenientes 
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de familias obreras que no pudieran costearlos. El nuevo régimen universi-
tario no venía a expresar, precisamente, todos los postulados de la tradición 
reformista. Respecto del principio del cogobierno, por ejemplo, legislaba 
la representación estudiantil con delegados seleccionados por sorteo entre 
los alumnos con mejores calificaciones, otorgándoles voz pero no voto en 
el Consejo Directivo (9). En este aspecto, la nueva ley resultaba más restric-
tiva que el proyecto de Ley Universitaria del Presidente Justo de 1932 (10). 
Es que esta ley había sido sancionada a partir de un diagnóstico negativo 
del peronismo respecto del sistema universitario heredado de la Reforma, 
según el cual la actividad política había subvertido las funciones, la natu-
raleza y la calidad de la universidad, como así también los conocimientos 
impartidos (Pis Diez, 2012).

Sin embargo, dos años más tarde y en el contexto de la reforma constitu-
cional, el presidente Perón estableció por decreto la supresión de los aran-
celes universitarios, consagrando así la gratuidad de la enseñanza universi-
taria, lo cual había sido uno de los fundamentos esenciales de la estructura 
histórica de la UBA en sus orígenes (Ortiz, 2016). En los fundamentos del 
decreto se lee:

“Que el engrandecimiento y auténtico progreso de un pueblo 
estriba en gran parte en el grado de cultura que alcance cada 
uno de los miembros que lo componen (...) por ello debe ser 
primordial preocupación del Estado disponer de todos los me-
dios a su alcance para cimentar las bases del saber, fomentando 
las ciencias, las artes y la técnica en todas sus manifestaciones 
(...). Que una forma racional de propender al alcance de los fines 

 (9) Las disposiciones pertinentes, prescribían: “Artículo 84.– Los estudiantes tendrán 
representación en los consejos directivos por intermedio de un delegado por cada escuela. 
Artículo 85.– Entre los diez alumnos que hubieran obtenido las más altas calificaciones en 
el transcurso de su carrera y se encuentren cursando el último año, se sorteará el que ha 
de tener la representación estudiantil. Este cargo es irrenunciable, salvo causa justificada 
a juicio del consejo. Artículo 86.– El delegado será convocado a las sesiones que celebre el 
consejo directivo. En dichas sesiones el delegado podrá expresar libremente el anhelo de 
sus representados, no teniendo voto en las decisiones que adopte el consejo”.

 (10) El artículo 6º del Proyecto, establecía: “Los estudiantes delegados al Consejo Su-
perior y Consejos Directivos, tendrán voz y voto en todos los asuntos, durarán un año en 
sus funciones y no podrán ser reelectos, sino con intervalo de un período” (Ministerio de 
Justicia e Instrucción Pública, 1932).
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expresados es el establecimiento de la enseñanza universitaria 
gratuita para todos los jóvenes que anhelen instruirse para el 
bien del país” (decreto 29.337/1949).

Cossio no podía menos que coincidir con la consagración posterior de 
la gratuidad de la enseñanza, más allá de la tónica general de la nueva ley 
universitaria. En la década que va de 1945 a 1955 se triplicaría la matrícula 
universitaria. Ello permite comprender que en 1952, cuando el gobierno 
compele a los profesores de la Facultad de Derecho a responder aquella 
encuesta sobre el movimiento justicialista (Barbarosch, 2015), Cossio con-
testara: “(...) por iniciativa y decisión del general Perón, con la gratuidad de 
la enseñanza superior, la República Argentina ha dado la pauta al mundo 
entero acerca de la función social que le toca cumplir al organismo univer-
sitario” (Ministerio de Educación, 1952: 74).

Unos años más tarde, Cossio dirá al respecto:

“No hago en esto nada más que repetir, con una pincelada, lo 
que con largos desarrollos expongo en mi ya lejana tesis docto-
ral (...). Y allí se muestra que el Estado democrático no cumple 
su más profunda función social, ni podría cumplirla por contra-
dicción en los términos, si no es absolutamente gratuita toda la 
enseñanza que un ciudadano requiere para dar cuerpo operante 
a su vocación. La gratuidad de la enseñanza primaria, con la que 
tantos teóricos y políticos se conforman, significa bien poca cosa 
si no la subsigue la gratuidad de toda la enseñanza que las vo-
caciones requieren. Tal es la idea de mi tesis doctoral (...)” (957: 
292-293).

IX. El plan de estudios de abogacía en la UBA y la peronización 
curricular

Con el decanato de Carlos María Lascano en la Facultad de Derecho por-
teña, le llegaría a Cossio el tiempo de llevar a la práctica algunas de sus 
propuestas. Como profesor de esa casa integró en 1947 la comisión pre-
paratoria para la reforma del plan de estudio de abogacía, afrontando un 
desafío para el cual se había preparado a lo largo de más de dos décadas. 
Tal como lo explica Cuello (2015), Lascano había recogido el guante res-
pecto de la crítica al plan de estudio de la carrera de abogacía, que Cossio 
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caracterizaba como una formación enciclopedista alberdiana acorde a una 
funcionalidad social perimida y que había descripto muchos años antes:

“La idea pedagógica de Juan Bautista Alberdi entra a la Facultad 
de Derecho de Buenos Aires, desde los primeros proyectos de 
modificación a los planes de estudio (año 1852). Desde entonces 
hasta hoy ha gobernado la función social de la escuela de Aboga-
cía en forma tan inexorable, que se ha visto confirmada en todos 
los planes y proyectos de planes de estudio posteriores, incluso 
el vigente. El enciclopedismo jurídico, el pragmatismo y el mate-
rialismo que acabamos de analizar, unen, como un hilo las per-
las de un collar, todas las variaciones concretas de los estudios 
de derecho de nuestra Universidad, a lo largo de un movimiento 
evolutivo” (Cossio, 1933b: 61).

El nuevo plan suponía la superación de la tradición del enciclopedismo 
alberdiano, cuya función se limitaba al profesionalismo:

“La Facultad, como contenido espiritual, ha vivido su era riva-
daviana y está en las postrimerías de su era alberdiana. Es im-
posible saber hoy si la nueva idea universitaria podrá ser llevada 
a buen puerto por la gestión del Interventor doctor Lascano, en 
su carácter de conductor de los acontecimientos” (Cossio, 1947: 
6-7).

Innovaba en la inclusión de ciclos de intensificación por rama autónoma 
del derecho (“Filosofía de la ciencia del derecho”, era uno de ellos), reorga-
nizaba el doctorado, creaba los institutos de investigación, especialmente 
el Instituto de Enseñanza Práctica y organizaba el Patrocinio Jurídico Gra-
tuito, tal como funciona actualmente. Es decir, el nuevo plan no se agotaba 
en acompañar los postulados del nuevo Régimen Universitario (ley 13.031), 
sino que perseguía una finalidad esencialmente socialista (Cuello, 2015). 
Con los aportes de Cossio:

“(...) el Plan de Estudios de 1948 buscaba formar un abogado 
con una función social, un profesional en derecho que bregara 
por engrandecer a la Patria y no, simplemente, enriquecerse a 
sí mismo o pertenecer a una reducida élite de profesionales de 
clase media alta funcional a intereses económicos poderosos y 
de larga data” (Cuello, 2015: 66).
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A partir de 1950 y claramente explicitado en el Segundo Plan Quinque-
nal, la doctrina era el elemento central del imaginario político peronista y 
se delegaba en el sistema educativo la responsabilidad de inculcar la doc-
trina nacional. En 1952, José Fernández Moreno, un jurista estrechamente 
vinculado al gobierno y a la universidad desde la llegada del peronismo, 
que sería designado vicerrector de la UBA al año siguiente, sucede como 
Decano a Lascano. Se advierten significativas muestras de lealtad de las au-
toridades de la Facultad de Derecho al gobierno, lealtad que si bien había 
sido también manifiesta durante el decanato de Lascano no había tenido 
demasiado efecto en la vida académica. En este contexto, explica Martínez 
del Sel, desde la gestión se plantea mostrar explícitamente la adhesión a 
los postulados del Segundo Plan Quinquenal. Por ejemplo, solicitando a 
las cátedras que se reajustaran a dichos principios incorporando algunos 
de los temas de la doctrina justicialista y que los Institutos preparasen pro-
yectos de investigación en ese sentido. Si bien algunos incorporaron estos 
temas como parte del programa de su cátedra, otros se escudaron en la di-
fícil articulación del tema con la materia para no realizarlos (Martínez del 
Sel, 2016).

También en 1952 se renovó el Plan de Estudios que estaría vigente hasta 
1962, lo que produjo algunos importantes reordenamientos de las cátedras; 
comenzaron a impartirse en las universidades los cursos obligatorios sobre 
la constitución de 1949 y la doctrina nacional por disposición del Consejo 
Universitario, a la vez que se introdujo en los programas de Derecho Cons-
titucional el tema “Derecho Justicialista”, por ejemplo. Estas cuestiones van 
configurando un clima difícil de consentir para algunos de los profesores 
que permanecían en la Facultad de Derecho (Martínez del Sel, 2016). Dirá 
Cossio sobre el perfil de la Universidad durante el primer peronismo:

“Nadie puede negar la tremenda perturbación destructora que 
introdujo el peronismo en la universidad argentina; todo lo que 
se diga es poco; y mejor que nadie lo sabemos, los que dentro de 
ella luchamos por salvar la independencia de las cátedras opo-
niendo la investigación a la política, la verdad a la ideología, la 
dignidad a la sumisión” (1962a: 62).

Si su incidencia en la reforma del Plan de Estudios durante la gestión de 
Lascano, podía hacer a algunos ver en Cossio un filo-peronista; él mismo 
se ocuparía de aclarar-exhibiendo así aquella otra faceta filo-liberal que 
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también le fuera atribuida, sobre la infiltración curricular: “(...) hice caso 
omiso de las sugestiones impartidas al cuerpo docente en este sentido, sien-
do de notar que la Filosofía del Derecho parecía ser el campo más pródigo 
para acoger tales infiltraciones” (Cossio, 1957: 298). De ahí que, con el ad-
venimiento de la Revolución Libertadora, cuando se solicitó a los profesores 
testar de sus respectivos programas los tópicos justicialistas –manifestación 
curricular del proceso de peronización/desperonización–, Cossio no tuvo 
nada que testar, porque no había modificado su programa en tal sentido.

X. El revanchismo de los pequeños Pilato y los minúsculos 
Robespierre

Tras el golpe de Estado de septiembre de 1955, el gobierno de facto de 
Eduardo Lonardi derogó las leyes 13.031 y 14.297, restableciendo inmedia-
tamente de forma provisional la “Ley Avellaneda” hasta la sanción de un 
nuevo régimen en diciembre del mismo año que, por primera vez vendría 
a reconocer la efectiva participación de los –ahora aliados– sectores estu-
diantiles en el gobierno universitario tripartito. A la par, emprendió en las 
universidades, como en todos los ámbitos de la sociedad, un proceso de 
“desperonización” que se inició declarando “en comisión a todo el per-
sonal docente y auxiliar de la docencia de las Universidades Nacionales” 
(decreto-ley 478/1955); y facultando a los interventores de las Universida-
des a “reintegrar a sus respectivas cátedras, a todos los profesores titulares, 
renunciantes o separados de las mismas, por motivos políticos desde el año 
1943 al año 1946 inclusive, que se encuentren en condiciones de reincorpo-
rarse” (decreto 2.538/1955).

El Ministro de Educación Atilio Dell’Oro Maini explicaba, en un mensaje 
radial del 4 de noviembre de 1955:

“(...) el Gobierno de la Revolución quiere, en las presentes cir-
cunstancias en que afronta la reorganización de las universi-
dades, reparar el honor de los profesores que fueron obligados 
a separarse de sus cátedras por haber defendido la autonomía 
universitaria, la libertad de su conciencia y la dignidad nacional, 
y devolver a la Universidad, agraviada por el ataque a su autono-
mía y a su decoro, el perdido perfil de sus últimos prestigios. En 
cumplimiento de esta determinación, los interventores procede-
rán a reintegrar a sus respectivas cátedras a todos los profesores 
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titulares, adjuntos, suplentes o extraordinarios, y los auxiliares 
de la docencia, renunciantes o separados de las mismas, por 
motivos políticos, desde el año 1943 al año 1946 inclusive, que 
se encuentren en condiciones de reincorporarse; y examinarán, 
asimismo, las otras renuncias o cesantías que con posterioridad, 
se hubieren producido, para decidir, en mérito de las causales 
determinantes, las reincorporaciones que correspondieran en 
aplicación de los principios adoptados. Dicha medida está fun-
dada en la justicia –igual para todos– y en virtud de su imperio –
contrastando con los procedimientos cuya ilicitud repara– no ha 
de desplazar a nadie que, en el desempeño actual de la cátedra, 
pueda invocar, juntamente con su eficiencia, una conducta lim-
pia de toda ostensible complicidad con la dictadura” (Ministerio 
de Educación y Justicia, 1957: 41).

Pronto se pasaría del alegado “ni vencedores ni vencidos”, a la dicotomía 
revanchista y la persecución política con el golpe interno que encumbraría 
a Pedro E. Aramburu y el conflicto generado en torno del intento de habili-
tar universidades privadas que conduciría a la renuncia de Dell’Oro Maini 
y la sustitución de rectores interventores, entre ellos José Luis Romero, re-
emplazado por Alejandro Ceballos en la UBA (Califa, 2009).

En la coyuntura, Cossio recurre así a un criterio original para describir el 
proceso revanchista que la llamada Revolución Libertadora asumió como 
criterio normativo propio ante el escenario de conflicto social afrontado en 
la circunstancia por el gobierno de facto. Acuña así la noción de un “pero-
nismo al revés” ejecutado por lo que él dio en llamar los “fracasadores de la 
Revolución”:

“Estos operadores de asesoría, verdaderos fracasadores de la ta-
rea de pacificación cuya responsabilidad se les encomendaba, 
comenzaron por aceptar, sin darse cabal cuenta de las conse-
cuencias, el planteamiento de discordia social que había crea-
do para apoyarse la tiranía. De ello no podía resultar, a este res-
pecto, nada más que un peronismo al revés, cual efectivamente 
ocurrió (...). Así entran en juego los minúsculos Robespierre y 
los pequeños Pilato, disfrutando la holgura normativa del racio-
nalismo jurídico. Así entraron en juego en la Revolución Liberta-
dora y por eso el orden normativo que ellos impusieron tuvo un 
sentido revanchista inequívoco (...). De ahí que los fracasadores 
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de la Revolución obraran con un falso concepto discriminatorio 
de peronistas y antiperonistas, inarticulable con la realidad. De 
ahí que los fracasadores de la Revolución formularan tantas nor-
mas injustas de ejecución. De ahí que ellos, al final de cuentas, 
no hicieron más que sacar las cosas de su quicio. De ahí que la 
desperonización se convirtiera en persecución toda vez que la 
gente se sentía incriminada por haber tenido que vivir. De ahí 
que la trayectoria revanchista tomara por momentos el contor-
no de una sistemática destrucción de valores y jamás el de una 
injusticia accidental o fortuita que cupiera reconocer y reparar. 
De ahí el absurdo de haber recurrido para la desperonización al 
mismo sistema a que había recurrido la dictadura para la pero-
nización, a saber, a la organización de las delaciones. Así se agra-
vó el odio sembrado por el peronismo con el nuevo odio de las 
nuevas víctimas tanto en la persecución como en la destrucción 
de valores, allí porque no cabía admitir una culpabilidad por ha-
ber tenido que vivir y aquí porque nadie puede aceptar que le 
impongan un ostracismo respecto de sus mejores posibilidades” 
(Cossio, 1957: 127-128) (11).

Cossio sostiene que hubo zonas “donde la persecución arreció. Ejemplo 
de esto es la Universidad argentina cuya situación universitaria fue llevada 
por los fracasadores a un nivel mucho más bajo que aquél en que la encon-
tró la Revolución; allí el planteamiento de discordia social del peronismo, 
aceptado por los asesores de la desperonización, resultó particularmente 
inadecuado para este propósito” (Cossio, 1957: 129). La triplicidad de per-
files de profesores caracterizada por Cossio (renunciantes/exonerados, pe-
ronistas “flor de ceibo” y los que se quedaron enseñando como antes), no 
admitía su reducción analítica a la dualidad peronista-antiperonista. Aque-
lla dualidad, según su visión, en cuanto expresión racionalista de:

“(...) las dos dimensiones de aquel planteamiento de discordia 
social no se adecuaban, como verdad, a una realidad que ofrecía 

 (11) La caracterización del gobierno peronista como “dictadura” parece obedecer más 
a la coyuntura, que a una conceptuación rigurosa jurídico-política que Cossio irá modi-
ficando con el tiempo. Así, al año siguiente lo caracteriza como “una amarga tiranía to-
talitaria” (Cossio, 1958: 9); y transcurrida una década y media más, aludirá a “un cesaris-
mo popular despótico (...), precedido por una dictadura reaccionaria que duró tres años” 
(Cossio, 1973: 15).
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tres caras; su aplicación formalista fue sencillamente una inmo-
lación de la verdad. Por eso en la Universidad terminó en farsa 
lo que se había programado como dignificación y en estigma 
lo que se había asumido como responsabilidad” (Cossio, 1957: 
129-130).

Cossio había sido primero privado de su cátedra y luego, al presentarse a 
los nuevos concursos en razón de la puesta en comisión de todos los cargos 
que establecía el decreto-ley 478/1955, fue rechazada su solicitud al admi-
tirse las impugnaciones presentadas por las agrupaciones estudiantiles que 
habían apoyado el advenimiento de la Revolución Libertadora. Quedaba 
en el tiempo, como una premonición, el programa reformista expresado 
en 1932, en el que Cossio proponía la implementación por ley de un ver-
dadero sistema de concursos y un régimen de estabilidad docente basado 
en la competencia científica y didáctica: “(...) hay que hacer intangible al 
buen profesor respecto de toda contingencia de la política universitaria o 
nacional” (1945a: 106).

Los escritos de Cossio de este período están teñidos del tono personal 
que el drama de su injusta expulsión de la UBA representó para su vocación 
docente: “En 1956 terminó mi carrera universitaria en mi país, cuando el 
gobierno militar de Aramburu me expulsó” (Cossio, 2002: 729).

“Y así ocurrió, un poco como a los profesores aristotélicos conci-
tados contra Galileo, que cuando en marzo de 1955 Perón rompe 
con la Iglesia y organiza la quemazón de sus principales tem-
plos, la derecha católica, prescindiendo de su dimensión reac-
cionaria en forma momentánea, pasa a la oposición y conjuga 
una alianza con los liberales rebeldes. De modo que cuando en 
septiembre de 1955 Perón cae derrocado por los militares libera-
les (que se imponen con el general Aramburu y que tienen todo 
el apoyo efectivo de los EE.UU.), el gobierno militar emergente 
queda bajo la doble mentoría de los católicos reaccionarios y de 
los liberales rebeldes, ganando posiciones para su causa a veces 
unos y a veces otros. En este juego coinciden los iusnaturalistas 
y los normativistas en calificarme de peronista para librarse de 
mí en la Universidad, porque la etiqueta peronista por sí misma 
era, en la circunstancia, causa determinante para obtener un ob-
jetivo: nadie en el mundo oficial podía ensayar una defensa del 
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peronismo (ahora maldito y aborrecido), sin caer en desgracia” 
(Cossio, 2002: 732).

El lamentable episodio, verdadera bisagra existencial en la biografía de 
Cossio y en los rumbos del pensamiento filosófico jurídico argentino, pro-
vocó un quiebre en la llamada “Escuela Jurídica Argentina”, al verse privado 
su conductor del principal centro de irradiación como lo era su cátedra en 
la UBA, resintiendo así la formación de nuevos discípulos y la elaboración 
crítica y fructífera de sus ideas (Vilanova, 1987).

“(...) la caída del peronismo en 1955, dio a los tres núcleos adver-
sarios del pensamiento egológico, la coyuntura de su unión polí-
tica para ganar como batalla política lo que no estaba en sus ma-
nos de ganar como batalla científica. Bastó tildar gratuitamente 
de peronismo a quienes tenían la responsabilidad de la orienta-
ción egológica dentro de la Universidad, en ese momento, para 
que el gobierno reaccionario del general Aramburu exaltado por 
las derechas, se aviniera a expulsar de los claustros a sus pertur-
badores representantes” (Cossio, 1962: 340).

Jiménez de Asúa tuvo la extraña virtud de haber caracterizado la circuns-
tancia recurriendo a una imagen análoga a una ejecución sumaria:

“(...) otro hecho de trascendencia para la egología argentina, es 
la descomposición de la escuela por motivos políticos que la han 
hecho estallar como el cráneo que sufre un pistoletazo con el 
arma apoyada en la sien (...). De todos modos es lamentable que 
la erosión política haya apartado a Cossio de su cátedra, pues se 
trata de una apasionado de la Filosofía jurídica y de un trabaja-
dor infatigable” (Jiménez de Asúa, 1961: 158) (12).

Sarlo (2010) recupera una anécdota de tradición oral que conlleva un jue-
go de palabras peyorativo, según la cual al ser preguntado en Montevideo so-

 (12) Resulta lamentable la alusión al disparo de bala en la cabeza, aunque deba admi-
tirse que la crueldad de la imagen pareciera ajustarse mejor a la ponderación que el triste 
suceso debiera merecer en la historia de la Universidad. Si se tiene en cuenta el arduo de-
bate que Jiménez de Asúa mantuvo con Cossio entre 1945 y 1951, sus palabras adquieren 
más el sentido de una celebración de victoria del pensamiento racionalista que en materia 
de derecho penal él representaba. No es un dato menor para el contexto, el hecho de que 
Jiménez de Asúa integrara aquel grupo de profesores renunciantes ante la intervención 
peronista y retornara a la actividad universitaria luego de derrocado Perón (Figallo, 2009).
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bre la impresión que tenía de la egología en su visita a Buenos Aires de 1949, 
Hans Kelsen habría contestado: “c’est pas de l’égologie, mais de l’egolatrie” 
(“no es egología, sino egolatría”). De esta disputa académica y sus implican-
cias políticas se ha dicho mucho (Cossio, 1949; Perriaux, 1949; Kelsen, 1953; 
Ibáñez de Aldecoa, 1954; Goldschmidt, 1955; Cabral de Moncada, 1959; Sar-
lo, 2010; Gassner y Olechowski, 2014; entre otros). Solo señalo ahora que con 
motivo del acto de entrega de los diplomas a los nuevos profesores resultan-
tes de aquellos concursos “fraudulentos”, al decir de Cossio, el Rector Inter-
ventor de la UBA, Alejandro Ceballos, formuló el 5 de diciembre de 1956 un 
discurso cuya resonancia resulta, cuanto menos, llamativa:

“Hubo quienes permanecieron indiferentes ante categóricos 
requerimientos de afiliación al partido oficial y los aceptaron, 
que si bien puede perdonarse en modestos empleados no es 
posible para con maestros altamente colocados. Hubo quienes 
aceptaron presentar o requerir el aval político; quienes firmaron 
solicitudes por el otorgamiento de excepcionales títulos univer-
sitarios que en circunstancias normales no hubieran sido de re-
lieve muy marcado, pero en ésas era consolidar ante los extraños 
en el mundo la situación del dictador. Otros fueron maestros de 
doctrinas difusoras de teorías egolátricas o cultores de personas 
erigidos en ídolos que debían reemplazar a los próceres civiles 
de nuestra historia y finalmente suscribieron el pedido de ree-
lección en el año 1952 cuando ya no había ninguna duda sobre 
la índole del gobierno y los designios del dictador” (Ministerio 
de Educación y Justicia, 1957: 219) (13).

Cossio formularía un balance entre la universidad peronista y el modelo 
implantado por la Libertadora, con saldo negativo para la segunda, toman-
do como índices la calidad de los profesores, la expulsión de renombrados 
académicos y el sistema adoptado para la selección de los reemplazantes. 
Así dirá:

“Rápida o lentamente el tiempo da a las cosas su verdadera pers-
pectiva. Y un balance entre la degradada Universidad peronista 

 (13) Debo al Profesor de la Facultad de Ciencias Económicas UBA, Claudio Moreno, en 
una monografía inédita presentada al curso de Pablo Buchbinder en la Maestría en Do-
cencia Universitaria, el haber señalado la llamativa sinonimia entre las teorías egolátricas 
en el discurso de Ceballos y la denominada teoría egológica de Cossio.
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y la Universidad de la Revolución, arroja un saldo desfavorable 
para la última: Perón llevó a la Universidad un enjambre de pro-
fesores ‘flor de ceibo’, esto es, docentes sin capacidad, sin ap-
titudes y sin preparación. Hoy hay en todas la Facultades, sin 
ninguna excepción, una mayor cantidad de profesores ‘flor de 
ceibo’ que lo que antes había. Perón, por prepotencia, arrojó de 
su cátedra a un sabio cuyo renombre universal era un timbre de 
honor en cualquier universidad del mundo. Los interventores 
universitarios de la Revolución han tomado la misma actitud 
con cuatro o cinco profesores cuyo renombre, no menos bien 
asentado que el de aquel sabio, en nada es menos universal por 
su labor creadora en la investigación. De esto pueden dar fe los 
entendidos y los estudiosos aunque todavía no sea cosa de opi-
nión pública. Pero todavía ha de señalarse el estigma que torna 
fraudulentos a los profesores que han llegado al claustro ampa-
rados por los funcionarios sirvientes de la Revolución” (Cossio, 
1957: 303-305).

XI. La ideología normativista en la enseñanza del derecho

Desde su expulsión en 1956, Cossio sobrellevó su exilio universitario im-
partiendo sus enseñanzas en bares porteños o en su propia casa, como lo 
recuerda Raffo (2008) y participando en Congresos organizados fuera de la 
UBA, en Universidades de gestión privada como la del Salvador o la de Bel-
grano (Cossio, 2002).Es el tiempo de su relación con Rodolfo Ortega Peña, 
quien proyecta su tesis doctoral hacía fines de la década de 1950 sobre “La 
teoría egológica del Derecho. Exposición crítica de sus supuestos ontológi-
cos” (Celesia y Waisberg, 2007) y de su amistad con algunos sectores de las 
juventudes de la izquierda marxista y también peronista (14).

En ese período Cossio desarrolla la integración de su teoría jurídica y 
el pensamiento marxista, en una relectura fructífera tanto para la teoría 
del derecho arribando de modo anticipatorio a cuestiones que las teorías 

 (14) En la década de 1960, con Ideología y Derecho (1962), la segunda edición de La teo-
ría egológica del derecho y el concepto jurídico de libertad (1964), la tercera de El derecho 
en el Derecho judicial (1967) y la cuarta de La causa y la comprensión en el derecho (1969), 
Cossio concluía sus últimos grandes aportes a la teoría general del derecho en la época 
que él mismo caracterizaría como “la cima”.
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críticas abordarán años más tarde (Cárcova, 2009), como para sus reflexio-
nes sobre el problema universitario y el pedagógico de la enseñanza del 
derecho:

“Durante los últimos siete años me he dedicado a estudiar esta 
articulación entre la sociedad capitalista y la ciencia normativa 
del Derecho, con el objeto de saldar mi deuda respecto de aque-
lla ‘gnoseología del error’ que tengo anunciada como preocu-
pación teórica, desde 1944. Mi tarea ha quedado cumplida con 
un libro, Ideología y Derecho, de próxima aparición” (Cossio, 
1962b: 1088).

A partir de esa articulación, Cossio reflexionaba sobre “(...) la necesidad 
de integrar el desenmascaramiento ideológico de las normas jurídicas y de 
las teorías jurídicas, con el examen de la preparación para el Derecho que 
suministran las universidades como función social” (1962a: 117). Teoriza 
así sobre el rol de las Facultades de Derecho en la instauración de la ideo-
logía jurídica del poder omnisciente del legislador, como mecanismo para 
enfrentar el “peligro” que el activismo judicial suponía, en la coyuntura po-
lítica argentina, para su sistema capitalista:

“(...) es indudable que la perturbación peronista pretendía que 
la enseñanza del Derecho se organizara adoctrinando acerca 
de que corresponde al Poder administrador, el control supremo 
del sistema jurídico. En cambio, el espíritu que define a la uni-
versidad post-peronista en las Escuelas de Abogacía, apunta a 
poner ese supremo control en manos del legislador (...). Esta es 
la actitud mantenida en nuestra historia universitaria por el ca-
pitalismo individualista del siglo XIX, a la cual retorna con acri-
tud y resentimiento, el conservatismo reaccionario que asume 
el poder desde la revolución de 1955 en adelante. Para la reac-
ción capitalista, el gobierno de los jueces es otra amenaza contra 
su ejercicio del poder social, protector del dinero. Para esta re-
acción que vivimos, la supremacía constitucional de los jueces 
ejercida en la práctica sin timidez jurídica (esto es, no limitada a 
la declaración de inconstitucionalidad, sino, sostenida también 
en la creación intersticial del Derecho), hace peligrar igualmen-
te el control económico que retiene el capitalista a través de la 
estancada legislación vigente y mientras tenga bajo su vigilancia 
al Poder Legislativo, así fuere mediante la convalidación jurídica 
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del golpe militar que al Poder Legislativo lo hiciere caducar en el 
momento oportuno” (Cossio, 1962a: 62).

En 1961, la Facultad de Derecho de la UBA reglamentó la carrera docente 
con una clara impronta de la filosofía analítica, de manera que tres de los 
cuatro cursos que la integraban correspondían a contenidos relativos a esa 
perspectiva: lógica normativa, hermenéutica jurídica y ética; solo uno res-
pondía a pedagogía jurídica. Ello marcaba una concepción docente en la 
que lo importante no era la profundización en los contenidos de cada asig-
natura, ni las técnicas de enseñanza, sino que el docente adquiriera una 
actitud reflexiva desde la filosofía analítica (Cardinaux y otros, 2005).

Cossio renegaba de la reducción de la enseñanza de la teoría del derecho 
al positivismo normativista, asunto sobre el cual volverá –como veremos 
luego– en su última publicación a fines de la década de 1980. Se pregunta 
retóricamente, entonces, sobre aquel asunto que ocupaba su atención des-
de hacía décadas, articulando ahora con herramental teórico marxista, la 
enseñanza del derecho con la política económica nacional:

“A todo esto, ¿en qué quedó la enseñanza de la teoría general en 
la Universidad de Buenos Aires? En una cátedra, como asignatu-
ra de adorno, se sigue con el planteamiento stammleriano (...); 
en la otra, se ha oficializado la enseñanza de la filosofía del dere-
cho, de este modo: se le dice al alumno: ‘La filosofía del derecho 
es Kelsen’, y luego en el examen: ‘por lo tanto, repítanos a Kelsen’ 
(...). La enseñanza de Kelsen, como dogma, en la Argentina de 
hoy, es la legitimación de un estado social controlado por nues-
tra oligarquía capitalista de viejo cuño. La Argentina ha retroce-
dido hacia el individualismo económico por un acto de poder, y 
en la medida de la hondura de este retroceso, se explican tanto 
el estancamiento de la legislación como la timidez de los jueces, 
tanto el plafond de los juristas como lo que se enseña en las fa-
cultades” (Cossio, 1961: 274).

Al referirse a esa crisis en la preparación de abogados en las Universi-
dades, tampoco le tembló el pulso a Cossio –fiel a sí mismo– para conjugar 
el sistema de estudio mediante apuntes, el interés de los estudiantes por 
obtener tan pronto como fuera posible su diploma y la constitución del es-
tudiantado, por tradición reformista, en un verdadero grupo de presión:
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“(...) mientras el estudio universitario se base prácticamente en 
los apuntes y no en los buenos libros, el bagaje intelectual de los 
egresados no puede ser sino mínimo, casi nulo. Y es un hecho 
que el sistema de los apuntes, que despuntó tímidamente me-
dio siglo atrás, en el período 1930-1960 se ha generalizado y se 
ha impuesto en forma inexpugnable, bajo la presión de los es-
tudiantes interesados en obtener su diploma profesional con la 
mayor premura y el mínimo control. Porque aquí ha de decirse 
algo de la reforma universitaria de 1918, que les dio acceso al 
gobierno de las casas de altos estudios (...). Pero el remedio se 
desarrolló en otro sentido; se desarrolló haciendo de los estu-
diantes un centro de poder universitario que cada vez más se fue 
acentuando como un grupo de presión, para obtener el diploma 
profesional con la mayor urgencia y el menor esfuerzo. Desde 
Yrigoyen, que abre las puertas, hasta Aramburu que consuma la 
entrega total del gobierno universitario a los estudiantes, el cur-
so de esta subversión institucional es progresivo y rectilíneo. El 
saldo en las Facultades de Derecho es la preparación suficiente 
mediante apuntes. Y ese estudiante que así obtiene su diploma 
profesional, es quien da el nivel medio del cuerpo de abogados 
que hoy asume la conciencia activa de nuestra vida jurídica. Así, 
en estos momentos, la técnica del Derecho está pasando a ma-
nos de legos o poco menos entre nosotros, con las raras excep-
ciones de los autodidactos que sienten su vocación como res-
ponsabilidad” (Cossio, 1962a: 314-315).

En 1971 Cossio habría de regresar de modo institucional a la Facultad de 
Derecho de la UBA para entregarle el diploma de abogado a su discípulo Ju-
lio Raffo (1984 y 2008). En 1972 graficaría con elocuencia su situación ante 
la Universidad argentina de entonces: “(...) vivo como un exiliado dentro de 
mi propio país (...) para la Universidad oficial literalmente no existo” (Cos-
sio, 2002: 734).

XII. La universidad popular y la liberación nacional

A fines de mayo de 1973, a solo cuatro días de haber asumido, el flaman-
te Presidente Héctor Cámpora dispuso una nueva intervención de las uni-
versidades nacionales, en razón de que: “(...) la Liberación Nacional exige 
poner definitivamente las Universidades Nacionales al servicio del pueblo, 
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siendo por lo tanto necesaria la reformulación de los objetivos, contenidos 
y métodos de enseñanza con la participación de todos los sectores vincu-
lados a la vida universitaria” (decreto 35/1973). Se iniciaba así una nueva 
etapa de transformación democrática en las universidades.

Ese mismo año, Cossio calificó aquel proceso en marcha como una “si-
tuación de honda renovación universitaria” (Cossio, 2002: 735). No obstan-
te, advertía sobre la particular conformación del nuevo peronismo: “El pe-
ronismo es un conglomerado muy extraño: hay una juventud revoluciona-
ria muy pujante, que cuenta con mis simpatías y son mis amigos, que está 
en la izquierda y está enfrentando a los antiguos peronistas que prefieren 
un mero retorno al peronismo de antaño, respecto del cual yo me he senti-
do siempre divorciado y extraño” (Cossio, 2002: 735). Uno de sus amigos en 
la izquierda peronista era ya, desde casi una década, uno de sus discípulos 
más cercanos: Julio Raffo, por entonces Secretario Académico de la Univer-
sidad Nacional de Lomas de Zamora, que luego sería designado por Perón, 
Rector Normalizador en 1974. Según testimonia Raffo, Cossio “(...) tenía 
por aquellos años una visión de comprensión o simpatía a los movimientos 
de transformación de América latina y del mundo; veía con simpatía y con 
profunda crítica en muchas cosas la Revolución cubana, hablábamos de la 
resistencia de Vietnam” (Raffo, 2008: 218).

La “ley de amnistía” aprobada como una de las primeras medidas del 
gobierno de Cámpora, establecía entre otras disposiciones: “Quedan extin-
guidas de pleno derecho todas las sanciones disciplinarias aplicadas en ra-
zón de actos o hechos realizados por motivos políticos, sociales, gremiales 
o estudiantiles a docentes y alumnos de todos los establecimientos de en-
señanza del Estado Nacional, o que funcionen por su autorización y bajo su 
control” (ley 20.508). Con la sugerencia de Raffo y mediante sus gestiones, 
Cossio solicitó la restitución de su cátedra invocando aquella ley. En junio 
de 1973 llegaría el tiempo de reivindicación con la restitución de su cátedra 
en la UBA. Así lo recuerda Raffo:

“(...) lo llamo y le digo: ‘Carlos, esto se aplica a tu situación’ (...) 
‘¿Te parece?’. ‘Sí’. Entonces hice un escrito (...) diciendo al inter-
ventor Rodolfo Puiggrós: ‘He sido privado de mi cátedra en 1956, 
situación que se encuentra contemplada en el artículo tal de la ley 
de amnistía. Solicito mi reincorporación’. La llevé a la casa, al últi-
mo piso de Rodríguez Peña (...), la firmó un domingo y después la 
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llevé el lunes al Rectorado de la universidad en la calle Viamonte, 
la sellaron y se produjo la reincorporación de Cossio por aplica-
ción de esa ley. Lo digo y lo subrayo porque en esta casa, un diser-
tante uruguayo, el doctor Sarlo, dijo, y salió publicado, que Cossio 
había reingresado a la Facultad por presión de los montoneros. 
Un disparate total, completo” (Raffo, 2008: 218; Raffo, 1984).

Cossio anuncia, en la carta dirigida a Capella, su regreso universitario: 
“(...) comienzo por decirle que el 19 de junio [de 1973] fui restituido a mi 
cátedra como Profesor Titular de Filosofía del Derecho con todos los hono-
res y que he comenzado mis clases en el curso superior de postgraduados 
(Doctorado)” (Cossio, 2002: 735).

Su regreso se produjo en aquel proceso vertiginoso, violento y traumá-
tico de la historia argentina que desembocaría en la dictadura criminal 
iniciada en 1976. Las tensiones y contradicciones entre la izquierda y la 
derecha peronistas se veían expresadas en el incipiente proyecto de Uni-
versidad Nacional y Popular de Buenos Aires impulsado con la intervención 
del gobierno de Cámpora, que subsistiría no sin contradicciones durante el 
gobierno de Perón y que culminaría abruptamente truncado con la presi-
dencia de María Estela Martínez.

Friedemann caracteriza ese proyecto de transformación universitaria a 
través de tres dimensiones de análisis que permiten visualizar en qué con-
sistía aquella propuesta transformadora: 1) el sujeto de la educación uni-
versitaria, en tanto implicaba una democratización en el acceso donde la 
presencia de las clases trabajadoras cobraba centralidad; 2) el sentido de 
la formación y la producción de conocimiento, que debía estar en sintonía 
con las necesidades y prioridades nacionales y especialmente de los gru-
pos sociales más postergados; y 3) la propuesta político-pedagógica, que 
planteaba una modificación de los métodos y contenidos de la enseñanza, 
reemplazando planes de estudio y postulando un rol mucho más activo del 
estudiante en la relación pedagógica (Friedemann, 2015).

En la Facultad de Derecho de Buenos Aires, el proceso de renovación 
fue encabezado por el Decano Normalizador Mario Kestelboim. Durante 
su gestión se publicó un único número de la renovada revista, bautizada 
acorde a los tiempos: Liberación y Derecho. Cossio participó de ese pro-
yecto editorial que fuera concebido, en palabras de Kestelboim, como “(...) 
un nuevo síntoma del proceso de transformación que vive nuestra Patria 
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y su Universidad (...) para que nunca jamás se reitere la situación de una 
Universidad de espaldas al Pueblo y a la Nación” (Kestelboim, 1974: 7) (15). 
La restitución en su cátedra también significó para Cossio un nuevo impul-
so para investigar y actualizar sus obras. Así daba cuenta en su currículum 
actualizado remitido al por entonces Decano Interventor, Francisco Bosch, 
que sucedió a Kestelboim, de “(...) las obras que tengo entre manos para su 
edición en breve plazo y que considero integrantes del plan de mis activi-
dades universitarias a realizar”, mencionando como ya se dijo, entre otras, 
su inconclusa Universidad y Revolución en la Argentina (Cossio, 1975: 32).

No obstante, Cossio era consciente de la fragilidad de la coyuntura polí-
tica, a partir de lo cual formularía una lectura de las circunstancias que lo 
llevan a vaticinar, casi con exactitud, la tragedia que se avecinaba: “(...) creo 
que tiene que sobrevenir a corto plazo una contrarrevolución para atajar un 
desarrollo revolucionario posible que es temido por los Estados Unidos y la 
desalojada oligarquía del capitalismo argentino. Será promovida por ambos 
centros de poder; pero lo peor sería que el general Perón se embarcara tam-
bién en ella” (Cossio, 2002: 735). Que el propio Perón se haya sumado a esa 
contrarrevolución es un tema que genera serios debates aun hoy. Lo cierto 
es que el Ministro Ivanissevich le pidió la renuncia a Puiggrós a cuatro me-
ses de haber asumido; a lo que debe sumarse la aprobación de la nueva Ley 
Universitaria en marzo de 1974 (ley 20.654) que prohibía nuevamente la ac-
tividad política. Deben computarse, también, los episodios de reemplazo de 
todos los decanos de las Facultades de la UBA, la cesantía de profesores dis-
puesta por aplicación de la llamada “Ley de Prescindibilidad” (ley 20.713), 
como así también el atentado perpetrado por la Triple A en el domicilio del 
Rector Raúl Laguzzi, en septiembre de 1974, que se llevó la vida de su pe-
queño hijo de cuatro meses y precipitó su exilio, entre otros hechos que dan 
contexto a la época (Bufano y Teixidó, 2015; De Luca, 2008).

Fallecido Perón, la presidente Martínez mediante la intervención enca-
bezada ahora por el Ministro de Cultura y Educación Oscar Ivanissevich y el 

 (15) El volumen incluye un artículo, aunque no dedicado al problema universitario, sino 
a un tópico ligado a su teoría egológica: “La lógica jurídica y su denominación”. El número 
tiene la particularidad, además, de incluir otro aporte de la escuela egológica: un trabajo 
del brasilero Antonio Luis Machado Neto, a quien Cossio planeaba invitar a disertar en la 
UBA, que constituye el primer capítulo de su Fundamentación egológica de la teoría gene-
ral del derecho (1974).
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Rector Interventor de la UBA, Alberto Ottalagano, puso punto final a aquel 
proceso de renovación universitaria. Es elocuente el siguiente fragmento 
del discurso pronunciado por el Ministro Ivanissevich con motivo del Día 
del Maestro, el 10 de septiembre de 1974 en el Teatro Colón:

“(...) el mayor factor destructivo no está en la Universidad ni en 
la investigación frustrada. Está en la acción disolvente de organi-
zaciones que se empeñan en transformar a los jóvenes justicia-
listas en marxistas (...). La misión de este Ministerio es el rescate 
espiritual de la República. Esta es nuestra misión y trataremos de 
cumplirla (...). Sepa la juventud que está viviendo en la edad del 
heroísmo y que el arma más eficaz para la liberación es el estu-
dio. Sepan los jóvenes argentinos que entramos en una lucha a 
muerte para conservar la Patria de San Martín y Perón. Nuestra 
gran batalla por la supervivencia de la Nación es la batalla del 
espíritu, preparémonos para ganar esta batalla con vocación ar-
gentina y fe cristiana. Todos sabemos que no estamos ante un 
conflicto universitario, sino ante una conjura internacional que 
moviliza a algunos estudiantes más proclives al tumulto que al 
trabajo y al estudio. Hay una Ley Universitaria que no se cum-
ple, no hay aún estatutos, sólo hay grupos políticos contrarios a 
la liberación que desde los jardines de infantes a la Universidad 
quiebran el orden constitucional lavando los cerebros a alum-
nos y maestros para tener maestros, estudiantes y profesionales 
frustrados que sirvan a sus designios extranjerizantes y subalter-
nizantes. Por esa razón no aceptamos el ingreso irrestricto. El in-
greso irrestricto constituye la anulación de los valores humanos 
perfectibles. Es la negación del estudio, del trabajo, del esfuerzo 
de perfección ascensional del ser humano que conoce sus insu-
ficiencias, pero no quiere admitirlas. Ya hay en las universidades 
más inscriptos que los que han completado sus estudios secun-
darios” (Ministerio de Cultura y Educación, 1974: 10 y 14).

Tal como postula Friedemann (2016), la llamada “Misión Ivanissevich” 
vino a establecer un proceso de contrarreforma o una contraofensiva, como 
la llama De Luca (2008), en tanto su propósito inmediato fue anular la re-
forma, pero impulsando políticas específicas. Evidentemente, Cossio no es-
taba equivocado en su vaticinio de una inminente contrarrevolución, que 
en la universidad se manifestó como contrarreforma.
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XIII. El sistema fraudulento de los concursos docentes como fracaso 
universitario

Durante décadas y en los más diversos contextos políticos, Cossio había 
denunciado la práctica sistemática del fraude en los concursos docentes 
para promover profesores mediante camarillas partidarias. En la década de 
1930 había señalado: “Los concursos en la Facultad de Derecho de Bue-
nos Aires, a pesar de los esfuerzos de la Reforma, nunca han alcanzado un 
mínimo decoroso de control y seriedad, tal vez porque sus resultados no 
eran el factor determinante para las designaciones” (Cossio, 1933b: 35-36). 
También había denunciado, en duros términos, el vicio de raíz que afectaba 
a los concursos impulsados en la universidad post peronista, por los “fraca-
sadores de la revolución”:

“Así se han eliminado de la actual Universidad argentina muchos 
talentos que están entre los mejores y que son, incluso, irreem-
plazables. Con este fraude sistemático y subalterno, engendro 
de la pasión, de la envidia y del error político, se ha constituido 
un claustro docente con vicio en sus títulos justificativos. Algu-
nos beneficiarios de tan deslucido beneficio –pocos, muy pocos, 
demasiado pocos–, no hubieran necesitado de este fraude para 
llegar a la cátedra. Pero para la inmensa mayoría la situación es, 
además de poco honrosa, harto discutible (...) quienes así han 
recibido sus cátedras de la Revolución, lucen cátedras mal ha-
bidas frente a una opinión pública que es tanto más vigilante y 
justiciera, cuanto más se origina en el mundo universal de los 
hombres de ciencia” (Cossio, 1957: 305).

Los convulsionados años de la década de 1970 no serían la excepción. Se 
trata de un período para cuyo análisis conviene evitar los extremos reflexi-
vos a los que conducen las miradas simplificadas, que impiden advertir la 
complejidad y contradicciones de la época (Suasnábar, 2001). Promedian-
do la década, Cossio volvería a reflexionar sobre el problema del claustro de 
profesores y el desperdicio de las vocaciones docentes en el contexto de la 
llamada “fuga de cerebros” (16). Sostiene, como hipótesis, la incidencia re-
levante que en ello tendría el fracaso de la misión social de la universidad:

 (16) El lugar para exponer sus ideas sería entonces la Revista Perspectiva Universita-
ria, órgano del Instituto de Información y Estudios en Ciencias Sociales y Educación 
(I-IECSE), fundado por un grupo de docentes de la Universidad Nacional de Lomas de 
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“(...) desde un punto de vista cuantitativo, el desperdicio de in-
telectuales que padecen los países latinoamericanos en gene-
ral, es más cuantioso por otra causa. Opera dentro de cada país 
desde el comienzo de su historia universitaria. Lo provoca cada 
universidad en cuanto que ninguna de ellas cumple adecuada-
mente su función social a este respecto, al no hacerse cargo de 
una misión específica que directamente le incumbe, a saber, no 
desperdiciar la capacidad intelectual” (Cossio, 1977a: 42).

A modo de síntesis de medio siglo de reformismo corriendo a la par de 
la urgencia política por el gobierno universitario, en cuya puja cotidiana se 
vieron enfrentadas las diversas facciones del claustro docente, el juicio de 
Cossio no podía ser más pesimista por su crudo realismo:

“(...) los profesores reformistas luchaban por consumar una situa-
ción de apertura universitaria ya alcanzada en la letra de las nue-
vas normas y a la que habían estado anhelando llegar; en cambio 
los profesores reaccionarios trataban de mantener una situación 
universitaria de privilegio que se les escapaba de los dedos pero 
que no deseaban entregar. Frente a tal emergencia los reformistas 
se defendieron con las mismas armas, esto es, prosiguieron con 
los concursos fraudulentos haciendo lo mismo que sus adversa-
rios aunque con signo inverso, pues los apremiaba el mismo pro-
blema de política universitaria interna: controlar el gobierno de la 
institución. En tal sentido, considerando ahora el nivel intelectual 
del claustro docente, ha de decirse que el régimen de los concur-
sos para determinar un postulante que fuese el único mejor, ha 
funcionado determinando al revés la selección y elección de los 
intelectuales con vocación docente, tanto con el gobierno univer-
sitario de los oligarcas como con el de los reformistas. En ambos 
casos ha resultado un sistema que, por lo común, ha favorecido 
a los peores en lugar de favorecer a los mejores. Huelga agregar 
que el sistema funciona así desde hace más de 50 años, aunque 
el curso histórico ha sustituido, como es natural, los parámetros 
del enfrentamiento promovidos por la oligarquía burguesa, libe-
ral de antaño y fascista de hogaño, cuyo poder recuerda el mito de 

Zamora cesanteados en 1975, al cual se incorporaron investigadores, docentes y académi-
cos provenientes de otras universidades también expulsados, que expresaban un pensamiento 
disidente durante la dictadura militar sobre la problemática universitaria (Suasnábar, 2001), 
entre los cuales se encontraba su discípulo Raffo, quien se exiliaría en Brasil (Raffo, 1985).



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

344

Anteo. Así, para tomar sólo tres hitos ilustrativos, señalemos que 
para ella las personas peligrosas o indeseables como profesores 
fueron, por una generación a partir de 1918, las de raigambre yri-
goyenista y socialistas de la II Internacional cualesquiera fuesen 
sus títulos intelectuales o docentes. Desde 1946 en adelante pasa-
ron a serlo las de raigambre peronista. Y desde 1966 hasta la fecha, 
con la definición carismática de la dictadura del general Onganía 
retemplada por el macartismo exportado a la América Latina, lo 
son las calificadas como de izquierda, sin discriminar diferencias 
no sin intención” (Cossio, 1977a: 48).

A partir de este diagnóstico y sobre la base de una fuerte crítica al sis-
tema de concursos para promover al mejor candidato, que en rigor para 
Cossio siempre sirvió para promover –en razón de camarillas políticas– a 
los peores, formularía una interesante propuesta de supresión del concurso 
excluyente y la adopción de un sistema de claustro único con plenos dere-
chos políticos, rentado en función de la efectiva actividad docente.

“Esta incorporación de todos los candidatos positivamente cali-
ficados es lo único que remedia el desperdicio de intelectuales y 
la fabricación residual de vocaciones huérfanas destinadas a di-
solverse por desamparo. El concurso para el único mejor resul-
ta eliminado por innecesario atento a que su función selectiva 
queda absorbida por el nuevo sistema sin riesgos negativos de 
ninguna especie. Y el fraude desaparece automáticamente, claro 
está, al no quedar articulada la posibilidad de su actualización. 
Tanto las comisiones de especialistas como las autoridades uni-
versitarias que intervengan en los nombramientos, deben des-
cartar en este trámite toda idea de que los postulantes afirma-
tivamente calificados luchan entre sí para excluirse, quedando 
uno o algunos de vencedor o vencedores. Corresponde incorpo-
rar por igual a todos los que acrediten una distinguida jerarquía 
científica. Entre ellos no hay competición de ninguna especie; 
hay únicamente una eliminación de todos los postulantes que 
no exhiban un atendible nivel científico” (Cossio, 1977a: 54).

XIV. La decadencia universitaria como objeto de reflexión

En la década de 1980, tal como lo caracterizara Vilanova (1987), Cossio 
ya era “un mito viviente”. Su trabajo de seis décadas había sido galardonado 
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con el homenaje que le brindaran en el Primer Congreso Internacional de 
Filosofía del Derecho realizado en La Plata en 1982; con las designaciones 
de Profesor Emérito el mismo año por la UNLP (Tinant, 1989) y en 1985 por 
la UBA, durante el decanato de Eugenio Bulygin; y el otorgamiento del Pre-
mio Konex de Platino en 1986 (17).

Toda su obra estuvo atravesada por la reflexión desde y hacia el proble-
ma universitario de un modo u otro. Así lo sugiere el epígrafe, casi autobio-
gráfico, que elegí para encabezar este ensayo:

“Desde hace mucho tiempo el tema de una decadencia univer-
sitaria ya visible y latente, está en el lenguaje de todos aquellos 
que, como docentes o alumnos, sienten que tienen algún com-
promiso con la Universidad. Particularmente, el tema estuvo 
siempre entre los que más me inquietaron, acaso porque toda 
mi vida intelectual se desarrolló entre los claustros, acaso por-
que la Universidad merece –sea cual fuere su estado– una preo-
cupación incardinada con el compromiso existencial de todos” 
(Cossio, 1987: 315).

En la década que va de 1976 a 1986 había meditado y trabajado en la 
reelaboración de sus obras fundamentales, que estaba dispuesto a publicar 
nuevamente (18). Al cabo de ese decenio, reflexionaba:

“La Universidad argentina está en crisis. Pareciera que no hay en 
este medio muchas ideas teoréticas asumidas por los docentes con 
seriedad pedagógica, ni que hubiera una preocupación sustancial 
por comenzar a filosofar nuevamente sobre las ciencias. La me-
cánica reiteración de vagas formulaciones ha reemplazado toda 
profundidad filosófica y científica, cuyo saldo, lamentablemente, 
vivimos hoy: una decadencia de la capacidad para asumir nuevas 
ideas que no encuentra precedentes” (Cossio, 1986: XI-XII).

 (17) Ver: http://www.fundacionkonex.org/b2154-carlos-cossio
 (18) De hecho, la editorial Depalma publicó en mayo de 1987: Radiografía de la teoría 

egológica del derecho, que reúne en un volumen los trabajos Panorama de la teoría egológi-
ca del derecho (1948) y La teoría egológica del derecho. Su problema y sus problemas (1963); 
a la vez que anunciaba como de próxima publicación: Ideología y Derecho. Desarrollo del 
tema como gnoseología del error; la reedición de El Derecho en el derecho judicial; quin-
ta edición de La causa y la comprensión en el derecho; y quinta, también, de La opinión 
pública.
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Es conocida la fuerte oposición de Cossio a la filosofía analítica y el nor-
mativismo legalista, en cuanto ideología operante de un reduccionismo 
que cercena la complejidad del fenómeno jurídico. Una vez más, emerge 
como preocupación el problema pedagógico en la formación jurídica que 
siempre ocupó su interés. Impugna ahora como expresión de aquella deca-
dencia “(...) las insólitas enseñanzas que han reemplazado a la Filosofía del 
Derecho en las universidades, en desmedro de generaciones enteras, y en 
desmedro de lo que esas generaciones llegarán a ser como vida colectiva 
que son” (Cossio, 1986: XII).

La combinación de un modo de enseñanza analítico de contenidos jurí-
dicos también analíticos que emerge a mediados de la década de 1950 y se 
consolida a partir de la siguiente, al menos en la UBA, lo llevará a formular 
un juicio pesimista sobre los efectos pedagógicos que ello acarrearía en las 
escuelas de abogacía:

“La prohibición de filosofar ha calado muy hondo, y hoy se trata 
tan sólo de enseñar lógica simbólica, a la mejor manera de la 
escuela analítica, impulsada por su correspondiente sociedad 
filosófica, como si los problemas relativos a la filosofía del dere-
cho se redujesen a una cuestión de combinatoria proposicional 
de las conectivas del lenguaje matemático; también se enseña 
semántica y técnicas para la interpretación normativa, todo ves-
tido de filosofía. Penosa limitación; una antesala, sin duda, de la 
frustración filosófica reservada a las generaciones universitarias 
que están estudiando disciplinas diversas como si estudiaran fi-
losofía del derecho” (Cossio, 1987: 324).

XV. Algunas reflexiones finales de cara al centenario de la reforma 
universitaria

Creo haber cumplido con la pretensión de presentar, aunque necesaria-
mente fragmentada e incompleta, una cartografía del pensamiento refor-
mista de Cossio. En esta indagación fueron apareciendo las ideas vincula-
das con la fundamentación filosófica del movimiento de Reforma Univer-
sitaria iniciado hace un siglo; el reformismo como principio de injerencia 
estudiantil en la vida y gobierno universitario; el asunto de la función social 
de la Universidad, en general, con sus bemoles sobre la extensión univer-
sitaria y la docencia libre; la función social de las escuelas de abogacía, en 
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particular, que remite a la ardua discusión sobre el plan de estudio y la ideo-
logía normativista; el factor reaccionario del profesorado como obstáculos 
a la Reforma y el sistema endémico de los concursos fraudulentos en la lu-
cha agonal por el gobierno universitario; algunas experiencias concretas de 
proyección, realización y frustración de los ideales reformistas en la UNLP y 
la UBA; o el problema fundamental de la gratuidad de la enseñanza univer-
sitaria como expresión humanista del derecho a la educación, entre otros.

Retomo por un momento el camino que traza la idea de la función social 
de la Universidad: “(...) toda discusión sobre la Reforma que quiera tener 
sentido, debe empezar por discutir la nueva función social que asigna a la 
Universidad, en contraposición al sistema caduco” (Cossio, 1930a: 249). En 
las puertas del centenario de la Reforma Universitaria, parece cobrar rele-
vancia esta idea de Cossio que impone la necesidad de rediscutir la función 
social que le corresponde a la Universidad en el actual mundo global y tec-
nológico de pleno siglo XXI.

También podría tomar un aspecto cuya problemática, en la coyuntura de 
política universitaria, mantiene actualidad y genera tensiones recurrentes: 
el derecho a la educación y la gratuidad de la enseñanza universitaria. So-
bre este asunto Cossio pronunció palabras precisas y desarrolló ideas que 
hemos revisado en las páginas precedentes. Hoy se puede afirmar, como lo 
hace Scioscioli:

“El reconocimiento del derecho a la educación como derecho 
humano fundamental y de gran parte de su contenido hoy con-
siderado como básico es ya universalmente aceptado y recogido 
al menos formalmente en casi todos los tratados y declaraciones 
de derechos humanos más importantes (...). La idea de un piso 
de un derecho alude así al contenido indisponible para el Estado, 
no restringible e irreductible (...). Una precisión de ese piso está 
compuesta por los mandatos a que refiere el texto constitucional 
e infraconstitucional en temas como la gratuidad de la educa-
ción pública y que se extiende, por ejemplo, en nuestro sistema, 
inclusive a la educación superior” (Scioscioli, 2017: 222).

Sin embargo, con solo reparar en los procesos políticos de la última dé-
cada en Argentina vinculados con esta cuestión, que mantienen –de ma-
nera recurrente– el tema del arancelamiento en la agenda de las políticas 
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universitarias, bastará para advertir que el proceso reformista de la univer-
sidad está lejos de haberse agotado por haber alcanzado –definitivamen-
te– esa meta, que Cossio caracterizara como un horizonte de la Reforma 
Universitaria capaz de expresar jurídicamente la concreción del derecho a 
la educación como un derecho humano.

Los avatares de la coyuntura internacional, ejemplo de ello el denomi-
nado “Proceso de Bolonia”, como las vicisitudes de la política nacional, im-
pactan en la Universidad. Por mencionar solamente un asunto más, tam-
bién de candente actualidad, piénsese en el avance hacia la adecuación y 
estandarización de planes de estudio de las carreras de abogacía, que po-
dría implicar su inclusión en los términos de la Ley de Educación Superior 
respecto de las “profesiones reguladas por el Estado, cuyo ejercicio pudiera 
comprometer el interés público” (ley 24.521, artículo 43). Así lo ha reco-
mendado el Consejo de Universidades el 29 de mayo de este año, a los fines 
de fijar los “requerimientos mínimos, indispensables para lograr una for-
mación capaz de garantizar un ejercicio profesional responsable” (Acuerdo 
Plenario Nº 146); asunto que se encuentra actualmente a consideración del 
Ministerio de Educación y Deportes de la Nación.

Todo ello para no mencionar los grandes temas pendientes aún en uni-
versidades como la de Buenos Aires: democratización de las representacio-
nes por claustros, donde una minoría profesoral mantiene la hegemonía 
sobre la mayoría de una planta docente subrepresentada y precarizada; o 
la efectiva aplicación del Convenio Colectivo para los Docentes de las Insti-
tuciones Universitarias Nacionales (homologado por decreto 1.246/2015), 
etc. Como decía Cossio: “(...) la política universitaria es solidaria de la po-
lítica nacional ambas como políticas reaccionarias, conservadoras, refor-
mistas o revolucionarias” (1977a: 50).

Para terminar, considero que en las vísperas del centenario recobra para 
nosotros con patente actualidad, esta lúcida advertencia que Cossio formu-
ló de no asumir un dogmatismo sobre la Reforma:

“(...) los reformadores de la Universidad no tienen por qué hacer 
un movimiento retrospectivo, en el sentido de avanzar de espal-
das al porvenir con la pupila fija en 1918, como quieren aque-
llos que opinan que el pensamiento de esa fecha encierra toda la 
Reforma en forma inmutable y revelada, o poco menos. El pen-
samiento de 1918 obedeció a las necesidades de su época, y en 
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él, como en el de ahora, junto al impulso básico había cientos 
de modalidades accesorias que constituían la ligazón de aquel 
con su momento. De modo que no es dogmatizar sobre 1918 lo 
que corresponde al verdadero reformista. Hay que desentrañar 
el sentido básico del 18 y reconocerlo como el sentido del mo-
mento actual” (Cossio, 1927: 115).

En fin, con este ensayo tuve la intención de recuperar el pensamiento re-
formista de Cossio, pero sin caer en dogmatismos. Tal vez no sea el caso de 
fijar la pupila en el 18 del siglo XX, pero sí de fijarla y muy atentamente en el 
18 del siglo XXI, uno de los modos de realizar consecuentemente el ideario 
reformista universitario en su centenario con la orientación, vigente aun, de 
hacer a la Universidad cada vez más social, democrática y de los estudiantes.
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El objetivo principal de la educación es crear personas  
capaces de hacer cosas nuevas, y no simplemente repetir  

lo que otras generaciones hicieron.

Jean Piaget (1999 [1946]).

I. ¿Por qué los abogados son como son?

Este interrogante que escuchamos en mesas de café fue el eje de una 
ponencia presentada en el marco del VIII Encuentro de Cátedras de Peda-
gogía de Universidades Nacionales Argentinas en el año 2011, por las pro-
fesoras en ciencias de la educación María Gabriela Marano y María Cecilia 
Carrera.

En su trabajo Por qué los abogados son como son: buscando la explica-
ción en la formación universitaria. Análisis desde el estado del arte de la 
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Universidad Nacional de La Plata, UNLP. Prof. de posgrado. Secretario de primera ins-
tancia, Juzgado Federal de Ejecuciones Fiscales Tributarias Nº 2, Ciudad Autónoma de 
Buenos Aires.
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educación jurídica en Argentina manifiestan que existe una preocupación 
sostenida por la formación universitaria en la preparación de abogados.

“(...) una notable continuidad a lo largo de los once congresos 
celebrados en los análisis teóricos y sentidos compartidos acerca 
de las críticas a la formación de abogados en las distintas univer-
sidades nacionales. Esta continuidad nos lleva a plantear como 
explicación provisoria que el gran motor de estos análisis reside 
en la necesidad de comprensión acerca de por qué los abogados 
son como son. Esto constituye un caso diferenciado de la forma-
ción universitaria: un sector de los profesores y especialistas del 
campo de la sociología jurídica con profundo malestar respecto 
de los abogados, buscan la explicación de esa constitución pro-
fesional en la formación universitaria que brindan las carreras 
de Abogacía (...)” (Carrera y Marano, 2011: 2).

Las autoras analizan una serie de preocupaciones pedagógicas de los 
abogados formadores de abogados. Para ello destacan tres temáticas: la 
formación de los abogados en las universidades del país; la formación pro-
fesional y la relación pedagógica planteada en las carreras de derecho.

Respecto a las temáticas expuestas resaltan: las problematizaciones en tor-
no al rol social de las carreras de abogacía dentro de las universidades públi-
cas; las prácticas de los profesores y los estudiantes; el papel de la investiga-
ción y la extensión en relación a la enseñanza del derecho; cuestiones de ges-
tión universitaria; cuestiones epistemológicas y metodológicas, entre otras.

Sostienen que los aportes para el área de la pedagogía universitaria han 
crecido en los últimos años, realizándose contribuciones significativas en 
el conocimiento de dos dimensiones: las características que adquieren las 
prácticas de enseñanza y las concepciones, representaciones o creencias 
sobre aquellas que tienen los docentes.

En relación al primer tópico, los resultados arrojan descripciones que 
definen a la clase magistral como metodología predominante para la ense-
ñanza del derecho, traducidas en exposiciones del profesor; un lugar pasi-
vo para los alumnos y presentaciones estáticas de contenidos. Una fuerte 
naturalización por parte de los docentes de su propia actividad de ense-
ñanza, como así también de la forma en la que aprenden los estudiantes, 
considerando como no problemática la cuestión.
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En cuanto a la segunda dimensión, se intentó conocer el pensamiento 
de los profesores sobre la enseñanza y ponerlos en relación con sus actua-
ciones en el aula. Los resultados muestran que sus concepciones se vincu-
lan fuertemente con los dominios específicos de cada campo profesional, 
lo que supone la imposibilidad de comprender en términos uniformes esas 
concepciones.

Por último, las autoras destacan en cuanto a la relación pedagógica, que 
los profesores de derecho centran en la clase magistral su rol docente, refi-
riéndose a ello como “lo tradicional”. Lo curioso es que el análisis muestra 
que son conscientes que la clase magistral es fuertemente criticada y que 
es una modalidad ya superada, sin embargo entienden que no están dadas 
las condiciones para implementar otros métodos y que la clase tradicional 
se presenta como la más adecuada para enseñar en la facultad de abogacía 
(Carrera y Marano, 2011).

¿Por qué un profesor en derecho –a sabiendas que es una modalidad 
superada– insiste en planificar sus clases con el único apoyo metodológico 
de la clase magistral?

¿Será que en derecho está instalada la idea que el simple hecho de do-
minar la disciplina habilita para enseñarla? Ser un eximio abogado, magis-
trado, funcionario judicial, o por qué no, un reconocido autor de libros de 
derecho ¿lo convierte automáticamente en un docente?

Quizás quienes entiendan que las dos últimas preguntas tienen una res-
puesta afirmativa, estén mucho más preocupados por perfeccionar el co-
nocimiento sobre las competencias específicas y no tanto por la forma en 
que estos conocimientos pueden ser efectivamente transmitidos y poste-
riormente aprendidos por los estudiantes.

Debemos enfatizar la tarea de reforzar un clima áulico donde al disfru-
te estético de las explicaciones del profesor podamos sumarle un diálogo 
fructífero en el que las partes involucradas participen para la construcción 
de saberes, mediando el reconocimiento recíproco de buenos argumentos 
y capacidad de autocrítica.

Los docentes debemos tener predisposición para elaborar estrategias de 
enseñanzas que contemplen las necesidades de los alumnos, pero también 
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sus gustos e intereses. Considerar cómo podemos “aggiornar” nuestra clase 
tradicional a estos “nuevos tiempos” para reinventarnos en la maravillosa 
tarea de educar.

El conocimiento científico es la antítesis del dogmatismo y nada puede 
contribuir más a impulsar el desarrollo. Para el dogma y los dogmáticos 

cualquier tiempo pasado fue mejor. Para la ciencia la razón de su exis-
tencia es la innovación y la necesidad de explorar.

Punset (2001).

“Al abogado que da clase no le interesa en lo más mínimo el 
alumno o las ganas de saber tal o cual detalle. Va; firma; da su 
catequesis en la hora y media; pregunta falsamente por alguna 
duda que alguien pueda tener y se va a hacer lo que verdade-
ramente le interesa (todo menos ser docente). Pero el abogado 
docente sí responde cuando uno le pregunta. Sí presta libros 
cuando uno se los pide y sí responde el mail cuando uno se lo 
escribe. Damos fe de eso y creemos que ayuda mucho; inspira, 
motiva al alumno. Mario Pergolini siempre dice que hay mucho 
garca dando vueltas; nosotros decimos que hay muchos buenos 
docentes abogados dando vueltas también” (Tomás, 2011).

El saber pedagógico es construido por los profesores de manera indivi-
dual o colegiada (equipo docente en cátedras horizontales), respondiendo 
básicamente a preguntas relacionadas con: qué, a quiénes, para qué y cómo 
enseñar.

Este saber incluye, no solo sus conocimientos disciplinarios especiali-
zados relacionados con el qué enseñar, sino que además requiere conoci-
miento de los sujetos a los que llegarán esos saberes; las motivaciones por 
las cuales deben aprender esos contenidos y una cuestión –no menor– la 
adquisición de destrezas para hacer llegar de mejor forma esa información 
al estudiante.

Sin dudas que el profundo saber de la materia que se enseña es necesa-
rio, pero ese conocimiento sin un formato efectivo que penetre las barreras 
que obstaculizan el aprendizaje deja al proceso inconcluso; es solamente 
hacerse responsable de lo que se dice más no de lo que el otro aprende.
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Si la función es solo recitar conceptos teóricos sin preocuparse –siquie-
ra– por realizar un efectivo feedback para conocer si lo que se enseñó fue 
receptado de manera correcta, entonces quien está frente a la clase es solo 
un abogado.

Si por el contrario está debidamente preparado para abordar concep-
tualmente la materia a su cargo y a esto le agrega pasión por lo que hace, 
alegría por la labor desarrollada, conexión con sus alumnos, aplicación 
de nuevos métodos para la transmisión de contenidos, preocupación por 
el aprendizaje de esos contenidos, tolerancia; si fomenta la curiosidad, es 
amigable con la tecnología y adaptable a los nuevos cambios y desafíos, 
entonces al abogado que da clase se le suma el docente.

La resistencia al cambio delata las carencias del sistema.

González Moore.

“Los Croods vivimos gracias a mi papá. Era fuerte y seguía las reglas. 
Las pintaba en la pared de la cueva. Todo lo nuevo es malo. La curio-
sidad es mala. Salir de noche es malo. Básicamente, todo lo divertido es 
malo. ¡Bienvenidos a mi mundo!”. “Pero ésta es la historia de cómo todo 
cambió súper rápido. Porque no sabíamos que nuestro mundo estaba a 
punto de llegar a su fin. Y no había reglas en nuestra cueva que nos pre-
pararan para eso” (1).

Los Croods son una familia de cavernícolas que viven ocultos en su cue-
va. Salen lo justo y necesario para conseguir alimentos, pues el padre teme 
a lo que pueda pasarles fuera de la caverna. Ellos no viven, sobreviven. Pero 
la hija (Eep) no está contenta con ese estilo de vida: tiene curiosidad por 
saber qué hay más allá de la cueva.

Si trazásemos una analogía entre los Croods y la forma en la que enseña-
mos en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales encontraríamos muchos 
puntos en común.

La actualidad está enmarcada en un entorno acelerado por la tecnología 
con un crecimiento informativo exponencial que se moviliza en segundos 

 (1) The croods (2013) es una película estadounidense de animación –comedia aventura– 
producida por los estudios Dreamworks Animation.
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de un lugar a otro del planeta. Sin embargo, en el ámbito de nuestra facultad 
seguimos utilizando métodos de enseñanza que han quedado totalmente 
desfasados en el tiempo, abriendo una peligrosa brecha entre docentes y 
estudiantes.

Nos cuesta fomentar el cambio; somos resistentes a la apropiación de las 
nuevas herramientas de la tecnología y la comunicación (y en algunos ca-
sos –habiéndolas incorporado– las empleamos indebidamente); continua-
mos planteando las mismas clases magistrales que hace setenta años atrás; 
no innovamos metodológicamente, tampoco fomentamos la curiosidad y 
nos resistimos a capitalizar los avances de las neurociencias (bajo el argu-
mento descalificativo “eso es moda”) para entender y mejorar el proceso de 
enseñanza-aprendizaje.

La relación entre neurociencias y aprendizaje aparece como lógica, ya 
que el cerebro es el órgano del aprendizaje (sin cerebro no se puede apren-
der), y comprender su maquinaria tendrá un innegable impacto en la posi-
bilidad de mejorar la calidad de la enseñanza.

“Las teorías del aprendizaje desde una perspectiva neurocien-
tífica constituyen un nuevo paradigma en el ámbito educativo 
que permite reflexionar, analizar y explicar el comportamiento 
del cerebro humano como un órgano que aprende” (Velásquez 
Burgos y otros, 2006).

Sin embargo, debemos tener en cuenta que las neurociencias tienen un 
valor complementario y que corremos ciertos riesgos si posamos nuestra 
atención solo en ellas y desechamos otras fuentes de evidencia pedagógica. 
Debemos encontrar un término medio entre la crítica vacía que descalifi-
ca y la tendencia a juzgar demasiado alto el valor de las neurociencias en 
comparación a los datos que pueden surgir de la práctica educativa. No se 
puede extrapolar cualquier resultado de laboratorio al aula debido a que 
esos datos son a menudo un promedio y pueden no ser representativos; 
hay estudios que se llevan a cabo en adultos que no son generalizables en 
niños y viceversa.

Pero, sin dudas, la educación tiene mucho que ganar de su interacción 
con las neurociencias y aprovechar su fuerte impronta interdisciplinaria.
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La necesidad de actualizar métodos de enseñanza en nuestra facultad 
para que encastren en el nuevo escenario laboral los abogados que ya están 
egresando, es una demanda apremiante.

Pero parece que no queremos ver el innegable cambio de escenario y 
–al igual que los Croods– seguimos refugiados en nuestra cueva, rigiéndo-
nos por reglas que nos mantienen en nuestra zona de confort, impidiendo 
afrontar los retos que nos plantean las nuevas generaciones (millennials y 
generación Z), achatando a los pocos estudiantes curiosos con el martillo 
de la desmotivación.

En tiempos de acelerada obsolescencia y de cambios vertiginosos, nues-
tra facultad mantiene –en gran parte de su staff docente– una rigidez de 
preceptos pedagógicos que dificultan a los estudiantes incorporar saberes 
y experiencias suficientes para adaptarse al nuevo mundo profesional.

En este trabajo procuro, seguramente de manera pretenciosa, analizar 
algunas prácticas docentes habituales y compartir algunas reflexiones para 
reforzar la idea de un nuevo debate en pos de repensar nuestro rol como 
docentes del siglo XXI.

La rigidez entorpece el crecimiento. La gente rígida tiene  
la tendencia de volver a hacer las cosas de la misma  

manera que las ha hecho siempre.

Wayne Dyer.

II. Los docentes ya no podemos enseñar como aprendimos

Hace muchos años, casi finalizando la década del noventa, un docente 
de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la UNLP acuñó en medios 
gráficos una frase lapidaria por la que será recordado. Sostuvo que de nues-
tra facultad egresaban “Papagayos Jurídicos” (2), en clara alusión al método 
memorístico de enseñanza. A casi veinte años de aquel recuerdo seguimos 
debatiendo sobre el mismo tópico.

 (2) Esta frase retumbó mediáticamente en los diarios de mayor circulación del país. Sin 
embargo, calmadas las aguas, fueron más los cuestionamientos sobre las formas y el con-
texto en el que se planteó el tema que el análisis sobre el fondo de la cuestión.
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Marc Prensky (3) llamaba a reflexionar:

“Me resulta sorprendente cómo con todo el alboroto y el debate 
hoy en día acerca del declive de la educación en los Estados Uni-
dos ignoramos su causa más fundamental. Nuestros estudiantes 
han cambiado radicalmente. Los estudiantes de hoy ya no son el 
tipo de personas que nuestro sistema educativo pretendía for-
mar cuando fue diseñado” (2001: 1).

¿Alguien duda que los dichos de Prensky se apliquen al sistema educati-
vo argentino actual?

Hace aproximadamente dos siglos, las instituciones educativas servían 
a una selecta minoría y tenían carácter básicamente religioso. Años más 
tarde se amplió el espectro de sujetos alcanzados cuando el laicismo de la 
Generación del 80 puso a la educación pública, gratuita y obligatoria como 
prioridad del Estado. Estos cambios –entre otras cosas– se sustentaban en 
la creciente urbanización y el proceso de industrialización que demandaba 
una mano de obra responsable con una formación funcional.

En este contexto, alcanzar la titulación universitaria tenía un valor su-
perlativo ya que aseguraba prosperidad, traducida en ventajas económicas 
y reconocimiento social. A pesar del carácter gratuito de la educación el 
acceso seguía limitado a “clases pudientes”.

Las marcadas diferencias hicieron que la lucha por la inclusión y por 
sostener la gratuidad fuera incrementándose. Asimismo y de manera para-
lela se trataba de mantener la actualización de los contenidos curriculares 
del plan de estudio.

Desde la creación de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, el plan 
de estudios recibió modificaciones en los años 1912, 1922, 1930, 1937, 1953, 
1980 y 1989, produciéndose recientemente (2016) una profunda reforma 
del mismo, a fin de posibilitar un adecuada formación profesional (4).

 (3) Consultor y autor estadounidense, Marc Prensky es un líder del pensamiento, con-
ferencista, diseñador internacional de juegos en las áreas críticas de la educación y del 
aprendizaje, y experto en medios digitales.

 (4) Dentro de los contenidos encontramos el primer punto que contempla la definición 
y objetivos de la carrera estableciendo que: “(...) dada la imperiosa necesidad de proceder 



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

367Jugarle a la cabeza: una apuesta al aprendizaje lúdico y las neurociencias
en la enseñanza del Derecho -  Pablo Lazzatti 

Cabe poner de manifiesto que la gratuidad de la educación pública en el 
plano universitario alcanza solo a la formación de grado.

A finales del último milenio el crecimiento explosivo de las carreras de 
posgrado en Argentina constituyó uno de los efectos novedosos en materia 
de educación superior –con políticas que intentaron la modernización de 
la universidad– impulsadas principalmente a partir de la sanción de la Ley 
de Educación Superior Nº 24.521/95.

En muchos casos, las especializaciones ofrecidas dentro de este marco 
no actúan –en los hechos– como una profundización de contenidos y des-
trezas profesionales específicas, sino como un refuerzo de los conocimien-
tos que no fueron aprendidos debidamente en la educación de grado.

Aquí se acentúa la relación asimétrica que existe entre la gratuidad y el 
arancelamiento, pues al otorgar a la especialización una certificación de ma-
yor cuantía (cuando en el plano fáctico su aporte se limita al desarrollo de 
cuestiones que no fueron debidamente aprendidas en el grado), se produce la 
inmediata consecuencia de un decreciente valor de la titulación universitaria 
de grado, que en algunos casos impacta claramente en el plano laboral (5).

Esta brecha en la relación entre el título de grado y la titulación de post-
grado se acortaría si rejerarquizáramos la educación de grado (elevando el 
umbral de excelencia pedagógico), reevaluando no solo los contenidos de la 
carrera sino el proceso de enseñanza-aprendizaje y sobre todo la forma en 
la que son presentados, debatidos y reelaborados por el docente esos conte-
nidos, a fin de ser aprehendidos por las nuevas generaciones estudiantiles.

Mediante la creación y proliferación –primero de centros universitarios 
regionales y luego en la conversión de éstos en Universidades Nacionales– el 
sistema educativo logró territorialmente mejorar el objetivo de la inclusión. 

a la reconfiguración de la carrera de Abogacía y la necesidad de revisión de los saberes 
básicos disciplinares, conforme el paso del tiempo y las nuevas demandas sociales sobre 
el perfil del abogado, es que el Honorable Consejo Directivo, en Resolución Nº 198/11, 
dispuso instrumentar un programa para el análisis, debate y formulación de propuestas 
tendientes a la reforma del actual Plan de Estudios de la carrera de Abogacía”.

 (5) La Ley 24.522 de Concursos y Quiebras, en su artículo 253 inciso 1º, otorga preferen-
cia en la designación como síndicos “a quienes posean títulos universitarios de especiali-
zación en Sindicatura Concursal”.
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Con la citada reforma del plan de estudios, la Facultad de Ciencias Jurídicas 
y Sociales comenzó a ocuparse de los nuevos desafíos que plantea la for-
mación profesional. Ahora resta debatir fuertemente sobre los métodos de 
enseñanza para lograr darle operatividad a la aludida reforma (6).

La mayor parte del plantel docente regular (cuya edad va de los 35 a los 70 
años), no tuvimos la chance –en nuestro proceso de formación académica 
de grado– de contar con los recursos tecnológicos en el aula; es más, mu-
chos de nosotros nacimos y crecimos sin computadoras, tabletas ni teléfo-
nos inteligentes; al decir de Prensky (2001) somos inmigrantes digitales (7). 
Frente nuestro están los estudiantes, los más jóvenes, que sólo han conocido 
esta sociedad altamente “digitalizada”; que manejan naturalmente disposi-
tivos que tuvieron a su alcance desde niños. Ellos son nativos digitales (8).

Ahora bien, en este contexto, ¿podemos enseñar cómo hemos aprendi-
do? O desde otro punto de vista, ¿pueden los estudiantes aprender solo es-
cuchando o tomando apuntes de una clase magistral tradicional?

Sal de tu zona de confort. Sólo se puede crecer si estás dispuesto a sen-
tirte incómodo y molesto al intentar algo nuevo.

Brian Tracy.

Martin Tetaz (2014) sostiene que uno de los sesgos cognitivos más habi-
tuales es el de preferir el status quo, toda vez que la mayor inclinación del 

 (6) En el punto cuyo título reza “Materias y Espacios Curriculares cuya creación se pro-
pone” puede leerse: “Se visualiza la necesidad de adecuar el régimen de enseñanza vigen-
te en el actual recorrido programático de la carrera de Abogacía al nuevo que se encuentra 
en tratamiento. La mencionada adecuación deberá considerar la paulatina concientiza-
ción y capacitación específica del claustro docente, que se pretende acompañe el progreso 
emprendido hacia una novedosa implementación pedagógica y que ha de construirse en 
el marco de nuestra comunidad académica”.

 (7) Inmigrantes digitales son quienes pueden utilizar la tecnología, convivir con ella, 
disfrutar de ella, pero nacieron y crecieron sin ella.

 (8) Dans, Enriques (2017) no está de acuerdo con ello, pues para él no existen en abso-
luto los nativos digitales, son más bien huérfanos digitales. Huérfanos porque sus padres 
–o sus profesores, o las instituciones educativas– no les han ayudado: como no entienden 
esta realidad, la han ignorado y han dicho: “huy, qué listos son, vamos a dejarlos solos (...)”. 
Y cuando no se los acompañan hacen estupideces y acaban usando muy pocas tecnologías 
y para muy poca cosa.
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cerebro por lo conocido tiene asidero en que no se puede evaluar de mane-
ra certera lo desconocido.

Para desarrollar nuevas prácticas de enseñanza es bueno que intente-
mos conocer cómo aprende el órgano responsable de nuestras emociones 
y conductas, aquel que nos permite pensar, razonar, sentir y ser, además de 
controlar las funciones cognitivas superiores como memoria, percepción y 
aprendizaje. Ilustrarnos sobre el funcionamiento del cerebro nos permitirá 
entender de mejor forma –entre otras cosas– por qué no logramos captar la 
atención del alumnado; por qué lo que enseñamos no siempre es lo que se 
aprende; que no todos aprendemos de la misma manera y fundamental-
mente que este órgano complejo es muy conservador (9).

Mel Silberman, cita al psiquiatra Abraham Maslow:

“(...) quien explica que los seres humanos albergamos dos con-
juntos de fuerzas o necesidades: uno pugna por crecer y el otro 
se aferra a la seguridad. Cualquier persona que deba decidirse 
entre los dos escogerá la seguridad antes que el crecimiento. La 
necesidad de sentirse a salvo debe ser satisfecha antes de que 
pueda pensarse en correr riesgos y explorar lo desconocido” 
(Maslow citado por Silberman, 2006: 20) (10).

Entrevistado por el Cronista el médico cirujano y especialista en neurofi-
siología, Roberto Rosler, explica que nuestro cerebro es reticente al cambio. 
Esta resistencia a modificar hábitos tiene una explicación desde las neuro-
ciencias ya que dentro del Sistema Nervioso Central (SNC) hay estructuras 
que rechazan el cambio. Una de ellas es el tronco cerebral. Allí están las 
conductas que hemos aprendido y una de sus características es que tiene 
neofobia, es decir, miedo a lo nuevo. Este es un factor neto de resistencia al 
cambio (11).

 (9) Ello es porque guardamos genéticamente todas las conductas que nos llevaron al 
éxito en la historia de la especie (supervivencia) y, por eso, el cerebro tienden a repetir lo 
conocido.

 (10) La autora citada replica a Maslow, sosteniendo que el crecimiento se lleva a cabo en 
pequeños pasos, y cada paso hacia adelante se hace posible por el sentimiento de estar a 
salvo, de salir a lo desconocido desde un puerto seguro.

 (11) Explica Rosler que dentro del tronco cerebral, formando parte de este sistema repti-
liano, están los llamados ganglios de la base que alojan las conductas aprendidas. Aquello 
que le es desconocido le provoca temor.
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Rosler explica que la neofobia nos sirvió para sobrevivir en el paleolítico, 
en esos tiempos ancestrales no había muchos cambios: el hombre salía de 
la caverna; el enemigo siempre era el león y las necesidades eran tener agua 
y alimento. Pero vivimos tiempos de cambios permanentes y este miedo 
pareciera no ser tan adaptativo, en especial para algunas instituciones. El 
cerebro no ha tenido tiempo para acomodarse. La sociedad cambió hace 
poco. El boom de descubrimientos tecnológicos que fomentaron estos 
cambios permanentes recién apareció luego de la segunda Guerra Mundial 
y no hubo tiempo para que el SNC se adapte.

Para los docentes que pasamos los cuarenta años de edad, salir de la 
estructura tradicional del dictado de clases magistrales no es nada senci-
llo. ¿Con qué trabas nos encontramos? Ya hablamos sobre la tendencia de 
nuestro cerebro a inclinarse por el status quo; vimos que la neofobia no nos 
deja evaluar de manera certera cómo adaptarnos a lo desconocido, a lo que 
debemos sumar la dificultad para romper la zona de confort que implica co-
menzar a sumar a las clases magistrales las herramientas tecnológicas de la 
comunicación (TIC). Ahí se enciende la alarma, pues como señalé anterior-
mente, el padrón docente en su gran parte está compuesto por inmigrantes 
digitales a quienes les resulta muy trabajoso confiar en lo que no manejan.

La educación es el pasaporte hacia el futuro porque el mañana perte-
nece a aquellos que se preparan para él, hoy.

Malcolm X.

“Los aportes de las neurociencias, en cuanto a las investigacio-
nes sobre el cerebro, han dado una mayor comprensión de cómo 
funciona y ello repercute en el mejoramiento de la habilidad 
del docente para enseñar, así como también en la habilidad del 
estudiante para aprender, toda vez que los resultados de estas 
investigaciones permiten diseñar nuevas estrategias de apren-
dizaje que puedan solventar, entre otras cosas, la proliferación 
de las prácticas inadecuadas, obsoletas, que afectan al sistema 
educativo actual” (Aparicio, 2009: 3).

En el diario Español El País, un artículo escrito por Luis Garicano (12), 
dispara una provocadora pregunta ¿El fin de la clase magistral?

 (12) Profesor de Economía de London School of Economics.
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En su análisis expone crudamente una crítica al sistema de clases magis-
trales. El docente expresa: Nuestro sistema educativo, a pesar de las muchas 
reformas que hemos presenciado, continúa sin adaptarse a las necesidades 
de la economía del conocimiento y sin aprovechar las muchas oportunida-
des que las nuevas tecnologías le brindan. En un mundo en el que Google 
nos permite inmediatamente conocer la respuesta a la pregunta más ab-
surda o complicada, nuestro sistema continúa insistiendo en conseguir que 
los alumnos memoricen largas listas de datos que, usando esos teléfonos 
móviles que no salen de sus manos en ningún momento del día, cualquiera 
de ellos podría encontrar en segundos.

Sostiene que es necesario que los profesores, tanto en las universidades 
como en las escuelas, reaccionen a estos cambios y adapten su forma de ense-
ñar. Existen varias formas de alterar completamente la experiencia en la clase 
que, en mayor o menor medida, los profesores con iniciativa y ganas ya están 
aplicando. Todas ellas tienen en común el abandono casi completo de la ‘clase 
magistral’ en la que el profesor, desde lo alto de su podio, predica a los igno-
rantes estudiantes cuya obligación es callar y tomar sus abominables apuntes.

Explica que este abandono de la clase magistral, que ya hubiera sido re-
comendable hace años, será en breve obligatorio, porque las nuevas tecno-
logías permiten que los estudiantes tomen su “clase magistral” en su propio 
tiempo y a su propia velocidad.

El que aprende y aprende y no practica lo que sabe, es como el que ara 
y ara y nunca siembra.

Platón.

Edgar Dale (1946), famoso por su cono de aprendizaje, propuso en “Au-
dio Visual Methods of Teaching” un modelo sobre la efectividad de las for-
mas por las cuales aprendemos. Dicho modelo se representa a través de 
una pirámide o cono de experiencias en el que los pisos corresponden a 
diversos métodos de aprendizaje. En muchas ocasiones para entender y/o 
explicar la manera como aprendemos las personas nos resulta muy ilustra-
tivo utilizar el cono de Edgar Dale, porque con un simple golpe de vista en-
tendemos que, fundamentalmente, las personas aprendemos más las cosas 
que requieren de nuestra actividad e implicación directa, lo que llamamos 
aprendizaje activo o “learning by doing”, es decir aprender haciendo.
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A partir del esquema (Dale, 1969) se puede deducir que los métodos me-
nos efectivos para el aprendizaje (la lectura, las clases verbales de un profe-
sor y los dibujos en la pizarra) son los que se encuentran más ampliamente 
difundidos y utilizados y son los que ocupan los máximos porcentajes del 
tiempo educativo en nuestras aulas. En cambio, los procedimientos que han 
demostrado ser más efectivos (los debates, las simulaciones, el hacer las co-
sas realmente, el ver películas, etc.) solamente ocupan un espacio marginal 
y muy reducido en los tiempos docentes (Urquizu Cavallé, 2012: 3).

El aprendizaje no es una consecuencia automática de verter información 
en la mente del alumno; requiere la participación reflexiva del estudiante 
y también la acción. Esto sólo se conseguirá si el aprendizaje es activo, es 
decir, aquel en el cual los alumnos realizan la mayor parte del trabajo; ana-
lizan ideas; resuelven problemas y aplican lo que aprenden.

Si los profesores tenemos una razón de ser, es la de facilitar el aprendiza-
je a nuestros estudiantes. Pero no cualquier tipo de aprendizaje, sino aquel 
que sirve para construir un cuerpo de conocimientos, habilidades o des-
trezas y actitudes flexibles que faciliten su posterior inserción y desarrollo 
en el ámbito laboral. Para ello debemos concebir a la universidad como un 
campo donde los estudiantes se forjarán como profesionales y en su tránsi-
to serán aprendices. Con esto quiero decir, un lugar donde claramente asis-
ten para aprender. Debemos mutar la idea general de ver a la universidad 
solo como una “Institución de Enseñanza” para comenzar a verla también 
como una “Institución de Aprendizaje”.

Lo que parece un juego de palabras, no lo es. En el primer caso, el centro 
o eje del proceso educativo es exclusivamente el docente, en el segundo se 
incorpora como protagonista al estudiante.

El estudiante debe ser el protagonista de las clases, no el maestro.

Tracey Tokuhama Espinosa.

Para Tracey Tokuhama Espinosa (13) hay una fórmula muy eficaz para 
captar la atención de un estudiante, y es haciéndolo protagonista de la cla-

 (13) En una entrevista en el diario La Nación, la especialista norteamericana en ca-
pacitación docente y en motivación charló con Julieta Paci sobre la necesidad de crear 
pensadores críticos. Tokuhama Espinosa es Profesora de Educación y Neuropsicología, 
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se. Uno de los mayores desafíos de un profesor, en la era de los videojuegos 
y de internet, es mantener la atención y concentración del estudiantado.

Para ella, el problema radica en que se enseña en forma de cátedra verti-
cal y no se aprovecha la curiosidad de los jóvenes.

Sostiene que se necesitan debates, diálogos, interacción entre los alum-
nos, como alguna vez fueron las clases de Sócrates. Lo bueno es que el 
estudiante caiga en la cuenta de su propia ignorancia y se esfuerce para 
superarla. De nada sirve hacer cálculos de memoria y repetir textos que ja-
más podrán ser aplicados a la vida cotidiana. La educadora considera fun-
damental que la meta de los profesores sea crear pensadores críticos, que 
puedan resolver problemas de la vida real y no sólo dentro del aula.

Aunque para la experta norteamericana, la de maestro representa una 
de las profesiones más importantes dentro de la sociedad, pues todos pa-
san alguna vez por sus manos, reconoce que ellos, últimamente, no son vis-
tos con buenos ojos y que muchos docentes tampoco valoran su lugar (14).

Es necesario desarrollar una pedagogía de la pregunta. Siempre esta-
mos escuchando una pedagogía de la respuesta. Los profesores contes-

tan a preguntas que los estudiantes no han hecho.

Paulo Freire.

Nicholas Burbules (2014) (15) sostiene que el futuro de la enseñanza está 
en el aprendizaje ubicuo (16). El aprendizaje formal, con tiempos pautados 
por el docente, irá de a poco perdiendo terreno a manos de uno de carácter 
informal basado en las necesidades y propósitos que el estudiante tenga en 
el momento.

autora de numerosos libros y publicaciones y directora de IDEA (Instituto de Enseñanza 
y Aprendizaje).

 (14) Tal vez una de las razones por las cuales algunos docentes no sean bien considera-
dos, la podemos buscar en que a menudo se encuentran profesores que no saben enseñar, 
que dictan lo mismo que hace 50 años, que no cuentan con las herramientas ni los conoci-
mientos necesarios para hacerlo, que no se capacitan y, lo que es peor, que destruyen a los 
estudiantes con críticas poco constructivas.

 (15) Filósofo.
 (16) El aprendizaje ubicuo puede sintetizarse como la posibilidad de acceder a la infor-

mación en cualquier lugar o cualquier momento.



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

374

En pleno siglo XXI es obsoleta la idea del docente como única fuente de 
información y saber, cuando a un clic de distancia, internet nos muestra un 
infinito universo informativo donde la diversidad de contenidos se mezcla 
en un “Cambalache Discepoliano” y replantea la tarea de selección y depu-
ración como uno de los grandes desafíos del profesorado.

El nuevo mileno abrió una puerta que ya no puede cerrarse, ¿quién no 
echó mano a su teléfono inteligente u ordenador portátil para buscar en la 
web la respuesta a una pregunta? ¿Quién no vio un vídeo tutorial en You-
Tube en medio de una crisis? Quien haya hecho esto ya se convirtió en un 
aprendiz ubicuo.

Atento a la proliferación de dispositivos portátiles y la masificación del 
wi-fi, hoy se puede aprender en todo momento y lugar; el aprendizaje en 
tiempo real se ha incorporado al flujo de la vida cotidiana.

Como vimos, se necesita un empoderamiento del estudiante; situarlo 
en el centro de la clase; hacer que tome protagonismo y fomentar en él el 
aprendizaje ubicuo.

Esta tarea tampoco resulta sencilla, porque primero hay que quitarles 
la anestesia, correrlos también de su zona de confort, moverlos de la com-
placencia del “qué tengo que hacer para aprobar” llevándolos a reflexionar 
sobre “qué tengo que hacer para aprender”, y que el aprobar sea su conse-
cuencia inmediata.

En el futuro, se podrán predecir el comportamiento y la experiencia de 
una persona a partir de su actividad cerebral (John Dylan Haynes) (17).

El docente tiene que explorar un nuevo desafío que plantea la educación 
actual. La baja dosis atencional de los estudiantes nos obliga a reelaborar 
nuestras clases repensando formatos que despierten la curiosidad y el inte-
rés del alumnado por los contenidos que les presentamos.

 (17) Entrevistado por Eduard Punset, Haynes explica que hay dos aspectos que forman 
una decisión. Por un lado, el proceso cerebral no consciente: algo que ocurre en el cerebro 
y que te lleva a elegir una cosa u otra. Y, por el otro, cómo conscientemente sabes aquello 
que quieres hacer: “la toma de una decisión”.

Antes que intervenga el consciente (neocórtex), se produce un procesamiento incons-
ciente en el cerebro. En el cerebro (límbico) sucede algo que prepara la decisión, que con-
duce hasta ella e influye en la manera en la que tu mente consciente termina eligiéndola.
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La neurociencia puede ser de importante ayuda en estos casos para in-
tentar comprender los por qué y a partir de allí trabajar sobre los cómo.

A sabiendas que, literalmente, en materia de neuroeducación estamos 
dando los primeros pasos y que no puede tomarse al pie de la letra las pom-
posas afirmaciones que hoy en día aparecen en redes sociales y portales de 
internet, cuyas fuentes son indeterminadas o meras referencias generales a 
estudios o trabajos (papers) de universidades poco prestigiosas o descono-
cidas, creo que es importante para entender cómo opera el cerebro, cono-
cer algunos detalles del mismo.

Los esfuerzos de la neurociencia en estudiar y comprender el cerebro 
humano se remontan a épocas ancestrales. Hace al menos 2.500 años se 
realizaban perforaciones en el cráneo (trepanaciones) para tratar de aliviar 
desde afecciones cerebrales que modificaban la conducta del sujeto (tras-
tornos mentales, epilepsia) hasta fuertes dolores de cabeza. Se sabe que no 
eran letales porque los cráneos presentan cicatrización, lo cual indica que 
el individuo estaba, y siguió vivo, cuando se realizaron.

Los griegos Hipócrates (calificado el padre de la medicina actual) y Ga-
leno, consideraban en escritos médicos sobre el estudio del cerebro, que 
en éste se producían las virtudes y operaciones más complejas de carácter 
mental que caracterizan al ser humano.

Desde esos tiempos y hasta la década de los setenta, en la que el premio 
Nobel de medicina Godfrey Newbold Hounsfield inventa la máquina de re-
sonancia magnética, los estudios se realizaron mayormente sobre cerebros 
humanos sin vida o sobre cerebros vivos de animales.

La aparición del resonador magnético generó un avance superlativo en 
las neurociencias al poder estudiar al cerebro humano en actividad; esto le 
permitió instalarse en el podio de las ciencias de vanguardia del siglo XXI.

Pero, como señalara anteriormente, esto recién empieza y todavía queda 
mucho camino por recorrer y muchísimo por aprender.

El punto de interés del presente artículo en torno a esta ciencia está cen-
trado en visibilizar algunas de las bondades que presenta el estudio del fun-
cionamiento cerebral –como principal órgano donde se gesta y desarrolla el 
proceso de aprendizaje– para luego reflexionar sobre las prácticas docentes 
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más usuales y otras que aparecen como marcadamente disruptivas en la 
Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales.

Voy a apoyarme en distintos trabajos sobre estudios hechos al cerebro 
tratando de delinear algunos conceptos direccionados a desmitificar que 
somos SERES RACIONALES QUE SIENTEN para entender que verdadera-
mente somos SERES EMOCIONALES QUE PIENSAN. Para Daniel López 
Rosetti (2017) “la emoción decide y la razón justifica”.

Darwin nos enseñó con su teoría sobre la evolución de las especies que 
no sobrevivieron los más fuertes, sino los que mejor se adaptaron al medio. 
Nuestro cerebro no fue la excepción al proceso evolutivo.

Con base en la teoría del “Cerebro Triúnico” de Paul MacLean (1970), 
nuestro cerebro se habría desarrollado de abajo hacia arriba y de atrás ha-
cia adelante.

El cerebro humano evolucionó a partir de que fueran anexándose dis-
tintas capas a las ya existentes, es decir, cuando en el cerebro crecía una 
nueva zona, se agregaba a la anterior interconectándose. La nueva sección 
se formaba por encima de la antigua.

Estas partes del cerebro no actúan independientemente unas de otras, 
sino que es una forma de estructurar el cerebro para poder entender su fun-
cionamiento, basado en su desarrollo evolutivo y en la complejidad de sus 
funciones y que para nada excluye que el cerebro funcione en red mediante 
la interacción de todas y cada una de sus estructuras. A estas estructuras 
diferenciadas MacLean las denominó el complejo reptiliano, el sistema lím-
bico y el neocórtex.

El reptiliano es la parte más primitiva de nuestro cerebro, en la que se 
procesan los instintos básicos de la supervivencia: el deseo sexual, la bús-
queda de comida, o las respuestas tipo de pelea o huida. Estas respuestas 
tienden a ser automáticas y programadas.

Forma parte del cerebro no consciente. Recordemos que en gran me-
dida el comportamiento humano se origina en zonas profundamente en-
terradas en el cerebro. No piensa, sólo actúa cuando nuestro cuerpo se lo 
pide realizando un control hormonal: de la temperatura, del hambre, la 
sed, la motivación reproductiva, respiración, etc. Esta parte del cerebro la 
compartimos con los reptiles y los peces.
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Siguiendo con la tesis de MacLean, a la primera capa del cerebro (ce-
rebro primitivo o reptiliano) se le anexa otra capa denominada cerebro 
límbico o cerebro de mamífero. Este sistema límbico está compuesto por 
un conjunto de estructuras cuya función está relacionada con las respues-
tas emocionales, el aprendizaje y la memoria (18). Nuestra personalidad, 
nuestros recuerdos y en definitiva el hecho de ser como somos, depende en 
gran medida del sistema límbico. Todo lo que ocurre en el medio exterior 
es procesado en nuestro cerebro límbico, dándole el matiz emocional al 
experimentarlo (19).

La relación entre emociones y respuestas autonómicas (20) es esencial. 
Frente a una situación de peligro, desde el hipotálamo se envían órdenes 
a los distintos órganos del cuerpo humano a través del sistema nervioso 
autónomo (vía sistema simpático) para iniciar las reacciones de ataque (lu-
cha) o fuga (escape o evitación).

El sistema simpático es el encargado de activar las funciones orgánicas 
para producir la reacción del estrés. Produce taquicardia y elevación de la 
presión arterial; aumenta la frecuencia cardiaca; provoca un estado de an-
siedad que se visualiza en la sudoración de manos y sequedad de boca por 
disminución de saliva (21).

 (18) Algunos neurocientíficos creen que el hipocampo ayuda a seleccionar lo que la me-
moria ha almacenado, tal vez por la fijación de un “marcador emocional” hacia algunos 
eventos, para que tengan la posibilidad de ser recuperados. La amígdala entra en juego en 
situaciones que despiertan sentimientos como el miedo, la piedad, la ira o la indignación.

 (19) Son muchas las emociones que podemos experimentar. Algunas son llamadas 
‘emociones primarias’, como el miedo, la ira, la alegría, la tristeza, el disgusto y la sorpresa; 
emociones que van acompañadas de patrones de conducta tales como respuestas faciales, 
motoras, vocales, endócrinas y autonómicas hasta cierto punto estereotipadas y que son 
reconocibles por encima de diferencias culturales y raciales en los seres humanos. Distin-
guimos otras emociones, como la envidia, la vergüenza, la culpa, la calma, la depresión y 
muchas más, que se denominan ‘emociones secundarias’, con un componente cognitivo 
más alto y que van, además, siempre asociadas a las relaciones interpersonales.

 (20) Respuesta preorganizada a un estímulo interno o externo que se percibe y procesa 
en el sistema límbico (amígdala) que dispara el estado corporal característico de la emo-
ción, alterando el proceso de cognición, el que se ajusta al estado emocional.

 (21) Esto es así porque la producción de saliva se relaciona con el acto de la ingesta de 
alimentos, una acción que no es compatible en momentos donde la respuesta automática 
nos enfoca solamente a reacciones de ataque o huida.
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Efectivamente la respuesta automática y natural de nuestro cuerpo ante 
las situaciones que nos resultan amenazadoras o desafiantes es el estrés.

¿A qué estudiante no le pasó, frente al llamado del docente a “pasar al 
frente” y no tener demasiadas respuestas para dar, experimentar la sensa-
ción que el corazón latía tan rápido que parecía salirse del pecho?

¿Quién no se paró frente a un auditorio importante y su garganta se con-
virtió en un desierto? Paradojalmente esa fuga de salivación que producía 
la sequedad de la garganta venía acompañada de una fuerte sudoración 
en las palmas de las manos (ambas reacciones autonómicas). El cuerpo se 
prepara para la lucha y las respuestas autonómicas actúan.

En entornos educativos esto puede ocurrir en los estudiantes que en-
frentan por ejemplo: una situación de examen; que estén sometidos a tra-
bajos que por su complejidad y extensión no pueden ser realizados en el 
tiempo proporcionado por el docente; que el contexto educativo sea hostil 
o degradante, etc.

En los docentes, los síntomas de estrés pueden manifestarse –entre 
otros– por la obligación de mantener la atención del alumno sin tener su-
ficientes recursos para hacer frente a ello; por la necesidad de responder 
inmediatamente a preguntas manteniendo un nivel adecuado de eficacia 
docente; por el marcado desequilibrio entre los objetivos pedagógicos que 
se pretenden y los recursos, tanto personales, materiales u organizativos de 
que dispone; por la falta de reconocimiento social de la tarea, por conflictos 
generados con colegas, etc.

Esto puede llegar al desgaste mental conocido como síndrome de Burn 
Out (síndrome del quemado), que es un estado caracterizado por el agota-
miento, decepción y pérdida de interés, como resultado del trabajo rutina-
rio en el cual no se logra alcanzar las expectativas depositadas en su tarea. 
Este es un trastorno emocional provocado por el trabajo y conlleva graves 
consecuencias físicas y psicológicas cuando el fenómeno se somatiza.

El agotamiento emocional refiere a la disminución severa o pérdida de 
recursos emocionales. Se visualiza a través de la despersonalización y la 
falta de sentimiento por los sujetos. La realización personal en el trabajo 
se evalúa en forma negativa, con el reproche de no haber alcanzado los 
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objetivos propuestos y con vivencias de insuficiencia personal y baja au-
toestima profesional. La frustración se produce, entre otras cosas, cuando 
ven que su trabajo no es productivo y pese al esfuerzo no logran captar la 
atención ni despertar el interés de los estudiantes, produciéndose una sen-
sación de vacío. Básicamente el cerebro límbico no piensa, siente y mucho 
cuidado si lo que siente está enmarcado en un contexto de peligro o ame-
naza permanente.

Por último, se encuentra la tercera capa cerebral: el neocórtex. Este es 
el único cerebro que piensa, que nos hace humanos. Está dividido en dos 
hemisferios (derecho e izquierdo) y cuatro lóbulos (frontales, parietales, 
temporales y occipitales).

El hemisferio izquierdo domina la parte derecha del cuerpo y vicever-
sa. En él se encuentra el pensamiento analítico (lógica, lenguaje, ciencias y 
matemática) mientras que en el hemisferio derecho encontramos el pensa-
miento holístico (intuición, creatividad, arte, música). Ubicado en la parte 
delantera del lóbulo frontal hallamos el prefrontal que está asociado a fun-
ciones mentales superiores como la planificación; el autocontrol; la toma 
de decisiones; las inteligencias cognitiva-intelectual (razonamiento, reso-
lución de problemas) y emocional.

Se estima que la maduración total de los prefrontales culmina después 
de los 25 años llegando en ocasiones a los 30 años (22). Esto habrá de tener-
se en cuenta para entender ciertas dificultades con la que nos encontramos 
los docentes que advertimos serios problemas de cognición en una parte 
importante de los estudiantes de la carrera. También desde lo emocional 
las dificultades para sortear rápidamente las frustraciones se reflejan en las 
elevadas estadísticas de deserción temprana, mostrándose una escasa ca-
pacidad de resiliencia.

La importancia de saber que los lóbulos prefrontales se asocian a fun-
ciones mentales superiores como la inteligencia cognitiva y la emocional 
nos permitirá entender las conexiones entre el límbico y el neocórtex. Así 

 (22) Oliva Delgado, Alfredo (2007: 246) es categórico al sostener: “La maduración del 
circuito prefrontal es más lenta, no se ve acelerada por los cambios hormonales de la pu-
bertad y depende de la edad y del aprendizaje, no alcanzando su madurez hasta la tercera 
década de vida”.
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encontrará sustento la afirmación antes realizada: SOMOS SERES EMO-
CIONALES QUE PENSAMOS.

En el neocórtex se produce el estado de consciencia cerebral mientras 
que la zona límbica forma parte del cerebro no consciente.

Frente al desborde emocional del sistema límbico (ante una situación 
de peligro) se produce una interacción entre éste y el neocórtex. Esa inter-
ferencia –no consciente– en la consciencia altera el proceso de cognición y 
la percepción, ajustándolos al estado emocional.

Es decir, la región cerebral implicada en la activación inicial de una emo-
ción no es la misma que se encarga de su regulación.

El sistema límbico gesta una emoción activada por la amígdala (parte 
no consciente) y la corteza prefrontal (ubicada en el neocórtex –parte cons-
ciente–) se ocupa de la regulación (Goleman, 2003).

Aprender a regular las emociones no es tarea sencilla y requiere de 
una educación emocional que nuestra currícula educativa aún no ha 
incorporado.

En síntesis, el desborde emocional inconsciente proveniente del siste-
ma límbico es advertido –desde el consciente– por el neocórtex en la zona 
prefrontal que se encarga de su regulación. Ante la falta de una educación 
emocional adecuada, cuando la emoción desborda el inconsciente y es vi-
sibilizada por la parte consciente, ésta no puede proceder correctamente 
a su regulación por una clara ausencia de recursos y termina colapsada 
por el torbellino emocional, exteriorizado por conductas que se muestran 
irracionales (23).

“El célebre investigador Joseph LeDoux, de la Universidad de 
Nueva York, explica que el sistema emocional puede monopoli-
zar todos los recursos del cerebro. Es como si las emociones pu-
dieran tomar el control del conjunto de las funciones cognitivas 

 (23) El límbico no entiende el lenguaje de las palabras (el lenguaje se procesa en el neo-
córtex) y por ende no puede ser reflexivo. Es por ello que frente a un desborde emocional 
tratar de convencer a un sujeto que entre en razones, explicándole racionalmente que está 
siendo irracional, no sirve de nada. Mejor es apartarlo hasta que se tranquilice y recién ahí 
tratar de establecer un diálogo reflexivo.
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y perceptuales. Por ello, a partir de un simple índice es posible 
construir un escenario imaginario, como si el cerebro buscara 
confirmar toda clase de hipótesis yendo en el sentido de lo que 
se siente. LeDoux explica que es mucho más fácil para una emo-
ción tomar el control de los pensamientos, que para los pensa-
mientos tomar el control de las emociones” (LeDoux, 2001. Cita-
do en Chabot y Chabot, 2009: 70).

Lo antedicho nos obliga –como docentes– a repensar la necesidad de 
capacitarnos para alfabetizar emocionalmente el aula (24), para autorregu-
lar nuestras emociones y favorecer el aprendizaje de los educandos poten-
ciando en clase las emociones positivas de primer y segundo grado y las 
sociales (alegría, fascinación, optimismo, satisfacción, encanto y apasiona-
miento, entre otras).

Los sentimientos determinan aprendizajes, y frente a barreras emocio-
nales pueden verse alterados. Al propagarse en el aula un clima psicoafec-
tivo agradable, armónico y emocionalmente cálido, se hace más propicia y 
efectiva la interacción docente-alumno/ alumno-alumnos.

El neocórtex nos permitió desarrollar algo que fue determinante en la 
evolución del mundo tal cual lo conocemos: el lenguaje. Este es la capa-
cidad que tenemos los hombres de comunicarnos por medio de signos 
lingüísticos, a través de secuencias sonoras –la más usual es el lenguaje 
verbal–, pero además podemos utilizar gestos y señas, así como también 
signos gráficos (lenguaje no verbal).

La comunicación no verbal o lenguaje del cuerpo fue la forma en la que 
nuestros ancestros podían entenderse sin el auxilio de las palabras, acu-
diendo a expresiones faciales, posturas físicas, actitudes y contacto visual. 
De esta manera, fue una verdadera ventaja evolutiva para integrarnos al 
proceso de socialización que el lenguaje del cuerpo pudiera expresar emo-
ciones. Pero como sostuve anteriormente, en nuestras aulas, la pedagogía 
emocional es algo que no se tiene lo suficientemente en cuenta tanto por 
quien enseña como por quien aprende.

 (24) Para ello es indispensable manejar cuatro pilares básicos: a) saber lo que sentimos 
como docentes, b) saber lo que los estudiantes sienten, c) descubrir las causas de esas 
emociones, d) conocer el probable efecto de nuestras emociones en los demás.
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No puede ignorarse la influencia que la escuela tiene en nuestra cultura 
no verbal.

Desde que nos escolarizamos a los 3 años estamos recibiendo instruc-
ciones de cómo debemos movernos, sentarnos, formar, saludar, expresar o 
reprimir emociones.

Como docentes ¿nos involucramos en aprender a transmitir e interpretar 
el lenguaje corporal y demás manifestaciones de la comunicación no verbal?

Para afrontar una mejora de estas habilidades ¿no sería conveniente pre-
ocuparse por aprender sobre expresión corporal? ¿En nuestra actividad do-
cente enseñamos con todo el cuerpo? ¿O como los viejos muñecos del Ca-
pitán Escarlata solo movemos la boca, mientras el cuerpo permanece tieso?

Estas preguntas solo intentan disparar la reflexión del lector.

Para advertir la importancia de estar con todo el cuerpo en movimiento 
y no quedarse inmóvil o paralizado frente a la clase, basta recordar los be-
neficios que se le reconocía a la “Escuela Aristotélica Peripatética”. Los pe-
ripatéticos eran los filósofos seguidores de Aristóteles, que debatían mien-
tras caminaban alrededor de un jardín.

Estar en movimiento permite que el cerebro se oxigene, aumentando 
los niveles de atención a la vez que produce neurotransmisores como las 
endorfinas que son generadoras de la sensación de bienestar, además de 
ponernos más optimistas y creativos.

“El papel de la comunicación no verbal en el aula es básico. Está 
conectada con la dimensión relacional. A través de ella se conta-
gian los estados emocionales y se transmite lo que tiene un ma-
yor peso educativo: actitudes, creencias, emociones, sentimien-
tos, expectativas, valores, prejuicios, estados de ánimo, (...). Es 
decir: la mayor parte de las variables que constituyen el ´currí-
culum oculto´ en los centros educativos. Su papel resulta deci-
sivo en la interacción profesor-alumno y en la configuración del 
clima relacional y marco normativo en el aula. También influye 
en el desarrollo de la función instructiva, al permitir enfatizar y 
reforzar los mensajes lingüísticos para atraer y mantener la aten-
ción de los alumnos” (Álvarez Núñez Quintín, 2012: 24).
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Hay que seguir jugando cuando uno es adulto (...) para evitar tomarse 
a uno mismo demasiado en serio, para mirar de vez en cuando al espejo 
y ver al niño que todos llevamos dentro y, entonces, aprender a mirarle a 

los ojos sin dejar que nos tiranice (...).

Philippe Meirieu.

Rebeca Anijovich (25) reflexiona –en una entrevista periodística– que a 
menudo en el aula escuchamos frases como éstas: “Deja de jugar, en clase 
no se juega”. “Acá se viene a aprender y no a jugar”. “Si terminan la tarea 
pueden jugar”.

Explica que estas frases muestran una clara disociación entre jugar 
y aprender, como si una excluyera a la otra. Señala que al jugar estamos 
aprendiendo. A través del juego es posible descubrir nuevas formas de ha-
cer las cosas, de ampliar nuestra visión del mundo, de establecer nuevas 
relaciones para comprender nuestro entorno. Resalta que el juego nos vin-
cula con el placer y la imaginación (26).

Si en nuestro ciclo educativo inicial (jardín de infantes) a través del juego 
sociabilizamos; si logramos establecer pautas de comportamiento y apren-
dimos valores; si tuvimos un fuerte desarrollo sensorio-motriz, cognitivo y 
emocional que resultó que muchos de nosotros terminásemos alfabetiza-
dos antes de ingresar a la primaria, ¿Por qué abandonamos gradualmente 
esa práctica en las instancias educativas posteriores?

Johan Huizinga (1938) en su libro Homo Ludens presenta el juego como 
un fenómeno cultural y resalta su condición de actividad cuya función hu-
mana y social es tan importante como la reflexión y el trabajo.

 (25) Especialista y magíster en formación de formadores. Docente de la UBA y de la Uni-
versidad de San Andrés. Asesora de escuelas.

 (26) Anijovich invita a que ampliemos nuestra mirada y dejemos que el juego también 
sea parte de la vida de jóvenes y adultos: juegos de roles, de colaboración, de negocios, de 
profesiones, de toma de decisiones, entre otros. Hoy la neurociencia ha probado –a través 
de la neuroplasticidad– que podemos aprender a lo largo de toda la vida y que la emoción 
se relaciona con el aprendizaje. También sabemos de la estrecha relación entre juego y 
aprendizaje, y en ese marco surge la inevitable pregunta ¿por qué no seguir jugando?
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Pero nuestra realidad educativa muestra otra cosa. Seguimos enseñando 
de manera conductista a garrote y zanahoria, como hace muchísimas dé-
cadas atrás.

Sir Ken Robinson sostiene que en el siglo XXI aún mantenemos una es-
tructura educativa industrial.

Comparto esta premisa. Nuestras aulas destilan este tipo de enseñanza 
industrialista que propone un aprendizaje estandarizado, sin hacer distin-
ción alguna; a todos se les enseña de la misma forma y son obligados a pro-
cesar la información de igual modo. Desde el siglo XIX hasta la actualidad 
el sistema educativo sigue teniendo la impronta del modelo industrial pro-
ductivista y estandarizado. En dicho modelo el individuo vale por lo que 
produce. El ocio es visto de manera improductiva y el tiempo de juego es 
equiparado al ocio improductivo. En esta cadena asociativa el juego no tie-
ne espacio en el aula, pues es sinónimo de pérdida de tiempo.

De ahí la importancia de la obra de Huizinga (1938). Su visión del juego 
como fenómeno cultural también se advierte en civilizaciones claves como 
la Romana y la Griega.

En las formas de vida romanas el juego pareció asumir un lugar central 
en el imaginario colectivo en las figuras del teatro y el circo. Lo lúdico esta-
ba entrelazado con lo religioso y se vivía como un espectáculo, una fiesta. 
El juego se asoció a una forma de actividad de aprendizaje que reivindica-
ba su condición de espacio imaginario o simulacro de lo real. En el teatro 
romano el actor no era quien verdaderamente era, sino quien interpretaba 
ser. En el circo romano, lo lúdico se vio estrechamente ligado a un sentido 
religioso; era vivido como un espectáculo que conservaba todas las carac-
terísticas de un ritual de culto que se proponía tanto como ofrenda a Dios, 
como para alegría y relajación de los hombres.

Para los griegos, la esencia del juego parecía reposar en el sentido de 
competencia. A partir del año 776 a.C, con el nacimiento de los juegos 
olímpicos –cuya importancia sobresale hasta nuestros días– se dio lugar al 
nacimiento de figuras heroicas de gran reconocimiento social. Las compe-
tencias deportivas eran de gran importancia para esa cultura atento a que 
resultaban una ceremonia o rito de iniciación para los jóvenes. Los gana-
dores calificaban de manera prestigiosa. Era evidente el beneficio cultural; 
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mientras los jóvenes daban cuenta de su dinamismo y destreza en el marco 
de una competencia, eran implicados a la sujeción de estrictas reglas de 
juego que facilitaban su socialización.

En síntesis, los espacios de juego, competencias y fiestas populares son 
escenarios fértiles para la apropiación de valores culturales.

III. La pedagogía de la fascinación

Una de las mayores preocupaciones que tenemos los docentes en la ac-
tualidad es la de encontrar una fórmula que despierte el interés de los cur-
santes. Esto implica necesariamente comenzar a corrernos de nuestra zona 
de confort y considerar el abandono de la clase magistral tradicional para 
comenzar un proceso de cambio hacia una pedagogía de la fascinación.

La fascinación nos imanta, nos atrae irresistiblemente, encendiendo el 
motor de nuestras emociones; a partir de la fascinación se activa la curio-
sidad que lleva a focalizar la atención sobre lo que nos resulta novedoso 
aprender, y que consigue un mejor rendimiento de la gestión de la memoria.

En el escenario áulico de la fascinación el juego es un actor principal.

El juego es expresión de pura creación; a medida que jugamos vamos 
consolidando un estilo, un orden, un ritmo propio, que bajo límites y reglas 
permitirán desplegar esa virtuosidad propia de la condición humana.

IV. La gamificación

La gamificación o juegos serios es una técnica de aprendizaje que trasla-
da la mecánica de los juegos al ámbito educativo-profesional con el fin de 
conseguir óptimos resultados, ya sea para absorber mejor algunos cono-
cimientos o perfeccionar alguna habilidad, entre otros muchos objetivos.

Este tipo de aprendizaje gana terreno en las metodologías de formación 
debido a su carácter lúdico, que facilita la interiorización de conocimientos 
de una forma más divertida, generando una experiencia positiva en quien 
lo usa.

El modelo de juego realmente funciona porque consigue motivar a 
los estudiantes, desarrollando un mayor compromiso de las personas e 
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incentivando el ánimo de superación. Para ello suele utilizar una serie de 
técnicas y dinámicas extrapoladas de juegos conocidos.

El exitoso ex DT de la selección trasandina de fútbol (hoy a cargo de la se-
lección nacional) utilizó la gamificación como forma de entrenar tácticamen-
te a sus dirigidos chilenos durante la última Copa América y vaya si le fue bien.

El argentino Jorge Sampaoli expresó: “Cuando nos dimos cuenta de que 
en las charlas técnicas los jugadores miraban más las pantallas de sus telé-
fonos celulares que a nosotros, llegamos a la conclusión de que teníamos 
que cambiar”. ¿Y qué hizo para ello? Aplicó la gamificación a fin de realizar 
ejercicios tácticos mediante realidad virtual de un juego de fútbol. Aprove-
chando el sistema estratégico que permite el juego FIFA de PlayStation, los 
futbolistas aprenden a trabajar individualmente sus movimientos dentro 
de una cancha de fútbol.

No se trata simplemente de que los jugadores jueguen PlayStation de 
forma meramente recreativa. El sistema de Sampaoli mezcla el fútbol con 
la tecnología y los juegos de video, teniendo como intención que los futbo-
listas se enfrenten a las diferentes estrategias y movimientos que un rival les 
puede presentar en un partido de fútbol real (27).

La idea, en realidad, comenzó a gestarse en Rosario. En 2010, la maestría 
de Comunicación Digital Interactiva de la Universidad Nacional de Rosa-
rio invitó al diseñador de juegos e investigador uruguayo, Gonzalo Frasca, 
a participar de su Foro de Periodismo Digital. Su conferencia se basó so-
bre los posibles usos en capacitación y educación en general, de lo que se 
denominan “plataformas inmersivas”, como los simuladores de vuelo, que 
intentan que el alumno aprenda “viviendo” la experiencia en 3D. Matías 
Manna estuvo presente en la charla y propuso implementarlo en Unión de 
Santa Fe, en 2013. Por entonces el cuerpo técnico era encabezado por Fa-
cundo Sava, a quien le resultó atractiva la propuesta. Matías Manna (quien 
acercó la idea a Sava) expresó: “Yo veía que en las charlas del ‘Colorado’ 

 (27) “Lo más valorable de esta herramienta es que rompe con un método tradicional de 
charla técnica donde el jugador está en un rol pasivo, únicamente escuchando o mirando 
videos. Así, en cambio, tiene más participación y se potencia la interacción”, explica Sebas-
tián Beccacece, ayudante de campo de Sampaoli en la dirección de “La Roja” y verdadero 
artífice de la instrumentación del nuevo sistema de trabajo.
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Sava había jugadores que, al cabo de seis u ocho minutos se desconcentra-
ban, pero los sentábamos en la única computadora que teníamos, empeza-
ban a jugar con el teclado y en la cara se les notaba que se enganchaban y 
mantenían el interés”.

El juego es una estrategia que se puede utilizar en cualquier nivel o mo-
dalidad del ciclo educativo, pero por lo general el docente lo utiliza muy 
poco porque desconoce sus múltiples ventajas (28).

La actividad lúdica es atractiva y motivadora; capta la atención de los 
estudiantes hacia la materia, sea para cualquier área que se desee trabajar. 
Los juegos requieren de la comunicación; provocan y activan los mecanis-
mos de aprendizaje. La clase se impregna de un ambiente lúdico y permite 
a cada estudiante desarrollar sus propias estrategias de aprendizaje. Con 
el juego, los docentes dejamos de ser el centro de la clase para pasar a ser 
facilitadores-conductores del proceso de enseñanza-aprendizaje.

Siempre el juego es la herramienta y nunca el fin, es el medio y nunca el 
resultado (29).

Es en el juego y sólo en el juego que el niño o el adulto como individuos 
son capaces de ser creativos y de usar el total de su personalidad, y sólo 

al ser creativo el individuo se descubre a sí mismo.

Donald Woods Winnicott.

V. Abrir el aula para ir a jugar

“Creo que los docentes que plantean nuevas formas de dar cla-
se, de adquirir conocimientos, de discutir material y de evaluar, 

 (28) La relación entre juego y aprendizaje es natural; los verbos “jugar” y “aprender” 
confluyen. Ambos vocablos consisten en superar obstáculos, encontrar el camino, entre-
narse, deducir, crear, resolver contingencias y llegar a ganar... para pasarlo bien, para avan-
zar y mejorar.

 (29) La actividad lúdica debe servir para plantear de manera “amigable” un problema 
que deberá resolverse en un nivel de comprensión que implique ciertos grados de dificul-
tad. Afianzar de manera atractiva los conceptos, procedimientos y actitudes contempla-
das en el programa. Ofrecer un medio para trabajar en equipo de una manera agradable y 
satisfactoria.
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tienen que considerar un desafío doble. No sólo dar forma a nue-
vas formas de enseñanza y evaluación a los fines de separarse en 
lo que más pueda de la típica y errada concepción memorística 
de la enseñanza del derecho, sino también buscar la forma de 
que el alumnado entienda y comprenda el valor de ese, su mé-
todo ‘diferente’; si sabe que lo suyo es la excepción, el intento de 
cambio debe estar plenamente consciente de su condición de 
innovador, debe pregonar por el cambio con un esfuerzo extra” 
(Marino, 2009).

Si bien no es del todo correcto atribuir generalidades a individuos par-
ticulares, sí es cierto que la generación del milenio (millennials) mantiene 
algunas características que la diferencian de sus predecesoras. N y C (na-
cidos y criados) tecnológicos no recuerdan el mundo sin internet y como 
consecuencia de haberse criado en una era de rápido desarrollo de las nue-
vas tecnologías se convirtieron en la primera generación que aprendió a 
utilizar estas herramientas sin ayuda de generaciones anteriores.

Los millennials desafían la creatividad docente obligando a profesores a 
redefinir sus clases para ganar día a día su atención.

Imagínense a un estudiante –previo a ir a clase– jugando con su consola 
a su videojuego preferido, horas y horas intensas llenas de estímulos senso-
riales captando su atención, interrumpiéndose solo cuando la vejiga está a 
punto de explotar.

Suena el recordatorio de su teléfono inteligente indicándole que es hora 
de ir a cursar. Toma su mochila y se dirige a la facultad.

Sentado en el aula ve ingresar al docente que saluda y se preparara a dar 
su clase magistral. Seguidamente una catarata conceptual, un recitado de 
leyes, artículos y definiciones de prestigiosos autores se apoderan del aula. 
El profesor que seguramente había preparado esa clase no comprende por 
qué a los diez minutos de haber comenzado, cuando estaba en la mejor 
parte, los estudiantes comenzaron a moverse en sus sillas haciendo brillar 
la pantalla de sus smartphones, a girar a sus costados o directamente perder 
su ausente mirada en el cosmos.

Visión del docente: él cree haber hecho bien las cosas. Si preparó y desa-
rrolló su clase según lo planeado y el resultado no fue el esperado, entonces 
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la culpa de ello la tienen sus alumnos, por no prestar atención, ser muy dis-
persos, por no comprometerse con lo que hacen y por no interesarles nada. 
Piensa que será otro cuatrimestre de padecimiento.

Del otro lado, el alumno reflexiona: que embole la clase, me hubiera 
quedado jugando a los videojuegos, el profe debe practicar yoga o algo así, 
si no, no puede quedarse dos horas parado sin moverse un centímetro, se 
pasó toda la clase en el mismo lugar repitiendo leyes y artículos, parafra-
seando trabajos de autores de la materia, eso podemos leerlos solos. Ade-
más no bajó un solo concepto a la realidad, nunca dijo para qué servía lo 
que estaba enseñando. No nos hizo interactuar, esbozó una pregunta y en-
seguida la respondió él; en fin, me aburrí como un hongo. Asoma tedioso 
este cuatrimestre de cursada (30).

Cada uno, desde la óptica de su marco mental, sacó conclusiones poco 
alentadoras que predisponen negativamente a las partes involucradas para 
trabajar a lo largo del ciclo lectivo.

¿Existe una receta única para captar la atención de nuestros estudiantes 
y vibrar en armonía?

Lamentablemente no existe la fórmula del éxito seguro, pero con ciertos 
componentes podemos trabajar para intentar alcanzarlo.

En la actualidad, el papel del profesor es diferente al que era hace veinte 
años atrás. Hoy los estudiantes piden y valoran al docente en sus conoci-
mientos y en su capacidad para transmitirlos de manera sencilla, pero tam-
bién valoran la cercanía y el acompañamiento. Valoran ser sorprendidos, 
cautivados. Valoran las historias bien contadas (el Storytelling es todo un 
arte). Valoran la pasión y se contagian de ella.

Hoy la autoridad no se da por sentada, no reside en cantidades de títulos, 
cargos o importancia de la función que ocupa el docente en la cátedra. Hay 

 (30) En verdad, parecería surgir un círculo vicioso (casi como el problema del huevo y 
la gallina) donde frente al problema pedagógico “siempre la culpa la tiene el otro”. Causa y 
efecto tienden a confundirse. Esto es: ¿Son los alumnos quienes carecen de interés y dedi-
cación y por eso el docente se ve obligado a achatar su desempeño (en nivel, creatividad, 
formas de evaluación, etc.) o es por ese achatamiento del docente (cuyas razones pueden 
ser otras) que los alumnos tienden a ser cada vez más proclives al bajo rendimiento? (Ma-
rino, 2009).
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que ganarla en el aula y parte de hacerlo es dar cierta contención emocio-
nal, registrar al alumno, tratar de conocerlo por su nombre de pila, acom-
pañarlo en el proceso de aprendizaje. Trazar estrategias de feedback que 
permitan ir evaluando si la tarea realizada por el docente se reflejó en habi-
lidades y destrezas adquiridas para el manejo de la información aprendida.

Los alumnos quieren crear vínculos. Quieren ver en el docente una per-
sona disponible y dispuesta al diálogo.

También es muy importante darle una vuelta de tuerca a la forma en la 
que presentamos nuestros contenidos, animarse a utilizar otras estrategias. 
Al igual que grandes civilizaciones como la griega y la romana, animarse 
a usar recursos lúdicos y teatrales para complementar contenidos. Nadie 
puede captar la atención durante un tiempo muy largo, así que hay que de-
sarrollar estrategias más vinculadas con lo histriónico y el humor.

Los docentes tenemos que prepararnos para recibir demandas emocio-
nales de los estudiantes, como las que esperan de un consejero.

VI. El torneo pumas: nuestra propuesta

Si quieres estudiantes creativos, motivados y comprometidos ponle 
un toque lúdico a tu forma de enseñar, involúcralos y los resultados se-
rán sorprendentes.

La propuesta del Torneo Pumas nació en el año 2010 con la finalidad de 
tender un puente entre las actividades áulicas y extra áulicas, aprovechan-
do el juego para el desarrollo y aprendizaje de técnicas de resolución de 
casos prácticos y juego de roles. El mismo consiste en una competencia que 
se desarrolla durante el lapso que dura el curso.

Equipos predeterminados por los docentes deberán resolver los desafíos 
que se les vayan planteando, tanto en las clases presenciales como en ta-
reas extra áulicas asignadas. Al premiarse no solo el resultado, sino también 
la creatividad y el modo de presentación de los trabajos se estimula la labor 
grupal, el sentido de pertenencia y el compromiso con el equipo, a la vez 
que se exploran facetas que solo el juego permite, como la actuación y la 
representación de roles.
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La modalidad lúdica debilita la presión de los estudiantes por sentirse 
examinados y disminuye el temor a equivocarse, constituyéndose en un 
motor de motivación permanente.

VII. A modo de conclusión final un cuento de regalo

VII.1. Empuja la vaquita

Cuentan que un viejo maestro de la sabiduría paseaba por un bosque con 
su fiel discípulo, cuando vio a lo lejos un sitio de apariencia pobre y decidió 
hacer una breve visita al lugar. Durante la caminata le comentó al aprendiz 
sobre la importancia de las visitas, también de conocer personas y las opor-
tunidades de aprendizaje que tenemos al vivenciar estas experiencias.

Llegando al lugar constató la pobreza del sitio, los habitantes, una pareja 
y tres hijos, la casa de madera, vestidos con ropas sucias y rasgadas, sin cal-
zado. Entonces se aproximó al señor, aparentemente el padre de familia y 
le preguntó: En este lugar no existen posibilidades de trabajo ni puntos de 
comercio tampoco, ¿cómo hacen usted y su familia para sobrevivir aquí?

El señor calmadamente respondió: amigo mío, nosotros tenemos una 
vaquita que nos da varios litros de leche todos los días.

Una parte del producto la vendemos o lo cambiamos por otros géneros 
alimenticios en la ciudad vecina y con la otra parte producimos queso, cua-
jada, etc. para nuestro consumo y así es como vamos sobreviviendo.

El sabio agradeció la información, contempló el lugar por un momento, 
luego se despidió y se fue.

En el medio del camino, volteó hacia su fiel discípulo y le ordenó: busca 
la vaquita, llévala al precipicio de allí enfrente y empújala al barranco.

El joven espantado miró al maestro y le cuestionó sobre el hecho de que 
la vaquita era el medio de subsistencia de aquella familia. Pero ante el si-
lencio absoluto del maestro, fue a cumplir la orden. Así que empujó la va-
quita por el precipicio y la vio morir.

Aquella escena quedó grabada en la memoria de aquel joven durante 
años. Atormentado un día el joven resolvió abandonar todo lo que había 
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aprendido y regresar a aquel lugar y contarle todo a aquella humilde fami-
lia, pedir perdón y ayudarlos. Así lo hizo, y a medida que se aproximaba al 
lugar veía todo muy bonito, con árboles floridos, todo habitado, con carro 
en el garaje de tremenda casa y algunos niños jugando en el jardín.

El joven se sintió triste y desesperado imaginando que aquella humilde 
familia había tenido que vender el terreno para sobrevivir; aceleró el paso 
y llegando allá fue recibido por un señor muy simpático. El joven pregun-
tó por la familia que vivía allí hace unos cuatro años; el señor respondió 
que seguían viviendo allí. Espantado, el joven entró corriendo a la casa y 
confirmó que era la misma familia que había visitado tiempo atrás con su 
maestro.

Elogió el lugar y le preguntó al señor (el dueño de la vaquita): ¿cómo hizo 
para mejorar este lugar y cambiar de vida?

El señor entusiasmado le respondió: nosotros teníamos una vaquita que 
cayó por el precipicio y murió, de ahí en adelante nos vimos en la necesidad 
de hacer otras cosas y desarrollar otras habilidades que no sabíamos que 
teníamos; así alcanzamos el éxito que sus ojos vislumbran ahora.

Todos nosotros tenemos una vaquita que nos asegura la supervivencia, 
así diariamente vamos atando la vaquita con la soga de la rutina, limitando 
nuestro crecimiento y agudizando nuestra dependencia.

Mi esperanza está puesta en que nos animemos a cortar las sogas y 
empujar al precipicio a nuestras vaquitas para ir dejando atrás al abo-
gado que da clases, y podamos convertirlo en un docente que enseñe 
abogacía.
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I. Presentación

La idea central de este trabajo es abordar el rol de las facultades de de-
recho como instituciones científicas en la generación de un nuevo saber 
jurídico argentino: el pensamiento constitucional.

Para ello, en primer término resultará necesario identificar y caracterizar 
los períodos de los saberes jurídicos que podríamos identificar a lo largo de 
nuestra historia como país; y en segundo término, daremos nuestros argu-
mentos que dan cuenta de un nuevo pensamiento jurídico y las responsabi-
lidades que le caben a las casas formadoras de profesionales del derecho en 
dicho cometido.

Confieso que el tema que ocupa mi atención, y que en definitiva sub-
yace en el fondo de este trabajo así como en las investigaciones y debates 
que promovemos a diario en la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales 
de la Universidad Nacional del Litoral, es el problema de la enseñanza del 
derecho. ¿Es un problema la enseñanza del derecho? ¿A quién o a quienes 
le debería importar como se enseña el derecho en las facultades del país? 
¿De qué manera creemos que nuestra enseñanza del derecho incide en las 
políticas públicas? ¿Cuál es la deuda que la enseñanza del derecho tiene 

(*) Abogado. Especialista en Derecho de daños. Prof. por concurso de Derecho de las 
Obligaciones. Decano electo período 2014-2018, Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales, 
Universidad Nacional del Litoral, UNL.
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con nuestra democracia constitucional? ¿A qué propósito social contribuye 
esta manera de formar abogados? ¿Existe alguna relación entre la enseñan-
za del derecho y la búsqueda de una sociedad buena? ¿Es eficaz nuestra 
manera tradicional de enseñar derecho?

Interrogantes que necesitan debates colectivos y sinceros, que nos per-
mitan tomar firmes decisiones de política institucional y predispuesta a lo 
único que podemos hacer con una fuerte tradición en la enseñanza jurídica: 
modificarla.

Convencido que estas tres últimas décadas del país, los operadores jurí-
dicos (1) nos encontramos en un momento de desorientación, una especie 
de gran depresión a la hora de encontrar respuestas a estos interrogantes. 
Un cinismo que esquiva mirar lo que pasa ahí afuera, para seguir anclado en 
lo que pasó ayer y sigue pasando como si nada. Es lo que percibo, al menos, 
en las aulas donde aparentamos enseñar derecho. Aceptemos que de estos 
temas poco se habla, porque es embarazoso, o porque podríamos provocar 
algún conflicto, o porque algún profesor se molestaría, en fin. Sin embargo, 
creo en la utilidad de traer estas cosas a la superficie en lugar de enterrarlas, 
para discutirlas en lugar archivarlas, para enfrentarlas en lugar de esquivar-
las. Propongo esta alternativa, la de levantar la alfombra para que entre el sol 
de las nuevas ideas, y no seguir escondiendo el veterano polvillo.

En el ámbito universitario, a mí entender son escasos los actores (2) que 
ponen en debate el problema de la educación jurídica y muchos los que la 
consideran no prioritaria, lo que revela una marcada debilidad en la consi-
deración que se merece, habida cuenta de la directa incidencia que tiene el 
derecho en la vida de cada ciudadano y en la institucional de un país. ¿Cuál 
es el rol que le corresponderían a las facultades de derecho en una demo-
cracia constitucional?

Comparto la opinión de destacados autores (3) que sostienen que en estas 
latitudes son los abogados los que constituyen tradicionalmente la clase de 

 (1) Jueces, abogados, empresarios, administradores, gestores e investigadores del campo 
jurídico, científicos sociales del derecho, dirigentes, entre otros de la gran familia jurídica.

 (2) Principalmente los profesores, aunque también les toca algún grado de responsabi-
lidad a los graduados que ejercen la profesión y a los estudiantes.

 (3) Böhmer, Martín (1999). La enseñanza del derecho y el ejercicio de la abogacía. 
Barcelona: Gedisa, p. 13.
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los que mandan, de los que toman decisiones. Dicho esto, la enseñanza del 
derecho se convierte, entonces, en una forma bien inmediata de incidir en 
las políticas públicas de nuestra nación y por lo tanto debería formar parte 
de cualquier agenda seria de futuros diseños de programas institucionales.

Cualquiera sea la decisión sobre la concepción de la enseñanza del de-
recho que se adopte –la palabra concepción está utilizada con el significa-
do de forma de enseñarlo y objetivos que pretende alcanzar–, tiene un alto 
contenido político y valorativo respecto de tres cuestiones que es necesario 
dejar en claro, en mi opinión, en términos institucionales: en qué tipo so-
ciedad estamos viviendo hoy en día; en qué arquetipo nos gustaría vivir y 
qué prototipo de operadores jurídicos necesitamos en consecuencia.

La actual concepción de la enseñanza del derecho en las facultades de 
nuestro país, incluyendo a la que estoy vinculada desde los diecisiete años 
de edad, constituye desde mi punto de vista, sus marcadas debilidades para 
enfrentar los retos del presente y del futuro que demarcan los desafíos a 
afrontar a nuestro joven estado de derecho constitucional y democrático.

¿Cuán jaqueadas por dentro están las democracias? Desde la mirada de 
la ciencia política se suele sostener que, una vez que la democracia se en-
cuentra afirmada en un país, el proceso es irreversible. No obstante y a la 
luz de los acontecimientos que han sucedido en el mundo (la dictadura de 
Nicolás Maduro en Venezuela; el referéndum en Colombia que rechazó el 
proceso de paz con la guerrilla; el Brexist; el populismo de Trump; entre 
otros) podríamos decir que esta afirmación resulta exagerada y hasta, pe-
ligrosa, porque la democracia necesita de una atención permanente. Con 
gran acierto el expresidente de los EE.UU. Barak Obama decía que: “nuestra 
democracia está amenazada cada vez que la damos por sentada”. Algunos 
datos preocupantes como la caída en el número de votantes en las elec-
ciones, la falta de adhesión y fragmentación de los partidos políticos que 
se han transformado de identidades sólidas a etiquetas flexibles, o el cre-
cimiento de apoyo a candidatos populistas y un entusiasmo con partidos 
antisistema, constituyen un claro indicio sobre un alerta temprana de re-
gresión democrática en el mundo (4) (Lousteau Heguy, 2017: 29).

Tratar de visibilizar este problema y al mismo tiempo, plantear un deba-
te serio, respetuoso, profundo, constante y propositivo acerca de una nueva 

 (4) Lousteau Heguy, Guillermo, presidente del Interamerican Institute for Democracy.
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concepción en la enseñanza del derecho que forme y entrene camadas de 
estudiantes capaces de comprender y resolver los problemas que señala el 
complejo escenario jurídico, político y social en contexto global.

El país necesita de militantes de una democracia constitucional que 
tanto nos costó conseguir; de activistas comprometidos con la república y 
sus instituciones; guardianes de la deliberación democrática y de las reglas 
que la definen; custodios responsables en cumplir y hacer cumplir las leyes 
democráticas; aguerridos defensores de los derechos humanos de todos, 
poniendo especial atención y sensibilidad con los que menos tienen, y por 
fin; depositarios de una concepción del derecho como práctica social que 
ayude a mejorar la calidad de vida de todos. Necesitamos de expertos en 
derecho, pero sobre todo necesitamos de intelectuales que sepan trazar los 
futuros diseños institucionales de un país que, como pocos en la historia, se 
hunde de tanto en tanto en las profundidades de sus propias decepciones.

El trágico destino de nuestro tiempo hace que nos toque vivir en una 
hora de confusión en el que el mundo cambia constantemente sin saber 
hacia dónde ir. El ritmo, la escala, la tecno-ciencia, el ambiente, el consumo 
y las profundas transformaciones sociales a un compás frenético sin dejar 
ni tiempo ni espacio para pensarnos y estabilizarnos, nos exige hacer un es-
fuerzo excepcional para encarar el complejo problema y al mismo tiempo, 
aportar soluciones e ideas claras acerca de los caminos que conducirán a 
la reconstrucción de una sociedad más justa, más libre y más democrática.

Ese será nuestro aporte generacional como hombres y mujeres que ama-
mos el derecho, pensando desde una mirada crítica y provocativa sobre su 
enseñanza. Cada día me convenzo más que debemos construir una cultura 
prefigurativa (5) jurídica para dar cuenta de la situación de una generación 
que debe edificar su presente (6) jurídico sin el auxilio de la experiencia del 
pasado, sencillamente porque lo que viene es radicalmente diferente de lo 
que era.

 (5) El concepto e idea de “culturas prefigurativas” se debe al aporte de la antropóloga 
cultural de la Universidad de Columbia-EE.UU., Margaret Mead, que evoca la investiga-
dora de Flacso, Tiramonti, Guillermina (2017) en su artículo titulado: “Hay que renovar el 
sistema educativo”, en: La Nación, 10/08/2017.

 (6) Desde el siglo XVIII cuando el futuro nació como idea, vivimos en un mundo satu-
rado por visiones alternativas del mañana que nunca llegaron. Por esta razón, hablo del 
presente y no del futuro.
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Más allá de las recientes reformas legislativas nacionales que se han dado 
en los últimos años como las del Código Civil y Comercial de la Nación que 
logró modificarse después de un siglo y medio; como también los reitera-
dos intentos de reforma al Código Penal de la Nación; la reforma al Código 
Procesal Penal de la Nación; el Código Penal Juvenil, entre otros; reitero 
que más allá de estos buenos pretextos ante cambios normativos que im-
pactarán de una u otra manera en los planes de estudios y contenidos de 
programas, en poco tiempo estaremos celebrando los primeros cien años 
de aquél acontecimiento político-institucional que cambió radicalmente el 
rol que el Estado le asignará a las universidades nacionales para su proyecto 
institucional, democrático y republicano: la reforma universitaria de 1918.

La centenaria revolución muchas veces olvidada en la historia institucional 
argentina, que pretendió reconciliar a los universitarios con el hombre común 
y sus hijos, y con los que llegaban en barcos desde muchas partes del mundo. 
Y fueron, entre otros, estudiantes de derecho quienes forjaron las nuevas ideas 
en las viejas aulas de aquella universidad anquilosada, opaca, elitista y con-
servadora por entonces, donde las aulas de derecho no fueron la excepción.

Seguramente habrá párrafos que dedicaré a esta invalorable proeza es-
tudiantil a la hora de analizar el período del pensamiento jurídico que se 
inició en las primeras décadas del siglo XX poniendo el acento en el nuevo 
mundo que se advertía.

Finalizo esta breve introducción señalando que cualquier cambio que 
pretendamos llevar adelante en el sistema de educación jurídica, será un 
proceso difícil y confuso, donde resultará importante que cada actor entien-
da qué lugar le corresponde ocupar y qué le toca hacer desde allí. Como se 
sabe, en las facultades de derecho confluyen muchos y muy heterogéneos 
actores que podrían aportar interesantes y múltiples miradas, objetivos y 
perspectivas que confluyan en cambiar viejas estructuras que permanecen 
y tiene voluntad y capacidad de frenar dos imperativos fundamentales de la 
universidad: la creatividad y la imaginación.

II. La formación de los abogados en tiempos de revolución

También la historia se puede narrar desde la categoría: educación jurí-
dica. Demasiado pretensioso sería de mi parte tal cometido, tan solo me 
animo a mencionar algunos hechos.



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

402

Cuentan los estudiosos del maestro Sarmiento, que acomplejado por no 
ser abogado como Alberdi, solicitó un par de veces en estas tierras el título 
de abogado y que le fuera denegado. La misma suerte corrió cuando so-
licitó también el Título Doctor en Leyes Honoris Causa de la Universidad 
de Harvard en el país del Norte. No obstante su innegable perseverancia 
y por intermedio de sus amigos Thomas Mann y su señora esposa, le fue 
otorgado el Título de Doctor en Leyes Honoris Causa de la Universidad de 
Michigan en el año 1868.

¿Pero dónde se formaron la mayoría de los hombres de derecho de la 
Independencia? Recordemos que las primeras universidades en América 
fueron las de Santo Domingo (1532), México (1551), Lima (1555) y Cór-
doba (1613), tomando como modelo todas ellas el de la Universidad de 
Salamanca.

Los estudios históricos señalan que las universidades indianas de los si-
glos XVII, XVII y XIX organizaban sus carreras de leyes en base a cursos de 
jurisprudencia, el derecho romano y el derecho canónico, que constituían 
el bagaje académico-científico por entonces.

La Universidad de San Francisco Xavier de Chuquisaca (Alto Perú) hoy 
Sucre-Bolivia, fundada en el año 1624. Será recién en el año 1681 que se 
comenzará con la enseñanza del derecho canónico. Durante los siglos XVII 
y XVIII algunos de sus distinguidos pupilos conocidos como los “Doctores 
de Charcas” fueron quienes llevaron adelante el movimiento libertario en 
La Paz, Quito, Tucumán y Buenos Aires.

Entre sus graduados y conocidos patriotas de estas tierras se destacan: 
Mariano Moreno, Juan José Paso, Juan José Antonio Castelli, Pedro Medra-
no, Vicente Anastasio Echeverría, Antonio Sáenz (fundador de la Univer-
sidad de Buenos Aires), Manuel Antonio de Castro (fundador de la Acade-
mia Teórico Práctica de Jurisprudencia), Pedro Sánchez de Loria y Teodoro 
Sánchez de Bustamante.

Recordemos que en aquella agitada semana de mayo de 1810, fueron 
dieciocho abogados los que estuvieron presentes en la asamblea de los 
cuales cuatro tuvieron un liderazgo protagónico e imprescindible a la hora 
de defender el concepto de soberanía popular con buenos argumentos po-
líticos y jurídicos para romper cadenas con la monarquía sin monarca por 
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esos días, y darse su propio gobierno. Ellos fueron Moreno, Castelli, Pazo 
y Belgrano quienes integraron la Primer Junta de Gobierno. Don Manuel 
Belgrano (7) será el único de los cuatro que estudió derecho del otro lado 
del océano, en la Universidad más antigua del mundo hispánico y la tercera 
más antigua de Europa, la Universidad de Salamanca (8).

El rey Carlos V, dirá de Salamanca “tesoro de donde proveo gobierno y 
justicia”. En la excelente narrativa de aquellos tiempos de mayo, el profe-
sor de historia de la Universidad Nacional del Litoral (UNL) y miembro del 
Club Político Argentino Rogelio Alaniz en su libro (2007: 98) al hablar de la 
intervención de Juan José Paso en el Cabildo Abierto del 22 de mayo, pone 
en evidencia su excelente formación jurídica y su capacidad para improvi-
sar su discurso con las más actualizadas novedades intelectuales. Cuando 
el fiscal Villota objeta que Buenos Aires no puede tomar una decisión sin 
haber consultado con las provincias del interior, Paso le saldrá al cruce con 
su teoría del “gestor de negocios ajenos”, gracias a la cual Buenos Aires asu-
mirá provisoriamente la representación del interior.

La Real Universidad de San Felipe de Santiago de Chile (Chile) fundada 
en el año 1758. Entre sus graduados argentinos se destacan José Francisco 
de Acosta, Antonio Álvarez Jonte, Felipe Arana, Juan Justo García de Cosío, 
Narciso Laprida y Juan Baltazar Maciel quien fuera el primer santafesino, 
que se tiene noticias, de haber obtenido el título de abogado.

La Universidad Mayor de San Carlos de Córdoba (Argentina) hoy Uni-
versidad Nacional de Córdoba, como dijimos fundada en el año 1613, de 
cuyas aulas de derecho se graduaron personalidades como Juan Bautista 
Alberdi, Dalmacio Vélez Sarsfield, Santiago Derqui, José Figueroa Alcorta, 
entre muchos otros.

En la ciudad de Santa Fe, donde nació la República en 1853, desde el 
siglo XVIII fueron los padres jesuitas los primeros que llevaron a cabo la 

 (7) Es interesante la anécdota cuando Manuel Belgrano decidió pedirle permiso al Papa 
Pío VI, quien lo concedió, para leer autores prohibidos como Voltaire, Rousseau, Montes-
quieu y Filangieri.

 (8) Esta imagen de los cuatro abogados de la revolución de mayo que integraron la Pri-
mera Junta de Gobierno en 1810, se ve muy bien reflejada en la obra pictórica lograda por 
el artista santafesino Luis Gervani, expuesta en el aula Mariano Moreno de la Facultad de 
Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litoral, Santa Fe, Argentina.
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enseñanza del derecho a través de las Aulas Mayores de Jurisprudencia en 
el Colegio de la Inmaculada Concepción. Particularmente el derecho ci-
vil se enseñaba por las Institutas de Justiniano comentadas por los libros 
de Ortolán, pero la entrada en vigencia del Código Civil de Vélez, el 1º de 
enero de 1871 terminó reemplazando dichos textos (Sozzo, 2016: 212). Las 
mismas será el antecedente para la creación de la Facultad de Derecho y 
Ciencias Sociales de la Universidad Provincial de Santa Fe en el año 1889 
por iniciativa de José Gálvez.

La otra Casa de Estudios argentina de gran parte del siglo XIX fue la Uni-
versidad de Buenos Aires fundada en el año 1821, quien al año siguiente, 
instituirá en el Departamento de Jurisprudencia dos cátedras: una de dere-
cho civil y la otra de derecho natural y de gentes, prescindiendo de la ense-
ñanza específica del derecho romano, pero no su desaparición.

También cabe mencionar la labor que paralelamente desempeñaba la 
Academia Teórico Práctica de Jurisprudencia, creada desde el año 1814 y 
que tendrá como objetivo profundizar la enseñanza teórico-práctica forense.

Y por último, señalamos también el aporte de la Escuela de Jurispruden-
cia creada en el año 1854 en el histórico Colegio de Concepción del Uru-
guay, en la provincia de Entre Ríos. En la misma se enseñará derecho civil, 
canónico y de gentes. A pesar de su breve vida, ya que cesará de funcionar 
en el año 1858, fue una interesante iniciativa para resolver el problema de 
la falta de abogados en esa época.

No cabe duda que en la primera mitad del siglo XIX caracterizado como 
un período de luchas civiles por la organización nacional, había escasez de 
abogados. Los pocos los tenía Buenos Aires y casi nada en las ciudades del 
interior ya que los que se graduaban de Córdoba los cautivaba el gobierno 
de Buenos Aires o eran impulsados a emigrar. En tal sentido se recuerda que 
en una de las cartas de Juan Bautista Alberdi (9) al tener que orientar a un 
estudiante que decide irse a Turín a seguir la carrera de jurisprudencia, le 
expresara:

“Hallo acertada la idea de principiar sus estudios en Turín (...). 
Allí puede usted estudiar el Derecho Romano y el Derecho 

 (9) Obras completas de Juan Bautista Alberdi (1886). III, Buenos Aires, p. 343.
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canónico que son las dos fuentes del Derecho español. La Ita-
lia posee el secreto de esas dos ciencias por haber sido cuna de 
ambas. El Derecho romano es al nuestro lo que un original es a 
una traducción. Las Siete Partidas de Don Alfonso, que nos rigen 
hasta hoy, son una traducción discreta y sabia de las Pandectas 
y el Código romano”.

La necesidad de contar con abogados en el interior será satisfecha por 
las autoridades que, en nombre de la autonomía de las provincias, otorga-
ban por decreto el título de abogado a aquellas personas que tenían alguna 
formación escolar y práctica forense obtenida en algún estudio de un abo-
gado o en el desempeño de un empleo público. En 1854, instaladas las au-
toridades nacionales en la ciudad de Paraná, capital de la Confederación, el 
Ejecutivo presidido por J. J. de Urquiza decretará como abogados “de la Con-
federación” a los ungidos por las provincias y a quienes sin grado académi-
co hubiesen realizado estudios jurídicos y actuado como abogados durante 
cinco años consecutivos o se hubiesen desempeñados en empleos forenses.

Un hecho no menor lo constituirá la llegada de Juan María Gutiérrez al 
rectorado de la Universidad de Buenos Aires en el año 1861, hombre de 
derecho, culto e inteligente con ideas liberales, quien reorganizará los es-
tudios en el Departamento de Jurisprudencia en base al Derecho romano 
y el estudio de autores alemanes y franceses, provocando un interesante 
impacto en la formación jurídica de los abogados, especialmente en los 
magistrados de aquellos tiempos.

III. El pensamiento jurídico clásico

El distinguido profesor de la Universidad de San Andrés Eduardo Zim-
mermann, en su artículo titulado Un espíritu nuevo: la cuestión social y el 
Derecho en la Argentina (1890-1930) (10) identifica muy bien el gradual 
reemplazo de un pensamiento jurídico clásico a otro con orientación so-
cial. El cambio de siglo, las transformaciones institucionales y los cambios 
conceptuales favorecidos por parte de juristas de reconocida trayectoria, 
constituyeron denominadores comunes para el relevo de un pensamiento 
jurídico a otro.

 (10) Publicado en: Revista de Indias, 2013, v. LXXIII. Nº 257, pp. 81-106. ISSN: 0034-8341
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Claro está que no fueron cambios de un día para otro, como una espe-
cie de frontera neta que marque un antes y un después, sino un proceso 
paulatino que iba poniendo énfasis en algo distinto pero que cambiaba la 
ideología jurídica que hasta entonces reinaba.

Al mismo tiempo, y para enriquecer estos análisis creo necesario tener pre-
sente el trabajo del distinguido profesor de la Universidad de Palermo Roberto 
Saba, que en su artículo Constituciones y Códigos: Un matrimonio difícil (11) 
sostiene con gran acierto que la tradición jurídica argentina proviene de una 
extraña confluencia que a mediados del siglo XIX, determinaron un modelo 
híbrido argentino de tradición continental y constitucionalismo madisonia-
no. Por un lado, Juan Bautista Alberdi, padre fundador del constitucionalismo 
argentino, quien en 1853 miró a los Estados Unidos y su sistema constitucio-
nal; y por el otro, Dalmacio Vélez Sarsfield, padre de nuestro sistema jurídico 
continental, quien en 1869 (12) miró hacia Francia y el Derecho canónico.

De esa inusual concurrencia y tensión permanente entre Constitución y 
Código Civil (13) proviene nuestra tradición jurídica que resulta necesaria te-
ner muy presente ante el inicio de cualquier reflexión o debate en torno a los 
problemas que el sistema jurídico-político pueda plantear, en nuestro caso, 
los problemas en la formación de los abogados que visiblemente está impreg-
nada, desde hace más de un siglo, por la conquista de la tradición continental.

Los autores que han trabajado esta temática con rigor científico, coin-
ciden que entre los años 1862 y 1900 aproximadamente tuvo vigencia con 
impronta expansiva en nuestro país, el llamado pensamiento jurídico clá-
sico. El mismo coincidió con la difusión de la filosofía liberal de las ideas 
de la Ilustración plasmada en los códigos modernos del siglo XIX como el 
francés y el alemán, que fueron la máxima expresión de los principios de 

 (11) Saba, Roberto (2007). Constituciones y Códigos: un matrimonio difícil. Puerto Rico: 
SELA.

 (12) En el año 1869 Vélez Sarsfield le enviaba al Presidente Argentino por entonces Do-
mingo Faustino Sarmiento la última versión del Código Civil, que fuera escrito en soledad 
y que perdurara hasta hace poco tiempo, pese a algunas modificaciones en su articulado.

 (13) Saba, Roberto (2007: 5). “Las concepciones acerca de lo que la autoridad legítima 
para producir derecho es, así como cuáles son sus límites, son muy diferentes en la tradi-
ción constitucional de raíz norteamericana y en la tradición civilista de raíz francesa y ca-
nónica. La tensión permanente entre constitución y democracia, se traducirá en una ten-
sión insoslayable entre la Constitución y el Código Civil en el sistema jurídico argentino”.
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la autonomía personal, la libertad de contratar y la propiedad privada, con 
sus limitaciones y contradicciones propios de la época.

Dichas ideas propugnaban la estricta separación entre el derecho y la 
política, imponiendo una concepción formalista del derecho y una clara 
distinción entre el derecho público y el derecho privado, de contenido fuer-
temente individualista (Zimmermann, 2013: 82).

Ningún pensamiento jurídico fue neutro y ni será en términos políticos. 
No podemos invocar ingenuidad en este aspecto.

Dicho esto, admito la posibilidad de un debate acerca de cuáles han sido 
las ideas políticas detrás de cada período. Tanto es así que no tengo dudas 
que cada período tuvo su principio rector ideológico y que tenía bien en 
claro lo que pretendía en varias de las esferas institucionales como en el 
poder judicial, en el poder legislativo y el rol que le asignaban a la acade-
mia. A modo de ejemplos, recordar que este pensamiento propugnaba con-
tar con jueces técnicos y políticamente neutros (14) que aplicaran la ley sin 
involucrar decisiones valorativas; proponía además que la enseñanza del 
derecho estuviera fuertemente centralizada en el aprendizaje memorístico 
de los códigos de la época donde las habilidades interpretativas, argumen-
tativas y análisis eran inexistentes.

En el caso del llamado pensamiento jurídico clásico la regla del estado 
de laissez faire fue la que dominó el sistema jurídico argentino y que fuera 
monopolizado por el Código Civil en su innegable espíritu filosófico a par-
tir del año 1871 (15).

 (14) Saba, Roberto (2007). “Una vez instalado el nuevo régimen democrático en Francia 
tras la Revolución de 1789, el gobierno, que reconocía como única autoridad al pueblo y 
como derecho sólo a aquellas normas que expresaban su voluntad, miraba a los jueces –
que venían del antiguo régimen y que no fueron removidos en su gran mayoría– como una 
amenaza que debía controlarse. La estrategia de control consistió en limitar su accionar a 
la mera aplicación del derecho estándoles prohibido interpretarlo de modo de no agregar 
valor o contenido a los valores y contenidos decididos por los representantes del pueblo 
en el Parlamento. Como resulta comprensible, si el derecho era entendido como la ma-
nifestación ‘positivizada’ de la voluntad popular, entonces los jueces debían aplicarlo sin 
agregar contenido o significado al hacer su trabajo”.

 (15) El Código Civil fue sancionado a libro cerrado sin debate alguno por ley 340, el 25 de 
septiembre de 1869 para regir a partir del 1º de enero de 1871.
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El Código Civil argentino del siglo XIX expresó la aspiración de un co-
mienzo posguerra de la independencia y de conflictos internos que habían 
culminado con la sanción de la Constitución Nacional de 1853.

Desde entonces consolidó la predominancia de la escuela de la exégesis 
francesa, que dominaría por décadas la formación de abogados. No fue la 
expresión de usos y costumbres nacionales sino más bien un conjunto de 
reglas acordes con el mejor estado del arte del saber jurídico de su época.

Fue concebido como una especie de súper ley con aspiración de inmu-
tabilidad, una ley entre leyes con marcadas ideas individualistas orientadas 
hacia una autonomía que sostiene que cada uno debe cuidar de sí mismo, 
una especie de idea antidescuido. Esto se ve claramente en la libertad in-
dividual basada en la idea de autonomía individual (16); la inviolabilidad 
del derecho de propiedad (17); el contrato como acto jurídico por exce-
lencia (18); y la responsabilidad individual por culpa (19), constituían los 
principios constitutivos del sistema civilista, tal como los concibió Vélez en 
su obra maestra. Uno de los especialistas del Código Civil como fue el des-
tacado jurista Alfredo Colmo dirá en 1921 que “el código adolecía de un 
individualismo llevado al pináculo” y que la noción misma del contrato era 
“rudimentariamente romanista”.

Sin dudas que el pensamiento jurídico clásico reposaba en la concep-
ción metafísica del derecho subjetivo, donde la persona no era definida 
sino como un ente sin cuerpo y alma, tan solo por su voluntad en adquirir 
derechos o contraer obligaciones. Este pensamiento sostendrá que el dere-
cho está en el Código, y detrás de este subyace una concepción del derecho 
como texto que determina el modo en que se desenvuelven los actores del 
sistema jurídico y político; detrás también la idea de que los jueces son la 

 (16) El artículo 1197 del Código Civil señalaba: “Las convenciones hechas en los contra-
tos forman para las partes una regla a la cual deben someterse como la ley misma”.

 (17) El artículo 2513 derogado por la ley 17.711, decía: “Es inherente a la propiedad, el 
derecho de poseer la cosa, de disponer o de servirse de ella, de usarla y gozarla según la 
voluntad del propietario. El puede desnaturalizarla, degradarla o destruirla; (...)”. En con-
cordancia con lo que Vélez pensaba sobre el dominio sobre las cosas y su carácter exclusi-
vo ver artículos 2506 y 2508 del Código Civil modificado.

 (18) Recordemos que de los 4051 artículos, Vélez dedicó aproximadamente 1350 artícu
los a los contratos, lo que equivale a un 33,3%.

 (19) Recordemos los artículos 1066, 1067, 1069 y 512 del viejo Código velezano.
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boca de la ley cuya tarea mecanizada consiste en aplicar el derecho auto-
evidente y unívoco; y el pueblo, a través del Parlamento, es la única fuente 
de autoridad normativa.

Bajo esta idea se concebía una enseñanza del derecho marcadamente 
formalista caracterizada por algunos rasgos salientes como: a) la promo-
ción de un conocimiento acabado y minucioso del articulado del código 
en un sentido dogmático y acrítico, motivo por el cual su memorización era 
la máxima expresión de su conocimiento; b) el impulso hacia la especiali-
zación en un área particular del derecho (civil, comercial, penal, adminis-
trativo) como una especie de ramas de una ciencia con secretos y particu-
laridades, un área de expertos que sólo el seguidor en ella puede entender, 
aplicar o enseñar; c) la falta de apertura e interacción con las otras ciencias 
sociales; y d) una consideración marginal para con el estudio del derecho 
constitucional y el sentido que la Constitución tiene para el país como prác-
tica social.

Viene al caso citar un par de anécdotas que el profesor Eduardo 
Zimmermann comenta en su artículo antes mencionado, como la que ocu-
rrió en el año 1902 cuando Rodolfo Rivarola intentó modificar el programa 
de derecho civil al hacerse cargo de un curso como profesor suplente, gene-
ró un serio conflicto que tras sucesivos intercambios de notas con las auto-
ridades de la Facultad de Derecho de la Universidad de Buenos Aires (20), 
terminó con la separación de Rivarola del curso. Unos años después, Bal-
domero Llerena haría una enérgica defensa del Código de Vélez, declarán-
dolo en 1910 como “el más científico que se conoce”. Como se ve, imperaba 
ese espíritu que sacralizaba el texto de Vélez, como la herencia intocable de 
la codificación liberal europea. La otra anécdota había sucedido en el año 
1896 en ocasión de una conferencia de clausura de su curso de Derecho 
Civil en la misma Facultad, Carlos Rodríguez Larreta pronosticaba apoca-
lípticamente que “se cierne sobre el derecho civil el peligro de una gran 
revolución” como consecuencia del “vínculo que liga al positivismo con la 
reforma social (...) ambas tendencias están aliadas para demoler esta orga-
nización moderna que se ha levantado sobre las bases de la filosofía indivi-
dualista y liberal”, lo que hacía del socialismo “un adversario irreconciliable 
del derecho civil”.

 (20) Por entonces el Decano era el Dr. Juan José Montes de Oca y el Rector Basavilbaso.
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Lo cierto que ambos, Código Civil y Constitución nacieron juntos du-
rante este período llamado pensamiento jurídico clásico. Hubo desde que 
aparecieron, sobre todo desde que nació el Código Civil una especie de se-
paración de ámbitos supuestamente distintos e independientes el uno del 
otro: el mundo de lo público estaría regido por la Constitución; y el mundo 
de lo privado, estaría regido por el Código Civil que aspiraba a su suprema-
cía, a su autonomía. Sin lugar a dudas que este mito de que la Constitución 
rige el mundo de lo público mientras el Código Civil rige el mundo de lo pri-
vado como una especie de manual de conducta de los ciudadanos, ha sido 
funcional a la aspiración del derecho privado de mantenerse al margen de 
los dictados constitucionales, no porque los considerara equivocados, sino 
porque los considera ajenos a sus dominios (Saba, 2014).

No obstante los años transcurrieron en tensión permanente entre am-
bos que reclamaban ser ley a sabiendas que uno es supremo al otro. Pero 
fueron los defensores de la codificación los que se encargaron de atacar a 
la Constitución como ley suprema, pretendiendo relegarla al carácter de 
mero programa político, un ideal a alcanzar, pero que bajo ningún concep-
to debería ser entendida como ley en un sentido estricto, en el sentido que 
se entiende que el Código es la ley.

IV. El pensamiento jurídico-social

Nuevos vientos de frescura para el pensamiento jurídico vendrán de va-
rias direcciones que –actores y hechos políticos-jurídicos; internos-externos– 
ayudarán a poner el acento en lo social ante un pensamiento jurídico clási-
co que cada día era criticado por lo que decía y por lo que dejaba de decir.

Así fue como los mismos actuaron de pretexto e hicieron al contexto.

Un nuevo espíritu renovador en la formación de los juristas y abogados, 
había comenzado a hacerse sentir tras la huelga de estudiantes de 1903, que 
paralizó la Facultad de Derecho de la UBA y que culminaría en propuestas 
de reformas del plan de estudios. Asimismo, en dichos reclamos también 
yacía la necesidad de mejorar la enseñanza del derecho para garantizar que 
la Facultad pudiera proveer de hombres aptos para la administración de los 
poderes del estado (Zimmermann, 2013).

Mientras tanto, en otras latitudes la revolución Rusa de 1905 iba a cons-
tituirse en el punto de partida de los cambios que culminarían en 1917 con 
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la revolución de los bolcheviques, constituyendo uno de los fenómenos de 
mayor gravitación cultural del siglo XX. El declinar del capitalismo y la au-
tocracia zarista que encubría una clase obrera agraria empobrecida y es-
tancada, oficiaron de causa-fuente de las transformaciones políticas, eco-
nómicas y sociales que vendrían. De un impero autócrata se pasó a una 
república federal socialista; de una sociedad de campesinos explotados 
se pasó a una gran potencia industrial; y fundamentalmente, de un poder 
político concentrado se pasó a un poder constitucional social, dándose su 
carta magna en 1918, consagrando de esta forma los derechos del pueblo 
trabajador y explotado.

Por su parte, la doctrina civilística argentina también daba su opinión 
como fue la del profesor Alfredo Colmo, que en la conferencia inaugural de 
su curso en el año 1909 en la Facultad de Derecho de la UBA, se refirió a los 
caracteres del derecho civil contemporáneo (21), presagiando sin titubeos 
una verdadera revolución de nuevos criterios, de aspiraciones bien hon-
das que amenazaban el edificio normativo de Vélez (22), pero sobre todo, 
el pensamiento jurídico del siglo anterior que quedaba atrás. El industria-
lismo moderno a gran escala traía consigo la necesidad de reglamentar el 
contrato de trabajo, los derechos del obrero, la responsabilidad patronal 
por accidente de trabajo basada en el concepto de riesgo profesional, el sin-
dicalismo proletario y patronal, contratos colectivos, etc., toda una serie de 
instituciones nuevas que no se amoldaban a los tradicionales, pronunciaba 
Colmo.

Repasando algunos párrafos arbitrariamente seleccionados de diferen-
tes temas del derecho civil, pero que de alguna forma dan cuenta de una 
considerable y atendible crítica a institutos jurídicos que necesitaban ser 
reformulados.

 (21) Revista de la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales. Biblioteca de la Facultad de 
Derecho, UBA.

 (22) Colmo, Alfredo: “Con relación a su época y a las restantes circunstancias -sobre 
todo la de ser fruto de pocos años de labor y la de ser obra exclusiva de un solo hombre-  
fue un buen Código y hasta un gran Código, por su métodos, por su riqueza institucional y 
de principios, por el acierto y la previsión de muchas de sus disposiciones (...). No vengo, 
pues, a hacer una apología. (...) La Facultad es una institución científica y no un templo. 
En todo caso, en su ara no se quema incienso ni se atribuye importancia a las liturgias tan 
externas y suntuosas de las fórmulas rituales”.
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Por ejemplo, en materia de derecho de familia, Colmo señalará “En el 
régimen del matrimonio, la mujer es poco menos que lo que era en el dere-
cho romano: un cero jurídico. Muchas legislaciones van acordándole, sobre 
todo económicamente, derechos en forma gradual”.

En materia de derecho sucesorio indicará:

“El régimen de las sucesiones continúa siendo en la mayoría de 
las legislaciones el del derecho romano. Se hereda a una persona 
cuya personalidad jurídica se continúa. En Roma, el concepto 
era perfectamente atendible, sobre todo por razones religiosas, 
como puede verse en Fustel de Coulanges y en Ihering. Pero ese 
concepto religioso social debe ser sustituido por el actual que 
es intensamente económico, en relación a los bienes y no a la 
persona. Y la función social debe hacerse sentir con más inten-
sidad al respecto, limitando el grado hereditario y gravando con 
impuestos más o menos fuertes y progresivos a los favorecidos”.

En materia de derecho de las obligaciones dirá “En materia de 
obligaciones, aparte de detalles como los relativos a los caracte-
res anacrónicos de contratos como la sociedad civil, el mutuo, el 
depósito, el concordato, etc. impónese una reacción fundamen-
tal. El principio imperante es el de la autonomía de la voluntad, 
el del completo arbitrio individual, que tiene toda la fuerza de 
una disposición legal. De modo que en los casos en que una par-
te abuse de la otra, por su habilidad, por su poder, por su mayor 
libertad, etc., la sociedad tiene que prestar su sanción al pacto, 
afirmando así palmarias injusticias, salvo el caso, bien poco po-
sible, de que se caiga en una de las circunstancias tradicionales 
del error, el dolo o la violencia. Es literalmente, el caso del obre-
ro angustiado por necesidades de todo orden, de su persona y 
de las de su familia, que contrata con el patrón, tranquilo, des-
preocupado, sin apremio alguno, disponiendo del doble poder 
del tiempo y del dinero. Faltan así garantías sociales para evitar 
explotaciones inicuas. Hay que poner una cortapisa a esa auto-
nomía. Hay que hacer intervenir más intensamente el elemento 
social en casos tales, mediante restricciones legales, consagra-
ción de derechos irrenunciables a favor del débil, etcétera”.

¡Brillante maestro!



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

413El pensamiento jurídico constitucional. La necesaria incidencia de la enseñanza 
del Derecho para un nuevo saber jurídico argentino -  Javier Francisco Aga 

Alfredo Colmo consideraba que el derecho era una ciencia social y por lo 
tanto, le serían aplicables los principios de las mismas, es decir, que el con-
tenido jurídico o estudio del derecho debe determinarse dentro del siste-
ma de tales ciencias. La doctrina tradicional y metafísica del derecho como 
producto de la razón, debe dar paso a los criterios positivos actuales.

Y por fin sentenciaba:

“Resulta, pues, de lo expuesto, el carácter sociológico del de-
recho, de dos diferentes puntos de vistas: en cuanto es ciencia 
eminentemente social, y en cuanto característica saliente de la 
vida moderna es la solidaridad, la socialidad. Esta es la realidad 
de las cosas. Cuando digo socialidad no digo propiamente so-
cialismo. Lo primero es una manifestación inconsciente de la 
colectividad. Los segundo es un credo, una religión y por tanto 
un partido de acción y de unilateralidad congénita como la de 
todo ismo. La realidad actual, decía, es esa socialidad que está 
sucediendo a la individualidad que nos trajo sobre todo la enci-
clopedia francesa, como esa individualidad había destronado al 
estatismo despótico y absorbente de los tiempos antiguos”.

En el año 1911, el profesor de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Burdeos, León Duguit visitaba Buenos Aires. Sus seis conferencias lleva-
das a cabo en la Facultad de Derecho de la UBA también constituyeron una 
clara exposición acerca de la nueva ciencia del derecho. Un nuevo método 
realista basado en una nueva concepción social del derecho en contrapo-
sición del carácter metafísico heredado del código de napoleón. Los temas 
de sus conferencias referían a: “La autonomía de la voluntad”; “El acto jurí-
dico”; “El contrato y la responsabilidad”; “El derecho subjetivo y la función 
social”; “La nueva concepción de la libertad”; y “La propiedad como fun-
ción social” marcaban el carácter innovador del jurista francés.

Duguit atacaba cuatro principios constitutivos del sistema civilista clá-
sico, a saber: la libertad individual basada en la idea de autonomía indi-
vidual; la inviolabilidad del derecho de propiedad; el contrato como acto 
jurídico por excelencia; y la responsabilidad individual por culpa (Zimmer-
mann, 2013: 90).

Para 1912, los cambios políticos en la Argentina eran cada vez más visi-
bles. La ley Sáenz Peña constituía la expresión jurídica de esos cambios que 
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eran inevitables ante el lujo de las clases altas porteñas en contraste con la 
miseria de los conventillos. Las reuniones en el Jockey Club, las funciones 
de gala en el Colón, los paseos por Florida y Palermo, las visitas a los cascos 
de estancias tenían su contrapunto en los bajos salarios, las enfermedades 
sociales y las huelgas obreras (Alaniz, 2008: 49).

También hizo lo suyo, en términos de influencia, la visita del filósofo espa-
ñol José Ortega y Gasset quien viajó por primera vez a Buenos Aires en el año 
1916, proponiendo desde su filosofía que “no se puede entender al hombre 
de una forma abstracta –como lo había interpretado la filosofía idealista de 
Kant y Hegel– sino que hay que pensar al hombre junto a otros, teniendo 
en cuenta el medio ambiente, el contexto social y la política” decía Ortega 
citado por el especialista profesor de Historia del pensamiento político de 
la Universidad Complutense de Madrid, Zamora Bonilla. “Una conciencia 
social, donde el estado tiene que tener una actuación en favor de los más 
desfavorecidos” expresó el filósofo español. El mencionado profesor madri-
leño sostuvo que “el Ortega de esos años era más próximo al socialismo y el 
de los años 40, más conservador, pero siempre fue liberal y demócrata”.

También la Constitución mexicana de 1917 influyó mucho, ya que fue el 
principal aporte al constitucionalismo universal al ser la primera en incluir 
los denominados derechos sociales. Ella debe entenderse como un docu-
mento de transición entre el sistema clásico individualista y liberal del siglo 
XIX y un sistema socializador del nuevo siglo XX que arrancaba, consagran-
do los derechos de los trabajadores y de los campesinos.

Esta ley fundamental azteca tuvo una definida cosmovisión de los dere-
chos sociales cuyos ideales sirvieron de base para el reflejo normativo en 
gran parte de las constituciones latinoamericanas, entre las cuales se en-
cuentra la nación argentina.

En poco tiempo se estarán celebrando los cien años del último enfren-
tamiento con la dominación monástica: la Reforma Universitaria de 1918.

Traigo a colación dicha revolución porque considero que tuvo una fuer-
te influencia en la determinación del pensamiento jurídico social e institu-
cional, que se iba gestando en los primeros años de la nueva época.

En el siglo XX hubo muchas rebeliones universitarias, antes y des-
pués de 1918, sin embargo, la que trascendió en la historia fue la Reforma 
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Universitaria. Se ha dicho con acierto que la gran diferencia que tuvo la 
reforma universitaria con cualquier otra estudiantina fue su capacidad de 
fundar instituciones: la autonomía, el cogobierno, la cátedra abierta y la 
extensión universitaria.

Sus objetivos fueron la investigación, la formación de recursos humanos 
y la construcción de saberes, para su aprovechamiento por parte de todo el 
tejido social del país y Latinoamérica.

La Reforma Universitaria reclamó el pleno ejercicio de la libertad y la 
rebeldía, pero por sobre todas las cosas, instaló como valor virtuoso a la 
juventud, que en nuestro país caminará asociada al saber.

Estalló en Córdoba y no podría haberlo hecho en otro lugar. De la ciudad 
de Córdoba decía Sarmiento en el año 1845:

“Es un claustro encerrado entre barrancas. El paseo es un claus-
tro con verjas de fierro; cada manzana tiene un claustro con 
monjes y frailes; los colegios son claustros; toda la ciencia esco-
lástica de la Edad Media es un claustro en que se encierra y pa-
rapeta la inteligencia contra todo lo que salga del texto. Córdoba 
no sabe que existe en la Tierra otra cosa que no sea Córdoba”.

Lo podría haber dicho en 1918 también porque nada había cambiado.

Recordemos que para 1918 funcionaban en nuestro país dos universida-
des nacionales: Buenos Aires y Córdoba. Y tres universidades provinciales: 
Santa Fe, La Plata y Tucumán. Los estudiantes universitarios no eran mu-
chos. En 1918 las estadísticas decían que no llegaban a 10.000 en todo el 
país. En Córdoba no superaban los 1.500 estudiantes.

Uno de los dirigentes reformista por entonces, Luis Alberto Sánchez, 
describía la situación del régimen diciendo: “Los profesores lo eran casi por 
derecho divino. No había apellidos heterodoxos. La colonia presidía vigi-
lante las ubicaciones. Los hijos solían heredar las cátedras de sus padres. 
Un profesor lo era de por vida. Nadie turbaba sus derechos. Ni siquiera re-
petir un texto de memoria año tras año”.

Deodoro Roca, también opinaría con justas y sabias palabras: “La 
Universidad debe trascender sus fines profesionalistas. Una formación 



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

416

profesionalista limita el proceso educativo”. Esta fue una discusión que los 
reformistas perdieron pero creo que hoy en día sigue siendo una asignatura 
pendiente.

Y por último, otra influencia vino también por el lado de la Constitución 
de Weimar o Constitución social, apareciendo como consecuencia de un 
resultado expresivo-ideológico de la socialdemocracia alemana, que se ins-
tauró en la Asamblea Constituyente en el año 1919, surgiendo con posterio-
ridad a la Primera Guerra Mundial, estableciendo en sus artículos los de-
rechos fundamentales que debe proteger el Estado, así como disposiciones 
referidas a los derechos sociales entre los cuales se incluye a la seguridad 
social y los derechos asistenciales prestacionales como la salud.

V. El pensamiento jurídico constitucional

La segunda mitad del siglo XX en Europa marca el tránsito del Estado de 
Derecho Legal al Estado de Derecho Constitucional; o sea, el paso –al decir 
del jurista italiano Luigi Ferrajoli– del Estado de Derecho “débil” al Estado 
de Derecho “fuerte”.

¿Pero qué hechos políticos institucionales nos llevarían a pensar que es-
tamos transitando en nuestro país un nuevo pensamiento jurídico? ¿Qué 
cosas han cambiado en el mundo y en nuestra aldea para proponer dicha 
tesis? No es mi pretensión agotar en las siguientes páginas, las variadas res-
puestas a estos interrogantes. Tan solo me animo a proponer para el debate 
lo siguiente:

El primero y en orden de importancia política, jurídica e institucional, el 
retorno de la democracia constitucional de derecho al país a partir del 10 
de diciembre de 1983 significó una bisagra en términos país y, sobre todo, 
en términos de paz, justicia y libertad en estos primeros doscientos años de 
historia.

A partir de ese día y hasta la fecha, la llamamos democracia estable, ya 
que desde entonces transita un proceso continuo, pero a la vez paradojal, 
contradictorio en muchos aspectos, como la afirmación del principio de le-
gitimidad democrática, por un lado, y por el otro, las deficientes institucio-
nes y las profundas desigualdades sociales en estas tres últimas décadas, que 
plantean serios problemas y desafíos para una cultura democrática deseada.
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Lo cierto es que, como nunca antes había sucedido, estamos viviendo el 
período más largo de democracia argentina sin interrupciones militares, 
logrando alcanzar un claro objetivo planteado en 1983: la estabilidad de-
mocrática y el estado constitucional de derecho.

Como sostiene el destacado profesor y cientista político Hugo Quiro-
ga (23), en el difícil arte de la periodización, se podrían establecer tres mo-
mentos diferentes en este último período de democracia estable:

El primero (1983-1987) el de la política participativa activa de los ciuda-
danos en los partidos políticos, en las deliberaciones entre gobernantes y 
gobernados y el Congreso de la Nación.

El segundo (1988-2001) el de la política representativa que muestra sig-
nos de desmovilización ciudadana y, al mismo tiempo, un aumento del po-
der de las corporaciones económicas y sindicales, y el desprestigio de la 
dirigencia política a través de la antipolítica.

El tercero (2001-2017) el de la desconfianza de la política, quien ha per-
dido legitimidad, produciendo una enorme grieta entre los ciudadanos y 
sus gobernantes. Los partidos van perdiendo cada vez más su forma de or-
ganización política para transformarse en “expresiones electorales” organi-
zados en torno a líderes mediáticos.

En estos últimos años, los cambios fueron profundos a la hora de entender 
y ejercer la política, en cuanto a la participación ciudadana, en cuanto al fun-
cionamiento de las estructuras partidarias y en cuanto a las formas de repre-
sentación de la democracia de hoy. Hemos consolidado la democracia elec-
toral pero estamos lejos de fortalecer una democracia republicana, delibe-
rativa y constitucional que respete la división de los tres poderes necesarios.

No obstante lo ocurrido en estos treinta y cuatro años de democracia, 
estoy convencido que no es suficiente tiempo como para construir institu-
ciones realmente sólidas, quedando en claro que nuestra historia constitu-
cional argentina no ha sido ni larga ni pacífica. El proceso de consolidación 
institucional continúa habida cuenta que la democracia es un sistema de 
consenso, de disenso, de compromiso mutuo, de confianza, de diálogo y 
sobre todo, de respeto a quien piensa sobre todo distinto.

 (23) Director de la Licenciatura en Ciencia Política de la Universidad Nacional del Litoral.
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El segundo hecho político institucional lo constituyó, a mi entender, la úl-
tima Reforma Constitucional de 1994 llevada a cabo, como podía ser de otra 
manera, en la ciudad Santa Fe, la misma que la vio nacer en el año 1853.

Por ello, solemos decir y afirmar con orgullo de santafesinos y reformis-
tas universitarios que aquí, en este lugar, nació la República bajo el amparo 
de la Ley más importante que desde entonces nos dimos los argentinos.

Desde aquél momento y hasta nuestros días, esta Ciudad ha sido sede de 
casi todas (24) las Convenciones Constituyentes: la de 1860 que le permitió 
a Buenos Aires entrar definitivamente a la Confederación y a la Nación, a 
una era de progreso con las 14 provincias cobijadas bajo el celeste y blanco 
de su bandera; la de 1866 que permitió resolver la última cuestión que que-
daba pendiente de la anterior convención, referida a los derechos de im-
portación y exportación que entrarían a formar parte definitivamente del 
tesoro nacional; la de 1957 llevada a cabo ya en el ámbito de la Universidad 
Nacional del Litoral, Convención que incorporó el artículo 14 bis dándole 
rango constitucional a los derechos sociales o de segunda generación, des-
tacando el rol importante que por entonces tuvo el Instituto del Derecho 
del Trabajo de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. En este edificio 
constitucional se escribió que el trabajo gozará de la protección de las leyes, 
la garantía del salario mínimo vital y móvil, la norma de igual retribución 
por igual tarea, la garantía de protección contra el despido arbitrario, la es-
tabilidad del empleo público, la garantía de una organización sindical libre 
y democrática, la inclusión del derecho de huelga, la referencia a la con-
ciliación y al arbitraje, las garantías de estabilidad para los representantes 
gremiales, la referencia a un sistema de seguridad social integral otorgada 
por el Estado, el seguro social, las pensiones móviles, el bien de familia, la 
compensación económica familiar y la garantía de acceso a una vivienda 
digna; y modificó el artículo 67 inciso 11 referido a las funciones del Con-
greso, con el fin de incluir entre sus tareas la sanción de un código del tra-
bajo y seguridad social. Y por fin la Convención Constituyente de 1994 tam-
bién llevada a cabo en el ámbito del Paraninfo y de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litoral, incorporando 
a la Carta Magna a la Auditoría General, el Consejo de la Magistratura, el 

 (24) La única Convención Constituyente que no se celebró en la ciudad de Santa Fe fue 
la del año 1898 llevada a cabo en el ciudad de Buenos Aires que modificó el cambio de la 
base de elección de Diputados y aumentó el número de ministerios.
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tercer Senador por la minoría, la Jefatura de Gabinete de Ministros, el pleno 
ejercicio de los derechos políticos, los partidos políticos como instituciones 
fundamentales del sistema democrático, el resguardo de la fuente periodís-
tica, el mecanismo de democracia semi-indirecta, la defensa de los consu-
midores y usuarios de bienes y servicios, el ambiente sano y equilibrado, la 
protección de los datos personales, el defensor del pueblo, los derechos de 
incidencia colectiva, el reconocimiento y protección de los pueblos indíge-
nas, la protección de la salud, seguridad e intereses económicos, el patri-
monio natural y cultural y la incorporación de los tratados internacionales 
como fuente normativa, entre otros. El edificio de la Universidad Nacional 
del Litoral fue recinto y testigo de esta última Convención que reunió al 
más completo y extenso arco político que se recuerde. Numerosos sectores 
políticos hicieron oír su voz. Se discutió con destacado fervor. Las posturas 
fueron defendidas y argumentadas con vehemencia, pero siempre en un 
marco de respeto recíproco por las opiniones ajenas. En un país que en los 
años 70 vivió la tragedia de la intolerancia, promediando los años 90 haber 
encuadrado las disputas dentro de un clima de racionalidad en el debate 
de ideas, importó un extraordinario avance en nuestra joven democracia.

El en tercer hecho político institucional podríamos agrupar los intere-
santes aportes de la doctrina, jurisprudencia –particularmente los fallos de 
la CSJN– y las últimas reformas legislativas entre las que destaco especial-
mente el Código Unificado Civil y Comercial de la Nación.

¡Al fin y al cabo nadie es más alto que la Constitución! Extraordinaria fra-
se que dice mucho con pocas palabras del Ministro Enrique Pretacchi en 
el fallo “Arenzón” del año 1984, pero que presagiaba los años venideros del 
pensamiento de la CSJN. La democracia constitucional comenzaba a cami-
nar de la mano del Poder Judicial, y eso no era poco.

Con el correr de los años vendrán, los leading case: “Sejean”; “Bazterri-
ca” “Ekmekdjian”; “Asociación Benghalensis”; “Verbitsky”; “Simón”; “Aran-
cibia Clavel”; “Mendoza”; “Mujeres por la vida”, “Halabi”; “Padec”; “La Me-
ridional”; “Rodríguez”; “Rizzo” y “Mosca”, entre otros fallos del Superior 
Tribunal de Justicia del país.

La democracia, sus instituciones y la nueva Constitución reformada em-
pezaban a hacer estragos, en buena hora, tratando de superar viejas dicoto-
mías en el campo jurídico/social como “lo público - lo privado y lo social”; 
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“lo individual y lo colectivo”; “lo subjetivo y lo difuso” y, principalmente, “la 
norma constitucional y las normas infraconstitucionales”.

Muy importante fue también la aparición de textos de la doctrina como: 
Las normas fundamentales de derecho privado del profesor de la UNL Ri-
cardo Luis Lorenzetti en el año 1995 (25), donde plantea por primera vez el 
significado jurídico-político del proceso llamado constitucionalización del 
derecho privado, que significó no solo la incorporación derechos privados 
en la Carta Magna, sino fundamentalmente el reconocimiento de la Cons-
titución Nacional como fuente normativa y jerárquica superior de todo el 
ordenamiento jurídico argentino.

Después de ciento cuarenta y cuatro años, y después de muchos inten-
tos fallidos, reiteradas insistencias de la academia, la doctrina y la juris-
prudencia, el Código Civil y Comercial de la Nación se unificó y modificó 
para plasmar en su artículo primero que “Los casos que este Código rige 
deben ser resueltos según las leyes que resulten aplicables, conforme con 
la Constitución Nacional y los tratados de derechos humanos en los que la 
República sea parte (...)” (26). Sin dudas, y al decir de Ricardo Lorenzetti “el 
nuevo Código miró para atrás pero fundamentalmente miró hacia el futuro 
tratando de dar respuestas a distintos frentes como el social, el ambiental 
y el económico, debiendo interpretarse y enseñarse sistémicamente y en 
coherencia con la Constitución Nacional y los tratados internacionales”.

Konrad Hesse (2001), en sus estudios sobre “Derecho Constitucional y 
Derecho Privado” sostiene que “ambos aparecen como partes necesarias 
de un orden jurídico unitario, que recíprocamente se complementan, se 
apoyan y se condicionan. En tal ordenamiento integrado, el Derecho Cons-
titucional resulta de importancia decisiva para el Derecho Privado y el De-
recho Privado de importancia decisiva para el Derecho Constitucional”.

Por su parte, nuestro querido profesor Jorge Mosset Iturraspe (2002) 
resalta dos aspectos sobresaliente del derecho civil constitucional o dere-
cho constitucional civilizado, a saber: a) su tarea en orden a precisar los 

 (25) Publicado por Rubinzal-Culzoni editores.
 (26) El decreto 191/2011 del PEN, creó la Comisión de Reunificación y de Reformas del 

Código Civil y Comercial de la Nación, integrada por los doctores Ricardo Lorenzetti; Elena 
Highton de Nolasco y Aída Kemelmajer. Tuvieron que pasar 144 años para que el viejo Có-
digo Velezano fuera modificado. El nuevo Código entró en vigencia el 1º de agosto de 2015.
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derechos fundamentales; b) su función promotora de la transformación de 
las instituciones tradicionales del Derecho Civil; su lucha por la eficacia di-
recta, derogatoria, invalidatoria e informadora de la norma constitucional.

¿Cuál sería la contribución de las facultades de derecho a la generación 
de un pensamiento jurídico constitucional?

Con mayor frecuencia se escucha la necesidad de generar una cultura 
jurídica que sea capaz de aportar soluciones a los grandes problemas por 
los que atraviesa el país. Hace un par de meses atrás, con motivo del acto 
académico de clausura de las Jornadas en homenaje a los 25º de la Revista 
de Derecho Privado y Comunitario de Rubinzal-Culzoni editores, el presi-
dente de la CSJN Ricardo Lorenzetti, en su conferencia llevada a cabo en 
el Paraninfo de la UNL, remarcó “el rol fundamental de las escuelas de de-
recho en trabajar por una necesaria e inminente cultura jurídica”. Todo un 
pedido, justo y oportuno.

Estoy absolutamente convencido que la formación de los juristas tiene 
mucho que ver con el desarrollo mismo de la cultura jurídica.

Para ello será necesario que los actores universitarios de las facultades 
de derecho, especialmente los profesores, lleguemos a considerar al aula 
como espacio constitucional para la enseñanza del derecho. Como señala 
distinguido profesor de Yale Owen Fiss (1999):

“El aula es un taller del que surge nuestro trabajo académico y 
al que luego regresa (...). La experiencia educativa consiste en 
un intercambio de ideas entre el alumno y los profesores, y el 
carácter y calidad de ese intercambio dependen de lo que cada 
participante tenga que decir (...). Los estudiantes aprenden del 
amor que aporta el profesor a su materia y de la clase de curiosi-
dad que ese amor engendra”.

¿Pero de qué manera? Supongo que de varias. Primero, decidir si esta-
mos dispuestos, eso espero, a poner en crisis el sistema tradicional de en-
señanza del derecho heredada del pensamiento jurídico clásico y que aún 
persiste: memorística, mecanicista, acrítica, a valorativa, monologa y extre-
madamente teóricas/magistrales.

Será necesario también asumir que la enseñanza del derecho por es-
pecialidad está en crisis. Debemos reemplazarla por una enseñanza que 
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tienda a una formación y visión global de sus normas, con una visión crítica 
y valorativa de las mismas. Debemos enseñar e interpretar de lo que nos 
quieren decir las normas y los hechos sociales que pretenden dar respues-
tas, sobre todo, a los problemas que vivimos y vemos diariamente en los 
medios de comunicación, televisión, radio, internet, etc. como la pobreza, 
la discriminación, la intolerancia, la desigualdad, las adicciones, los proble-
mas de acceso a la justicia, y sobre todo, el poco apego al cumplimiento de 
las leyes que, en términos de sociedad, nos acarrea terribles consecuencias.

Debemos propiciar una educación jurídica basada también en resolu-
ción de casos, destrezas argumentativas, de tal forma que le permitan a 
cualquier estudiante de derecho poder discernir el derecho como es y cómo 
debería ser. Para ello debemos de dotarlos de capacidades argumentativas 
que les permitan defender sus posturas frente a normas vigentes pero in-
válidas o que les permitan argumentativamente comprender y colmar las 
lagunas del ordenamiento considerado en conjunto. Debemos repensar los 
planes de estudios y el contenido de las asignaturas, para decidir donde po-
nemos el acento o los acentos, en el sentido de qué es lo que consideramos 
prioritario/fundamental enseñar y enseñar bien teórica y prácticamente. 
Debemos ponernos de acuerdo acerca de lo que un estudiante necesita 
aprender durante esos cinco o seis años que está en la Facultad.

El profesor Rodolfo Vigo (2009), hace algunos años, advertía acerca de 
la visión académica devaluada de ramas fundamentales como el derecho 
constitucional: “El derecho constitucional en la formación tradicional de 
nuestros estudiantes de abogacía es una rama más, incluso no es de aque-
llas de las que goza del mayor prestigio, pues entre éstas habitualmente se 
cuenta el Derecho Privado”.

Para ir concluyendo este trabajo, creo enormemente en el rol de las fa-
cultades de derecho en la formación de juristas con visión global, capaces 
de entender e interpretar a la Constitución Nacional como práctica social, 
que junto a otros actores del sistema político y jurídico –jueces, legislado-
res, abogados, ciudadanos, prensa– contribuyan a preservar la legitimidad 
e integridad del derecho y su función social.

Para ello será imprescindible seguir considerando que la educación ju-
rídica es y seguirá siendo una pieza clave en el camino de la consolidación 
de nuestra democracia constitucional de derecho, que sin lugar a dudas, 
asegurará de los beneficios de la libertad.
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dica.– III. Los problemas del proceso de enseñanza aprendiza-
je desde la Crítica jurídica.– IV. Conclusiones.– V. Bibliografía.

I. Introducción

El pensamiento jurídico crítico ha colocado, como uno de los puntos 
centrales de sus esfuerzos, el desarrollo de una propuesta pedagógica que 
se encuentre en consonancia con las posturas teóricas y los principios epis-
temológicos en los que se sustenta. Esto puede observarse, por ejemplo, en 
el trabajo que los Critical Legal Studies (y especialmente quien es conside-
rado el más representativo académico de los mismos, Duncan Kennedy) 
ha llevado a cabo para mostrar los problemas existentes en la enseñanza 
tradicional del derecho en Estados Unidos (cf. Kennedy, 2009: 549-578; 
Kennedy, 2014), en la atención que algunos juristas colocan en los proce-
sos de enseñanza jurídica para posibilitar la existencia de una teoría crítica 
del derecho y el estado (e.g. Capella, 2009), en la búsqueda de una transfor-
mación profunda de los presupuestos epistémicos de nuestra sociedad en 
general y como tal, de la enseñanza y comprensión del derecho en lo par-
ticular (Santos, 2002: 183-208; Santos, 2011: 9-22) o en la visibilización de 
la dimensión política de esta actividad y su importancia social en la época 
contemporánea (cf. Correas, 2006; Ruíz, 2009: 115-121).

Esta aproximación no ha estado, como es fácil observar en la práctica co-
tidiana de las universidades, exenta de problemas. Debido a sus caracterís-
ticas, las teorías críticas suelen encontrarse con dificultades en las pesadas 
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estructuras burocráticas de las facultades, especialmente en el caso de de-
recho. Después de todo, la aplicación práctica inmediata de esta disciplina 
no es, contrario a lo que la ideología dominante indica (de forma superfi-
cial, es necesario agregar, pues esta pretensión es rápidamente abandona-
da durante los estudios jurídicos cf. Correas, 2009) la búsqueda de valores 
morales particulares, como la justicia, el bien común o la equidad, sino la 
resolución de conflictos concretos bajo un conjunto de reglas que se asume, 
están dadas de antemano. Se trata, en ese sentido, de un aprendizaje que se 
enfoca en resolver los problemas internos del sistema social, lo que se deri-
va en muchas ocasiones en el mantenimiento de las condiciones existentes 
(quizá debido a ello, los estudiantes de derecho suelen tener tendencias o 
preferencias políticas conservadoras cf. Bourdieu y Passeron, 2009).

Debido a ello, el presente artículo se divide en dos apartados. En el pri-
mero, se establecerá de forma esquemática, algunas características míni-
mas de la Crítica jurídica, especialmente en cuanto éstas tienen relación 
con nuestro tema: el proceso de enseñanza aprendizaje. En el segundo, se 
hablará de algunos problemas, tanto prácticos como teóricos que pueden 
presentarse para la crítica dentro de este proceso, así como algunas posi-
bles respuestas que desde esta perspectiva, deben ser evitadas. Se trata no 
sólo de un ejercicio abstracto, sino de una observación a través de expe-
riencias de estudiantes y profesores.

II. Los principios de la Crítica Jurídica

A pesar de la enorme dificultad que existe para definir aquello que po-
demos englobar bajo la idea o el concepto de “pensamiento jurídico críti-
co” o “Crítica jurídica” (cf. Tapia Argüello, 2016), es posible mencionar dos 
características que, de forma general, distinguen a esta de las teorías tra-
dicionales. Se trata, en un primer momento, de una diferencia ontológica 
sobre la posibilidad de existencia de “la realidad” que posteriormente tiene 
repercusiones tanto epistemológicas como metodológicas.

Como toda forma esquemática con pretensiones descriptivas, este ejer-
cicio será no sólo limitado, sino como se verá más adelante, constitutivo de 
su propio objeto de reflexión. Así como existen diversos problemas para la 
definición del objeto central de las teorías, tanto tradicionales como críticas 
(el ejemplo más representativo podría ser la famosa frase kantiana: “Lograr 
una definición es algo hermoso, pero suele ser difícil. Los juristas buscan 
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todavía la del concepto de derecho” (Kant, 1998: 425). El concepto y los al-
cances de la crítica son problemáticos, ambiguos y se encuentran como es 
fácil predecir, en una constante pugna. En el presente apartado no se pre-
tende más que presentar algunos elementos que permitan la creación de 
un categoría radial (Gallie, 1956: 169) de esta, por lo que, para una mayor 
profundidad, se recomienda una aproximación a la bibliografía correspon-
diente (e.g. Wolkmer, 2003; Correas, 1993: 123-142; Correas, 1990; etc.).

II.1. Primera característica: posibilidades sistémicas de crítica y 
transformación

La primera característica que se abordará en el presente trabajo y que 
hace una distinción entre las teorías tradicionales y las teorías críticas 
tanto de forma general como en particular dentro del estudio del dere-
cho, consiste en la aceptación o no de ciertos presupuestos que se entien-
den como esenciales o dogmáticos dentro del estudio de una disciplina 
(Horkheimmer, 2008).

Mientras que las teorías tradicionales asumen la necesidad de una base 
incuestionable para el análisis de una realidad determinada, las teorías crí-
ticas (y esto es importante remarcarlo, tanto unas como otras sólo pueden 
entenderse en plural) parten del supuesto de que una adecuada aproxima-
ción a la configuración actual de la realidad, debe basarse, por decirlo se-
gún la formulación clásica, en una crítica implacable de todo lo existente 
(Marx, 2008: 89).

Contrario a lo que podría parecer, existen varios niveles en esta ase-
veración y significa no sólo que no existan terrenos vedados que queden 
fuera de los alcances de la crítica, sino además que estas teorías buscan 
comprender, en aquello que se muestra como “lo real”, es decir, de alguna 
forma, como el límite incuestionable de la existencia objetiva, el carácter 
negado de las potencialidades y posibilidades presentes en ese espacio 
(Adorno, 2008).

Un muy buen ejemplo de esta distinción dentro del estudio del derecho, 
es posible encontrarla en la que es quizá la idea fundacional de la Crítica 
Jurídica Latinoamericana, misma que indica que la pregunta sustancial so-
bre el derecho moderno no es ¿qué dice? sino ¿por qué dice eso y no dice 
otra cosa? (Correas, 1986).
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II.2. Segunda característica: el papel de la teoría y su relación con el 
objeto de estudio

El ejemplo previamente mencionado sirve entonces como elemento de 
enlace respecto a la segunda característica que encontramos para diferen-
ciar entre las teorías tradicionales y las teorías críticas. Se trata, como se ha 
mencionado en la introducción del presente trabajo, de una derivación de la 
visión objetivista establecida en el punto anterior, pero en las dimensiones 
epistémico-metodológicas. Al considerar a la realidad como algo “realmen-
te existente”, separado de las relaciones sociales que se desarrollan, resulta 
fácil asumir la necesidad de analizarla tal y como “es”. Así, tratar los hechos 
sociales como “cosas” (Durkheim, 2007: 7) o analizar el derecho tal y cómo 
existe (Kelsen, 2008) se convierten en metodologías no sólo adecuadas, 
sino incluso preferibles. De esta forma, las teorías tradicionales asumirán la 
necesidad y con ello la posibilidad, de realizar análisis objetivos y además, 
neutros, tanto en principios como, especialmente, en resultados.

Al entender el fenómeno jurídico de esta manera, estas teorías asumen 
que la actividad realizada por quien se acerca al estudio de lo jurídico tiene 
(solamente) una dimensión descriptiva-explicativa de la realidad jurídica. 
Así, “el derecho” tiene una existencia independiente y cerrada al proceso 
“interpretativo” que se realiza desde la teoría sobre él, asumiendo una dis-
tinción total entre ambos procesos (cf. Solano, 2016: 83-85).

Contra esta postura, las teorías críticas recuerdan constantemente que 
pensar significa traspasar (Bloch, 2011: 7), que todo proceso descriptivo 
implica por sí mismo una dimensión constitutiva de la realidad. De esta 
forma, resulta necesario observar que cuando alguien, anclado en las teo-
rías tradicionales, asume un papel solamente interpretativo, se encuentra 
ignorando u ocultando la dimensión reconfigurativa de su actuación, lo 
que no significa que esta no se realice:

“La aceptación dogmática del derecho positivo por parte de los 
juristas no impide, como ya lo hemos dicho, que una función 
importante de la actividad de éstos consista en reformular el sis-
tema legislado.

Evidentemente esta función es incompatible con la ideología ex-
puesta en el ensayo anterior. Es interesante estudiar las técnicas 
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que emplean los juristas para mantener el ideal de adhesión al 
derecho legislado, conservando en un plano no reconocido la 
actividad de modificar tal sistema” (Nino, 1989: 41).

De esta forma, cuando se indica que “los filósofos se han encargado de 
interpretar el mundo, de lo que se trata, es de transformarlo” (Marx, 1994: 
232) es necesario recordar que todo proceso es transformativo, aun cuando 
sólo unos cuantos se presentan verdaderamente como tales:

“Los críticos en cambio, comparten la idea de que la ciencia del 
derecho interviene en la producción de su objeto y lo construye, 
en tanto lo explica mediante categorías y conceptos. Así participa 
en la realización de las funciones sociales que le atribuye y fun-
damentalmente las ficciones que lo estructuran” (Ruiz, 2001: 5).

Queda claro que para las teorías críticas la actividad teórica, que se asu-
me solamente como interpretativa desde otras visiones, tiene una dimen-
sión constitutiva de aquello que estudia, creando al mismo tiempo que 
analiza, su propio “objeto de estudio” (cf. Santos, 2003: 91-93) y transfor-
mando su existencia “concreta”. Esto nos lleva a una segunda cuestión, que 
se vincula profundamente con este ejercicio de interpretación-creación-
reconfiguración. Para las teorías críticas, el quesea imposible realiza una 
descripción en términos objetivos (es decir, de forma ajena e independien-
te, más allá de la dimensión subjetiva de quien analiza) totales sobre algo, 
lleva necesariamente a cuestionar la existencia de la avaloratividad, que es 
otra forma en que el término objetividad parece entenderse en términos 
académicos.

Resulta necesario mencionar que la búsqueda de la neutralidad valora-
tiva puede ser entendida como algo deseable para el ejercicio de la activi-
dad académica, especialmente en cuanto hace a cualificación de la activi-
dad estudiada (así lo hace, e. g. Bobbio, 2003: 88). No obstante, esta debe 
asumirse siempre como una cuestión procesual y permanente. Es decir, no 
asumir la existencia de un mecanismo que asegure, de una vez y para siem-
pre, la avaloratividad de nuestra actividad académica, sino como un proce-
so permanente de vigilancia epistemológica (Bourdieu y otros, 2008) que se 
encuentra además, limitado desde el principio por las condiciones particu-
lares de nuestra propia subjetividad (un magnífico ejercicio sobre el tema 
puede encontrarse en Soulié, 1995: 3-21, donde a través de un ejercicio 
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estadístico se muestra cómo influyen tanto en la selección del tema como 
en la manera de abordarlo, las condiciones socio económicas y culturales 
de las personas que analizan los fenómenos).

Una vez establecidas las características mínimas de aquello que llamare-
mos Crítica jurídica en el presente trabajo en relación con los procesos de 
enseñanza aprendizaje, podemos entonces observar algunos de los princi-
pales problemas que relacionan a ambas cuestiones, así como las potencia-
lidades y peligros que se encuentran en dicha relación.

III. Los problemas del proceso de enseñanza aprendizaje desde la 
Crítica jurídica

Hablar de los problemas que enfrenta el pensamiento jurídico crítico 
respecto a las formas tradicionales de asumir los procesos de enseñanza-
aprendizaje no es, como puede asumirse desde la contradicción elemental 
existente entre ambos conceptos, un trabajo complicado. La educación tra-
dicional, entendiendo a esta bajo los parámetros previamente establecidos 
en las distinciones anteriores, se desarrolla bajo presupuestos particulares 
que se encuentran en franca contradicción con la Crítica jurídica. No obs-
tante, hay otros problemas que no son visibles de una manera tan franca o 
bien que aun cuando son fácilmente identificables, no tienen una solución 
asequible para quienes se encuentran en ellos.

En la introducción han sido ya mencionadas algunas de las dificultades 
existentes para los profesores que asumen una postura crítica. En algunos 
casos, situaciones normativas específicas, como puede ser la llamada “li-
bertad de cátedra”, permite una atenuación de la desigual correlación de 
fuerzas al interior de las facultades o bien los lineamientos ideológicos con-
tenidos en los planes y programas de estudios generales. A pesar de ello, 
existen algunos elementos que debemos tener en cuenta. Primero, existen 
muchos problemas que se encuentran más allá de las posibilidades de un 
individuo o un grupo particular, lo que dificulta el uso de estos elementos 
normativos adecuadamente. De la misma forma, es posible que en algunos 
momentos las respuestas “correctas” en términos abstractos y generales, o 
quizá mejor dicho, asumidos como tales desde una postura específica de 
crítica, pueden no ser las más adecuadas para situaciones particulares y 
concretas en la vida práctica de quienes deben aplicarlas.
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En otros casos, existe la posibilidad de generar seudo-soluciones que 
aparezcan en un primer momento como compatibles con el pensamien-
to crítico, sólo para posteriormente revelarse como problemáticas en sí 
mismas. Así también, resulta necesario mencionar que a pesar de lo que 
se ha mencionado hasta este momento, el profesor es, comparativamen-
te hablando, un sujeto privilegiado dentro de las Universidades. Otros ac-
tores, como pueden ser los trabajadores no académicos y principalmente 
el estudiantado, no cuentan con esas posibles protecciones instituciona-
les, por lo que su acercamiento a las teorías críticas se vuelve incluso más 
problemático.

Junto con estos problemas generales, es posible identificar la existencia 
de problemas importantes para el proceso de enseñanza aprendizaje tanto 
en la manera en que se aborda el fenómeno jurídico, como en la forma en 
que se desarrolla el proceso de enseñanza aprendizaje. En ambos casos, es 
posible encontrar tanto problemas llamados comúnmente teóricos como 
aquellos que se entienden a sí mismos como prácticos. No obstante, este 
acercamiento resulta, como se verá de inmediato, un tanto problemático 
para la Crítica jurídica.

III.1. Los problemas “sobre el Derecho”

III.1.1. La división entre teoría y práctica

El primer elemento a mencionar como un posible problema desde la 
Crítica jurídica consiste precisamente en la división que se ha mencionado, 
entre problemas y saberes teóricos y prácticos.

Quizá una de las áreas problemáticas de mayor importancia dentro de 
las universidades contemporáneas en forma general y particularmente en 
las facultades de Derecho, es la relación entre la práctica y la teoría (cf. e.g. 
Kahn, 2001: 9-16). Existe, desde algunas posturas, la idea de que el conoci-
miento práctico debe ser privilegiado por encima de abstracciones teóricas, 
mismas que por sí mismas, no tienen un interés real para los estudiantes, 
fuera de necesidades profundamente especializadas o bien como conoci-
miento o cultura general.

Dentro de este planteamiento, es posible encontrar diversos problemas. 
Por principio, es importante destacar que esta visión sobre la relación entre 
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teoría y práctica como actividades diferentes y potencialmente excluyen-
tes, sólo puede desarrollarse ante una visión sesgada de la actividad huma-
na, que divida de forma idealista, las actividades realizadas por “el intelec-
to” como ente abstracto y “el cuerpo” como materialidad del ser. Contrario 
a esta idea, debemos observar que los conceptos teoría y práctica hacen 
alusión a puntos de vista diferentes sobre la actividad humana general, en 
donde se privilegia una u otra aproximación, pero no a actividades diferen-
tes en sí mismas. Toda práctica es teoría y toda teoría es práctica.

De esta forma, no existe posibilidad alguna de dividir, tal y como esta 
idea pretende, la teoría y la práctica en dos entes no sólo independientes, 
sino incluso en algunas ocasiones opuestos (cf. Kant, 2002). Existe una im-
posibilidad total de desarrollar cualquier forma de teoría sin práctica, ya 
porque en sí misma la actividad teórica puede ser considerada una práctica 
concreta (para una postura opuesta a esta afirmación, cf. Sánchez Vázquez, 
2003), ya porque la actividad teórica requiere, para su existencia misma, 
de una práctica que le anteceda, una práctica que le dote de sentido y una 
práctica que haga posible su existencia misma como fenómeno. De la mis-
ma forma y en franca oposición a lo que se presenta como una necesidad 
imperiosa del mercado, no es posible la realización de ninguna práctica sin 
llevar a cabo un proceso de desarrollo teórico que le acompañe. En muchas 
ocasiones, este desarrollo es incompleto, inconsciente incluso, pero no por 
ello, deja de existir.

Cuando esto se obvia para dar paso a la idea de que es posible desarro-
llar una actividad “práctica” por si misma, lo que se pretende no es la elimi-
nación del aspecto teórico de esta actividad, sino la interiorización acrítica 
de los postulados y principios hegemónicos de una forma dogmática. De 
esta forma, los saberes y las formas dominantes en ese momento particular, 
se vuelven lo “normal” en la práctica jurídica (cf. Gramsci, 1971: 114); esto 
significa no sólo que se convierten en lo más común, sino también que se 
colocan a sí mismos como la medida de las posibilidades de existencia de 
toda práctica, es decir se vuelve lo regular al mismo tiempo que lo que re-
gula (cf. Foucault, 2009).

Contra esto la búsqueda desarrollada por la Crítica jurídica, es, antes 
que procesos de naturalización heterónomos y ajenos, la creación de un 
nuevo sentido común en el derecho (Santos, 2008) basado en principios 
emancipatorios para todas y todos. Esto no puede lograrse a través de pro-
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cesos de ocultamiento como el antes descrito, sino que requiere que ese 
nuevo sentido común surja de una discusión plural, informada y horizontal 
de todos los involucrados.

Es necesario observar que la centralidad en ciertas actividades, como 
el estudio del derecho en este caso, de procesos “prácticos” por encima 
de esfuerzos que asuman la unidad entre teoría y práctica, es resultado de 
necesidades particulares de distintos regímenes de acumulación, es decir, 
formas particulares históricas de generar bienes y servicios y consumirlos 
según ciertos patrones que permitan el proceso de acumulación capitalista. 
Uno de los elementos más importantes para lograr esto, se encuentra en la 
estabilidad del sistema a través de la interiorización de las reglas de ese pro-
ceso a nivel político, social y jurídico, lo que permite que esos patrones no 
sean fácilmente modificados en periodos cortos de tiempo. A este proceso, 
conocido como “modo de regulación” (Harvey, 2012: 143-144) la distinción 
entre teoría y práctica, su separación esencial y la supuesta eliminación o 
disminución de espacios comunes entre ambas, le permite llevar a cabo el 
ocultamiento de los presupuestos particulares que articulan la existencia 
del derecho “realmente existente” que como tal debe ser estudiado, apren-
dido y repetido.

No obstante lo anterior, todo sistema necesita, para llevar a cabo las 
adaptaciones necesarias para su propia supervivencia, una cierta flexibi-
lidad que requiere especialistas que reconozcan tanto la falsedad de esta 
división, como las posibilidades transformativas que existen en su supe-
ración. En una sociedad dividida a través de procesos de jerarquización, 
este papel no puede ser dado de forma general, lo que hace necesaria una 
segmentación de la oferta educativa y la distinción entre quienes deben 
conocer las reglas del sistema y quienes sólo aquellas que se generan den-
tro del mismo. Después de todo, resulta cuando menos extraño que ante la 
insistencia del mercado para generar abogados “prácticos” (que tienen un 
periodo de preparación menor y como tal pueden integrarse al mercado 
laboral de manera más rápida) se genere, al mismo tiempo, un mayor in-
terés en crear abogados especializados en temas “teóricos” y filosóficos en 
escuelas particulares o bien públicas de alto prestigio (cf. Correas, 2009).

Esto puede ser visto en los caminos diferenciados que asumen en México 
las escuelas que generan licenciaturas “ejecutivas” o “intensivas” (que son, 
en términos generales un 40% más cortas en años totales, cinco en el caso 
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de las licenciaturas tradicionales, tres en el de las ejecutivas), la creación de 
formas diferenciadas de posgrados (el ejemplo más claro es la existencia 
de maestrías profesionalizantes y maestrías de investigación en los planes 
de estudios derivados del Acuerdo de Bologna en la Comunidad Europea) 
y la búsqueda de eliminación de asignaturas particularizadas en todos los 
niveles educativos.

III.1.2. La naturaleza del conocimiento jurídico

Un segundo problema identificable para el pensamiento crítico puede 
ser encontrado en la manera en que el conocimiento jurídico, tanto en su 
naturaleza como en su creación, es comprendido por las visiones tradicio-
nales del derecho. Podemos observar en esta clasificación de los niveles 
de conocimiento jurídico (Tamayo, 2011: 294) una buena aproximación al 
tema:

N2 Filosofía jurídica (Conocimiento que busca de forma general, los 
principios que hacen posible tanto la existencia de N0, como de N1 a tra-
vés de reflexiones amplias y abstractas sobre su naturaleza, características 
y posibilidades. Es desarrollada por los filósofos del derecho).

N1 Ciencia del derecho (Conocimiento especializado que toma como ob-
jeto de estudio a N0. Pretende generar descripciones de la existencia del 
mismo y explicaciones de las actuaciones dentro de él. Se trata pues, de un 
discurso descriptivo explicativo de la realidad jurídica concreta, y no, como 
en el caso de su objeto de estudio, de un discurso prescriptivo. Es adquirido 
y utilizado por los investigadores del derecho, académicos, jurisconsultos).

N0 Derecho positivo (Conocimiento adquirido por los abogados en ge-
neral y aplicado por los mismos para la resolución de asuntos legales. Se 
refiere al conocimiento sobre “qué dicen las normas del sistema jurídico” 
y cómo pueden aplicarse en la realidad. Es adquirido y utilizado por abo-
gados postulantes, jueces, autoridades administrativas, legisladores, etc.)

Al observar el esquema antes indicado, es posible percatarse de que la 
división entre los distintos niveles es diferente. Mientras que la línea que 
divide N0 y N1 es continua, la existente entre N1 y N2 es intermitente. Esto 
hace alusión a la existencia de diferencias tajantes entre el conocimiento 
generado en el nivel 0 y los otros dos, que pueden deberse, en un principio, 
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a las diferencias de sus intenciones: mientras el conocimiento del Derecho 
positivo tiene como intención la resolución de asuntos concretos a través 
de un ejercicio de poder legítimamente autorizado, los otros dos niveles 
buscan desarrollar conocimiento a partir de la observación de fenómenos 
concretos para buscar generalidades y regularidades en los mismos.

Existen en este caso, dos elementos que se resaltarán de los múltiples 
posibles. El primero es la manera en que esta división deja de lado las po-
sibles formas de conocimiento generados por personas no especialistas en 
la materia. De esta forma, se crea una división entre saberes autorizados 
y no autorizados sobre el derecho (Foucault, 2008) lo que crea una forma 
de invisibilización de prácticas y saberes alternativos pero igualmente im-
portantes para la comprensión adecuada de la experiencia jurídica de la 
sociedad (cf. Santos, 2010: 7-8).

Por el contrario, esta división particular de los saberes jurídicos gene-
ra una distinción insalvable entre aquellos que se encuentran legitimados 
para decir lo que el derecho dice y aquellos que no pueden hacer otra cosa 
más que obedecer los mandatos, que de esta forma se presentan como au-
toritarios (Grossi, 2003: 21 23). Reduce el pluralismo existente en las rela-
ciones normativas a una visión estatocéntrica y fortalece la invisibilización 
de la manera en que el derecho es vivido en la vida cotidiana como elemen-
to importante para la comprensión de este fenómeno.

De esta forma, al dejar fuera de los niveles de conocimiento jurídico 
a aquellos que no se dedican de forma “profesional”, se realiza una clau-
sura operativa sobre aquello que se entiende como derecho, generando 
al mismo tiempo una serie de profecías autocumplidas sobre cómo debe 
comportarse este y las personas que ingresan a él (Kennedy, 2009: 550). El 
derecho se asume entonces como una cosa, se mistifica y se aleja de las 
relaciones sociales que le constituyen, estableciéndolo entonces como un 
“algo” que puede y debe ser estudiado, obviando el carácter eminentemen-
te constructivo de esta acción. Lo jurídico deja de ser entendido como una 
relación social abierta y en constante reconfiguración para ser, como se ha 
mencionado en la primera parte del artículo, una cosa que debe ser anali-
zada objetivamente.

El segundo problema que se deriva de esta forma de entender al dere-
cho, se encuentra ya dentro de los problemas existentes en el proceso de 
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enseñanza aprendizaje, razón por la cual puede servir como puente entre 
ambas distinciones particulares, que si bien se encuentran profundamen-
te interconectadas, se han dividido con la intensión de generar una mejor 
claridad explicativa.

III.2. Los problemas sobre el proceso de enseñanza aprendizaje

Cuando la comprensión del derecho se genera basándose en la distin-
ción que se ha mencionado con anterioridad, resulta fácil encontrar ele-
mentos que benefician e incluso requieren, la existencia de una forma es-
pecífica de desarrollar los estudios sobre el derecho que se base en princi-
pios ritualistas y de repetición (Sorockinas, 2016). Como es fácil identificar, 
esta forma será la que mejor encuadre con la interiorización de las formas y 
saberes dominantes, al tiempo que reduce los tiempos de “aprendizaje” de 
cuestiones básicas en la formación del estudiante.

A lo largo de la licenciatura se realizan, a petición de los profesores in-
numerables trabajos que exigen al estudiante la recolección de datos e in-
formación específica de diversas fuentes, actividad que se realiza, debe ser 
dicho, sin mucha dedicación en la mayoría de los casos. No se trata de que 
los temas no resulten interesantes para el estudiantado (no al menos en 
todas las ocasiones), o que simplemente no se reconozca alguna ventaja de 
tener esos conocimientos en particular (de nueva cuenta, o no al menos en 
cada una de las veces), sino que de forma general, las respuestas que se en-
cuentran simplemente no satisfacen las preguntas que los estudiantes mis-
mos se formulan. Contra lo que las visiones tradicionales sobre el derecho 
y la educación parecen indicar de forma constante, los estudiantes no son 
entes vacíos de información que requieren ser llenados de forma unilateral 
(cf. Freire, 1998).

La experiencia universitaria de un estudiante puede mostrar que si un 
profesor pregunta algo, puede ser, por ejemplo ¿qué es un contrato?, no 
está interesado de forma central en el desarrollo etimológico de la pala-
bra, en las distintas formas específicas que ha tenido esta figura en distin-
tas culturas o más aún, en la pertinencia de su existencia en nuestra so-
ciedad. Muy probablemente lo que quiere escuchar es que de acuerdo al 
artículo 1437 del Código Civil del Estado Libre y Soberano de Puebla (CC), 
“(c)ontrato es el convenio que crea o transfiere obligaciones o derechos”. El 
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profesor difícilmente indicará que no se encuentra interesado en todo lo 
demás, pero tanto en su actitud como en la manera en que se articulan las 
múltiples actividades en el aula, resultará claro que ese tipo de cosas las 
considerará secundarias, supeditadas por así decirlo, al conocimiento so-
bre qué es un contrato.

Una vez que el estudiante ha demostrado que tiene “conocimiento” so-
bre el concepto jurídico contrato, es muy probable que se solicite el signifi-
cado de los términos que conforman el concepto antes citado: “convenio”, 
“transferencia”, “obligación” y “derecho”, así como una clasificación de las 
distintas formas de contrato que pueden existir. En estos momentos, y si 
el estudiante ha aprendido efectivamente lo que el maestro desea, enton-
ces simplemente buscará en el texto de la ley cada uno de los términos, 
así como las posibles clasificaciones que existen. Esto no sólo le ahorrará 
mucho trabajo, sino que además, comprenderá a lo largo de la carrera, ge-
nerará la aprobación de la comunidad en la que se encuentra (Kennedy, 
2009: 563-565).

En algunas ocasiones, si es que el estudiante quiere abundar un poco 
es posible que revise algún tratado sobre el tema, pero no tardará en darse 
cuenta de que lo que tiene enfrente es en la mayoría de las ocasiones, una 
referencia al texto legal y una interpretación que será más o menos afortu-
nada, de acuerdo al autor. Cuando esto no es así (e.g. Correas (1998) con su 
interpretación sobre el contrato), el estudiante (o incluso en algunos casos, 
el profesor) se sentirá tentado asumir esas interpretaciones como ajenas al 
estudio de la disciplina, lo que aumentará en la medida que la visión sea 
más heterodoxa.

Es posible que tanto estudiantes como profesores no estén de acuerdo 
en que los componentes mencionados sean los más adecuados para hacer 
referencia al concepto jurídico “contrato”, al menos tal y como lo viven en la 
vida cotidiana; de la misma forma, es posible que se tengan dudas acerca 
de la pertinencia del nombre o más aún, que esa información no propor-
cione ningún tipo de ayuda para comprender verdaderamente qué es un 
contrato y cómo estos funcionan en nuestra sociedad. Esos, sin embargo, 
son problemas que no interesan en las aulas, pues de acuerdo a la visión 
de la mayoría de los profesores, si la ley ha dicho ya qué es un contrato, no 
existe discusión posible sobre sus características, sus posibles clasificacio-
nes, formas y efectos. Cualquier pregunta que no se encuentre contenida 
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entonces en este texto, no pertenece el campo de estudio del derecho, sino 
que es resultado de una curiosidad “natural” que debes fomentar y alimen-
tar... en el tiempo libre de cada persona.

Esta breve descripción es, resulta necesario mencionarlo una simplifica-
ción extrema. Los mecanismos a través de los cuales se desarrolla y forma 
a los operadores jurídicos en una ideología específica en nuestra sociedad 
son no sólo mucho más sutiles, sino también más elaborados y podríamos 
decir, efectivos (Kennedy, 2009, da un buen ejemplo). No obstante, estas 
líneas sirven para mostrar, en términos generales, cómo es el acercamiento 
tradicional para los estudiantes de las facultades de derecho.

Por el contrario, si el derecho es solamente lo que el texto legal “dice”, lo 
que la norma ordena o permite, entonces no hay una razón para formar du-
rante cinco años a un grupo de personas que pueda llevar a cabo litigios o 
actividades jurisdiccionales. Si en verdad lo único que importa sobre el con-
trato es lo que el artículo 1437 del CC indica, entonces lo que se requiere es 
un grupo de gente que sepa leer y escribir y un número equivalente de leyes 
impresas para que esas personas puedan aplicar efectivamente las normas. 
Ni siquiera, de ser esto cierto, existiría la necesidad de llevar a cabo largos y 
costosos procesos judiciales pues bastaría, para cada caso concreto, que se 
indicara lo que la norma establece para que cualquier asunto se solucionara.

No obstante la manera en que se pide que abordemos los conceptos ju-
rídicos, cualquiera que dijera algo similar a lo que he dicho hasta este mo-
mento sería visto tanto por profesores, especialistas como por la mayoría 
de la gente, como alguien que no tiene una idea muy clara sobre lo que el 
derecho es, hace o la manera en que actúa en la sociedad. El derecho, se le 
diría, es una práctica social compleja que no puede reducirse, a pesar de 
algunos intentos en este sentido, a una operación mecánica de aplicación.

Esta actitud representa una contradicción. Por un lado, se insta a apren-
der mecánicamente una serie de conceptos cuyo significado debe asumirse 
a partir de ello como verdades evidentes, mientras se habla de las múltiples 
posibilidades interpretativas de los enunciados normativos (cf. Guastini, 
2011). Se indica que el derecho es una práctica social compleja al tiempo 
que se exige su clausura operacional y la expulsión, a efecto explicativo, de 
situaciones que no pudieran sustentarse en la norma (el ejemplo más claro 
de esto, es la visión de Kelsen, 2008).



III Número Extraordinario de Revista Anales de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales. UNLP. 2017. ISSN 0075-7411

439La crítica jurídica en la enseñanza del Derecho - Sergio Martín Tapia Argüello

En algunas ocasiones, para intentar superar este problema, los estudian-
tes buscan en textos especializados de filosofía y teoría del derecho, algu-
nas respuestas más adecuadas acerca de la naturaleza y características del 
derecho. Lo que se encuentra en muchos momentos, es un lenguaje oscuro, 
ambiguo, que genera dudas aún más profundas y lo que es peor, en algunas 
ocasiones generan la sensación de haber leído ya sea una descalificación 
apriorística de las preguntas formuladas desde posturas “fuera de los lími-
tes jurídicos” o bien, argumentos que a través de ciertos recursos lingüísti-
cos y retóricos, amplían y perfeccionan las explicaciones incompletas que 
se encuentran en los más humildes textos de derecho positivo.

A través de un acercamiento a este proceso con la Crítica jurídica, es po-
sible comprender algunas cuestiones que permanecieron como dudas re-
currentes durante los estudios en la Facultad de Derecho. Por mencionar 
los ejemplos que hasta ahora se han manejado, es posible decir que si se 
enseña de forma ritualística una serie de conceptos para después indicar la 
apertura interpretativa de los mismos, no es, como parece en algunas oca-
siones, porque exista desconocimiento o desconexión entre ambas ideas, 
sino porque la enseñanza del derecho es, a la vez que la preparación para 
una labor técnica específica, un proceso ideológico que tiene por objeto 
generar ciertas características en los operadores jurídicos (Kennedy, 2014). 
De la misma forma, si se exige una separación conceptual entre el derecho 
y otros fenómenos sociales y disciplinas (como la política, la moral, la so-
ciología o la economía) esto tiene por objeto reducir las posibilidades de lu-
cha y resistencia de quienes se enfrentan en el campo jurídico (Nino, 2014), 
lo que en última instancia generará una mayor desigualdad entre las partes.

IV. Conclusiones

Uno de los problemas más importantes respecto a la enseñanza del de-
recho desde una perspectiva crítica es, como ha podido verse en las pá-
ginas anteriores, las relaciones de poder existentes en las sociedades con-
temporáneas. Por un lado, la reducción del concepto “poder” desde una 
idea de posibilidad de transformación social a dominación genera las con-
diciones ideales para la consolidación de teorías tradicionales (Tapia Ar-
güello, 2016); por otro, los procesos tradicionales de enseñanza aprendizaje 
generan, no sólo a nivel simbólico, sino también material, condiciones de 
sostenimiento e incluso fortalecimiento de esas condiciones de domina-
ción (cf. Freire, 2008; Bourdieu y Passeron, 2009).
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En este sentido, el papel de los procesos de enseñanza aprendizaje, in-
cluso basándose en epistemologías críticas, pueden fácilmente caer en 
estos problemas. Las sociedades altamente jerarquizadas, las divisiones 
profesor-alumno (e incluso al interior de estos dos grupos), las desiguales 
oportunidades de los estudiantes (y aquí debe mencionarse claramente, de 
los aspirantes rechazados por el sistema para continuar sus estudios uni-
versitarios), son temas con los que las y los profesores se topan de forma 
constante.

De esta manera, resulta importante destacar que la única manera de lo-
grar un adecuado desarrollo teórico coherente de aspecto crítico dentro del 
derecho, consiste en dejar a un lado las relaciones de poder en el proceso 
de enseñanza aprendizaje. Esto no resulta sencillo; las necesidades acadé-
micas de las universidades contemporáneas (tales como evaluaciones) ge-
neran sin duda alguna, procesos de desigualdad que impiden el desarrollo 
horizontal de las relaciones de conocimiento. Por otra parte, la Universidad 
no puede volverse una burbuja para el estudiante, en donde desarrolle es-
trategias y conocimientos que no servirán “para el mercado”.

Quizá en esta última afirmación es posible encontrar la solución al pro-
blema mencionado: mientras que las teorías tradicionales buscan, en mu-
chas ocasiones a través de las más diversas estrategias, el mantenimiento 
de las condiciones existentes, la teoría crítica busca una transformación ra-
dical de las relaciones existentes. Por ello, si el papel de la crítica consiste, 
como su nombre lo indica, en generar crisis al sistema existente, eso sólo 
puede lograrse si en lugar de buscar los conocimientos y saberes que sirven 
para el mercado, podemos generar aquellos que hagan la necesidad de ese 
mercado, algo totalmente prescindible en el futuro inmediato.
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